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PRÓLOGO

Phumzile Mlambo-Ngcuka
Secretaria General Adjunta de las Naciones Unidas y 
Directora Ejecutiva de ONU Mujeres 

Para toda persona, no hay una institución más importante 
que la familia, tanto desde el punto de vista universal como 
individual. La familia es el espacio al que podemos acudir 
en busca de amor, apoyo, cuidados y sustento, sobre todo 
en épocas de dificultad o conflicto. En el seno de la familia 
podemos criar a las niñas y los niños y cuidar de las personas 
que lo necesitan.

Aunque la experiencia de la vida familiar es, en esencia, 
universal, las familias no se ajustan a un único modelo, ni 
tendrían por qué hacerlo. En todo el mundo, encontramos 
familias en las que dos progenitores cuidan de sus hijas e hijos, 
pero también hogares en los que viven abuelas, abuelos y 
otros parientes, mujeres que cuidan solas a sus hijas e hijos, 
así como personas y parejas que han tomado la decisión 
de no tener descendencia. Nuestras sociedades no podrían 
concebirse sin las familias, en toda su riqueza y diversidad.

Uno de los pilares de este informe es el reconocimiento de 
la vital importancia que tienen las familias para nuestras 
culturas y economías, pero también el hecho de que, con 
demasiada frecuencia, estas son también espacios de 
violencia y discriminación para las mujeres y las niñas. La 
estremecedora omnipresencia de la violencia en la pareja 
significa que, desde el punto de vista estadístico, el hogar es 
uno de los lugares más peligrosos para una mujer.

Hemos sido testigos de un significativo progreso en lo 
que respecta a la eliminación de la discriminación contra 
las mujeres en el terreno legislativo; sin embargo, no es 
casualidad que las leyes de familia hayan sido precisamente 
las más lentas en cambiar, puesto que regulan asuntos 
como el derecho de las mujeres a elegir cuándo y con quién 
casarse, la posibilidad de divorciarse si lo necesitan o el 
acceso a los recursos.

Las familias pueden contribuir al empoderamiento de 
las mujeres y las niñas, pero con frecuencia también son 
espacios donde se vulneran sus derechos. Por ello, los 
gobiernos tienen la responsabilidad particular de vigilar que 
estos se respeten no solo en la esfera pública, sino también 
dentro del hogar.

En el presente informe se describe una agenda integral de 
políticas orientadas a las familias, con el fin de alcanzar la 
igualdad y la justicia en el ámbito familiar. Dichas políticas 
abarcan la prevención de la violencia y la respuesta a este 
problema, la reforma de las leyes de familia, inversiones en 
servicios públicos —especialmente en atención de la salud 
reproductiva, educación y cuidados— y protección social. 
Aquí demostramos que estas políticas son vitales, eficaces y 
además asequibles.

Con este informe, instamos a los gobiernos, la sociedad civil 
y el sector privado a reconocer la diversidad de las familias 
y a trabajar de forma mancomunada para hacer realidad la 
agenda de políticas que proponemos, con el fin de promover 
los derechos de las mujeres y garantizar que todas las 
familias puedan prosperar.
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RESUMEN EJECUTIVO
El mundo está cambiando con rapidez. Las familias también 
están cambiando, al igual que el papel que desempeñan 
las mujeres y las niñas en ellas. En la actualidad no existe 
un modelo de familia “normal”. De hecho, nunca ha existido. 
Las leyes y políticas vigentes deben evolucionar y adaptarse 
para poder apoyar a todas las familias y responder a 
las necesidades de todos sus miembros. En el informe El 
progreso de las mujeres en el mundo se evalúa la dimensión 
y el alcance de las transformaciones en la vida familiar, así 
como sus implicaciones para la igualdad de género y el 
empoderamiento de las mujeres.

A partir de los datos globales disponibles, este informe propone 
una agenda integral de políticas dirigidas a las y los principales 
hacedores y hacedoras de políticas, activistas, gobiernos 
nacionales y organismos internacionales para garantizar que 
todas las mujeres y niñas gocen plenamente de sus derechos 
humanos sin importar el modelo de familia en el que vivan.

Hoy en día existen numerosos indicios de que las mujeres tienen 
mayor voz y poder de decisión en sus familias. El aumento de la 
edad al contraer matrimonio, el mayor reconocimiento jurídico 
y social de diversos tipos de unión, el descenso de las tasas de 
fecundidad producto de poder elegir el momento y el número 
de hijos que se desean tener, y la mayor autonomía económica 
de las mujeres son solo algunos de ellos. Estos cambios son a 
la vez causas y consecuencias de grandes transformaciones 
demográficas, así como del creciente acceso de mujeres y 
niñas a la educación y al empleo, de modificaciones en normas 
sociales e ideas sobre las familias y de reformas jurídicas. Estos 
últimos procesos han sido a menudo impulsados e inspirados 
por el activismo de las mujeres.

Este activismo, junto con un profundo compromiso con los 
derechos humanos, es más necesario que nunca, en un 
contexto en el que ganan terreno las voces que cuestionan 
la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres. 
Quienes niegan a las mujeres el derecho a tomar sus propias 
decisiones suelen utilizar una retórica que enaltece los “valores 
de la familia” en pos de socavar los logros alcanzados en las 
últimas décadas. En la práctica, quienes defienden estos puntos 
de vista con frecuencia han adoptado políticas contrarias al 
bienestar de las familias y sus miembros, en lugar de apoyarlos.

Las familias contribuyen al 
empoderamiento de las mujeres y las 
niñas, pero también son un espacio donde 
con frecuencia se vulneran sus derechos
Las familias son un pilar fundamental de las sociedades. 
Sin ellas, las comunidades y las economías no podrían 

funcionar. En su seno, las personas comparten recursos 
como la vivienda o los ingresos, cuidan de las personas 
enfermas y vulnerables, y nutren a las generaciones futuras. 
Las familias pueden ser un entorno de amor y afecto, un 
espacio crucial para que sus integrantes desarrollen su 
identidad y sentido de pertenencia.

Sin embargo, con demasiada frecuencia las mujeres y 
las niñas sufren violencia y discriminación en el entorno 
familiar. A lo largo de su vida, alrededor de un tercio de las 
mujeres son víctimas de abuso físico o sexual por parte de 
una pareja. En algunos países, las niñas no tienen derecho 
a heredar bienes, mientras que en otros se obliga a las 
mujeres a obedecer a sus esposos, lo cual impone graves 
barreras a su empoderamiento y su libertad de expresión. 
Reconocer de manera explícita que las familias son un 
espacio contradictorio para las mujeres y las niñas es uno 
de los objetivos clave de este informe.

Ahora bien, la desigualdad, la discriminación y las desventajas 
que las mujeres experimentan en su vida y sus relaciones 
familiares no son naturales; tampoco inevitables. En 
consecuencia, hacedoras y hacedores de políticas, activistas y 
la ciudadanía tienen ante sí un desafío urgente: transformar las 
familias en un lugar de igualdad y justicia, en un hogar donde 
se potencie la capacidad de mujeres y niñas de empoderarse y 
realizar sus derechos y gozar de seguridad física y económica.

Acelerar el logro de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible
Garantizar que las familias sean espacios de igualdad, exentos 
de discriminación, es esencial para el logro de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS). El ODS 5 (“lograr la igualdad entre 
los géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas”), por 
ejemplo, exige eliminar la violencia y todas las prácticas nocivas, 
asegurar el acceso de las mujeres a los recursos económicos, 
incluso a través de los derechos sucesorios y la igualdad en las 
leyes de familia, y promover la responsabilidad compartida del 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado que recae 
desproporcionadamente sobre las mujeres.

Para “garantizar una vida sana y promover el bienestar 
para todos en todas las edades” (ODS 3), las mujeres 
necesitan tener acceso a servicios de planificación familiar 
y de atención de la salud reproductiva; con el objeto 
de “garantizar una educación inclusiva, equitativa y de 
calidad y promover oportunidades de aprendizaje durante 
toda la vida para todos” (ODS 4), las niñas deben poder 
contraer matrimonio a edades más tardías y finalizar 
sus estudios escolares; para “promover el crecimiento 
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económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo 
pleno y productivo y el trabajo decente para todos” (ODS 
8), es preciso adoptar políticas orientadas a las familias y 
normas en el ámbito laboral que posibiliten que mujeres y 
hombres combinen sus responsabilidades de cuidados con 
el empleo remunerado.

La aplicación de la agenda de políticas orientadas a las 
familias que se describe en este informe puede crear 

sinergias y acelerar los avances entre las diferentes 
generaciones, tanto en lo que respecta a la igualdad de 
género como al desarrollo sostenible en general. Con el 
fin de adaptar esta agenda y aplicarla a los contextos 
nacionales y locales, las y los responsables de la formulación 
de políticas deben comprender el modo en que los sesgos 
de género en las relaciones de poder favorecen o limitan 
los derechos de las mujeres en la familia y reconocer la 
naturaleza diversa y cambiante de los modelos familiares.

MUJERES Y RELACIONES FAMILIARES: ENTRE LA 
COOPERACIÓN Y EL CONFLICTO
En este informe, las familias se consideran instituciones en 
las que la cooperación (solidaridad y amor) coexiste con 
el conflicto (desigualdad y violencia), como se muestra 
(véase el gráfico 1.2)1 1 El estudio se apoya en la visión de 
la economía feminista para explicar que la desigualdad en 
el poder de negociación dentro de las familias se traduce 
en desigualdad de resultados —por ejemplo, en lo que 
concierne a la distribución de los recursos o a la división 
del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado—, y 
propone soluciones a este problema.

Además del papel que desempeñan los ingresos en la 
capacidad de negociación de las mujeres para defender 
sus derechos en la familia, el informe destaca la valiosa 
contribución de los sistemas de apoyo social (como los 
grupos comunitarios o las organizaciones defensoras de los 
derechos de las mujeres), los derechos garantizados por 
el Estado (por ejemplo, los sistemas de protección social y 
los servicios jurídicos) y las normas sociales progresistas.2 A 
partir de esta visión de las familias, en el informe se analiza 
cómo se desenvuelven las mujeres y las niñas en ellas.

Más recursos en manos de 
(algunas) mujeres
Se observa un avance notable en el acceso de las mujeres a 
los recursos a través de la obtención de ingresos, la protección 
social y la titularidad de activos. Esto ha desencadenado 
algunos cambios en el equilibrio de poder dentro del hogar, lo 
cual ha dotado a las mujeres de mayor seguridad económica y 
de un mayor peso en la toma de decisiones, y ha hecho posible 
mejorar el bienestar económico familiar.

Sin embargo, incluso en los países desarrollados, donde el 
progreso de las mujeres ha sido más amplio y sostenido, 
las que residen con una pareja heterosexual todavía siguen 
aportando menos de la mitad de los ingresos familiares y son 
titulares de una proporción aún menor del patrimonio familiar.3 

El costo económico de la maternidad para las mujeres, en 
forma de menores tasas de ocupación y remuneración 
comparadas con aquellas de las mujeres sin hijos, constituye 
un problema persistente.4 Además, en un mundo en el que la 
riqueza y los activos presentan una concentración y un control 
crecientes por parte de una fracción de la población mundial, 
el avance de las mujeres ha sido desigual entre unos países 
y otros, así como entre los diferentes grupos de mujeres.5 Las 
familias monoparentales, que cuentan con un solo ingreso, por 
ejemplo, corren mayor riesgo de caer en la pobreza de ingresos 
que las familias con dos proveedores (véase el gráfico 4.7).6

Sin embargo, los cuidados siguen siendo 
una tarea fuertemente feminizada
Pese a que, en general, el acceso de las mujeres a los 
recursos económicos ha mejorado, la distribución del 
trabajo de cuidados no remunerado sigue siendo muy 
desigual. En las familias, las mujeres realizan una cantidad 
tres veces mayor de trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado que los hombres; las desigualdades son 
particularmente pronunciadas en los países en desarrollo, 
en los que el acceso a las infraestructuras que permiten 
ahorrar tiempo y a los servicios públicos es más limitado.7

En muchas regiones existe un claro déficit de cuidados, que 
provoca una desatención de las necesidades de las niñas y 
los niños y de las personas adultas mayores, en particular, 
por parte de las instituciones dedicadas a la prestación de 
servicios de cuidados. Cuando no existe disponibilidad de 
servicios de cuidados profesionales o estos son excesivamente 
onerosos, se espera que las mujeres y las niñas llenen ese 
vacío, lo que reduce el tiempo que pueden destinar a sus 
estudios, al trabajo remunerado y a otras tareas, o provoca 
que las necesidades de cuidados queden desatendidas. Esta 
dinámica tiene consecuencias negativas para las mujeres, 
puesto que afecta su capacidad para acceder a un trabajo 
remunerado decente, así como su salud física y mental.



16

FAMILIAS EN UN MUNDO CAMBIANTE

... incluso cuando las mujeres migran
En un mundo cada vez más globalizado y en el que 
el desplazamiento forzado es un problema creciente, 
muchas familias sustentan y cuidan de sus integrantes a 
distancia. A pesar de que las familias, las comunidades y 
los Estados dependen cada vez más de la capacidad y la 
disposición de las mujeres para migrar y generar ingresos, 
los hombres no siempre asumen la responsabilidad de 
cuidar de las personas dependientes que permanecen en 
el hogar. De hecho, la migración pone de relieve hasta qué 
punto persiste el papel de las mujeres como cuidadoras; 
en ausencia de una madre que provea cuidados, es 
frecuente que abuelas o hijas mayores asuman el cuidado 
de las personas dependientes.

Cuando migra toda la familia —algo que no siempre es 
posible—, la desigualdad en el acceso a la protección social 
y los servicios públicos se acentúa aún más. Estas diferencias 
son particularmente marcadas en el caso de las personas 

migrantes en situación irregular, así como en contextos de 
crisis humanitarias.

La violencia contra mujeres y 
niñas persiste
La manifestación más grave del conflicto dentro de las 
familias es la violencia contra las mujeres y las niñas. Tras 
décadas de activismo feminista, la violencia en la familia se 
ha reconocido al fin como un problema público y ha dejado 
de considerarse una cuestión exclusivamente privada. En 
la actualidad existen leyes, planes de acción, servicios de 
protección y apoyo y un creciente número de medidas de 
prevención de la violencia. Pese a estos esfuerzos, la violencia 
contra las mujeres y las niñas persiste hasta alcanzar 
tasas abrumadoramente elevadas en todas las regiones 
del mundo. A menudo, la violencia en la familia es letal: se 
calcula que un 58 % de las mujeres que fueron víctimas de 
homicidio intencionado en 2017 fueron asesinadas por un 
familiar. Ese año murieron asesinadas 137 mujeres por día.8

LAS FAMILIAS EN LA ACTUALIDAD: 
CAMBIANTES Y DIVERSAS
No hay un solo tipo de familia. Jamás lo ha habido. Con base 
en datos globales, el informe documenta la gran diversidad de 
estructuras y relaciones familiares presentes en las diferentes 
regiones, dentro de cada país y a través del tiempo.

Si se toma el hogar como unidad de análisis, poco más de 
un tercio de los hogares del planeta (38 %) están formados 
por una pareja con hijas e hijos de cualquier edad (véase el 
gráfico 2.2).9 Pero hasta esos hogares distan mucho de ser 
homogéneos; presentan diferencias en términos de ingreso, 
por ejemplo, o de edad de las hijas e hijos que viven en ellos. 
Cerca de dos tercios del total de los hogares adoptan otras 
formas y, de ellos, alrededor de la tercera parte (27 %) son 
hogares extensos, en los que pueden residir abuelas y abuelos 
o tías y tíos, por ejemplo.

Los hogares monoparentales—de los cuales un 84 % a nivel 
mundial están conformados por madres solas que viven con 
sus hijos— y los compuestos por parejas (heterosexuales u 
homosexuales) sin hijos, también son comunes en muchas 
regiones.10 En las sociedades que están pasando por un 
proceso de envejecimiento, los hogares unipersonales son una 
realidad cada vez más frecuente.

¿Qué factores explican la variación en la composición de las 
familias en las diversas regiones y dentro de los países? Las 
diferencias en las políticas públicas y las normas sociales, los 

cambios demográficos y los patrones laborales influyen en la 
gran variedad de modelos de familia.11

Cambios en las parejas
A lo largo de las últimas tres décadas se han producido cambios 
significativos en el momento y el tipo de unión que mujeres y 
hombres eligen para formar una pareja (así como en cuanto 
al propio hecho de decidir formar una pareja o no). Mujeres y 
hombres de todas las regiones del mundo están retrasando la 
edad a la que contraen matrimonio.12 Esto ha permitido que las 
mujeres concluyan sus estudios, ganen presencia en el mercado 
de trabajo y disfruten de autonomía financiera.13

La cohabitación sigue una tendencia al alza y, en algunas 
regiones, un número creciente de mujeres están optando 
directamente por no casarse. Estas decisiones pueden ser 
consecuencia tanto de la necesidad como de la elección, ya 
que para algunas parejas el costo de formar una familia puede 
ser excesivo.14 También pueden ser el reflejo de una disposición 
cada vez menor por parte de las mujeres a entablar relaciones 
en las que se espera que asuman un rol subordinado.

Desde la década de 1980, el incremento de las tasas de 
divorcio es una de las características más visibles de los 
cambios en las familias en la mayoría de las regiones.15 La 
liberalización de las leyes de divorcio en algunos países 
desarrollados ha dado lugar a una reducción de los índices de 
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suicidio entre las mujeres, a un menor número de denuncias 
por violencia doméstica y a una disminución del número de 
asesinatos de mujeres a manos de sus esposos.16

Sin embargo, el aumento de las cifras de divorcios y 
separaciones también puede implicar otras formas de 
vulnerabilidad para las mujeres. Poner fin a una relación suele 
entrañar consecuencias mucho más adversas para las mujeres 
que para los hombres. Con demasiada frecuencia, las mujeres 
pierden el acceso a los bienes de la pareja; incluso pueden 
llegar a perder la custodia de las y los hijos.17

Voz y toma de decisiones en 
materia reproductiva
La crianza infantil es uno de los pilares centrales de la vida 
familiar. Y también es uno de los aspectos que más están 
cambiando. En todo el mundo se aprecia un descenso de 
las tasas de fecundidad, si bien el ritmo de caída difiere 
según las regiones.

Este cambio indica, por un lado, que las mujeres tienen más 
voz y poder de decidir si tienen descendencia y cuándo 

tenerla (así como sobre el número de hijas e hijos). En 
términos prácticos, una familia reducida puede resultar 
menos costosa de mantener, y puede conllevar una menor 
carga de trabajo doméstico y de cuidados para las mujeres.

Por otro lado, el descenso de las tasas de fecundidad en 
algunas regiones también indica que las mujeres tienen 
menos hijos de los que desean. Las parejas pueden estar 
limitando el número de descendientes en respuesta a 
condiciones económicas que dificultan la crianza, o porque, 
dada la ausencia de servicios de cuidados de calidad a largo 
plazo, también tienen parientes de edad avanzada que 
cuidar. Es posible asimismo que las mujeres tomen la decisión 
de tener menos hijos porque los hombres continúan sin 
asumir la cuota que les corresponde del trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado.

Comprender tanto las dinámicas de género de las 
familias como la diversidad de formas que adoptan en 
las diferentes regiones, a lo largo del tiempo e incluso a 
lo largo de la vida de las personas es fundamental para 
formular políticas adecuadas.

¿QUÉ PAPEL DEBE DESEMPEÑAR 
LA ACCIÓN PÚBLICA?
Familias, economías y gobiernos son interdependientes: 
los tres ámbitos aportan a la hora de construir sociedades 
prósperas y justas. Para su buen funcionamiento, los mercados 
y los Estados necesitan familias que produzcan mano de 
obra, compren bienes y servicios, paguen impuestos y nutran 
a los miembros productivos de la sociedad. Sin embargo, 
las contribuciones de las familias no son infinitamente 
elásticas. Tratarlas como un recurso ilimitado, que puede ser 
aprovechado sin miramientos por actores públicos y privados, 
puede tener consecuencias muy negativas para las propias 
familias y sus integrantes. La austeridad, el estancamiento de 
los salarios, los conflictos y la aceleración del cambio climático 
pueden impedir que las familias salgan adelante. En este 
contexto reviste la máxima importancia contar con el apoyo de 
las comunidades, los mercados y los Estados.18

Estos últimos tienen una responsabilidad adicional de apoyar 
a las familias debido a sus obligaciones como garantes de 
derechos. Hace más de 70 años, la Declaración Universal 
de Derechos Humanos reconoció a la familia como unidad 
fundamental de la sociedad, que requiere protección y 
asistencia.19 En el campo del derecho internacional, la 
protección de la familia está intrínsecamente vinculada al 
principio de igualdad y no discriminación, especialmente 

en lo que respecta al matrimonio.20 La Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (CEDAW) establece con claridad que las relaciones 
familiares deben entenderse a la luz de este principio 
(art. 16). Su aplicación al contexto familiar implica que todas 
las leyes, políticas y prácticas referentes a las familias deben 
adoptarse sin discriminar a ninguno de sus miembros ni a 
ningún tipo de familia.

La CEDAW también cuestionó la separación artificial de las 
esferas “pública” y “privada”, y dejó claro que los Estados 
tienen tanta obligación de garantizar el respeto a los derechos 
humanos en el ámbito “privado” del matrimonio y la familia 
como en el terreno “público” de los mercados y la política.21

El resto de las convenciones citadas en este informe 
proporcionan un marco jurídico y orientaciones para la 
formulación de políticas relacionadas con un conjunto amplio 
de derechos sociales, económicos y culturales, incluida la 
obligación de garantizar que todas las parejas y personas 
tengan derecho a “decidir libre y responsablemente el 
número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el 
intervalo entre éstos” (Programa de Acción de la Conferencia 
Internacional sobre la Población y el Desarrollo);22 la 
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obligación de erradicar la violencia contra las mujeres y las 
niñas en todas sus manifestaciones, incluso dentro de las 
familias (Recomendación General núm. 35 del Comité de la 
CEDAW);23 y la obligación de proteger los derechos de las 
niñas y niños (Convención sobre los Derechos del Niño).24

Pese a que en este informe se identifica a los gobiernos 
como principales garantes de los derechos de las 

mujeres, existen otros actores con un importante papel 
que desempeñar. Entre ellos destacan las organizaciones 
de mujeres y feministas, que históricamente han sido un 
motor fundamental del cambio, a menudo mediante el 
establecimiento de alianzas con sindicatos, organizaciones 
religiosas y el sector privado, con el objeto de modificar y 
aplicar leyes y políticas para el fomento de la igualdad de 
género tanto dentro de la familia como fuera de ella.

FAMILIAS EN UN MUNDO CAMBIANTE
En los capítulos que siguen se ofrece una evaluación temática 
de los derechos de las mujeres y la vida familiar en el 
mundo cambiante de hoy. En ellos se aportan estadísticas e 
investigaciones empíricas que ponen de manifiesto el modo 
en que las dinámicas demográficas, sociales y económicas 
están afectando la vida familiar, y lo que ello conlleva para la 
igualdad de género. También se exponen análisis de políticas 
para orientar a quienes promueven la igualdad de género 
—tanto en los gobiernos como en la sociedad civil— hacia las 
respuestas más adecuadas.

Capítulo 1: ¿Por qué las familias? ¿Por qué ahora? En este 
primer capítulo se presenta el marco analítico del informe y 
su fundamentación en los derechos humanos y se describe 
el panorama general de cambio y continuidad. En el capítulo 
se ofrece una perspectiva histórica de las bases patriarcales 
de la familia y se examinan las variaciones geográficas de 
las estructuras y dinámicas familiares. Además, se describen 
algunas de las transformaciones que se han producido en la 
vida familiar, incluida la diversificación de los tipos de pareja, 
la desvinculación del sexo de la reproducción biológica, el 
fin del modelo basado en el varón como sostén económico, 
la mercantilización y globalización de los cuidados y los 
cambios en los contratos intergeneracionales. 
En el capítulo 2: Familias: Continuidad, cambio y diversidad 
se sientan las bases empíricas que sustentan el mensaje 
central del informe: que las familias son diversas. A partir de 
los mejores datos disponibles a escala mundial, regional y 
nacional, se ofrece en este capítulo una rigurosa descripción 
general de los conocimientos acerca de las familias en el 
mundo de hoy. Se analizan las evidencias disponibles sobre 
los cambios registrados en el ámbito de la fecundidad y 
la crianza de las y los hijos, la formación y disolución de 
las parejas y las diferentes formas de vida de las mujeres. 
Asimismo, se describen los desafíos más importantes y se 
formulan recomendaciones para mejorar la recopilación de 
datos sobre las familias con perspectiva de género.

En el capítulo 3: La voz de las mujeres en la formación 
familiar, se pone el foco en el poder de decisión de las 

mujeres en sus relaciones de pareja. Se estudian los 
factores que permiten o dificultan que las mujeres puedan 
decidir si desean formar una pareja, de qué tipo, cuándo 
y con quién hacerlo; las formas en que el control sobre sus 
decisiones reproductivas influyen en sus derechos, su voz 
y su poder de acción dentro de la pareja; y las condiciones 
para que las mujeres puedan abandonar relaciones 
insatisfactorias y formar nueva pareja si lo desean. En el 
capítulo se describen las áreas clave para la acción pública 
con el fin de que las mujeres puedan disfrutar de relaciones 
con más igualdad de género. Dichas áreas incluyen la 
reforma de las leyes de familia, así como inversiones en 
planificación familiar y enseñanza secundaria.

En el capítulo 4: Un ingreso propio para las mujeres se 
demuestra la importancia de que las mujeres gocen de 
independencia económica a través de los ingresos, la 
titularidad de activos o derechos de protección social. Se 
examinan las evidencias disponibles sobre el progreso en 
el control de los recursos por parte de las mujeres y las 
diferencias que existen entre los diversos países y grupos 
sociales. Los datos ponen de manifiesto que las desigualdades 
de género continúan guardando una estrecha relación con 
las dinámicas de la vida familiar. Las mujeres solteras como 
consecuencia de una separación, un divorcio o la viudez, 
incluidas las que encabezan hogares monoparentales, 
afrontan déficits específicos de tiempo y recursos económicos, 
además de estar expuestas a un mayor riesgo de pobreza 
que las que viven en hogares biparentales. En este capítulo 
se expone un marco de políticas —que incluye un sistema de 
protección social universal— orientadas al empoderamiento 
de las mujeres y los hombres de modo que sean capaces de  
mantener a sus familias en un mundo cada vez más desigual e 
inestable, y ante los cambios que se están produciendo en las 
estructuras demográficas y familiares.

En el capítulo 5: Familias que cuidan, sociedades que valoran 
el cuidado se analiza el papel de las familias en la provisión de 
cuidados y sustento —ya sea a personas jóvenes o mayores, 
sanas o frágiles—. En diversos contextos, la responsabilidad 
principal del cuidado infantil y de las personas adultas mayores 
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se asigna a las mujeres, a menudo como una tarea inherente 
al hecho de ser madre, esposa o hija. En el capítulo se exploran 
las desigualdades de género —entre otras— en la provisión 
de cuidados no remunerados, así como la forma en que las 
normas sociales, los factores socioeconómicos y demográficos y 
las políticas públicas influyen en ella. Se ofrece una evaluación 
de las necesidades de cuidados con el fin de mostrar cómo las 
familias intentan responder a esas necesidades en diferentes 
contextos. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor 
inversión pública en servicios accesibles, asequibles y de calidad 
en el ámbito de los cuidados para complementar los que 
prestan las familias y las amistades, así como condiciones de 
empleo decentes para las personas que trabajan en este sector.

En el capítulo 6: Cuando el peligro acecha en el hogar 
se busca explicar por qué las familias son un espacio tan 
propicio para la violencia contra las mujeres. Habida cuenta 
de la alarmante variedad de formas de violencia que sufren 
las mujeres y las niñas en la familia, el capítulo se centra 
en la violencia en la pareja, esclareciendo los múltiples 
factores asociados a su prevalencia, entre los que figuran la 
devaluación cultural de las mujeres, la impunidad de quienes 
ejercen violencia contra sus parejas y la naturalización de 
la jerarquía y dominio masculinos sobre las mujeres. En 
este capítulo se exploran los múltiples factores que llevan a 
los hombres a recurrir al maltrato físico, como parte de la 
búsqueda de una amplia gama de políticas e intervenciones 
programáticas necesarias para prevenir este tipo de violencia 
y hacer frente a sus consecuencias cuando se produce.

Los efectos de la migración sobre la vida familiar y los derechos 
de las mujeres se analizan en el capítulo 7: Familias en el 
contexto de la migración. Para las mujeres, la decisión de 
migrar puede deberse a varios motivos: huir de un conflicto, 
de la violencia o de normas sociales restrictivas, o garantizar 
un futuro mejor para ellas mismas y para sus hijos. Pese a que 
la migración puede ofrecer nuevas oportunidades para las 
mujeres, en este capítulo se muestra que a menudo también 
obliga a las familias a sumergirse en una compleja red de 
políticas y normativas que tienden a reforzar las desigualdades 
imperantes, basadas en el género, la clase socioeconómica y el 
tipo de familia. Tales normativas pueden asimismo debilitar el 
poder de negociación de las mujeres en la familia, por ejemplo, 
mediante la vinculación de su estatus migratorio a un cónyuge 
que posea la ciudadanía o la residencia, o limitando el acceso a 
la ayuda pública en casos de violencia. Para responder a estos 
desafíos, en el capítulo se hace hincapié en las políticas sociales 
y económicas clave que pueden garantizar la protección de los 
derechos humanos de las mujeres migrantes y de sus familias, 
con independencia de su condición jurídica.

En el capítulo 8: Recomendaciones para alcanzar 
la igualdad en las familias se sintetiza el análisis 

de las diferentes políticas descritas a lo largo de los 
capítulos anteriores. Existen dos formas mutuamente 
complementarias a través de las cuales los Estados pueden 
apoyar la realización de los derechos humanos dentro de 
las diversas familias: el establecimiento de normas y leyes 
para introducir la igualdad de género en la vida familiar, 
con el objeto de crear condiciones equitativas; y la provisión 
de apoyo, recursos y servicios que permitan a las familias 
prosperar y cuidar de sus miembros. En el capítulo se 
profundiza en estas dos grandes esferas a través de ocho 
recomendaciones, a saber:

1.	 Sancionar e implementar leyes de familia basadas en 
la diversidad, la igualdad y la no discriminación.

2.	 Garantizar servicios públicos accesibles y de calidad 
para apoyar a las familias y promover la igualdad de 
género.

3.	 Garantizar el acceso de las mujeres a ingresos propios 
adecuados.

4.	 Proveer tiempo, dinero y servicios para cuidar dentro y 
fuera de la familia.

5.	 Prevenir y responder a la violencia contra las mujeres 
en el entorno familiar.

6.	 Implementar políticas y normativas orientadas a las 
familias migrantes y a los derechos de las mujeres.

7.	 Mejorar las estadísticas sobre las familias y los hogares 
con enfoque de género.

8.	 Garantizar la disponibilidad de recursos para políticas 
orientadas a las familias.

Como se indica en la recomendación 8, para la aplicación 
de esta agenda de políticas se requiere voluntad política 
e inversión de recursos. En el informe se incluye la síntesis 
de un análisis de costos expresamente encargado en 
el marco de esta investigación para demostrar que 
la implementación de un paquete básico de políticas 
orientadas a las familias es factible y también asequible. 
Tales inversiones ofrecerían beneficios significativos para las 
mujeres y las niñas, las familias y la sociedad en su conjunto. 
Permitirían desarrollar las capacidades humanas de las 
y los niños, proteger la dignidad y los derechos humanos 
de las personas adultas mayores y las personas con 
discapacidad, y crear oportunidades de empleo decentes 
para las mujeres y los hombres en el sector de los cuidados. 
Asimismo, estas inversiones permitirían sentar algunas de 
las bases fundamentales para una concepción de la familia 
como un espacio de igualdad y justicia, un lugar donde las 
mujeres y las niñas puedan ejercer su voz y poder de acción, 
y donde gocen de seguridad física y económica.
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1



Las familias son un pilar fundamental del mundo cambiante de hoy. Por ello, 
las políticas orientadas a las familias son esenciales para garantizar que 
toda persona pueda prosperar y realizar su potencial, y crear sociedades 
pacíficas y prósperas.

0 1

Los instrumentos de derechos humanos ofrecen un marco sólido para 
los derechos de las mujeres y las niñas en las familias. Tales derechos se 
sustentan en los principios de igualdad y no discriminación, el derecho a una 
vida libre de violencia y el interés superior de las y los niños.

02

El patriarcado está profundamente arraigado en las leyes y normas 
sociales. Pese a los avances obtenidos, continúa siendo una realidad 
evidente en muchos países, por ejemplo, cuando se niega a las mujeres la 
igualdad de derechos sucesorios o la igualdad de derechos para transmitir 
su nacionalidad a sus hijas e hijos.

03

Las familias son espacios contradictorios para las mujeres. Son un lugar 
de amor, solidaridad y cuidados, pero también son el espacio en el que 
las mujeres tienen mayor probabilidad de experimentar violencia y 
discriminación.

04

Las relaciones familiares se caracterizan a menudo por el “conflicto 
cooperativo”: a pesar de las ventajas derivadas de la cooperación, los 
intereses individuales de las mujeres suelen contraponerse a aquellos de 
sus familiares varones. La escasez de opciones las obliga a negociar para 
obtener lo que les corresponde, y las lleva a menudo a aceptar concesiones 
en detrimento de sus derechos o bienestar.

05

Las familias no están aisladas de otras instituciones ni pueden amortiguar 
lo que sucede en otros espacios: cuando las economías entran en crisis o se 
recortan los servicios públicos, las mujeres suelen asumir el trabajo adicional 
necesario para garantizar el bienestar de las familias. Sin embargo, los 
recursos de las mujeres no son infinitamente elásticos y requieren apoyo.

06

MENSAJES CLAVE
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1.1 INTRODUCCIÓN 
En todo el mundo, las familias son una institución social 
fundamental; su importancia es enorme tanto para las 
personas como para las economías. Con frecuencia, las 
personas comparten recursos (como la vivienda o los 
ingresos) a través de las relaciones familiares, cuidan de las 
personas enfermas y frágiles, se ocupan de la reproducción, 
y nutren y cuidan a la siguiente generación. Un aspecto 
igualmente importante, aunque menos tangible, es que las 
familias pueden ser un espacio común de amor y afecto, y 
resultan cruciales para el sentido de pertenencia, la identidad 
y el desarrollo de un proyecto de vida de mujeres y hombres. 
Esto no significa que las familias sean automáticamente 
benévolas ni igualitarias. Tampoco son entidades aisladas, 
capaces de mantener a sus miembros sin el apoyo de la 
comunidad, el mercado y el Estado.1 Las normas sociales y 
culturales, las leyes, las condiciones económicas y sociales, y 
las políticas públicas contribuyen y dan forma a los derechos 
y responsabilidades mutuos de los miembros de la familia, 
sobre todo de quienes están casados o viven en pareja, así 
como entre las diferentes generaciones.

Sin embargo, históricamente, a los varones se les han 
otorgado derechos individuales como “jefes” de familia, 
dotándolos de un poder y un control considerables sobre el 
trabajo y la vida de las mujeres y sus hijos, mientras que la 
responsabilidad del cuidado y la crianza de los miembros 
de la familia ha sido asignada a las mujeres.2 La igualdad 
de género requiere una división más equitativa tanto de los 
derechos como de las responsabilidades. Exige igualdad 
en el control de los recursos (por ejemplo, ingresos, tiempo, 
cuidados), igual voz en la toma de decisiones familiares e 
igualdad de reconocimiento y respeto.3 Esta preocupación 
por la igualdad trasciende ampliamente el aspecto formal 
de la igualdad legal y abarca la igualdad sustantiva, lo cual 
garantiza que las mujeres puedan disfrutar de los mismos 
derechos y las mismas libertades que los hombres.4

Los principios de derechos humanos —sobre todo los de 
igualdad y no discriminación— dictan el rumbo para la 
transformación de las leyes, políticas y normas sociales con 
el fin de permitir que las mujeres disfruten realmente de sus 
derechos en el entorno familiar; no solamente los derechos 
civiles y políticos, sino también los derechos económicos, 
sociales y culturales.5 Estos derechos son indivisibles 
e interdependientes, pues no es posible garantizar los 
derechos civiles y políticos sin asegurar los derechos 
económicos, sociales y culturales, y viceversa. Allí donde las 
mujeres tienen sus derechos al patrimonio familiar o a un 

ingreso propio garantizados en igualdad de condiciones, 
por ejemplo, también tienen mayor probabilidad de contar 
con un mayor poder en la toma de decisiones del hogar.6

Ahora bien, las familias, incluso las más igualitarias, 
ven limitada su capacidad de acción cuando carecen 
de apoyo socioeconómico y de un entorno de políticas 
y jurídico propicio. Resulta arriesgado y poco realista 
suponer que los miembros de una familia pueden 
proporcionarse mutuamente una cantidad ilimitada de 
cuidados, sobre todo si se tiene en cuenta que buena 
parte de ese trabajo continúa recayendo sobre las 
mujeres y las niñas.7 Para poder brindar cuidados y 
sustento a sus miembros, las familias necesitan diversos 
recursos: empleos decentes y medios de vida viables, 
sistemas de protección social y servicios públicos 
accesibles, asequibles y de calidad. En ausencia de 
todo ello, las personas privilegiadas transmitirán sus 
privilegios a sus hijas e hijos, mientras que otras, por 
más que se esfuercen al máximo, tendrán que remar a 
contracorriente. Para crear sociedades en las que toda 
persona pueda realizar sus derechos se necesita una 
acción colectiva, y uno de los aspectos fundamentales 
es la responsabilidad tributaria de cada quien para 
financiar y construir servicios públicos, infraestructuras 
y sistemas de protección social inclusivos. En ausencia 
de este tipo de mecanismos de solidaridad colectiva, las 
familias se convierten en transmisoras fundamentales de 
desigualdades sociales de una generación a la siguiente.

Las familias son las primeras en afrontar los numerosos 
desafíos del mundo de hoy. Sus miembros se dispersan a 
causa de los conflictos prolongados, las crisis humanitarias 
y el desplazamiento de la población que, cada vez más, se 
regulan a través de políticas migratorias y de refugio que 
socavan la vida familiar. Estos problemas son consecuencia 
de una recesión mundial persistente, reforzada por medidas 
de austeridad que han dañado los medios de vida de la 
población y restringido algunas de las políticas sociales que 
recibían las familias y, en particular, las mujeres.8 En muchos 
países, mujeres y hombres, juntos o por separado, se ven 
obligados a dejar en casa a sus hijas e hijos al migrar, ya 
sea dentro o fuera de sus fronteras o a países más remotos 
para ganarse la vida. En muchos otros contextos, los bajos 
ingresos implican largas jornadas de trabajo y poco tiempo 
disponible para el descanso y los cuidados, por no hablar 
del tiempo de ocio y la vida familiar. Este es el contexto en el 
que se enmarca el presente informe.
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Estructura del capítulo
Con el fin de ofrecer una perspectiva más amplia sobre 
las familias, en este capítulo se parte de una descripción 
general de los diversos sistemas familiares en el mundo y 
de algunas de las importantes reformas legales que han 
conseguido debilitar —aunque todavía no erradicar— sus 
características y prácticas patriarcales. En la sección 1.3 
se expone el marco conceptual y de políticas del informe. 
En este se considera a las familias como espacios 
contradictorios para los derechos de las mujeres, pues en 
ellas existe tanto cooperación (solidaridad y amor) como 
conflictos (desigualdad y violencia). Además, se identifican 

los principios de derechos humanos más determinantes 
para sustentar y acelerar cambios legislativos y de políticas 
con enfoque de género que reflejen mejor las necesidades 
de las mujeres en diversos tipos de familias. En la sección 1.4 
se hace hincapié en algunos de los principales cambios 
legales, socioeconómicos y demográficos que repercuten en 
el logro de la igualdad de género. En esa misma sección se 
incluyen diversas referencias a capítulos posteriores en los 
que se profundiza en este tema y se extraen lecciones sobre 
políticas. El capítulo concluye con una descripción de los 
elementos clave para una agenda de políticas orientadas a 
las familias que otorgue un lugar central a la igualdad.

1.2 EN RETROSPECTIVA: LOS PATRIARCADOS, 
EN PASADO Y PRESENTE
La familia (véanse las definiciones reunidas en el recuadro 1.1) 
es una institución que, históricamente, ha sido un bastión 
del patriarcado y ha encarnado el privilegio de los hombres 
y su dominio sobre las mujeres. En su acepción más 
amplia, por patriarcado se entiende “la manifestación e 
institucionalización del dominio masculino sobre las mujeres y 
las niñas y niños en la familia y la extensión de dicho dominio 
sobre las mujeres en la sociedad más amplia”.9 El patriarcado 
se inscribió en las leyes y normas sociales de gran parte del 
mundo durante la colonización occidental o la subsecuente 

constitución de los Estados nacionales.10 El Código Civil de 
Francia (también conocido como Código Napoleónico), las 
leyes musulmanas sobre el estatuto personal (en toda su 
diversidad), los códigos hindúes y el derecho consuetudinario 
angloamericano, entre otros, han apuntalado el poder de los 
hombres para controlar los bienes y las actividades públicas 
de sus esposas y para actuar como tutores legales de sus hijos. 
Las mujeres estaban obligadas a obedecer a sus esposos, 
tenían acceso limitado al divorcio y, en muchas tradiciones, 
disfrutaban de menos derechos sucesorios que los hombres.11

HOGAR Y FAMILIA: DOS CONCEPTOS DIFERENTES QUE SE SUPERPONEN

Con frecuencia, los términos “familia” y “hogar” se utilizan como sinónimos. Sin embargo, hacen referencia a entidades 
distintas. La familia es una institución social universal basada en necesidades y actividades humanas vinculadas a la 
sexualidad, la reproducción y la subsistencia cotidiana. Sus miembros comparten un espacio social definido por relaciones 
de parentesco, conyugalidad y parentalidad. La familia es un microcosmos de relaciones productivas, reproductivas y 
distributivas, con una estructura de poder propia y poderosos componentes ideológicos y emocionales. En ella existen tareas 
e intereses compartidos o colectivos, aunque sus miembros también tienen intereses personales diferenciados, basados en 
su ubicación dentro de las relaciones productivas y reproductivas, así como en el sistema de relaciones de género.12 Más allá 
de las relaciones sociales, la familia funciona también como una “ideología de parentesco que explica quiénes deben vivir 
juntos, compartir sus ingresos y realizar determinadas tareas comunes”.13

El hogar, en cambio, es una unidad de residencia formada por una o varias personas que viven juntas y comparten recursos 
asociados a la reproducción cotidiana de la vida, como la vivienda o el alimento, además de algunas actividades sociales. Con 
mucha frecuencia, las personas que residen juntas (en un hogar) están unidas por lazos de parentesco y matrimonio, por lo que 
también forman parte de una familia. De hecho, los datos de los censos y encuestas de hogares disponibles para 86 países y 
territorios muestran que solamente un 2,0 % de los hogares están formados por personas que no son familiares, lo que demuestra 
la importancia de las relaciones de parentesco al definir con quién se comparte el hogar (véase el capítulo 2).14 Sin embargo, los 
miembros de una misma familia también pueden residir en hogares diferentes, a veces separados por largas distancias, como 
ocurre con las familias transnacionales (véase el capítulo 7). Por lo general, los datos de censos y encuestas de hogares —y, por 
lo tanto, la mayoría de las estadísticas citadas en este informe— hacen referencia a los hogares; por su parte, las investigaciones 
cualitativas, incluidos los estudios etnográficos, pueden captar mejor las relaciones familiares en los diferentes tipos de hogares.

RECUADRO 1.1
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El patriarca, como “jefe” de familia (paterfamilias), 
disfrutaba de diversas prerrogativas legales y prácticas; 
sus privilegios abarcaban la toma de decisiones, el control 
de las actividades, el trabajo y la movilidad de su esposa 
y de sus hijos, así como considerables privilegios sexuales, 
incluida la poliginia en algunos contextos y, en otros, una 
doble moral sexual.15

El patriarcado, sin embargo, no es estático ni monolítico. 
Como se ha defendido desde la historiografía feminista, es 
importante rastrear “las diversas formas y modos en que 
aparece el patriarcado a lo largo de la historia, los cambios 
en su estructura y función y sus adaptaciones a la presión y 
las demandas de las mujeres”.16

Variedades del patriarcado
Las relaciones patriarcales persisten en todo el mundo, tanto 
en países desarrollados como en desarrollo, aunque varían en 
cuanto a su forma, alcance y grado de intensidad.17 En algunas 
investigaciones, especialmente en el campo del desarrollo, 
se llama la atención sobre algunas de las diferencias 
fundamentales que existen en las estructuras familiares y de 
parentesco. Como se pone de manifiesto en esos estudios, 
cada sistema familiar se apoya en principios diferentes en 
materia de herencia y descendencia, prácticas conyugales y 
organización del trabajo. En conjunto, estas distintas normas y 
prácticas definen las restricciones estructurales en cuyo marco 
las mujeres ejercen su poder de acción.18 

La zona que abarca desde el África septentrional hasta 
Bangladesh, por ejemplo, incluye regiones con economías, 
historias, culturas y religiones muy diferentes, aunque 
en ellas las familias comparten algunas características 
comunes: el parentesco es predominantemente patrilineal 
(es decir, con prioridad y derechos sucesorios para los 
hijos varones), la residencia tras el matrimonio tiende a 
ser patrilocal (lo que significa que la pareja se establece 
en el hogar o la comunidad del esposo) y los hogares se 
organizan sobre la base de fuertes vínculos conyugales. 
Las normas culturales prescriben que el hombre es el 
responsable de aportar los recursos económicos al hogar; 
a cambio, la mujer se hace cargo de los cuidados (y 
rinde obediencia al hombre). Se otorga gran importancia 
a la castidad de las mujeres, lo cual tiende a limitar su 
participación en la esfera pública.19 Estas viejas normas 
sociales se han visto considerablemente alteradas por los 
cambios legales, socioeconómicos y demográficos, así como 
por las luchas feministas por los derechos de las mujeres. 
Sin embargo, aún no han desaparecido y continúan 
impregnando tanto los ideales como las prácticas culturales, 
aunque no de manera uniforme.20

En India meridional y Asia sudoriental, los sistemas de 
parentesco se caracterizan por un conjunto de relaciones 
de género un tanto distintas y más flexibles que en el caso 
anterior. En esta zona, los hogares también se organizan 
alrededor de lazos conyugales, aunque las mujeres disfrutan 
de mayor movilidad en la esfera pública. Esto se traduce 
en mayores tasas de participación laboral femenina en la 
agricultura, la industria o el comercio, así como en una mayor 
responsabilidad en la gestión de las finanzas del hogar. Los 
patrones de parentesco tienden a ser más bilaterales; así, las 
mujeres disfrutan de ciertos derechos sucesorios, de mayor 
flexibilidad en cuanto a la residencia familiar y pueden seguir 
manteniendo una relación constante con su familia de origen 
después del matrimonio.21

Estos dos sistemas familiares a menudo contrastan 
con las características de la unidad conyugal del África 
subsahariana, el Caribe y determinadas partes de 
América del Sur, cuyo nivel de cohesión es muy inferior.22 
Los sistemas de parentesco del África subsahariana, 
en particular, pese a mostrar considerables diferencias 
intrarregionales, proporcionan una relativa autonomía a 
las mujeres. Normalmente, estas son responsables de su 
propia manutención y la de sus hijos, con grados variables 
de apoyo de sus parejas; cuentan con cierto acceso a sus 
propias parcelas de tierra y control sobre ellas y, donde 
las uniones polígamas son frecuentes, sobre todo en 
África occidental, mujeres y hombres suelen disponer de 
presupuestos autónomos dentro del hogar.23

Convergencia o divergencia en los 
modelos de familia
El tema de la diversidad también sobresale en los estudios 
sociológicos sobre la familia. El sociólogo estadounidense 
William J. Goode, que estudió los patrones familiares en 
las principales regiones del mundo en la década de 1950, 
predijo que la industrialización traería consigo un cambio en 
los modelos de familia, un debilitamiento de los vínculos de 
parentesco y una convergencia hacia el modelo occidental 
de familia nuclear (es decir, una pareja casada con hijos). 
Pese a que sus investigaciones mantienen su relevancia, 
su hipótesis sobre la convergencia resultó errónea.24 Existe 
un amplio reconocimiento de que el modelo occidental de 
familia nuclear de la década de 1950 tuvo una vigencia 
breve, incluso en Europa y América del Norte.25 Aquel 
modelo en particular “empezó a desmoronarse” poco 
después, a partir de las décadas de 1960 y 1970, cuando las 
tasas de divorcio aumentaron con rapidez, los índices de 
fecundidad se desplomaron, creció la proporción de niños 
nacidos fuera del matrimonio y las mujeres casadas con 
hijos se incorporaron masivamente al mercado de trabajo.26 
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En todo el mundo occidental, “el matrimonio conservó una 
posición más predominante en la vida familiar a mediados 
de siglo que en los períodos anterior y posterior”.27

Los modelos de familia en otras regiones del mundo 
tampoco han convergido hacia un tipo de familia uniforme. 
Cincuenta años después, como se muestra en el capítulo 2, 
los hogares formados por una pareja con hijos de cualquier 
edad representan poco más de un tercio (38 %) del total 
de los hogares a escala mundial. El porcentaje, si bien es 
significativo, echa por tierra la idea que este sea el tipo de 
familia “normal” en cualquier parte del mundo.28

Cuando han transcurrido algo más de tres décadas desde 
el estudio mundial de Goode, en otra investigación sobre los 
patrones familiares en el mundo, Göran Therborn concluye que 
existen escasas pruebas de convergencia global: “Todos los 
principales sistemas familiares del mundo han cambiado a lo 
largo del último siglo, pero no han desaparecido”.29

El lento retroceso del patriarcado: 
continuidad y cambio
Pese a no haberse producido una convergencia hacia 
un único modelo de familia, los sistemas familiares han 
experimentado un cambio considerable. A lo largo del 
siglo XX, muchos países modificaron sus leyes de familia 
para eliminar la discriminación contra las mujeres. Las 
reformas legales tuvieron a veces su origen en guerras, 
revoluciones y movimientos anticoloniales, como en China, 
donde la victoria del comunismo “significó un ataque a 
gran escala contra el patriarcado más antiguo y complejo 
del mundo”.30 En muchos otros contextos, la presencia de 
movimientos feministas, que forjaron alianzas con otros 
movimientos sociales, así como la consolidación de las 
normas internacionales de derechos humanos, ayudaron a 
impulsar la adopción de políticas progresistas en asuntos 
como la violencia contra las mujeres, la participación en la 
toma de decisiones y la igualdad en el ámbito laboral.31

En una época en la que los matrimonios arreglados 
predominaban en amplias zonas de Asia y África y 
continuaban siendo muy frecuentes en Europa oriental, y en 
la que los matrimonios interraciales estaban prohibidos en un 
gran número de estados de los Estados Unidos de América, 
el texto de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948 (Declaración Universal) fue verdaderamente 
revolucionario: “Los hombres y las mujeres, a partir de la edad 
núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de 
raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, 
y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio 

[...]. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros 
esposos podrá contraerse el matrimonio”.32 Entre las primeras 
convenciones internacionales sobre los derechos de las 
mujeres que redactó la Comisión de la Condición Jurídica 
y Social de la Mujer se encuentran la Convención sobre la 
Nacionalidad de la Mujer Casada (1957) y la Convención sobre 
el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para 
Contraer Matrimonio y el Registro de los Matrimonios (1962). 
Cabe aclarar que, en aquel momento, ni la cohabitación ni 
las parejas del mismo sexo formaban parte de las materias 
tratadas en las convenciones internacionales.

A escala mundial, los logros de los movimientos feministas, 
consolidados en la histórica Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (CEDAW) y otros acuerdos, demostraron que 
los derechos humanos son tan importantes en el mundo 
“privado” del matrimonio y la familia como en la esfera 
“pública” del mercado y la política. De ese modo, la CEDAW 
intentó derribar la separación artificial de las esferas 
pública y privada.33 La Convención, a su vez, inspiró a 
diversas coaliciones locales a movilizarse por la reforma 
de las leyes de familia discriminatorias, así como de las 
disposiciones discriminatorias contenidas en los códigos 
civiles y penales, con el fin de reconocer los daños causados 
a las mujeres, así sus agresores sean parte de su familia. 
Pese a este cuestionamiento y a las importantes reformas 
legales y sociales, el concepto de “esferas separadas” 
perdura hasta el día de hoy, lo cual limita las definiciones 
de violación como delito y los tipos de trabajo que se 
reconocen como económicamente valiosos.34

En fechas más recientes, también se ha cuestionado la 
base heteronormativa de las familias (que considera como 
“normal” la heterosexualidad o prefiere la unión entre 
personas de distinto sexo). Esto se debe a que un número 
creciente de personas, especialmente las más jóvenes, 
aceptan la cohabitación y el matrimonio entre personas del 
mismo sexo en varios países de Europa y América del Norte, 
así como en algunos de América Latina y el Caribe y de Asia. 
Décadas de investigaciones sociales ponen de manifiesto 
asimismo que la orientación sexual no constituye un predictor 
importante de la calidad de la crianza de los hijos, lo cual ha 
allanado el camino hacia la adopción conjunta por parte de 
parejas del mismo sexo en algunos países.35 De estos cambios 
legales, sociales y de políticas cabe extraer una buena lección: 
que no solamente han cambiado las formas y definiciones 
de familia, sino también las ideas sobre el matrimonio y la 
sexualidad en las que esta se ha apoyado durante mucho 
tiempo. Dichas ideas y definiciones siguen encontrando 
resistencia y provocando división.



26

¿POR QUÉ LAS FAMILIAS? ¿POR QUÉ AHORA?

La resistencia del patriarcado: algunos 
reductos jurídicos que persisten
Es posible que el patriarcado, o la ley del padre o el esposo, 
haya sido “el gran perdedor del siglo XX”;36 no obstante, la 
igualdad legal entre mujeres y hombres continúa siendo 
una asignatura pendiente en todo el mundo. Esto puede 
observarse con claridad en tres áreas cruciales de la ley 
que afectan los derechos de las mujeres: la igualdad de 
derechos entre hijas e hijos a heredar bienes familiares, 
la igualdad entre mujeres y hombres para transmitir su 
nacionalidad a hijas e hijos y la tipificación como delito de la 
violación conyugal (véase el gráfico 1.1.). Pese a los profundos 
cambios que se produjeron durante el siglo pasado, un 
análisis de las leyes de familia de 189 países, que abarca un 
período de aproximadamente 10 años (2009–2017) continúa 
reflejando un panorama incompleto y desigual, marcado por 
numerosos enclaves jurídicos patriarcales.37

En relación con la igualdad de género en la herencia de 
bienes familiares —una demanda de larga data de los 
movimientos feministas en muchas partes del mundo—, hijas 
e hijos siguen recibiendo un trato desigual en más de uno 
de cada cinco países para los que se dispone de datos. Así 
ocurre, en particular, en las regiones del África septentrional 

y Asia occidental, África subsahariana y Asia central y 
meridional.38 Dado que la agricultura continúa siendo un 
sector importante en muchas regiones, las leyes de sucesión 
discriminatorias limitan los derechos de las mujeres al 
acceso a la tierra y se convierten en un obstáculo para su 
bienestar y autonomía, un tema que se analizará con más 
profundidad en el capítulo 4.

Otro ejemplo de desigualdad jurídica tratado en el gráfico 
1.1 es la incapacidad de las mujeres para transmitir su 
nacionalidad a los hijos. En 2018, en el 13 % de los países 
para los que se dispone de datos, las mujeres casadas 
no podían transmitir su nacionalidad del mismo modo 
que los hombres casados; la desigualdad jurídica 
estaba particularmente arraigada en la región de África 
septentrional y Asia occidental, donde se incumplían las 
normas de igualdad en más de la mitad de los países 
(54 %).39 Esta vulneración de derechos supone un grave 
problema, dado que en la mayoría de los países el acceso 
al empleo y a los servicios públicos y la protección social 
está condicionado a la nacionalidad. Además, resulta 
particularmente preocupante si se tiene en cuenta que un 
creciente número de mujeres y hombres migran y forman 
familias fuera de sus países de origen.

PROPORCIÓN DE PAÍSES EN LOS QUE EXISTE IGUALDAD ANTE LA LEY 
EN DETERMINADAS ÁREAS DEL DERECHO, 2018

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir de datos del Banco Mundial (2018e).
Notas: Se utiliza un subconjunto de 185 países y territorios (en lugar de la muestra completa, formada por 189 países y territorios) debido a la falta de datos con 
respecto a la igualdad de derechos sucesorios. Los datos corresponden al 1 de junio de 2017.

¿Puede una mujer casada 
transmitir su nacionalidad a sus 
hijas e hijos de la misma forma 
que un hombre casado? 

¿Disfrutan hijas e hijos de 
igualdad de derechos a heredar 
bienes de sus progenitores?

Porcentaje 

¿Está explícitamente tipificada 
como delito la violación 
conyugal?
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En muchas sociedades existen normas sociales 
profundamente arraigadas sobre los derechos sexuales de 
los hombres y el presunto consentimiento de las mujeres 
a toda actividad sexual dentro del matrimonio. Pese a las 
movilizaciones feministas del siglo XIX, hasta la década de 
1970 los hombres conservaron el derecho reconocido en la 
jurisprudencia occidental en lo referente al sexo dentro del 
matrimonio.40 Según datos de 2018, como se muestra en el 
gráfico 1.1, tan solo un 42 % de los países (77 de un total de 185) 
cuentan con leyes que tipifican explícitamente como delito 
la violación conyugal. De los 108 países restantes, 74 poseen 
disposiciones que permiten a las mujeres interponer una 
denuncia penal por violación contra sus esposos. Por lo tanto, 
hay 34 países (de 185) en los que la violación en el matrimonio 
no está tipificada como delito y las mujeres no pueden 
denunciar penalmente por violación a sus esposos. Además, 
12 países (de 185) siguen manteniendo cláusulas que eximen 
de castigo a los autores de violación si posteriormente se 
casan con la víctima, lo cual resulta altamente discriminatorio 
y contraviene las normas de derechos humanos. En varios 
países, a los que se han incorporado recientemente Jordania, 
el Líbano, el Estado de Palestina y Túnez, se ha logrado 
derogar dichas leyes a través de campañas de sensibilización 
y de iniciativas de promoción impulsadas por organizaciones 
defensoras de los derechos de las mujeres (véase la historia 
de cambio “La reforma de las leyes que obligaban a las 
mujeres a casarse con sus violadores”).

Persistencia y resurgimiento de prácticas 
patriarcales
El patriarcado, sin embargo, no es solamente un problema 
legal. También sobrevive en las prácticas y realidades 
cotidianas. Incluso cuando las mujeres gozan de igualdad 
legal, sus derechos pueden ser vulnerados en la práctica. 
Los casos en que tales vulneraciones se producen de 
manera sistemática revelan la persistencia de relaciones 
de poder desiguales, obstáculos estructurales y normas 
sociales discriminatorias. En la edición 2015–2016 del 
informe El progreso de las mujeres en el mundo se puso 
énfasis en el concepto de igualdad sustantiva (tal como 
lo ha desarrollado el Comité de la CEDAW), con el objeto 
de llamar la atención sobre esta visión más profunda de 
la igualdad de género, que trasciende la igualdad formal 
y está relacionada con los resultados y el disfrute de 
derechos en la práctica.41 Incluso cuando la igualdad se 
establece en la legislación, mujeres y niñas pueden sufrir 
discriminación y daños en sus relaciones familiares que las 
priven de dignidad, recursos y voz, y que hasta pongan en 
peligro sus vidas.

Este lado oscuro de la vida familiar se hace evidente en la 
naturaleza generalizada de la violencia doméstica, un tema 
que se aborda en el capítulo 6. Si bien las diferencias entre las 
definiciones y metodologías dificultan la comparación de la 
prevalencia en los distintos países, existe evidencia suficiente 
para afirmar que la violencia contra las mujeres es un 
problema grave y omnipresente. Por ejemplo, el 17,8 % de las 
mujeres de 15 a 49 años en todo el mundo han experimentado 
violencia física o sexual a manos de una pareja en los 
últimos 12 meses.42 Si bien una gran mayoría de las víctimas 
de homicidio son hombres, en el estudio global más reciente 
publicado sobre el tema se pone de manifiesto que las mujeres 
son por mucho las víctimas más frecuentes de los homicidios 
cometidos por un familiar o una pareja: en 2017, el 82,0 % de 
las víctimas de homicidios cometidos por la pareja y el 64,0 % 
de las de homicidios cometidos por un familiar o por la pareja 
eran mujeres.43

En algunas partes del mundo, las mujeres y las niñas 
afrontan riesgos adicionales. En amplias zonas de Asia, 
sobre todo en el noroeste de Asia meridional, las niñas han 
sufrido por mucho tiempo discriminación en la distribución 
de alimentos dentro del hogar y en la atención de la salud, lo 
cual pone en peligro su bienestar e incluso su supervivencia.44 
En el contexto de la disminución de las tasas de fecundidad 
(véase el capítulo 2), la disponibilidad de la amniocentesis 
y de ecografías ha hecho posible que, en algunos países, 
los progenitores concilien su deseo de tener una familia 
más reducida con su preferencia, aún vigente, por los hijos 
varones a través de abortos selectivos en función del sexo 
del feto.45 En 2017, los países con índices de masculinidad 
anormalmente elevados (más de 105 hombres por cada 100 
mujeres) en Asia meridional, Asia oriental y Asia sudoriental, 
además de China y la India, eran el Afganistán, Bhután, 
Brunei Darussalam, Malasia, Maldivas y el Pakistán.46

Sin embargo, la transición hacia familias menos numerosas 
en las sociedades donde se prefiere a los hijos varones 
no ha ido acompañada de un aumento de la proporción 
de nacimientos de niños en todo el mundo. Tanto en 
Bangladesh como en la República de Corea, por ejemplo, 
esta preferencia parece haber mermado desde mediados 
de la década de 1990, puesto que el alto porcentaje de 
nacimientos de niños ha disminuido en el contexto de la 
reducción de las tasas de fecundidad.47 Tanto los cambios 
económicos como las políticas públicas que dieron lugar 
a una mayor incorporación de las mujeres a la vida 
pública alteraron las normas sociales y condujeron a una 
“reconsideración del valor de las hijas”.48
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En los países que han registrado avances significativos 
en el terreno de la igualdad legal, y donde también se 
ha producido una clara convergencia en los roles de 
género, la vida de las mujeres ha cambiado más que la 
de los hombres. Dicho de otro modo, la convergencia 
solamente se ha producido desde uno de los dos 
extremos. En los países desarrollados, la mayoría de los 
cambios anunciados como “revolucionarios” se traducen 
en el acceso de las mujeres a puestos y actividades 
anteriormente reservados a los hombres, mientras que 
los cambios en sentido opuesto son escasos. Dado que las 
actividades que realizan las mujeres siguen devaluadas, 
las mujeres tienen fuertes incentivos para acceder a 
puestos tradicionalmente masculinizados, mientras que 
los hombres encuentran pocos incentivos para ocupar 
puestos históricamente feminizados.49 Esta asimetría 
también se aprecia en la división del trabajo de cuidados 
no remunerado, el cual sigue siendo desigual en casi todos 
los países desarrollados (véase el capítulo 5).50

Hoy en día, a la par del lento retroceso histórico del 
patriarcado, están resurgiendo antiguos sentimientos 

patriarcales impulsados por diversas fuerzas, algunos con 
inmenso poder político, que pretenden revertir los logros 
alcanzados en pos de la igualdad de género. Quienes 
niegan a las mujeres el derecho a tomar sus propias 
decisiones esgrimen a veces la retórica de los «valores de 
la familia», al tiempo que adoptan políticas contrarias a 
las condiciones mismas que permiten el funcionamiento 
deseado de las familias y la prosperidad de sus miembros. 
Con demasiada frecuencia se recurre al discurso de la 
“familia” para defender argumentos moralistas que culpan 
y estigmatizan a grupos vulnerables, en lugar de abogar 
por políticas orientadas a las familias.51

Las normas y principios de los derechos humanos 
universales —así como las obligaciones que los Estados 
contraen de manera voluntaria al respecto— tienen una 
importancia crucial en este contexto. Estos proporcionan 
una sólida base para formular leyes, políticas y normas 
sociales que promuevan la igualdad, la no discriminación 
y el respeto a la dignidad de todas las personas —fuera o 
dentro del ámbito familiar—, y crean una barrera contra la 
actual reacción patriarcal.

1.3 MARCO CONCEPTUAL Y NORMATIVO 
DEL INFORME
¿Cómo influyen las dinámicas intrafamiliares en el 
disfrute de los derechos humanos de las mujeres? La 
sociología feminista describe a las familias como un 
“laberinto de amor y dominio”, “un espacio de apoyo 
y opresión simultáneos”, “escenarios de conflictos de 
género y generacionales” y “crisoles de cuidados y 
conflicto”.52 Desde el campo de la economía asimismo 
se rehúye cada vez más de los modelos económicos 
predominantes (también llamados unitarios), que 
sostienen que la familia es una unidad cohesiva en 
la que un “jefe de familia altruista” pone los recursos 
comunes a disposición de todos y los comparte de forma 
equitativa.53 En las últimas décadas se han desarrollado 
diversos modelos colectivos de negociación que prestan 
atención a las desigualdades y los conflictos dentro del 
hogar. En esta sección se analizan los útiles hallazgos 
que ofrecen esos modelos, así como sus limitaciones. 
A continuación se examina el papel que desempeñan 
los principios de derechos humanos en el apoyo y la 
aceleración de los cambios en las leyes y políticas 
orientadas a las familias. 

Conflictos cooperativos en la vida familiar
Con la aparición en la década de 1980 de un creciente corpus 
de evidencias empíricas que demostraban la existencia de 
desigualdades de género en las familias —en la distribución 
de alimentos, la atención médica, el tiempo de trabajo y ocio, 
el acceso a los ingresos y la voz en la toma de decisiones—, 
el modelo unitario perdió parte de su capacidad de explicar 
la realidad. Según la economía feminista, las familias son 
espacios contradictorios para el bienestar de las mujeres: en 
ellas se producen ciertamente cooperación e intercambio 
de recursos, pero también conflictos y desigualdades.54 La 
sugerencia de que las mujeres renuncian voluntariamente a 
su tiempo de ocio y a su comida resultaría más convincente, 
argumentan los especialistas, si las mujeres se encontraran 
en posición de exigir lo que en justicia les corresponde.

La combinación de la falta de poder económico de las 
mujeres y la asignación desigual de recursos en el hogar 
que se produce como consecuencia de ella dotó a los 
enfoques alternativos, denominados ampliamente “modelos 
colectivos o de negociación” (véase el recuadro 1.2)
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MODELOS DE NEGOCIACIÓN (O COLECTIVOS) DE LOS HOGARES

En el campo de la economía, los modelos de negociación describen la interacción que se produce en el seno de los hogares, la cual 
contiene tanto elementos de cooperación como de conflicto. Los miembros del hogar colaboran porque las soluciones cooperativas 
les resultan más convenientes que aquellas a las que llegarían si no cooperaran, o porque no existe ninguna otra opción viable. Sin 
embargo, la cooperación puede dar lugar a resultados muy diferentes en términos de quién se encarga de qué tareas, quién recibe 
bienes y servicios y cómo se trata a cada miembro del hogar. Algunos de esos resultados son más favorables para unas partes que para 
otras (una persona gana lo que otra pierde), lo que provoca un conflicto de intereses entre quienes cooperan. El resultado final depende 
del poder de negociación relativo de cada miembro del hogar. A su vez, el poder de negociación de cada persona está determinado 
por una serie de factores, entre los que cabe destacar la fortaleza de su “posición de resguardo” (la alternativa en caso de que la 
cooperación fracase). Por lo tanto, estos modelos parten de la hipótesis de que una mejor posición de resguardo (por disponer de una 
fuente de ingresos propios, por ejemplo) le otorga a una persona un espacio más sólido de negociación. Dicho de otro modo, cuanto 
mayor sea la capacidad de una persona de sobrevivir fuera de la familia, mayor es su poder de negociación dentro de ella.55

Las investigaciones sobre los modelos de hogares también ofrecen información útil para la formulación de políticas. Si el 
objetivo de una determinada transferencia, por ejemplo, es mejorar el bienestar de las mujeres o de las niñas y niños, el 
modelo unitario da por hecho que los efectos de la transferencia no cambiarán en función de quién la reciba. Sin embargo, 
de acuerdo con los modelos de negociación, el efecto de una transferencia desde el punto de vista del bienestar puede ser 
muy diferente en función de su receptor o receptora. De hecho, el modelo de negociación ha influido en muchas políticas e 
intervenciones con las que se busca promover la igualdad de género y que han ido dirigidas a las mujeres.

No obstante, investigaciones más recientes en el área de la economía feminista, sobre todo en contextos agrarios, sugieren 
que, a pesar de que los modelos de negociación suponen una mejora con respecto a los modelos carentes de perspectiva de 
género, que partían de la hipótesis de que los beneficios de una política o intervención se distribuirían de manera igualitaria en 
el seno de la familia, el enfoque de los primeros implica un juego de suma cero, y resta valor a la cooperación y a las ganancias 
compartidas. Además, el hecho de que las mujeres sean las receptoras puede generar oposición y rechazo entre los hombres. 
Por el contrario, el reconocimiento de que los hogares tienen intereses comunes y el diseño de intervenciones para fortalecer la 
cooperación y la acción colectiva entre sus miembros puede ofrecer campos nuevos para las políticas e intervenciones.56

RECUADRO 1.2

de buena parte de su capacidad de convicción frente al modelo 
unitario.57 El Premio Nobel Amartya Sen acuñó el término 
“conflictos cooperativos” con el fin de captar las particularidades 
de los conflictos de género en las familias. “Los conflictos de 
intereses entre hombres y mujeres”, sugiere este autor, “son muy 
diferentes a otros conflictos, como los de clase. Una persona 
de la clase trabajadora y otra dueña del capital no suelen vivir 
bajo el mismo techo, compartiendo las mismas preocupaciones 
y experiencias y actuando conjuntamente. En el hogar, en 
cambio, la intimidad confiere a los conflictos de género algunas 
características muy particulares”.58

Buena parte de los modelos microeconómicos se centran 
exclusivamente en el ingreso como principal factor determinante 
del poder de negociación. En su importante contribución a este 
campo, la economista feminista Bina Agarwal, sin embargo, 
llama la atención sobre otros factores clave de naturaleza 
cualitativa que deben tenerse en cuenta. Dichos factores incluyen 
los sistemas de apoyo social (por ejemplo, grupos comunitarios 
u organizaciones de mujeres), los derechos garantizados por 
el Estado (por ejemplo, los sistemas de protección social y los 
servicios jurídicos) y las normas sociales.59

Los factores económicos, como la capacidad de las 
mujeres de generar ingresos, pueden tener un peso muy 

importante en la forma en que se negocian los acuerdos 
intrafamiliares, como se expone en el capítulo 4. Sin 
embargo, su efecto no siempre es directo ni inmediato. Los 
fundamentos de la desigualdad de género pueden persistir 
mucho después de que desaparezcan las condiciones que 
favorecen su reproducción. Por ejemplo, incluso cuando las 
mujeres se convierten de facto en el sostén económico del 
hogar, puede que sigan rindiendo cuentas a sus parejas de 
sexo masculino y entregándoles su salario.

Las evidencias de países desarrollados sugieren que 
cuando mujeres y hombres trabajan a tiempo completo y 
aportan un ingreso similar al hogar, incluso si las mujeres 
ganan más que sus esposos, estas tienden a realizar una 
mayor cantidad de trabajo doméstico, como si quisieran 
“neutralizar” su “desviación” de los roles tradicionales de 
género.60 Las expectativas sociales sobre lo que mujeres 
y hombres deberían hacer y cómo deberían comportarse 
influyen en el poder de negociación que pueden ganar 
(o perder) las mujeres como consecuencia de las 
transformaciones en su capacidad de generar ingresos. 
Las normas sociales, que suelen ser muy difíciles de eludir, 
condicionan el efecto que ejercen los factores económicos 
sobre las dinámicas de poder entre los géneros (véase el 
recuadro 1.3).
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LAS NORMAS SOCIALES COMO OBSTÁCULOS ESTRUCTURALES PARA 
LA IGUALDAD DE GÉNERO 

En términos generales, las normas sociales son las “reglas” informales y creencias compartidas que rigen el comportamiento 
en las sociedades y grupos.61 Algunas normas sociales pueden variar de una sociedad a otra, así como a lo largo del tiempo.

Determinadas normas sociales contribuyen al bienestar de las familias, como aquellas que tienen que ver con compartir los 
recursos entre sus miembros. Otras, en cambio, estimulan la discriminación y la desigualdad; así ocurre, por ejemplo, con las 
normas que valoran menos a las niñas que a los niños o que refuerzan la obligación de las mujeres de obedecer a sus esposos. 
A menudo, las normas sociales prescriben un comportamiento esperado en función del género y las relaciones familiares (es 
lo que en ocasiones se denomina “normas de género”). Esto afecta el poder de negociación de las mujeres en la familia, al 
asignarles, por ejemplo, la responsabilidad (no remunerada) de las tareas domésticas y del cuidado de los hijos.62

¿Cómo funcionan las normas sociales? Estas tienen su origen en una compleja red de factores sociales, económicos, políticos y 
contextuales, y están estrechamente relacionadas con las leyes y las políticas públicas.63 Por ejemplo, la norma social que dicta 
que los hombres deben ser el principal sostén económico del hogar puede dar preferencia a los hombres en las prácticas de 
contratación y despido, sobre todo durante las recesiones económicas, cuando las empresas reducen su personal.64 De igual 
modo, en los contextos en que se desaprueba el trabajo de las mujeres fuera del hogar, estas expresan a menudo que prefieren 
trabajar en casa con el fin de ajustarse a las normas predominantes, ya que de ese modo mejoran su estatus.65

Las normas sociales se mantienen a través de un sistema de recompensas y sanciones.66 Una persona que se ajusta a una norma 
social puede verse recompensada con la confianza, el elogio y el respeto del grupo al que pertenece. Por el contrario, actuar de 
forma contraria a una norma puede provocar sentimientos de culpa y vergüenza, así como el estigma y el rechazo social de su 
comunidad.67 Para las mujeres, el costo de transgredir una norma social puede tener consecuencias materiales muy importantes, 
incluida la violencia. Así se evidenció en México en las décadas de 1990 y 2000, cuando un aumento de la demanda mundial 
de mano de obra barata provocó que muchas mujeres se incorporaran a la esfera pública como empleadas en la industria 
maquiladora, desviándose así de las normas que dictaban que el hombre debía trabajar y la mujer ocuparse del hogar. Los índices 
de violencia contra las mujeres y los asesinatos de maquiladoras se dispararon, mientras que el poder judicial, el poder político y 
los medios de comunicación no alcanzaban a investigar adecuadamente o reconocer siquiera la violencia.68

Ahora bien, la mera existencia de una norma social no significa que las personas estén de acuerdo con ella (las normas 
sociales no equivalen a actitudes sociales). Una mujer que se casó cuando era niña puede querer que su hija se case cuando 
llegue a la edad adulta (o que no se case). Sin embargo, es posible que decida ajustarse a la norma y casar a su hija a una 
edad temprana, puesto que la posición social de la familia en la comunidad depende de ello. Esta paradoja ayuda a explicar 
la “negociación con el patriarcado”,69 que permite a las mujeres realizar elecciones restringidas que refuerzan la desigualdad 
de género pero ofrecen beneficios individuales. Además, el simple hecho de que exista una norma social no implica que toda 
persona vaya a actuar de acuerdo con ella. En una pareja de distinto sexo, el padre que elige asumir la responsabilidad 
principal del trabajo doméstico y del cuidado de sus hijos, pese a las críticas de las que puede ser objeto por parte de sus 
colegas o amigos, puede lentamente transformar dichas expectativas sociales.

RECUADRO 1.3

La negociación y el conflicto tampoco son siempre 
explícitos. En algunos casos, las mujeres pueden no 
negociar abiertamente con su pareja o con otros familiares 
(hermanos, progenitores, etc.) sobre la parcela de tierra 
u otros recursos que les corresponde. La desigualdad de 
los resultados no siempre es consecuencia de un proceso 
de negociación explícito, puesto que un determinado 
orden desigual puede ser aceptado desde el punto de 
vista cultural o considerarse innegociable. Por otro lado, 
la ausencia de oposición explícita o protestas por parte 
de las mujeres en respuesta a las desigualdades dentro 
del hogar, como se explica en el recuadro 1.3, no refleja 
necesariamente que se acepte su legitimidad.

Los modelos de negociación también se pueden criticar 
por ignorar las emociones y los vínculos (a menos que 
estos formen parte de la propia negociación), que son 
elementos centrales de la solidaridad y los conflictos 
intrafamiliares. Además, aunque este marco puede funcionar 
para relaciones basadas (o que debieran basarse) en la 
reciprocidad, como ocurre en las relaciones de pareja, su 
pertinencia es menor en el caso de otros tipos de relaciones 
familiares, como entre las madres y sus hijos pequeños o 
entre los hijos pequeños o adultos y sus progenitores adultos 
mayores y dependientes. En estas relaciones no cabe esperar 
ni practicar la reciprocidad, y la opción de “salida” tiende a 
conllevar un profundo estigma.
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El trabajo de Agarwal también ha llamado la atención 
sobre un aspecto muy importante: la naturaleza 
interrelacionada de la negociación dentro y fuera de 
la familia. Como se ilustra en el gráfico 1.2, las familias 
se encuentran insertas en una extensa red institucional 
que no solo incluye al Estado y el mercado, sino también 
grupos, coaliciones, movimientos sociales y normas 
sociales. Dicha red ofrece múltiples recursos que las 
mujeres pueden utilizar para ejercer poder tanto en 
sus relaciones personales e íntimas como frente a otros 
actores.70 Este trabajo ha sido fundamental para añadir 
sofisticación y diversos matices al modo en que desde la 
economía se da cuenta de la negociación en los hogares 
mediante modelos formales.

Las evidencias disponibles para Asia meridional, por 
ejemplo, sugieren que la pertenencia a un grupo y la 
acción colectiva son esenciales para hacer frente a normas 
sociales restrictivas que limitan la autonomía y la movilidad 
de las mujeres. Una investigación etnográfica sobre las 
mujeres de un sindicato de recolectoras de residuos en Pune 
(la India) constató que la pertenencia a un grupo ofrecía a 
las mujeres tres vías diferentes (aunque interrelacionadas) 
para lograr el cambio: en primer lugar, una posición de 
resguardo más sólida gracias a la mejora de sus recursos 
materiales; en segundo lugar, el mayor conocimiento de sí 
mismas y de sus derechos, debido a los recursos cognitivos 
a los que podían acceder por su pertenencia al sindicato; 
y, por último, la ampliación de sus redes de relaciones más 
allá de la familia y los parientes. Los cambios más visibles 
en los hogares se produjeron en las áreas de la violencia 
doméstica, la distribución de las tareas del hogar y la 
rendición de cuentas financiera a los esposos.71

El análisis de las familias desde una 
perspectiva de derechos humanos 
El marco del conflicto cooperativo proporciona información 
sobre las dinámicas de poder en las familias, pero no ofrece 
una guía para apoyar y acelerar la transformación de leyes 
y políticas. Para ello es necesario basarse en los principios 
de derechos humanos.

Varios instrumentos de derechos humanos, incluida la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, consideran la 
familia como una unidad fundamental de la sociedad, la cual 
requiere protección y asistencia. Una visión contemporánea 
de la familia debe tener en cuenta las condiciones actuales, 
incluidos los cambios legales y sociales producidos a lo largo 

del tiempo.72 Hay tres principios de derechos humanos que 
guardan una relación especial con la familia: el de igualdad 
y no discriminación, el derecho a una vida sin violencia y el 
interés superior de la niña o el niño.73

En el campo del derecho internacional, la protección de 
la familia está intrínsecamente vinculada al principio de 
igualdad y no discriminación, especialmente en lo que 
respecta al matrimonio.74 La CEDAW establece con claridad 
que las relaciones familiares deben entenderse a la luz de 
este principio. Su aplicación al contexto familiar implica que 
todas las leyes, políticas y prácticas referentes a la familia 
deben adoptarse sin discriminar a ningún tipo de familia ni 
a ninguno de sus miembros.75

Con el paso del tiempo, las percepciones sobre los tipos 
de trato que son aceptables desde el punto de vista de la 
igualdad y la no discriminación han evolucionado hasta 
proporcionar una mayor protección a las personas. Esa 
evolución se refleja, por ejemplo, en la protección que se 
ofrece a las niñas y los niños nacidos fuera del matrimonio 
o en familias monoparentales. Además, el principio de 
igualdad y no discriminación no solo entraña para el 
Estado la obligación de no incurrir en discriminación, 
sino que también impone el deber positivo de reconocer 
las diferencias entre las personas y tomar las medidas 
necesarias para lograr la igualdad sustantiva.

El alcance y contenido del derecho a una vida libre de 
violencia, en particular para las mujeres, las niñas y los 
niños, las personas con discapacidad y las personas 
adultas mayores, se han desarrollado y aclarado a través 
de normas internacionales y del trabajo de los órganos de 
seguimiento de los tratados de derechos humanos. Estos 
avances dejan claro que los Estados tienen la obligación 
positiva de prevenir, proteger y castigar los actos de 
violencia, incluso cuando se producen dentro de la familia. 
Los Estados, de hecho, “también pueden ser responsables 
de los actos privados de sus ciudadanos si no adoptan 
medidas con la debida diligencia para impedir la violación 
de los derechos o para investigar y castigar los actos de 
violencia e indemnizar a las víctimas”.76 En la actualidad 
comúnmente se acepta que esta obligación implica que 
los Estados tienen el deber de tomar medidas legales 
efectivas —incluidas sanciones penales, recursos civiles y 
disposiciones compensatorias— para proteger a las mujeres 
frente a todas las formas de violencia, incluidos el abuso y 
la agresión sexual en la familia.
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EL ESPACIO DE ACCIÓN DE LAS MUJERES 
PARA DEFENDER SUS DERECHOS EN LA 
FAMILIA

Las familias son espacios de cooperación y conflicto.

Las familias influyen en las instituciones.
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La desigualdad de género en las relaciones familiares a menudo obliga a las mujeres 
a negociar para disponer de la parte que les corresponde de recursos económicos, 
comida, tiempo de ocio y poder en la toma de decisiones.

pero también de
DESIGUALDAD 
Y CONFLICTO.

Las familias pueden ser fuente de
AMOR, SOLIDARIDAD 

Y COOPERACIÓN,

GRÁFICO 1.2

Fuente: Basado en Sen (1990a) y Agarwal (1997).
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La actuación del Estado, la comunidad y el mercado puede mejorar 
la posición de las mujeres al negociar sus derechos en la familia.
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Las instituciones influyen en las familias.

STATE

Las leyes que 
se promulgan 

e implementan 
son relevantes 

para la 
igualdad de 

género en las 
familias.

El mercado correctamente regulado puede ofrecer 
oportunidades de empleo decente a las mujeres y 

permitirles gozar de mayor independencia en sus familias.

ESTADO

Los grupos 
comunitarios y los 

movimientos sociales 
ayudan a las mujeres 
a ejercer sus derechos 

y crean espacios de 
solidaridad.

COMUNIDAD 
O SOCIEDAD

MERCADO
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Por último, el principio del interés superior de la niña o 
el niño reviste la máxima importancia de acuerdo con 
la Convención sobre los Derechos del Niño. El Comité de 
la Convención ha hecho hincapié en que dicho interés 
es un concepto dinámico que engloba cuestiones en 
permanente evolución.77 Las niñas y los niños no deberían 
ser separados de sus progenitores contra su voluntad y 
deberían mantener contacto personal con ellos, a menos 
que existan pruebas de abuso o abandono. Con base en 
la jurisprudencia nacional y en la emanada de los órganos 
de seguimiento de los derechos humanos, queda claro 
que en los casos en que estén involucrados el cuidado y 
la custodia infantil, la determinación del interés superior 
no puede basarse en especulaciones, suposiciones 
o estereotipos en relación con las circunstancias de 
los progenitores, ni en conceptos tradicionales de 
familia. Dicha determinación deberá fundarse en el 
comportamiento específico de los progenitores y su 
repercusión sobre el bienestar de las y los niños.78

Existe un amplio reconocimiento de la enorme diversidad 
de familias. Como se indica en la Plataforma de Acción 
de Beijing, “[e]n distintos sistemas culturales, políticos y 
sociales existen diversas formas de familia”,79 y estas pueden 
surgir en presencia o ausencia de un matrimonio formal. 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
ha enfatizado que es necesario considerar la diversidad de 
formas de familia como una “parte normal del constante 
cambio de la sociedad”, en la que las personas tienen “el 
mismo derecho a recibir protección y asistencia aunque no 
sean capaces de vivir juntas como una familia”.80 El Comité 
de la Comisión sobre los Derechos del Niño ha destacado 
asimismo que la familia debe entenderse en un sentido 
amplio que incluya a las madres y los padres biológicos, 
adoptivos o de acogida o, en su caso, a los miembros de la 
familia extensa o de la comunidad, según establezca las 
costumbre local.81 El Grupo de Trabajo sobre la cuestión 
de la discriminación contra la mujer en la legislación y en 
la práctica señala asimismo que existen diversas formas 
de familia.82 El reconocimiento de la diversidad significa 
que, sea cual fuere la forma que adopte la familia, “el 
tratamiento de la mujer en la familia tanto ante la ley como 
en privado debe ajustarse a los principios de igualdad y 
justicia para todas las personas, como lo exige el artículo 2 
de la Convención (CEDAW)”.83

Derechos individuales, derechos colectivos 
y acción colectiva 
Es evidente que los derechos humanos se refieren a las 
libertades individuales. Sin embargo, diversos documentos 

de derechos humanos reconocen los derechos de grupos, 
o derechos colectivos.84 Por ejemplo, la Declaración 
Universal reconoce en su artículo 23 que todas las personas 
tienen derecho a constituir y afiliarse a un sindicato.85 La 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas reconoce que los derechos humanos 
deben ir más allá de la persona y reconocer los derechos 
de las comunidades a controlar recursos como la tierra, así 
como a conservar su idioma y cultura.86

Sin embargo, el reconocimiento de los derechos colectivos 
no anula los derechos de las personas dentro de su 
comunidad. Este compromiso con los derechos individuales 
es particularmente importante para las mujeres, dado que 
se puede invocar la cultura y la tradición para legitimar 
su subordinación y negarles la igualdad de derechos.87 En 
algunos contextos, fuerzas socialmente conservadoras han 
reformado leyes, instituciones estatales y normas sociales en 
nombre de la cultura y la tradición, lo que ha reforzado la 
discriminación contra las mujeres y vulnerado sus derechos 
humanos.88 Como ha señalado la Relatora Especial sobre los 
derechos culturales, la diversidad en todas las comunidades 
exige garantizar que se escuchen las voces de las 
mujeres sin discriminación, sobre todo las de aquellas que 
representan las perspectivas, intereses y deseos de grupos 
marginados.89 Lo que es más, “[p]reservar la existencia y la 
cohesión de una comunidad cultural específica, sea nacional 
o subnacional, no debe lograrse en detrimento de un grupo 
de la comunidad, por ejemplo las mujeres”.90

La realización de los derechos humanos depende 
también fundamentalmente de la solidez del Estado, 
la responsabilidad colectiva y la cooperación 
internacional.91 Esto incluye el requisito que figura en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (PIDESC) de que los gobiernos destinen el 
máximo de sus recursos disponibles a la realización de 
los derechos económicos y sociales, incluidos los derechos 
de las mujeres, lo cual, por supuesto, tiene consecuencias 
para el gasto público y la política fiscal.

En resumen, una visión contemporánea de la familia 
requiere la aplicación integral de los principios 
fundamentales de derechos humanos, como los de 
igualdad y no discriminación, una vida libre de violencia 
y el interés superior de la niña o el niño. Esto significa 
abordar las familias (en la ley y las políticas) teniendo en 
cuenta las condiciones actuales y garantizar que cada 
miembro de la familia goce de idéntica protección en el 
disfrute de sus derechos.
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1.4 FAMILIAS CAMBIANTES EN UN MUNDO 
CAMBIANTE
Como se sugiere en la sección anterior, las relaciones 
familiares nunca están desconectadas de las estructuras 
y procesos globales. En esta sección se pone de relieve 
una serie de tensiones que inciden en las dinámicas 
de las familias contemporáneas y requieren un debate 
público más profundo, así como políticas innovadoras. 
En los capítulos que siguen se ofrece un análisis más 
detallado de estos problemas y posibles opciones de 
políticas para afrontarlos.

Las parejas cambian, las desigualdades 
persisten 
La edad al formar la primera unión ha aumentado en 
todo el mundo (véase el capítulo 2). Esto representa un 
cambio positivo para los derechos de las mujeres, como se 
argumenta en el capítulo 3, puesto que la edad a la que 
una mujer se casa o forma una unión afecta su capacidad 
para tomar decisiones sobre aspectos clave de su vida. 
Sin embargo, persisten numerosos desafíos: de acuerdo 
con las estimaciones más recientes disponibles, alrededor 
de 650 millones de mujeres y niñas vivas en la actualidad 
se casaron antes de cumplir 18 años.92 En el capítulo 3 se 
exploran los principales factores determinantes, tanto de 
políticas como estructurales, del matrimonio infantil.

Al mismo tiempo, en muchos países existe hoy en día una 
mayor diversidad de tipos de uniones, tanto en términos de 
reconocimiento legal como en la práctica. Como se muestra 
en el capítulo 2, la cohabitación se ha convertido en una 
forma de unión muy frecuente en algunas regiones, ya sea 
como sustituta o precursora del matrimonio. Asimismo, en 
los últimos años, las campañas en favor de los derechos de 
lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e intersexuales93 a 
casarse y formar uniones legalmente reconocidas también 
han tenido un papel protagónico en algunas regiones.

Ante este panorama de creciente reconocimiento de la 
diversidad de uniones, mujeres y hombres parecen estar 
contrayendo matrimonio o formando parejas con personas 
de su propia clase social o grupo educativo (un fenómeno 
que se conoce como «homogamia»). En otras palabras, 
incluso cuando las parejas se eligen libremente, las personas 
tienden a establecer relaciones con individuos semejantes: los 
hombres con un alto nivel educativo tienen una probabilidad 
cada vez mayor de formar pareja con mujeres con un nivel de 
instrucción similar. A su vez, esas mujeres tienen también una 

probabilidad mayor de trabajar a tiempo completo que las 
mujeres con menores niveles educativos.

La evidencia disponible para los Estados Unidos y otros 
países de ingreso alto sugiere que, dado que las uniones 
se forman entre personas procedentes de contextos 
socioeconómicos similares, este hecho puede contribuir 
a generar una mayor desigualdad en los ingresos.94 
Las personas con estudios universitarios en los Estados 
Unidos están posponiendo el matrimonio, pero cuando 
eventualmente se casan, lo hacen entre ellas y comparten 
dos ingresos, mientras que quienes poseen un nivel de 
instrucción inferior tienen una probabilidad menor de casarse 
y, en lugar de ello, suelen tener hijos en el marco de uniones 
informales de corta duración o sin el apoyo de una pareja 
estable.95 Esta brecha de clase, cada vez más amplia, no es 
exclusiva de los Estados Unidos, como demuestran los datos 
de Australia, Nueva Zelandia y América Latina.96

La formación de parejas y el matrimonio también pueden 
reforzar las desigualdades al combinarse con otras 
dimensiones, como la raza y la etnia. En presencia de 
desigualdades socioeconómicas entre los diferentes grupos 
raciales y étnicos, el matrimonio dentro de un mismo grupo 
tenderá a reforzar esas desigualdades. De hecho, en varios 
países se sigue observando una fuerte tendencia a casarse 
con una persona del mismo grupo étnico o racial. Un estudio 
realizado en el Brasil, los Estados Unidos y Sudáfrica, 
constata que esta práctica es particularmente común en 
los dos últimos. Ahora bien, a pesar de que el matrimonio 
interracial o interétnico es más habitual en el Brasil, el hecho 
de que las personas de raza blanca tiendan a casarse entre 
ellas significa que su privilegiada posición económica y social 
permanecerá intacta. “Dicho de otro modo, las mayores tasas 
de matrimonio endogámico entre la población blanca en el 
Brasil ayudan a garantizar y mantener la posición ventajosa 
de la que disfruta su clase y su raza simultáneamente”.97

La desvinculación del sexo de la 
reproducción biológica
Los cambios en las normas sociales, sumados a la 
disponibilidad de métodos anticonceptivos modernos y 
servicios de planificación familiar, han dado lugar a la 
separación entre sexualidad y reproducción biológica. Esto 
ha permitido a las mujeres gozar de mayor control sobre 
su propia sexualidad y sobre la reproducción y ha tenido 
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consecuencias profundas para la salud de las mujeres y 
su capacidad de controlar algunas de las decisiones más 
íntimas que afectan su vida. A escala mundial, la proporción 
de mujeres de 15 a 49 años casadas o en algún tipo de unión 
que deseaban utilizar un método anticonceptivo moderno y 
pudieron hacerlo fue muy superior en 2015 (77,2 %) que en 1970 
(42,2 %) (véase el gráfico 3.3). No obstante, la demanda 
satisfecha de anticonceptivos modernos es inferior en los 
países menos adelantados, entre las mujeres que viven en 
zonas rurales y en los quintiles más pobres. Como se expone 
en el capítulo 3, el acceso a servicios de planificación familiar 
puede suponer un desafío en muchos países, ya sea debido 
a los costos o la baja calidad de estos servicios, la distancia o 
bien la percepción (o el hecho) de estar únicamente dirigidos 
a mujeres casadas. Todo ello pone en riesgo la salud y los 
derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.

Los avances tecnológicos han hecho que, en el siglo XXI, 
el cuerpo de las mujeres sea todavía más “moldeable 
desde el punto de vista reproductivo”, dado que algunos 
grupos de mujeres que anteriormente, desde el punto de 
vista médico, no podían concebir, ahora pueden optar por 
la tecnología reproductiva o la gestación subrogada.98 
Sin embargo, las experiencias con las tecnologías de 
reproducción asistida más sofisticadas y la gestación 
subrogada comercial son diversas y desiguales, como 
también queda de manifiesto en el capítulo 3. Por un 
lado, las tecnologías de reproducción asistida ofrecen 
a algunas personas solteras y a parejas del mismo sexo 
opciones nuevas y más amplias para tener hijos. Por 
otro, el hecho de que el acceso a estas tecnologías sea 
limitado puede reforzar las desigualdades sociales y de 
género. Los contratos por los que se transfiere al individuo 
gestado por la mujer “subrogada” a la(s) madre(s) o 
el(los) padre(s) que solicitó (o solicitaron) la gestación 
subrogada también pueden reforzar las desigualdades 
socioeconómicas: invariablemente, son mujeres 
pertenecientes a los grupos sociales más pobres de países 
en desarrollo quienes suscriben acuerdos internacionales 
de gestación subrogada comercial para tener bebés de 
personas de países y grupos más privilegiados que no 
pueden o no desean gestar.99 

El fin del modelo del varón-proveedor y 
los desafíos que traen los nuevos roles de 
las mujeres
Poco a poco las familias cuyo sostenimiento económico 
recae en el hombre —donde han existido—, están 
desapareciendo. En el capítulo 4 se expone cómo, en las 
últimas décadas, el aumento de los niveles de instrucción 
de las mujeres, la caída de las tasas de fecundidad y los 

cambios en las aspiraciones, junto con la transformación 
de las normas sociales, han dado lugar a la incorporación 
de un gran número de mujeres al mundo del trabajo 
remunerado. Este hecho ha coincidido con un período en 
el que el mercado laboral informal ha ganado peso y se ha 
producido una persistente segregación ocupacional, que 
ha confinado a muchas mujeres a un conjunto limitado de 
sectores y ocupaciones de baja remuneración.100

El mayor acceso de las mujeres a los recursos, aun si este es 
menor que el de los hombres, ha provocado algunos cambios 
importantes en el equilibrio de poder en el hogar. Gracias 
a ello, las mujeres tienen ahora más poder en la toma de 
decisiones conjuntas, por ejemplo. Sin embargo, el progreso 
ha sido muy desigual entre los diferentes países y dentro de 
cada uno de ellos. En todas las regiones, el hecho de estar 
casadas o haber formado algún tipo de pareja y cuidar de 
niños pequeños reduce las tasas de actividad económica de 
las mujeres. En muchas regiones, las mujeres de los hogares 
más pobres tienen menor probabilidad de disponer de un 
ingreso propio que las más ricas, sobre todo cuando el apoyo 
estatal al empleo femenino a través de licencias remuneradas 
y de la prestación de servicios de cuidado infantil asequibles 
es escaso. Aunque las mujeres casadas o en una unión y las 
que viven en hogares extensos se benefician de combinar sus 
ingresos con los de otros miembros del hogar, del capítulo 4 
se extrae que las familias monoparentales encabezadas por 
mujeres presentan una elevada vulnerabilidad a la pobreza 
y disponen de menos tiempo para el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado.

La mayor capacidad de las mujeres para obtener ingresos 
y sostener económicamente a sus familias no ha estado 
acompañada de un aumento proporcional de la contribución 
de los hombres al trabajo de cuidados no remunerado, un 
tema que se aborda en el capítulo 5. Diversas investigaciones 
sugieren que, en contextos en los que el empleo incrementa 
su jornada de trabajo total, las mujeres a menudo se sienten 
en mayor desventaja a pesar de obtener mayores ingresos. 
Por lo tanto, aunque el modelo del varón-proveedor esté 
desapareciendo, todavía no se ha sustituido por un modelo 
familiar más equitativo en la distribución del trabajo 
remunerado y el de cuidados no remunerado.101 Al mismo 
tiempo, el aumento del número de familias donde el único 
sostén económico es la mujer apunta a la necesidad de que 
los padres asuman una mayor responsabilidad, tanto en 
términos de tiempo como de ingresos, en la crianza de las 
nuevas generaciones. No obstante, también es necesario 
proporcionar apoyo estatal a las familias monoparentales 
encabezadas por mujeres, un apoyo que no debería 
depender de la pensión alimentaria aportada por el padre.
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Globalizar y mercantilizar los cuidados 
La circulación transnacional de los y las trabajadoras que 
proveen cuidados es un fenómeno que afecta a todos los 
rincones del mundo. Aunque parte de él se produce entre 
países y regiones con niveles de desarrollo comparables, 
una proporción muy importante tiene lugar entre países 
con grados de prosperidad y oportunidades divergentes. 
Esto incluye el flujo de trabajadoras de países en desarrollo 
a países desarrollados, pero también la afluencia desde 
países más pobres a otros más ricos dentro de una misma 
región. Estos movimientos se están produciendo en un 
contexto de desigualdades crecientes, no solo dentro de los 
países sino también entre ellos.

En muchos países en desarrollo, las mujeres migran en 
respuesta al desempleo y subempleo, y por la falta de 
oportunidades para generar ingresos en su residencia 
de origen.102 Las mujeres migrantes procedentes de 
países más pobres han encontrado empleo como 
trabajadoras domésticas y cuidadoras en ciudades 
en rápido crecimiento y en países más ricos, donde el 
aumento de la actividad laboral de las mujeres locales, 
sumado al envejecimiento de la población y al escaso 
apoyo estatal, ha generado una demanda cada vez 
mayor de cuidados más allá del seno familiar.103 A estas 
cuidadoras migrantes no les queda prácticamente más 
remedio que trabajar a cambio de salarios inferiores 
a los de mercado. A su vez, muchas de ellas delegan 
el cuidado de sus propios hijos en otras mujeres de la 
familia, a menudo sus propias madres, o bien contratan 
trabajadoras domésticas que pueden ser migrantes 
procedentes de zonas rurales más pobres.104 Las 
investigaciones —menos frecuentes— sobre los hombres 
migrantes y los padres que se quedan en casa dibujan 
un panorama heterogéneo sobre el sentido que dan a su 
rol de padres y cómo lo desempeñan.105 Estas dinámicas 
de los cuidados en las familias cuyos miembros viven 
separados se analizan con detalle en el capítulo 7.

La desvinculación de los cuidados de la familia a través de 
la migración no es del todo nueva: entre las personas que 
migraron de Irlanda a los Estados Unidos en la década de 
1850, por ejemplo, había mujeres pobres que trabajaban en 
el servicio doméstico, como sus contrapartes en Europa.106 
Sin embargo, a diferencia de lo que sucedía con las mujeres 
migrantes en el pasado, que en su mayoría eran jóvenes, 
solteras y sin hijos, las que migran hoy suelen ser mayores, 
a menudo están casadas y son madres. De hecho, una 
de las principales motivaciones para buscar trabajo en el 
extranjero es obtener un ingreso que les permita costear la 
educación y la atención médica de sus hijas e hijos.107

La respuesta adecuada al tipo de “fuga de cerebros” y 
“fuga de personas que brindan cuidados” que sufren 
muchos países en desarrollo no tiene que ver con imponer 
restricciones al derecho de las mujeres a migrar ni a 
elegir dónde desean vivir y formar una familia. Por el 
contrario, las políticas públicas deben propiciar un tipo 
de desarrollo alternativo, que permita generar medios de 
vida sostenibles y asegure el derecho a disfrutar de un 
nivel de vida adecuado, derechos laborales y, para las 
personas migrantes, el derecho a la reunificación familiar. 
Este escenario está muy alejado de la situación que hoy 
enfrentan millones de mujeres, para quienes la decisión 
de migrar para trabajar y mantenerse económicamente 
ellas mismas y a sus familias entraña fuertes restricciones. 
Muchas de esas mujeres se ven obligadas a renunciar a su 
vida familiar para poder disfrutar del derecho a un nivel 
de vida adecuado, una elección que nadie debería tener 
que hacer.108

Cambios en los acuerdos 
intergeneracionales: el envejecimiento y los 
cuidados prolongados tienen rostro de mujer
La provisión de cuidados dignos y adecuados a las 
personas mayores dependientes se está convirtiendo en 
un problema de política urgente en todos los países. En los 
de ingreso bajo y mediano, la cantidad de personas de 60 
a 79 años y mayores de 80 años supera ya la registrada 
en los países de ingreso alto,109 y se espera que aumente 
aún más en las próximas décadas.110 Dado que la salud y 
las capacidades funcionales suelen disminuir con la edad, 
el envejecimiento de la población conllevará un drástico 
incremento de la proporción y el número de personas que 
necesitarán atención prolongada. Las mujeres representan 
la inmensa mayoría de las personas que requieren este 
tipo de atención, en parte debido a que su esperanza de 
vida es superior a la de los hombres. Además, las mujeres 
tienen una probabilidad menor que los hombres de tener 
un cónyuge o pareja que cuide de ellas en la vejez, porque 
tienden a casarse o cohabitar con hombres mayores que 
ellas y a presentar menores índices de segundas nupcias 
(véase el capítulo 2).

Pese al rápido envejecimiento de la población, los 
gobiernos han tardado en reconocer la importancia de 
la prestación de cuidados de largo plazo. En los países 
de ingreso mediano y bajo, sobre todo, buena parte del 
debate público sobre el envejecimiento se ha centrado en 
proveer un ingreso seguro en la vejez, un tema claramente 
importante, pero insuficiente para dar respuesta a las 
necesidades de cuidados de las y los adultos dependientes. 
La escasa prioridad concedida al cuidado de largo plazo 



38

¿POR QUÉ LAS FAMILIAS? ¿POR QUÉ AHORA?

puede deberse a la idea, socialmente aceptada, de que las 
“familias” (léase “las mujeres”) son la mejor opción para 
cuidar de las personas mayores. Como se expone en el 
capítulo 5, sin embargo, los modelos de cuidados basados 
únicamente en la familia son insostenibles.

La migración conlleva una mayor probabilidad de que las 
diferentes generaciones vivan separadas. Se necesitan 
servicios de cuidados para redistribuir eficazmente el 
grueso del trabajo no remunerado de cuidadores familiares, 
especialmente para asistir adecuadamente a las personas 
sin hijos. Al mismo tiempo, la creciente participación laboral 
de las mujeres y la dependencia familiar de sus ingresos se 
constituyen en obstáculos para que puedan cuidar a tiempo 
completo a sus esposos o progenitores dependientes, si así 

lo desearan y, a su vez, conservar sus puestos de trabajo. Las 
normas y expectativas sociales también están cambiando, 
y las propias personas mayores expresan a veces la 
preferencia de disfrutar de mayor autonomía y no ser una 
carga para sus hijos. En consecuencia, es urgente crear y 
desarrollar marcos reglamentarios y normas que regulen 
los servicios de cuidados de largo plazo, con el objeto de 
elevar su calidad, proteger y empoderar a sus usuarios, 
exigir responsabilidades a los proveedores de servicios 
y empoderar a las personas que trabajan en el sector, 
en su mayoría mujeres y en una proporción significativa 
mujeres migrantes. Los Estados tienen la responsabilidad 
de garantizar la eficacia del sistema de cuidados de largo 
plazo, aunque no se encarguen de prestar o de financiar la 
totalidad de los servicios (véase el capítulo 5).

1.5 CÓMO AVANZAR: POLÍTICAS ORIENTADAS 
A LAS FAMILIAS Y CENTRADAS EN LOS 
DERECHOS DE LAS MUJERES
El Estado puede desempeñar un papel proactivo en la 
protección de las personas para evitar que sufran daños, 
y en la promoción de la igualdad dentro de las familias, en 
consonancia con sus obligaciones de derechos humanos. Las 
familias no deben ser tratadas como un recurso ilimitado de 
mano de obra, impuestos y provisión de personas activas y 
productivas para trabajar en los sectores público y privado.111 
Los contextos en los que las familias se ven obligadas a 
trabajar jornadas excesivas a cambio de un salario reducido, 
o caracterizados por el desempleo estructural, la inseguridad 
económica, una infraestructura deficiente y deteriorada y la 
ausencia de esperanza y autoestima son muy poco propicios 
para nutrir una positiva y rica vida familiar.112

Para que sus miembros puedan recargar energía y 
cuidarse mutuamente, las familias necesitan recursos tanto 
del sector público como del privado: trabajos decentes 
y medios de vida sostenibles, protección social, servicios 
públicos de calidad e infraestructura adecuada. El deber 
de prestar “asistencia” descrito en el PIDESC, entre otros 
instrumentos, impone a los Estados diversas obligaciones, 
desde la adopción de leyes laborales adecuadas, hasta la 
garantía de cobertura de protección social para distintas 
contingencias (como la maternidad, la paternidad y la 
vejez) y la prestación de servicios accesibles y asequibles.113 
Los recursos procedentes del sector público (por ejemplo, 

servicios públicos, transferencias o infraestructura física) y 
el sector privado (salarios, horarios de trabajo regulados, 
licencia remunerada) deben ser suficientes para que las 
familias puedan desempeñar su papel en la crianza de 
las nuevas generaciones y el cuidado y mantenimiento 
de todos sus miembros en un contexto de igualdad y no 
discriminación. Además, esos recursos deben extenderse a 
todas las personas, incluidas las migrantes o refugiadas.

Los sistemas de protección social y los servicios públicos 
deben complementarse con políticas orientadas a las 
familias aplicables al ámbito de las empresas y el sector 
privado.114 Es preciso regular las economías de modo que 
ofrezcan un nivel de vida adecuado para que las mujeres (y 
los varones) no se vean obligados a migrar para mantener 
a sus familias, y para que quienes trabajan largas jornadas 
no vivan en la pobreza. Con el objeto de garantizar que los 
sistemas de protección social (por ejemplo, las prestaciones 
familiares o las pensiones) dirigidos a apoyar a las familias 
no discriminen a ciertos modelos familiares o a algunos 
de sus miembros, debe prestarse atención a las normas y 
requisitos asociados a los diferentes derechos. Por ejemplo, 
la exigencia de un certificado de matrimonio a todas las 
familias aspirantes a un programa de protección social 
puede discriminar a las personas que cohabitan o cuyos 
matrimonios no están registrados o reconocidos.
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Un análisis de costos encargado para el presente 
informe (véase el apartado “¿Cuánto costará”?) muestra 
que el financiamiento de un paquete de políticas 
orientadas a las familias que promueva los derechos 
de las mujeres sería asequible para la mayoría de 
los países en términos de la proporción del producto 
interno bruto que requeriría. Para esas inversiones, las 
sociedades necesitan movilizar suficientes recursos de 
diversas fuentes, tanto nacionales como internacionales, 
y deben hacerlo con enfoque de género. Esto exige un 
entorno propicio a escala mundial que no menoscabe la 
movilización nacional de recursos debido a la prevalencia 

de flujos financieros ilícitos y lagunas fiscales que 
favorezcan la evasión de impuestos.

Esta agenda de políticas permitirá desarrollar las capacidades 
infantiles, proteger la dignidad y los derechos humanos de 
las personas mayores y las personas con discapacidad y 
crear oportunidades de empleo decente para las mujeres 
y los hombres en el sector de los cuidados. Un aspecto muy 
importante de esta iniciativa es que se apoya en una visión de la 
familia como un espacio de igualdad y justicia, un lugar donde 
las mujeres y las niñas puedan ejercer su voz y poder en la toma 
de decisiones, y donde gocen de seguridad física y económica. 
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Las familias son diversas, y su diversidad responde en parte a cambios en las 
tendencias demográficas, las políticas y las normas sociales. Para promover 
eficazmente la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres, las 
políticas deben tener en cuenta la diversidad de las relaciones y los sistemas 
familiares en los que viven las mujeres.

0 1

Los hogares más comunes son los formados por una pareja que vive con 
sus hijos; representan el 38 % del total de los hogares. Las familias extensas 
(27 %), los hogares unipersonales (13 %) y las familias monoparentales (8 %), 
la mayoría de las cuales están encabezadas por mujeres, suponen también 
porcentajes significativos del total de los hogares a escala mundial.

02

La edad al contraer matrimonio aumentó por primera vez en todo el mundo, 
aunque una de cada cinco mujeres de 20 a 24 años se casaron antes de 
cumplir los 18 años.

03
Una mayor igualdad de género ha ayudado a impulsar cambios profundos 
en los patrones de formación de pareja y la crianza en América Latina y 
el Caribe, así como en los países desarrollados. Esto se ha traducido en un 
descenso de la fecundidad, menores tasas de matrimonio, incremento del 
número de divorcios y aumento de la cohabitación.

04

Las tasas de fecundidad están disminuyendo; la caída es importante en 
todas las regiones salvo en el África subsahariana, donde el cambio ha sido 
más lento. En los países de ingreso alto, las tasas de fecundidad —inferiores a 
la de reemplazo— reflejan que las mujeres están optando por tener un menor 
número de hijos (o por no tenerlos), aunque en algunos casos también tienen 
menos hijos de los que desearían.

06

Dada su mayor longevidad, las mujeres están sobrerrepresentadas entre las 
personas adultas mayores en todos los países y tienen más probabilidad de vivir 
solas. Las mujeres representan más del 60 % de las personas mayores de 80 años.

07

En la mayoría de las demás regiones en desarrollo se observa una mayor 
continuidad: el matrimonio sigue siendo la norma, el divorcio es poco 
frecuente y, a menudo, se encuentra estigmatizado.

05

Es necesario mejorar las estadísticas mediante el fortalecimiento de los 
sistemas de registro civil y de las estadísticas vitales y el desarrollo de 
nuevas metodologías que permitan captar la diversidad de familias, entre 
otros recursos. Esto es imprescindible para formular políticas que reflejen la 
realidad de los estilos de vida de las familias de hoy.

08

MENSAJES CLAVE
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2.1 INTRODUCCIÓN 
No hay un solo tipo de familia. Jamás lo ha habido. Los 
sistemas y las relaciones familiares responden al entorno 
y se adaptan a los procesos socioeconómicos, las políticas 
públicas, las tendencias demográficas y las normas sociales 
y culturales.1 Como resultado de estos procesos, las familias 
se caracterizan por una gran diversidad.

Sin embargo, con demasiada frecuencia, las políticas se 
diseñan sobre la base de una “familia ideal”, sin tener en 
cuenta su prevalencia real en un contexto determinado. 
Los estereotipos sobre las familias y los papeles de 
mujeres y varones en ellas suelen informar las políticas, 
lo que da lugar a un sesgo y una discriminación de 
género significativos.2 Por ejemplo, las políticas sociales 
diseñadas con base en la idea de que una familia está 
encabezada por un varón-proveedor y una 
mujer-cuidadora a cargo de las tareas del hogar no 
van a proveer el apoyo requerido a los millones de 
mujeres que combinan ambos roles, o pueden no resultar 
adecuadas para la inmensa mayoría de quienes viven en 
familias extensas o monoparentales.3

En este contexto, en el capítulo se documenta el cambio, 
la continuidad y la diversidad en las familias y hogares 
de todos los países y regiones, en un esfuerzo dirigido 
a sentar una base empírica sólida para la formulación 
de políticas que promuevan la igualdad de género y el 
empoderamiento de las mujeres con independencia del tipo 
de familia en el que vivan.

¿Qué significa la diversidad en el contexto de la vida 
familiar? Por un lado, hace referencia a que, a lo largo de su 
vida, las personas pertenecen a varios hogares y familias, 
en los que tienen diferentes roles, derechos y obligaciones.4 
Por otro, la diversidad reconoce las diferencias que existen 
en la organización de las familias a lo largo del tiempo y 
entre las distintas sociedades en un momento dado.5 Pese 
a que aquí la atención se centra principalmente en este 
último significado, ambos aspectos de la diversidad familiar 
resultan relevantes para la igualdad de género.

¿Por qué son importantes los cambios y la diversidad de las 
familias para los derechos de las mujeres? En este capítulo 
se responde a esta pregunta mediante un análisis de los 
datos disponibles sobre cuatro aspectos de la vida familiar: 
las relaciones de pareja, la fecundidad, la composición de 
los hogares y el envejecimiento. En dicho análisis se pone 
de relieve que las transformaciones observadas en la vida 

familiar tienen repercusiones complejas en la igualdad de 
género, y que varían según el contexto.6

Por ejemplo, el grado en el que en una sociedad dada se 
considera que el destino de las mujeres es el matrimonio 
o la maternidad puede condicionar sus derechos a formar 
las parejas de su elección y a salir de ellas, así como a 
tener o no tener hijos. A su vez, el cambio demográfico —en 
especial con respecto a la fecundidad y al envejecimiento— 
tiene consecuencias sobre el modo en que mujeres y 
varones distribuyen su tiempo entre el trabajo remunerado 
y las responsabilidades de cuidados. La composición y el 
tamaño de los hogares también pueden afectar el bienestar 
de las mujeres y su acceso a los recursos. Los hogares 
monoparentales, por ejemplo, tienden a ser más pobres que 
los hogares biparentales, puesto que a menudo carecen de 
los recursos adicionales de un adulto activo que viva en el 
mismo hogar (véase el capítulo 4).7

Tras analizar la información estadística disponible, incluidos 
los censos de población y las encuestas de hogares 
representativas a nivel nacional, en este capítulo se da 
cuenta de la evidencia y se identifican las lagunas de 
conocimiento sobre cómo es la vida familiar de mujeres 
y niñas en la actualidad. Cuando es posible se incluyen 
buenas prácticas de recopilación de datos, con el fin de 
aportar soluciones innovadoras para las limitaciones 
metodológicas actuales.

Estructura del capítulo
El capítulo está organizado del siguiente modo: en la 
primera sección se exponen los supuestos, las posibilidades 
y limitaciones metodológicas inherentes a un análisis 
mundial de los modelos de familia. El resto de las secciones 
se organizan en torno a cuatro aspectos de la vida familiar 
que revisten una importancia significativa para la igualdad 
de género. En las secciones 2.3 y 2.4 se muestra el modo en 
que la formación de pareja y los patrones de fecundidad 
están transformando la posición de las mujeres y las niñas 
en las familias contemporáneas en diversos contextos 
regionales. En la sección 2.5 se analizan las principales 
oportunidades y riesgos que enfrentan las mujeres en 
distintos contextos mientras residen en hogares con 
estructuras diversas y en diferentes momentos de su vida. 
Por último, en la sección 2.6 se explica el impacto de género 
del envejecimiento de la población, incluidos los arreglos 
residenciales de las mujeres adultas mayores y su acceso a 
cuidados adecuados.
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2.2 ¿QUÉ INFORMACIÓN SE PUEDE OBTENER SOBRE 
LAS FAMILIAS A TRAVÉS DE LOS DATOS SOBRE LOS 
HOGARES?
Las realidades de las familias cambian constantemente 
y pueden ser difíciles de captar. Es posible que las 
investigaciones que más ayuden a entender las relaciones 
familiares y la composición de las familias sean los análisis 
longitudinales que estudian a las personas a lo largo 
de toda su vida. Sin embargo, estos estudios son poco 
frecuentes, sobre todo en los países en desarrollo, y a 
menudo no son comparables.

Los censos y las encuestas de hogares, que constituyen 
las principales fuentes de datos utilizadas para elaborar 
este capítulo, son esenciales para obtener un panorama 
comparado de la vida familiar. No obstante, dichas fuentes 
no siempre están disponibles para todas las dimensiones 
analizadas en este informe ni para todas las regiones. Esto 
limita la producción de agregados regionales y mundiales y 
la cobertura de períodos de tiempo idénticos. Con todo, los 
datos disponibles sí permiten conocer a grandes rasgos las 
tendencias en las diferentes regiones.

Existen tres consideraciones adicionales sobre el uso de 
censos y encuestas de hogares para el estudio de las 
familias que merecen una breve explicación: la utilización 
de los hogares (en lugar de las familias) como unidad de 
análisis; las preconcepciones de género que sesgan la 
recopilación de datos; y la limitada cobertura de algunos 
grupos poblacionales con alta vulnerabilidad. 

Hogares y familias: distintos pero 
relacionados
En los censos y las encuestas representativas a escala 
nacional se trabaja con los hogares, más que con las 
familias, como unidad de análisis. Dado que los miembros 
de una familia pueden residir en distintos hogares, los 
datos de un hogar representan un indicador indirecto para 
estudiar las familias. Sin embargo, los hogares y las familias 
a menudo coinciden, pues con frecuencia las personas 
que conviven en un hogar están relacionadas entre sí por 
vínculos de parentesco y matrimonio (véase el recuadro 1.1 
en el capítulo 1).8

En los análisis estadísticos, el concepto de hogar suele 
referirse a una unidad de vivienda o residencia cuyos 
miembros no están necesariamente relacionados entre sí.9 

Las definiciones establecidas describen el hogar como 
una o más personas “que toman medidas comunes para 
disponer de alimentos y otros recursos esenciales para la 
vida” o que “duermen bajo el mismo techo”.10 Sin embargo, 
las definiciones más aceptadas no se utilizan en todo 
el mundo por igual; se observan variaciones entre los 
diferentes países e institutos de estadística. Esto, a su vez, 
influye en la calidad de los indicadores sociodemográficos 
producidos para determinar el tamaño de los hogares o 
los índices de dependencia.11 Es preciso ser conscientes 
de ello y mejorar la recopilación de datos, sobre todo 
en contextos donde los hogares presentan estructuras 
complejas y fluidas.12

En un hogar puede vivir una sola persona. Sin embargo, no 
existen familias unipersonales, puesto que la familia es un 
concepto relacional que requiere al menos dos personas.13 
Una familia dentro del hogar hace referencia a dos o más 
miembros de ese hogar que estén relacionados entre sí por 
un vínculo de sangre, adopción o matrimonio.14 En un hogar, 
por lo tanto, puede vivir más de una familia; de igual modo, 
las familias pueden ocupar más de un hogar (véase el gráfico 
2.1). Así es el caso de los hogares de las familias migrantes 
o donde las familias se componen de múltiples hogares, 
como en las familias polígamas.15 Las iniciativas regionales 
y nacionales dirigidas a obtener información sobre aquellas 
familias que no se ajustan al concepto tradicional de hogar 
independiente y nuclear formado por una pareja de distinto 
sexo representan un avance prometedor que puede ofrecer 
lecciones muy útiles a quienes formulan las políticas públicas 
(véase el recuadro 2.1).

Pese a que la distinción conceptual entre familia y hogar 
es importante, la evidencia empírica obtenida para 
86 países, que representan el 78,5 % de la población 
mundial, muestra que la mayoría de los hogares están 
integrados por miembros de una misma familia. Lo que 
es más, tan solo un 14,5 % de los hogares están formados 
por personas que viven solas o con al menos una persona 
que no es un familiar.16 Por consiguiente, el análisis de las 
personas que residen en un hogar —ya sean personas 
solas, parejas con o sin hijos o familias extensas— ofrece 
información crucial sobre el cambio y la diversidad de la 
vida familiar en todo el mundo.
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HOGARES Y FAMILIAS: 
RELACIONADOS, PERO DISTINTOS

* Por definición, los hogares unipersonales están formados por una sola persona 
 ** “Sin parentesco” se refiere a los hogares donde vive al menos una persona que no pertenece a la misma familia.

Parejas con hijas e hijos 
(de cualquier edad, 
incluidos los adultos)

Unipersonales* Sin parentesco**Monoparentales

Los censos y las encuestas recogen información sobre los hogares, 
pero las familias trascienden los muros del hogar y abarcan un 
conjunto de relaciones más amplio.

Fa
m

ili
as

 y
 re

de
s 

fa
m

ili
ar

es

GRÁFICO 2.1

Pareja sola

Ti
po

s 
de

 h
og

ar
es

Extensos



45

CAPÍTULO 2

PROPUESTAS PARA INCLUIR A LAS “NUEVAS” FAMILIAS EN LAS ESTADÍSTICAS 
OFICIALES 

En el campo de las estadísticas se están buscando formas de capturar los tipos “emergentes” de familias y hogares. Las 
definiciones de familia que se elaboran con ese objetivo varían según los contextos nacionales y regionales, dado que 
reflejan patrones y preocupaciones políticas específicos a cada entorno. A modo de ejemplo, varios países de América 
Latina y el Caribe han dado prioridad a la documentación de las parejas que cohabitan o las constituidas por personas 
del mismo sexo, a menudo en consonancia con el reconocimiento legal de este tipo de uniones.17 Los países europeos 
también contemplan un conjunto más amplio de tipos de familia. Incluyen, por ejemplo, las denominadas “familias 
reconstituidas”, formadas por una pareja con uno o más hijos fruto de la unión actual y de uniones anteriores de uno o 
ambos miembros de la pareja.18 En algunos países también se incluyen las parejas que mantienen una relación íntima 
pero viven en hogares separados.19

Eliminar las normas sociales y los estereotipos 
de género en la recopilación de datos 
Es frecuente que los estereotipos de género y las normas 
sociales influyan en las herramientas de recopilación de 
datos, como los censos y las encuestas de hogares.20 En 
general, las normas sociales inciden en la recopilación de 
datos por dos vías: a través del alcance de las preguntas 
y el modo en que estas se formulan, y a través de las 
respuestas obtenidas, que a menudo reflejan lo que 
las entidades públicas consideran aceptable.21 Como 
resultado de ello, es habitual que las estadísticas reflejen 
involuntariamente los ideales en torno al hogar y la familia y 
los roles de las mujeres y los varones dentro de ellos .22

Un problema terminológico que lleva mucho tiempo sin 
resolverse es la subestimación del trabajo que realizan las 
mujeres. Antes de 2013, pese a que la producción derivada 
de las parcelas familiares estaba incluida en la definición de 
empleo, eran pocas las encuestas de población activa que la 
reflejaban. En el Brasil, una serie de innovadoras iniciativas 
feministas han tratado de medir la totalidad del trabajo de 
las mujeres de medios rurales en las parcelas familiares 
mediante la combinación de herramientas de recopilación 

de datos a nivel local con estrategias dirigidas a impulsar un 
cambio de políticas a escala nacional. En su trabajo con la 
comunidad, Sempreviva Organização Feminista alentó a las 
mujeres de medios rurales a crear “cuadernos de registro” 
agrícolas para fomentar el reconocimiento de los múltiples 
aportes de su trabajo a sus hogares y comunidades. Dotados 
de estos registros, las y los activistas abogaron con éxito 
por que el censo agrícola brasileño diera mejor cuenta del 
trabajo de las mujeres (véase la historia de cambio: “La 
sencilla iniciativa con la que se ha impulsado una revolución 
silenciosa para las agricultoras familiares del Brasil”).

A la hora de diseñar y aplicar las encuestas, las 
preconcepciones acerca del papel de las mujeres y de su 
poder de decisión dentro del hogar también pueden reforzar 
involuntariamente las relaciones de poder patriarcales. A 
menudo, la esposa está definida como un individuo que 
depende económicamente del varón “jefe” del hogar,23 incluso 
en los casos en que sus ingresos son superiores a los del 
esposo.24 Dadas las ambigüedades que entraña el concepto 
de “jefatura de hogar” (véase el recuadro 2.2), en lo posible 
en el informe se evita utilizar expresiones como “hogares con 
jefatura masculina” u “hogares con jefatura femenina”.25

RECUADRO 2.1

PROBLEMAS ASOCIADOS AL USO DEL CONCEPTO DE JEFATURA DE HOGAR COMO 
CATEGORÍA DE ANÁLISIS

Un tema recurrente en los debates públicos sobre la diversidad de familias y hogares es la prevalencia y las 
implicaciones de los hogares encabezados por mujeres.26 Las ambigüedades en el modo en que en las encuestas 
se entiende el concepto de “jefatura” ponen en duda la fiabilidad y la relevancia de las estimaciones sobre los 
hogares diferenciados en función del sexo del “jefe” de hogar . Además, existen otros cuestionamientos acerca de 
la utilidad de la categoría de “hogares encabezados por mujeres” que abarca una amplia gama de subgrupos de 
hogares que pueden no ser comparables.27 A modo de ejemplo, existe una diversidad notoria entre los arreglos 
residenciales de las madres solas, ya que muchas viven en hogares extensos. En este informe, por lo tanto, los 
hogares monoparentales encabezados por mujeres se definen como hogares donde vive una mujer con sus hijas 
e hijos (biológicos, adoptados o en guarda) y nadie más, así como aquellos donde viven madres solas con sus 
hijas e hijos y otros parientes (véase la sección 2.5).

RECUADRO 2.2
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Antes de obtener el reconocimiento legal en muchos 
países (véase el capítulo 3), las parejas del mismo sexo 
estaban excluidas de las estadísticas oficiales. Las normas 
de edición de los censos especificaban que, si la persona 
que encabezaba el hogar y su cónyuge eran del mismo 
sexo, su relación no podía registrarse como “cónyuges”, 
sino, por ejemplo, en la categoría “otro tipo de relación 
familiar”.28 La incidencia de organizaciones de personas 
lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e intersexuales 
(LGBTI) en países como la Argentina, el Brasil y el Uruguay, 
entre otros, culminó en la eliminación de esos preceptos 
técnicos. En consecuencia, los censos de 2010 en esos 
países pudieron identificar mejor a las parejas del mismo 
sexo (véase el capítulo 3).29

Existen diversas dificultades para incluir a parejas del 
mismo sexo y sus familias en los censos y las encuestas 
de hogares actuales, entre ellas, el tamaño relativamente 
pequeño del grupo y los sesgos que se suelen introducir en 
el diseño y la aplicación de los cuestionarios. Por ejemplo, 
en algunos idiomas no existe un término neutro desde 
el punto de vista del género que exprese el concepto de 
“cónyuge”.30 Las complejidades de los aparatos legales 
y la constante estigmatización de la comunidad LGBTI 
suponen un obstáculo adicional que dificulta la recopilación 
de datos precisos.31 El resultado es un subregistro de las 
parejas del mismo sexo en todos los países.32 En el censo de 
2016 en Australia, por ejemplo, las parejas del mismo sexo 
representaban solamente un 0,9 % del total de las parejas 
que vivían juntas.33 Es fundamental mejorar la recolección 
de datos sobre las familias y parejas del mismo sexo con el 
fin de identificar grupos sujetos a formas de discriminación 
específicas, y garantizar que las políticas y los servicios 
públicos se adapten a la diversidad de las familias.34

Varios países han empezado a estudiar la posibilidad y 
la manera de incorporar preguntas sobre la orientación 
sexual o la identidad de género de las personas en sus 
próximos censos de población, previstos para 2020.35 
Sin embargo, las experiencias y recomendaciones de 
encuestas previas señalan la existencia de obstáculos 
conceptuales, metodológicos y prácticos que es preciso 
sortear para recopilar datos integrales relativos a 
las personas LGBTI.36 Estas dificultades incluyen la 
preocupación de las personas encuestadas por su 
privacidad o el temor a ser objeto de discriminación, la 
falta de conocimientos sobre los conceptos de orientación 
sexual e identidad de género entre quienes realizan las 
encuestas, y el riesgo de socavar las reivindicaciones de la 
comunidad LGBTI en caso de subregistro.37

Por lo tanto, se requiere un diálogo amplio con las 
organizaciones LGBTI y especialistas en la materia, amplias 
campañas de sensibilización y capacitación especializada 
para los y las encuestadoras, además de mejoras 
metodológicas. Entretanto, las encuestas especializadas 
o temáticas representan un primer paso importante que 
pueden dar los países para incorporar estos temas a las 
estadísticas oficiales.38

Límites en la cobertura poblacional
Los censos y las encuestas de hogares no cubren a todas 
las personas que viven en un país o territorio determinado.39 
En un estudio reciente se calcula que, en todo el mundo, 
las encuestas de hogares y los censos podrían dejan fuera 
a 250 millones de personas vulnerables, sobre todo en los 
países en desarrollo, ya sea por problemas de diseño o 
de puesta en práctica.40 Esa población incluye a personas 
sin hogar, personas institucionalizadas, poblaciones en 
movimiento, nómadas o dedicadas al pastoreo así como a 
personas que viven en asentamientos precarios y en zonas 
en las que no suelen realizarse encuestas periódicas debido 
a riesgos para la seguridad.

Por estas razones, es posible que la información cuantitativa 
disponible no refleje adecuadamente las dinámicas 
familiares de algunos grupos específicos de mujeres en 
situación de gran vulnerabilidad. En todas las regiones, 
por ejemplo, los y las trabajadoras domésticas, muchas 
de las cuales son migrantes, quedan a menudo excluidas 
de los censos cuando residen en hogares de ingreso alto, 
pese a que comparten comida y otros recursos con los 
miembros del hogar en el que trabajan.41 Además, es 
frecuente que las personas institucionalizadas, al igual que 
la población privada de libertad, se excluya de los censos 
y de las encuestas de hogares. Así, los graves efectos que 
el encarcelamiento tiene para las familias de las más de 
714.000 mujeres y niñas encarceladas en todo el mundo —
una cifra que ha aumentado más de un 50 % desde el año 
2000—, continúan invisibilizadas en los debates públicos y la 
formulación de políticas públicas, algo que se debe en parte 
a su exclusión de las encuestas.42

Para corregir las limitaciones en las estadísticas sobre 
las familias, además de introducir mejoras en los censos 
y las encuestas de hogares, resulta crucial fortalecer 
los sistemas de registro civil y estadísticas vitales, que 
recopilan información sobre hechos vitales como los 
nacimientos, matrimonios y defunciones, a lo largo del 
curso de vida y de forma universal.43 Puesto que se trata 
de sistemas administrativos del Estado, tienen un gran 
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potencial para proporcionar información fiable y con 
un máximo nivel de desagregación por sexo, ubicación 
geográfica u otras características pertinentes. Si son lo 
suficientemente exhaustivos como para ofrecer datos en 
tiempo real, pueden desempeñar un papel estratégico 
para planificar las políticas de familia y facilitar el acceso 
a los servicios y las prestaciones que se describen en los 
capítulos posteriores.44 Sin embargo, en la actualidad, 
más de 110 países de ingreso bajo y mediano carecen de 
sistemas de registro funcionales y presentan problemas de 
subregistro de los acontecimientos vitales de poblaciones 
específicas.45 Junto a los esfuerzos dirigidos a corregir 
los sesgos y las brechas de género en la cobertura, estos 
sistemas precisan financiamiento y mejoras, sobre todo en 
los países en desarrollo.46

Pese a estas limitaciones, cuando los datos censales y 
de encuestas de hogares se interpretan y analizan en 
combinación con estudios cualitativos, constituyen una 
fuente de información indispensable para obtener un 
panorama comparativo sobre cómo viven las mujeres en los 
hogares y las familias.

Las evidencias más recientes, que abarcan 86 países que 
representan al 78,5 % de la población mundial, confirman 
que las mujeres y las niñas viven en hogares de muy 
diversos tipos, y que hay patrones residenciales distintivos 
según las regiones (véase el gráfico 2.2).47 Estos patrones se 
examinan con mayor detalle en la sección 2.5.

Los hogares formados por una pareja con hijos (incluidos 
jóvenes y adultos no casados) suponen el 38,4 % del total 
de los hogares del planeta.48 Sin embargo, ni siquiera este 
tipo de hogar es uniforme. Puede incluir, por ejemplo, 
parejas casadas o que cohabitan, así como personas que 
ya vivieron en pareja anteriormente. Además, también 
pueden ser hogares que se encuentran en diferentes 
etapas de la formación familiar: parejas jóvenes con niños 
pequeños; parejas de mediana edad con hijos adultos que 
siguen viviendo con sus progenitores por distintos motivos; 
familias reconstituidas con hijos de uniones anteriores 

de uno o ambos progenitores; y parejas de personas 
adultas mayores cuyos hijos abandonaron el nido pero 
posteriormente regresaron.49

Desde el punto de vista de las políticas públicas, es 
importante identificar dentro de este grupo tan heterogéneo 
los hogares que presentan mayores necesidades en 
términos de ingresos y cuidados.

El segundo tipo de hogar más frecuente (26,6 % del 
total) es el formado por una familia extensa, que incluye 
al menos una persona adulta que cohabita con otros 
parientes y en el que también pueden residir niños.50 
En los países en desarrollo, donde este tipo de hogar es 
más común, puede incluir abuelas y abuelos, tías y tíos o 
familiares políticos, además de progenitores con sus hijos 
(véase el gráfico 2.2).

La proporción de hogares monoparentales a escala mundial 
es inferior a la de parejas con hijos y a la de hogares 
extensos, pero no deja de ser significativa (7,5 %).51 La 
mayoría de ellos están encabezados por mujeres (84,3 %), 
que suelen tener que conciliar el trabajo remunerado, la 
crianza de sus hijos y, a veces, el cuidado de otras personas 
dependientes.52 Vivir sin pareja puede constituir una fase 
transitoria antes de formar una nueva unión o volver a 
contraer matrimonio,53 ser una característica estructural 
de determinados sistemas familiares54 o puede indicar una 
opción de vida de una mujer. Los hogares monoparentales 
encabezados por mujeres son particularmente propensos a 
experimentar pobreza económica y, en algunos contextos, 
estigma y discriminación (véase la sección 2.5). 

Con respecto a otros tipos de hogares incluidos en el 
gráfico 2.2, los hogares unipersonales son particularmente 
frecuentes en la región de ingreso alto de Europa y América 
del Norte (27,1 %), donde duplican con creces el promedio 
mundial (12,5 %).55 Estos se componen de diversos grupos 
sociodemográficos, entre ellos jóvenes que establecen sus 
propios hogares y una proporción creciente de personas 
adultas mayores que viven solas.
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48

TIPOS DE HOGARES: PROMEDIOS 
MUNDIALES Y REGIONALES

Tipos de hogares

En todo el mundo, menos de 4 de cada 10 hogares están 
formados por una pareja con hijas o hijos (de cualquier edad).

GRÁFICO 2.2

Pareja sola

Parejas con hijos 
(de cualquier edad, incluso adultos)
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Fuente: Valores regionales calculados por ONU Mujeres a partir de estimaciones nacionales publicadas por el DAES de las Naciones Unidas (2018a). A los efectos de este 
análisis, los datos referidos a China están basados en estimaciones elaboradas y publicadas en Hu y Peng (2015).
Nota: Las estimaciones regionales marcadas con un asterisco (*) están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región respectiva, por lo que 
deben tratarse con cautela: Europa y América del Norte (41 % de la población) y África septentrional y Asia occidental (36,1 % de la población). La suma de las distribuciones 
mundiales y regionales de los hogares puede no ser igual a 100 debido al redondeo. La cobertura poblacional de Oceanía era insuficiente, por lo que no se muestra.
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La diversidad es la norma en la composición de los hogares: en el África 
subsahariana y en Asia central y meridional, cerca de un tercio de los hogares 
son extensos; además, en varias regiones uno de cada diez hogares es 
monoparental.
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2.3 LAS MUJERES EN LA FORMACIÓN Y 
DISOLUCIÓN DE LA PAREJA
La decisión sobre si casarse o cohabitar con otra persona, 
cuándo y con quién hacerlo es una de las más importantes 
de la vida.56 Las evidencias que se presentan en esta 
sección muestran que, aunque se observa una importante 
heterogeneidad en todas las regiones y dentro de cada 
una de ellas, las últimas décadas (de 1980 a 2010) se han 
caracterizado por el retraso de la edad de las mujeres al 
contraer matrimonio por primera vez y por un incremento 
de los índices de cohabitación, separación o divorcio y de 
personas que deciden no vivir en pareja.57

En términos generales, el poder que ejercen los progenitores 
en la selección de las parejas de sus hijos —uno de los 
pilares fundamentales del patriarcado— ha retrocedido 
en cierta medida en las últimas décadas, es decir, que las 
mujeres tienen una libertad relativamente mayor para elegir 
pareja y el tipo de unión que desean formar. El aumento 
de la edad de las mujeres al formar la primera unión y el 
descenso simultáneo de las tasas de matrimonio infantil en 
la mayoría de las regiones son indicativos de esta tendencia. 
También se observan evidencias de una mayor autonomía 
en las prácticas de selección conyugal en contextos donde el 
matrimonio continúa siendo el tipo de unión predominante 
para las mujeres.58 En Asia sudoriental, por ejemplo, se 
produjo una clara reducción de la práctica del matrimonio 
arreglado en casi todos los países a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XX.59 En América del Norte, en algunas zonas 
de Europa, en Australia y Nueva Zelandia y en América Latina 
y el Caribe se han ampliado progresivamente las opciones de 
las que disponen las mujeres para formar distintos tipos de 
uniones.60 La mayor prevalencia de la decisión de no casarse 
ha ido acompañada del aumento de la cohabitación como 
alternativa o preludio al matrimonio en todos los estratos 
sociales.61 En el transcurso de las dos últimas décadas, la 
definición del matrimonio o las uniones formales se ha 

expandido para incluir a las parejas del mismo sexo en 
algunos países (véase el capítulo 3).62

En algunas partes del mundo, el matrimonio para toda la vida 
es cosa del pasado.63 A pesar de que las tasas de divorcio 
formal se han estabilizado o reducido en los países que 
solían presentar los niveles más elevados, el incremento de 
la cohabitación indica que los índices totales de disolución de 
uniones y formación de nuevas parejas siguen siendo elevados 
y que incluso podrían estar aumentando.64 En consecuencia, es 
probable que en algunas regiones las familias reconstituidas 
sean una realidad cada vez más habitual.65 Sin embargo, la 
ausencia de datos comparativos disponibles sobre las tasas 
de personas que se vuelven a casar o a divorciar limita la 
posibilidad de que las políticas públicas, la legislación y la 
provisión de servicios tengan en cuenta esta multiplicidad de 
formaciones y experiencias familiares.66

Pese a estas transformaciones en las parejas, la evidencia 
también denota una serie de continuidades significativas.67 
Por ejemplo, en muchas regiones —como Asia central y 
meridional, Asia oriental y sudoriental o África septentrional y 
Asia occidental— los matrimonios heterosexuales duraderos 
mantienen su carácter universal.68 Asimismo, todavía hace 
falta abordar algunos desafíos de larga data que afectan los 
derechos de las mujeres: en todo el mundo, en 2017, una de 
cada cinco mujeres de 20 a 24 años se había casado antes de 
cumplir los 18 años.69

Aunque la disponibilidad de datos a escala mundial sobre 
el matrimonio es relativamente elevada, las diferencias en 
la forma de reconocer y registrar el matrimonio y otros tipos 
de uniones por parte de los Estados y los organismos de 
estadística pueden dificultar la comparación entre los países 
(véase el recuadro 2.3).

LÍMITES EN LA COMPARABILIDAD DE LAS ESTADÍSTICAS SOBRE 
EL MATRIMONIO ENTRE LOS PAÍSES A LO LARGO DEL TIEMPO

El estado civil es una de las variables que se espera que todo país registre en sus censos. Según los Principios y Recomendaciones 
de las Naciones Unidas para los Censos de Población y Habitación (revisión 3) se deben utilizar, como mínimo, cinco categorías 
para el estado civil: a) persona soltera (que nunca ha contraído matrimonio); b) persona casada; c) persona casada pero separada 
(legalmente o de hecho); d) persona viuda que no se ha vuelto a casar; e) persona divorciada que no se ha vuelto a casar.

Los Principios de las Naciones Unidas reconocen asimismo la necesidad de captar las uniones consuetudinarias, como las parejas 
registradas y las uniones consensuales, en contextos donde estas sean legales y jurídicamente vinculantes. En los países donde existen 
disposiciones legales para las parejas registradas o legales, o en los que la ley permite el matrimonio entre personas del mismo sexo, 
se recomienda incluir dos subcategorías: b) i) matrimonio o unión entre personas de distinto sexo, y b) ii) matrimonio o unión entre 

RECUADRO 2.3
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personas del mismo sexo. Dadas las diferentes definiciones de matrimonio que imperan en los distintos países, las cuales en algunos 
casos pueden incluir las uniones consuetudinarias, cualquier comparación debe tratarse con cautela.

La relevancia de la cohabitación para las políticas públicas solo se ha manifestado en los últimos tiempos. Como resultado de 
ello, solamente un número limitado de países recogen datos sobre cohabitación en los censos , en cuyo caso, las series son aún 
relativamente nuevas. Por lo tanto, no resulta sencillo efectuar comparaciones entre los países ni análisis de tendencias.70 Las 
dificultades de orden comparativo pueden ilustrarse con el ejemplo de los datos longitudinales sobre el Brasil, donde en los censos 
de 1940 y 1950 se trataba como solteras a las mujeres que vivían en cohabitación, mientras que en los censos de 1960 y 1970 se las 
consideraba casadas.71

Los registros civiles proporcionan una fuente de datos alternativa sobre los matrimonios y divorcios. Sin embargo, estos datos 
presentan una dificultad: no siempre reconocen o registran todos los tipos de uniones. Así sucede, por ejemplo, en los casos en 
que la definición de matrimonio excluye determinadas formas de uniones heterosexuales. Por ejemplo, abordar los matrimonios 
polígamos puede plantear problemas en los países donde la poligamia no está reconocida oficialmente, por lo que ese tipo de 
uniones no queda adecuadamente recogido en los censos ni en los registros civiles.

Aumento de la edad de las mujeres al 
contraer matrimonio por primera vez a 
escala mundial
A escala mundial y en todas las regiones, tanto 
las mujeres como los varones están retrasando el 
matrimonio. No obstante, las mujeres siguen casándose 

a edades más tempranas que los hombres.72 Desde la 
década de 1990, la edad media de las mujeres al contraer 
matrimonio —que se utiliza aquí como indicador indirecto 
de la edad media al contraer matrimonio por primera 
vez— aumentó de 21,9 años alrededor de 1990 a 23,3 años 
en torno a 2010 (véase el gráfico 2.3).

Fuente: Las cifras agregadas a escala regional son cálculos de ONU Mujeres elaborados a partir de estimaciones a nivel nacional publicadas por el DAES de las 
Naciones Unidas (2017k, 2017m).
Nota: C. = circa El análisis abarca 109 países, que representan el 79,2 % de la población mundial de mujeres en edad reproductiva (de 15 a 49 años). C. 1990 incluye el período 
1986-1995, C. 2000 el período 1996-2005 y C. 2010 el período 2006-2015. Los promedios mundiales y regionales se calculan ponderando los datos más recientes disponibles 
sobre la edad media de la población soltera (mujeres y hombres) al casarse en cada período de 10 años según la población de mujeres y hombres en edad reproductiva (de 
15 a 49 años) al término del correspondiente período de 10 años. Por ejemplo, los datos más recientes disponibles sobre la edad media de las mujeres solteras y los hombres 
solteros al casarse C. 1990 se ponderaron según la población de mujeres y hombres, respectivamente, al 1 de julio de 1995. La edad media de la población soltera al casarse 
se refiere a las personas que contraen matrimonio antes de alcanzar un determinado límite de edad, generalmente fijado en 50 años. Esta variable mide el número medio de 
años que vive soltera o que “nunca ha estado casada anteriormente” una cohorte hipotética de personas para las que las proporciones de personas que nunca han estado 
casadas a cada edad son iguales a las observadas en un momento dado para una población determinada. En los países para los que se publican datos sobre cohabitación, 
las uniones consensuales u otro tipo de uniones consuetudinarias, las mujeres y los hombres que forman esos tipos de uniones no se consideran solteras o solteros o que 
nunca han contraído matrimonio, sino casadas y casados, con el fin de posibilitar la comparación con los países donde los datos sobre las personas actualmente casadas se 
publican conjuntamente con los relativos a la cohabitación, las uniones consensuales u otros tipos de uniones consuetudinarias. En el caso de Oceanía (excepto Australia y 
Nueva Zelandia) solo se dispone de datos para seis países que representan el 12,2 % de la población, en África septentrional y Asia occidental existen datos disponibles para 
11 países que abarcan el 54,6 % de la población y en Europa y América del Norte se dispone de datos para 24 países, el 39,4 % de la población de la región. Las estimaciones 
regionales y mundiales marcadas con un asterisco (*) están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región respectiva, por lo que deben 
tratarse con cautela. En todas las demás regiones, los agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población regional.

 Mujeres  Hombres

EDAD MEDIA DE LA POBLACIÓN SOLTERA AL CASARSE, 
POR SEXO Y POR REGIÓN, CIRCA 1990–2010

GRÁFICO 2.3
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Existen diferencias significativas en la edad al contraer 
matrimonio entre las mujeres de las distintas regiones, así 
como entre los diversos grupos sociales dentro de cada 
país.73 Las mujeres que viven en zonas rurales, por ejemplo, 
tienden a casarse a una edad inferior a la media nacional.74 
La región en la que las mujeres se casan más jóvenes sigue 
siendo Asia central y meridional (20,8 años), seguida del 
África subsahariana (22,1 años) y América Latina y el Caribe 
(23,6 años). En Asia oriental y sudoriental, Oceanía (excepto 
Australia y Nueva Zelandia) y África septentrional y Asia 
occidental las mujeres se casan más tarde, en torno a los 25 
años en promedio. En la actualidad, las regiones en las que 
las mujeres contraen matrimonio a edades más tardías son 
Europa y América del Norte (27,2 años) y Australia y Nueva 
Zelandia (30 años).75

Los matrimonios más tardíos son el resultado de la 
interacción de fuerzas sociales, culturales y económicas 
(véase el capítulo 3).76 Pese a que el retraso en la edad al 
contraer matrimonio o formar la primera unión guarda una 
correlación positiva con el aumento del número de años 
de educación secundaria y superior,77 también puede ser 
consecuencia tanto de la necesidad como de una decisión.78 
El nivel de instrucción de las mujeres y la búsqueda de 

oportunidades de empleo figuran entre los factores que 
provocan incrementos significativos de la edad al contraer 
matrimonio en África septentrional y Asia occidental,79 
donde un aumento de 2,3 años en las dos últimas décadas 
sitúa esta región en segundo lugar, tan solo por detrás de 
Australia y Nueva Zelandia (4,9 años), como se muestra en 
el gráfico 2.4. Destaca, en particular, Argelia, donde la edad 
media de las mujeres solteras al casarse se ha elevado en 
más de cinco años (de 23,7 a 29,1 años) en el mismo período. 
Sin embargo, pese a que las mujeres de África septentrional 
y Asia occidental se casan hoy en día más tarde que en 
décadas pasadas, el matrimonio sigue siendo un importante 
rito de pasaje para (casi) todas las mujeres de la región, 
lo que significa que la mayoría de ellas probablemente se 
casarán (véase el gráfico 2.3).

Significativo descenso del matrimonio 
infantil, precoz y forzado
La reducción de la incidencia del matrimonio infantil, precoz 
y forzado en la mayoría de las regiones es alentadora, 
aunque todavía es necesario continuar trabajando para 
erradicar esta práctica. A lo largo de los últimos 25 años, 
la tasa de matrimonio de las niñas antes de los 18 años se 
ha reducido en todo el mundo del 25 % al 20,8 %. Lo mismo 

PROPORCIÓN DE MUJERES DE ENTRE 20 Y 24 AÑOS QUE 
ESTABAN CASADAS O VIVÍAN EN PAREJA ANTES DE CUMPLIR 
LOS 15 AÑOS Y LOS 18 AÑOS, POR REGIÓN

Fuente: Bases de datos mundiales del UNICEF (2019b), basadas en encuestas de indicadores múltiples por conglomerados, encuestas de demografía y salud y otras 
fuentes representativas a nivel nacional, 2011-2018.
Notas: El análisis abarca 105 países que representan el 77,0 % de la población mundial de mujeres de 20 a 24 años. La cobertura de la población fue insuficiente para 
calcular agregados regionales en el caso de Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia), Australia y Nueva Zelandia, Europa y América del Norte. En las demás 
regiones, los agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población de mujeres de 20 a 24 años.

GRÁFICO 2.4
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ocurre con la tasa de matrimonio antes de cumplir los 15 
años, que ha pasado del 7,1 % al 5,0 % (véase el gráfico 2.4).

El matrimonio o la formación de uniones a una edad 
temprana puede tener efectos adversos sobre la salud 
sexual y reproductiva de las mujeres, su acceso a la 
educación, su poder de negociación en el seno de la familia 
o la posibilidad de tener una vida libre de violencia.80

El esfuerzo por reducir el matrimonio infantil abarca dos tipos 
de uniones que requieren políticas específicas:81 por un lado, 
las formadas entre adolescentes de edades similares y, por 
otro, las uniones entre niñas y hombres considerablemente 
mayores que ellas, las cuales conllevan una limitación aún 
mayor para la voz y el poder de acción de esas niñas.82

Los índices de matrimonio infantil, precoz y forzado 
continúan siendo particularmente altos en el África 
subsahariana, donde más de un tercio de las mujeres de 

20 a 24 años contrajeron matrimonio o formaron pareja 
antes de cumplir los 18 (37,2 %), seguida de Asia central y 
meridional (29,4 %). Estas son también las regiones, junto 
con África septentrional y Asia occidental (17,8 %), en las que 
el matrimonio es prácticamente universal. El matrimonio 
infantil y la formación de uniones tempranas siguen siendo 
frecuentes en América Latina y el Caribe (24, 7 %), la única 
región donde esta práctica se ha incrementado en los 
últimos 25 años (del 23,5 % al 24,7 %).

Al mismo tiempo, se aprecian variaciones significativas 
dentro de las distintas regiones. Un análisis por cohortes 
en el que se compararon las tasas de matrimonio infantil 
de las mujeres de 20 a 24 años y de 45 a 49 años en 62 
países pone de manifiesto que en el África subsahariana, 
por ejemplo, la formación de uniones tempranas aumentó 
(en lugar de disminuir) en 6 de los 34 países que integraban 
la muestra: Angola, Burkina Faso, Madagascar, Malí, 
Mozambique y Zimbabwe.83

PROPORCIÓN DE MUJERES DE 45 A 49 AÑOS QUE NUNCA 
HAN ESTADO CASADAS, POR REGIÓN, CIRCA 1990–2010 

GRÁFICO 2.5

Fuente: Las cifras agregadas a escala regional son cálculos de ONU Mujeres elaborados a partir de estimaciones a nivel nacional publicadas por el DAES de las Naciones Unidas 
(2017k, 2017m).
Nota: C. = circa C. 1990 incluye el período 1986-1995, C. 2000 el período 1996-2005 y C. 2010 el período 2006-2015. Promedios regionales calculados ponderando los últimos datos 
disponibles sobre la proporción de mujeres de 45 a 49 años que nunca han estado casadas en cada período de 10 años, según la población de mujeres de 45 a 49 años al término 
de cada período de 10 años. Por ejemplo, la última proporción disponible de mujeres de 45 a 49 años que nunca habían estado casadas C. 1990 se ponderó según la población 
de mujeres de 45 a 49 años al 1 de julio de 1995. El análisis abarca 134 países y zonas con poblaciones de 90.000 habitantes o más en 2017; en conjunto, representan el 87,6 % de 
la población femenina de entre 45 y 49 años de edad a escala mundial. En el caso de Europa y América del Norte, los datos se refieren a 25 países que representan el 42,2 % de la 
población. Las estimaciones relativas a América Latina y el Caribe en torno al año 2000 se suprimieron debido a problemas relacionados con una posible ruptura de la serie en 
los datos disponibles. Las estimaciones regionales y mundiales marcadas con un asterisco (*) están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región 
respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. En todas las demás regiones, los agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población regional. En los 
países donde se publican datos sobre parejas registradas, la cohabitación, las uniones consensuales u otro tipo de uniones consuetudinarias, las personas que forman esos tipos 
de uniones no se consideran solteras o que nunca han contraído matrimonio sino que están actualmente casadas, con el fin de posibilitar la comparación con los países donde los 
datos sobre las personas actualmente casadas se publican junto con los relativos a la cohabitación, las uniones consensuales u otros tipos de uniones consuetudinarias.
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Más mujeres deciden no casarse 
Mientras el número de matrimonios ha disminuido a escala 
mundial desde la década de 1980,84 la proporción de 
mujeres de 45 a 49 años que nunca se han casado aumentó 
del 3,1 % alrededor de 1990 al 4,3 % alrededor de 2010 (véase 
el gráfico 2.5). Esto confirma que las mujeres están optando 
progresivamente por no contraer matrimonio ni uniones 
formales (no solo posponiendo estas opciones), al menos en 
algunas regiones y países.

Los datos disponibles en torno a 2010 muestran que una 
fracción significativa de mujeres con edades cercanas 
a los 50 años jamás se habían casado en Australia 
y Nueva Zelandia (14,1 %), América Latina y el Caribe 
(13,4 %) y Europa y América del Norte (10,8 %), seguidas 
del África subsahariana (6,1 %). En esta última región, un 
pequeño grupo de países muestra porcentajes notorios 
de mujeres con edades próximas a los 50 años que nunca 
se han casado. Entre ellos se encuentran Botswana 
(32,3 %), Namibia (31,1 %) y Sudáfrica (26,4 %), con tasas 
significativamente superiores al promedio regional.85

El matrimonio continúa siendo casi universal en Asia central 
y meridional y en Asia oriental y sudoriental, donde en torno 
a 2010 tan solo el 1,1 % y el 2,5 % de las mujeres de 45 a 49 
años, respectivamente, nunca se habían casado 
(véase el gráfico 2.5). La opción de no casarse sigue 

siendo extremadamente rara en China y la India,86 donde 
el porcentaje de mujeres de 45 a 49 años que nunca se 
han casado es inferior al 1,0 %.87 Sin embargo, en algunos 
países de ingreso alto de Asia oriental se ha producido un 
fuerte incremento del número de mujeres que no contraen 
matrimonio.88 Según los datos disponibles alrededor de 2010, 
la mayor proporción de mujeres con edades próximas a los 
50 años que nunca habían estado casadas correspondía al 
Japón (16,1 %), seguida de Singapur (12,8 %).89 En el capítulo 3 
se analizan algunas de las razones por las que en esos 
países las mujeres están optando por no casarse.

Aumento de la cohabitación en varias 
regiones
La cohabitación puede ser un preludio al matrimonio o 
una alternativa a este; puede ofrecer diferentes derechos 
a las mujeres en términos de protección social, herencia, 
custodia y manutención.90 Vivir en pareja representa una 
opción cada vez más común para las mujeres como paso 
intermedio o alternativa al matrimonio formal en Europa y 
América del Norte y en América Latina y el Caribe.91

Las evidencias disponibles para una muestra de 30 países 
de Europa y América del Norte revelan una diversidad en las 
tasas de cohabitación. En los países de Europa septentrional 
y occidental, la mayoría de las mujeres de 25 a 29 años están 
optando por la cohabitación en lugar del matrimonio; así 

PROPORCIÓN DE MUJERES DE 25 A 29 AÑOS QUE 
COHABITAN CON LA PAREJA SOBRE EL TOTAL DE 
MUJERES QUE VIVEN EN ALGÚN TIPO DE UNIÓN EN UN 
CONJUNTO DE PAÍSES SELECCIONADOS DE AMÉRICA 
LATINA, 1970–2010

Fuente: Esteve et al. (2016).
Nota: Los datos abarcan cinco rondas del censo, de 1970 a 2010. No se disponía de estimaciones para México en 1980 ni para Costa Rica y el Uruguay en 1990. 
En el gráfico se incluye a todas las mujeres que actualmente están casadas o cohabitan con la pareja.
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ocurre, por ejemplo, en Estonia (donde el 60,6 % de quienes 
viven en algún tipo de unión cohabitan), Dinamarca (59,4 %), 
Islandia (57,3 %) y Francia (57,2 %).92 En el otro extremo, los 
países en los que la cohabitación es menos frecuente se 
encuentran en Europa oriental, como Belarús y Polonia, 
donde menos de 1 de cada 10 mujeres de 25 a 29 años optan 
por la cohabitación (9,0 % y 7,7 %, respectivamente). 

A lo largo de las cuatro últimas décadas, la cohabitación 
ha aumentado de manera exponencial en varios países 
de América Latina y el Caribe (véase el gráfico 2.6), lo cual 
ha dado lugar a algunas de las tasas de cohabitación más 
elevadas registradas desde la década de 1970.93 En esta 
región, la cohabitación ha sido históricamente frecuente entre 
las mujeres con menor nivel de instrucción, que comienzan 

a cohabitar durante la adolescencia o los primeros años 
de la edad adulta y también tienen mayor probabilidad 
de convertirse en madres a una edad temprana.94 Más 
recientemente, la región ha sido testigo de un aumento de la 
cohabitación entre las mujeres de diferentes grupos de edad 
con mayores niveles educativos. Con la liberalización de las 
leyes de divorcio y la transformación de las normas sociales, 
la práctica de la cohabitación se ha extendido como preludio 
del matrimonio, pero también como opción de vida después 
del divorcio o como una elección a largo plazo.95

Mayores tasas de separación y divorcio y 
amplia diversidad regional
Una de las características más visibles de la transformación 
de las familias en la mayoría de las regiones es el 
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PROPORCIÓN DE PERSONAS DE 45 A 49 AÑOS 
DIVORCIADAS O SEPARADAS, POR SEXO Y POR REGIÓN, 
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Fuente: Las cifras agregadas a escala regional son cálculos de ONU Mujeres elaborados a partir de estimaciones a nivel nacional publicadas por el DAES de las 
Naciones Unidas (2017k, 2017m).
Nota: C. = circa C. 1980 incluye datos correspondientes al período 1976-1985, C. 1990 incluye el período 1986-1995, C. 2000 el período 1996-2005 y C. 2010 el 
período 2006-2015. Los promedios regionales se calculan ponderando los últimos datos disponibles sobre la proporción de mujeres de 45 a 49 años divorciadas o 
separadas en cada período de 10 años, según la población de mujeres de 45 a 49 años al término de cada período de 10 años. Por ejemplo, la última proporción 
disponible de mujeres de 45 a 49 años divorciadas o separadas C. 1990 se ponderó según la población total de mujeres de 45 a 49 años al 1 de julio de 1995. El 
análisis abarca 95 países y zonas con poblaciones de 90.000 habitantes o más en 2017; en conjunto, representan el 78,0 % de la población femenina con edades 
comprendidas entre 45 y 49 años a escala mundial. En el caso de Europa y América del Norte solamente se dispone de datos para 23 países que abarcan el 50,4 % 
de la población de la región; en el África subsahariana los datos se refieren a 17 países que representan el 44,4 % de la población, y en el caso de Oceanía (excepto 
Australia y Nueva Zelandia) hacen referencia a 6países que engloban el 12,0 % de la población. Las estimaciones regionales y mundiales marcadas con un asterisco 
(*) están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. En todas las demás 
regiones, los agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población regional.
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incremento de las tasas de divorcios y separaciones.96 
Desde la década de 1980, la proporción de mujeres de 45 
a 49 años divorciadas o separadas ha crecido de forma 
constante, pasando del 3,3 % alrededor de 1980 al 4,7 % en 
torno a 2010 (véase el gráfico 2.7). En todo el mundo y en las 
diferentes regiones, las mujeres tienen mayor probabilidad 
de estar divorciadas o separadas que los varones, un 
fenómeno que se puede explicar porque los hombres 
presentan mayores tasas de matrimonio en segundas 
nupcias, a menudo con mujeres más jóvenes.97

En algunos contextos, las mayores tasas de divorcio pueden 
indicar que las mujeres tienen capacidad para sostenerse 
económicamente a través del empleo remunerado y, por 
lo tanto, no dependen del matrimonio. Sin embargo, el 
incremento de los divorcios y las separaciones también 
conlleva mayor vulnerabilidad para las mujeres.98 En 
la práctica, el fin de una relación tiene consecuencias 
económicas mucho más perjudiciales para las mujeres que 
para los varones. Con demasiada frecuencia, las mujeres 
pierden el acceso a los bienes y recursos conyugales o incluso 
la custodia de sus hijas e hijos (véanse los capítulos 3 y 4).99

Con base en los datos disponibles en torno a 2010, el divorcio 
y la separación entre las mujeres con edades próximas a 

los 50 años eran más comunes en contextos de ingreso alto, 
como Australia y Nueva Zelandia (21,1 %) y Europa y América 
del Norte (13,1 %). Les sigue América Latina y el Caribe (9,6 %), 
donde la proporción de mujeres de la misma edad que 
están divorciadas o separadas duplica el promedio 
mundial. En el África subsahariana, las tasas son cercanas 
al promedio mundial (6,9 %). Por el contrario, el divorcio y la 
separación continúan siendo poco frecuentes en Asia oriental 
y sudoriental (3,0 %), incluida China, y en Asia central y 
meridional (1,4 %). En la India, pese a que la cifra de personas 
divorciadas se ha duplicado en las dos últimas décadas, el 
porcentaje de mujeres divorciadas sigue siendo de tan solo 
el 1,1 %,100 la mayoría de ellas en zonas urbanas.101

En el gráfico 2.7 se muestra asimismo que en la región de Asia 
oriental y sudoriental, excepto China, las tasas de divorcio 
son muy superiores y se sitúan por encima del promedio 
mundial (véase el capítulo 3). A partir de una base muy baja, 
se ha producido un incremento considerable de las tasas 
de divorcio en África septentrional y Asia occidental, donde 
se han duplicado con creces en el período de referencia.102 
Este hecho podría reflejar un cambio (aunque limitado) en la 
aceptabilidad del divorcio o la separación en estas regiones o 
una mayor disposición por parte de las mujeres a indicar que 
su estado civil es “divorciada” o “separada”.103

2.4 FECUNDIDAD E IGUALDAD DE GÉNERO
Una de las tendencias demográficas más destacadas de las 
últimas décadas es el descenso de la fecundidad a escala 
mundial.104 La capacidad de las mujeres para decidir de 
manera libre y responsable el número de hijos que desean 
tener y el intervalo entre los nacimientos tiene consecuencias 
positivas para su bienestar y sus oportunidades, así como 
para su disfrute de los derechos humanos.105

El progreso logrado en el terreno de la igualdad de 
género y el empoderamiento de las mujeres —que se 
refleja en la mejora del nivel de instrucción de las niñas, 
la participación de las mujeres en el mercado laboral, 
su acceso a la atención de la salud y el descenso de la 
mortalidad infantil— son los principales factores que 
impulsan la disminución de la fecundidad observada en 

todo el mundo.106 A su vez, estos avances sociales están 
relacionados con cambios en la conformación de las 
familias y en las preferencias de las personas y parejas, 
que llevan, por ejemplo, a retrasar las uniones, posponer 
los nacimientos y optar por familias menos numerosas.107

Sin embargo, la tendencia mundial de descenso de la 
fecundidad es muy desigual según las regiones y los 
grupos sociales, lo que apunta a la existencia de tres 
desafíos. En primer lugar, las tasas de maternidad 
adolescente, un fenómeno especialmente prevalente en el 
África subsahariana y en América Latina y el Caribe, son 
mucho mayores entre las jóvenes con menores recursos 
que entre sus contrapartes más ricas. En segundo lugar, 
a pesar de que las parejas muestran cada vez más su 
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preferencia por tener familias más reducidas en muchas 
partes del África subsahariana, las presiones de la familia 
extensa y la demanda insatisfecha de planificación familiar 
de las mujeres mantiene en alza las tasas de fecundidad.108 
En tercer lugar, las bajas tasas de fecundidad en Europa y 
América del Norte, así como en algunos países de ingreso 
alto de Asia oriental, denotan la dificultad de las mujeres 

(y sus parejas) para poder conciliar la maternidad (y la 
paternidad) con el trabajo remunerado, a menudo en un 
contexto de incertidumbre económica.109 Estos retos son 
particularmente complejos para las mujeres, puesto que 
incluso cuando tienen un empleo remunerado, se espera 
que realicen la mayor parte del trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado.110
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Disminuye la fecundidad a escala mundial 
En la actualidad, se calcula que la tasa mundial de 
fecundidad se sitúa en 2,4 nacidos vivos por mujer, casi la 
mitad que los niveles observados en 1970-1975 (cuando 
ascendía a 4,4 nacidos vivos por mujer) (gráfico 2.8). Con 
base en esta tendencia, las proyecciones indican que, de 
aquí al período 2025-2030, la tasa disminuirá aún más, 
hasta situarse en 2,3 nacidos vivos por mujer.

Hace tan solo cinco décadas, la mayoría de las regiones 
desarrolladas se caracterizaban por una fecundidad 

elevada —definida convencionalmente como más de 
cinco nacidos vivos por mujer—.111 Por el contrario, se prevé 
que los niveles de fecundidad en el período 2015-2020 
serán inferiores a cinco nacidos vivos por mujer en Asia 
central y meridional, África septentrional y Asia occidental, 
Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia) y el África 
subsahariana.112 En comparación con otras regiones en 
desarrollo, la disminución de la fecundidad en esta última 
región ha sido modesta, con una media regional (4,7) que 
casi duplica la tasa mundial (2,4).113 Se observan tasas de 
fecundidad inferiores al nivel de reemplazo —fijado en 2,1 

8,8 8,3 8,5

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir de ICF International 2007-2017. Encuestas de demografía y salud y UNICEF (varios años). Encuestas de indicadores 
múltiples por conglomerados.
Notas: Se considera que una mujer dio a luz antes de los 18 años si su primer nacimiento vivo se produjo antes de dicha edad. Los indicadores exactos se calculan 
utilizando la metodología definida en Rutstein y Rojas (2006). Esa misma metodología se reprodujo para las encuestas de indicadores múltiples por conglomerados. En 
el caso de los países donde se disponía tanto de encuestas de demografía y salud como de encuestas de indicadores múltiples por conglomerados, se utilizó la última 
encuesta disponible. Las estimaciones se ponderaron utilizando la población de mujeres de 20 a 24 años (datos tomados del DAES de las Naciones Unidas, 2017m). 
El análisis abarca 92 países, que representan el 58,9 % de la población mundial de mujeres de 20 a 24 años. En el caso de América Latina y el Caribe, los datos 
abarcan el 53,5 % de la población de la región, y para África septentrional y Asia occidental, el 57,4 %. Las estimaciones regionales y mundiales marcadas con un 
asterisco (*) están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. En todas las demás regiones, 
los agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población regional. La cobertura poblacional era insuficiente para calcular agregados 
regionales en el caso de Australia y Nueva Zelandia, Europa y América del Norte y Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia).
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nacidos vivos por mujer— en Europa y América del Norte, 
Asia oriental y sudoriental, Australia y Nueva Zelandia y 
América Latina y el Caribe.

Desigualdades entre las jóvenes: 
la maternidad adolescente
Estimaciones recientes muestran que la mayoría de las 
madres adolescentes viven en regiones en desarrollo.114 Los 
embarazos tempranos se producen, sobre todo, estando en 
pareja, pero a menudo no son planificados.115 En algunos 
casos, el embarazo de niñas o adolescentes se debe a una 
violación, incesto u otras formas de violencia sexual.116 Los 
embarazos precoces afectan de manera desproporcionada 
a mujeres de grupos económicamente desfavorecidos, 
y pueden colaborar en reproducir la pobreza y la falta 
de oportunidades de una generación a otra.117 A escala 
mundial, las mujeres de 20 a 24 años situadas en el quintil 
más pobre tienen una probabilidad 3,7 veces mayor de 
dar a luz antes de los 18 años que las mujeres del mismo 
rango de edad pertenecientes al quintil más rico (véase el 
gráfico 2.9). La maternidad temprana produce numerosos 
perjuicios a las adolescentes: limita su nivel educativo y sus 
posteriores oportunidades ocupacionales, además de elevar 
el riesgo de mortalidad materna e infantil.118

Como se muestra en el gráfico 2.9, los embarazos 
adolescentes son más prevalentes en dos regiones en 
desarrollo: el África subsahariana y América Latina y el 
Caribe. Las mayores tasas de embarazo en la adolescencia se 
registran en la primera de estas dos regiones, donde el 27,8 % 
de las mujeres de 20 a 24 años dieron a luz antes de cumplir 
18 años; además, este porcentaje se eleva al 41,3 % entre las 
mujeres del quintil de riqueza más bajo. Le sigue América 
Latina y el Caribe (donde el 18,2 % de las mujeres de 20 a 24 
años dieron a luz antes de los 18; véase el gráfico 2.9). En 
esta región, donde las desigualdades económicas son 
particularmente agudas, las mujeres de 20 a 24 años situadas 
en el quintil más pobre tienen una probabilidad cinco veces 
mayor de dar a luz antes de los 18 años que las mujeres 
del mismo rango de edad del quintil más rico.119 También se 
observan fuertes diferencias en la incidencia del embarazo 
adolescente dentro de los diversos países según nivel de 
instrucción, lugar de residencia, etnia y raza. En todas las 
regiones, no solo las niñas más pobres, sino también las que 
tienen menos años de instrucción y las que viven en zonas 
rurales tienen mayor probabilidad de dar a luz antes de 
cumplir los 18 años.120

Pese a los importantes costos económicos y sociales que 
conlleva la maternidad temprana, los anticonceptivos 
modernos, incluidos los de emergencia, suelen estar fuera 
del alcance de las jóvenes que más los necesitan.121 El 
estigma, la necesidad de contar con el consentimiento de 
terceros, la falta de confidencialidad y el costo son algunas 
de las barreras habituales.122

Obstáculos a las preferencias de 
fecundidad en el África subsahariana
Se prevé que la tasa de fecundidad disminuirá de 6,8 a 4,7 
nacidos vivos por mujer entre 1970-1975 y 2015-2020 (véase 
el gráfico 2.8). Las estimaciones disponibles apuntan a que 
el aumento del nivel educativo explica casi la mitad del 
descenso de la fecundidad observado en la región desde 
mediados de la década de 1980.123 La educación de las niñas 
no solo reduce la probabilidad del matrimonio infantil, sino 
que además retrasa los embarazos, eleva la probabilidad 
de tener hijos más sanos y está asociada a una mayor 
comunicación en la pareja sobre la planificación de la 
familia y el uso de métodos anticonceptivos modernos.124 
No obstante, la disminución relativa prevista durante este 
período es la menor de todas las regiones en desarrollo 
(30,0 %), y se espera que las tasas de fecundidad continúen 
elevadas (más de cinco nacidos vivos por mujer) durante el 
período 2015-2020 en 12 países, muchos de los cuales han 
sufrido conflictos o crisis recientes.125

Las explicaciones para las altas tasas de fecundidad 
registradas en el África subsahariana ya no se centran 
en el limitado desarrollo económico o en prácticas 
socioeconómicas y culturales natalistas, sino en el 
cambio gradual de las preferencias hacia familias menos 
numerosas.126 La fecundidad continúa siendo particularmente 
elevada en África occidental y central, donde un pequeño 
cambio en las preferencias de las parejas coincide con una 
baja utilización de anticonceptivos modernos.127 En el África 
oriental y meridional se observa la tendencia opuesta; allí 
existe un deseo más generalizado por tener familias menos 
numerosas, y el uso de anticonceptivos aumentó más de 15 
puntos porcentuales entre 1990 y 2010.128 Estos cambios 
en las preferencias y expectativas, por lo tanto, no se han 
visto reflejados de igual manera en el comportamiento 
reproductivo de las parejas. En consecuencia, en los países 
con altas tasas de fecundidad, las mujeres siguen teniendo 
más hijos de los que desearían.129 Esta discrepancia se puede 
explicar, al menos, por dos factores.
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En primer lugar, en el África subsahariana muchas parejas 
jóvenes sufren presiones contrapuestas que les exigen, por 
un lado, tener una familia numerosa y, por otro, limitar su 
fecundidad. La preferencia histórica en la región por una 
fecundidad elevada ha estado asociada a la importancia 
de los y las niñas en las economías agrarias, fuertemente 
dependientes del trabajo familiar, así como a altos niveles 
de mortalidad infantil.130 Más recientemente, una serie 
de estudios longitudinales de países de África occidental, 
cuyas economías han experimentado un proceso de 
transformación, como Nigeria, muestran que para los 
progenitores la educación formal de sus hijas e hijos tiene 
un gran valor y, por ello, desean tener familias menos 
numerosas. Sin embargo, a pesar de sus preferencias, 
miembros de la familia extensa suelen presionar a las 
parejas para que tengan más hijos.131

En segundo lugar, las limitaciones en el acceso y uso de 
anticonceptivos eficaces contribuyen a que las tasas de 
fecundidad sean persistentemente elevadas.132 En África 
occidental y central, una de cada cuatro mujeres que están 
casadas o en pareja desea retrasar futuros nacimientos o 
limitar su número (26,1 % y 25,4 %, respectivamente), pero 
no cuenta con acceso a métodos anticonceptivos modernos 
para hacerlo.133 Estos altos niveles de demanda insatisfecha 
de planificación familiar han sido constantes durante los 
últimos 30 años en ambas subregiones, y contrastan con la 
disminución de la fecundidad observada a escala mundial y 
en el resto de África.134

Las normas sociales que se oponen al uso de 
anticonceptivos, el temor a los efectos secundarios y la 
falta de métodos adecuados limitan el acceso a ellos en 
el África subsahariana (véase el capítulo 3).135 Además, 
una pequeña aunque sustancial proporción de mujeres 
(entre el 10 % y el 15 %) en Benin, Burkina Faso y el Congo 
citan el costo económico como el principal obstáculo para 
acceder a anticonceptivos modernos.136 Incluso en países 
con programas de planificación familiar consolidados 
—como Ghana y Kenya—, la elevada dependencia del 
financiamiento externo ha provocado que los programas 
sean muy vulnerables a la falta de recursos y que se 
produzcan interrupciones repentinas como resultado de 
cambios en los compromisos y prioridades de los donantes.137

Baja fecundidad en los países 
desarrollados: el desafío de conciliar la 
vida laboral y familiar
Los bajos niveles de fecundidad también pueden ser el reflejo 
de la desigualdad de género. Durante los últimos 25 
años, en varias zonas de Europa y América del Norte y 
de Asia oriental y sudoriental, la transición de niveles de 
fecundidad que ya eran bajos hacia tasas inferiores a la de 
reemplazo ha sido el resultado de cambios socioculturales 
y económicos.138 En algunas de esas sociedades, los altos 
niveles de instrucción y de participación laboral femenina 
no han ido acompañados de suficiente apoyo estatal para 
el cuidado infantil. Esto ha provocado que las mujeres 
estén decidiendo tener menos hijos (o no tenerlos).139 En la 
actualidad, poco menos de la mitad de la población mundial 
(46 %) vive en países con tasas de fecundidad inferiores al 
nivel de reemplazo (2,1 nacidos vivos por mujer).140

En países de Europa meridional y central, como Alemania, 
Austria, España y Portugal, las mujeres han retrasado 
sistemáticamente el matrimonio y los nacimientos o han 
reducido el número de hijos, lo que se traduce en una 
proyección de entre 1,2 y 1,5 nacidos vivos por mujer para el 
período 2015-2020.141 En estos contextos, las bajas tasas de 
fecundidad parecen deberse a tres factores. Uno de ellos 
es la expectativa social de que las mujeres deben dedicarse 
por completo a la crianza infantil, a menudo durante varios 
años, lo cual difícilmente resulta atractivo para las que 
cuentan con un elevado nivel educativo y aspiraciones 
de desarrollo profesional. Otro es el hecho de que los 
varones continúan sin asumir mayor responsabilidad en el 
cuidado infantil y el trabajo doméstico. En esas condiciones, 
resulta complicado que las mujeres puedan conjugar la 
maternidad con el empleo. Y, por último, el aumento de 
la inseguridad económica y del desempleo contribuyen a 
demorar el primer nacimiento y a reducir el número total 
de hijos, sobre todo entre las mujeres más instruidas.142 De 
hecho, la combinación de estos factores provoca que las 
mujeres tengan menos hijos de los que les gustaría.143

En contextos de baja fecundidad en algunos países de Asia 
oriental, como el Japón y la República de Corea, se observa 
una situación similar. Sin embargo, en esos contextos, 
las preferencias de las mujeres en cuanto al número de 
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hijos que desean tener se sitúan por debajo del nivel de 
reemplazo.144 En la República de Corea, por ejemplo, pese 
a las políticas sociales puestas en marcha desde 2005 para 
apoyar a las familias con niños pequeños, las estudiantes 
universitarias afirman no desear tener hijos o tener, como 
máximo, uno.145 La baja fecundidad se sustenta en una 
combinación de condiciones de trabajo desfavorables 
para las mujeres con obligaciones familiares —incluida una 
sobrerrepresentación en trabajos informales sin derecho 
a licencias por maternidad, parentales o prestaciones 
por desempleo—, y las rígidas expectativas sobre las 
obligaciones familiares de las mujeres, que se reflejan en la 
resistencia masculina a asumir una mayor proporción del 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado.146

Es importante subrayar que la participación de las mujeres 
en el mercado laboral no se traduce automáticamente en 

bajas tasas de fecundidad. Buenas condiciones de trabajo 
y políticas sociales que combinen licencias por maternidad 
y parentales con servicios de cuidado infantil financiados 
con fondos públicos desempeñan un papel muy importante 
para que las parejas puedan tener la familia que deseen.147 
Esta combinación de factores, así como el que los varones 
dediquen más tiempo a las tareas domésticas y de 
cuidados, ha elevado las tasas de fecundidad en algunos 
países de Europa septentrional (donde eran históricamente 
bajas), además del número de matrimonios y de relaciones 
estables.148 En Suecia, por ejemplo, el mayor número de 
nacimientos por mujer en las dos últimas décadas (de 1,6 
nacidos vivos por mujer en 1995-2000 a 1,9 en 2015-2020)149 
ha elevado la tasa de fecundidad total hasta situarla 
prácticamente en un nivel acorde con las preferencias 
reales de las mujeres.150

2.5 ¿CON QUIÉN VIVEN LAS MUJERES Y LAS NIÑAS?
Las mujeres y las niñas viven en hogares de muy diversos 
tipos en todos los países y regiones.151 Los factores 
demográficos, las normas sociales y las diferencias en las 
políticas públicas y los patrones de empleo contribuyen a 
determinar distintos arreglos residenciales.152 La posibilidad 
de que las mujeres disfruten de sus derechos no depende 
en sí del tipo de hogar en el que residen, sino más bien de 
las políticas públicas y las normas sociales que dan forma a 
sus experiencias de la vida familiar.153 A modo de ejemplo, la 
presencia de niños pequeños que requieren mucha atención 
no tiene por qué intensificar la desigualdad de género en la 
distribución del tiempo. Las inversiones en protección social 
universal y en servicios de cuidados accesibles, así como 
la distribución de las responsabilidades no remuneradas 
entre mujeres y varones, pueden contribuir en gran medida 
a reducir el “costo económico de la maternidad” que a 
menudo experimentan las mujeres (véase el capítulo 4). 
Para lograr apoyar a todas las familias y a todos sus 
miembros a través de las políticas, es preciso reconocer 
plenamente la diversidad de los arreglos residenciales.

En todo el mundo, hogares más pequeños
Las tendencias sugieren que el tamaño de los hogares 
está disminuyendo lentamente en todas las regiones.154 
Este patrón refleja el descenso de la fecundidad y se debe, 

fundamentalmente, a la reducción del número de hijos por 
hogar.155 Sin embargo, existen amplias variaciones regionales 
y entre los países según el número relativo de nacimientos, 
la esperanza de vida y la prevalencia de hogares extensos, 
entre otros factores. En 2017, el tamaño medio de los hogares 
del mundo era de 3,7 personas, pero el rango variaba entre 
un promedio de 2,2 personas por hogar en los Países Bajos y 
Noruega y 8,3 personas en el Senegal.156

Los cambios en el tamaño de los hogares a lo largo del tiempo 
también se han producido de forma estratificada en función de 
las diferencias socioeconómicas en el interior de los países.157 
En América Latina y el Caribe, por ejemplo, la reducción del 
tamaño de los hogares ha tenido lugar principalmente en los 
grupos de mayores ingresos. Los hogares de bajos ingresos 
han seguido siendo más numerosos, debido a sus mayores 
tasas de fecundidad, pero también como una estrategia para 
compartir los recursos y el trabajo.158 

En general, las familias más pequeñas con un menor 
número de hijos pueden implicar una menor carga de 
trabajo doméstico y de cuidados para las mujeres. Sin 
embargo, esto no siempre es así. Es posible, por ejemplo, 
que se espere de ellas niveles más intensos de cuidados por 
hijo (véase el capítulo 5). 
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Variaciones en la estructura de los 
hogares a escala mundial
En muchas partes del mundo, la diversidad es el único 
denominador común de los arreglos residenciales de la 
población.159 Como puede observarse en el gráfico 2.2, 
las parejas que viven con hijas e hijos de cualquier edad 
(adultos incluidos) representan el 38,4 % de los hogares 
a escala mundial, lo que los convierte en el tipo de hogar 
más frecuente en la mayoría de las regiones. Si se limita el 
análisis a las parejas con al menos un hijo menor de 18 años, 
la proporción cae al 33,0 % (véase el gráfico 2.10).160 Esto 
quiere decir que, si bien este tipo de hogar es el más común, 
solamente constituye alrededor de un tercio del total.

La siguiente modalidad más frecuente en todas las regiones 
es el hogar extenso, que puede incluir parejas e hijos y otros 

familiares. Cerca de la tercera parte de los hogares son de 
este tipo (el 26,6 %),161 y son particularmente prevalentes en 
contextos de países en desarrollo.162

Los hogares integrados por parejas solas (12,9 % del 
total) y unipersonales (12,5 %) presentan una frecuencia 
casi idéntica en todo el mundo.163 Europa y América del 
Norte es la región con mayor proporción de parejas sin 
hijos (23,6 %) y hogares unipersonales (27,1 %).164 En este 
contexto, la prevalencia de los hogares unipersonales 
probablemente refleje la capacidad de las personas 
adultas mayores para asumir el costo financiero de vivir 
solas,165 la existencia de normas sociales que favorecen 
la vida autónoma y el progreso hacia un envejecimiento 
con buena salud y una vida independiente (véase el 
capítulo 5).166

Fuente: Las cifras agregadas a escala regional son cálculos de ONU Mujeres elaborados a partir de estimaciones a nivel nacional publicadas por el DAES de las Naciones 
Unidas (2017m, 2018a) y por el DAES de las Naciones Unidas y ONU Mujeres (2019).
Notas: Este análisis abarca 88 países y territorios que representan el 61,3 % de la población mundial, con base en los datos más recientes disponibles a partir de 2007. Los 
promedios regionales y mundiales se ponderaron según el número total de hogares en 2017. En el caso de Europa y América del Norte y de África septentrional y Asia 
occidental, la cobertura es de tan solo un 42,9 % y un 36,1 % de la población regional, respectivamente. Las estimaciones marcadas con un asterisco (*), incluido el promedio 
mundial, están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. La cobertura de los países o 
la población era insuficiente para calcular agregados regionales en el caso de Asia oriental y sudoriental y de Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia), por lo que no 
se muestran dichos agregados. En todas las demás regiones, los agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población.

Porcentaje del total de hogares

 �Hogares formados por parejas con hijos en los que al menos un 
hijo es menor de 18 años

 �Hogares formados por parejas con hijos, todos ellos mayores de 
18 años
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Los hogares monoparentales —que son los formados por 
una madre o un padre con al menos un hijo de cualquier 
edad— representan el 7,5 % del total y, en su mayoría, están 
encabezados por mujeres que viven con niños pequeños.167 

Niñas y adolescentes: ¿en qué tipos de 
hogares viven?
Se observa una diversidad significativa entre los diferentes 
países y regiones, pero también dentro de ellos, en cuanto 
a los arreglos residenciales de las personas menores de 
18 años, condicionados por factores estructurales y por 
distintas prácticas de crianza infantil.168 Como resultado 
de ello, en algunos contextos los y las niñas tienen mayor 
probabilidad de nacer fuera del matrimonio y, en otros, 
de pasar parte de su infancia yendo y viniendo entre los 
hogares de sus progenitores.169

La inmensa mayoría de los y las niñas menores de 15 
años —un grupo que representa la cuarta parte de la 
población mundial— viven con dos progenitores.170 Los datos 
disponibles sobre 88 países indican que esta modalidad es 
muy común en África septentrional y Asia occidental, donde 
abarca el 70,3 % de los y las niñas menores de 15 años.171 
La región con menor porcentaje de niñas y niños menores 
de 15 años que viven con dos progenitores (45,4 %) es el 
África subsahariana.172 De las y los niños que viven con dos 
progenitores, la mayoría (el 53,4 %) residen únicamente con 
ellos, pero el 36,8 % viven en hogares extensos.173

Un pequeño, aunque significativo, porcentaje de niñas y 
niños (de 0 a 14 años) y adolescentes (de 15 a 17 años) viven 
con un solo progenitor (7,1 % y 9,5 %, respectivamente); la 
mayoría con madres solas.174 Según el contexto y el sistema 
familiar predominante, el hecho de vivir solamente con 
la madre puede aumentar la probabilidad de vivir en la 
pobreza (véase el capítulo 4). Empero, también puede 
indicar mayor seguridad personal de niñas y niños cuando 
estos y su madre han abandonado un hogar en el que 
sufrían abusos o violencia (véase el capítulo 6).175

Por último, una proporción muy reducida de niñas y niños 
viven sin ningún progenitor. La región con mayor porcentaje 
de niñas y niños que viven con sus abuelas es el África 
subsahariana, lo que refleja el alcance de la migración 
masculina y de la orfandad relacionada con el síndrome de 
inmunodeficiencia adquirida.176

Una pequeña proporción de adultos 
residen con sus progenitores
La transición a la edad adulta se está volviendo más 
compleja. En muchos contextos, las personas jóvenes 
tienen una probabilidad cada vez menor de experimentar 
una secuencia o paquete estándar de transiciones vitales 
relacionadas con la formación de pareja, el acceso al empleo 
y la vivienda autónoma.177 Como resultado de ello, una 
pequeña (pero significativa) proporción de adultos viven con 
sus progenitores en distintos momentos de su vida.

Esto se refleja, en parte, en el porcentaje de hogares 
formados por parejas con hijos mayores de 18 años, 
los cuales representan el 5,4 % del total de los hogares 
del planeta (véase el gráfico 2.10).178 Este fenómeno es 
más frecuente en países donde las políticas de vivienda 
inadecuadas o los altos costos de alquiler se combinan con 
importantes tasas de desempleo o subempleo juvenil.179 En 
este contexto, se observan dos patrones diferenciados.

En los países de Europa meridional, el patrón de los hijos 
que regresan al hogar parental, denominado boomerang, 
se refiere al creciente número de jóvenes adultos que 
vuelven a residir con sus progenitores después de haber 
vivido de manera autónoma, como consecuencia del 
desempleo o de la imposibilidad de pagar el alquiler. 
En Grecia, por ejemplo, la prolongada crisis económica 
ha limitado la capacidad de las y los jóvenes para 
independizarse económicamente de sus progenitores.180

Un segundo patrón refleja los obstáculos a los que se 
enfrentan las personas solteras para casarse en contextos 
de desempleo juvenil generalizado y rígidas normas de 
género. En tales circunstancias, se sigue esperando que 
los futuros esposos sean capaces de generar los recursos 
económicos suficientes para costear la boda y establecer 
un hogar independiente.181 En Armenia, en parte como 
resultado de los altos costos que conlleva el matrimonio, 
una proporción elevada de adultos siguen viviendo con sus 
progenitores (16,1 %).182

La mayoría de los hogares monoparentales 
están encabezados por madres solas
Las madres solas encabezan la inmensa mayoría (84,3 %) 
de los hogares monoparentales,183 lo que significa que 
ellas asumen la responsabilidad principal de la crianza de 
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sus hijos y garantizan el sostenimiento económico de la 
familia. Son muchos los procesos que llevan a las madres a 
establecer hogares independientes: la migración masculina, 
la violencia en la pareja, el abandono, la búsqueda de 
independencia, o normas sociales o leyes que dificultan que 
las mujeres se vuelvan a casar o formen una nueva pareja, 
entre otros. Además, las madres solas pueden estar solteras, 
divorciadas, separadas o viudas, y pueden vivir únicamente 
con sus hijos o con otros familiares en hogares extensos.184 
En algunos países, las madres solteras pueden sufrir grave 
aislamiento y estigma social.185

La menor prevalencia de los hogares monoparentales 
encabezados por varones en todas las regiones (el 
promedio mundial se sitúa en el 15,7 %)186 refleja el hecho de 
que en la mayoría de las sociedades se considera que las 

mujeres son las cuidadoras “naturales” de sus hijos. Por lo 
tanto, los hombres tienen una probabilidad mayor de volver 
a casarse y formar un nuevo hogar, dejando a sus hijos al 
cuidado de sus madres y otros familiares. 

En cuanto a la edad, en todo el mundo, los hogares 
formados por una madre y sus hijos tienen mayor 
probabilidad de incluir a mujeres adultas de entre 25 y 34 
años y de 35 a 59 años que conviven con uno o más niños 
menores de 18 años (17,5 % y 35,5 %, respectivamente).187 
La proporción de madres solas más jóvenes (menores de 25 
años) que encabezan hogares monoparentales es del 3,4 % 
(véase el gráfico 2.11). Esta proporción relativamente baja, 
sin embargo, representa cerca de 3,8 millones de mujeres 
jóvenes extremadamente vulnerables, muchas de ellas 
menores de 17 años, que viven solas con sus hijos.188

Fuente: Las cifras agregadas a escala regional son cálculos de ONU Mujeres elaborados a partir de estimaciones a nivel nacional publicadas por el DAES de las Naciones 
Unidas (2017m, 2018a) y el DAES de las Naciones Unidas y ONU Mujeres (2019).
Notas: Este análisis abarca 88 países y territorios que representan un 61,3 % de la población mundial, con base en los datos más recientes disponibles a partir de 2007. Los 
promedios regionales y mundiales se ponderaron según el número total de hogares monoparentales en 2017. Las estimaciones regionales y mundiales marcadas con un 
asterisco (*) están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. En el caso de Europa y 
América del Norte y de África septentrional y Asia occidental, la cobertura es de tan solo un 42,9 % y un 36,1 % de la población regional, respectivamente. La cobertura de 
países o población era insuficiente en el caso de las regiones de Asia oriental y sudoriental y de Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia), por lo que no se muestran 
los datos. Los hogares monoparentales son aquellos en los que solamente están presentes la madre o el padre y sus hijas e hijos (de cualquier edad). A los efectos de la 
visualización, se omitieron las categorías que representaban el 0,0 % del universo de madres solas de 0 a 17 años y de 18 a 24 años con hijos mayores de 18 años, categorías 
que son biológicamente imposibles. Pueden consultarse los datos nacionales en el anexo 3.2.
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América Latina y el Caribe es la región donde son más 
comunes los hogares monoparentales encabezados por 
mujeres (y con tendencia creciente),189 seguida de cerca por 
el África subsahariana (9,5 % y 8,8 %, respectivamente).190 La 
migración laboral masculina, tanto en el África subsahariana 
como en Centroamérica, ha estado asociada a padres 
ausentes, que han dejado las zonas rurales.191

Europa y América del Norte (7,8 %) y África septentrional 
y Asia Occidental (6,9 %) presentan un porcentaje de 

hogares monoparentales encabezados por mujeres igual 
o ligeramente superior al promedio mundial (6,9 %). Por 
el contrario, la incidencia de los hogares monoparentales 
encabezados por mujeres en Asia central y meridional y en 
Asia oriental y sudoriental es inferior a la media global (4,9 % 
y 5,0 % del total de los hogares, respectivamente).192 En estas 
regiones, los obstáculos económicos, los patrones culturales 
de residencia y el estigma social vinculado al hecho de tener 
hijos fuera del matrimonio explican, en parte, las menores 
tasas de madres solas que viven con sus hijos.193

Las familias formadas por una madre y sus hijos están 
expuestas a un mayor riesgo de pobreza casi en todo 
el mundo.194 Las razones incluyen el menor número de 
aportantes a los ingresos del hogar y los menores ingresos 
que perciben las mujeres en comparación con los hombres 
(véase el capítulo 4). Sin embargo, pese a que los hogares 
monoparentales encabezados por mujeres tienen mayor 
probabilidad de sufrir pobreza económica, las evidencias 
obtenidas en Costa Rica y México sugieren que sus 

miembros también pueden disfrutar de un mayor grado de 
autonomía y bienestar en ausencia de una figura masculina 
potencialmente infiel, violenta o controladora.195 Así pues, en 
determinadas circunstancias los hogares monoparentales 
pueden ser el reflejo de mujeres con nuevas aspiraciones, 
y pueden conducir a las generaciones más jóvenes a 
cuestionar normas sociales dañinas o restrictivas. Existen 
algunas evidencias, por ejemplo, que apuntan a una mayor 
sensibilidad de género entre hijos e hijas de madres solas.196

Fuente: Las cifras agregadas a escala regional son cálculos de ONU Mujeres elaborados a partir de estimaciones a nivel nacional publicadas por el DAES de las 
Naciones Unidas (2017m, 2018a) y el DAES de las Naciones Unidas y ONU Mujeres (2019).
Notas: Este análisis abarca 85 países y territorios que representan un 59,7 % de la población mundial, con base en los datos más recientes disponibles a partir de 
2007. Los promedios regionales y mundiales de hogares monoparentales encabezados por mujeres (solas y en hogares extensos) se ponderaron según el número 
total de hogares en 2017. Las estimaciones regionales y mundiales marcadas con un asterisco (*) están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la 
población de la región respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. En el caso de Europa y América del Norte y de África septentrional y Asia occidental, 
la cobertura es de tan solo un 41,0 % y un 36,1 % de la población regional, respectivamente. La cobertura de países o población era insuficiente para calcular 
agregados regionales en el caso de Asia oriental y sudoriental y de Oceanía, por lo que dichos agregados no se muestran. En todas las demás regiones, los 
agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población regional. Las “madres solas que viven en hogares extensos” resultan difíciles de captar, 
ya que la información relacional sobre los miembros del hogar solamente se proporciona en relación con la persona que encabeza el hogar. El gráfico anterior solo 
incluye a las madres solas que se identifican a sí mismas como jefas de hogar; cuando no se identifican a sí mismas como tales, quedan fuera de este indicador. Por 
lo tanto, es posible que las estimaciones de madres solas que viven en hogares extensos sean inferiores a la realidad.
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La mitad de las madres solas viven con 
otros parientes
En todo el mundo, la mitad (el 50,0 %) de las madres solas 
residen en hogares extensos. El hecho de cohabitar y 
compartir recursos permite ahorrar costos de vivienda 
y ofrece protección frente a las consecuencias de la 
pobreza.197 De hecho, las tasas de pobreza entre las 
madres solas probablemente serían aún mayores si no 
fuera por la posibilidad de convivir con otras personas. 
Pero también hay otros motivos para la convivencia: los 
abuelos y, en especial, las abuelas, así como hermanas y 
hermanos, desempeñan un papel muy importante en el 
cuidado de niñas y niños. Estos dos factores —recursos 
y cuidados— explican en parte la importancia de este 
patrón residencial en los países en desarrollo, si bien se 
observan variaciones significativas entre regiones (véase 
el gráfico 2.12). De hecho, el término “madres solas” 
únicamente se aplica a la mitad de las familias formadas 
por una madre y sus hijos; la otra mitad vive con al menos 
otro familiar adulto.

La proporción de madres solas que viven en hogares 
extensos depende de diversos factores, como el nivel de 
ingreso del hogar, la disponibilidad de vivienda y de apoyo 
estatal para establecer un hogar propio, el peso de los 
hogares extensos como tipo de hogar en cada contexto y 
el grado de aceptación social a que las madres solas vivan 
de forma independiente. Así pues, la proporción de madres 
solas que cohabitan con su familia extensa varía según 
las regiones. En Asia central y meridional, la región en la 
que esta proporción es más elevada, la gran mayoría de 
las madres solas viven en un mismo hogar con la familia 
extensa (66,9 %) (véase el gráfico 2.12). El limitado apoyo 
estatal en forma de ingresos y servicios de cuidados para 
madres solas, aunado a la histórica prevalencia de hogares 
extensos de tipo patriarcal en esta región, pueden ser los 
factores fundamentales que expliquen este hecho.198

En el África subsahariana, donde los hogares extensos son 
muy habituales, casi la mitad de las madres solas viven 
con otros parientes (véase el gráfico 2.12). En Sierra Leona, 
la inmensa mayoría de las madres solas (82,4 %) viven en 
hogares extensos.199 La evidencia disponible para Sudáfrica 
pone de manifiesto el efecto que puede tener el nivel de 
ingreso respecto a las decisiones habitacionales: las madres 
solas de los quintiles de ingreso más pobres tienen una 
probabilidad muy superior de vivir en hogares extensos que 
las que se encuentran en los grupos de ingreso más alto.200

Por el contrario, en América Latina y el Caribe menos 
de la mitad de las madres solas viven con otros 

parientes (44,8 %).201 En esta región, la convivencia con 
otros familiares se estratifica por niveles de instrucción (un 
indicador indirecto de la clase socioeconómica) de un modo 
inesperado: las mujeres con mayor nivel educativo cuentan 
con el apoyo de sus familias al residir con sus progenitores u 
otros parientes, mientras que las madres solas con un nivel 
de instrucción inferior tienen una probabilidad menor de 
recibir apoyo de sus progenitores o familiares mediante la 
convivencia en el mismo hogar.202

Posición de las mujeres en los hogares 
extensos
Las regiones donde los hogares extensos son más comunes 
son el África subsahariana y Asia central y meridional. 
En ambas, este tipo de hogar alcanza el 32,0 %, una tasa 
significativamente superior al promedio mundial (26,6 %). Les 
siguen Asia oriental y sudoriental (27,5 %) y América Latina 
y el Caribe (23,6 %).203 Los hogares extensos permiten a sus 
miembros (incluidas las madres solas, pero no solo ellas) 
atravesar períodos de inestabilidad económica y cambios, 
como puede ser la migración (véase el capítulo 7), ya que los 
diversos integrantes pueden asistir en las tareas de cuidados, 
sanitarias y educativas.204 Esta modalidad de residencia está 
mucho menos generalizada en Europa y América del Norte 
(10,3 %) y en África septentrional y Asia occidental (17,4 %).205

Los hogares extensos dependen en gran medida del 
contexto y varían según la ubicación (urbana o rural), la 
clase social y el sistema familiar. En entornos urbanos, 
los hogares de ingreso bajo suelen incluir a parientes 
cercanos, con el fin de afrontar los costos de vivienda.206 
Cierta evidencia sugiere que la prevalencia de los hogares 
extensos aumentó en el Brasil y Colombia durante las 
décadas de 1980 y 1990 en respuesta al empobrecimiento y 
el subempleo en las ciudades.207

Las abuelas desempeñan un papel muy importante en los 
hogares extensos. No es sorprendente, dada la elevada 
proporción (53,3 %) de adultas mayores (de 60 años o más) 
que viven con otros miembros de su familia extensa en todo 
el mundo.208 Esto no se debe a que sean económicamente 
dependientes, sino a que, con frecuencia, las abuelas 
realizan tareas domésticas y de cuidados y, cuando les 
resulta posible, también comparten sus bienes y pensiones. 
Estudios recientes llevados a cabo en Chile, por ejemplo, 
ponen de manifiesto que, a lo largo de los últimos 30 
años, la proporción constante de hogares extensos ha 
ayudado a las madres jóvenes durante las fases iniciales 
de la formación familiar, de manera que puedan continuar 
trabajando de forma remunerada mientras dejan a sus hijos 
bajo la supervisión de sus abuelas.209
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Al mismo tiempo, la cohabitación con la familia extensa 
mejora el bienestar de las personas adultas mayores cuando 
la seguridad económica de estas y la provisión de cuidados 
que reciben del Estado son escasas. La evidencia disponible 
muestra, por ejemplo, que el hecho de residir con otros 
familiares puede ayudar a las adultas mayores solteras 
(principalmente a las viudas) a sufragar los gastos de vivienda 
en la ciudad y evitar la soledad (véase el capítulo 5).210

Pese a que la convivencia con la familia extensa puede 
constituir una estrategia útil para financiar los altos costos 
de vivienda en diferentes momentos de la vida familiar, 
también puede provocar conflictos intergeneracionales. 
En algunas regiones, las mujeres más jóvenes ocupan 
posiciones subordinadas en los hogares extensos y 
pueden estar expuestas a dinámicas familiares de control 
y explotación que dificulten el disfrute de sus derechos y 
oportunidades. A modo de ejemplo, en los hogares extensos 
con un mayor número de miembros que necesitan cuidados, 
las niñas pueden terminar por abandonar la escuela para 
asumir responsabilidades domésticas adicionales —como 
cocinar, recolectar agua u ocuparse de la limpieza— o 
cuidar de sus hermanos y de sus primos menores o de otros 
adultos mayores.211

En los sistemas familiares patrilocales, donde las mujeres 
recién casadas se mudan con la familia del esposo, las 

relaciones jerárquicas de poder también pueden restringir 
los movimientos y las elecciones de las jóvenes esposas, 
explotando al mismo tiempo su trabajo bajo la estricta 
vigilancia de sus suegras.212 Por ejemplo, en un estudio 
realizado en 2012 se constató que, en Tayikistán, las mujeres 
que vivían con su familia política tenían una probabilidad 
un 25 % mayor de experimentar abusos psicológicos por parte 
de sus esposos.213 En una investigación efectuada en Nepal, 
donde las familias patrilocales son bastante comunes, se 
señala también el papel de vigilancia que desempeñan las 
suegras en el acceso de las jóvenes esposas a los servicios de 
salud así como en su pérdida de empoderamiento; las suegras 
controlan desde la elección de vestimenta de las jóvenes hasta 
sus decisiones relativas a sus hijos, incluidos sus matrimonios.214

Además, la capacidad que tienen las familias extensas para 
compartir los recursos y el trabajo entre sus miembros tiene 
sus límites.215 En un estudio etnográfico realizado en Nicaragua 
se descubrió que, a lo largo de una década, con cada nuevo 
riesgo o crisis a los que se veían expuestas las familias, sus 
miembros se volvían menos cooperativos y más competitivos 
para hacerse con los escasos recursos económicos y personales 
disponibles.216 La lección que se extrae de dicho estudio es clara: 
el apoyo y la solidaridad familiares tienen un punto de quiebre. 
La cooperación intrafamiliar no puede sustituir a los sistemas de 
protección social universales, los servicios públicos de calidad ni 
las oportunidades de empleo decente.

2.6 EL ENVEJECIMIENTO DE LA POBLACIÓN Y SU 
IMPACTO EN LAS FAMILIAS
Junto con el descenso de la fecundidad, el envejecimiento 
de la población es una de las tendencias demográficas 
más significativas que están dando forma a los sistemas 
familiares actuales a escala mundial. Esto se debe a 
que el creciente peso de las generaciones mayores, 
expresado como porcentaje de la población total, tiene 
una importancia considerable en la organización de las 
relaciones de género y de los cuidados intergeneracionales.

A escala mundial, el envejecimiento de la población se 
ve impulsado en parte por la disminución de las tasas de 
fecundidad, pero también por el aumento de la esperanza 
de vida derivado de la mejora del nivel de vida y del acceso 
a los servicios de salud.217 En 2017, las personas de 60 años 
o más representaban más de la octava parte (13 %) de la 
población del planeta.218 Esta proporción está creciendo a 
diferente ritmo en las distintas regiones.219 Las proyecciones 
ponen de manifiesto que, para 2020, las personas adultas 
mayores —aquellas de 60 años o más— alcanzarán un 
porcentaje relativamente mayor de la población en cuatro 

regiones: Europa y América del Norte (24,9 %), Australia y 
Nueva Zelandia (21,9 %), Asia oriental y sudoriental (16,6 %) y 
América Latina y el Caribe (12,8 %).220

La longevidad a escala mundial tiene 
cara de mujer
Se calcula que, entre 1970-1975 y 2015-2020, la esperanza de 
vida al nacer habrá aumentado a escala mundial en 14,2 
años para las mujeres y en 13,5 años para los hombres (véase 
el gráfico 2.13). Pese a que la longevidad va en aumento en 
todas las regiones, se estima que el mayor crecimiento se 
producirá en regiones como el África subsahariana y Asia 
central y meridional, que presentaban los menores niveles de 
esperanza de vida hace cuatro décadas. En las regiones que 
habían alcanzado niveles elevados de esperanza de vida en 
1970-1975 se prevé que el avance será menor.

Las mujeres, en promedio, viven más tiempo que los hombres 
en todas las regiones y en todos los países. A escala mundial, 
se pronostica que la esperanza de vida de los varones será 4,6 
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años inferior a la de las mujeres durante el período 2015-2020 
(69,7 frente a 74,3 años). Por regiones, se prevé que el mayor 
diferencial entre los géneros se dará en América Latina y el 
Caribe (6,2 años: 72,5 frente a 78,7) y en Europa y América del 
Norte (5,9 años: 75,8 frente a 81,7). Las menores diferencias se 
registrarán en el África subsahariana (3,2 años: 58,9 frente 
a 62,1) y en Asia central y meridional (3,1 años: 67,7 frente a 70,8).

Dada su mayor longevidad, las mujeres están 
sobrerrepresentadas entre las personas adultas mayores en 
todos los países, sobre todo a medida que aumenta su edad. 
En 2017, las mujeres representaban el 54,0 % de las personas 
de 60 años o más en todo el mundo, y más del 60,0 % 
de las personas mayores de 80 años.221 A lo largo de su 
vida, las mujeres adultas mayores tienen más probabilidad 
de haber priorizado sus obligaciones familiares frente al 
trabajo remunerado, lo que puede perjudicar su seguridad 
económica y su acceso a la atención de la salud en la vejez.222 
Como consecuencia de ello, las mujeres son más vulnerables 
a los factores de desventaja social, sanitaria y económica 
asociados a la vejez (véase el capítulo 5).223

En la actualidad los hombres también viven más tiempo. Esto 
ha favorecido, en parte, la reducción de la viudez entre las 

mujeres de 45 a 49 años en todas las regiones a lo largo de las 
cuatro últimas décadas, hasta situarse en el 6,4 % alrededor 
de 2010.224 Sin embargo, la viudez se mantiene en niveles 
desproporcionadamente altos en Asia central y meridional y 
en el África subsahariana, donde en los últimos 40 años solo 
ha descendido de forma moderada, y alrededor de 2010 seguía 
afectando a más de 1 de cada 10 mujeres de 45 a 49 años (11,7 % 
y 11,6 %, respectivamente).225 Para las mujeres, la viudez suele 
entrañar la pérdida de ingresos y recursos (véase el capítulo 4).

Pese a que las mujeres están sobrerrepresentadas entre la 
población que puede requerir cuidados de largo plazo, también 
son la inmensa mayoría de quienes prestan dichos cuidados, 
tanto de forma remunerada como no remunerada.226 No parece 
que los sistemas apoyo intergeneracionales sean sostenibles 
a largo plazo, sobre todo si se tiene en cuenta la reducción del 
tamaño de los hogares y la mayor participación de las mujeres 
en el mercado laboral, un dilema que se analiza con mayor 
profundidad en el capítulo 5.

Más mujeres mayores viven solas
La mayoría de las personas adultas mayores viven con 
sus hijos adultos o en hogares extensos. Sin embargo, un 
porcentaje significativo de ellas viven solas. Entre estas, las 
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mujeres de 60 años o más (15,8 %) tienen más probabilidad 
que los varones de la misma edad (7,7 %) de vivir solas.227 Esto 
se explica, en parte, debido a los diferenciales de género en 
la longevidad y a la propensión de las mujeres a casarse o 
cohabitar con hombres mayores que ellas. Esta tendencia, sin 
embargo, no incluye a las personas mayores hospitalizadas 
o en residencias para personas mayores dependientes, un 
patrón especialmente visible en los países de ingreso alto.

En torno a 2010, la proporción de mujeres de 80 años o más 
que vivían solas era del 32,0 % a escala mundial, mientras 
que en el caso de los hombres el porcentaje caía al 15,0 %.228 
Europa, donde los avances en la promoción de un estilo de vida 
saludable, activo e independiente entre las personas mayores 
han sido notables, presenta la mayor proporción de mujeres 
de 80 años o más que viven solas (55,7 %).229 En algunos países 
asiáticos se observa la tendencia inversa. En China, por ejemplo, 

el número de personas que viven de forma independiente 
disminuye con la edad. Así, al alcanzar los 80 años, tan solo 
el 17,0 % de las mujeres viven solas, frente al 32,0 % de las que 
tienen edades entre 60 y 79 años de edad.230 Es probable que 
esta tendencia obedezca a las rígidas normas sociales que 
asignan a las nueras el cuidado de los familiares dependientes.

Aunque en algunos contextos, el hecho de que una persona 
viva sola puede estar asociado a una situación económica 
desfavorable y de aislamiento social, no siempre es así. 
Las evidencias obtenidas en Filipinas, Tailandia y Viet Nam 
sugieren que muchas mujeres adultas mayores que viven 
por su cuenta mantienen una estrecha relación con sus 
hijos.231 En muchos casos, las hijas o hijos adultos (u otros 
familiares) viven cerca de ellas o en viviendas adyacentes, 
por lo que pueden ofrecerles cierto nivel de cuidados que 
las estadísticas no suelen contabilizar.232

2.7 CONCLUSIONES
En todo el mundo, las familias son una institución en 
transformación, que refleja y se adapta a los cambios 
demográficos, los patrones laborales y la transformación 
de las normas sociales. En todas las regiones, las familias 
han experimentado cambios profundos en las últimas 
décadas. Entre ellos, se destacan la reducción de las tasas de 
fecundidad y el envejecimiento de la población, el aumento 
de la edad al contraer matrimonio, la creciente proporción 
de mujeres divorciadas, separadas y en cohabitación y la 
disminución del tamaño de los hogares. Todos estos factores 
tienen consecuencias específicas y contradictorias para la 
igualdad de género.

Sin embargo, también se observan algunos elementos 
significativos de continuidad en los patrones familiares y 
en las relaciones de género. Las transformaciones en la 
vida familiar son más pronunciadas en unas regiones que 
en otras, y las prácticas tradicionales se van adaptando a 
los estilos de vida contemporáneos. El resultado es que los 
cambios mencionados, pese a estar muy extendidos, difieren 
según las regiones, los países o los grupos sociales. Por lo 
tanto, aun tomando en cuenta los cambios globales descritos, 
el matrimonio continúa siendo una práctica universal 
en algunas regiones, mientras otras presentan tasas de 
fecundidad elevadas.

Con el fin de garantizar que todas las mujeres y niñas puedan 
beneficiarse, es importante que las políticas públicas —y 
las estadísticas que estas utilizan— reflejen la diversidad de 
modelos familiares. La evidencia aportada en este capítulo 
rebate algunas de las preconcepciones sobre las familias, 
las prácticas conyugales, de crianza y los estilos de vida 
contemporáneos. Por ejemplo, la diversidad de hogares 

observada en todas las regiones contradice la presunción de 
que el desarrollo económico traerá consigo una convergencia 
hacia un modelo de familia uniforme: formado por un esposo, 
una esposa y sus hijas e hijos pequeños. Pese a que esta 
modalidad de familia representa más de un tercio del total 
de los hogares a nivel mundial, la mayoría de los arreglos 
residenciales son más complejos. Las familias modernas 
incluyen hogares extensos, progenitores solos, parejas del 
mismo sexo, parejas que viven con sus hijos adultos, así como 
niñas y niños que viven con sus abuelos. Esta evidencia brinda 
oportunidades para fundar las políticas y las leyes en una 
comprensión más acabada de las relaciones familiares y de 
los hogares de las mujeres y las niñas.

Sin embargo, las limitaciones relacionadas con las 
estadísticas reducen la capacidad para diseñar y adaptar 
políticas públicas basadas en las realidades de las 
estructuras contemporáneas de las familias y los hogares. 
Un significativo número de países no publican algunos 
de los indicadores estandarizados que se utilizan en este 
capítulo, y algunos de los factores clave para evaluar 
la situación de las mujeres en las familias no son objeto 
de mediciones sistemáticas. Las estadísticas disponibles 
requieren una profunda revisión metodológica con el fin 
de captar mejor la diversidad en la composición de los 
hogares y ofrecer datos de carácter individual. Esto debería 
incluir técnicas innovadoras de recopilación de datos, la 
formulación de preguntas sensibles al género y el uso de 
métodos cualitativos. Este tipo de medidas puede ayudar 
a trazar una cartografía más sólida y precisa de la vida 
familiar, un prerrequisito crucial para garantizar que 
mujeres y niñas puedan disfrutar de sus derechos humanos 
con independencia del tipo de familia al que pertenezcan.
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La idea es extremadamente simple: un cuaderno de registro con cuatro columnas para 
las mujeres brasileñas que trabajan en el sector de la agricultura familiar, con el fin de 
documentar la cantidad de productos que venden, donan, intercambian o consumen. 
Y, sin embargo, estos cuadernos han ejercido un efecto muy positivo en la vida de 
centenares de mujeres de medios rurales, puesto que han cambiado la forma en que 
ellas y sus parejas valoran su propia producción. Incluso las han ayudado a beneficiarse 
de las políticas públicas dirigidas a quienes se dedican a la agricultura familiar.

“Aprender a llevar a cabo un seguimiento de nuestra producción fue muy útil para 
nosotras”, afirma Janete Dantas. Janete contabiliza la leche, los huevos, los pollos, las 
frutas y las hortalizas producidas en la pequeña parcela que gestionan ella y su madre 
en Itaóca, en el estado de São Paulo, y cuánto aportan dichos productos al ingreso 
familiar. “Cuando realizamos los cálculos a final de mes, comprobamos lo importante que 
es nuestra contribución”.

La sencilla 
iniciativa con la que 
se ha impulsado 
una revolución 
silenciosa para 
las agricultoras 
familiares del Brasil 
Un registro detallado de los productos y la superación 
del sesgo de género en los censos están ayudando 
a dar mayor visibilidad a las mujeres, quienes son 
cruciales para la producción agrícola del país.

EL PROGRESO DE LAS MUJERES / HISTORIAS DE CAMBIO

Janete Dantas (en el centro) con su madre, María Nilda (derecha) y su hermana, 
Mayla (izquierda) en la granja familiar.

Fotografía: Lianne Milton
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Un sencillo cuaderno de registro como este, en el que las agricultoras familiares contabilizan su producción, ha servido para crear 
conciencia acerca de su contribución a la economía brasileña.

Fotografía: Lianne Milton

Los cuadernos de registro forman parte de una revolución 
silenciosa impulsada por grupos agrícolas feministas, 
que incluso ha llegado a influir en los datos de los censos 
gubernamentales. Como resultado de la presión que ejercen 
estos colectivos, en el censo agrícola realizado en el Brasil  
en 2017 se incluyó una pregunta sobre el sexo de las personas 
dedicadas a la producción agrícola. Gracias a ello, dicho censo 
pudo proporcionar datos que muestran que el número de 
establecimientos dirigidos por mujeres ha alcanzado el 18,6 %, 
frente al 12,7 % de 11 años antes; en la actualidad hay casi un 
millón de mujeres dedicadas a esta actividad.1

Los agronegocios son un pilar fundamental de la economía 
brasileña. Representan cerca de una cuarta parte de su 
producto interno bruto. Cultivos como la soja y el café, que se 
obtienen en explotaciones industrializadas (en las que trabajan 
principalmente hombres) figuran entre las exportaciones más 
importantes del país.2 Sin embargo, el Brasil cuenta además con 
millones de agricultoras y agricultores familiares que generan 
una cifra de negocios total de 55.200 millones de dólares3 de 
los Estados Unidos por año, y ahí las mujeres desempeñan un 
papel crucial.

“Estamos aprendiendo mucho sobre la capacidad de 
producción de las mujeres”, señala Beth Cardoso, que trabaja 
como coordinadora en el Centro de Tecnologías Alternativas 
de la Zona Forestal del estado de Minas Gerais. “El trabajo 
de las mujeres en las zonas rurales es muy poco visible y 
se le otorga escaso valor”. Con este centro, Cardoso ayudó 
a poner en marcha una versión anterior del sistema de 
cuadernos de registro en 2011. Dos años después, el centro 
desarrolló el proyecto Cadernetas Agroecológicas (cuadernos 
agroecológicos) actualmente en curso. Desde entonces el 
proyecto se ha extendido a todo el país; hoy en día participan 
en él cientos de mujeres.4

El grupo Sempreviva Organização Feminista (SOF), con sede en 
São Paulo, también participó en el proyecto de cuadernos de 
registro y trabaja para dar mayor visibilidad a la importancia 
de las mujeres en la agricultura brasileña.5

En buena parte del Brasil rural, las mujeres cuidan de los 
huertos domésticos y se encargan de vender o intercambiar 
su producción y de procurar sustento a sus familias, según 
Miriam Nobre, agrónoma de SOF. Sin embargo, el valor de su 
producción pasa desapercibido, sobre todo si sus parejas no 
son agricultores.

Esto cambió para Janete Dantas y su madre después de pasar 
18 meses llenando los cuadernos de registro y compartiendo su 
experiencia con otras mujeres. Janete trabaja hasta tres horas 
diarias en la pequeña parcela que ella y su esposo (que trabaja 
como chofer) comparten con los padres de ella.

“El trabajo de las mujeres 
en las zonas rurales es muy 
poco visible y se le otorga 
escaso valor”.
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Janete Dantas, segunda desde la derecha, con su madre, María Nilda (centro) y sus hermanas, Mayla (izquierda) y Leni (derecha), 
pelando mandioca.

Fotografía: Lianne Milton

Su madre, María, de 68 años, trabaja seis horas al día. Antes 
de participar en el proyecto de los cuadernos de registro, 
jamás habían calculado el valor de su trabajo ni la cantidad de 
comida que podían aportar a la familia gracias a él. “Podemos 
ver cuánto comemos... y cuánto vale lo que producimos”, dice 
Janete. “De ese modo, podemos valorarlo más”.

Proyectos como este han obligado al Gobierno a reconocer 
el papel de las mujeres en la agricultura brasileña, algo que 
Nobre sitúa dentro del contexto general de la lucha por los 
derechos de las mujeres de medios rurales en América Latina. 
“Yo lo veo como parte de los esfuerzos para que se reconozca el 
trabajo de las mujeres”, afirma, “y las formas en que las mujeres 
de medios rurales garantizan el sustento en sus comunidades”.

Las mujeres también han podido utilizar estos cuadernos 
de registro para obtener un documento denominado DAP 
(Declaração de Aptidão ao Pronaf, es decir, Declaración de 
aptitud al Pronaf), que les permite acceder a financiamiento 
para la agricultura familiar y participar en un programa 
gubernamental que garantiza que el 30 % de los alimentos 
consumidos en los menús escolares provengan de sus parcelas.6

Los cuadernos de registro han ayudado a las mujeres de 
las zonas rurales a verse a sí mismas de manera diferente, 
y gracias a ellos los hombres también las valoran más. En 
un país en el que el progreso de los derechos de las mujeres 
ha sido lento, esto representa un cambio importante. “El 
empoderamiento de las mujeres se hace evidente, al igual 
que una mayor autonomía, desde el momento en que pueden 
ver su propia producción”, señala Cardoso. “Parece simple, 
pero es fundamental para que salgan de una relación de 
subordinación”.

“Cuando realizamos los 
cálculos a final de mes, 
comprobamos lo importante 
que es nuestra contribución”

Historia: Dom Phillips
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La formación de una pareja y la crianza de los hijos son dos pilares 
fundamentales de la vida familiar. Ambos procesos condicionan de manera 
decisiva las trayectorias vitales de las mujeres, puesto que afectan su bienestar, 
sus oportunidades y su disfrute de los derechos humanos.

0 1
Sin embargo, con demasiada frecuencia, las mujeres no tienen pleno 
control sobre las decisiones en torno a la pareja y la crianza de sus hijas 
e hijos. Por su género y edad, se ven inmersas en relaciones de poder 
desiguales con sus parejas y con otros familiares.

02
Las leyes y normas sociales discriminatorias, junto con la falta de acceso 
a los recursos económicos, limitan la autonomía de las mujeres en la 
formación de una pareja, ahogan sus voces en las relaciones familiares y les 
impiden abandonar a una pareja si lo necesitan.

03
En muchas partes del mundo, las leyes de familia —las cuales rigen el 
matrimonio, el divorcio, la custodia y tutela de los hijos, la adopción y la 
herencia—, incluyen disposiciones discriminatorias desde el punto de vista del 
género. Si bien se aprecia una tendencia mundial hacia una mayor igualdad, 
sigue siendo urgente ahondar el progreso en este terreno.

04

Algunos países han reconocido legalmente diversos tipos de uniones, incluida 
la cohabitación; de ese modo ofrecen protección y derechos a las mujeres 
que mantienen ese tipo de relaciones. Alrededor de 42 países y territorios han 
legalizado las uniones o el matrimonio entre personas del mismo sexo.

05
El acceso a la educación de calidad, incluida la educación sexual integral, 
contribuye al empoderamiento de las mujeres para tomar decisiones 
informadas sobre la pareja y la reproducción. Las escuelas deberían ser 
inclusivas de adolescentes embarazadas y madres y padres jóvenes.

06
Las mujeres necesitan acceder a servicios de atención de la salud 
reproductiva de calidad con el objeto de tomar decisiones informadas 
sobre la maternidad y la crianza de sus hijas e hijos. Las políticas deberían 
garantizar la disponibilidad de una variedad de métodos anticonceptivos, 
permitir el acceso a estos por parte de las adolescentes y combatir las 
normas sociales y las actitudes familiares que limitan el poder de acción de 
las mujeres en materia reproductiva.

07

MENSAJES CLAVE
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3.1	 INTRODUCCIÓN
La formación de la pareja y la crianza de los hijos 
constituyen dos pilares fundamentales de la vida familiar. 
Estos procesos condicionan de manera decisiva las 
trayectorias vitales de las mujeres, incluido su bienestar, sus 
oportunidades y el disfrute de sus derechos humanos en 
distintos ámbitos.

Son muchos los motivos por los que las mujeres deciden 
formar una pareja: por amor, para disfrutar de la compañía 
de otra persona, por razones de seguridad económica y 
para tener hijos. Si bien las parejas igualitarias pueden 
caracterizarse por la solidaridad y el apoyo, con demasiada 
frecuencia, las mujeres no tienen pleno control sobre las 
decisiones en torno a su pareja y la crianza de sus hijas e 
hijos. Por su género y edad, se ven inmersas en relaciones de 
poder desiguales con sus parejas y con otros familiares. Por 
ello, la pareja y la reproducción son dos campos que suscitan 
el interés en el feminismo desde hace mucho tiempo.

Con independencia del tipo de pareja que formen las mujeres 
—breve o duradera, matrimonio formal o consuetudinario, 
en cohabitación o en viviendas separadas, con personas del 
mismo sexo o de distinto sexo—, esta solo podrá prosperar si 
gozan de voz y poder de acción en sus relaciones de pareja. 
Esto significa que las mujeres tengan la capacidad de ejercer 
un control estratégico sobre su vida (poder de acción) para 
definir sus objetivos y perseguirlos, así como para negociar 
sus relaciones con otras personas (voz).1

En aquellas parejas donde prima la desigualdad de 
poder, la voz y el  capacidad de acción de las mujeres 
dependen de su poder de negociación.2 A su vez, dicho 
poder está condicionado por su acceso a los recursos, los 
sistemas de apoyo social (incluidas las redes familiares y 
las organizaciones feministas), el apoyo estatal (como la 
protección social o los marcos y servicios jurídicos) y las 
normas y creencias sociales que asignan capacidades, 
aptitudes y derechos diferentes a mujeres y hombres.3

Los datos de tendencias de los países desarrollados, en 
particular, muestran que dada la mejora registrada en la 
igualdad de género y las oportunidades para las mujeres 
en las esferas de la ley, la educación, el empleo y el acceso 
a servicios de planificación familiar, las mujeres están 
retrasando el matrimonio y la maternidad y eligiendo otras 
formas de unión consensual. Sin embargo, la transformación 
de las familias es incompleta. Algunas mujeres optan por no 
formar una pareja cuando los hombres siguen manteniendo 
actitudes rígidas y poco equitativas, o en respuesta a las 

condiciones económicas que vuelven la crianza de los hijos 
demasiado costosa.

El poder de acción de las mujeres sigue fuertemente limitado 
en aquellas regiones donde el matrimonio es prácticamente 
universal. La formación de la pareja suele estar determinada 
por una amplia red familiar y con frecuencia implica 
consideraciones económicas que ahogan la voz de las 
mujeres una vez casadas. Aunque las tasas de matrimonio 
infantil se han reducido, debido en parte a cambios positivos 
en las normas que rigen la educación de las niñas, se trata 
de una práctica que mantiene su prevalencia, sobre todo 
en países que han estado marcados de manera crónica por 
crisis, conflictos y pobreza. 

A pesar de que las tendencias y los retos difieren según las 
regiones, es preciso actuar en prácticamente todos los países 
para garantizar la igualdad de las mujeres cuando entablan, 
configuran y abandonan sus relaciones. Se necesita de la 
acción pública en dos grandes áreas: en primer lugar, en 
el terreno de las leyes y políticas de familia igualitarias e 
inclusivas; y, en segundo lugar, en el ámbito de los servicios 
públicos orientados a las familias, en particular los de 
educación y de salud.

Estructura del capítulo
En este capítulo se analiza el grado en que la voz y el 
poder de acción de las mujeres en la pareja y en el terreno 
reproductivo están condicionados por la ley, las normas 
sociales y las políticas económicas y sociales. El capítulo 
comienza con un análisis de los marcos de derechos 
humanos y las leyes de familia que rigen el matrimonio y otro 
tipo de uniones, el divorcio y la custodia de los hijos, entre 
otros aspectos. Las leyes de familia no siempre expresan los 
principios de igualdad recogidos en los marcos de derechos 
humanos, si bien se observan algunos progresos. En la 
sección 3.3 se profundiza en los factores socioeconómicos 
clave que propician o limitan el poder de acción de las 
mujeres en la formación de la pareja. Se examinan las 
regiones en las que se aprecian cambios en la formación 
de uniones a través del aumento de la cohabitación y del 
retraso del matrimonio, así como aquellas en las que el 
matrimonio continúa siendo la opción socialmente prescrita y 
en las que se practica el matrimonio infantil. En la sección 3.4 
se analiza la voz y el poder de acción de las mujeres, en 
primer lugar, dentro de diferentes tipos de parejas y, a 
continuación, en el plano reproductivo, con énfasis en el 
papel de las políticas y los servicios sociales. Por último, se 
aborda la influencia de las leyes y el estigma social en la 
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capacidad de las mujeres para abandonar la pareja, incluso 
cuando hay hijos de por medio.

La pregunta clave que se plantea en este capítulo desde 
el punto de vista de las políticas y la acción pública es: 

¿cómo se puede mejorar la posición de resguardo de 
las mujeres con el fin de fortalecer su capacidad para 
negociar e influir en la vida familiar, y para que sus 
relaciones familiares contribuyan a la realización de sus 
derechos humanos?

3.2	 DERECHOS HUMANOS, LEYES DE FAMILIA Y 
PODER DE ACCIÓN DE LAS MUJERES
El Estado, la comunidad y las instituciones religiosas influyen 
en la formación de las parejas y en la vida familiar a través 
de leyes y políticas. El término “leyes de familia” hace 
referencia al conjunto de leyes que rigen el matrimonio, 
el divorcio, la custodia y tutela de los hijos, la adopción y 
la herencia. Sin embargo, existen otras leyes que también 
afectan los derechos de las mujeres en la familia. Dichas 
leyes regulan cuestiones como los regímenes de patrimonio 
conyugal y los derechos de las mujeres casadas a transmitir 
su nacionalidad a su cónyuge y a sus hijas e hijos. En 
conjunto, estas leyes tienen una enorme importancia para 
la igualdad de género. Por ese motivo, son cruciales para 
promover los derechos de las mujeres, y se abordan en 
numerosas convenciones de derechos humanos.

¿Qué dicen los marcos de derechos 
humanos sobre las parejas?
Los derechos de las mujeres en el matrimonio figuran en 
algunas de las primeras convenciones de derechos humanos 
de las Naciones Unidas; posteriormente han sido objeto de 
mayor desarrollo y se han ido reforzando continuamente. 
La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), por 
ejemplo, establece que “los hombres y las mujeres, a partir 
de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por 
motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar 
una familia”. Además, solo podrá contraerse matrimonio 
mediante el “libre y pleno consentimiento” de los futuros 
esposos, quienes tienen idénticos derechos en caso de 
disolución del matrimonio.4 El derecho de las mujeres y los 
hombres con discapacidad a formar y mantener una familia 
quedó confirmado en la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad (2006).5

Tras la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada 
(1957) y la Convención sobre el Consentimiento para el 
Matrimonio, la Edad Mínima para Contraer Matrimonio y 
el Registro de los Matrimonios (1962),6 el artículo 16 de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer (CEDAW, 1979) busca proteger 
los derechos de las mujeres en el matrimonio y las relaciones 

familiares.7 En su Recomendación General núm. 21, el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(Comité de la CEDAW) expande el alcance de la protección 
prevista en este artículo de modo que cubra a las mujeres que 
viven en matrimonios informales (incluidos los basados en el 
derecho consuetudinario, el derecho religioso y los principios 
del common law) y en parejas de hecho (cohabitación). 
Dicha recomendación establece que las mujeres en ese 
tipo de situaciones deberían tener igualdad de derechos y 
obligaciones que los hombres, y que se deberían derogar las 
leyes de propiedad que discriminen a las mujeres en esas 
uniones o en el caso de disolución del vínculo.8

La Convención insta asimismo a los Estados Partes a establecer 
una edad mínima para contraer matrimonio, igual para 
mujeres y hombres, y afirma además que “[n]o tendrán ningún 
efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños”.9 La 
Convención sobre los Derechos del Niño define como niña o 
niño a toda persona menor de 18 años. La inmensa mayoría 
de los matrimonios infantiles, sean formales o informales, 
involucran a una niña, aun si en ocasiones sus cónyuges 
también son menores de 18 años. El matrimonio infantil se 
considera una forma de matrimonio forzado, puesto que una 
de las partes o ambas no han expresado su consentimiento 
pleno, libre e informado.10 Los riesgos económicos, emocionales 
y para la salud que entraña el matrimonio infantil se han 
abordado en muchos otros tratados y resoluciones de derechos 
humanos, incluida una Recomendación General conjunta 
(núm. 31) emitida en 2014 por el Comité de la CEDAW y el 
Comité de los Derechos del Niño sobre las prácticas nocivas, en 
la cual se incluye el matrimonio infantil.11

Al menos 25 Estados Partes en la CEDAW han planteado 
reservas al artículo 16; la mayoría invoca la incompatibilidad 
del artículo con disposiciones religiosas o consuetudinarias.12 
Incluso cuando no se hayan formulado reservas, existen 
casos en que las constituciones nacionales establecen la 
igualdad de género pero contienen cláusulas retroactivas 
que garantizan la primacía de las leyes religiosas o basadas 
en la costumbre.13
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La poligamia, práctica que consiste en casarse con varias 
esposas o varios esposos, es un asunto controvertido del 
ámbito de las leyes de familia. Mientras la poliandria (una 
mujer con varios esposos) existe en pocas sociedades, 
la poligamia suele referirse a la práctica mucho más 
habitual de la poliginia (un hombre con varias esposas). La 
Recomendación General núm. 21 del Comité de la CEDAW 
establece que se debería desalentar y prohibir el matrimonio 
polígamo, dado que por su propia naturaleza ignora la 
igualdad de derechos de las mujeres con respecto a los 
hombres.14 El Protocolo de la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos sobre los Derechos de las Mujeres 
en África (conocido como “Protocolo de Maputo”) adopta 
un enfoque más pragmático, habida cuenta de que la 
poligamia sigue siendo frecuente en muchos lugares de 
la región. Dicho Protocolo insta a los Estados firmantes 
a promulgar medidas legislativas nacionales adecuadas 
para garantizar que “se fomente la monogamia como 
forma de matrimonio preferida y se promuevan y protejan 
los derechos de las mujeres en el matrimonio y la familia, 
incluso en las relaciones conyugales polígamas”.15

La legislación internacional de derechos humanos prohíbe 
cualquier tipo de discriminación y establece que los Estados 
tienen la obligación de proteger los derechos humanos 
de las personas lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e 
intersexuales (LGBTI).16 Los órganos creados en virtud de 
tratados y los procedimientos especiales han afirmado en 
repetidas ocasiones que las leyes que tipifican como delito 
la conducta sexual entre personas del mismo sexo violan 
las normas internacionales de derechos humanos y deben 
ser derogadas.17 El alcance de la protección que ofrece la 
legislación internacional de derechos humanos a las personas 
LGBTI está recogido en los Principios de Yogyakarta sobre 
la aplicación de la legislación internacional de derechos 
humanos en relación con la orientación sexual y la identidad 
de género. Dichos principios establecen que toda persona 
tiene derecho a “fundar una familia”, con independencia de 
su orientación sexual o identidad de género.18 En noviembre 
de 2017, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
dictaminó que debería reconocerse el matrimonio entre 
personas del mismo sexo y exigió que todos los Estados 
signatarios la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos cumplieran esa resolución.19

Las leyes de familia: un campo muy 
complejo de reformar
A pesar de que estas normas de derechos humanos 
abarcan un espectro sumamente amplio, en muchas partes 
del mundo las leyes de familia incluyen disposiciones 
discriminatorias que generan una importante desigualdad 
legal para las mujeres.20 En algunos contextos, la edad 

legalmente establecida para contraer matrimonio es inferior 
para las niñas que para los niños.21 Existen leyes que imponen 
restricciones a los derechos de las mujeres una vez casadas 
(véase el gráfico 3.1). Otras limitan su capacidad para elegir 
su residencia, para solicitar pasaporte o viajar fuera del 
país. Cuando las leyes de familia no reconocen ciertos tipos 
de relaciones, como la cohabitación o las uniones entre 
personas del mismo sexo, se corre el riesgo de denegar 
derechos a las personas que optan por este tipo de uniones, 
como el derecho a la protección del que sí gozan quienes 
forman uniones reconocidas.

Las leyes de familia influyen de un modo fundamental en el 
poder de acción de las mujeres para formar una pareja o 
abandonarla, en sus elecciones reproductivas y en su poder 
de decisión en la familia. Las leyes restrictivas pueden tener 
consecuencias muy graves para los derechos de las mujeres. Si 
la ley no prevé el derecho al divorcio o a conservar la custodia 
de sus hijas e hijos, una mujer puede verse atrapada en una 
relación violenta susceptible de poner en peligro su vida.

Reformar las leyes de familia sigue siendo complicado, sobre 
todo en contextos donde la autoridad religiosa goza de una 
fuerte institucionalización dentro del Estado.22 Las leyes de 
familia son el campo del derecho más vulnerable al pluralismo 
jurídico. En estos sistemas coexisten leyes y reglamentos 
basados en diferentes identidades religiosas (cristiana, 
musulmana, etc.) o étnicas, a veces de forma adicional a 
un código civil. En la práctica, esto significa que diferentes 
grupos de mujeres que viven en un mismo país pueden estar 
sometidas a distintos conjuntos de leyes. A menudo las leyes 
consuetudinarias se presentan como normas que tienen su 
origen en la tradición, mientras que las leyes religiosas emanan 
de interpretaciones específicas de las escrituras. Es posible que 
las mujeres opten por el matrimonio consuetudinario o religioso 
porque este goza de mayor aceptación social o porque 
representa una parte importante de su identidad cultural. En 
determinados contextos, el derecho civil se asocia a regímenes 
coloniales, por lo que se considera menos legítimo.23

Los esfuerzos dirigidos a promulgar un código civil 
unificado que consiga eliminar las disposiciones religiosas o 
consuetudinarias han provocado a veces fuertes divisiones, 
puesto que existe la percepción de que marginan a grupos 
minoritarios y algunas mujeres se sienten obligadas a elegir 
entre sus derechos como mujeres y sus derechos culturales.24 
Sin embargo, las leyes de familia discriminatorias sí pueden 
modificarse y, de hecho, se modifican. Como muestra el 
ejemplo de Túnez (véase el recuadro 3.1), estas reformas 
son a menudo el resultado de campañas efectivas y de 
una importante promoción por parte de las organizaciones 
feministas y defensoras de los derechos de las mujeres.
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PROGRESO EN LAS LEYES DE FAMILIA EN TÚNEZ

Túnez ha sido un país pionero en el mundo árabe en la introducción de leyes de familia igualitarias. En 1956 se estableció 
en su Código del Estatuto Personal el matrimonio basado en el consentimiento mutuo y la igualdad para las mujeres en los 
procedimientos de divorcio.25 En 2018 se dieron pasos para convertir a Túnez en el primer país de la región en legislar sobre la 
igualdad de derechos sucesorios.26

En 2014, el Gobierno retiró todas las reservas a la CEDAW y se promulgó una nueva Constitución que concede a las mujeres 
una amplia gama de nuevos derechos.27 Tras superar diferencias partidarias y divisiones históricas entre organizaciones de 
mujeres islámicas y seculares, se logró crear el Diálogo Nacional para las Mujeres, que elaboró una plataforma inclusiva 
de demandas sobre la nueva Constitución.28 Para que el proceso fuera más accesible y transparente, las organizaciones 
feministas tradujeron las actas de la Asamblea Constituyente y las difundieron a través de las redes sociales, lo que también 
contribuyó a generar oposición a una cláusula constitucional que definía a las mujeres como “complementarias” a los 
hombres.29 Como resultado de su labor, el proyecto fue modificado para establecer que “todos los ciudadanos, hombres y 
mujeres, tienen idénticos derechos y obligaciones, y son iguales ante la ley sin discriminación” (artículo 21).30

La nueva Constitución ofreció una base sólida para introducir importantes cambios legislativos en 2017. Entre ellos cabe 
destacar la aprobación de la Ley sobre la eliminación de la violencia contra las mujeres, la derogación de la disposición del 
Código Penal que eximía de castigo a los violadores si se casaban con su víctima y la modificación de las leyes que impedían 
a las mujeres musulmanas contraer matrimonio con no musulmanes.31

La Comisión de Libertades Individuales e Igualdad, integrada por especialistas del mundo académico, juristas y feministas, 
formuló una serie de recomendaciones adicionales para ajustar la legislación al espíritu de la Constitución; en 2018 presentó, 
por ejemplo, un proyecto de reforma para las leyes que impiden que las mujeres perciban más de la mitad de la herencia 
que los hombres.32 Las feministas islámicas de la región argumentan que las leyes sucesorias requieren una reforma, no 
solamente desde el punto de vista de la igualdad y la justicia, sino también con el fin de adecuarlas a los cambios que se 
están produciendo en las estructuras y las dinámicas de las familias. Históricamente, el acceso desigual de las mujeres a 
la herencia se justificaba por la percepción de que los hombres eran el único sostén económico y la expectativa de que se 
ocuparan en exclusiva del mantenimiento económico de la esposa y la familia. Pero, habida cuenta de que en algunos países 
existe una proporción no desdeñable de hogares a cargo exclusivamente de mujeres,33 las feministas islamistas sostienen que 
existe un argumento irrefutable y urgente en favor del cambio.34

RECUADRO 3.1

En los últimos años, las uniones entre personas del mismo 
sexo han ganado reconocimiento en las leyes de familia, 
aunque el progreso ha sido complicado y dispar. El proceso, 
iniciado en los Países Bajos en 2001, ha llevado a que en la 
actualidad existan 42 países y territorios en todo el mundo 
donde las parejas del mismo sexo pueden casarse o formar 
uniones reconocidas legalmente (véase el cuadro 3.1). Sin 
embargo, 68 países poseen leyes que tipifican expresamente 
como delito las relaciones sexuales consentidas entre 
personas del mismo sexo, y en 11 de ellos pueden castigarse 
con la pena de muerte.35 Algunas leyes crean obstáculos 
para impedir que las personas transgénero formen las 
familias de su elección. En Europa, por ejemplo, 21 países 
obligan a las personas transgénero que están casadas a 
divorciarse como requisito obligatorio para someterse a una 
intervención de cambio de sexo.36

La mayoría de los avances se han registrado en Europa 
y América del Norte, en América Latina y el Caribe, y en 
Australia y Nueva Zelandia. Recientemente también se han 
observado progresos en Asia. En mayo de 2017, el Tribunal 
Constitucional de la Provincia China de Taiwán dictaminó 
que, en su definición de matrimonio como unión entre un 
hombre y una mujer, el Código Civil era inconstitucional, 
puesto que discriminaba a las parejas del mismo sexo. En 
mayo de 2019, el Poder Legislativo aprobó una ley que, por 
primera vez, permite el matrimonio a este tipo de parejas.37 
Entretanto, en septiembre de 2018, el Tribunal Supremo 
de la India derogó la sección 377 del Código Penal, una 
cláusula de la era colonial que tipificaba como delito las 
relaciones entre personas del mismo sexo.38
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RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIOS Y UNIONES ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXOCUADRO 3.1

Región Matrimonio entre personas 
del mismo sexo

Reconocimiento de las uniones 
entre personas del mismo sexo

Ambas modalidades

Europa y América 
del Norte

Bélgica, Canadá, Dinamarca, 
España, Estados Unidos de 
América, Finlandia, Irlanda, 
Islandia, Luxemburgo, Noruega, 
Portugal, Suecia (12)

Andorra, Chequia, Chipre, 
Croacia, Eslovenia, Estonia, 
Grecia, Hungría, Italia, 
Liechtenstein, San Marino, 
Suiza (12)

Alemania, Austria, Francia, Malta, 
Países Bajos, Reino Unido (6)

Australia y Nueva Zelandia (0) (0) Australia, Nueva Zelandia (2)

América Latina y el Caribe Argentina, México (2) Chile, Ecuador (2) Brasil, Colombia, Uruguay (3)

África subsahariana (0) (0) Sudáfrica (1)

Asia oriental y sudoriental (0) (0) Provincia China de Taiwán (1)

Asia central y meridional (0) (0) (0)

África septentrional y Asia 
occidental

(0) Israel (1) (0)

Oceanía (excepto Australia 
y Nueva Zelandia)

(0) (0) (0)

Fuente: Mendos (2019).
Notas: Con base en un análisis de 193 países y territorios. La columna “Matrimonio entre personas del mismo sexo” incluye los Estados que han legalizado el 
matrimonio entre personas del mismo sexo pero en los que no se reconoce legalmente ninguna otra forma de unión La columna “Reconocimiento de las uniones 
formadas por personas del mismo sexo” incluye Estados que otorgan algún tipo de reconocimiento a otras formas de unión entre personas del mismo sexo, es decir, 
que no reconocen el matrimonio como tal, pero que sí otorgan derechos similares; por ejemplo, las uniones civiles, las uniones registradas o las parejas civiles. El 
reconocimiento de las uniones en este grupo supone la concesión de derechos muy variados: pese a que en algunos lugares este reconocimiento conlleva derechos 
similares a los del matrimonio, como el derecho a la adopción o los derechos parentales, beneficios fiscales y de seguridad social, pensiones, herencia y atención de 
la salud, otros sistemas confieren un conjunto de derechos de familia más limitados. En algunos casos, por ejemplo, el reconocimiento de las uniones entre personas 
del mismo sexo no garantiza los mismos derechos parentales y de adopción. En la columna “Ambas modalidades” se muestran los Estados donde las parejas entre 
personas del mismo sexo pueden casarse o formar otro tipo de uniones legalmente reconocidas. Los datos están actualizados a mayo de 2019. Las cifras entre 
paréntesis hacen referencia al número de países donde existen disposiciones legales en la materia.

La legalización del matrimonio entre personas del mismo 
sexo supone a menudo un paso intermedio para un 
reconocimiento más amplio de los derechos de las personas 
LGBTI. Por ejemplo, la Argentina fue el primer país de 
América Latina y el Caribe en legalizar el matrimonio entre 
personas del mismo sexo (en 2010), lo que impulsó nuevos 
avances, como el derecho a la reproducción asistida y el 
derecho a la adopción para las parejas del mismo sexo.39

Las leyes son cruciales para establecer un marco normativo, 
pero las reformas legales por sí solas no son suficientes para 

lograr el cambio social. Las prácticas por lo regular tardan 
más en cambiar y las mujeres no suelen tener acceso a 
las instituciones judiciales debido al costo, la distancia y el 
estigma. Además, los actores judiciales reflejan a menudo los 
estereotipos y sesgos de género de la sociedad en su conjunto.40

Teniendo presente lo anterior, en la sección siguiente se 
abordan los cambios económicos y sociales que también 
son necesarios para fortalecer la voz y el poder de acción 
de las mujeres en sus relaciones íntimas, empezando por la 
formación de una pareja.

3.3	 AUTONOMÍA PARA FORMAR UNA PAREJA
Mujeres y hombres deberían tener el mismo derecho a 
formar una pareja en el momento de su elección. También 
deberían tener idéntico derecho a decidir no formar una 
pareja. Sin embargo, el poder de las mujeres para tomar 
decisiones en la formación de la pareja varía según la 
región, la clase social y la raza o el origen étnico.

La edad al contraer matrimonio está aumentando en todo 
el mundo (véase el gráfico 2.3 en el capítulo 2) y, en algunas 

regiones y países, las mujeres optan directamente por no 
casarse. Estas tendencias indican que las mujeres gozan de 
mayor poder de decisión y acción en la pareja. En general, 
el retraso del matrimonio puede dar lugar a que las mujeres 
gocen de un mayor poder de negociación al momento de 
formar uniones conyugales, algo que, al menos en parte, se 
debe a que pueden haber completado más años de educación 
o adquirido mayor experiencia laboral.41 Como se explica más 
adelante, estas tendencias también pueden indicar un lento 
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cambio en las normas sociales en torno al matrimonio, así como 
la reducción de oportunidades económicas para los hombres. A 
pesar de los cambios, la mayoría de las mujeres siguen viviendo 
en países donde el matrimonio es, en gran medida, una 
institución universal, y donde la edad al casarse por primera vez 
suele ser temprana.

¿Qué factores favorecen y cuáles limitan las decisiones de las 
mujeres en la elección de pareja? A partir de las tendencias 
identificadas en el capítulo 2, en las siguientes secciones se 
desglosan las principales dinámicas económicas y sociales, 
primero en las regiones donde se observan cambios en la 
formación de las parejas y, a continuación, en las regiones 
donde el matrimonio continúa siendo universal. La sección 
concluye con una identificación de las posibilidades de 
intervención pública para aumentar el poder de acción de 
las mujeres en este terreno.

Factores que propician o limitan las 
decisiones de las mujeres en la elección 
de pareja
En los países desarrollados, los cambios en las pautas de 
formación de las parejas —incluido el aumento de la edad 
al contraer matrimonio, el retraso de los nacimientos y las 
crecientes tasas de cohabitación— son consecuencia de los 
cambios en los planos conceptual, jurídico y material, todos 
ellos relacionados entre sí.42 Junto al aumento del nivel de 
instrucción y de la participación de las mujeres en el mercado 
laboral (véase el capítulo 4), la segunda ola feminista interpeló 
los fundamentos patriarcales del matrimonio heterosexual y 
cuestionó los roles tradicionales de las mujeres en la familia.43 

La liberalización de las leyes de divorcio y el reconocimiento 
de los derechos de propiedad de las mujeres reforzaron estos 
cambios en las políticas públicas. Además, la revolución sexual 
desencadenó una amplia disponibilidad de anticonceptivos, 
que han permitido a las mujeres mantener relaciones sexuales 
sin fines reproductivos necesariamente. Por lo general, estos 
patrones reflejan un aspecto positivo: el empoderamiento de 
las mujeres. El matrimonio y la procreación han dejado de ser 
obligatorios para las mujeres y han pasado a formar parte de 
varias opciones válidas.

Sin embargo, en algunos casos las actitudes y 
expectativas de los hombres con respecto al matrimonio 
han evolucionado con mayor lentitud. El aumento del 
porcentaje de mujeres que optan por no casarse también 
puede ser el reflejo de una disposición cada vez menor a 
entablar relaciones en las que se espera que asuman un 
rol subordinado. Por ejemplo, en los países y territorios 
de ingreso alto de Asia oriental (el Japón, la República de 
Corea y la Provincia China de Taiwán), la cohabitación 
y la parentalidad fuera del matrimonio siguen siendo 

relativamente poco frecuentes; y, pese a que se observan 
ciertos cambios, las normas sociales continúan prescribiendo 
que las mujeres se casen con hombres de un nivel educativo 
y una clase social igual o superior (hipergamia).44 Donde las 
mujeres tienen mayor nivel de instrucción que los hombres 
y el estancamiento económico ha afectado el salario de 
estos, el progreso de las mujeres puede haber provocado, 
paradójicamente, que pierdan atractivo para un posible 
matrimonio.45 En todas las regiones, incluso cuando las 
mujeres trabajan fuera del hogar, el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado recae principalmente sobre ellas 
(véase el capítulo 5). Allí donde prevalece la devoción filial (el 
respeto y atención que profesa una persona a sus mayores), 
se impone para las mujeres el cuidado de los progenitores 
del esposo con escaso apoyo del Estado.46

La interacción entre estas normas sociales —hipergamia, división 
del trabajo según el género y devoción filial— ha llevado a 
algunas mujeres a optar directamente por no casarse, lo que 
a su vez ha contribuido a que se registren tasas de fecundidad 
extremadamente bajas en los países en cuestión.47 En esos 
casos, el cambio material y el conceptual no se han producido al 
mismo ritmo, lo que hace que la transformación del matrimonio 
y la vida familiar sea incompleta.48

En América Latina y el Caribe, el llamado “auge de la 
cohabitación” ha venido impulsado por dos tendencias. Por 
un lado, en la región, la cohabitación ha sido una estrategia 
adaptativa muy frecuente entre las mujeres más pobres, 
que tienen mayor probabilidad de iniciar una relación de 
cohabitación y convertirse en madres durante la adolescencia 
o en los primeros años de juventud.49 Por el otro, la región ha 
registrado más recientemente un incremento de la cohabitación 
entre las mujeres de mayores ingresos de diferentes grupos 
de edad. Con la liberalización del divorcio y la transformación 
de las normas sociales, la cohabitación se ha extendido como 
preludio del matrimonio, pero también como forma de vida 
después del divorcio o como elección vital a largo plazo.50

En otros contextos, el retraso del matrimonio o la decisión de 
no casarse no son señales tan claras de empoderamiento 
de las mujeres, sino que están más relacionados con la falta 
de recursos económicos entre los hombres. Mientras que en 
muchos países europeos esta tendencia parece ser común a 
todas las clases sociales, el aumento de la cohabitación en los 
Estados Unidos de América tiene su origen en desigualdades 
raciales y económicas.51 Con el nivel de instrucción como 
indicador indirecto de la condición socioeconómica, varios 
estudios han constatado que, a pesar de que la cohabitación 
ha aumentado en todos los grupos,52 en el caso de las mujeres 
con alto nivel de instrucción representa a menudo una breve 
fase previa al matrimonio; en cambio, para las mujeres 
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afroamericanas, sobre todo las que poseen un menor nivel 
educativo, esta transición es menos probable.53 En 2012, 
el 87,9 % de las mujeres blancas con alto nivel de instrucción 
estaban casadas al alcanzar el tramo de edad de 40 a 44 
años, frente al 70,9 % de las mujeres afroamericanas con 
igual nivel educativo; y, pese a que una proporción similar 
de mujeres blancas con bajo nivel de instrucción estaban 
casadas (87,1 %), el porcentaje caía al 55,8 % en el caso de las 
mujeres afroamericanas.54 Desde la década de 1980, las tasas 
de matrimonio se han reducido en todos los grupos, pero a un 
ritmo mucho más rápido entre la población afroamericana 
—y, sobre todo, entre el grupo con menor nivel de instrucción 
dentro de ella.55

Esta brecha creciente entre clases y razas se explica por 
una combinación de factores. La pérdida de puestos de 
trabajo industrial desde la década de 1970 ha provocado 
descensos significativos de los ingresos y fuertes aumentos 
del desempleo, lo que ha afectado la capacidad de los 
grupos con menor nivel de instrucción para mantener 
una vida familiar estable.56 Entretanto, a pesar de que las 
mujeres afroamericanas han mejorado progresivamente 
su nivel de estudios, las altas tasas de desempleo y el 
encarcelamiento de hombres afroamericanos, quienes 
tienen una probabilidad cinco veces mayor de estar en 
prisión que los hombres blancos,57 contribuyen al “déficit de 
esposos potenciales” en un contexto donde los matrimonios 
interraciales siguen siendo relativamente raros.58

Restricciones en la elección de la pareja 
en las regiones donde el matrimonio es 
una institución universal
El matrimonio sigue siendo, en gran medida, universal y 
socialmente obligatorio en buena parte de Asia oriental 
y sudoriental, en el África subsahariana y en África 
septentrional y Asia occidental. En esas regiones, el poder 
de decisión de las mujeres en la formación de la pareja se 
ve fuertemente limitado por una combinación de normas 
sociales y factores económicos.

En muchos países, la elección de pareja no es una decisión 
individual, sino que quien la toma es la red familiar o social 
en su conjunto. En la India, por ejemplo, la práctica de los 
matrimonios arreglados continúa siendo habitual. En los 
matrimonios tradicionales arreglados por los progenitores, 
las mujeres tienen a menudo escaso poder en la elección 
de su pareja e incluso pueden llegar a conocer a su futuro 
esposo el día de la boda.59 Esta práctica, no obstante, ha 
ido evolucionando y se ha sustituido parcialmente por 

matrimonios semiarreglados, sobre todo en zonas urbanas.60 
En ese tipo de arreglos, las familias participan sugiriendo 
posibles parejas, pero las mujeres son quienes tienen la 
última palabra acerca de si desean casarse y con quién.

Las mujeres que contraen matrimonios semiarreglados o 
autoconcertados tienen una probabilidad tres veces mayor 
que las que contraen matrimonios arreglados de ejercer 
su poder de acción en áreas de decisión fundamentales 
—incluidas las relativas a los gastos, cuándo y cuántos 
hijos tener y el uso de anticonceptivos—, y el doble de 
probabilidad de poder visitar a amistades y parientes sin 
ir acompañadas. Las mujeres que contraen matrimonios 
semiarreglados también tienen una menor probabilidad 
de experimentar violencia conyugal que las que contraen 
matrimonios tradicionales arreglados.61

Pese a estos cambios, en muchos contextos el matrimonio sigue 
constituyendo en gran medida un arreglo económico entre 
familias. Allí donde se practica la dote o el “precio de la novia”, 
la subordinación de las mujeres en la familia puede verse 
reforzada a lo largo de toda su vida (véase el recuadro 3.2).

La falta de recursos económicos genera tendencias 
contradictorias. En algunos casos, los altos niveles de 
desempleo explican la disminución de los índices de 
matrimonio, como ocurre en África meridional.62 En Botswana 
y Namibia, por ejemplo, el matrimonio ha dejado de ser un 
rito de iniciación universal para convertirse en una práctica 
exclusiva de quienes poseen suficientes recursos económicos 
y aspiran a integrarse en la clase media.63 En África 
septentrional y Asia occidental, la tradición dicta que los 
hombres deben hacerse cargo de los costos del matrimonio 
(como las celebraciones, la vivienda, el mobiliario y las 
prendas de vestir) y posteriormente ocuparse en exclusiva 
del sostenimiento económico de la familia.64 En Egipto, 
alrededor del 70 % de los costos del matrimonio corren por 
cuenta del novio y su familia; la familia de la novia asume 
la otra tercera parte.65 Un estudio constató que los costos 
de la boda equivalían a 11 veces el gasto medio anual de un 
hogar; para el quintil de menor ingreso de los trabajadores 
asalariados, los padres y los novios necesitarían ahorrar la 
totalidad de sus ingresos durante más de siete años con el fin 
de acumular una cantidad suficiente para casarse.66 Como 
resultado de ello, en Egipto —pero también en otros países 
de la región— un porcentaje muy significativo de la juventud 
pospone su transición a la edad adulta, mientras se impone 
un período de “espera” —a menudo no deseado— a muchas 
y muchos veinteañeros.67
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LOS PAGOS ASOCIADOS AL MATRIMONIO COMO CAUSA Y CONSECUENCIA DE LA 
SUBORDINACIÓN DE LAS MUJERES EN LA FAMILIA

La dote consiste en el pago de una cantidad de dinero por parte de los progenitores de la novia a la familia del novio. 
Históricamente practicada en Asia occidental, Europa, Asia oriental y algunas zonas de América,68 la dote sigue siendo muy 
habitual en Asia meridional a pesar de las campañas feministas y las leyes que la prohíben, por ejemplo en Bangladesh y 
la India.69 En este último país, la liberalización económica y la mercantilización han contribuido a extender esta práctica 
de las castas hindúes más altas a las intermedias y más bajas, así como a los grupos cristianos, musulmanes y tribales.70 
La posición económica de las familias está vinculada con la celebración de bodas como demostración pública de riqueza. 
Los obsequios que en el pasado eran voluntarios o de pequeño valor se han convertido en obligatorios y su importe ha 
aumentado de forma exponencial. La dote ha pasado de ser algo simbólico a convertirse en una condición central para 
que una hija pueda casarse.71

Las prácticas de la dote pueden provocar violencia contra las mujeres cuando, por ejemplo, la familia de la novia no 
puede pagar el importe íntegro o los obsequios se consideran insatisfactorios. Los esposos suelen ser los agresores más 
frecuentes, pero a menudo las suegras también se involucran.72 En Kerala, en el sur de la India, las mujeres expresaban 
opiniones contrapuestas sobre la dote: pese a que señalaban la importancia de una dote cuantiosa para garantizar un 
buen matrimonio, también manifestaban que era “el principal problema al que se enfrentan las mujeres”. Esta contradicción 
subraya el desafío que afrontan quienes defienden los derechos de las mujeres al momento de diseñar las campañas para 
poner fin a esta práctica.73

El “precio de la novia” es un sistema de pago practicado en algunas zonas del África Subsahariana, China y Oceanía (excepto 
Australia y Nueva Zelandia) en el que el novio transfiere activos a la familia de la novia para compensar los costos de la crianza 
de su hija y la pérdida de su trabajo agrícola y reproductivo.74 En el África Subsahariana, esta práctica está muy extendida entre 
las comunidades cristiana y musulmana, tanto en zonas urbanas como rurales.75 Pese a que tradicionalmente se entregaban 
bienes como ganado, prendas de vestir, perlas o artículos del hogar, hoy las familias se inclinan más por los pagos en efectivo; 
la suma entregada ha ido aumentando a lo largo del tiempo, en ocasiones de forma exponencial.76 Aunque algunas mujeres 
consideran el pago del precio de la novia como una señal de prestigio, la evidencia disponible sugiere que, en realidad, 
reduce su autonomía sexual y reproductiva, incluida su capacidad para consentir mantener relaciones sexuales.77 Dado que 
permite ejercer un mayor control sobre las esposas, también puede contribuir a que estas sufran abusos en el hogar y limitar su 
capacidad para abandonar una relación violenta, lo que podría requerir el reembolso del precio de la novia.78 Tras una larga 
campaña de Mifumi, una organización feminista, estos reembolsos fueron declarados inconstitucionales y “deshumanizantes 
para las mujeres” por el Tribunal Constitucional de Uganda en 2015.79

RECUADRO 3.2

Por el contrario, las niñas pueden verse obligadas a casarse 
cuando una situación de escasez económica se combina 
con normas sociales discriminatorias que establecen que 
el destino de las mujeres es el matrimonio y la maternidad. 
Donde se practica la dote, las familias pueden casar a 
las hijas a una edad temprana para que los pagos sean 
asequibles; en contextos donde es costumbre pagar un 
precio de la novia, las familias pueden depender de los 
pagos que reciben por la boda de una hija para mantener a 
sus hermanas y hermanos.80 Al mismo tiempo, el matrimonio 
puede verse como un medio para proteger la castidad 
y la pureza de las niñas, factores de los que depende su 
reputación y su condición social. En varios estudios en países 
tan diversos como el Brasil y Timor-Leste se ha constatado 
que el matrimonio se ve como una “solución al deshonor” de 
los nacimientos extramatrimoniales entre adolescentes.81

Estas dinámicas contribuyen a que una de cada cinco 
mujeres en todo el mundo se case o forme una pareja 
antes de cumplir los 18 años. A pesar de que la tasa global 
de matrimonio infantil ha disminuido en torno a un 25 % 
desde 2002, la mayoría de este descenso se concentra en 
las niñas menores de 15 años (véase el gráfico 2.4 en el 
capítulo 2). Dada la juventud de la población en las regiones 
en desarrollo, la cifra real de niñas que se casan está, de 
hecho, aumentando. De acuerdo con las estimaciones más 
recientes disponibles, alrededor de 12 millones de niñas se 
casan cada año.82

Los conflictos y las crisis también pueden provocar altos 
índices de matrimonio infantil y forzado. En entornos donde 
las niñas y las jóvenes están expuestas a violaciones y abusos 
sexuales, las familias pueden casarlas para protegerlas de la 
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deshonra que conlleva el haber sido víctima de estos delitos 
o de haber quedado embarazadas.83

En los campamentos para personas refugiadas de Jordania 
y el Líbano, es cada vez más frecuente que las niñas 
procedentes de comunidades urbanas sirias —zonas donde 
el matrimonio infantil no era una práctica habitual antes 
del conflicto— se casen jóvenes.84 Según la última encuesta 
de hogares en Siria (2006), el 13 % de las mujeres sirias se 
casaron antes de cumplir los 18 años.85 Sin embargo, en 2016, 
nada menos que el 40,5 % de las mujeres sirias residentes en 
el Líbano se habían casado antes de los 18 años (frente al 6 % 
de las mujeres libanesas).86

Acción pública para fomentar la autonomía 
de las mujeres en la formación de pareja
Existen varios factores que pueden mejorar el poder de 
decisión de las mujeres en la formación de la pareja. En 
ese sentido, son muy importantes las leyes sobre la edad 
mínima para contraer matrimonio, así como las inversiones 
en educación (incluida la educación sexual integral) y las 
oportunidades laborales para las mujeres.

Leyes sobre la edad mínima para contraer matrimonio
Las leyes que prohíben el matrimonio antes de los 18 años 
establecen un importante marco normativo. A escala 
mundial, la edad legal es de 18 años en todos los países 
y territorios salvo cuatro.87 No obstante, cerca de dos 
tercios de los países y territorios permiten que las niñas 
se casen a edades más tempranas siempre que cuenten 
con autorización judicial o el consentimiento de sus 
progenitores.88 Pero se aprecian señales de cambio positivas: 
entre 2015 y 2017, de 112 países analizados, 9 mejoraron 
las leyes sobre la edad mínima para contraer matrimonio, 
generalmente mediante la derogación de las excepciones.89

Existen algunas evidencias que apuntan a que, en el África 
subsahariana, los países donde la edad mínima para 
contraer matrimonio es de 18 años presentan menores tasas 
de matrimonio infantil.90 Sin embargo, dados los complejos 
factores socioeconómicos que subyacen a esta práctica, su 
eliminación requiere medidas públicas de mayor alcance.91

Inversión en educación de calidad para las niñas
La evidencia disponible para 78 países en desarrollo muestra 
que el grado de instrucción está relacionado con el aumento 
de la edad al contraer matrimonio: las mujeres de 20 a 24 
años con estudios secundarios tienen una probabilidad muy 
inferior de casarse antes de los 18 años que las mujeres 
con estudios primarios o sin estudios.92 La correlación es 
bidireccional: las niñas que permanecen más tiempo en la 
escuela están menos disponibles para casarse; pero también 

el casamiento a edades tempranas reduce las oportunidades 
de que las niñas puedan asistir a la escuela.93

Un mayor nivel educativo también ha estado vinculado a un 
descenso del número de embarazos adolescentes en América 
Latina y el Caribe, si bien el hecho de que las uniones y los 
embarazos precoces sigan siendo muy habituales entre 
los grupos más pobres sugiere la necesidad de realizar 
inversiones adicionales (véase el gráfico 2.9 en el capítulo 2).94 
Debería proporcionarse a las niñas y los niños una educación 
sexual integral que incluya información sobre sexualidad, 
anticonceptivos y relaciones saludables y consensuadas; 
también se les debería facilitar el acceso a servicios integrales 
de planificación familiar y atención de la salud reproductiva.

La Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura ha definido de forma general la 
educación sexual integral como “un proceso que se basa en 
un currículo para enseñar y aprender acerca de los aspectos 
cognitivos, emocionales, físicos y sociales de la sexualidad. 
Su objetivo es preparar a los niños, niñas y jóvenes con 
conocimientos, habilidades, actitudes y valores que los 
empoderen para: alcanzar altos niveles de salud, bienestar 
y dignidad; desarrollar relaciones sociales y sexuales 
respetuosas; considerar cómo sus elecciones afectan su 
propio bienestar y el de los demás; y entender cuáles son sus 
derechos a lo largo de la vida y asegurarse de protegerlos”.95 
Reconociendo que las y los jóvenes tienen identidades 
diversas, la educación sexual integral debería tener en 
cuenta las desigualdades basadas no solo en el género, sino 
también en la condición socioeconómica, el origen étnico, la 
raza, el estatus migratorio, la discapacidad, la orientación 
sexual y la identidad de género.96

La ejecución de programas de educación sexual integral 
puede resultar complicada, sobre todo cuando la 
infraestructura escolar presenta deficiencias, los recursos 
humanos son limitados y existen barreras culturales que 
dificultan la enseñanza de la amplia variedad de materiales 
involucrados. Sin embargo, se ha logrado cierto progreso 
en contextos difíciles, lo que ha permitido extraer algunas 
lecciones importantes.97 En el marco de un examen mundial 
pormenorizado de las evaluaciones sobre educación sexual 
y el virus de la inmunodeficiencia humana (VIH) se detectó 
que los planes de estudios que abordan las cuestiones de 
género y poder conseguían resultados mucho más positivos 
que aquellos en los que no se tratan estos temas, incluida 
una disminución de la prevalencia de los embarazos y de 
las infecciones de transmisión sexual. Los programas más 
eficaces utilizaban enfoques pedagógicos participativos y 
centrados en el alumnado, propiciaban la reflexión crítica, 
abordaban explícitamente las cuestiones de género y poder, 
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fomentaban la reflexión personal sobre cómo repercuten 
estos conceptos en la vida y las relaciones y ayudaban a los 
participantes a valorar su propio potencial como personas y 
como agentes de cambio.98

Las adolescentes que quedan embarazadas durante la 
etapa escolar deberían recibir apoyo para continuar sus 
estudios, entre otros recursos, mediante el acceso a servicios 
de cuidado infantil. En el África subsahariana se ofrecen 
facilidades especiales a las madres adolescentes; por 
ejemplo, en Cabo Verde y el Senegal pueden disponer de 
un tiempo para la lactancia, mientras en el Gabón se han 
creado centros de cuidado infantil cerca de las escuelas. 
Sin embargo, en países como Guinea Ecuatorial, Sierra 
Leona o la República Unida de Tanzanía, las adolescentes 
embarazadas pueden ser expulsadas de la escuela, y en 
muchos otros no existen políticas dirigidas a alentarlas a 
reincorporarse después de dar a luz.99

El recorrido hacia el empleo
Las perspectivas laborales también pueden ayudar a las 
familias a entender el valor de escolarizar a sus hijas y 

permitir que aspiren a un futuro distinto del matrimonio y la 
procreación tempranos.100

En Bangladesh, los marcados descensos de los índices de 
matrimonio infantil y de las tasas de fecundidad pueden 
atribuirse en parte al empleo de las mujeres en la industria 
textil para la exportación, un sector en el que se calcula que 
trabaja el 15 % de las mujeres de 16 a 30 años.101 En un estudio 
se constató que las niñas que vivían en aldeas cercanas a 
las fábricas de prendas de vestir tenían una probabilidad 4,4 
puntos porcentuales mayor de estar escolarizadas, un 28 % 
menos de probabilidad de casarse y un 29 % menos de 
probabilidad de dar a luz en el transcurso de un año 
promedio que las niñas que vivían en otros lugares. El 
efecto más notorio en términos de matrimonio se apreciaba 
entre las niñas de 12 a 14 años, lo que posiblemente está 
relacionado con su permanencia en la educación antes de 
pasar a trabajar en el sector textil.102 Esos empleos, pese a 
que a menudo son de baja calidad, han proporcionado a las 
jóvenes bangladesíes cierto grado de libertad con respecto a 
sus hogares de origen y a las expectativas de que se casen y 
tengan hijos a una edad temprana.103

3.4	 VOZ E IGUALDAD EN LA PAREJA
Históricamente, los contratos matrimoniales han 
conllevado una pérdida de los derechos individuales 
de las mujeres, situación que todavía se da en algunos 
lugares. En 19 países y territorios (de los 189 para los que 
se dispone de datos), la ley exige expresamente que las 
mujeres obedezcan a sus esposos. Algunas leyes limitan 
la libre circulación de las mujeres casadas: en 17 países 
y territorios, estas no pueden viajar fuera de casa de la 
misma forma que los hombres casados, y en 37 países y 
territorios no tienen permitido solicitar un pasaporte en las 
mismas condiciones que los hombres casados (véase el 
gráfico 3.1).104

Los sistemas de parentesco tienen un efecto significativo 
en la voz y el poder de acción de las mujeres en la pareja. 
En un estudio cualitativo en el que se comparó el poder de 
acción de las mujeres casadas en Lesotho (donde impera un 
régimen patrilocal) y en el sur de Malawi (donde predomina 
el régimen matrilocal) se llegó a la conclusión de que el 
acceso a los recursos económicos y emocionales era muy 
diferente entre ambos sistemas. El sistema patrilocal (en el 
que las novias se trasladan a vivir con la familia del esposo) 
implicaba la ruptura de las redes sociales de las jóvenes 
y limitaba sus opciones para ganarse la vida. Las mujeres 
manifestaron que sentían una falta de empoderamiento 

por su edad y por su género; apenas podían acceder a los 
recursos del hogar, se les obligaba a realizar arduas tareas 
agrícolas y se les denegaba la posibilidad de estudiar o de 
realizar otros trabajos. Sin embargo, en el régimen matrilocal 
(en el que los esposos se trasladan a vivir con la familia de la 
novia), los efectos de esta dinámica de desigualdad de poder 
no son tan marcados. En esos casos, las mujeres declaraban 
que temían que sus esposos las abandonaran, lo que podría 
conllevar el reembolso del precio de la novia, pero también 
decían sentirse felices en el matrimonio.105

¿Qué otras dinámicas favorecen o limitan el poder de acción 
y la voz de las mujeres en la pareja? Esta sección comienza 
con un análisis de dos factores que afectan el poder de 
negociación de las mujeres. El primero de ellos es la edad 
al contraer el primer matrimonio y, el segundo, el tipo de 
unión que se establece y su grado de reconocimiento legal. 
Se estudian en profundidad el matrimonio poligínico y la 
cohabitación. En este capítulo, por lo tanto, se pone de relieve 
que, a menudo, las relaciones conyugales se integran en una 
amplia red familiar y, sobre todo en los países y regiones en 
donde son habituales los hogares extensos, el poder de acción 
de las mujeres no solo se ve afectado por la propia unión 
conyugal, sino también por las dinámicas de poder entre las 
mujeres, su familia política y sus propios parientes.
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PODER DE ACCIÓN DE LAS MUJERES 
EN EL MATRIMONIO Y LA PAREJA
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GRÁFICO 3.1

Poder de acción de las 
mujeres en la elección 
de pareja

Las mujeres deben elegir 
libremente si desean formar 
una pareja, cuándo y con 
quién. Las y los niños, por 
definición, no pueden dar 
su consentimiento para 
casarse.

Una de cada 5 mujeres de 20 a 24 
años se casaron durante su 
infancia.

Un total de 42 países y territorios 
han legalizado las uniones o el 
matrimonio entre personas del 
mismo sexo.

Sin embargo, en 68 países, las 
relaciones entre personas del 
mismo sexo están prohibidas por 
la ley.

Libertad de las mujeres 
para poner fin a un 
matrimonio

Incluso en los casos en que 
las mujeres tienen acceso 
al divorcio, la falta de 
recursos económicos puede 
impedírselos.

En algunos países las 
mujeres no tienen los mismos 
derechos que los hombres 
para iniciar un proceso de 
divorcio o pueden perder 
la custodia de sus hijos 
si lo hacen, lo que puede 
confinarlas a matrimonios 
infelices o violentos.

Poder de acción de 
las mujeres en el 
matrimonio

Dentro del matrimonio, 
los derechos de las mujeres 
suelen estar restringidos 
por leyes discriminatorias.

Pese a los avances logrados, 
en muchos países, cuando una 
mujer se casa, se le despoja 
de sus derechos a circular 
con libertad, trabajar y tomar 
decisiones por sí misma.

Las leyes, las normas sociales y el acceso a los recursos económicos 
configuran el poder de acción de las mujeres en el matrimonio y la pareja.

Fuente: UNICEF (2018a); Mendos (2019) y Banco Mundial (2018e). 
Nota: El análisis sobre las leyes que afectan el poder de acción de las mujeres dentro del matrimonio está basado en una muestra de 189 países y territorios.
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1. ¿Tienen las mujeres casadas 
el mismo derecho que los 
hombres casados a:

2. ¿La ley tipifica 
explícitamente como delito 
la violación conyugal?

3. ¿Las mujeres están 
obligadas por ley a 
obedecer a sus esposos?

¿Viajar fuera del hogar? 
¿Obtener un empleo o ejercer una actividad 
profesional o comercial?
¿Elegir dónde vivir?
¿Solicitar un pasaporte?

Leyes que afectan el poder de acción de las mujeres en el matrimonio

En 17 países existen restricciones 
para que las mujeres casadas 
viajen fuera del hogar.

NO SÍ

En 19 países las mujeres casadas 
no tienen los mismos derechos que 
los hombres casados a obtener un 
puesto de trabajo o ejercer una 
actividad profesional o comercial.

En 64 países la 
violación conyugal está 
explícitamente tipificada 
como delito y las mujeres 
no están obligadas por ley 
a obedecer a sus esposos. 
Las mujeres casadas tienen 
los mismos derechos que los 
hombres casados a viajar 
fuera del hogar, obtener un 
empleo, elegir dónde vivir y 
solicitar un pasaporte. 

En 111 países la ley no 
tipifica explícitamente 
como delito la violación 
conyugal.

En 37 países las mujeres 
casadas no pueden solicitar un 
pasaporte.

En 31 países las mujeres casadas 
pierden el derecho a elegir su 
lugar de residencia.

En 19 países las mujeres 
casadas están obligadas 
por ley a obedecer a sus 
esposos.
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En el resto de la sección se examina un tema central de la vida 
familiar: la reproducción. Las mujeres y sus parejas toman 
decisiones reproductivas en el contexto de políticas económicas 
y sociales que determinan, por ejemplo, la disponibilidad de 
licencias por maternidad y paternidad o de servicios de cuidado 
infantil, como se expone en el capítulo 5. En la pareja, no 
obstante, el poder de acción de las mujeres sobre la fecundidad 
se ve afectado de manera significativa por el acceso a servicios 
de atención de la salud sexual y reproductiva, así como por las 
normas sociales en torno a la procreación.

La edad al contraer matrimonio y la 
diferencia de edad entre los cónyuges sí 
afectan el poder de acción de las mujeres
Es común que las mujeres y las niñas se casen con hombres 
considerablemente mayores que ellas. Un análisis de los datos 
disponibles para 57 países pone de manifiesto que la mediana 
de la diferencia de edad entre las mujeres que se casaron o 
unieron entre los 20 y los 24 años era de 6,8 años, mientras que 
para las que se casaron o unieron antes de cumplir los 18 años 
dicha mediana se elevaba a 7,5 años. Un análisis por cohortes en 
el que se compararon los datos correspondientes a las mujeres 
de 20 a 24 años con los de las mujeres de 45 a 49 años muestra 

que la situación no ha variado mucho a lo largo del tiempo. Esto 
sugiere que, pese a que las tasas de matrimonio infantil siguen 
una tendencia descendente, es todavía habitual que exista una 
importante diferencia de edad entre los cónyuges.106

El hecho de casarse a una edad temprana, a menudo con 
hombres mayores que ellas, ejerce un efecto profundo sobre 
el poder de las mujeres para tomar decisiones en el hogar. 
En el gráfico 3.2, el análisis de los datos correspondientes a 
los mismos 57 países ilustra que una proporción mayor de las 
mujeres que se casaron antes de los 18 años (frente a las que 
se casaron después de los 25 años) declaran que su pareja 
es quien suele tomar las decisiones sobre diversos aspectos 
de su vida, como, por ejemplo, en qué gastan sus propios 
ingresos (el 10,8 % frente al 7,8 %), la atención de su salud 
(el 32,9 % frente al 27,2 %) o las compras de mayor importe 
para el hogar (el 34,3 % frente a 27,8 %).

El matrimonio o la formación de parejas con hombres 
mayores también está asociado a una mayor violencia 
contra las mujeres, una menor capacidad de las mujeres 
para negociar el uso de preservativos y mayores tasas de 
infección por VIH.107

GRÁFICO 3.2 TOMA DE DECISIONES SEGÚN EDAD EN LA PRIMERA UNIÓN, MUJERES DE 15 A 49 AÑOS 
ACTUALMENTE CASADAS, DATOS CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

 Gasto de sus propios ingresos  Atención de su propia salud  Compras de mayor importe para el hogar
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Fuente: Cálculos de ONU Mujeres basados en ICF International 2007-2017 y en encuestas de demografía y salud.
Notas: Cálculos basados en una muestra de 57 países. Existen encuestas de demografía y salud disponibles para el año 2007 o años posteriores para 62 países. Sin 
embargo, para Armenia, Guatemala, Rwanda, Santo Tomé y Príncipe y Ucrania determinadas variables, como la edad de la pareja actual, no estaban disponibles; en 
otros casos el tamaño de la muestra era insuficiente.
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¿Cómo influye el tipo de unión en el poder 
de acción de las mujeres?
La voz y el poder de acción de las mujeres se ven influenciados 
por el tipo de unión que formen (matrimonio formal, unión 
civil, matrimonio poligínico o cohabitación). El grado de 
reconocimiento y protección de los diferentes tipos de unión 
en las leyes reviste gran importancia en este aspecto. Si bien 
el reconocimiento legal de las uniones civiles y la cohabitación 
fomenta los derechos de las mujeres, la prohibición legal de la 
poliginia es un tema más controvertido.

Los derechos de las mujeres en las uniones poligínicas
En el África subsahariana se calcula que la cuarta parte 
de las mujeres viven en matrimonios poligínicos.108 La 
poliginia predomina en sociedades agrícolas, ya que con 
esta práctica se pretendía originalmente facilitar altos 
niveles de fecundidad y asegurar así la supervivencia.109 
En los últimos años, la reducción de la mortalidad infantil 
ha estado correlacionada con un descenso de esta 
práctica.110 No obstante, de acuerdo con datos recientes, la 
proporción de mujeres de 15 a 49 años que se encuentran 
actualmente casadas o en alguna forma de unión de tipo 
poligínico supera el 33,0 % al menos en cinco países del 
África subsahariana, como el Níger (36,1 %), el Chad (37,9 %), 
Gambia (38,7 %), Burkina Faso (42,2 %) y Guinea (47,8 %).111

La poliginia se basa en normas sociales patriarcales que 
definen a los hombres como titulares de los recursos 
estratégicos, lo que incluye a las mujeres y a los hijos. Sin 
embargo, las investigaciones antropológicas ilustran una 
gran diversidad de relaciones poligínicas desde el punto de 
vista de la elección de las y los cónyuges, la distribución de 
los recursos, los arreglos residenciales y el divorcio. Cada 
uno de estos factores afecta los derechos de las mujeres y 
su poder de acción dentro de esos matrimonios.112 Algunas 
mujeres gozan de mayor autonomía en las relaciones 
poligínicas y se benefician de la posibilidad de compartir los 
recursos y el trabajo doméstico y agrícola que permite este 
tipo de familias. Sin embargo, a menudo también se ven 
obligadas a negociar relaciones complejas con las demás 
esposas y a competir por los (a veces) escasos recursos.113 
La poliginia suele estar asociada al matrimonio forzado y el 
matrimonio infantil.114

Los marcos de derechos humanos parten de la hipótesis de que 
la poliginia socava los derechos y la dignidad de las mujeres y 
debería ser abolida (véase la sección 3.2).115 El desafío para las 
políticas consiste en saber cómo lograr ese objetivo, dado que 
por el momento las leyes contra este tipo de matrimonio han 
tenido escaso efecto sobre su prevalencia.116 La prohibición, 
además, puede provocar la marginación de las mujeres que 

viven en matrimonios poligínicos, al negarles el reconocimiento 
legal o el acceso a servicios.117

Varios países del África subsahariana, como Kenya y 
Sudáfrica, han promulgado leyes que siguen el enfoque 
pragmático del Protocolo de Maputo.118 La Ley keniana 
sobre el matrimonio (que data de 2014) lo define como “la 
unión voluntaria, monógama o polígama, de un hombre 
y una mujer”, y establece la edad mínima para contraer 
matrimonio en 18 años. A pesar de que dichos enfoques 
legislativos han sido objeto de críticas por legitimar la 
poliginia, estos cambios sitúan las relaciones poligínicas (y a 
las mujeres que viven en ellas) bajo la protección de distintos 
instrumentos de derechos humanos (como la CEDAW o el 
Protocolo de Maputo) que tocan ámbitos como la igualdad 
de derechos de propiedad, la igualdad de derecho al 
divorcio y la igualdad de derechos y obligaciones en lo que 
atañe a los hijos.119

Los derechos de las mujeres que cohabitan con su pareja 
Aunque el aumento de la cohabitación en algunas regiones 
está asociado a una creciente igualdad económica y social 
entre mujeres y hombres, ¿se traduce realmente en uniones 
más equitativas? En varios estudios se ha analizado esta 
pregunta y la respuesta es: depende. La clase social y la 
aceptabilidad social de la cohabitación tienen mucho que ver.

En un estudio reciente sobre las mujeres de ingresos bajos 
en Chile se constató que el incremento de la cohabitación 
reflejaba una pérdida de poder parental en la elección de 
pareja para las hijas, lo que indica que las mujeres han ido 
ganando autonomía. Esto no significa, sin embargo, que 
las relaciones en sí sean más igualitarias.120 Se llegó a la 
conclusión de que las parejas adoptaban roles de género 
convencionales: los hombres asumían el papel de sostén 
económico y las mujeres se encargaban de la mayor parte del 
trabajo de cuidados no remunerado. La igualdad de género 
en la cohabitación parecía mayor entre las parejas más ricas, 
en las que era frecuente que ambos miembros aportaran 
ingresos y compartieran los gastos y las tareas domésticas; 
sin embargo, esto cambiaba tan pronto tenían hijos. En 
ese momento, las mujeres señalaban que sentían como si 
hubieran vuelto a asumir roles de género más tradicionales y 
por lo regular recibían más apoyo de sus madres que de sus 
parejas para la crianza y las tareas del hogar.121

En Europa, la división del trabajo remunerado y no 
remunerado entre los géneros tiende a ser más desigual en 
las parejas casadas que en las que cohabitan, aunque el 
contexto también influye. En Italia, donde la cohabitación 
es relativamente poco frecuente y no está reconocida 
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legalmente, las mujeres que cohabitan disfrutan de una 
división del trabajo más igualitaria con la pareja que las 
que están casadas.122 Esto puede reflejar el hecho de que 
las mujeres y los hombres que eligen esta vía tienen una 
probabilidad mayor de querer renegociar los roles de género 
tradicionales. En Francia, donde la cohabitación es muy 
común y se asemeja mucho al matrimonio, la división del 
trabajo según el género es similar a la que se produce entre 
una pareja casada.123

Esto pone de relieve el hecho de que, sea cual sea la forma 
que adopten las relaciones que entablan las mujeres, las 
normas sociales discriminatorias son difíciles de cambiar. 
Asimismo, subraya la necesidad de garantizar la protección 
del derecho de las mujeres a la seguridad social, la custodia y 
la herencia en las relaciones de cohabitación. Hoy se observan 
grandes variaciones en los derechos otorgados a las parejas 
que cohabitan. En Francia y los Países Bajos, las mujeres que 
cohabitan disfrutan de derechos comparables a los de las 
mujeres casadas siempre y cuando registren sus uniones.124 
En Australia, las parejas que cohabitan, tanto de distinto sexo 
como del mismo sexo, tienen derechos legales equivalentes a 
los del matrimonio sin necesidad de registrarse, por lo que este 
país representa un modelo a seguir.125

El camino hacia el reconocimiento de las parejas en 
cohabitación en Sudamérica ha sido progresivo y desigual, 
y comenzó en general por reformas destinadas a igualar 
la condición de los hijos nacidos fuera del matrimonio, 
como ocurrió en Colombia (1968),126 la Argentina (1985), 
Chile (1998) y el Uruguay (2004).127 En las décadas de 1990 
y de 2000, estos cuatro países dieron pasos adicionales 
para reconocer las uniones informales.128 En Colombia, 
las parejas que cohabitan tienen derechos similares a 
las casadas en la atención de la salud, las pensiones, la 
ciudadanía y las pensiones alimentarias para los hijos; 
estos derechos se adquieren tras dos años de corresidencia 
monógama, sin que sea necesario registrar la pareja para 
reclamarlos.129 Desde 2007, estos derechos se conceden 
por igual a las parejas de distinto y del mismo sexo en 
cohabitación.130

Poder de decisión en materia reproductiva
Los marcos internacionales de derechos humanos sientan 
importantes bases normativas en torno a los derechos 
reproductivos de las mujeres, tanto en el matrimonio como 
en otro tipo de uniones (véase el recuadro 3.3). Esto se 
debe a que el poder de acción de las mujeres en materia 
reproductiva es crucial para sus condiciones de vida en 
general, lo que incluye el bienestar físico y emocional, 
las oportunidades económicas y el tiempo que dedican a 
los cuidados no remunerados (véase el capítulo 5). Por lo 
tanto, un indicador clave de la voz y el poder de acción 
de las mujeres en la pareja es la medida en que pueden 
tomar decisiones sobre si tener hijos, cuándo tenerlos y 
cuántos tener.

Las normas sociales discriminatorias y la falta de 
adecuación de los servicios de atención de la salud 
reproductiva plantean importantes obstáculos a la 
capacidad de las mujeres para negociar sus derechos en 
la pareja. En ciertas familias y comunidades, la creencia 
de que se debe controlar el deseo sexual de las jóvenes 
da lugar a prácticas nocivas, como la mutilación genital 
femenina (véase el capítulo 6) o el matrimonio infantil, 
precoz y forzado. En el matrimonio, la condición social 
y el estatus de la mujer están relacionados, demasiado 
a menudo, con su capacidad para procrear (en algunos 
casos, específicamente hijos varones).131 Allí donde el 
acceso a métodos anticonceptivos seguros y adecuados es 
limitado, la autonomía de las mujeres se ve todavía más 
cercenada. En el contexto de las uniones entre personas 
del mismo sexo o del retraso de la maternidad, el poder 
de acción en materia reproductiva se ve facilitado por 
las nuevas tecnologías y, al mismo tiempo, restringido 
por sus costos, con frecuencia prohibitivos. Al tomar en 
cuenta factores como las normas sociales discriminatorias 
y la estratificación económica, esta sección del informe 
se centra en dos componentes del poder de acción de 
las mujeres en materia reproductiva: en primer lugar, 
el acceso a anticonceptivos modernos y a abortos 
seguros; y, en segundo lugar, su acceso a tecnologías de 
reproducción asistida.
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GARANTÍAS DE LOS DERECHOS HUMANOS EN RELACIÓN CON LA SALUD Y LOS 
DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS DE LAS MUJERES

La salud y los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres están garantizados en un amplio y diverso conjunto 
de convenciones de derechos humanos e instrumentos normativos desarrollados desde la década de 1960. Incluyen, 
por ejemplo, los derechos de las mujeres a controlar los asuntos relacionados con su sexualidad; a decidir si desean 
tener hijas e hijos, cuántos y cuándo tenerlos; a recibir información sobre planificación familiar y disponer de acceso 
a servicios de este tipo; a acceder a servicios de atención de la salud reproductiva y materna y al aborto seguro en 
determinadas circunstancias.

El derecho a la salud sexual y reproductiva es un elemento integral del derecho a la salud consagrado en el artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966).132 El artículo 16 de la CEDAW (1979) garantiza 
a las mujeres igualdad de derechos para decidir “libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre los 
nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos”.133

El Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo de 1994 proporcionó la primera 
definición exhaustiva del concepto de derechos reproductivos, que se apoya en el “reconocimiento de que todas las parejas 
y todas las personas tienen el derecho fundamental de decidir libre y responsablemente el número y el espaciamiento de 
sus hijos y de disponer de la información, la educación y los medios necesarios para ello, y el derecho a alcanzar el nivel más 
elevado de salud sexual y reproductiva”.134 Dicho Programa de Acción exige que toda persona tenga acceso a “métodos de 
planificación familiar de su elección seguros, eficaces, asequibles y aceptables”, así como a servicios de atención de la salud 
que contribuyan a un embarazo saludable y un parto seguro.135 El Programa de Acción dispuso asimismo que “[e]n los casos 
en que el aborto no es contrario a la ley, los abortos deben realizarse en condiciones adecuadas”.136

La Plataforma de Acción de Beijing (1995) reforzó estos compromisos al señalar que “[l]os derechos humanos de la mujer 
incluyen su derecho a tener control sobre las cuestiones relativas a su sexualidad, incluida su salud sexual y reproductiva, y 
decidir libremente respecto de esas cuestiones, sin verse sujeta a la coerción, la discriminación y la violencia”.137

Diversos órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos han detallado las obligaciones de los Estados para 
garantizar que todas las mujeres disfruten de esos derechos en la práctica. Por ejemplo, en 2016, el Comité de los Derechos 
del Niño instó a los Estados “a que adopten políticas de salud sexual y reproductiva para los adolescentes que sean amplias, 
incluyan una perspectiva de género, sean receptivas a las cuestiones relativas a la sexualidad”, y subrayó que “el acceso 
desigual de los adolescentes a la información, los productos básicos y los servicios equivale a discriminación”.138

El Comité de la CEDAW y el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad han hecho hincapié en la necesidad 
de garantizar la salud y los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres con discapacidad. Esto incluye el “respeto de 
la toma de decisiones autónomas por parte de las mujeres, incluidas las mujeres con discapacidad” y la garantía de que “las 
mujeres con discapacidad gocen de protección contra el aborto forzado, el uso de anticonceptivos o la esterilización contra 
su voluntad o sin su consentimiento informado”.139

La jurisprudencia de los órganos creados en virtud de tratados ha establecido que el hecho de denegar a las mujeres el 
acceso al aborto cuando exista una amenaza para la vida o la salud de la mujer, o cuando el embarazo sea producto de una 
violación o incesto, vulnera los derechos a la salud,140, la privacidad141 y, en determinados casos, a ser libres de tratos crueles, 
inhumanos o degradantes.142 En 2018, el Comité de Derechos Humanos señaló en su Observación General núm. 36: “Los 
Estados partes deben facilitar el acceso seguro, legal y efectivo al aborto en aquellos casos donde corran riesgo la vida y la 
salud de la mujeres embarazadas, y en aquellas situaciones en que llevar a término el embarazo causaría a la mujer graves 
dolores o sufrimientos, sobre todo en los casos en que el embarazo sea producto de una violación o incesto, o cuando la 
vida del feto sea inviable”. También reconoce que la criminalización de las mujeres que se someten a un aborto o de quienes 
prestan dicho servicio “obliga a las mujeres y las niñas a recurrir a abortos inseguros”.143

RECUADRO 3.3
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Las normas sociales como obstáculos para la planificación 
familiar
En el gráfico 3.3 se muestra que, en 1970, tan solo un 42,2 % 
de las mujeres de todo el mundo de entre 15 y 49 años 
que estaban casadas o vivían con su pareja y querían 
utilizar un método anticonceptivo moderno podían hacerlo; 
en 2015 este porcentaje había aumentado al 77,2 %. Aunque 
partían de un nivel muy bajo, el África subsahariana, Asia 
central y meridional y África septentrional y Asia occidental 
han logrado un progreso significativo en este terreno. Sin 
embargo, en los países menos adelantados el nivel de 

satisfacción de la demanda de anticonceptivos modernos 
es más bajo entre las mujeres de medios rurales y en los 
quintiles más pobres. Por ejemplo, en 33 de los países 
menos adelantados, el 34,0 % de las mujeres del quintil 
inferior que estaban casadas o en algún tipo de pareja 
utilizaban anticonceptivos modernos para dar respuesta a 
sus necesidades de planificación familiar, frente al 51,0 % 
de las mujeres del quintil superior. De forma similar, tan 
solo un 39,0 % de las mujeres en las zonas rurales (frente 
al 50,0 % en las urbanas) utilizaban anticonceptivos 
modernos con fines de planificación familiar.144

GRÁFICO 3.3 DEMANDA DE PLANIFICACIÓN FAMILIAR SATISFECHA A TRAVÉS DE MÉTODOS 
ANTICONCEPTIVOS MODERNOS POR REGIÓN; MUJERES DE 15 A 49 AÑOS QUE ESTÁN 
CASADAS O COHABITAN CON SU PAREJA, DE 1970 A 2030

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir de DAES de las Naciones Unidas (2018b, 2018c).

Notas: Se incluyen 185 países y zonas con una población de 90.000 habitantes o más, con base en los datos disponibles en febrero de 2018. Las estimaciones 
(ajustadas) de las medianas nacionales se convirtieron en estimaciones del número de mujeres multiplicando cada porcentaje estimado por el número de mujeres 
de 15 a 49 años casadas o en algún tipo de unión en el año de referencia y el país en cuestión. Las estimaciones porcentuales regionales y mundiales se obtuvieron 
dividiendo el número de mujeres que utilizaban métodos anticonceptivos modernos por el número de mujeres de 15 a 49 años casadas o en algún tipo de unión que 
expresaron una demanda de servicios de planificación familiar para el año de referencia y la región en cuestión. Los datos correspondientes a 2020, 2025 y 2030, 
marcados con un asterisco (*), están basados en proyecciones.
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CAPÍTULO 3

EXTENSIÓN DE LOS SERVICIOS DE PLANIFICACIÓN FAMILIAR Y ATENCIÓN DE LA 
SALUD EN RWANDA

En una región caracterizada por las deficiencias de los sistemas sanitarios y las altas tasas de fecundidad, Rwanda ha 
logrado enormes avances que se traducen en un rápido aumento del acceso a los servicios de planificación familiar y de 
atención de la salud reproductiva, con beneficios tangibles para las mujeres, las familias y la sociedad en su conjunto.

En 1970, los anticonceptivos modernos solamente daban respuesta al 0,2 % de la demanda de planificación familiar en 
Rwanda. Se prevé que este porcentaje aumente hasta el 78,2 % en 2030, muy por encima de la media del África subsahariana 
(62,0 %).146 A lo largo de las cuatro últimas décadas, la tasa de fecundidad total se redujo a menos de la mitad, pasando 
de 8,3 a 3,8 nacidos vivos por mujer,147 al tiempo que la tasa de mortalidad materna cayó de 1300 muertes por cada 100.000 
nacidos vivos en 1990 a 290 en 2015.148

Este notorio progreso, sobre todo entre 2005 y 2015, es el resultado de acciones de gobierno que priorizaron fortalecer los 
sistemas de salud.149 Tras el genocidio de 1994, Rwanda creó cinco escuelas de enfermería y obstetricia con el fin de aumentar 
el personal médico, de enfermería y obstétrico cualificado. El Ministerio de Salud alentó asimismo a las parteras tradicionales 
a actuar como promotoras comunitarias de la salud materno-infantil, en coordinación con los centros de salud.150 En la 
actualidad, las y los agentes de salud comunitarios también desempeñan un papel importante en la prestación de servicios y 
la distribución de preservativos y anticonceptivos.151 En 1999 se introdujo el seguro comunitario de salud, inicialmente dirigido 
a la población más pobre y vulnerable. Desde 2006 el sistema se ha ampliado a toda la ciudadanía, y para 2010 las tasas 
de cobertura ascendían ya al 78,0 % de la población de Rwanda.152 La cobertura se asocia a un uso considerablemente más 
elevado de los servicios de salud y una incidencia sensiblemente menor del desembolso directo, un sistema con resultados 
catastróficos en el país.153

Todo esto se ha conseguido a través de la efectiva movilización de recursos financieros nacionales y externos. Rwanda 
cuenta con un riguroso mecanismo de gestión de los fondos que aportan los donantes para canalizarlos hacia las prioridades 
nacionales del plan de gobierno.154 El gasto en salud aumentó de 7,91 dólares de los Estados Unidos per cápita en 2002 
a 48,08 dólares en 2016, con lo que supera así la inversión mínima recomendada por la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) de 44 dólares de los Estados Unidos per cápita.155

No obstante, todavía persisten diversos desafíos. En algunos contextos se siguen observando actitudes y creencias 
discriminatorias profundamente arraigadas. Muchas mujeres afirman que sin la aprobación de sus cónyuges no pueden 
disponer de anticonceptivos.156 Con frecuencia, las adolescentes solteras ven limitado su acceso a los servicios de planificación 
familiar; en ello influyen, entre otros factores, la desaprobación de algunas y algunos agentes comunitarios de la salud.157 La 
creación de centros o espacios específicos para jóvenes en los establecimientos de salud ha contribuido a la prestación de 
servicios para las jóvenes y a fomentar su privacidad; sin embargo, este tipo de instalaciones no es aún muy habitual.158

Son varios los factores que impiden a las mujeres acceder 
a anticonceptivos modernos. La accesibilidad y la calidad 
de los servicios desempeñan un papel importante: las 
mujeres señalan que el costo, la distancia, la percepción 
(o realidad) de que los servicios de planificación familiar 
son solo para mujeres casadas y el trato discriminatorio 
por parte de los prestadores de los servicios son 

obstáculos habituales.145 Rwanda es un ejemplo de 
país donde la planificación familiar ha aumentado de 
manera significativa como resultado de las políticas 
gubernamentales, centradas en el fortalecimiento de los 
sistemas de salud, la capacitación del personal sanitario 
y el despliegue de planes de seguro social comunitarios 
(véase el recuadro 3.4).

RECUADRO 3.4

En un análisis de los datos de 52 países se reveló que una 
de las razones más comunes por las que las mujeres no 
utilizan anticonceptivos es la preocupación por sus efectos 
secundarios y sus riesgos para la salud.159 En los casos en 
que se dispone de datos de tendencias, se observa que 
esa preocupación ha aumentado o permanecido estable 

desde el año 2000.160 En un examen de una serie de estudios 
cualitativos realizados en Malí, Nigeria, la República Unida 
de Tanzanía, Sudáfrica y Viet Nam se constató que las 
mujeres temían que el uso de métodos de control de la 
fertilidad pudiera provocar esterilidad.161 Estos temores son 
más frecuentes en contextos donde la condición social de las 
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mujeres está vinculada a su capacidad para concebir. Por 
ejemplo, una joven de 19 años de Malí señaló que si se piensa 
que si no puedes concebir, “nadie te querrá, sobre todo si tu 
suegra quiere nietos. Si además compartes esposo con otra 
mujer, esta recordará cada vez que tenga ocasión que ella 
puede tener hijos y tú no”.162 Los programas de planificación 
familiar basados en los derechos proporcionan información 
a las mujeres para combatir los temores infundados, y les 
ofrecen diferentes tipos de métodos para elegir, sobre todo si 
experimentan efectos secundarios.163

En varios estudios realizados en Côte d’Ivoire, la India y 
Jordania también se documenta la presión a la que someten 
a las mujeres sus parejas y otros familiares en materia de 
salud sexual y reproductiva.164 En Jordania, por ejemplo, 
el 11,0 % de las usuarias de clínicas de planificación familiar 
señalaron que sus esposos se habían negado a utilizar 
métodos anticonceptivos o las habían obligado a ellas a 
dejar de utilizarlos; el 13,0 % de las mujeres manifestaron 
haber sufrido la coerción de un familiar (incluidas sus 
propias madres, suegras y cuñadas).165 En Uganda, por 
ejemplo, las jóvenes son presas de un cambio de actitud 
generacional incompleto: pese a que desean continuar 
estudiando y tener menos hijos, la generación anterior, que 
conserva una fuerte influencia, sigue prefiriendo familias 
más numerosas.166

En un examen de distintos programas ejecutados en 12 
países en desarrollo se identificaron diferentes formas de 
involucrar a los hombres en los servicios de planificación 
familiar. Entre ellas, la creación de una “zona de confort” que 
les permitiera debatir sobre la planificación de la familia y la 
salud sexual y reproductiva; el fomento de la responsabilidad 
compartida en la planificación familiar, por ejemplo, a través 
del cuestionamiento de la desigualdad en las normas de 
género y la mejora de la comunicación en la pareja y la 
presentación de modelos de conducta positiva por parte de 
los hombres.167

Desigualdad en el acceso al aborto seguro
De los 55,7 millones de abortos que se calcula que se 
produjeron anualmente en todo el mundo entre 2010 y 2014, 
casi la mitad (25,1 millones) se practicaron en condiciones 
inseguras; de ellos, el 97,0 % tuvieron lugar en países en 
desarrollo.168

La evidencia disponible demuestra que la ilegalidad del 
aborto no reduce sus tasas. De hecho, en los países donde 
está prohibido o severamente limitado, las tasas tienden 

a ser superiores que en aquellos donde prácticamente 
cualquiera que lo solicite puede acceder al aborto.169 Allí 
donde está prohibido, las mujeres suelen recurrir al aborto 
ilegal, lo que puede tener graves consecuencias para su 
salud. Pese a ser difíciles de cuantificar, se estima que 
el número de muertes por abortos inseguros representa 
entre un 8,0 % y un 11,0 % del total de las muertes maternas 
a escala mundial.170 Esto se traduce en la muerte evitable 
de 22.800 a 31.000 mujeres por año.171 Muchas otras 
mujeres sufren enfermedades y discapacidad crónicas 
como consecuencia de abortos inseguros, un problema que 
suscita honda preocupación desde el punto de vista de la 
salud pública.172

Según la OMS, en 2017, sobre una muestra de 122 países, 
el 89,0 % de ellos permitían el aborto para salvar la vida de 
la mujer y el 34,0 % lo admitían a petición de esta.173 Las leyes 
que imponen requisitos complejos como el asesoramiento 
o el permiso médico, pueden empujar a las mujeres a 
practicarse un aborto ilegal.174La posibilidad de las mujeres 
de acceder a un aborto seguro depende también del acceso 
a servicios e infraestructura de salud adecuados —incluida la 
consejería posaborto— y de las normas y actitudes sociales 
de los prestadores de atención médica, las familias y las 
comunidades.175

Las mujeres de medios rurales con déficit de infraestructura, 
así como las mujeres más pobres que no cuentan con 
suficientes recursos económicos, se encuentran en situación 
especialmente desventajosa y pueden verse obligadas a 
recurrir a abortos inseguros provocados por ellas mismas o a 
procedimientos administrados por personas sin capacitación 
médica adecuada. En un examen de los datos de encuestas 
realizadas a prestadores sanitarios en 14 países con alta 
incidencia de abortos inseguros se puso de manifiesto 
que las mujeres pobres de zonas rurales tenían mayor 
probabilidad de experimentar complicaciones (49,0 %) 
que las mujeres que no eran pobres y residían en zonas 
urbanas (29,0 %). Casi el 80,0 % de las mujeres pertenecientes 
al grupo urbano más rico que sufrieron complicaciones 
recibieron atención médica, frente a poco más de la mitad 
de las mujeres pobres de medios rurales.176 En los países 
donde el aborto está sujeto a fuertes restricciones, la 
disponibilidad de medicamentos para abortar ha reducido el 
número de muertes por abortos inseguros.177 Nepal e Irlanda 
son ejemplos de países que han dado pasos para legalizar el 
aborto y aumentar su disponibilidad y su nivel de seguridad 
(véase el recuadro 3.5 y la historia de cambio titulada “La 
compasión fue un mensaje clave”).
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EL ACCESO AL ABORTO SEGURO Y LOS SERVICIOS DE PLANIFICACIÓN 
FAMILIAR EN NEPAL

Nepal representa un ejemplo de país de ingreso bajo que ha conseguido mejorar de forma significativa el acceso de las 
mujeres a la atención de la salud sexual y reproductiva, incluido el acceso al aborto seguro y legal. Es uno de los pocos países 
del mundo que ha pasado directamente en los últimos tiempos de prohibir el aborto a permitirlo a petición de la mujer.178

La reforma legislativa, que tuvo lugar en 2002, fue el primer paso de los muchos que ha dado el país.179 Posteriormente, el 
Gobierno creó un grupo de trabajo para elaborar e implementar planes para prestar de servicios de aborto seguro, que 
incluyeron la formación al respecto en los programas de estudios de Medicina y Enfermería; el establecimiento de un proceso 
sencillo para la certificación de centros, la autorización a personal con un nivel de cualificación intermedio para practicar 
abortos; el fortalecimiento de las derivaciones entre todos los servicios de atención de la salud reproductiva y las campañas 
para informar a la población sobre la reforma legal orientadas a reducir el estigma.180 En 2009 se introdujo el aborto 
farmacológico durante el primer trimestre de gestación, lo que mejoró su accesibilidad en especial para las mujeres de las 
zonas rurales. En 2015, más de la mitad de los abortos eran de este tipo.181

Estas medidas han tenido numerosos efectos de salud pública positivos, así como en la salud de las mujeres. La tasa de 
mortalidad materna se redujo de 548 decesos por cada 100.000 nacidos vivos en el año 2000 a 258 en 2015.182 En un estudio 
realizado en 2013 en diversos hospitales se muestra una tendencia significativamente descendente de las complicaciones, 
infecciones y lesiones graves.183 Se reforzaron la consejería y los servicios posaborto, lo que se tradujo en un nivel de uso de 
anticonceptivos de entre el 80,0 % y el 85,0 % de las mujeres en el período 2008–2011.184

No obstante, quedan retos importantes por afrontar. En 2014, más de la mitad de los abortos los seguían practicando 
prestadores no autorizados, a veces en condiciones de inseguras.185 En un país predominantemente rural, el acceso de las 
mujeres de zonas remotas a servicios seguros continúa representando un desafío, así como el alto nivel de desconocimiento 
entre las mujeres de la disponibilidad de abortos seguros .186 Pese a ello, la experiencia de Nepal demuestra los resultados que 
se pueden lograr en un período relativamente breve cuando un liderazgo sólido del gobierno se combina con un importante 
apoyo de los donantes y con un compromiso profundo de los grupos abocados a promover la salud de las mujeres.187

RECUADRO 3.5

Ampliación del acceso a las tecnologías de reproducción 
asistida 
La capacidad de tomar decisiones en materia reproductiva 
no se centra únicamente en la limitación de la fecundidad. 
En todo el mundo, alrededor de 1 de cada 10 parejas tienen 
problemas de esterilidad; la mayoría viven en países en 
desarrollo.188 Por ejemplo, los países de África central 
presentan tasas particularmente elevadas de infertilidad 
involuntaria (una de cada tres parejas), un problema que se 
debe, en gran medida, a infecciones del aparato reproductor. 
En esta subregión se registran también algunas de las tasas 
de fecundidad más altas del planeta, lo que da lugar a una 
paradoja.189 Además de provocar estigma social y ostracismo, 
la imposibilidad de concebir puede ser fuente de pobreza 
cuando las familias dependen de sus hijos como fuente de 
trabajo remunerado y no remunerado. Las parejas sin hijos 
también pueden tener problemas para garantizar su cuidado 
en la vejez.190 En estos contextos, las políticas y los servicios 
dirigidos a abordar los cuidados paliativos y la falta de hijos 
son muy escasos.191

En los países desarrollados, se observa un descenso en las 
tasas de fecundidad, puesto que las mujeres retrasan la 
procreación para conseguir un mayor nivel de instrucción y 
desarrollar una carrera profesional en ausencia de un apoyo 
social adecuado (licencia por maternidad, cuidado infantil) y 
de la escasa mejora en la disposición de los varones a asumir 
una proporción justa del trabajo de cuidados no remunerado.192 
La disponibilidad de tecnologías de reproducción asistida es 
cada vez mayor para algunas mujeres y parejas —incluso para 
parejas entre personas del mismo sexo— que, de otro modo, 
no podrían concebir. Los centros que ofrecen este tipo de 
tecnologías tienen, por lo general, un fin lucrativo, y los servicios 
no están cubiertos por la seguridad social, por lo que resultan 
muy onerosos. Además, no siempre se encuentran regulados, 
lo que puede implicar que no se informe a las mujeres sobre los 
riesgos de la intervención biomédica para su salud.193

Dado su costo, el acceso a estas tecnologías está fuertemente 
estratificado. En los Estados Unidos, por ejemplo, pese a que 
los índices de esterilidad son más elevados entre las mujeres 
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LA GESTACIÓN SUBROGADA: ENTRE EL EMPLEO Y LA EXPLOTACIÓN

Las personas que tienen problemas de fertilidad pueden recurrir a la fecundación in vitro con gametos de donantes o la 
gestación subrogada. Aunque algunas de estas parejas pueden encontrar una persona “donante” de gametos o una mujer 
“altruista” dispuesta a la gestación subrogada, que a menudo es una amiga o familiar, cada vez son más las que formalizan 
transacciones comerciales en las que la persona donante o la madre subrogada recibe una compensación económica. 
Esto ha favorecido la aparición de una industria transnacional que incluye agencias especializadas, intermediarios y otros 
prestadores de servicios, como personal médico y juristas.200

Los costos asociados a la gestación subrogada de carácter comercial varían considerablemente en todo el mundo. Para las 
madres subrogantes en los países de ingreso bajo, la suma implicada puede equivaler a varias veces sus ingresos medios 
anuales. Pero, además, también se han denunciado condiciones de trabajo abusivas. Estas incluyen prácticas de selección 
problemáticas y graves obstáculos al consentimiento informado (por ejemplo, contratos redactados en lenguas diferentes 
de la materna); la implantación de una cantidad excesiva de embriones; retrasos en el acceso al aborto para proteger la 
salud (e incluso salvar la vida) de la mujer; abortos coercitivos cuando los futuros progenitores cambian de opinión, así como 
el recurso rutinario al parto por cesárea para facilitar las necesidades de los aspirantes a progenitores, incluso cuando la 
intervención resulta innecesaria desde el punto de vista médico. Como resultado de estos problemas, varios países, como 
Camboya, la India, Nepal y Tailandia, han introducido recientemente regulaciones para prohibir o limitar la gestación 
subrogada comercial.201

Las complejas cuestiones jurídicas y éticas planteadas han dividido al feminismo. Hay quien sostiene que la subrogación 
comercial supone una explotación por naturaleza: la “colonización tecnológica del cuerpo de la mujer”.202 Otras personas 
afirman que las mujeres que se ofrecen para la gestación subrogada demuestran poder de acción, aunque a menudo lo 
hacen en circunstancias apremiantes. Argumentan que la gestación subrogada debería reconocerse como trabajo, y poner 
el acento en su regulación y protección. Sin embargo, según las leyes del país de que se trate, los contratos jurídicamente 
vinculantes pueden permitir que los aspirantes a progenitores obliguen a las gestantes subrogadas a “llevar a cabo” el 
embarazo y el parto de acuerdo con sus especificaciones, y pueden asimismo exponer a las mujeres a presiones de sus 
propios familiares y de otras personas, que consideran su trabajo reproductivo como una atractiva fuente de ingresos.203 

En 2018, la Relatora Especial sobre la venta y la explotación sexual de niños dejó claro que la gestación subrogada con 
fines comerciales, que conlleva la entrega de una hija o un hijo a cambio de una determinada compensación con base en 
un acuerdo vinculante, constituye una violación de las leyes internacionales de derechos humanos que prohíben la venta 
de niñas y niños, y formuló recomendaciones sobre cómo se podría abordar este asunto.204 El debate continúa abierto y el 
mercado de la gestación subrogada de carácter comercial sigue sujeto a un conjunto de normas nacionales discordantes 
que, sin duda, pueden constituir un caldo de cultivo para el abuso de las mujeres que trabajan en él.

hispanas y afroamericanas que entre las de raza blanca, 
estos grupos son también los que tienen mayor probabilidad 
de carecer de un seguro de salud que les permita acceder 
a este tipo de tratamiento.194 Si bien la mayoría de los países 
europeos proporcionan algún tipo de apoyo, tan solo 6 de 22 
países ofrecen una cobertura integral a través de los sistemas 
nacionales de seguridad social, 10 permiten a las personas 
solteras acceder a estos servicios y 7 prevén el acceso también 
para las mujeres lesbianas.195 Para las personas transgénero, 
la intervención de cambio de sexo suele provocar esterilidad, 
pero las tecnologías de preservación de la fecundidad casi no 
están disponibles.196

Las diferencias en la normativa, los costos y el acceso a 
las tecnologías de reproducción asistida han provocado la 

aparición de un nuevo fenómeno médico y social de “atención 
reproductiva transfronteriza”.197 En la India, por ejemplo, se 
estimó en 2011 que un ciclo de fecundación in vitro costaría 
alrededor de 2000 dólares de los Estados Unidos, mientras 
que su costo ascendería a 20.000 dólares en los Estados 
Unidos.198 Se observa una participación cada vez mayor de 
mujeres de países en desarrollo en contratos transnacionales 
de donación de óvulos o gestación subrogada por un costo 
muy inferior al que conlleva en países más ricos.199 El comercio 
mundial de embarazos subrogados plantea preguntas muy 
complicadas sobre los derechos de las mujeres, así como 
cuestiones éticas y reglamentarias, al tratar de buscar un 
equilibrio entre los intereses de las parejas que no pueden 
tener hijos y los derechos de las mujeres a las que se recurre 
para la gestación subrogada (véase el recuadro 3.6).

RECUADRO 3.6
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3.5	 PODER DE ACCIÓN PARA ABANDONAR UNA 
PAREJA
La posición de resguardo de una mujer en una pareja 
depende de las opciones para abandonarla. La ruptura 
mediante el divorcio o la separación no es necesariamente 
un suceso único ni sencillo, sino que puede constituir 
un proceso complicado y prolongado que provoque 
distanciamiento, aislamiento, estrés, conflicto e incluso 
violencia.205 Además, el divorcio y la separación pueden 
resultar particularmente problemáticos cuando hay niñas y 
niños de por medio.

La capacidad de una mujer para romper una pareja está 
condicionada por tres factores: el régimen jurídico de divorcio 
y la custodia de los hijos, incluido el acceso a la justicia; el nivel 
de estigma social que entrañan la separación y el divorcio y 
el acceso a diferentes tipos de recursos (véase el capítulo 4). 
Estas condiciones explican en gran medida las variaciones en 
las tasas de divorcio históricas y contemporáneas entre los 
distintos países. En la década de 1950, por ejemplo, Indonesia 
y Malasia presentaban las mayores tasas de divorcio del 
planeta. Resultaba muy sencillo conseguir el divorcio, sobre 
todo para los hombres, y los sistemas de parentesco, en gran 
medida bilaterales, permitían a las mujeres regresar a sus 
hogares de origen en caso de separación.206 En la segunda 
mitad del siglo XX se redujo el número de matrimonios 
arreglados y los divorcios en estos países, puesto que habían 
dejado de ser necesarios como vía de escape de uniones 
insatisfactorias decididas por otras personas. Sin embargo, 
en las dos últimas décadas las tasas de divorcio han 
comenzado a aumentar de nuevo en Asia sudoriental a la par 
de la tendencia mundial y, probablemente, por la creciente 
independencia económica de las mujeres.207 Asimismo, un 
conjunto de factores económicos, sociales y legales explican 
por qué los países de ingreso alto tienden a registrar mayores 
tasas de divorcio que los de ingreso más bajo (véase el 
gráfico 2.7 en el capítulo 2).

En esta sección se analiza con mayor detalle, en primer 
lugar, la influencia de las normas sociales y las leyes de 
familia sobre las opciones de las mujeres para abandonar 

una pareja y, en segundo lugar, los derechos de las mujeres 
en lo que respecta a la custodia de sus hijos.

Normas sociales, leyes y opciones de salida
El derecho legal de las mujeres a iniciar un proceso de 
divorcio en igualdad de condiciones que los hombres es una 
base muy importante para garantizar sus opciones de salida, 
aunque no siempre es suficiente para superar el estigma 
social. El divorcio legal es relativamente nuevo. Hasta finales 
del siglo XX estaba prohibido en los países con población 
católica numerosa, como Italia (1970), España (1981), la 
Argentina (1987), Irlanda (1996) y Chile (2004).208 Hoy solo 
queda un país, Filipinas, donde el divorcio no está legalizado, 
si bien actualmente se está estudiando un proyecto de ley 
para hacerlo.209 En muchos otros países, las condiciones que 
se impone a las mujeres para iniciar un divorcio son distintas 
de las que se exigen a los hombres.210 

En los países con sistemas legales plurales, el poder de 
acción de las mujeres para abandonar un matrimonio 
depende de la forma en que se casó. En Ghana, por 
ejemplo, se calcula que el 80,0 % de las parejas se 
casan con arreglo al derecho consuetudinario.211 En esas 
circunstancias, el divorcio se negocia a menudo entre las 
familias involucradas y, por lo general, las mujeres tienen 
derecho a conservar muy pocos bienes. Según la Ley de 
causas de disolución del matrimonio de Zimbabwe, los 
tribunales deben dividir de forma equitativa los bienes del 
matrimonio registrado con arreglo a la costumbre en caso 
de disolución. No obstante, dado que muchas mujeres de 
Zimbabwe están casadas según la costumbre pero sus 
matrimonios no están registrados, no pueden acceder a 
este derecho.212 Tanto la ley judía como la islámica conceden 
a los hombres un derecho unilateral al divorcio. A menudo 
las mujeres solo pueden poner fin al matrimonio con el 
consentimiento de su esposo o acudiendo a los tribunales.213 
En esos casos, es fundamental que las mujeres tengan 
acceso a la justicia a través de los Juzgados de Familia 
(véase el recuadro 3.7).
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FORMALIZACIÓN DEL DIVORCIO EN LOS TRIBUNALES RELIGIOSOS DE INDONESIA

Los tribunales religiosos de Indonesia se encargan de todos los aspectos de las leyes de familia y son la única institución 
facultada para tramitar asuntos de divorcio y resolver la custodia y la pensión alimentaria de los hijos. Estos tribunales 
atienden el 97,0 % de los casos de divorcio, la mayoría de ellos iniciados por mujeres.214 En contextos donde las tasas de 
violencia contra la pareja son elevadas, las mujeres utilizan el divorcio para escapar de un matrimonio violento, por lo que la 
accesibilidad a los juzgados de familia cobra la máxima importancia.

Los tribunales religiosos también se ocupan de la legalización de los matrimonios informales, un aspecto que no solo es muy 
importante para las mujeres sino también para los hijos. Ello les permite obtener un certificado de nacimiento donde figuran 
tanto el nombre del padre como el de la madre, lo que a su vez les permite acceder a la educación. La inscripción obligatoria 
del matrimonio y la disponibilidad generalizada de certificados de nacimiento posibilitan asimismo la aplicación de las leyes 
que regulan la edad mínima para contraer matrimonio.215

Sin embargo, las mujeres afrontan una serie de obstáculos para acceder a los tribunales, entre las que figuran el costo, la 
distancia, el idioma y la comprensión del procedimiento legal. A lo largo de la década anterior, el Gobierno implementó una 
serie de políticas para solucionar estos problemas. Las organizaciones no gubernamentales, incluido el programa PEKKA 
(Empoderamiento de las Familias Encabezadas por Mujeres), desempeñaron un papel clave.

Como resultado de la labor de promoción de PEKKA, las tasas judiciales, que anteriormente representaban en torno a 
un 122,0 % del ingreso mensual de una persona que viviera en el umbral de pobreza en Indonesia, se pueden suprimir.216 
El Gobierno presta asimismo servicios de asistencia jurídica gratuita en los tribunales de todo el país, y PEKKA ha 
proporcionado capacitación a personal parajudicial que ha ayudado a más de 125.000 personas a resolver problemas 
legales de familia, obtener documentos de identidad legales y acceder a programas de protección social.217 Además, 
PEKKA también ayuda a coordinar los tribunales móviles. Entre 2008 y 2018 se multiplicó por 18 el número de causas 
judiciales atendidas por juezas y jueces que se desplazan a las aldeas y celebran audiencias en tribunales de circuito que 
acercan eficazmente la justicia a las mujeres.218

Fruto de estas intervenciones, el acceso de las mujeres a los juzgados de familia aumentó un 132,0 % entre 2007 y 2016 
frente al 19,0 % de incremento registrado entre 1999 y 2006. De las aproximadamente 500.000 personas que interpusieron 
demandas ante los juzgados de familia en 2016, el 57,0 % no tuvieron que pagar las tasas, pudieron acceder a un tribunal de 
circuito o recibieron asesoramiento jurídico.219

RECUADRO 3.7

El primer país que introdujo el divorcio voluntario fue la 
Unión Soviética, en 1917.220 Sin embargo, no fue sino hasta 
la década de 1970 cuando esta opción se expandió y se 
introdujo la “ruptura irremediable” del matrimonio como 
causal de divorcio. Pese a que la mayoría de los países 
exigen el mutuo acuerdo de ambos cónyuges, otros han 
eliminado esta condición y han introducido el divorcio 
unilateral voluntario (por ejemplo, Australia, Nueva Zelandia, 
Fiji, y la mayoría de los países europeos y de los estados que 
integran los Estados Unidos).221 Algunos países, como el Reino 
Unido, continúan exigiendo un período de separación, lo que 
puede dejar a las mujeres atrapadas en relaciones infelices 
si sus parejas se niegan a cooperar.222 En diversos estudios se 
ha constatado que la liberalización de las leyes de divorcio, 
en particular la supresión del divorcio culposo en algunos 
países desarrollados, se ha traducido en una reducción de 
las tasas de suicidio entre las mujeres, de la cantidad de 

denuncias por violencia doméstica y del número de mujeres 
asesinadas por sus esposos.223 El divorcio voluntario simplifica 
la disolución del matrimonio y reduce el costo y los conflictos 
que conlleva, lo que reviste una gran importancia para los 
niños involucrados.224

Por lo que respecta a la separación de las parejas que 
cohabitan, a menudo se aprecia una importante laguna en 
las leyes, políticas e instituciones (consúltese la sección 3.4). 
Como resultado de ello, resulta más difícil garantizar que 
cada miembro de la pareja reciba una proporción equitativa 
de recursos y que se alcance un arreglo adecuado para el 
cuidado de los hijos.225 En Namibia, el Centro de Asistencia 
Jurídica ha propuesto reformas legales para proteger a 
las parejas, que incluirían un “deber mutuo de apoyo” con 
la posibilidad de exigir una pensión alimentaria tras el fin 
de la relación, así como el derecho a la división equitativa 
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de los bienes, teniendo en cuenta tanto las contribuciones 
remuneradas como no remuneradas al patrimonio de la 
pareja. Las reformas propuestas incluyen asimismo un 
“registro suplementario de relaciones” que permitiría a las 
parejas inscribir otros acuerdos, por ejemplo en materia 
de custodia compartida de sus hijos durante el período 
de cohabitación.226 Incluso en los casos en que las leyes lo 
prevén, a menudo resulta muy difícil obligar a los hombres 
a cumplir con sus responsabilidades para con sus parejas e 
hijos en caso de separación. Este hecho subraya la necesidad 
de garantizar el apoyo del Estado a las mujeres en este tipo 
de situaciones (véase el capítulo 4).

Los derechos de las mujeres en los 
acuerdos de custodia
Para muchas mujeres, la custodia de sus hijos es un factor 
fundamental al momento de decidir si poner fin o no a la 
pareja. Históricamente, una prerrogativa de los hombres 
sobre la tutela y la custodia legal convertía a los padres en 
la única autoridad legal sobre los asuntos personales de 
una niña o un niño, incluidos sus bienes, viajes, educación y 
matrimonio. Sin embargo, a finales del siglo XIX, una creencia 
en la superioridad materna derivó en que en muchos sistemas 
legales seculares se otorgara a las mujeres la custodia física 
de los hijos hasta que alcanzaban una determinada edad.227

Esas disposiciones relativas a la infancia siguen siendo muy 
comunes hoy en día en los países que aplican la ley islámica. 
En dichos contextos, no obstante, la madre puede ostentar la 
custodia física de sus hijos, pero la tutela suele corresponder 
al padre, incluso en casos de divorcio y separación. En la 
práctica, esto limita gravemente el poder de acción de las 
mujeres, incluida su capacidad para tomar decisiones relativas 
al cuidado de sus hijos, a la elección del lugar de residencia y al 
control de sus propias finanzas. En muchos casos, las mujeres 
sometidas a la ley islámica pierden la custodia de sus hijos si 
vuelven a casarse.228

En Australia, el Canadá, los Estados Unidos, Israel, buena 
parte de Europa y algunos países de América Latina y el 
Caribe, las disposiciones inspiradas en la creencia de la 
superioridad materna fueron sustituidas posteriormente por 
diversos tipos de leyes de custodia neutrales desde el punto 
de vista del género, que concedían a mujeres y hombres 
idéntico derecho a la custodia y corregían las políticas y 
prácticas históricas que tendían a favorecer a las madres.229 
Este enfoque neutral desde la perspectiva de género puede 
provocar que cualquiera de los progenitores obtenga la 
custodia exclusiva o, lo que es más frecuente, que ambos la 
compartan. Esta última modalidad tiende a recibir un firme 

apoyo de los grupos defensores de los derechos del padre y 
de quienes promueven los derechos de la niña y el niño, que, 
basándose en la Convención sobre los Derechos del Niño, 
hacen hincapié en la importancia de que las niñas y los niños 
mantengan un estrecho contacto con ambos progenitores. 
A pesar de que estas nuevas leyes tenían la finalidad de 
aumentar la igualdad de género, sus resultados han sido 
ambivalentes para las mujeres, las niñas y los niños.230

Los acuerdos voluntarios de custodia compartida pueden 
resultar adecuados cuando los progenitores ya compartían 
el cuidado de sus hijos y se necesita escasa intervención legal 
para alcanzar un arreglo. Sin embargo, en los casos en que el 
conflicto es grave y los progenitores no pueden consensuar, la 
custodia compartida involuntaria es el acuerdo residencial más 
dañino para las niñas y los niños que se encuentran atrapados 
en medio de ese conflicto.231 En los casos de violencia doméstica 
que los tribunales ignoran o no pueden demostrar, los acuerdos 
de custodia compartida obligan a las mujeres a permanecer en 
contacto con el agresor.

Es más, a pesar de que las políticas neutrales desde el punto 
de vista del género pueden tratar de repartir el cuidado de 
los hijos de manera más equitativa entre madres y padres, 
no se ajustan a la realidad de que quienes asumen la mayor 
parte del cuidado no remunerado de sus hijas e hijos son las 
madres. En algunos casos, los hombres reclaman la custodia 
compartida para reducir el importe de la pensión alimentaria 
que les corresponde.232

Entre 2006 y 2008, el Gobierno australiano estableció 65 
Centros de Relaciones Familiares, que ofrecen servicios de 
mediación gratuitos o de bajo costo a las parejas (casadas 
o en cohabitación) que tienen intención de separarse.233 
Se esperaba que los centros provocaran un cambio en las 
normas sociales sobre los cuidados, al alentar a los padres 
a asumir el papel tanto de cuidadores como de sostén 
económico de la familia y permitir que ambos progenitores 
albergaran una expectativa más clara y justa sobre sus 
respectivos roles.234 Las evaluaciones posteriores han 
puesto de manifiesto que los centros ayudaron a reducir 
el número de demandas interpuestas ante los juzgados de 
familia en un tercio a lo largo de un período de cinco años, 
así como el recurso a abogadas y abogados para resolver 
conflictos relacionados con la crianza de los hijos.235 Sin 
embargo, todavía persisten inquietudes relacionadas con 
la capacitación de las y los mediadores y su capacidad 
para abordar eficazmente los desequilibrios de poder entre 
mujeres y hombres y para prestar servicios adecuados desde 
el punto de vista cultural a las familias indígenas.236
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Los debates sobre las políticas relacionadas con esta 
cuestión siguen abiertos. Si bien el objetivo último es la 
crianza conjunta, las presunciones en torno a la custodia 
compartida pueden no tener los efectos deseados en 
contextos de alta desigualdad entre mujeres y hombres. 

Este es un hecho al que las personas responsables de 
la formulación de políticas, los servicios judiciales y de 
mediación deben ser extremadamente sensibles, ya que 
son quienes definen las leyes, las políticas y los servicios 
para las familias.237

3.6	 CONCLUSIONES
Las tendencias observadas en muchas partes del mundo 
indican que las mujeres tienen una voz y un poder de acción 
cada vez mayores (aunque desiguales) en sus relaciones, 
debido, en buena medida, al activismo de las mujeres y a las 
alianzas entre los gobiernos y las organizaciones feministas 
para posibilitar que estas realicen sus derechos. De hecho, 
una de las principales constataciones de este capítulo es que 
el Estado tiene un papel crucial en la protección y promoción 
de los derechos de las mujeres durante la formación y 
disolución de matrimonios y otro tipo de uniones, tanto en el 
terreno legal como a través de las políticas.

Sin embargo, queda mucho trabajo por delante, desde la 
esfera estatal hasta la de los hogares. Las tendencias que 
indican que las mujeres tienen mayor voz y poder de acción, 
reflejadas, por ejemplo, en el retraso del matrimonio y de 
la procreación, demuestran que las mujeres están tomando 
decisiones, aunque a veces estas están condicionadas por 
las circunstancias. La elección de no casarse o de tener 
menos hijas e hijos (o ninguno), por ejemplo, puede ser una 
respuesta a la falta de disposición de los hombres a asumir 
su parte del trabajo de cuidados no remunerado, o una 
estrategia de adaptación ante políticas económicas que 
dificultan la formación de una familia.

Así pues, el capítulo finaliza con dos amplios conjuntos 
de recomendaciones acerca de las leyes de familia y el 
apoyo a través de los servicios públicos. En primer lugar, 
las leyes de familia ejercen una influencia crucial sobre la 
igualdad de derechos de las mujeres en el matrimonio y 
la solidez de su posición de resguardo, aunque continúan 

siendo el campo del derecho en el que existe mayor riesgo 
de discriminación contra las mujeres. Pese a que desde 
hace varias décadas existe un acuerdo en torno a la 
necesidad de eliminar las leyes discriminatorias, es preciso 
continuar avanzando para reformar las leyes de familia 
sobre el matrimonio (incluida la edad mínima), el divorcio, 
la custodia y la herencia a fin de ajustarlas a los marcos 
de derechos humanos para la igualdad entre mujeres 
y hombres. Además, se necesita una nueva generación 
de leyes de familia que reconozcan los diversos tipos de 
uniones, incluida la cohabitación y las parejas de personas 
del mismo sexo. Con el objeto de asegurar una aplicación 
eficaz de las leyes y su acceso universal, es necesario 
aumentar la inversión en los sistemas de juzgados de 
familia y otras instituciones para ayudar a las familias a 
resolver sus problemas legales.

La segunda esfera en la que debería concentrarse la acción 
pública es la inversión en servicios públicos con perspectiva 
de género, que pueden incrementar la capacidad de las 
mujeres para negociar mayor igualdad en la pareja. Esto 
incluye la mejora del acceso de las niñas a la educación 
secundaria de calidad, dotada de planes de estudios y 
personal docente con perspectiva de género, la ampliación 
de la educación sexual integral y el acceso de madres y 
padres adolescentes a la escuela. Por último, se requieren 
inversiones en servicios de atención de la salud sexual 
y reproductiva, incluido el aborto seguro, con el objeto 
de asegurar que las mujeres puedan tomar decisiones 
informadas sobre su reproducción y acceder a tecnologías 
de reproducción asistida si lo necesitan.
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Annie Hoey entró en la sede de Together For Yes (“Unidos por el Sí”) en Dublín minutos 
antes de que se conocieran los resultados de la encuesta a pie de urna durante el 
referéndum sobre el aborto celebrado en Irlanda el 25 de mayo de 2018. Cuando escuchó 
el resultado, tuvo que sentarse. “Todo el mundo reía, gritaba, lloraba y se felicitaba”, dice 
la ex presidenta del Sindicato de Estudiantes de Irlanda y pieza clave en la campaña de 
Together For Yes. 

La ciudadanía irlandesa había votado abrumadoramente a favor de derogar la octava 
enmienda, a saber, la prohibición del aborto. Con una participación del 64,5 %, el 66,4 % 
de los votantes eligieron el sí, contra un 33,6 % que se decantó por el “no”.1 

“La campaña no estuvo liderada por un solo grupo ni dirigida a un grupo, y eso fue 
realmente importante”, señala Hoey. “Se dieron a conocer historias impactantes sobre el 
efecto de la octava enmienda en todos los ámbitos de la vida”.

Cuando crearon Together for Yes, las y los jóvenes activistas unieron sus fuerzas con las 
y los veteranos que habían luchado contra el amargo referéndum de 1983, sobre el que 
se cimentó la prohibición del aborto en Irlanda.2 Ya desde entonces, algunos activistas —
entre quienes se encontraba Ailbhe Smyth, codirectora de la campaña Together for Yes— 
habían sido denunciados públicamente por su participación.3

“La compasión fue 
un mensaje clave”
En mayo de 2018, Irlanda votó a favor de derogar 
la prohibición casi total del aborto que regía hasta 
entonces, una victoria que las y los activistas en 
favor de los derechos de las mujeres habían esperado 
durante mucho tiempo.

EL PROGRESO DE LAS MUJERES / HISTORIAS DE CAMBIO

Las personas que votaron por el “sí” celebran la declaración oficial del resultado del 
referéndum irlandés sobre la octava enmienda relativa a las leyes nacionales contra el 
aborto en el Castillo de Dublín, el 26 de mayo de 2018.

Fotografía: Getty Images/Charles McQuillan

103



104

LA VOZ DE LAS MUJERES EN LA FORMACIÓN FAMILIAR

Sin embargo, en las décadas posteriores, el panorama político 
y social irlandés cambió y sus estrictas leyes contra el aborto 
se vieron sometidas a una creciente presión internacional, 
tanto a través de una sentencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en 2010, como de las críticas formuladas 
por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer.4 

De pronto, en 2012, una odontóloga de 31 años llamada 
Savita Halappanavar falleció en un hospital de Galway tras 
denegársele un aborto durante un embarazo que no llegó a 
término por causas naturales.5 “Aquello provocó una efusión 
espontánea de tristeza y rabia”, recuerda Smyth. 

Después de aquella tragedia, una de las estrategias cruciales 
que adoptaron las y los activistas para presionar en favor de la 
derogación de las rigurosas leyes irlandesas contra el aborto 
consistió en romper el silencio y posibilitar que las personas 
afectadas contaran sus historias. 

“La vía más poderosa y convincente para ayudar a las personas a 
comprender la urgencia del tema era que escucharan a una mujer 
decir: esto es lo que me sucedió a mí”, afirma Smyth.6 En todo el 
país se pusieron en marcha una serie de proyectos de narración 
de historias —como In her Shoes, es decir, “En sus zapatos”, “En 
su lugar”—. “La compasión fue uno de nuestros mensajes clave”, 
señala Smyth. “No se trataba de si una mujer estaría dispuesta 
a abortar ni de si estaba de acuerdo con el aborto, sino de si se 
opondría al aborto de una mujer que lo necesitara”.

En opinión de Clare Daly, política irlandesa del partido 
Independents 4 Change, el tono de la campaña también 
resultó crucial. Dado que el 78,3 % de la población irlandesa 
se identifica como católica, fue muy importante ayudar 
a la ciudadanía a conciliar su religión con el deseo de 
disfrutar de derechos reproductivos. “Se trataba de generar 
solidaridad.7 Si la otra parte está gritando, nos toca ser 
racionales y compasivos. Estamos hablando de mujeres 
reales”, dice Daly.

A juicio de Jon O’Brien, presidente de Catholics for Choice, el 
resultado obtenido en Irlanda ha supuesto una inyección de 
esperanza para que otros países católicos, como la Argentina, 
luchen por conseguir derechos similares. “El hecho de que este 
país católico, la joya de la corona, pudiera votar motivado por 
la compasión, es una gran esperanza para todos los países, 
católicos y no católicos”.

“La vía más poderosa y 
convincente para ayudar a 
las personas a comprender 
la urgencia del tema era que 
escucharan a una mujer decir: 
esto es lo que me sucedió a mí”

Dos mujeres miran las anotaciones escritas en el mural en recuerdo a Savita Halappanavar. Savita Halappanavar, que se convirtió en 
símbolo de la campaña a favor del “sí”, murió a los 32 años como consecuencia de las complicaciones derivadas de una pérdida séptica de 
embarazo en Galway, en 2012.

Fotografía: Getty Images/Charles McQuillan
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Annie Hoey afirma que el éxito de la campaña de Together for 
Yes debe servir ahora como trampolín para nuevas campañas.

“Las mujeres migrantes, las personas trans, las comunidades 
rurales... hemos de asegurarnos de que toda persona que 
necesite acceder al aborto pueda hacerlo”, señala Hoey, “tanto 
en Irlanda como en el resto del mundo”.

“Se trataba de generar 
solidaridad. Si la otra parte 
está gritando, nos toca ser 
racionales y compasivos”

Fotografía: Getty Images/Charles McQuillan

Poco después del referéndum irlandés, manifestantes sostienen pancartas con el lema My Body, My Choice (“Mi cuerpo, mi decisión”) en 
Londres, frente a las cámaras del Parlamento británico, durante una campaña en favor de la libertad de elección.

Fotografía: Getty Images/ Charles McQuillan

105



106

UN INGRESO PROPIO PARA LAS MUJERES

UN INGRESO PROPIO 
PARA LAS MUJERES

4
4.1	 INTRODUCCIÓN	�  108

4.2	 POR QUÉ ES IMPORTANTE QUE LAS MUJERES TENGAN CONTROL 
SOBRE LOS RECURSOS	 � 109

4.3	 EL ACCESO DE LAS MUJERES A UN INGRESO PROPIO: 
¿UNA TENDENCIA CRECIENTE?	�  110

4.4	 ACTIVOS Y BIENES EN MANOS DE LAS MUJERES	�  122

4.5	 CONSECUENCIAS ECONÓMICAS DE LA DISOLUCIÓN DEL 
MATRIMONIO O LA PAREJA � 126

4.6	 RESPUESTAS PÚBLICAS ORIENTADAS A LOS DERECHOS DE LAS MUJERES 
Y SUS FAMILIAS� 131

4.7	 CONCLUSIONES � 135



107

CAPÍTULO 4

Para prosperar, las familias necesitan un ingreso adecuado. Sin embargo, 
las condiciones económicas predominantes y la creciente desigualdad 
ocasionan dificultades a muchas familias en contextos de baja participación 
laboral de las mujeres, baja disponibilidad de empleos de calidad, y de 
salarios insuficientes para mantener un nivel de vida decente.

0 1

El acceso a un ingreso propio a través del empleo, los bienes o la protección 
social es importante para la igualdad de las mujeres en la pareja, pues 
fortalece su poder de negociación y les permite abandonar a su pareja 
si lo necesitan.

02
El que las mujeres cuenten con recursos económicos, incluidas las madres y 
abuelas, también puede producir beneficios importantes para el bienestar, 
la salud y la educación de hijos.03
El acceso de las mujeres a un ingreso propio es muy inferior al de los 
hombres. Pese a la creciente incorporación de las mujeres al mercado 
laboral, el matrimonio y la crianza de los hijos suele obstaculizar su acceso 
al trabajo remunerado.

04

Las familias monoparentales (encabezadas en su mayoría por mujeres) 
tienen una probabilidad mucho mayor de vivir en la pobreza que las 
familias biparentales, puesto que a menudo dependen de un único ingreso y 
carecen de protección social y apoyo para el cuidado infantil.

06
Se necesitan medidas legales y normativas para garantizar el acceso 
seguro de las mujeres a los recursos y la tierra a través de regímenes 
patrimoniales equitativos entre cónyuges y leyes sucesorias igualitarias.

07

Cuando una relación termina o la pareja fallece, las mujeres, sobre todo las 
que tienen hijos pequeños, son especialmente vulnerables a la pobreza.05

La mejor forma de garantizar que todas las mujeres se vean beneficiadas 
es la implementación de sistemas de protección social con perspectiva de 
género, incluidas las prestaciones familiares y pensiones universales.08

MENSAJES CLAVE
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4.1	 INTRODUCCIÓN
En el seno de las familias, las personas comparten recursos 
(como, por ejemplo, la vivienda) y, de ese modo, protegen 
de la pobreza a quienes no perciben ingresos propios. 
Sin embargo, en muchos contextos, un único ingreso (a 
menudo reducido) es insuficiente para mantener al margen 
de la pobreza a todo un hogar. Además, en un mundo 
crecientemente monetizado y marcado por una profunda 
transformación de los riesgos sociales y los sistemas 
familiares, resulta extremadamente importante fortalecer el 
control de las mujeres sobre los recursos económicos.

Un ingreso propio puede mejorar el bienestar y los derechos 
de una mujer y amplificar su voz dentro y fuera de la familia.1 
El creciente acceso de las mujeres a los recursos en las 
últimas décadas ha desencadenado algunos cambios en 
el equilibrio de poder dentro del hogar, al darles mayor 
seguridad socioeconómica y peso en la toma de decisiones, 
y ayudarlas a proteger a la familia contra las privaciones 
económicas. Sin embargo, las mejoras en el acceso de las 
mujeres a los ingresos y la riqueza han sido desiguales 
entre los países, y también se han producido de manera 
estratificada entre los diversos grupos socioeconómicos en 
un contexto de desigualdades crecientes.2

El aumento de la presencia de las mujeres en el mercado 
de trabajo ha coincidido con un deterioro de las 
condiciones laborales y una segregación ocupacional 
generalizada, al tiempo que las mujeres continúan 
realizando una parte desproporcionada del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado.3 Incluso en países 
de ingreso alto donde el progreso socioeconómico de las 
mujeres ha sido más amplio y sostenido, las que conviven 
con un hombre todavía aportan, en general, menos de la 
mitad de los ingresos de la familia y son titulares de una 
proporción aún menor del patrimonio de esta.4

Pese a que la cobertura de la protección social ha 
aumentado desde mediados de la década de 1990 y ha 
sido impulsada por el trabajo de las Naciones Unidas sobre 
el piso de protección social, en los últimos años se observa 
un estancamiento como consecuencia de las medidas de 
austeridad.5 En todo el mundo, menos de la tercera parte 
de la población está cubierta por sistemas de seguridad 
social integrales, y la proporción de mujeres excluidas de 
ellos es mayor que la de los hombres.6 El hecho de que en la 
mayoría de los países la protección social continúe orientada 
a quienes trabajan de manera ininterrumpida y a tiempo 
completo en la economía formal dificulta la igualdad de 
acceso de las mujeres a estos sistemas.

En los diversos contextos regionales, la disolución del 
vínculo conyugal por separación, divorcio o viudez tiene 
consecuencias económicas más adversas para las mujeres 
que para los hombres. Las familias monoparentales (en su 
mayoría encabezadas por mujeres), que dependen de un 
único ingreso, afrontan importantes déficits de tiempo e 
ingresos, y mayor riesgo de pobreza en comparación con las 
familias biparentales.7

Estructura del capítulo
¿Qué características debería reunir una agenda de políticas 
que ofrezca seguridad económica y medios de vida sostenibles 
a los diversos tipos de familias y que, además, otorgue un 
lugar central a la igualdad de género? Para responder a 
esta pregunta, el capítulo comienza con una exposición de 
las razones por las que es importante que una mujer posea 
recursos propios —procedentes de ingresos por trabajo, bienes 
o derechos de protección social— con independencia de la 
estructura familiar en la que viva (véase el gráfico 4.2). A 
continuación se analizan los avances en el control de los recursos 
por parte de las mujeres en diversos contextos regionales, 
con atención especial a los ingresos obtenidos en el mercado 
laboral y a los activos productivos. Se pone de manifiesto que el 
progreso ha sido desigual según los países y dentro de ellos, y se 
identifican algunos de los obstáculos que encuentran las mujeres 
en su camino. A continuación, se examinan los regímenes 
patrimoniales y sucesorios entre cónyuges y la brecha entre 
mujeres y hombres en términos de titularidad de los recursos. 
Enseguida se analiza la disolución de la pareja, un aspecto 
que está adquiriendo una importancia creciente en muchas 
regiones y que conlleva costos económicos para las mujeres. En 
las conclusiones del capítulo se propone un marco de políticas 
orientadas al empoderamiento de las mujeres y los hombres de 
modo que sean capaces de mantener a la familia en un mundo 
cada vez más desigual e inestable, y ante los cambios que se 
están produciendo en las estructuras demográficas y familiares.

En este capítulo, los términos “familia” y “hogar” se utilizan 
indistintamente. Como se expone en los capítulos 1 y 2, la familia 
es una institución social universal cuyos miembros comparten un 
espacio definido por relaciones de parentesco, conyugalidad, y 
maternidad y paternidad, mientras que el hogar es una unidad 
de residencia formada por una o más personas que viven juntas 
y comparten algunos recursos básicos, como el alojamiento y la 
comida. Dada la limitada disponibilidad de datos comparables 
sobre los recursos de las familias, este capítulo se apoya 
principalmente en datos relativos a los hogares aunque se 
siga utilizando el término “familias”, especialmente al hacer 
referencia a las relaciones sociales de carácter íntimo.
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4.2 POR QUÉ ES IMPORTANTE QUE LAS MUJERES 
TENGAN CONTROL SOBRE LOS RECURSOS
El grado de control de las mujeres sobre los ingresos y 
recursos influye de manera significativa en su posición dentro 
de la familia y en el bienestar de las personas que dependen 
de ellas, en especial sus hijos. En esta sección se analizan en 
profundidad ambos tipos de relaciones.

Beneficios para los derechos y la seguridad 
económica de las mujeres
Como se expone en el capítulo 1, desde la perspectiva 
teórica del conflicto cooperativo, el acceso de las 
mujeres a recursos materiales propios puede mejorar su 
seguridad económica y amplificar sus voces en la toma de 
decisiones dentro del hogar.8 Esto se debe a que el hecho 
de contar con opciones fuera de la familia ofrece cierto 
grado de seguridad a las mujeres en caso de ruptura 
familiar. Las investigaciones disponibles también sugieren, 
no obstante, que el simple hecho de ganar dinero no 
basta para que las mujeres dispongan de mayor control 
sobre los recursos. Existen factores más amplios, como 
la naturaleza del trabajo remunerado y las normas de 
género que definen las “reglas de distribución” de los 
recursos en el hogar,9 que influyen en la capacidad de 
las mujeres para “convertir el ingreso en voz y poder de 
acción dentro del hogar”.10

En un análisis de los datos disponibles sobre 60 países en 
desarrollo se ofrece una visión de las dinámicas dentro del 
hogar y los efectos de los ingresos de las mujeres. Dicho 
análisis pone de manifiesto que las mujeres casadas con 
ingresos monetarios propios tienen mayor probabilidad 
que las mujeres casadas que carecen de ellos de decidir, 
ya sea solas o conjuntamente con su pareja, sobre las 
compras importantes del hogar.11 Sin embargo, pese a la 
relación positiva y significativa entre percepción de ingresos 
propios y mayor capacidad de decisión, cerca del 10 % de las 
mujeres que disponen de un ingreso propio carecen de voz 
para decidir solas o en conjunto la forma de utilizarlo.12 Este 
dato pone de relieve que el hecho de percibir un ingreso no 
se traduce automáticamente en poder de decisión dentro 
del hogar. Un estudio exhaustivo sobre un número de países 
más reducido, como se muestra más adelante, permite 
comprender mejor las dinámicas involucradas. 

De un análisis de los datos de sucesivas rondas de 
encuestas realizadas en Bangladesh durante más de 
una década (1999-2011) se desprende que el empleo está 
correlacionado positivamente con la participación de 

las mujeres en las decisiones del hogar sobre diversas 
cuestiones, como su propia atención de la salud, las 
compras familiares importantes, las visitas a sus familias 
y la salud de los hijos.13 El aumento de las oportunidades 
para obtener un ingreso propio que se ha producido en este 
contexto ha ido acompañado de otros cambios favorables 
para el poder de negociación de las mujeres en el hogar, 
como la disminución de las tasas de fecundidad, un rápido 
incremento del nivel de instrucción de las mujeres, el acceso 
a una mayor cantidad de información y la transformación 
de las normas sociales.14

En otro estudio en el que se utilizaron tanto datos 
de encuestas como entrevistas cualitativas se llegó 
a la conclusión de que es “la naturaleza del trabajo 
remunerado de las mujeres, más que el simple hecho 
de ganar dinero, la que puede provocar cambios en 
las relaciones de género”.15 Los trabajos formales o 
semiformales que ofrecen a las mujeres ingresos regulares 
y relativamente independientes con ciertas prestaciones 
sociales vinculadas al empleo son los que ofrecen un 
mayor potencial en cuanto a “la forma en que las mujeres 
se autoperciben y son vistas por los demás, así como a su 
voz y poder de acción” en el hogar.16 Cabe subrayar que 
la característica común a las diversas actividades que 
conforman la categoría de trabajo formal o semiformal es 
la regularidad de los ingresos.17 En otra investigación sobre 
el potencial de empoderamiento del trabajo remunerado 
en Bangladesh, Egipto y Ghana se muestra que las 
actividades económicas familiares, sobre todo las no 
remuneradas en parcelas y empresas familiares, son las 
que tienen menor potencial para transformar la vida de 
las mujeres, incluida la voz y el poder de acción en la toma 
de decisiones dentro del hogar.18

En un pequeño número de estudios se ha analizado la 
relación entre la titularidad de activos productivos por parte 
de las mujeres (en el caso de hogares encabezados por dos 
progenitores) y sus efectos sobre la toma de decisiones en el 
hogar. En el Ecuador, por ejemplo, donde con frecuencia las 
parejas comparten la titularidad de los principales activos, 
se constata que la proporción del patrimonio de la pareja 
que corresponde a las mujeres guarda una relación positiva 
y significativa con la probabilidad de que las decisiones del 
hogar (sobre si trabajar o no y cómo gastar los ingresos) 
se tomen de forma igualitaria. Es interesante señalar 
que, cuando el nivel de ingresos y el tipo de empleo eran 
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similares, también se observaba una asociación positiva con 
una mayor igualdad en la toma de decisiones sobre cómo 
gastar los ingresos.19 Además de las decisiones financieras, la 
evidencia obtenida en el Ecuador, Ghana y la India sugiere 
también que, cuando las mujeres son titulares de activos 
como terrenos y viviendas, tienden a disfrutar de un mayor 
grado de protección frente a la violencia en la pareja y a 
disponer de una vía de escape ante situaciones de violencia 
(véase el capítulo 6).20

Un ingreso o bienes propios también son cruciales para 
las mujeres en caso de disolución de la pareja (divorcio, 
separación o viudez). Como se expone en la sección 4.5, en 
varios países las familias monoparentales (en su mayoría 
encabezadas por mujeres) corren un riesgo de pobreza 
sustancialmente superior al de las familias biparentales.21 
Las notables diferencias en términos de pobreza de las 
familias monoparentales encabezadas por mujeres entre 
los diversos países pueden explicarse en parte por las 
diferencias en el acceso de las mujeres a los recursos, 
incluidas las tasas de empleo de las madres, los sistemas de 
licencias parentales, el diseño y el monto de las prestaciones 
familiares y las particularidades de los regímenes 
patrimoniales entre cónyuges (véase la sección 4.4). En la 
vejez es fundamental que las mujeres cuenten con ingresos 
o bienes propios para garantizar un nivel de vida adecuado, 
sobre todo para la importante proporción de mujeres que 
viven solas (véase el capítulo 2).22

Mayores recursos en manos de las 
mujeres también redundan en beneficios 
para sus hijos
Las normas de género que asignan a las mujeres la 
responsabilidad del cuidado de sus hijos también parecen 
influir en la forma en que las mujeres gastan sus ingresos. 
Así pues, más allá de sus implicaciones positivas para el 
bienestar, la dignidad y los derechos de las mujeres, el 
control de los recursos por parte de estas también conlleva 
resultados positivos para sus hijos.23 En estudios realizados en 
Bangladesh, Côte d’Ivoire, Etiopía, Ghana, Nepal y el Níger 
se encontró una asociación positiva entre los ingresos o la 
titularidad de bienes de las mujeres y el gasto en alimentación 
y educación de sus hijos.24 Las pensiones también se pueden 
“gastar mejor” si las receptoras son mujeres adultas mayores 
(en lugar de hombres adultos mayores), ya que de esa 
manera otros miembros de la familia, especialmente los 
nietos, también se benefician de ellas.25

Desde la perspectiva de las políticas públicas, la evidencia 
obtenida sobre las implicaciones positivas del control de los 
recursos por parte de las mujeres ha sido tan convincente 
que una nueva generación de programas contra la pobreza 
orientados a la infancia (basados en transferencias 
monetarias condicionadas y no condicionadas) ejecutados 
en países en desarrollo han establecido que los pagos 
deben ir expresamente dirigidos a las madres (véase una 
evaluación de las consecuencias para las mujeres en el 
recuadro 4.1 y la sección 4.6).

4.3 EL ACCESO DE LAS MUJERES A UN INGRESO 
PROPIO: ¿UNA TENDENCIA CRECIENTE?
Dados los resultados potencialmente positivos de la 
equiparación del acceso a los recursos y su control, resulta 
alentador que en algunas regiones las mujeres se vayan 
incorporando en mayor número al mercado laboral, una 
importante vía para la obtención de ingresos. El progreso, 
sin embargo, ha sido dispar, y se han registrado resultados 
variados para las mujeres. Estos dependen de los diversos 
factores que se describen a continuación, entre los que cabe 
destacar el tipo de empleo que pueden obtener y el grado 
de reparto de la responsabilidad del trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado con los varones, un tema que se 
analiza con mayor profundidad en el capítulo 5.

En primer lugar, formar parte de la población activa no significa 
necesariamente que las mujeres perciban un ingreso propio: 

pueden estar buscando trabajo sin encontrarlo (desempleadas) 
o pueden estar desempeñándose como trabajadoras familiares 
auxiliares sin remuneración directa en parcelas o empresas 
familiares. En segundo lugar, incluso si perciben una retribución 
directa, puede que sus ingresos no sean suficientes para que 
tanto ellas como sus dependientes disfruten de un nivel de 
vida adecuado. En los países en desarrollo y las economías 
emergentes, una de cada cuatro personas trabajadoras 
(mujeres y hombres) vive por debajo del umbral de pobreza 
moderada (3,10 dólares de los Estados Unidos por día en 
términos de paridad de poder adquisitivo), lo que las sitúa 
en la categoría de trabajadores pobres.26 En tercer lugar, en 
el contexto de problemas económicos como el desempleo o 
las crisis financieras, las mujeres pueden verse empujadas a 
obtener un ingreso en lugar de tomar la decisión libremente.27
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TASA DE ACTIVIDAD ENTRE LA POBLACIÓN DE 25 A 54 AÑOS, POR SEXO Y REGIÓN, 1998-2018

Fuente: Medias ponderadas calculadas por ONU Mujeres a partir de datos de la OIT (2018c) y del DAES de las Naciones Unidas (2017m).
Notas: Los datos son los más recientes disponibles en el período de referencia para 188 países. La muestra de 188 países abarca la mayor parte de la población mundial 
de 25 a 54 años en 2018.
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De manera similar, en contextos sociales donde se aplican 
normas de reclusión de las mujeres, existe una estrecha 
relación entre la pobreza de los hogares y la participación 
de las mujeres en el mercado laboral. En la India, por 
ejemplo, las mujeres de las castas inferiores y de grupos 
tribales han presentado siempre una tasa de actividad más 
alta.28 Por último, cuando el reparto de la responsabilidad 
del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado entre 
mujeres y hombres (o la infraestructura que permite ahorrar 
tiempo para reducir la carga que supone) son escasos, la 
incorporación al mercado laboral puede implicar jornadas 
de trabajo más largas para las mujeres, lo que puede resultar 
perjudicial para su salud y empeorar su situación no obstante 
sus mayores ingresos en el mercado.29

Teniendo en cuenta estas particularidades, en el gráfico 4.1 se 
ofrece un panorama general de las tasas de actividad en las 

diferentes regiones a lo largo de las dos últimas décadas. Es 
probable que en los datos expuestos se subestime la totalidad 
del trabajo remunerado de las mujeres, ya que a menudo las 
encuestas no recogen plenamente el trabajo a tiempo parcial, 
de subsistencia, temporal o en el domicilio que, por lo general, 
realizan en mayor proporción las mujeres. En contextos en 
desarrollo, el cambio más significativo se ha producido en 
América Latina y el Caribe, donde la tasa de actividad femenina 
ha aumentado en 10 puntos porcentuales (del 57,0 % al 67,0 %). 
La tasa de actividad de las mujeres también es elevada en el 
África subsahariana y ha experimentado un ligero incremento 
en este período. En Asia central y meridional se presenta un 
escenario diferente, marcado por un descenso de dos puntos 
porcentuales desde un nivel inicial que ya de por sí era bajo 
(del 36,0 % al 34,0 %). A pesar de registrar un pequeño aumento, 
la tasa de actividad más baja en 2018 (33,0 %) correspondió a la 
región de África septentrional y Asia occidental.

GRÁFICO 4.1
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LA IMPORTANCIA DEL CONTROL DE LOS 
RECURSOS POR PARTE DE LAS MUJERES
El hecho de contar con un ingreso propio fortalece el poder de negociación 
de las mujeres en la familia. Sin embargo, en todas las regiones, el acceso de 
las mujeres a un ingreso propio es menor que el de los hombres. 

OBSTÁCULOS PARA 
ACCEDER A LOS INGRESOS

112

PRINCIPALES 
FUENTES DE INGRESO

DERECHOS
DIGNIDAD
IGUALDAD

PROTECCIÓN SOCIAL
La combinación de 
sistemas de protección 
social contributivos y no 
contributivos puede reducir 
el riesgo de pobreza para las 
mujeres y sus familias.

INGRESOS LABORALES
El acceso a un trabajo 
remunerado decente es 
clave para la igualdad de 
género.

ACTIVOS
Activos como la tierra 
y la vivienda pueden 
generar ingresos y ofrecer 
seguridad en la vejez.

En muchos países, 
mujeres y hombres 
no tienen los mismos 
derechos a poseer y 
heredar activos, como 
tierras y otros bienes.

Las mujeres tienen una 
mayor probabilidad de 
dejar de trabajar cuando 
se casan y tienen hijos.

La cobertura de la 
protección social ha 
aumentado desde 
mediados de la década de 
1990, pero en los últimos 
años se ha estancado 
como consecuencia de las 
medidas de austeridad.

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres basados en datos de la OIT (2018b), LIS (varios años) y ABS (2016b).
Notas: Se utilizaron los datos relativos al año más reciente disponible para cada país, correspondientes al período 2007-2018 y para una muestra de 93 y 109 
países para el análisis mundial y regional, respectivamente. La región de Australia y Nueva Zelandia contiene información relativa exclusivamente a 
Australia. Los agregados regionales expuestos son medias ponderadas basadas en cifras de población de 25 a 54 años (hombres y mujeres, respectivamente) 
obtenidas a partir del DAES de las Naciones Unidas (2017m).

GRÁFICO 4.2
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A escala mundial, el matrimonio tiende a elevar la participación de los hombres en el 
mercado laboral, pero en el caso de las mujeres produce el efecto contrario.
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Tasa de participación en el mercado 
laboral: ¿qué diferencia suponen el 
matrimonio y los hijos?
El matrimonio y la procreación tienen efectos diferenciados 
según el género en la participación en el mercado de trabajo. 
Las mujeres disfrutan hoy de muchas más oportunidades que 
antes de la Segunda Guerra Mundial, cuando en muchos 
países desarrollados se discriminaba a las mujeres casadas 
y se les restringía o negaba el derecho al empleo, lo que 
fomentaba el modelo del varón proveedor de la familia.30 
Sin embargo, en la actualidad el empleo femenino sigue 
condicionado por las responsabilidades domésticas y de 
cuidados, una situación que no se observa entre los varones.

A nivel mundial, el matrimonio parece reducir la 
participación femenina en el mercado de trabajo, mientras 
que en el caso de los hombres tiene el efecto opuesto. 
Los datos obtenidos en una muestra de 93 países ponen 
de manifiesto que poco más de la mitad (52,1 %) de las 
mujeres de 25 a 54 años que se encuentran casadas o en 
algún tipo de unión participan en el mercado de trabajo, 
en comparación con el 65,6 % de las mujeres solteras o 
que nunca han estado casadas y el 72,6 % en el caso de las 
mujeres divorciadas o separadas (véase el gráfico 4.3). La 
tasa de actividad de los hombres registra una variación 
mucho menor según el estado civil; los hombres casados 
o en algún tipo de unión son los que presentan la mayor 
tasa de actividad, con un 96,1 %. Por lo tanto, las diferencias 
más amplias de participación en el mercado laboral 
corresponden a las personas casadas o en algún tipo de 

unión, mientras que las más reducidas (aunque siguen 
siendo importantes) se registran entre las personas solteras 
o que nunca se han casado, divorciadas, separadas o 
viudas (véase el gráfico 4.3). Por consiguiente, el matrimonio 
parece reforzar los roles tradicionales de género, mientras 
que el hecho de que una persona sea soltera, separada, 
divorciada o viuda tiende a amortiguar parcialmente esa 
diferenciación.31

La tasa de actividad de las mujeres casadas o en algún tipo 
de unión es particularmente baja en la región de Asia central 
y meridional (29,1 %) si se compara con las tasas, mucho más 
elevadas, que se observan en el África subsahariana (73,8 %), 
Europa y América del Norte (78,2 %) y América Latina y el 
Caribe (60,3 %) (véanse los gráficos 4.2 y 4.4).

El África subsahariana destaca por ser la única región donde 
las mujeres casadas o en algún tipo de unión presentan una 
tasa de actividad superior a la de las mujeres solteras o que 
nunca se han casado. Las investigaciones disponibles sobre 
este tema son limitadas, pero la mayor tasa de actividad de 
las mujeres casadas o en algún tipo de unión podría explicarse 
por la confluencia de varios factores: la presencia de niños en 
el hogar y de normas culturales que impongan a las madres 
la responsabilidad de su crianza; la posibilidad de delegar 
el cuidado de los hijos en otros miembros del hogar cuando 
este es más extendido y la posibilidad de llevárselos consigo 
a lugares de trabajo informales, como las parcelas familiares. 
En esta región, las mujeres de 25 a 54 años que están solteras 
o nunca se han casado representan también, en términos 

TASA DE ACTIVIDAD ENTRE LA POBLACIÓN DE 25 A 54 AÑOS, POR SEXO Y ESTADO CIVIL, 
DATOS MUNDIALES CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuentes: Cálculos de ONU Mujeres basados en datos de la OIT (2018b); LIS (varios años) y ABS (2016b).
Notas: Se utilizaron los datos relativos al año más reciente disponibles para cada país, correspondientes al periodo 2007-2018 y para una muestra de 93 países. Los datos 
agregados que se muestran son medias ponderadas basadas en cifras de población de 25 a 54 años obtenidas a partir del DAES de las Naciones Unidas (2017m).
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agregados, una muestra reducida y de mujeres más jóvenes del 
conjunto de mujeres, con niveles de instrucción muy superiores 
a los de las mujeres casadas. Esto implica que el hecho de no 
tener responsabilidades familiares asociadas al cuidado infantil 
les permite permanecer más tiempo en el sistema educativo y 
retrasar su incorporación al mercado de trabajo.

A escala mundial, la presencia de niños pequeños (menores 
de 6 años) en el hogar tiene un efecto atenuante similar 
sobre la tasa de actividad de las mujeres, ya que la reduce 
en 5,9 puntos porcentuales (véanse las dos primeras barras 
del gráfico 4.5). En el caso de los hombres se observa el 
efecto opuesto: su tasa de actividad aumenta en 3,4 puntos 

porcentuales con la presencia de niños menores de 6 años. Esta 
brecha indica la existencia de un sorprendente “costo laboral 
de la maternidad ”.32 Esta desigualdad de resultados obedece 
a las estrictas normas de género que consideran el cuidado 
infantil y el trabajo doméstico (cocinar, limpiar, etc.) como 
responsabilidades maternas y el sostenimiento económico del 
hogar como un deber paterno.

Sin embargo, el nivel de ingreso de un país parece marcar una 
diferencia importante. En los países de ingreso mediano y alto, 
la presencia de niños pequeños dificulta la participación de las 
mujeres en el mercado laboral y aumenta la de los hombres. 
Por el contrario, en los países de ingreso bajo la presencia de 

TASA DE ACTIVIDAD ENTRE LA POBLACIÓN DE 25 A 54 AÑOS, POR SEXO, ESTADO 
CIVIL Y REGIÓN, DATOS CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuentes: Cálculos de ONU Mujeres basados en datos de la OIT (2018b); LIS (varios años) y ABS (2016b).
Notas: Se utilizaron los datos relativos al año más reciente disponible para cada país, correspondientes al periodo 2007-2018 y para una muestra de 109 países. La 
región de Australia y Nueva Zelandia contiene información relativa exclusivamente a Australia. Las muestras de personas viudas (hombres y mujeres) en Asia oriental 
y sudoriental y en Europa y América del Norte se suprimieron debido a restricciones relativas al tamaño muestral. Las estimaciones referentes a África septentrional 
y Asia occidental deben tratarse con cautela, ya que únicamente representan el 53,7 % de la población. Las estimaciones regionales marcadas con un asterisco (*) 
están basadas en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. En todas las demás regiones, los 
agregados se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población regional. Los agregados regionales expuestos anteriormente son medias ponderadas 
basadas en cifras de población de 25 a 54 años (hombres y mujeres, respectivamente) obtenidas a partir del DAES de las Naciones Unidas (2017m).
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niños no reduce la tasa de actividad de las mujeres, lo que 
indica que en estos la pobreza puede obligar a las mujeres a 
incorporarse a la población activa o a permanecer en ella para 
ayudar a sus familias incluso cuando tienen hijos pequeños 
(véase el gráfico 4.5).

No obstante, ¿puede afirmarse que una mujer 
económicamente activa cuenta siempre con un ingreso 
propio? En las dos secciones siguientes se analiza esta 
cuestión, primero en las regiones donde la tasa de actividad 
es relativamente alta y creciente y, a continuación, en 
contextos donde esta variable ha estado marcada por el 
estancamiento o una tendencia descendente.

Altas tasas de actividad: diferentes 
escenarios
Un ingreso propio puede provenir del desempeño en el 
mercado laboral, la protección social, remesas o rentas de 
activos. La base de datos del Luxembourg Income Study (LIS) 
contiene microdatos armonizados sobre los ingresos propios 
de mujeres y hombres para cerca de 50 países (la mayoría de 
ellos de ingreso mediano y alto). Los datos sobre las fuentes de 
ingresos se basan en una definición restringida que incluye los 
ingresos obtenidos en el mercado de trabajo, las prestaciones 
de sustitución de ingresos (para bajas por enfermedad o 

accidentes laborales, prestaciones por maternidad, paternidad 
o desempleo) así como todas las pensiones (públicas y 
privadas).33 Desafortunadamente, para muchos países en 
desarrollo no existen datos comparables de este tipo.

Países de ingreso alto: todavía lejos de la igualdad
En los países de ingreso alto, la relación entre el empleo de 
una mujer y un ingreso propio es muy estrecha, dado el papel 
relativamente reducido de la agricultura, el carácter formal de 
los contratos laborales y la amplia cobertura de los sistemas 
de protección social, así como el hecho de que pocas personas 
trabajan a cambio de una remuneración en especie. En todos los 
países de ingreso alto para los que se dispone de datos (véase 
la nota final núm. 35), salvo en Finlandia, los hombres de 25 
a 54 años tienen mayor probabilidad que las mujeres de ese 
mismo grupo de edad de contar con un ingreso propio.34 Puesto 
que el porcentaje de hombres que cobran un ingreso propio es 
relativamente similar en los distintos países, la variación desde 
el punto de vista del género se explica principalmente por las 
diferencias en las tasas de actividad femenina.

Los países nórdicos, que cuentan con una larga tradición de 
apoyo al empleo de las mujeres y sistemas de transferencias 
sociales de carácter universal, presentan el mayor porcentaje 
de mujeres que perciben un ingreso propio (90,0 %), 

IMPACTO DE LA PRESENCIA DE NIÑOS MENORES DE 6 AÑOS EN EL HOGAR SOBRE LA 
PARTICIPACIÓN EN EL MERCADO LABORAL, POR SEXO Y CLASIFICACIÓN DE LOS PAÍSES 
SEGÚN NIVEL DE INGRESO, DATOS CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuente: OIT (2018a).
Notas: Los países de ingreso mediano y de ingreso bajo incluyen mujeres y hombres de 18 a 54 años. Los países de ingreso alto incluyen mujeres y hombres de 25 a 54 
años, debido a sus mayores tasas de participación en la enseñanza superior. Se estimaron modelos de regresión por mínimos cuadrados ordinarios para mujeres y 
hombres a nivel mundial y en cada grupo de ingreso. Todos los coeficientes estimados son estadísticamente significativos, excepto los referentes a las mujeres en los 
países de ingreso bajo.
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seguidos de los países de Europa continental (entre el 83,0 % 
y el 89,0 %). Australia, el Canadá, los Estados Unidos de 
América, Irlanda, y el Reino Unido, que aplican soluciones 
orientadas al mercado para conciliar la vida laboral y 
familiar, así como los países de Europa Central y Oriental, 
muestran menores porcentajes de mujeres con ingresos 
propios (entre el 73,0 % y el 84,0 % y entre el 68,0 % y el 90,0 %, 
respectivamente). La proporción de mujeres que perciben un 
ingreso propio desciende de manera notoria en los países de 
Europa Meridional (entre el 57,0 % y el 77,0 %).35

En un análisis comparativo del nivel de ingresos de las mujeres 
y sus parejas (varones) se ofrece información adicional. Para 
las mujeres de 25 a 54 años, el ingreso que aportan a la pareja 
en todos los países es menor al 50,0 %, y en la mayoría de 
ellos es muy inferior al 50,0 %. La proporción que aportan las 
mujeres alcanza su nivel máximo en los países nórdicos y es 
sustancialmente inferior en los países de Europa Meridional 
(salvo en España).36 Es interesante señalar que, en alrededor 
de la mitad de los países, la proporción que representa el 
ingreso de las mujeres sobre el de su pareja tiende a ser mayor 
en el grupo de edad de las personas mayores de 55 años (en 
comparación con el grupo de 25 a 54 años, considerado de 
máxima productividad). Esto puede deberse a que los hombres 
perciben ingresos más bajos una vez que superan la edad de 
jubilación o al aumento de los ingresos de las mujeres derivado 
de la reducción de sus responsabilidades de cuidados.

Si se establece una diferenciación entre los hogares según 
quintiles de ingreso, se aprecia que a medida que disminuye 
el ingreso del hogar se reduce también la probabilidad de que 
la mujer disponga de un ingreso propio. La diferencia entre 
quintiles resulta particularmente sorprendente en los países con 
menor proporción de mujeres que perciben un ingreso propio; 
así ocurre, por ejemplo, en países de Europa Meridional como 
Grecia, Portugal y España.37 Las diferencias entre hogares 
pertenecientes a diferentes quintiles de ingreso pueden 
interpretarse de dos maneras: la primera es que los hogares 
necesitan dos ingresos para ascender a los quintiles de ingreso 
alto; y la segunda, que las mujeres pertenecientes a los grupos 
de ingreso inferior tienen mayores dificultades para obtener un 
ingreso, sobre todo en los países con escaso apoyo a través de 
las políticas para encontrar empleo, por ejemplo, mediante la 
provisión de servicios asequibles de cuidado infantil.38

Como se ha demostrado en las investigaciones, las 
desigualdades de ingreso entre mujeres y hombres en la 
pareja reflejan diversos factores estructurales. Estos incluyen 
la mayor tendencia de las mujeres a trabajar a tiempo parcial, 
su mayor probabilidad de desempeñarse en la economía 
informal o de trabajar menos horas de forma remunerada y 
las persistentes brechas salariales de género, la segregación 

ocupacional según el género en los mercados laborales y los 
“costos económicos de la maternidad”. Todo ello se traduce en 
menores tasas de empleo y brechas salariales entre las mujeres 
con y sin hijos (costo salarial de la maternidad).39 En particular, 
las mujeres de hogares de ingreso bajo enfrentan restricciones 
específicas, sobre todo cuando el apoyo público es limitado.

América Latina y el Caribe: cierto progreso en el acceso de 
las mujeres a un ingreso propio
La economía informal tiene un peso mucho mayor en el 
mercado de trabajo de América Latina y el Caribe que en los 
países desarrollados. Asimismo, el hecho de tener un empleo 
no siempre equivale a contar con un ingreso propio, sobre 
todo entre las personas que trabajan en el sector agrícola.40 
Las normas de género continúan siendo estrictas en lo que 
respecta a los roles de las mujeres como responsables de 
los cuidados y de los varones como sostén económico de 
la familia.41 A pesar de dichas normas, uno de los mayores 
incrementos de la participación laboral de las mujeres 
producidos en las dos últimas décadas ha tenido lugar en esta 
región (véase el gráfico 4.1). Además de un sólido crecimiento 
económico, también se ha registrado una ampliación 
constante de los programas de protección social, en los que se 
ha optado por destinar recursos directamente a las mujeres.42 

Así pues, en un conjunto de países de la región, el porcentaje 
de mujeres de 15 años o más que perciben un ingreso propio 
aumentó de manera considerable, pasando de un 58,0 % 
en 2002 a un 71,0 % en 2014; en ese mismo período, el 
porcentaje solamente experimentó un modesto incremento 
de 4 puntos porcentuales en el caso de los hombres.43 Entre las 
mujeres situadas en el tramo de edad de máxima fecundidad 
(de 25 a 34 años), la proporción de las que no perciben un 
ingreso propio se redujo en cerca de 14 puntos porcentuales.44 
Esto puede deberse, en parte, a la difusión de programas de 
transferencias monetarias condicionadas para las madres 
de familias de bajos ingresos. La expansión de las pensiones 
sociales no contributivas también ha ayudado a mejorar 
notablemente el acceso a un ingreso personal de las mujeres 
de 60 años o más, entre las que la proporción de aquellas 
que no perciben un ingreso propio cayó del 32,0 % al 18,0 % 
entre 2002 y 2014.45 Sin embargo, el monto de las prestaciones 
suele ser bajo y las transferencias de protección social dirigidas 
a mujeres no han tenido efectos directos significativos sobre las 
dinámicas del hogar; incluso en algunos casos pueden haber 
tenido consecuencias no deseadas (véase el recuadro 4.1).

Las mujeres de los quintiles de ingreso más bajo continúan 
teniendo una probabilidad muy inferior de contar con un ingreso 
propio que las pertenecientes a los grupos de mayores ingresos, 
a pesar de la difusión de los regímenes de asistencia social (tanto 
transferencias monetarias por hijos como pensiones sociales). 
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Además, la combinación de un sólido crecimiento económico 
y las innovaciones en la esfera social no ha sido suficiente 
para superar las múltiples y profundas desigualdades que 
caracterizan la región. Pese a que la pobreza se redujo en 
casi 16 puntos porcentuales entre 2002 y 2014, las mujeres no 
se beneficiaron de ello tanto como los hombres. De hecho, el 
porcentaje de mujeres de 20 a 59 años que viven en hogares 
pobres aumentó en relación con la proporción de hombres 
pertenecientes al mismo grupo de edad.46

Aunque no existe una explicación concluyente para esta 
constatación, las tasas de empleo persistentemente inferiores 
entre las mujeres de hogares desfavorecidos en comparación 
con sus homólogos varones, el monto relativamente modesto 
de las prestaciones sociales que llegan a las mujeres pobres 
y, sobre todo, la profunda transformación de las dinámicas 

familiares pueden ser factores que contribuyan en parte a 
ello. En esta región, los hogares monoparentales encabezados 
por mujeres constituyen una parte considerable del total 
de hogares en comparación con otras regiones (véase el 
capítulo 2). Resulta particularmente significativo que, entre 2002 
y 2014, el porcentaje de hogares monoparentales encabezados 
por mujeres del quintil de ingreso más pobre (quintil 1) haya 
aumentado a mayor ritmo que la proporción de esos mismos 
hogares en el quintil más rico (quintil 5). Durante dicho período, 
el riesgo de pobreza relativo de los hogares monoparentales 
encabezados por mujeres frente a otros tipos de hogares, de 
por sí elevado, se agudizó aún más. La combinación de estos 
factores puede explicar parte de los motivos por los que los 
hogares donde viven mujeres se han beneficiado en menor 
medida de la reducción de la pobreza que los hogares donde 
viven hombres.47

EFECTOS DE LOS PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS MONETARIAS SOBRE EL PODER 
DE DECISIÓN DE LAS MUJERES EN EL HOGAR

Los programas de transferencias monetarias tienen implicaciones heterogéneas para la voz de las mujeres en el hogar. Estos 
pueden contribuir al empoderamiento de las mujeres, al incrementar su influencia sobre las decisiones de gasto del hogar 
y mejorar su poder de negociación en las relaciones interpersonales.48 En un estudio realizado en el Uruguay, por ejemplo, 
se llegó a la conclusión de que las mujeres que vivían en hogares biparentales tenían una probabilidad significativamente 
mayor de tomar las decisiones relativas al gasto en alimentación luego de reunir los requisitos para las transferencias.49 En 
Zambia, en un estudio sobre el programa de subsidios para la infancia se constataron incrementos modestos en el poder 
de toma de decisiones de las mujeres en cinco ámbitos: la escolarización de los hijos, los ingresos propios, los ingresos de la 
pareja, las prendas de vestir de los niños y las visitas familiares.50

Sin embargo, otros estudios han puesto de manifiesto que las condiciones punitivas o paternalistas que pueden imponerse para 
el cobro de las prestaciones monetarias pueden limitar el poder de decisión de las mujeres. Por ejemplo, la cancelación de las 
prestaciones si las mujeres incumplen las condiciones fijadas, junto con el asesoramiento proporcionado en los talleres de los 
programas (que se puede interpretar como un requisito adicional), puede limitar las posibilidades de las mujeres para gastar los 
fondos obtenidos como estimen conveniente.51 Las presiones implícitas en relación con los patrones de gasto se han denominado 
“condicionalidades extraoficiales”.52

Asimismo, las transferencias monetarias por sí solas pueden ser insuficientes para transformar las dinámicas de poder en el 
hogar. Por ejemplo, en un estudio llevado a cabo en México se constató que en torno al 40,0 % de los cónyuges varones de 
las beneficiarias admitían que compartían menos dinero con sus esposas desde la inscripción de estas en el programa. Por 
lo tanto, este ha sido criticado por reforzar las desigualdades de género en el hogar, al posibilitar que los esposos dispongan 
de mayor cantidad de tiempo y dinero y, al mismo tiempo, incrementar las responsabilidades domésticas de las mujeres 
mediante la imposición de condiciones.53 En el Nepal rural, en un estudio se constató que los efectos de empoderamiento 
de las transferencias monetarias se veían limitados por las relaciones de poder intergeneracionales. A algunas nueras que 
recibían este tipo de transferencias se las acusaba de ganar dinero en secreto, o sus suegras, como “custodias financieras” 
del hogar, se quedaban con parte de sus fondos.54

Por consiguiente, las transferencias monetarias deben ir acompañadas de un apoyo social significativo para ejercer un 
efecto positivo en la posición de las mujeres en el hogar.55 Asimismo, es posible que las transferencias monetarias consigan 
maximizar su impacto sobre el poder de decisión de las mujeres a más largo plazo; en un estudio realizado en Sudáfrica se 
sugiere que el aumento del poder de negociación de las mujeres es un proceso que requiere mucho tiempo, puesto que exige 
transformar roles de género profundamente arraigados.56

RECUADRO 4.1
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La ralentización económica posterior a 2014 ha planteado 
desafíos adicionales, entre ellos, las tasas de desempleo 
relativamente elevadas.57 Entretanto, algunos gobiernos han 
instrumentado medidas fiscales que afectan de manera 
desproporcionada y negativa a las mujeres.58 En el Brasil, 
por ejemplo, la enmienda constitucional de 2016 impuso una 
drástica medida de austeridad a largo plazo que podría 
reducir el gasto social del 19,8 % del producto interno bruto 
en 2017 al 12,4 % en 2037, lo que pone en peligro los avances 
sociales de las décadas anteriores y afecta de manera 
especial la salud, la educación y la seguridad social.59 
Dadas sus amplias obligaciones familiares y la mayor 
precariedad de sus condiciones de trabajo, es probable 
que las mujeres (y, en particular, las afrobrasileñas) se vean 
desproporcionadamente afectadas por esta decisión.60 De 
igual modo, la propuesta de presupuesto para 2019 en la 
Argentina incluye reducciones en una serie de partidas de 
especial importancia para las mujeres, como una reducción 
del 83,0 % (con respecto a 2018) en el presupuesto asignado 
a determinados servicios de cuidado de niños menores de 4 
años, incluidos programas de nutrición y salud.61

África subsahariana: alta participación laboral de las 
mujeres, pero con una elevada proporción de trabajo no 
remunerado 
En el África subsahariana, la tasa de actividad femenina 
también es relativamente alta: alcanzó el 76,0 % en 2018 
(véase el gráfico 4.1), lo que refleja en gran medida la 
importancia que sigue teniendo en la región la agricultura 
y el papel que desempeñan en ella las mujeres, sobre todo 
en Kenya, Malawi, la República Unida de Tanzanía, Rwanda, 
Uganda y Zambia.62 Sin embargo, al igual que en América 
Latina y el Caribe, las mujeres de los quintiles de ingreso 
más bajo manifiestan que tienen mayores dificultades que 
las de los quintiles más ricos para acceder a un ingreso. Esto 
concuerda con la mayor dependencia de las mujeres de los 
quintiles más pobres con respecto al trabajo no remunerado 
en parcelas y empresas familiares. De hecho, cerca del 70,0 % 
del total de personas que trabajan en este tipo de actividades 
en el África subsahariana son mujeres, lo que significa que no 
perciben una remuneración directa por su labor.63

Pese a que cada vez son más las mujeres que participan 
en actividades generadoras de ingresos fuera de la 
agricultura, a menudo lo hacen bajo coacción. Puesto 
que los ingresos de los hombres derivados de los cultivos 
han disminuido en muchos países debido al déficit de 

infraestructura, al aumento de los costos de los insumos y 
al cambio climático, la búsqueda de fuentes de ingresos 
alternativas se ha intensificado.64 De ese modo, además de 
las responsabilidades domésticas y el trabajo agrícola, las 
mujeres han emprendido diversas actividades por cuenta 
propia, desde la fabricación de cerveza a la costura y el 
comercio de pequeña escala, que requieren escaso capital 
pero ofrecen baja rentabilidad.65 El creciente número de 
mujeres que tratan de obtener un ingreso monetario ha 
trastocado las jerarquías generacionales y de género.66 En 
investigaciones efectuadas en Kenya y la República Unida 
de Tanzanía se sugiere que los ingresos que obtienen 
las mujeres en las actividades no agrícolas, pese a ser 
escasos, permanecen bajo su control. Esto ha ocasionado 
conflictos conyugales, e incluso violencia doméstica, 
derivados del cuestionamiento de las normas sociales, que 
conlleva que los varones pierdan su papel tradicional de 
único sostén económico del hogar.67

Sin embargo, pese a los intentos de las mujeres por 
diversificar sus medios de vida más allá de la agricultura, 
el empleo en este sector continúa feminizado en muchos 
países.68 En algunos casos, los hombres migran para buscar 
trabajo en zonas urbanas y dejan a las mujeres a cargo de 
la parcela familiar. Las mujeres que se quedan, no obstante, 
pueden gozar de mayor poder de acción que lo que 
habitualmente se cree (véase el recuadro 4.2).

A pesar de la importancia de la agricultura para los 
medios de vida de las mujeres, por ejemplo en la República 
Unida de Tanzanía, las mujeres han experimentado a 
menudo la usurpación de sus derechos de usufructo. Por 
ejemplo, al divorciarse, enviudar o cuando sus esposos 
venden las tierras familiares a inversionistas extranjeros y 
locales, como los agricultores a gran escala, las empresas 
dedicadas a la caza y los hoteles turísticos, no permiten 
que las mujeres participen en el proceso de decisión ni 
comparten las ganancias con ellas.69 De manera similar, 
en una investigación realizada en Malawi se muestra que, 
cuando muere un hombre, su familia puede hacerse con 
los bienes que este deja o reclamar derechos de uso sobre 
ellas, de modo que la viuda y sus hijos quedan despojados 
de bienes y obligados a abandonar su residencia y la aldea 
en la que vivieron durante su matrimonio.70 La desigualdad 
de derechos sobre la tierra entre mujeres y hombres, que es 
la base de las desigualdades de género en esta región, se 
analiza con mayor profundidad en la sección 4.4.
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¿“ESPOSAS QUE SE QUEDARON” O MUJERES QUE ELIGEN SER AUTÓNOMAS?

A menudo se piensa que las mujeres de medios rurales casadas con hombres que migran a zonas urbanas “se quedan”. Sin 
embargo, la idea de que las mujeres no tienen otra opción que permanecer en la parcela ha sido rebatida por la antropóloga 
Caroline Archambault, que entrevistó a mujeres (en su mayoría mayores de 50 años) en las montañas de Pare, una zona 
elevada y húmeda del nordeste de la República Unida de Tanzanía, donde estas con frecuencia eligen quedarse en su lugar 
de residencia junto con sus hijos.71 La autora descubrió que las mujeres que permanecían en zonas rurales tras la migración 
de sus esposos a zonas urbanas consideraban que su situación era “parte de una estrategia más amplia consistente en 
vivir una vida productiva y doméstica plena y cumplir con sus obligaciones culturales”. Ello permitía a algunas sentirse más 
autosuficientes e independientes que si se trasladaran a la ciudad con sus esposos.72

Ciertas mujeres pensaban que el hecho de permanecer en el ámbito rural en el que vivían les permitía disponer de mayores 
oportunidades de autonomía económica y poder en la toma de decisiones financieras —incluidos el acceso a la tierra y el 
control de los recursos productivos— que si tuvieran que vivir con sus esposos. También les permitía mantenerse cerca de sus 
familias y amistades, además de aumentar su sentimiento de pertenencia al lugar que consideraban su casa. Muchas creían 
también que, al permanecer en sus hogares rurales, podían seguir accediendo a la infraestructura y los recursos (como 
alimentos, agua, atención de la salud y educación). En consecuencia, como sostiene Archambault, suponer que estas mujeres 
simplemente fueron dejadas “enmascara la medida en que el hecho de quedarse [en sus parcelas] puede ser parte de una 
estrategia de empoderamiento que ofrece a estas agricultoras un nivel de autonomía económica y bienestar social del que 
no disfrutarían necesariamente en otro lugar”.73

RECUADRO 4.2

Reducción y estancamiento del acceso de 
las mujeres a los recursos
En algunos contextos, las mujeres han experimentado un 
estancamiento o incluso una disminución de su capacidad para 
obtener ingresos propios, debido a las condiciones adversas 
del mercado laboral o a los severos recortes de las medidas 
de conciliación del trabajo con la vida familiar. Tanto en China 
como en la India se ha producido un descenso de las tasas de 
participación laboral de las mujeres en contextos de tasas de 
crecimiento económico asombrosas, aunque en condiciones 
socioeconómicas muy diferentes en cada uno de estos países.

Asia oriental y meridional: altas tasas de crecimiento, pero 
las mujeres se quedan atrás
Históricamente, las tasas de actividad de las mujeres chinas se 
encontraban entre las mayores del mundo, al tiempo que la 
brecha salarial de género era muy reducida en comparación 
con las observadas a escala internacional.74 Sin embargo, en 
los últimos tiempos, China ha sufrido un deterioro acelerado 
de la situación de las mujeres en el mercado de trabajo. En 
un período de 20 años, entre 1990 y 2010, la brecha laboral 
de género aumentó de 13,7 a 20,3 puntos porcentuales.75 
También se amplió la brecha de género en los ingresos, pese 
a la tendencia al alza de los salarios en términos absolutos 
tanto en el caso de las mujeres como de los hombres.76 El 
desmantelamiento por parte del Estado de los servicios de 
bienestar en el lugar de trabajo (danwei) agravó la carga 
de trabajo doméstico y de cuidados que las mujeres deben 
conciliar con el empleo. Al mismo tiempo, la reaparición de las 

normas sociales patriarcales impuso otras limitaciones a las 
opciones laborales de las mujeres durante la reestructuración 
de las empresas estatales, lo que se tradujo en despidos 
masivos.77 Parece que las mujeres urbanas en hogares de 
ingreso bajo, que fueron las más perjudicadas en la década 
de 1990 y principios de la década de 2000, se encuentran 
en una situación más favorable en la actualidad; su tasa de 
actividad ha vuelto a aumentar desde 2003.78

La caída de la tasa de actividad de las mujeres de 25 a 54 años 
en la India ha sido una de las más importantes del planeta 
durante el período 1997-2018 (con una pérdida de 6,9 puntos 
porcentuales).79 El problema presenta diferentes características 
según la geografía: la participación laboral de las mujeres se 
ha estancado en las zonas urbanas desde finales de la década 
de 198080, mientras que en las zonas rurales el descenso se ha 
concentrado entre las mujeres casadas más jóvenes (de 25 a 40 
años). Una posible explicación es que los ingresos familiares 
se han estabilizado, pues los hombres han pasado de trabajos 
precarios a ganar un salario periódico, lo que ha alentado a 
las mujeres a abandonar el empleo.81 Dada la baja calidad 
del trabajo remunerado disponible para las mujeres, que 
a menudo dedican además muchas horas a arduas tareas 
domésticas, no se puede descartar que cierta mejora en los 
niveles de ingreso de los hogares haya aliviado la presión sobre 
las mujeres para buscar un empleo.82 Asimismo, las mujeres 
de medios rurales casadas de entre 25 y 40 años tienen mayor 
probabilidad de tener hijos en edad escolar; si se tiene en 
cuenta el creciente número de niñas que asisten a la escuela 
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TRANSFORMAR NORMAS SOCIALES EN TORNO AL TRABAJO REMUNERADO DE LAS 
MUJERES EN BANGLADESH

Los intentos de las mujeres por obtener un trabajo remunerado, en particular un empleo asalariado fuera del hogar, generan 
una gran resistencia por parte de sus cónyuges en algunas partes del mundo y pueden ser un detonante de violencia en la 
pareja. ¿Cómo consiguieron entonces las mujeres de Bangladesh trabajar en las fábricas de ropa de exportación, habida 
cuenta de las férreas normas sociales imperantes?

Las entrevistas realizadas a la primera oleada de mujeres que se incorporaron a esas fábricas en la década de 1980, una 
época en la que las mujeres no solían trabajar en factorías, revelaron que, aunque algunas mujeres aceptaron esos empleos 
en contra de los deseos de sus esposos, en la mayoría de los casos lo hicieron a raíz de que estos habían demostrado que 
no se podía contar con ellos para garantizar el sostenimiento económico de la familia. La mayoría de aquellas mujeres, no 
obstante, adoptaron estrategias prácticas y discursivas para superar la resistencia de sus cónyuges. Dada la naturaleza 
íntima del matrimonio, las mujeres entendían los temores y la ansiedad que subyacían a aquella resistencia, y lograron 
utilizar eficazmente esa comprensión en sus estrategias. 

En primer lugar, las mujeres justificaron su deseo de trabajar expresando que compartían la preocupación de sus esposos 
por el bienestar del hogar y, en particular, por ofrecer un futuro mejor a sus hijos. Como padres y guardianes del bienestar de 
la familia, a los hombres les resultó difícil contradecir estos argumentos.

En segundo lugar, las mujeres intentaron combatir las implicaciones sociales negativas de su presencia pública asegurando a 
sus esposos que no se había vulnerado la purdah, ya que su comportamiento fuera del hogar era irreprochable: jamás “perdían 
el tiempo” con otras personas después del trabajo y siempre realizaban el trayecto de ida y vuelta a las fábricas con actitud 
modesta, mirando al suelo y jamás a derecha o izquierda. De hecho, llevaban la purdah con ellas adondequiera que fueran.

Además, muchas de las mujeres adoptaron medidas para garantizar que su trabajo no afectara sus responsabilidades 
domésticas (y el confort de los hombres en el hogar). Algunas delegaron esas responsabilidades en otras mujeres de la 
familia, mientras que otras realizaban las tareas domésticas por la mañana, antes de marcharse a trabajar, o por la tarde, 
cuando regresaban, así como durante los días de descanso semanal.

Dicho de otro modo, el principal pilar de las estrategias de las mujeres fue convencer a sus esposos de que su incorporación 
a un empleo fabril no perturbaría en modo alguno sus relaciones dentro del hogar. Algo que en realidad, por supuesto, sí 
ocurría. Las mujeres no se convirtieron en “insubordinadas” como temían sus esposos, pero ambas partes reconocieron el 
valor de la contribución financiera de las mujeres. Todo ello se tradujo en un cambio radical, aunque a veces no reconocido, 
en el equilibrio de poder dentro del hogar.88

RECUADRO 4.3

secundaria, las mujeres tienen una menor probabilidad de 
contar con la ayuda de sus hijas en el trabajo doméstico no 
remunerado, por lo que aumenta su probabilidad de renunciar 
a un empleo remunerado.83

Resulta preocupante que tan solo una fracción de las 
mujeres de 15 a 49 años de la India —un 26,0 % de acuerdo 
con la Encuesta de Demografía y Salud , un 17,0 % según la 
Organización Nacional de Encuestas por Muestreo84— perciban 
un salario o ingreso propio. En la práctica, esto significa que la 
gran mayoría de las mujeres dependen económicamente de 
sus esposos, padres, familiares políticos y otros miembros de la 
familia extensa.85 Las mujeres casadas o que viven en pareja y 
pertenecen a los quintiles más pobres tienen una probabilidad 1,7 
veces mayor de declarar que perciben ingresos monetarios que 
las pertenecientes a los quintiles más altos; esto es un indicio de 
la venta de urgencia de mano de obra en el país.86 Las mujeres 

más pobres, que a menudo provienen de hogares sin tierra, 
pueden verse obligadas a realizar trabajos mal remunerados 
para mantener a la familia. Por el contrario, las mujeres de los 
quintiles de ingreso más alto se enfrentan a normas culturales 
que desincentivan su participación laboral. No obstante, esas 
normas no son inamovibles y pueden negociarse dentro 
del hogar cuando surgen oportunidades de empleo, como 
demuestra una investigación cualitativa realizada en el vecino 
Bangladesh (véase el recuadro 4.3).

Niveles de actividad persistentemente bajos en África 
septentrional y Asia occidental
Pese a los notables avances registrados en el nivel de 
instrucción de las mujeres y la rápida caída de la fecundidad, 
la proporción de mujeres entre la fuerza laboral de África 
septentrional y Asia occidental apenas ha cambiado desde la 
década de 1990, lo que ha dado lugar a una paradoja.87
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Este estancamiento puede explicarse en parte por la adversa 
evolución de la demanda. El empleo público, principal fuente 
de trabajo para las mujeres con estudios en esta región, ha 
disminuido sin verse compensado por un aumento proporcional 
de las oportunidades laborales en el sector privado, sobre todo 
en servicios atractivos para las mujeres.89 Dado que ni el trabajo 
en la economía informal ni el empleo por cuenta propia ha 
constituido una opción viable para las mujeres con estudios, las 
principales respuestas han sido el desempleo y la inactividad.

Otra explicación atribuye las bajas tasas de actividad de las 
mujeres a normas de género conservadoras, especialmente 
en el contexto del matrimonio y los cuidados. Por ejemplo, 
las mujeres que se van a casar tienen mayor probabilidad 
de abandonar el empleo remunerado; esta probabilidad 
alcanza su máximo el año de la boda en Túnez, y el año 
anterior a la boda en Egipto y Jordania. Asimismo, las 
mujeres casadas desempleadas (que han sido parte del 
mercado laboral) tienen una probabilidad mucho menor de 
volver a trabajar que sus homólogas solteras.90 La asignación 
de responsabilidades de cuidados no remunerados a las 
mujeres y la escasez de servicios accesibles y asequibles 
también contribuyen a la baja tasa de actividad femenina. 
En Argelia, por ejemplo, el 72,0 % de las mujeres habían 
completado el primer ciclo de la enseñanza secundaria (o 
un nivel de instrucción superior) en 2012-2013.91 Sin embargo, 
ese mismo año, las tasas de actividad de las mujeres seguían 
encontrándose entre las más bajas del mundo (18,2 %).92 

Esto se debe en parte a la asignación de la responsabilidad 
principal de los cuidados a las mujeres en un contexto en el 
que, además, el apoyo público es inadecuado. De hecho, los 
últimos datos disponibles (correspondientes a 2012) indican 
que, en esta región, las mujeres dedican en promedio seis 
veces más tiempo al trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado que los hombres.93

En términos generales, pese a que las familias siguen siendo 
un espacio donde los recursos se comparten de manera 
solidaria, contar con un ingreso propio puede ser crucial para 
el bienestar y el poder de decisión de una mujer en el hogar. 
El grado de incorporación de las mujeres al mercado laboral 
varía de forma considerable según los países y muestra 
una importante estratificación. Un factor determinante en 
todos los casos es la creencia o construcción social de que 
los cuidados y el trabajo doméstico son la responsabilidad 
primordial de las mujeres, especialmente cuando viven en 
pareja y tienen hijos pequeños. Otro elemento fundamental es 
la presencia de políticas orientadas a distribuir este trabajo. 
El hecho de disponer de un ingreso propio, ya sea a través 
del empleo remunerado o de prestaciones de protección 
social, no se traduce automáticamente en empoderamiento; 
este depende, en gran medida, de la naturaleza del trabajo 
o de la transferencia recibida, sobre todo de su regularidad 
y fiabilidad, de las dinámicas del hogar y de la fluidez de las 
normas sociales que regulan los derechos y responsabilidades 
de mujeres y hombres en el seno de la familia.

4.4 	ACTIVOS Y BIENES EN MANOS DE LAS MUJERES
Los flujos de ingresos de las mujeres (y los hombres) ofrecen un 
panorama de la situación de privación (o prosperidad) en un 
momento determinado y de su potencial de empoderamiento 
en el hogar. Sin embargo, esa instantánea brinda escasa 
información sobre la evolución de la situación de las mujeres 
a lo largo del tiempo y la medida en que pueden protegerse 
ante una posible crisis repentina (la pérdida de empleo, una 
enfermedad, etc.). Un creciente número de especialistas se ha 
dedicado, por lo tanto, a estudiar los activos como recursos 
financieros, humanos, naturales o sociales que reflejan las 
desigualdades económicas que se han ido creando entre 
mujeres y hombres.94

El control de los recursos por parte de las mujeres reviste una 
importancia especial para este capítulo, puesto que indica 
el nivel de su poder de acción en sus relaciones familiares 
—y, en particular, en el matrimonio o la pareja— y afecta 
asimismo su poder de negociación tanto dentro como fuera 
del hogar.95 El control de los activos por parte de las mujeres 

también influye considerablemente en la situación en la que 
quedarán en caso de disolución del matrimonio o la pareja, 
ya sea como consecuencia de una separación, un divorcio 
o el fallecimiento del cónyuge.96 Un análisis de la titularidad 
de los activos en manos de las mujeres debe prestar 
necesariamente atención a los derechos de propiedad 
y a cómo estos se ven afectados por el matrimonio o la 
cohabitación, un aspecto de importancia histórica y que 
todavía sigue vigente.

Reglas (o leyes) del juego: regímenes 
patrimoniales y sucesorios entre cónyuges 
La capacidad de las mujeres para acumular riqueza depende 
en gran medida del régimen patrimonial entre cónyuges, es 
decir, las reglas específicas que rigen la titularidad de bienes y 
su gestión en el el matrimonio (o la unión) y tras su disolución. 
Está claro que el régimen sucesorio —las normas que regulan 
las voluntades o testamentos y lo que ocurre si una persona 
fallece sin dejar testamento— también es muy importante.97 
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Los regímenes jurídicos relativos tanto al matrimonio como a la 
herencia varían entre países. Esta diversidad refleja, en líneas 
generales, los diferentes regímenes legales derivados de las 
tradiciones romana, islámica y del common law, entre otras.98 
Como se explica en el capítulo 3, en la práctica, el asunto es 
aún más complicado, puesto que en muchas partes del mundo 
el Estado no es la única fuente del derecho. En muchas zonas 
de África y Asia, el derecho consuetudinario convive con el civil. 
Además, los sistemas legales también pueden variar entre los 
distintos grupos religiosos y étnicos, y en los sistemas federales 
pueden existir diferencias notables entre estados.99

Los regímenes patrimoniales entre cónyuges pueden 
dividirse en tres grandes categorías: plena comunidad 
de bienes, comunidad parcial de bienes y separación de 
bienes.100 Lo que distingue a cada uno de ellos es la forma 
en que se tratan los ingresos y bienes adquiridos antes del 
matrimonio y a lo largo de él. En los regímenes de plena 
comunidad, todos los bienes se ponen en común, con 
independencia de si se adquirieron antes del matrimonio o 
a lo largo de este. En los regímenes de comunidad parcial, 
cada persona conserva los bienes que poseía cuando se 
casó, pero los adquiridos durante el matrimonio se ponen 
en común (con independencia de quién los haya obtenido). 
Por el contrario, en los regímenes de separación de bienes, 
todos los bienes se consideran de titularidad individual; en 
este caso, cuando se disuelve el matrimonio, por divorcio o 
fallecimiento, no hay bienes comunes que distribuir.

Un hito importante en la consolidación de los derechos de 
las mujeres casadas a la propiedad fue la entrada en vigor 
de la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer (CEDAW) en 1981. La 
Convención subraya que las mujeres deben tener “iguales 
derechos para firmar contratos y administrar bienes” 
(artículo 15) y que ambos cónyuges deben tener idénticos 
derechos “en materia de propiedad, compras, gestión, 
administración, goce y disposición de los bienes” (artículo 16). 
La CEDAW ha tenido consecuencias profundas en todo el 
mundo en la distribución de los bienes en casos de separación 
y divorcio. En América Latina, en particular, la mayoría de 
los países han reformado sus códigos civiles y de familia con 
el fin de que las parejas tengan idéntica responsabilidad 
en la gestión de sus bienes en común, aunque a menudo 
la igualdad legal y la acumulación y administración de los 
bienes en la práctica discrepan.101 De igual modo, en África 
muchos países han aprobado leyes que protegen los derechos 
de propiedad de las mujeres pero, como se ha señalado, las 
leyes estatutarias coexisten a menudo con múltiples sistemas 
y prácticas consuetudinarias de gran fluidez, que pueden 
utilizarse en perjuicio de las mujeres.102

En 2017, los dos regímenes patrimoniales entre cónyuges 
predeterminados más comunes en todo el mundo eran la 

comunidad y la separación de bienes. Existían regímenes 
de comunidad de bienes (incluidas sus diferentes variantes: 
comunidad plena o parcial, y comunidad plena o parcial 
diferidas) en algo más de la mitad de los países (51,3 %), 
mientras que en cuatro de cada diez países (39,7 %) se 
aplicaba la separación de bienes. También se observaban 
en un menor número de países (6,4 %) otros regímenes 
patrimoniales entre cónyuges, incluidos los que se rigen por 
costumbres no escritas, e incluso en un 2,7 % de los países 
no se aplicaba ningún régimen predeterminado; ahí la ley 
exige a los cónyuges optar por el régimen patrimonial de su 
elección (de entre las opciones establecidas en la legislación) 
antes de casarse o en el momento de contraer matrimonio.103 
La comunidad de bienes era el régimen patrimonial más 
habitual en la región de Europa y América del Norte (en 
el 88,4 % de los países de la región), seguida por América 
Latina y el Caribe (60,6 %), Asia oriental y sudoriental (47,1 %) 
y el África subsahariana (44,7 %). Por el contrario, el régimen 
predominante en África septentrional y Asia occidental, así 
como en Asia central y meridional, era la separación de bienes 
(en el 79,2 % y el 61,5 % de los países, respectivamente).104

Mediante el reconocimiento de la contribución de las mujeres 
a la acumulación y adquisición de bienes conyugales a 
través del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, 
los regímenes de comunidad de bienes (plena o parcial) 
pueden compensar en cierta medida el costo económico 
asociado con la especialización en el trabajo de cuidados no 
remunerado. Por el contrario, los regímenes de separación 
de bienes pueden implicar un perjuicio económico para el 
miembro de la pareja que no perciba ingresos y, por lo tanto, 
sea incapaz de adquirir bienes y acumular activos propios.

Sin embargo, también es importante tener en cuenta las 
disposiciones relativas a la designación de las personas 
responsables de administrar los bienes conyugales. En 
algunos países donde el régimen patrimonial entre cónyuges 
predeterminado es la comunidad de bienes, los varones 
pueden seguir ostentando el derecho de administrar la 
totalidad del patrimonio; y a la inversa, en la mayoría de los 
países donde se aplica por defecto la separación de bienes, 
el titular original de estos conserva la facultad de administrar 
los adquiridos o aportados durante el matrimonio o la 
cohabitación.105 Esto sugiere que es importante analizar no 
solo el régimen patrimonial predeterminado, sino también 
las disposiciones relativas a la designación de la persona o 
personas legalmente responsables de administrar los bienes 
conyugales. Las normas y prácticas sociales y comunitarias 
relativas a la acumulación, distribución y transmisión del 
patrimonio son igualmente importantes para determinar la 
capacidad de las mujeres para controlar y administrar los 
bienes conyugales, sobre todo en las regiones donde siguen 
prevaleciendo sistemas matrimoniales y sucesorios basados 
en la costumbre.106
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La igualdad de género en la herencia del patrimonio familiar 
(tierras, vivienda, activos financieros, etc.) ha sido una 
demanda histórica de los movimientos feministas. Existen 
evidencias sólidas de que la herencia ejerce un importante 
efecto sobre la capacidad de las mujeres para acumular 
riqueza, dadas las dificultades que tienen para acumular 
ingresos (a través del trabajo remunerado) con los que 
adquirir tierras u otros activos en el mercado.107 Pese a su 

importancia, en más de uno de cada cinco países, las leyes 
sucesorias continúan tratando de forma desigual a hijas e 
hijos (véase el gráfico 1.1).108 También se observa que, en 37 
de los 183 países para los que se dispone de datos, mujeres y 
hombres no tienen los mismos derechos a heredar bienes de 
su cónyuge. Estas desigualdades, que emanan de la propia ley, 
son especialmente pronunciadas en África septentrional y Asia 
occidental, el África subsahariana y Asia central y meridional.

MEJORAR LOS DATOS PARA ILUMINAR LA BRECHA DE GÉNERO EN LA TITULARIDAD 
DE LOS ACTIVOS

El proyecto Gender Assets Gap (“Brecha de género en la titularidad de activos”) se puso en marcha en 2009 para demostrar la 
importancia y la viabilidad de recopilar datos individuales sobre el acceso de mujeres y hombres a los bienes y su titularidad. En 
el marco de dicho proyecto se llevaron a cabo encuestas representativas a escala nacional en el Ecuador y Ghana, y a escala 
estatal en Karnataka (la India). Uno de los aspectos analizados fue el efecto que ejercían los regímenes patrimoniales entre 
cónyuges sobre la brecha de género en la titularidad de los activos.

En el Ecuador, el régimen patrimonial predeterminado es la comunidad parcial de bienes, mientras que en Ghana y la India 
prevalece la separación de bienes. Tanto en el Ecuador como en la mayor parte de la India, los niños de ambos sexos reciben 
desde 2005 idéntico trato en términos de herencia cuando una persona fallece sin dejar testamento (sucesión intestada); en 
cambio, en Ghana existe un vacío legal en este asunto.

Los datos muestran una distribución mucho más equitativa del patrimonio en el Ecuador que en Ghana y en el estado indio de 
Karnataka. En el Ecuador, las mujeres son titulares del 52,0 % del patrimonio físico bruto del hogar (un porcentaje que, a grandes 
rasgos, coincide con la proporción que representan sobre el total de la población), mientras que en Ghana y en Karnataka 
poseían porcentajes muy inferiores, del 30,0 % y el 19,0 %, respectivamente. La proporción del patrimonio que poseían las 
mujeres casadas o en pareja, sin embargo, era muy inferior a las cifras agregadas en los tres casos: el 44,0 % en el Ecuador, 
el 19,0 % en Ghana y el 9,0 % en Karnataka.

El hecho de que la proporción del patrimonio de la pareja en manos de mujeres casadas sea muy superior en el Ecuador que 
en Ghana y Karnataka se explica en gran medida porque la mayoría de los activos —vivienda, tierras y otros bienes raíces— 
son propiedad conjunta de ambos miembros de la pareja y no de uno de ellos a título individual, lo que refleja el resultado de 
los diferentes regímenes patrimoniales entre cónyuges. Además, tanto en Ghana como en Karnataka existe en la práctica un 
fuerte sesgo en favor del hombre en el ámbito sucesorio, que provoca mayores desventajas entre las mujeres, mientras que 
en el Ecuador el régimen de herencias es mucho más equitativo.109

Además de aportar evidencias muy necesarias acerca del control de las mujeres sobre los activos, esta investigación inspiró una 
iniciativa de la División de Estadística de las Naciones Unidas y ONU Mujeres en pos de la elaboración de una metodología mundial 
que permita perfeccionar las encuestas dirigidas a obtener información sobre la titularidad individual de los bienes (en el marco 
del programa de Pruebas y Cifras para la Igualdad de Género, también conocido como EDGE por sus siglas en inglés). En la 
actualidad, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) está utilizando esta metodología 
perfeccionada para ayudar a las oficinas nacionales de estadística a recopilar datos sobre la titularidad y administración a título 
individual, por parte de las mujeres (y los hombres), de los recursos agrícolas, como las tierras o el ganado. Por vez primera, 
las directrices de la FAO para la ronda del Censo Agropecuario Mundial que se llevará a cabo en 2020 incluyen un nuevo tema 
dedicado a la “distribución dentro del hogar de las decisiones sobre la gestión y la propiedad en la explotación”.110 Una vez que se 
disponga de datos para un elevado número de países, debería resultar sencillo efectuar un análisis más detallado del impacto real 
de los distintos regímenes legales sobre las desigualdades de género en la titularidad y administración de la tierra en la práctica.

RECUADRO 4.4
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Brecha de género en la titularidad de 
los activos
En pocas investigaciones se estudian los efectos de los 
diferentes regímenes patrimoniales entre cónyuges sobre 
la acumulación de bienes por parte de las mujeres en la 
práctica.111 De hecho, los datos disponibles sobre el control 
que estas ejercen sobre los activos son escasos. En las 
investigaciones se han utilizado las encuestas disponibles 
para sondear la brecha de género en la titularidad de activos 
en distintos países y regiones, dado que en las encuestas 
de hogares a veces se pide este tipo de información a nivel 
individual, al menos para uno de los activos del hogar.112

Sin embargo, prácticamente no existen datos mundiales 
recientes, comparables y representativos a nivel nacional sobre 
la titularidad, el control o la administración de tierras por parte 
de mujeres y hombres.113 Esto dificulta la disponibilidad de 
datos mundiales sistemáticos a nivel individual que permitan 
un correcto seguimiento de la proporción de mujeres titulares 
de derechos sobre tierras agrícolas, como se especifica en los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible,114 o de las brechas de género 
en la titularidad de bienes en el matrimonio o la cohabitación. 
Sin embargo, existen iniciativas en curso para abordar estas 
importantes lagunas de datos (véase el recuadro 4.4).

Desigualdad de género y activos 
financieros
En un contexto donde los activos financieros adquieren una 
importancia creciente como forma de ahorro y fuente de 
inversión, la información sobre qué miembro del hogar posee 
cuentas bancarias puede ofrecer una visión sobre el acceso de 
mujeres y hombres a esos activos. Por supuesto, las personas 
pueden tener una cuenta bancaria simplemente para recibir 
su salario o pensión, y pueden destinar esos fondos a sufragar 
los gastos rutinarios del hogar sin lograr acumular lo suficiente 
para ahorrar. No obstante, el hecho de que la proporción de 
mujeres que señalan que no disponen siquiera de una cuenta 
bancaria personal supere a la de hombres resulta significativo.

Como se muestra en el gráfico 4.6, las diferencias de género 
entre quienes declaran poseer una cuenta bancaria son 

relativamente amplias en la mayoría de las regiones en 
desarrollo. Las brechas son particularmente importantes 
en África septentrional y Asia occidental y en el África 
subsahariana. Esto puede reflejar en parte las diferencias de 
género en la prevalencia del trabajo asalariado, puesto que 
existe una tendencia cada vez mayor a depositar los sueldos 
directamente en una cuenta bancaria.115 Otros requisitos que 
pueden dificultar a las mujeres la apertura de una cuenta 
incluyen la posesión de un documento nacional de identidad 
o la necesidad de contar con garantes. El aumento de la 
proporción de mujeres que declaran tener una cuenta bancaria 
en un período relativamente breve (entre 2011 y 2017), sobre 
todo en Asia Central y Meridional, también ha sido notable y 
puede reflejar la creciente prevalencia de la participación de 
mujeres en instituciones de microfinanzas.

En los países de ingreso alto (Europa y América del Norte, 
Australia y Nueva Zelandia) las brechas de género en el 
porcentaje de titulares de una cuenta bancaria son poco 
significativas (véase el gráfico 4.6). No obstante, en estos países 
y en muchos de ingreso mediano, las pensiones representan 
un tipo de riqueza cada vez más importante y sirven para 
acumular ahorros. En todos los estudios disponibles se sugiere 
que los hombres registran un mayor patrimonio acumulado en 
sus pensiones que las mujeres, con independencia de su país.116 
Las razones de esta brecha están relacionadas, en buena 
medida, con la preponderancia de los hombres en empleos 
formales que tienen mayor probabilidad de cobrar una pensión, 
así como con los mayores ingresos de los hombres y su menor 
riesgo de abandonar el mercado laboral por motivos asociados 
a los cuidados.117 Estas desigualdades de género se entrecruzan 
a menudo con desigualdades de clase, étnicas y raciales. En 
el Reino Unido, por ejemplo, la dimensión de género no solo es 
una causa muy importante de desigualdad en las pensiones, 
sino que además las mujeres presentan una estratificación 
extremadamente alta según su origen étnico. Las personas 
encuestadas bangladesíes, pakistaníes y de raza negra surgen 
como grupos sociales muy pobres, con niveles de riqueza 
exiguos y, por lo tanto, con un colchón muy pequeño (o nulo) 
que les ofrezca seguridad financiera a ellas mismas y a sus 
dependientes, tanto en el presente como en el futuro.118
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PORCENTAJE DE PERSONAS DE 15 AÑOS O MÁS QUE DECLARAN POSEER UNA CUENTA 
BANCARIA, POR SEXO Y REGIÓN, 2011-2017

Fuente: Banco Mundial (2018b).
Notas: Se incluye el porcentaje de personas encuestadas que declaran poseer una cuenta (a título individual o conjuntamente con otra persona) en un banco u otro tipo 
de institución financiera. La muestra incluye 125 países. No existen datos disponibles para la región de Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia). Los agregados 
regionales y mundiales se ponderaron según la población (mujeres y hombres) de 15 años o más en 2017 utilizando la variante media de las proyecciones (estándar) 
obtenida a través del DAES de las Naciones Unidas (2017m).
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GRÁFICO 4.6

4.5	 CONSECUENCIAS ECONÓMICAS DE LA 
DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO O LA PAREJA
En una sociedad patriarcal, el divorcio, la separación y la 
viudez figuran entre los principales factores que pueden 
empeorar la situación económica de las mujeres, sobre todo 
si tienen hijos que cuidar. Como destacó en una ocasión la 
feminista estadounidense Gloria Steinem, “la mayoría de 
las mujeres que tienen niños pequeños están a tan solo un 
hombre de distancia del bienestar”.119 Esta afirmación resulta 
especialmente válida en los casos en que las mujeres han 
destinado buena parte de su tiempo al cuidado infantil y las 
responsabilidades domésticas, con frecuencia a expensas de 
su propio beneficio económico y de su desarrollo profesional, 
algo que se ha calificado como una “desventaja generada 
por la relación”.120

Sin embargo, las disoluciones de parejas adoptan formas 
diferentes según las diversas tradiciones legales, normas 
sociales y configuraciones familiares (véase el capítulo 3). 

Esto se traduce en resultados económicos y de autonomía 
personal dispares para las mujeres.

Divorcio y separación: resultados 
diferenciados según el género
El tipo de resultados que las mujeres pueden anticipar en 
caso de disolución de un matrimonio o ruptura de una pareja 
puede alentarlas a poner fin a la relación o disuadirlas de 
hacerlo.121 Esto resulta muy preocupante, puesto que las 
dificultades para abandonar un matrimonio infeliz u opresivo 
pueden atrapar a las mujeres en relaciones violentas que 
pongan en peligro su seguridad y su bienestar físico y 
psicológico (véase el capítulo 6). Los sistemas jurídicos, el 
mercado de trabajo y las medidas de protección social, así 
como la aplicación efectiva de la pensión alimentaria para 
los hijos (cuando los hay), determinan la viabilidad financiera 
de las mujeres tras la ruptura.122
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En un estudio reciente llevado a cabo en los Estados Unidos se 
constató una mejora en la situación económica de las mujeres 
después del divorcio desde la década de 1980. La mejora 
obedece al aumento de los ingresos de las mujeres casadas y la 
percepción de pensiones alimentarias para sus hijos, así como 
de ingresos procedentes de sus propias redes personales.123 En 
ese mismo estudio se llegó también a la conclusión de que las 
consecuencias económicas de la disolución de una relación 
de cohabitación, que en el decenio de 1980 eran modestas, 
han empeorado con el tiempo y actualmente se asemejan a 
las que experimentan las mujeres divorciadas. En un estudio 
realizado en 2015 con datos longitudinales de seis países de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
—Alemania, Australia, los Estados Unidos, el Reino Unido, la 
República de Corea y Suiza— se descubrió que en todos ellos el 
divorcio tiene efectos negativos sustanciales sobre los ingresos 
de las mujeres y considerablemente mayores que los que sufren 
los hombres. A pesar de que el sistema de seguridad social 
y el apoyo para el cuidado infantil influyen en los resultados 
económicos de las mujeres tras el divorcio en los seis países, las 
diferencias entre ellos se explican, fundamentalmente, por los 
ingresos de las mujeres en el mercado laboral y la frecuencia 
con la que forman nueva pareja.124

En países con bajo ingreso per cápita, la disolución de la 
pareja exacerba las condiciones de pobreza y fragilidad, pues 
conlleva una división (desigual) de los bienes.125 Dado que las 
mujeres presentan un menor grado de titularidad de activos 
que los hombres, es probable que la disolución las afecte de 
manera desproporcionada. De hecho, los datos agregados de 
las encuestas de hogares en 91 países de ingreso mediano y de 
ingreso bajo muestran que la tasa de pobreza extrema entre 
las mujeres divorciadas o separadas duplica la de los hombres 
(8,0 % frente al 3,9 %, respectivamente).126 

En la India, por ejemplo, los índices de divorcio son 
generalmente reducidos, el régimen patrimonial 
predeterminado es la separación de bienes y se observan 
deficiencias en la ejecución del derecho al cobro de la pensión 
alimentaria. Una encuesta exhaustiva a 405 mujeres separadas 
o abandonadas y divorciadas, principalmente de zonas 
urbanas de diversas partes del país, puso de relieve que la 
inmensa mayoría dependían de sus familias de origen, sobre 
todo de sus progenitores y hermanos, en términos de asistencia 
financiera y vivienda tras la separación. Incluso si contaban con 
algún ingreso, este era insuficiente para vivir por su cuenta o de 
forma independiente con sus hijos. La tasa de segundas nupcias 
también era extremadamente baja.127

No obstante, existen escasos estudios exhaustivos y 
longitudinales sobre las consecuencias económicas del divorcio 
y la separación en los países de ingreso mediano y los de 

ingreso bajo. Los datos longitudinales pueden emplearse 
para el seguimiento de la situación personal antes y después 
del divorcio o la separación, con el objetivo de registrar las 
consecuencias económicas de la disolución de la pareja.128 Los 
datos transversales son menos precisos, dado que la selección 
y la “endogeneidad” abundan en la vida de las mujeres: por 
ejemplo, las mayores tasas de pobreza entre las mujeres 
divorciadas o separadas que entre las casadas podrían 
ser el reflejo de un mayor riesgo de ruptura matrimonial 
entre la población pobre, y no de que la pobreza sea per se 
consecuencia del divorcio. A medida que se disponga de una 
mayor cantidad de datos de panel para los países en desarrollo, 
deberían aumentar las posibilidades de aprovecharlos en los 
trabajos de investigación.

Consecuencias económicas de la viudez
La viudez expone a muchas mujeres a numerosas 
privaciones socioeconómicas, de salud y en su calidad 
de vida. Si bien en muchas sociedades la inseguridad 
económica en la vejez puede ser una realidad cotidiana para 
las personas pobres, la viudez puede agravar esa situación, 
sobre todo ante sistemas de parentesco y regímenes 
patrimoniales discriminatorios.129

Como se ilustra en el capítulo 2, la viudez entre las mujeres 
de 45 a 49 años alcanza sus niveles máximos en el África 
subsahariana y en Asia central y meridional, donde, de 
acuerdo con los datos disponibles, en torno a 2010 afectaba 
más de una de cada diez mujeres.130 Las tasas de viudez 
eran especialmente elevadas entre las mujeres de 45 a 49 
años en Lesotho (25,3 %), Rwanda (23,9 %) y Zimbabwe 
(22,1 %). Estos altos porcentajes se explican por los efectos 
del genocidio de 1994 en Rwanda y por el impacto de la 
epidemia del virus de la inmunodeficiencia humana (VIH) 
en los otros dos países.131

Los importantes índices de viudez entre las mujeres también 
pueden deberse a las amplias diferencias de mortalidad 
según el género, como ocurre en algunos países de Europa 
oriental y Asia central. En las investigaciones efectuadas entre 
la proporción relativamente alta de viudas de 55 a 59 años en 
esas regiones se muestra un aumento del riesgo de pobreza 
multidimensional, soledad y aislamiento (véase el recuadro 4.5).

Las normas por las que se rige la división del patrimonio 
conyugal y los derechos de las viudas son muy importantes 
para su seguridad económica. Además de los efectos nocivos 
de las leyes discriminatorias en materia sucesoria, como ya 
se ha señalado en la sección 4.4, las mujeres también pueden 
enfrentarse al desalojo y el apoderamiento de sus bienes, 
incluso cuando las leyes estatutarias reconozcan sus derechos.
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En el Senegal, por ejemplo, el Código de Familia especifica 
que las esposas deben heredar en igual proporción que 
sus hijas e hijos; en las leyes islámicas y consuetudinarias, 
sin embargo, las prácticas sucesorias asignan a las viudas 
tan solo la octava parte de la herencia total, y además, 
en el caso de los matrimonios poligínicos, esta debe 
compartirse entre las diferentes esposas.132 En la práctica, 
las viudas tienden a quedar excluidas por completo de 
la herencia tras la muerte del esposo, sobre todo cuando 
el patrimonio no es líquido, es decir, cuando se trata de 

tierras o vivienda.133 En este contexto, ni siquiera un nuevo 
matrimonio parece atenuar las consecuencias económicas 
adversas de la viudez. Esto se debe, principalmente, a dos 
motivos: en primer lugar, las mujeres más pobres tienen 
una probabilidad mayor de enviudar (debido a la mayor 
diferencia de edad entre cónyuges en los hogares más 
pobres y a la menor esperanza de vida de los hombres 
pobres); y, en segundo lugar, al hecho de que las viudas más 
vulnerables son aquellas que se ven obligadas a casarse en 
levirato (es decir, con el hermano de su difunto esposo).134

LA VIUDEZ EN EUROPA ORIENTAL Y ASIA CENTRAL: PROFUNDAS DIFERENCIAS DE 
GÉNERO EN TÉRMINOS DE MORTALIDAD Y MORBILIDAD

Según los últimos datos disponibles (correspondientes a 2010), el 14,6 % de las mujeres de 55 a 59 años de todo el mundo eran 
viudas. En Europa oriental y Asia central, los mayores porcentajes se registraban en Kirguistán (26,8 %), Kazajstán (23,3 %), 
Tayikistán (22,4 %), la Federación de Rusia (20,3 %) y Belarús (19,6 %).135 Esta elevada prevalencia de la viudez se ve impulsada 
por los amplios diferenciales de género de las tasas de mortalidad, morbilidad y formación de nuevos matrimonios. Los 
sistemas de bienestar de estos países sufrieron un deterioro tras la caída de la Unión Soviética, que provocó una reversión 
de los niveles de vida alcanzados anteriormente y condujo a un estancamiento o descenso de la esperanza de vida al nacer, 
tanto para hombres como para mujeres. Pese al repunte de la esperanza de vida a partir del cambio de siglo, se prevé que 
las mujeres superarán en longevidad a los hombres en alrededor de una década (o más) en la República de Moldova (8,5 
años), Kazajstán (9,6 años), Belarús (11,1 años) y la Federación de Rusia (11,3 años).136

En una investigación realizada en el sur de Kazajstán se constató una mayor incidencia de pobreza multidimensional entre 
las viudas que entre las mujeres casadas (74,6 % frente al 61,7 %, respectivamente).137 Además, en un estudio llevado a cabo 
en la Federación de Rusia se puso de relieve que las viudas de 50 años o más tienen una probabilidad 2,8 veces mayor de 
encontrarse en el quintil más pobre, 4,1 veces mayor de sentirse solas y 2,6 veces mayor de sufrir conflictos moderados o severos 
con otras personas que las mujeres casadas o en cohabitación pertenecientes al mismo grupo de edad.138 Es probable que la 
vida en soledad influya de un modo crucial en estos resultados entre las viudas desde el punto de vista de la salud mental;139 el 
estudio de la Federación de Rusia mostró que más de la mitad de las viudas de 50 años o más vivían solas (54,3 %).140

Los gobiernos están orientando sus políticas a apoyar la seguridad de los ingresos y promover la participación económica de 
las personas más vulnerables y en mayor riesgo de pobreza, incluidas las viudas. En la Federación de Rusia, las viudas de 55 
años o más pueden tener derecho a una pensión por viudez, con independencia de la duración de la vida laboral y de la 
cobertura del difunto esposo.141 En Kazajstán, las viudas pueden acceder a tres tipos de prestaciones por viudez: una pensión 
obligatoria basada en la cuenta individual del esposo, una pensión basada en el seguro social y una prestación social estatal 
(todas a partir de los 58 años).142 En 2014, se introdujo asimismo un subsidio para las contribuciones obligatorias al régimen 
de pensiones de las trabajadoras en licencia por maternidad hasta que su bebé cumpla un año; la iniciativa responde al 
hecho de que la implementación de medidas en etapas tempranas de la vida puede mitigar el mayor riesgo de pobreza en la 
vejez al que se encuentran expuestas las mujeres.143

RECUADRO 4.5 

En los países de ingreso mediano y de ingreso alto, como 
se señala en la sección 4.4, la seguridad económica de las 
mujeres se ve profundamente afectada por sus derechos 
a una pensión. Sin embargo, los sistemas de pensiones 
presentan diferentes diseños. En general, cuanto más 
estrecho es el vínculo entre el monto de la pensión y la vida 
laboral (y los períodos de contribución) de la persona, mayor 
es la desventaja socioeconómica de las mujeres frente a los 
hombres. Esto se debe a que las primeras suelen percibir un 
salario inferior y trabajar menos años que los segundos. Por 

consiguiente, el cambio de los sistemas de seguro social al 
de cuentas de capital individuales (también conocido como 
pensiones privadas) ha perjudicado la seguridad económica 
de las mujeres en la vejez.144

Las prestaciones por viudez que se ofrecen en la mayoría de 
los sistemas de pensiones contributivos y no contributivos han 
sido particularmente importantes para las mujeres adultas 
mayores que viven solas. Estas prestaciones suelen ser de 
un monto inferior a las pensiones por jubilación y se sitúan 
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aproximadamente entre el 50,0 % y el 80,0 % de la pensión 
del fallecido.145 Apartándose del modelo del varón proveedor 
del hogar, algunos países (como Dinamarca y Suecia) han 
optado por un enfoque “no familiar”, que no paga prestaciones 
a las supervivientes pero proporciona acceso universal a una 
pensión mínima.146 Sin embargo, dado que las trayectorias 
laborales de las mujeres difieren de las de los varones por 
factores asociados a los cuidados, cabe esperar resultados 
desiguales y discriminatorios si no se adoptan medidas para 
compensar a las personas que se han visto desfavorecidas 
a lo largo de todo su curso de vida. Dichas medidas podrían 
consistir, por ejemplo, en crédito en el sistema de pensiones por 
cuidado de personas dependientes para compensar a quienes 
tengan que dejar de trabajar por atender a un ser querido.147

Madres solas y riesgo de pobreza
En todo el mundo, la proporción de familias monoparentales 
encabezadas por mujeres es muy superior a la de las 
encabezadas por hombres (véase el capítulo 2). Algunos 
padres continúan involucrados en la crianza de sus hijos 
una vez que viven separados, proporcionándoles tiempo, 
cuidados o recursos financieros.

En una investigación etnográfica realizada en países de ingreso 
alto se pone de manifiesto que en ocasiones, incluso los padres 
desempleados o con empleos precarios siguen presentes en la 
vida de sus hijas e hijos y les proporcionan algún tipo de apoyo, 
aunque no puedan ofrecerles ayuda financiera.148 En el contexto 
del elevado desempleo estructural registrado en Sudáfrica, se 
constató en el marco de una investigación cualitativa que los 
mineros que viven alejados de la familia consideran el apoyo 
económico que brindan a sus hijos fundamental para ser buenos 
padres.149 Sin embargo, es necesario medir de un modo más 
sistemático el grado de ayuda que ofrecen los padres para 
mantener a sus hijos: si les envían remesas, ¿qué porcentaje 
representan estas en el costo total de su manutención?

Incluso cuando los padres están ausentes, las madres 
solas, sobre todo en los países en desarrollo, no viven 
necesariamente por su cuenta y a menudo dependen de 
sus redes familiares para el cuidado infantil y otros tipos de 
apoyo (véanse los capítulos 2 y 5).150 No obstante, en muchos 
países las madres solas enfrentan riesgos de pobreza 
muy superiores a la media (véase el gráfico 4.7). En todos 
los países de una muestra de 40 que contaban con datos 
armonizados, los hogares monoparentales encabezados por 
mujeres con hijos pequeños mostraron mayores tasas de 
pobreza que los hogares biparentales con hijos pequeños. 
Las tasas de pobreza y la magnitud de la diferencia varían 
de forma sustancial: Luxemburgo destaca por ser el país 
con mayor diferencia (en puntos porcentuales) en las 

tasas de pobreza entre las familias de madres solas y las 
biparentales, seguido de Chequia, el Canadá y los Estados 
Unidos.

Las madres solas no son pobres por estar alejadas del 
empleo remunerado. De hecho, una alta proporción 
de madres y padres solos en países de ingreso alto, 
generalmente cercana o superior al 80,0 %, realizan algún 
tipo de trabajo remunerado.151 No obstante, a pesar de estas 
elevadas tasas de empleo, las familias monoparentales 
encabezadas por mujeres afrontan importantes riesgos 
de pobreza. Los Estados Unidos ilustran esta paradoja: 
en comparación con otros 16 países de ingreso alto, allí 
las familias monoparentales presentan tanto tasas de 
empleo como índices de pobreza superiores a la media. 
Esta paradoja se explica por las altas tasas de empleo con 
salarios bajos y lo inadecuado del apoyo económico.152

Desde un punto de vista más general, las razones que subyacen 
a la pobreza de las familias monoparentales encabezadas 
por mujeres guardan relación con los desafíos específicos 
que afrontan en términos de recursos, mercado laboral y 
políticas sociales. En primer lugar, las familias monoparentales 
suelen carecer de los recursos adicionales y periódicos que 
podría aportar una pareja que viviese en el mismo hogar.153 
Las madres solas enfrentan asimismo las consecuencias 
adversas de las brechas salariales de género y el “costo salarial 
de la maternidad”.154 Incluso en los países de ingreso alto, el 
aumento de la pobreza entre quienes trabajan significa que, 
con frecuencia, los ingresos que percibe una persona son 
insuficientes para evitar que su familia caiga en la pobreza.155

En segundo lugar, en la mayoría de los países, las madres 
que ostentan la custodia de sus hijas e hijos no cuentan 
con suficiente protección financiera, ya que el monto de 
la pensión alimentaria que reciben de los padres suele 
ser inadecuado y a menudo estas se retrasan o dejan de 
pagarse.156 En Malasia, por ejemplo, donde las tasas de 
divorcio han sido históricamente altas, la gran mayoría 
de los hombres incumplen las órdenes judiciales de pagar 
una compensación tras el divorcio (mut’a) y la pensión 
alimentaria para los hijos.157 En Colombia, que presenta una 
de las mayores tasas de madres solas de América Latina, 
tan solo un 28,0 % de las madres que ostentan la custodia de 
sus hijas e hijos recibían una pensión alimentaria en 2008; 
sin embargo, para ellas, estas pensiones tenían un efecto 
significativo sobre los índices de pobreza.158 En otros países 
como el Canadá, los Estados Unidos o el Reino Unido se 
observan tasas similares de percepción de pensiones 
alimentarias, mientras que en los países nórdicos se registran 
índices muy superiores.159
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Por último, depender de un único ingreso para vivir no solo es 
peligroso, sino que además resulta particularmente arriesgado 
cuando las mujeres se ven obligadas a combinar, a menudo con 
dificultad, el empleo remunerado con otras muchas tareas (no 
remuneradas). En ausencia de una segunda persona en el hogar 
que colabore en las tareas de cuidados, aun si su contribución es 
inferior, la conciliación entre la esfera laboral y familiar puede ser 
opresiva.160 Los riesgos pueden convertirse en profundas trampas 
de pobreza si la familia no dispone de estructuras de apoyo 
en forma de vivienda asequible, servicios de cuidado infantil, 
prestaciones familiares o por hijo o licencias remuneradas. La 
presencia o ausencia de este tipo de medidas de política social 
explica en gran parte las diferencias observadas en las tasas 
de pobreza de las familias monoparentales encabezadas por 
mujeres en los distintos países.161

La pobreza, el desempleo y las tensiones socioeconómicas 
también pueden provocar mayor inestabilidad en las 
relaciones de pareja. En el África meridional, por ejemplo, 
la alta (y creciente) incidencia de familias monoparentales 
encabezadas por mujeres en las zonas rurales, marcada por 
el deterioro del vínculo entre el matrimonio y la procreación, se 

ha asociado a tasas muy elevadas de desempleo estructural 
y con la emigración de hombres a países vecinos. En este 
contexto, un gran número de mujeres y hombres se resisten a 
casarse y formar un hogar, no por falta de deseo sino porque 
no pueden.162 De manera similar, en los Estados Unidos, las 
adversas condiciones económicas de quienes perciben los 
ingresos más bajos parecen contribuir a que los padres no 
quieran casarse, algo que se ha descrito como el fenómeno de 
los padres desalentados.163

En las investigaciones llevadas a cabo en países de ingreso 
alto se señalan algunas desventajas que enfrentan las 
familias monoparentales y los niños que viven en ellas, como 
unas condiciones de vivienda deficientes, la mala salud de 
las madres solas y los peores resultados académicos de las y 
los niños de estas familias. Sin embargo, al analizar con rigor 
estas evidencias, se pone de manifiesto que el problema no 
es per se que la familia sea monoparental, sino más bien 
que el menor rendimiento escolar de los niños obedece a 
la variación en la intensidad del trabajo, la duración de la 
pobreza de ingresos, los crecientes niveles de privación 
material y la menor calidad de las escuelas.164

TASAS DE POBREZA ENTRE LOS HOGARES MONOPARENTALES ENCABEZADOS POR 
MUJERES Y LOS HOGARES BIPARENTALES, CON HIJOS DE HASTA 6 AÑOS DE EDAD, EN 
UNA SELECCIÓN DE PAÍSES; DATOS CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuente: Nieuwenhuis et al. 2018.
Notas: Basado en los conjuntos de datos más recientes del LIS, disponibles para 40 países. Los datos se tomaron en torno a 2013 (novena oleada) para 35 países, 
y alrededor de 2010 (octava oleada) para 5 países. Únicamente se incluyen los hogares monoparentales encabezados por mujeres y los hogares biparentales sin 
presencia de otras personas adultas de 18 años o más. En el análisis de los hogares biparentales solamente se tuvieron en cuenta los formados por parejas de distinto 
sexo. Además, el análisis se limita a los hogares donde hay niños de hasta 6 años de edad como máximo (es decir, los hogares con niños de 7 a 17 años se excluyeron 
del análisis). En los hogares puede haber o no hijos propios. La pobreza se define a nivel del hogar. Las unidades pobres son aquellas cuyo ingreso disponible de los 
hogares (IDH) es inferior al 50,0 % de la mediana “ecualizada” del IDH.
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4.6	 RESPUESTAS PÚBLICAS ORIENTADAS A LOS 
DERECHOS DE LAS MUJERES Y SUS FAMILIAS
Como se puso de relieve en el informe El progreso de las 
mujeres en el mundo 2015-2016, las políticas económicas 
con perspectiva de género, incluidas las macroeconómicas, 
son esenciales para crear economías inclusivas que generen 
empleo y medios de vida para todas las personas, mujeres y 
hombres.165 El empleo decente, que proporciona a las mujeres 
un ingreso propio suficiente, debe trascender los sectores 
agrícola e industrial, para incluir el sector de los servicios, 
que es el que probablemente experimentará un mayor 
crecimiento del empleo.166 Como se expone en el capítulo 5, 
los puestos de trabajo de calidad en el sector de los cuidados 
no solo darán respuesta a las crecientes necesidades de 
cuidados de las familias —sobre todo en los países de ingreso 
mediano y de ingreso bajo, donde escasea la oferta de estos 
servicios—, sino que además, el sector se convertirá en un 
formidable motor para la creación de empleo.167

Transferencias sociales para mejorar la 
seguridad de los ingresos de las mujeres
El empleo remunerado, sin embargo, no siempre ofrece 
una vía de salida de la pobreza, en especial cuando 
las personas no pueden trabajar como consecuencia 
de una enfermedad, la fragilidad asociada a la edad 
o algún tipo de discapacidad. Además, a lo largo de la 
vida hay períodos en los que las personas tienen intensas 
responsabilidades de cuidados y necesitan prestaciones 
de sustitución de ingresos. Para responder a los riesgos y 
la volatilidad que afrontan mujeres y hombres durante su 
vida, debido a perturbaciones económicas o sociales o a 
contingencias individuales, como la enfermedad o la vejez, 
el mercado de trabajo debe complementarse con sistemas 
de protección social universales.

Las licencias por maternidad y parentales remuneradas 
son medidas cruciales para la familia: facilitan el empleo 
de las mujeres y mejoran la seguridad de sus ingresos, al 
tiempo que posibilitan que tanto ellas como los hombres 
dediquen tiempo a cuidar de sus hijas e hijos pequeños (y 
que las mujeres se recuperen del parto). El limitado alcance 
de las políticas sociales en los países de ingreso bajo es muy 
preocupante (véase el capítulo 5). En el África subsahariana, 
por ejemplo, menos del 16,0 % de las madres con bebés 
recién nacidos reciben una prestación por maternidad (con 
independencia de su situación laboral).168 En ausencia de 
seguridad de los ingresos básicos, las mujeres que no tienen 
derecho a una licencia por maternidad remunerada, ya 
se trate de agricultoras de subsistencia o de trabajadoras 

domésticas, a menudo continúan trabajando hasta que 
su embarazo se encuentra muy avanzado o empiezan a 
trabajar poco después de dar a luz.169

Las prestaciones y ayudas familiares y relacionadas con 
los hijos, que existen en muchos países, han ido ganando 
aceptación en casi todas las regiones en desarrollo 
durante las últimas décadas. Su objetivo es compensar 
parte de los costos asociados a la crianza de los hijos y, 
al mismo tiempo, promover la seguridad de los ingresos 
básicos e invertir en las capacidades de las y los niños a 
través de la mejora de la nutrición, la salud y las tasas 
de escolarización. La mayoría de estos programas están 
dirigidos a las madres, puesto que se sabe que estas tienen 
mayor probabilidad que los hombres de priorizar gastos 
orientados a sus hijos. Debido a los mayores riesgos de 
pobreza de las mujeres (en comparación con los hombres) 
durante la principal etapa reproductiva (de los 20 a los 34 
años),170 estos programas de transferencias monetarias 
tienen un potencial decisivo. De hecho, un aspecto 
positivo de estas iniciativas se asocia a diversos resultados 
favorables en la asistencia de las y los niños a la escuela y 
el uso de los servicios de salud, así como con una reducción 
del trabajo infantil (véase el recuadro 4.6).171 

Sin embargo, algunas de sus características específicas 
suscitan preocupación: la verificación de un umbral de 
recursos para la concesión de transferencias sociales 
focalizadas y el escaso monto de estas; las condicionalidades 
que se imponen en la mayoría de los programas; y, sobre 
todo, sus limitaciones para responder a los intereses de las 
propias mujeres (véase el recuadro 4.1).172 

Pese a que las transferencias monetarias pueden marcar 
una diferencia positiva para las mujeres y las niñas, sus 
efectos distan de ser los deseados cuando los montos 
son bajos y cuando hace falta comprobar un umbral 
de recursos para ser considerado en los programas 
focalizados. En un análisis comparativo de varios países 
en desarrollo se muestra que cuanto más selectivo es un 
programa, mayor es la proporción de personas pobres 
excluidas de estos.173 Asimismo, en un estudio reciente 
se constató que, en promedio, alrededor de tres cuartas 
partes de las mujeres con peso inferior al normal y de 
niñas y niños subalimentados no pertenecían al quintil más 
pobre, al que generalmente se destina la asistencia.174 Esto 
significa que, además de la opacidad de sus métodos y 
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de los considerables costos administrativos que conllevan, 
los programas de protección social altamente selectivos 
también corren el riesgo de omitir a la mayoría de las 

personas a las que se pretende beneficiar, puesto que 
muchas de ellas (mujeres, niñas y niños) están “ocultas” en 
hogares que no se encuentran entre los más pobres.

PROTECCIÓN SOCIAL PARA APOYAR A LAS FAMILIAS Y PROMOVER LA IGUALDAD 
DE GÉNERO EN SUDÁFRICA

En respuesta a las recomendaciones del Comité Lund sobre la reforma del sistema de apoyo a las familias y a la infancia, 
Sudáfrica introdujo en 1998 el Subsidio de Manutención Infantil. Esta medida tenía por finalidad corregir la exclusión que 
sufrían muchas mujeres africanas pobres y sus hijos como consecuencia de la política anterior (denominada “subsidio estatal 
para la manutención”). Además, se adaptó para atender la diversidad de tipos de familias en Sudáfrica.175 El legado del 
apartheid, incluido el sistema de trabajo migrante en el cual los hombres dejaban a sus familias para desempeñarse en las 
minas durante 11 meses al año, ha dejado una huella profunda en las estructuras familiares. Uno de los resultados de esta 
larga historia de perturbación de la vida familiar es que tan solo un 35,0 % de las y los niños viven con sus dos progenitores, y 
más de un tercio de ellos se crían exclusivamente con sus madres.176 El subsidio de manutención infantil es una transferencia 
monetaria de importe fijo que se abona a la principal persona cuidadora (madre o padre, abuela o abuelo, otros parientes 
o personas ajenas a la familia) de una niña o un niño menor de 18 años en función del ingreso de dicha persona cuidadora 
(y de su cónyuge, si procede). En 2016, el subsidio se extendió a 11,6 millones de niños y niñas, el 60,0 % del total.177 A pesar 
de que los requisitos de elegibilidad eran neutrales según el género, el 98,0 % de las personas beneficiarias en 2014 eran 
mujeres.178 En diversas evaluaciones se ha constatado que el subsidio “actúa como un pequeño pero útil suplemento al 
presupuesto del hogar”,179 con efectos positivos demostrados sobre la pobreza, la salud, la nutrición, la educación, el abuso 
de sustancias y la iniciación sexual de niñas, niños y adolescentes.180 En el Presupuesto del Tesoro Nacional para 2018–2019, el 
importe destinado al subsidio de manutención infantil ascendió a 405 rand sudafricanos por mes y por niña o niño.181

El subsidio por vejez no contributivo, instrumentado en Sudáfrica originalmente en 1928, se extendió a la totalidad de la 
población sudafricana a lo largo de las décadas posteriores. Sin embargo, antes de 1993 las personas blancas percibían 
un importe superior al que cobraban las personas de otras razas.182 Además, las personas beneficiarias de raza negra 
recibían el subsidio cada dos meses, mientras que otras lo cobraban mensualmente. Hoy en día, el subsidio para la vejez está 
disponible para las y los ciudadanos, las y los residentes permanentes y las personas refugiadas legalmente reconocidas 
como tales, tanto mujeres como hombres, a partir de los 60 años y con independencia de su raza o etnia, si bien el pago 
está condicionado a una verificación de recursos (en cuyo marco se comprueban los ingresos y bienes de la persona 
interesada). En octubre de 2018, el subsidio para la vejez ascendía a 1700 rand sudafricanos por mes. En 2011, el porcentaje 
de sudafricanos que recibían este subsidio superaba con creces el 85,0 %.183 Además de mejorar la salud y la autoestima de 
las personas receptoras, en diversos estudios se ha demostrado que este subsidio apoya las responsabilidades de cuidados 
de las mujeres adultas mayores, tanto para permitirle a las madres jóvenes del hogar trabajar fuera del hogar, como para el 
cuidado de sus nietas y nietos cuando estos han perdido a uno de sus progenitores o a ambos como consecuencia del VIH. En 
esos casos, el subsidio se ha asociado a mejoras en la salud y la asistencia escolar de los nietos.184

Tanto el subsidio de manutención infantil como el subsidio por vejez han reducido la pobreza crónica y la severidad de la 
pobreza de las mujeres y los hogares monoparentales encabezados por mujeres. Sin embargo, no han conseguido corregir 
por completo el fuerte sesgo de género que presenta la pobreza en el país.185

RECUADRO 4.6
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No todas las transferencias sociales selectivas llevan aparejadas 
condicionalidades. Sin embargo, las que sí las incluyen 
despiertan preocupación, pues exigen que las y los niños se 
sometan a exámenes médicos periódicos, por ejemplo, o que 
las madres asistan a sesiones sobre higiene y nutrición.186 Hasta 
el momento no existen evidencias concluyentes que demuestren 
que estas condicionalidades generen per se resultados positivos 
de salud y nutrición en comparación con la simple inyección 
de dinero en el hogar.187 Asimismo, la expectativa de que las 
madres se encarguen de cumplir con las condicionalidades 
impuestas refuerza los estereotipos de género sobre la crianza 
como deber materno, y además exige una mayor dedicación 
de tiempo por parte de las mujeres, un tiempo que a menudo 
se ven obligadas a detraer de su trabajo remunerado, su 
educación o su capacitación.188 En lugar de reflejar negligencia, 
el incumplimiento de los requisitos de estos programas puede 
deberse a la falta de servicios accesibles, a su deficiente 
calidad o, en el caso de las poblaciones indígenas, a barreras 
lingüísticas.189 Por lo tanto, las transferencias monetarias deben 
contar con el respaldo de inversiones en servicios de salud, 
educativos y de cuidado infantil, así como en infraestructura 
accesible (por ejemplo, transporte asequible y seguro) para 
lograr los resultados deseados.190

Las pensiones por vejez no contributivas también son 
fundamentales para la seguridad de los ingresos de las 
mujeres. Como se ha indicado en la sección 4.4, las pensiones 
de seguro social derivadas del empleo (contributivas) tienen 
menor probabilidad de incluir a las mujeres (en comparación 
con los hombres) como beneficiarias directas, dada la mayor 
probabilidad de que estas trabajen en la economía informal, 
de modo intermitente o no remunerado. Por el contrario, 
los regímenes de pensiones sociales financiados por vía 
impositiva, que en la actualidad existen en 114 países con 
diferentes diseños, benefician de manera primordial a las 
mujeres, aunque el escaso monto de las prestaciones resulta 
preocupante en algunos contextos.191 En consecuencia, una 
combinación de regímenes de pensiones contributivos y 
no contributivos puede ser la mejor opción para garantizar 
la universalidad de la cobertura, con aspectos sensibles 
al género en su diseño, como los créditos por cuidado de 
personas dependientes en los sistemas contributivos.192 Este 
tipo de reformas deben complementarse con políticas de 
apoyo al empleo de las mujeres, como servicios de cuidado 
infantil asequibles, licencias parentales y políticas que 
fomenten la distribución igualitaria del trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado en el seno de la familia.

El importe de las transferencias de protección social y 
los términos en los que se abonan pueden marcar una 
diferencia sustancial en su eficacia para reducir la pobreza. 
Como puede observarse en el gráfico 4.8, pese a que las 
transferencias sociales son fundamentales para reducir 
la pobreza entre las familias monoparentales en todos los 
países, sus efectos varían, por ejemplo, según el monto 
de las prestaciones. La mayor parte de las transferencias 
reflejadas no están dirigidas específicamente a familias 
monoparentales. Sin embargo, en algunos países —como 
Dinamarca, Finlandia, Irlanda y el Reino Unido—, el riesgo 
de pobreza disminuye notablemente en este tipo de familias 
una vez que se incluyen las transferencias, mientras que 
en otros —Panamá, el Paraguay, el Perú y la República de 
Corea— su impacto es muy inferior (incluso nulo en el caso 
de Guatemala).

Pensión alimentaria para familias 
monoparentales encabezadas por mujeres
En la mayoría de los países, los padres que no viven 
con sus hijos están obligados por la ley a contribuir 
económicamente a su crianza mediante transferencias 
privadas, generalmente denominadas “pensión 
alimentaria”. Sin embargo, en la práctica puede ser 
complicado obtener estos ingresos del progenitor que 
no ostenta la custodia. Algunos países han intentado 
mejorar el pago efectivo de las pensiones alimentarias con 
medidas como las deducciones salariales, la cancelación 
de permisos de conducir e incluso penas de prisión.193 Pese 
a que tales medidas se fundamentan en un importante 
principio, según el cual las obligaciones parentales se 
mantienen vigentes tras el divorcio o la separación, 
también están vinculadas a esfuerzos dirigidos a reducir 
el gasto social por parte del Estado,194 por ejemplo, el 
denominado “modelo de recuperación de costos” en los 
Estados Unidos.195

Los países nórdicos y algunos de Europa Central aplican 
sistemas de “manutención garantizada”, a través de los 
cuales el Estado interviene en el caso de que el progenitor 
que no ostenta la custodia no pueda o no quiera abonar la 
pensión alimentaria.196 Este tipo de sistemas se basan en el 
principio de que toda niña y todo niño tienen derecho a una 
manutención adecuada, y que el Estado debe garantizar 
ese derecho.197 Tales garantías, sin embargo, no impiden al 
Estado actuar contra los padres para que paguen lo que les 
corresponde.
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Las evidencias recientes sugieren que las medidas punitivas 
han conseguido escasos resultados. El encarcelamiento de 
los progenitores que no ostentan la custodia en los Estados 
Unidos —en su mayoría afroamericanos e hispanos con 
bajos ingresos que viven en la pobreza—, ha supuesto su 
salida de la economía formal, reducido sus oportunidades 
económicas tras la puesta en libertad y “los ha empujado 
a la clandestinidad y alejado de sus familias”.198 Por otra 
parte, una prestación garantizada por el Estado parece 
ser la política más eficiente para mejorar el bienestar 
económico de las madres que ostentan la custodia de 
sus hijos.199 En los países de ingreso alto donde el Estado 
garantiza la manutención de los niños, las tasas de pobreza 
infantil son más bajas.200

Para poder recibir apoyo estatal, las madres solas pueden 
tener que demostrar en algunos contextos su imposibilidad de 
recibir pensiones alimentarias de los padres o progenitores 
que no ostentan la custodia. Esta condición puede plantear 
riesgos para las madres que poseen la custodia. En una 

investigación realizada sobre madres solas en el Caribe, por 
ejemplo, se revelaron diversas razones por las que las mujeres 
no deseaban recurrir a los tribunales para reclamar a sus 
exparejas el pago de la pensión alimentaria. Entre ellos cabe 
citar el tiempo, la energía y otros recursos necesarios para 
presentar una solicitud, la vergüenza, la probabilidad de sufrir 
acoso o violencia por parte de su expareja, el pago irregular 
de los montos establecidos y la probabilidad de que el importe 
concedido en concepto de pensión alimentaria sea inferior 
que la que pueden obtener si solicitan ayuda pública.201

El caso de Sudáfrica ilustra que es posible diseñar sistemas 
de bienestar que ayuden tanto a las madres a cargo de 
familias monoparentales como a sus hijos. El Comité Lund, 
que supervisó la modificación de las transferencias dirigidas 
a la infancia durante las reformas posteriores al apartheid, 
introdujo una innovación clave, Esta consistió en la eliminación 
del requisito que obligaba a las madres solas a demostrar que 
antes habían intentado conseguir una pensión alimentaria 
privada. En un contexto donde muchas mujeres estaban 

TASAS DE POBREZA ENTRE LAS MADRES SOLAS Y LOS PADRES SOLOS ANTES Y DESPUÉS 
DE RECIBIR TRANSFERENCIAS EN UN CONJUNTO DE PAÍSES SELECCIONADOS, DATOS 
CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir del LIS (varios años).
Notas: Basado en los conjuntos de datos más recientes del LIS disponibles para 40 países. Los datos se tomaron en torno a 2016 (décima oleada) para 9 países, en 
torno a 2013 (novena oleada) para 27 países y alrededor de 2010 (octava oleada) para 4 países. Los hogares monoparentales incluyen todos los tipos de hogares, hasta 
aquellos donde conviven otros parientes adultos y otras personas adultas ajenas a la familia. En los hogares puede haber o no hijos propios. Las tasas de pobreza antes 
de las transferencias se calculan antes de deducir los impuestos y sumar las transferencias. Las tasas de pobreza después de las transferencias se definen con base en 
un ingreso disponible de los hogares (IDH) inferior al 50,0 % de la mediana “ecualizada” del IDH.
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criando solas a sus hijos y muchos hombres se encontraban 
desempleados o percibían ingresos muy bajos, se reconoció 
que, en lugar de tratar de obtener dinero de hombres muy 
pobres, los recursos podrían invertirse mejor en ayudas 
para las madres y padres que ostentaran la custodia y sus 
hijos.202 Finalmente, el Gobierno decidió que el cobro de una 
pensión alimentaria privada no implicaría la pérdida del 
derecho a percibir el subsidio de manutención infantil (véase 
el recuadro 4.6). Sin embargo, en los casos en que se recibe 
apoyo privado, el monto de este se incluye en el ingreso de la 

persona solicitante a los efectos de la verificación de recursos 
que se efectúa para determinar su derecho al subsidio.

Aunque resulta evidente que las ayudas públicas son 
necesarias para atender las necesidades de recursos de 
las familias monoparentales encabezadas por mujeres, la 
provisión pública no resuelve el problema de la elusión de 
responsabilidades familiares por parte de los padres.

4.7	 CONCLUSIONES
Una agenda de políticas que proporcione seguridad de los 
ingresos a los diferentes tipos de familias y otorgue un lugar 
central a la igualdad de género es posible. Dicha agenda 
respaldaría el acceso de las mujeres a un ingreso propio, 
por lo que amplificaría sus voces y poder de decisión.

El control efectivo de los recursos por parte de las mujeres 
es importante para su propia dignidad y sus derechos, 
así como para el equilibrio de poder en sus relaciones 
familiares y de pareja. Sin embargo, su eficacia para 
propiciar un cambio en las dinámicas de poder dentro del 
hogar depende de varios factores, entre los que figuran la 
naturaleza del trabajo remunerado, la regularidad de los 
ingresos y las normas por las que se rige la distribución de 
recursos en el hogar. Si bien en algunas regiones cada vez 
son más las mujeres que perciben un ingreso propio, este 
avance muestra una importante estratificación según los 
grupos de ingreso y en función del estado civil y la situación 
familiar de las mujeres. En muchos contextos, el hecho de 
estar casadas o en cohabitación y tener hijos pequeños 
reduce la probabilidad de que las mujeres se establezcan 
en el mercado laboral. Al mismo tiempo, las persistentes 
brechas salariales de género y las “costos económicos de 
la maternidad” continúan minando sus ingresos. Allí donde 
la mejora de la situación de las mujeres ha coincidido 
con un deterioro de las perspectivas económicas de los 
hombres, las dinámicas de género han sido particularmente 
tensas, lo que ha acelerado la ruptura de las relaciones y la 
incapacidad de los hombres para brindar apoyo financiero 
o de otro tipo a sus hijos.

El hecho de contar con acceso a recursos y control sobre 
estos también reviste una importancia fundamental, sobre 
todo como posición de resguardo en caso de disolución de la 
pareja. La titularidad conjunta y los regímenes patrimoniales 
entre cónyuges parecen mejorar el grado de igualdad en la 
toma de decisiones en el hogar, y compensar parcialmente el 
tiempo que dedican las mujeres al cuidado no remunerado 
de la familia. Sin embargo, las normas y prácticas sociales 
cambian con lentitud, incluso cuando existe voluntad política 
para transformar la legislación vigente.

El riesgo de pobreza de las mujeres es particularmente 
elevado durante su principal etapa reproductiva, cuando 
luchan por alcanzar un equilibrio entre la obtención de 
ingresos y las responsabilidades de cuidados. Este es 
especialmente el caso cuando la disolución de la pareja 
las priva de sus bienes y del apoyo que puedan haber 
recibido de sus parejas. Las transferencias sociales son un 
complemento necesario de los ingresos y recursos de las 
mujeres, al igual que las —muy necesarias— reformas de los 
sistemas que regulan las pensiones alimentarias.

En el siguiente capítulo se pone el foco en la conciliación 
de la esfera laboral y familiar a través de licencias por 
maternidad y parentales remuneradas y de servicios 
asequibles para el cuidado de niñas, niños y personas 
adultas mayores. Estas medidas son necesarias para mejorar 
el empleo y la seguridad económica de las mujeres, y para 
complementar los cuidados no remunerados que las familias 
y amistades se prestan entre sí.
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Cada mañana, miles de mujeres se dirigen al mercado de Makola, uno de los mayores 
mercados urbanos al aire libre de África, situado en pleno centro de Accra, la capital de 
Ghana. Además de sus mercancías, muchas mujeres también llevan consigo a sus hijos 
pequeños o cargan a sus bebés sobre la espalda.

“La supervivencia de muchas mujeres en todo el país depende de los mercados”, afirma 
Aunty Mercy, presidenta de la Asociación de Comerciantes de Ghana (GATA, por sus siglas 
en inglés), una de las mayores organizaciones de comerciantes del país. “Los mercados 
no son lugares seguros ni limpios para las y los niños, pero a menudo las mujeres se ven 
obligadas a traerlos consigo de todos modos, y esto les causa estrés y ansiedad”.

Las comerciantes 
de Accra abren 
camino al cuidado 
infantil
Un centro de educación de la primera infancia 
ubicado en el mayor mercado al aire libre de 
Ghana ha superado notables desafíos económicos 
para proporcionar a las niñas y los niños —y a las 
mujeres— el apoyo que necesitan.

EL PROGRESO DE LAS MUJERES / HISTORIAS DE CAMBIO

Nyhira y su madre utilizan la guardería del mercado de Makola en Accra. 

Fotografía: ONU Mujeres/Ruth McDowall
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En todo el mundo, las mujeres realizan el triple de trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado que los hombres, 
lo que incluye la mayor parte de la labor de cuidado infantil.1 
Los sistemas de protección social deberían incluir servicios 
de cuidado infantil asequibles y de calidad para los padres y 
madres que trabajan, sobre todo para quienes lo hacen en la 
economía informal:2 este tipo de servicios permite a las mujeres 
obtener mayores ingresos y fomenta la igualdad de género.3 

Sin embargo, en Ghana, como en otros muchos países del 
mundo, simplemente no existe este tipo de servicios de apoyo 
a las mujeres trabajadoras, muchas de las cuales se ven 
obligadas a recurrir a redes de familiares y amistades o a llevar 
a sus hijos con ellas. 

En el mercado de Makola, las comerciantes y vendedoras están 
demostrando que esto puede cambiar gracias a los servicios 
de cuidado infantil diseñados para ellas y gestionados por ellas 
mismas.

Todas las mañanas, 140 niñas y niños se quedan en la guardería 
del mercado de Makola antes de que sus progenitores 
comiencen su jornada de trabajo. 

“Nuestro objetivo es que las mujeres puedan concentrarse 
en su negocio y sepan que sus hijos están recibiendo 
una educación adecuada por parte de personas que se 
preocupan por su bienestar y su salud”, dice Aunty Mercy, 
que también es la directora del centro y trabaja en él como 
maestra.

“La guardería se gestionaba 
sin tener en cuenta 
las necesidades ni las 
opiniones de las mujeres 
que trabajábamos en el 
mercado, de modo que 
decidimos tomar las riendas”

Shelly Quartey, jefa de estudios de la guardería.

Fotografía: ONU Mujeres/Ruth McDowall
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La guardería, inaugurada en 1983 con el apoyo de la 
entonces primera dama, Nana Konadu Agyeman Rawlings, se 
administraba inicialmente desde su propia oficina personal, 
como servicio público, en coordinación con las asociaciones de 
comerciantes.

Posteriormente, tras el cambio de Gobierno en 2001, la 
Asamblea Metropolitana de Accra, que es la autoridad política 
y administrativa de la ciudad, asumió la gestión del centro. Las 
y los comerciantes manifiestan que la dirección, la calidad y la 
asequibilidad de la guardería se redujeron rápidamente.

“La guardería se gestionaba sin tener en cuenta las 
necesidades ni las opiniones de las mujeres que trabajábamos 
en el mercado, de modo que decidimos tomar las riendas”, dice 
Aunty Mercy.

Desde entonces, la gestión del centro ha estado en manos 
de una asociación de madres, padres y docentes, junto con 
representantes de GATA elegidos por las madres y los padres 
para formar parte de la junta directiva. Además, las madres 
y los padres aportan comida de sus propios puestos para el 
almuerzo diario de las niñas y los niños. 

El personal de la guardería recibe a las niñas y los niños desde 
las 6 de la mañana y el centro cierra una vez que la última o 
el último es recogido por sus progenitores. Existe un sistema 
de pago flexible, además de subsidios y plazas gratuitas para 
quienes no pueden costear la cuota mensual.

Todavía persisten algunos desafíos importantes, sobre todo 
en relación con los salarios del personal docente. Pese a 
que dichos salarios estaban cubiertos cuando el centro se 
encontraba bajo el control municipal, ahora los progenitores 
deben correr con todos los gastos de funcionamiento. Una 
iniciativa nacional dirigida a reducir el costo de los salarios 
públicos un 40 % ha supuesto un importante obstáculo para las 
solicitudes de que el Ministerio de Educación asuma los salarios 
de la guardería.5

“Las comerciantes han demostrado su capacidad para 
gestionar con éxito el centro en Makola frente a grandes 
dificultades económicas; esto ha convertido a la guardería en 
un referente de la campaña dirigida a aumentar el acceso a los 
servicios de cuidado infantil en Ghana”, señala Dorcas Ansah, 
coordinadora en Accra del programa Focal Cities de WIEGO, 
un grupo dedicado a la defensa de los derechos de las mujeres 
que trabajan en la economía informal.

Junto con colectivos como WIEGO, las madres y padres de la 
guardería del mercado de Makola continúan presionando para 
recibir apoyo del gobierno municipal; también insisten en que 
los planes de modernización del mercado deberían incluir la 
renovación del centro de cuidado infantil.

“Nos gustaría que existieran guarderías públicas como esta en 
todos los mercados del país”, afirma Ansah. “Las mujeres han 
demostrado que es posible”.

“Nos gustaría que existieran 
guarderías públicas como 
esta en todos los mercados 
del país”

Historia: Annie Kelly

Antes de comenzar su jornada de trabajo, las y los vendedores 
pueden dejar a sus hijos en la guardería del mercado de Makola.

Fotografía: ONU Mujeres/Ruth McDowall
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Las familias son uno de los principales espacios en los que se cría a las 
personas y se cuida de ellas. En su interior, las mujeres realizan la inmensa 
mayoría de este trabajo de cuidados.

0 1
En todo el mundo, las mujeres realizan el triple de trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado que los hombres. El hecho de vivir en una zona rural, 
en un hogar pobre, estar casada y tener hijos pequeños son factores que 
incrementan la carga de trabajo de cuidados que recae en las mujeres.

02
Los cuidados pueden proporcionarse de manera consensuada e igualitaria, 
lo que los convierte en una experiencia gratificante. Pero también pueden 
ser una tarea agobiante y de explotación que limita las oportunidades de las 
personas cuidadoras y el disfrute de sus derechos.

03
Los países con tasas de fecundidad más elevadas (y, a menudo, con los 
ingresos más bajos) son los que presentan mayores necesidades de cuidado 
infantil, pero también aquellos donde los sectores de cuidados profesionales 
son más reducidos y la infraestructura destinada a disminuir la carga de 
trabajo doméstico está menos desarrollada.

04

Las necesidades de cuidados de la población de edad avanzada que se 
concentra en países de ingreso alto encuentran respuestas más adecuadas, 
aunque se observan brechas significativas. En las próximas décadas, 
el cuidado de personas adultas mayores también se convertirá en una 
prioridad urgente para los países de ingreso mediano y de ingreso bajo.

05

Dicha inversión produce beneficios significativos en forma de desarrollo de 
las capacidades de las y los niños, protección de la dignidad y los derechos 
de las personas adultas mayores y de las personas con discapacidad, así 
como de creación de empleo decente en el sector de los cuidados, donde las 
mujeres tienen una fuerte representación.

07

Los cuidados son un “bien público” que debe contar con apoyo en forma 
de tiempo, dinero y servicios públicos. Las transferencias monetarias y 
las licencias remuneradas permiten a los progenitores ausentarse del 
trabajo para cuidar de sus hijos. Se necesita mayor inversión pública 
en servicios de educación temprana y cuidado infantil, servicios de 
cuidados prolongados para personas adultas mayores y personas con 
discapacidad e infraestructura de apoyo al trabajo de cuidados. 

06

MENSAJES CLAVE
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5.1 INTRODUCCIÓN 
Las familias son espacios clave para la prestación y 
recepción de cuidados; también son fuente de amor y 
afecto, a través de los cuales las personas se desarrollan y 
adquieren un sentido de pertenencia. Dentro de las familias, 
personas jóvenes y mayores, sanas y frágiles, desarrollan 
las capacidades humanas necesarias para sustentar 
economías dinámicas y sociedades inclusivas.

Si se analiza quién se encarga de proporcionar los 
cuidados en las familias, se observa un patrón muy claro. 
En los diferentes contextos, la principal responsabilidad 
del cuidado de niñas, niños y personas adultas se asigna 
de forma rutinaria a las mujeres, por considerarse una 
actividad y una ocupación inherentemente femeninas. A 
menudo, representa una tarea innegociable asociada al 
hecho de ser madre, esposa o hija. La designación de las 
mujeres como cuidadoras tiene un efecto normativo muy 
importante, puesto que determina las expectativas sociales 
y prácticas concretas que, con frecuencia, resulta muy 
complicado renegociar y cambiar. El trabajo de cuidados 
genera fuertes vínculos emocionales, por lo que las 
personas cuidadoras quedan en una posición de debilidad 
para “negociar” con otros familiares el disfrute de una 
parte equitativa de su tiempo o de una mayor cantidad de 
recursos, dado que esa negociación supone un riesgo para 
quienes reciben los cuidados.1

Los cuidados pueden proporcionarse de manera 
consensuada e igualitaria, lo que los convierte en una 
experiencia gratificante. Pero también pueden ser una tarea 
agobiante y de explotación que limita las oportunidades 
de las personas cuidadoras y el disfrute de sus derechos. 
Tal como lo explica la economista feminista Diane Elson, 
el hecho de que buena parte del trabajo de cuidados no 
remunerado “se realice por amor no significa que siempre 
amemos realizarlo”.2 El contexto y las condiciones en que 
las personas cuidan unas de otras y los tipos de apoyo con 
los que pueden contar cuando lo hacen son de enorme 
importancia.

Pese a que las familias asumen un papel central en la 
provisión de cuidados, el mercado, el sector público y los 
proveedores sin fines de lucro también financian o prestan 
cuidados. Todos ellos forman un “rombo de los cuidados” 
formado por entidades interdependientes de prestación de 
cuidados (véase el gráfico 5.1).3 Cuando, por ejemplo, se 
recortan los servicios de salud pública o se imponen cargos 
a los usuarios, la necesidad de cuidados no desaparece. 

Las familias en mejor situación económica pueden recurrir 
a servicios en el mercado, pero las que no pueden pagarlos 
tienen que asumir estas tareas por sí mismas, por lo que 
la carga del trabajo de cuidados se transfiere al hogar. 
Aunque el Estado no financie o proporcione todas las 
formas de apoyo, tiene el deber de garantizar que esté 
disponible, sea accesible y ofrezca una calidad adecuada 
para todas las personas.

A menudo se da por sentado que las familias (y, dentro 
de ellas, las mujeres) cuidarán de sus miembros con 
independencia de las condiciones socioeconómicas y los 
cambios demográficos, los cuales provocan que la labor 
de los cuidados suponga una carga mayor o menor. Sin 
embargo, el tiempo de las mujeres no es “infinitamente 
elástico”, y las estrategias de adaptación pueden dar lugar a 
resultados no deseados.4 En el contexto de crisis sanitarias, 
las niñas pueden dejar de ir a la escuela para dedicar 
tiempo a recoger agua y a cuidar de familiares enfermos. 
Cuando se encargan de cuidar de parientes adultos 
mayores, las mujeres pueden verse obligadas a reducir 
su trabajo remunerado o a renunciar a oportunidades de 
promoción o capacitación profesional. E incluso en esos 
casos, quienes presentan intensas necesidades pueden no 
recibir los cuidados suficientes. 

Estructura del capítulo
Este capítulo se centra en la familia como espacio crucial 
para la provisión de cuidados, aunque también presta 
atención al papel complementario de apoyo a las familias 
que desempeñan otros agentes. En él se exploran la 
configuración y las tensiones de los cuidados familiares, así 
como las implicaciones que tienen para el disfrute de los 
derechos de las mujeres, incluido el derecho a proporcionar 
y recibir cuidados.5 En la primera parte del capítulo se 
analiza la desigualdad de género y otras desigualdades 
en la provisión del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado dentro de las familias, y cómo influyen en todo 
ello las normas sociales profundamente arraigadas, los 
factores socioeconómicos y demográficos y las políticas 
públicas. En la siguiente parte del capítulo se ofrece una 
aproximación a las necesidades de cuidados, en particular 
en las familias con hijos y en el cuidado de las personas 
adultas mayores. Se expone de qué modo los diferentes 
tipos de familia y los diferentes contextos tratan de dar 
respuesta a esas necesidades (ya sea que lo logren o no) 
mediante transferencias de cuidados intrafamiliares e 
intergeneracionales.
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Por último, con los cuidados entendidos como un bien 
público, en el capítulo se defiende la necesidad de 
aumentar la inversión pública en servicios e infraestructura 
de cuidados accesibles, asequibles y de calidad. Se 
argumenta que dichas inversiones no son solo un 
complemento necesario de los cuidados que las familias 
y las amistades se proporcionan mutuamente, sino 
que además tienen el potencial de crear millones de 
puestos de trabajo decente en el sector de los cuidados. 

La redistribución de los cuidados en las familias y la 
incentivación a los hombres para que den prioridad a 
esta labor han demostrado ser problemáticas, incluso en 
los regímenes de bienestar de los países de ingreso alto 
con amplias políticas para los cuidados. Sin embargo, la 
redistribución de los cuidados en el seno de las familias 
sigue siendo un requisito previo para la igualdad de 
género sustantiva y el pleno disfrute de los derechos de 
las mujeres.6 

5.2 ¿FAMILIAS QUE CUIDAN? UNA HISTORIA DE 
MÚLTIPLES DESIGUALDADES
Los cuidados abarcan todas las actividades dirigidas a 
desarrollar las capacidades humanas de quien los recibe 
(su salud física y mental y sus aptitudes físicas, cognitivas 
y emocionales) a través del contacto personal con la 
persona que proporciona los cuidados.7 Más allá de 
este tipo de relaciones personales afectuosas, también 
llamadas de cuidados directos, otras actividades de apoyo 

a los cuidados, como la preparación de comidas u otras 
formas de trabajo doméstico no remunerado8 exigen 
también una cantidad de tiempo considerable (véase el 
recuadro 5.1).9 Las personas realizan trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado no solo para quienes viven 
con ellas, sino también para familiares y amistades que 
residen en otro hogar.

DEFINICIÓN DEL TRABAJO DOMÉSTICO Y DE CUIDADOS NO REMUNERADO

Los cuidados directos conllevan un contacto personal —y, a menudo, emocional—, como el que se produce cuando se da 
de comer a un niño o al bañar a una persona adulta mayor frágil. Por otro lado, el trabajo doméstico (también conocido 
como “tareas del hogar”), como la limpieza o el lavado de la ropa, se denomina en ocasiones atención indirecta y puede 
implicar escaso o ningún contacto personal. Estas actividades que posibilitan la prestación de cuidados pueden absorber 
una cantidad de tiempo significativa, sobre todo en los países y comunidades de ingreso bajo, donde en ocasiones es 
necesario recoger agua y combustible para el hogar. La producción de bienes para el consumo doméstico, como el cultivo 
de alimentos o la recolección de leña o agua, pese a no ser remunerado, no se considera un componente del trabajo de 
cuidados no remunerado; el Sistema de Cuentas Nacionales (SCN) lo ubica dentro de las tareas productivas, aunque rara 
vez se mide o valora con precisión (salvo en las encuestas sobre uso del tiempo). Sin embargo, el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado está explícitamente excluido del SCN, por lo que tradicionalmente se ha pasado por alto en los 
análisis económicos.10 

Las encuestas sobre uso del tiempo son una herramienta esencial para medir las demandas temporales del cuidado de 
niñas y niños así como el de personas adultas que requieran asistencia por su envejecimiento o discapacidad (lo que 
también se conoce como cuidados prolongados). En muchas encuestas se pide a las personas encuestadas que indiquen 
cuántos minutos dedicaron el día (o días) en que se realiza la encuesta a actividades domésticas y de cuidados no 
remuneradas, con quién y dónde se encontraban en el momento de prestar cuidados directos. No obstante, a menudo 
estas encuestas no recogen información sobre las responsabilidades de “supervisión” o “de guardia”, es decir, el tiempo 
que la persona cuidadora está a cargo de otra persona pero sin realizar actividades concretas para ella. Y en efecto, los 
análisis de las encuestas sobre uso del tiempo que captan las responsabilidades de supervisión muestran una importante 
dedicación de tiempo, sobre todo entre las mujeres.11 En los Estados Unidos de América, por ejemplo, las mujeres dedican 
de dos a cinco veces más tiempo a la vigilancia de sus hijos que a la realización de actividades de cuidados directos.12 En 
investigaciones especializadas sobre los cuidados prolongados se ha observado asimismo que los miembros de la familia 
subestiman el tiempo dedicado a esta tarea de vigilancia.13

RECUADRO 5.1
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144

CÓMO EQUILIBRAR LA RESPONSABILIDAD 
DE LOS CUIDADOS

GRÁFICO 5.1

En la realidad, la provisión 
de cuidados no está 
equilibrada entre los cuatro 
proveedores.

Las familias, sobre todo si son 
pobres, asumen la mayor parte 
del trabajo de cuidados.

En las familias, las mujeres 
asumen una parte 
desproporcionada de esos 
cuidados.

REALIDAD

MercadoSector sin fines
de lucro

Estado

Familias

MercadoSector sin fines
de lucro

Estado

Familias

Lo ideal es que los 
cuidados se distribuyan de 
forma equilibrada entre 
diferentes instituciones, 
incluso si las familias 
son las principales 
proveedoras.

Dentro del hogar, hombres y 
mujeres deberían compartir la 
responsabilidad de los cuidados.

IDEAL

Fuente: Razavi (2007); Duffy y Armenia, de próxima publicación.
* El Uruguay, con cerca de 40 trabajadoras y trabajadores en el sector de los cuidados por cada 1000 habitantes, representa la excepción en América Latina y el Caribe.
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145

¿Cómo pueden 
los gobiernos 
redistribuir los 
cuidados de manera 
más equitativa entre 
mujeres y hombres, 
y entre las familias y 
la sociedad?

SOLUCIÓN

En los países en 
desarrollo, la población 
que trabaja en el sector 
de los cuidados (en el 
Estado, el mercado y las 
instituciones sin fines 
de lucro) es demasiado 
reducida como para 
dar respuesta a las 
crecientes necesidades 
de atención.

RETO

Países de ingreso 
alto

Países de América
Latina y el Caribe*

Países del África
subsahariana

35–70 5–20 <5

Número de trabajadoras y trabajadores en el 
sector de los cuidados por cada 1000 habitantes

Proporcionar licencias por 
maternidad y parentales 
universales

Incentivar un reparto igualitario 
del trabajo de cuidados no 
remunerado, por ejemplo 
mediante cuotas para padres

Garantizar que el trabajo 
doméstico y de cuidados 
no remunerado se tenga en 
cuenta en las estadísticas y en 
la formulación de políticas

Invertir en servicios de 
cuidados para niñas y niños, 
personas adultas mayores y 
personas con discapacidad

Priorizar inversiones en 
infraestructura dirigida a 
reducir la carga que supone 
el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado

Garantizar condiciones 
laborales decentes para las y 
los trabajadores en el sector 
de los cuidados
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Desigualdades de género persistentes en 
el seno de las familias
En general se cree que las mujeres realizan el trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado a cambio del 
sostenimiento económico de la familia por parte del varón. 
Dado que este sostenimiento ha dejado de ser (si es que 
alguna vez lo fue) responsabilidad exclusiva del varón 
(véase el capítulo 4), la pregunta es, ¿se ha producido 
una convergencia proporcional en la división del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado entre mujeres y 
hombres en las familias?

Las encuestas sobre uso del tiempo en todo el mundo 
ponen de manifiesto que, si se suman las horas dedicadas 
al trabajo remunerado y no remunerado, las mujeres 
trabajan más tiempo que los hombres.14 A escala mundial, 

las mujeres realizan tres veces más trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado que los hombres, si bien las 
desigualdades de género varían según los países y son 
particularmente acusadas en los países en desarrollo.15 La 
brecha de género en el trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado alcanza su máxima amplitud en África 
septentrional y Asia occidental, donde la mediana de la 
proporción entre mujeres y hombres es de casi seis (véase el 
gráfico 5.2). Las desigualdades de género no desaparecen 
en los países de ingreso alto, pero no son tan flagrantes.16 
¿Qué factores explican las brechas de género relativamente 
menores que se registran en los países de ingreso alto 
en este terreno? En el recuadro 5.2 se responde a esta 
pregunta, subrayando la reducción de trabajo doméstico 
rutinario pero también la dificultad de renegociar la división 
del trabajo de cuidados según el género.17

RELACIÓN ENTRE EL TIEMPO QUE DEDICAN LAS MUJERES Y LOS HOMBRES 
AL TRABAJO DOMÉSTICO Y DE CUIDADOS NO REMUNERADO POR REGIÓN, 
DATOS CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres basados en datos de la División de Estadística de las Naciones Unidas (2018).
Notas: Se exponen los datos más recientes disponibles para 88 países y territorios (2001-2017). El grupo de edad es el de personas de 15 años o más cuando 
había datos disponibles (personas de 18 años o más en Ghana). En varios casos, los datos se refieren a personas de 10 años o más o de 12 años o más. En el caso 
de Tailandia (2015), hacen referencia a personas de 6 años o más, y en la República Unida de Tanzanía (2014), a personas de 5 años o más. Los datos referentes 
a Bulgaria, Dinamarca, Eslovenia, España, Letonia y los Países Bajos corresponden al tiempo dedicado a la prestación de cuidados no remunerados únicamente 
entre personas de 20 a 74 años. El recuadro representa el 50,0 % intermedio de países en términos de la relación entre el tiempo que dedican las mujeres y los 
hombres al trabajo doméstico y de cuidados no remunerado. La línea situada debajo del recuadro representa los países situados en el 25,0 % 
inferior; se identifica el país donde la relación alcanza su nivel mínimo. La línea situada sobre el recuadro representa los países situados en el 25,0 % 
superior; se identifica el país en el que la relación alcanza su nivel máximo. El sombreado de color azul oscuro y azul claro del gráfico representa el intervalo 
correspondiente a los países situados en el 50,0 % intermedio dividido en dos cuartiles (segundo y tercero, respectivamente). En el caso de Qatar, solamente se 
tuvieron en cuenta en el análisis las zonas urbanas. Las diferencias entre países deben interpretarse con cautela dada la heterogeneidad entre las encuestas y 
países en cuanto a las definiciones y la metodología utilizadas y la cobertura de las muestras. Puede obtenerse más información sobre los datos nacionales en 
División de Estadística de las Naciones Unidas (2018).
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Sería interesante saber si la división del trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerado entre parejas de parejas 
del mismo sexo es más igualitaria que entre las de distinto 
sexo, puesto que en las primeras no existe el mismo “guión 
de género” que en las segundas. Por lo general, los datos 
de encuestas sistemáticas son demasiado escasos como 
para permitir un análisis adecuado, pero algunos países, 
como Australia, están comenzando a producirlos. En 2016, 
el trabajo doméstico no remunerado, como cocinar, lavar 

la ropa o cultivar alimentos, se compartía de un modo más 
igualitario en Australia entre las parejas del mismo sexo 
que entre las de distinto sexo: en el 57,0 % de las parejas de 
mujeres y el 56,0 % de las de hombres, ambos miembros 
realizaban aproximadamente la misma cantidad de 
trabajo doméstico no remunerado. En las parejas de 
personas de distinto sexo, por el contrario, la división 
igualitaria de estas tareas era muy inferior (solo se daba 
en el 39,0 % de los casos).18

¿SE OBSERVA UNA CONVERGENCIA EN LA CARGA DE TRABAJO DOMÉSTICO Y 
DE CUIDADOS NO REMUNERADO ENTRE HOMBRES Y MUJERES EN LOS PAÍSES DE 
INGRESO ALTO?

Junto con el aumento de la participación de las mujeres en el mercado laboral (y el ligero descenso que ha registrado la 
de los hombres), la brecha de género en el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado se ha reducido en los países 
de ingreso alto. Pero ¿qué factores explican estos diferenciales de género relativamente menores? Un análisis de datos 
tendenciales referidos a los últimos 40 años ofrece información muy útil al respecto.

En primer lugar, no es que los hombres estén asumiendo la parte que les corresponde. A pesar de que van aumentando 
lentamente su contribución a las tareas no remuneradas, siguen invirtiendo comparativamente poco tiempo en el trabajo 
rutinario del hogar, dedican mucho menos tiempo que las mujeres al cuidado infantil (aunque cada vez más) y concentran 
su trabajo no remunerado en labores no rutinarias, como las compras o las reparaciones domésticas.19 La persistente 
segregación de género en el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado es indicativa de la dificultad de cambiar las 
normas sociales que subyacen a los roles de género.20 

Una segunda constatación (importante para los países de ingreso bajo) es que la reducción del trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado que realizan las mujeres se ha debido principalmente a una disminución de las tareas rutinarias 
en el hogar, gracias a la tecnología doméstica moderna, o a la contratación de personas que se encargan de realizar 
dichas tareas. Cabe destacar que el tiempo destinado al cuidado infantil ha fluctuado y, en cierta medida, aumentado en 
las cuatro últimas décadas, sobre todo la parte interactiva (es decir, los juegos o la lectura con las y los niños).21 De hecho, 
pese al incremento de la participación laboral de las mujeres producido desde la década de 1960, padres y madres parecen 
estar dedicando hoy más tiempo al cuidado infantil que hace 40 años. Para ello, reservan tiempo para estar con sus hijos y 
reducen el destinado al ocio, a actividades personales o a dormir.22 Las investigaciones disponibles apuntan asimismo a la 
existencia de una relación positiva entre el nivel de instrucción de los progenitores y los ingresos del hogar, por un lado, y el 
tiempo destinado al cuidado infantil, por otro.23 Sin embargo, también es posible que la creciente preocupación por el tiempo 
dedicado a sus hijos esté llevando a las madres, sobre todo a las que poseen mayores niveles de instrucción y de ingresos, a 
informar con más detalle sobre las actividades de cuidados.24 

En tercer lugar, el impacto del trabajo remunerado de las mujeres sobre la división del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado entre mujeres y hombres no es tan sencillo como sugieren los modelos de negociación en el hogar (véase el 
capítulo 1). Los datos obtenidos en Australia y los Estados Unidos, tal como predicen dichos modelos, ponen de manifiesto que 
las mujeres han reducido su dedicación al trabajo del hogar a medida que aumentaban sus ingresos.25 Sin embargo, pese a que 
las mujeres utilizan el poder de negociación que les confieren sus ingresos para reducir su carga de trabajo no remunerado, 
no pueden o “ni siquiera intentan utilizarlo para que sus esposos asuman una parte mayor de las tareas del hogar”.26 En lugar 
de ello, sustituyen el tiempo que ellas dedicarían contratando los servicios de otras mujeres para que realicen este trabajo o, 
sencillamente, dejan algunas tareas sin hacer. Incluso cuando mujeres y hombres trabajan a tiempo completo y contribuyen por 
igual al ingreso del hogar, las primeras siguen asumiendo una parte mayor del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado. 
El poder de las normas sociales resulta especialmente llamativo cuando los ingresos de las mujeres superan a los de sus esposos. 
En esos casos, la evidencia disponible sugiere que las mujeres continúan tendiendo a trabajar más en casa que sus esposos, 
como si quisieran “neutralizar” la “desviación” que supone la dependencia económica de ellos.27
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Desigualdades entre las mujeres: el 
cuidado en distintos sectores sociales
Los promedios expuestos en la sección anterior ocultan 
algunas desigualdades entre las mujeres (y los hombres). El 
hecho de vivir en un entorno rural, por ejemplo, tiende a elevar 
la cantidad de tiempo que dedican las mujeres al trabajo 
doméstico no remunerado.28 Esto no sorprende, dado que, 
por lo general, dichas zonas disfrutan de menor acceso a la 
infraestructura básica, como el agua corriente o las tecnologías 
que ahorran trabajo, aunque los asentamientos urbanos 
precarios con altos niveles de hacinamiento pueden presentar 
déficits igualmente graves de infraestructura y servicios.29 A 
modo de ejemplo, se calcula que tan solo el 71,0 % de la 
población mundial utiliza servicios de agua potable 
gestionados de forma segura y disponibles en el hogar.30 En 
una encuesta realizada en 61 países se muestra que, en el 

80,0 % de los hogares que carecen de agua corriente, las 
mujeres y las niñas son las responsables de recolectarla.31

El nivel de riqueza o ingresos del hogar también puede 
marcar una diferencia, puesto que las mujeres más pobres 
(no los hombres) compensan los servicios que no pueden 
costear incrementando el tiempo que dedican a las tareas 
no remuneradas. En los países de América Latina donde la 
desigualdad económica es relativamente alta, las mujeres 
del grupo de ingresos más bajos (quintil 1) asignan una 
cantidad de tiempo muy superior al trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado que las que se encuentran en 
el quintil más rico (quintil 5), como puede apreciarse en el 
gráfico 5.3. El escaso tiempo que dedican los hombres a 
estas tareas, con independencia del nivel de ingreso de su 
hogar, también resulta sorprendente.

TIEMPO MEDIO NO PONDERADO DEDICADO AL TRABAJO DOMÉSTICO Y DE 
CUIDADOS NO REMUNERADO, SEGÚN SEXO Y QUINTIL DE INGRESO EN PAÍSES 
SELECCIONADOS DE AMÉRICA LATINA, DATOS CORRESPONDIENTES AL AÑO MÁS 
RECIENTE DISPONIBLE

Fuente: CEPAL (2018b).
Nota: La media no ponderada se basa en los datos más recientes disponibles para un conjunto de 11 países: la Argentina (2013), el Brasil (2012), Chile (2015), Colombia 
(2012), el Ecuador (2012), El Salvador (2010), Guatemala (2011), Honduras (2009), México (2014), el Perú (2010) y el Uruguay (2013). A cada país se le asignó la misma 
importancia relativa.
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En los países de ingreso alto se observa un patrón de 
desigualdad similar, aunque tanto las desigualdades de 
género entre grupos de ingreso y las desigualdades de 
clase entre las mujeres son mucho menores que en América 
Latina. Según un análisis de la situación en cinco países, las 
mujeres en el quintil más pobre destinan, en promedio, 263 
minutos a las tareas domésticas y de cuidados no 
remuneradas, frente a 231 minutos en el caso de las mujeres 
en el quintil más rico.32

El estado civil y la presencia de hijos pequeños en el hogar 
son factores que afectan de manera significativa al tiempo 
que dedican las mujeres al trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado.33 En Argelia y Túnez, por ejemplo, las 

mujeres casadas realizan el doble de este tipo de trabajo 
que las mujeres solteras, y en Turquía casi el triple.34 Por 
lo que respecta a la presencia de niños pequeños, en 
un estudio sobre el uso del tiempo en siete países —la 
Argentina (Buenos Aires), la India, el Japón, Nicaragua, 
la República de Corea, la República Unida de Tanzanía 
y Sudáfrica— se llegó a la conclusión de que el trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado de las mujeres era 
más intenso en los hogares con niños pequeños, y que la 
carga de trabajo disminuía a medida que estos crecían.35 
En el gráfico 5.4 puede observarse una tendencia similar en 
numerosos países. Una vez más, la mayor disposición de las 
mujeres (en comparación con los hombres) a dedicar más 
tiempo al cuidado de los hijos pequeños es destacable. 

TIEMPO DEDICADO AL TRABAJO DOMÉSTICO Y DE CUIDADOS NO REMUNERADO, 
SEGÚN SEXO Y PRESENCIA DE NIÑOS EN EL HOGAR EN PAÍSES SELECCIONADOS, 
DATOS CORRESPONDIENTES AL AÑO MÁS RECIENTE DISPONIBLE

Fuente: OIT (2018a).
Notas: En el gráfico se incluyen 11 países que realizaron encuestas sobre uso del tiempo entre 2008 y 2016: Albania (2010–2011), Argelia (2012), Bélgica (2013), China 
(2008), los Estados Unidos de América (2016), Etiopía (2013), Ghana (2009), Finlandia (2009), el Reino Unido (2015), Serbia (2010–2011) y Sudáfrica (2010) . El grupo de 
edad es el correspondiente a personas de 15 años o más. La designación “hijos pequeños” se refiere a la presencia de niñas y niños de 0 a 4 años en el hogar; “hijos 
mayores” se refiere a la presencia de niñas y niños de 11 a 17 años.
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Las mujeres también son las principales proveedoras de 
cuidados prolongados a sus esposos y parejas cuando 
estos envejecen, así como a sus progenitores y a sus 
suegros, que pueden vivir en otros hogares (véase la 
sección 5.7). En las investigaciones disponibles se sugiere 
que, en Europa, los hombres asumen una proporción 
relativamente mayor de los cuidados no remunerados 
dispensados a familiares (o amistades) adultos mayores 
que a los niños, aunque la mayor parte de este trabajo 
sigue recayendo sobre las mujeres.36 De manera similar, en 
los Estados Unidos, pese a que las mujeres invierten más 
tiempo que los hombres en el cuidado tanto de niños como 
de personas adultas mayores, la división de género en el 
cuidado de estas últimas parece más igualitaria que en el 
caso del cuidado infantil (véase el gráfico 5.5).

Los menores niveles de desigualdad de género en el cuidado de 
personas adultas mayores en los Estados Unidos reflejan que, 
en ese contexto, este trabajo suele implicar a menudo un mayor 
grado de atención indirecta (por ejemplo, ayuda en aspectos 
financieros o reparaciones domésticas), mientras que las 
personas adultas mayores con enfermedades graves o crónicas 
que necesitan cuidados directos tienden a institucionalizarse en 
hospitales o residencias para personas mayores dependientes, 
de manera que la mayoría de sus cuidados se transfieren de la 
familia a los sectores público y privado (con y sin fines de lucro). 
Además, las encuestas sobre uso del tiempo realizadas en los 
Estados Unidos inducen a las personas encuestadas a pensar 
de manera general sobre el apoyo a personas adultas mayores 
que no viven en el mismo hogar, dando prioridad a los aspectos 
de gestión (de los cuales tienden a ocuparse en mayor medida 
los hombres) en lugar de los cuidados directos.37

5.3 CUIDADOS, DEMOGRAFÍA FAMILIAR Y 
NECESIDADES INSATISFECHAS
En los últimos años, debido al descenso de las tasas de 
fecundidad (véase el capítulo 2), los temores de una “explosión 
demográfica” y sus consecuencias para el hambre en el mundo 
parecen haber desaparecido para dar lugar a una visión 
apocalíptica que apunta a una “crisis del envejecimiento” y a 
su presunta relación con el declive económico.38 Tales discursos 
no solo se apoyan en vínculos de causalidad cuestionables, 
sino que tienden a ignorar las gravísimas implicaciones de la 
dinámica demográfica sobre la esfera de los cuidados. Tanto 
las poblaciones jóvenes como el envejecimiento plantean 

preguntas muy importantes sobre los sistemas de cuidados, 
sean estos remunerados o no, especialmente en el caso de las 
personas cuyos bajos niveles de ingreso, ahorro y pensiones 
les impiden acceder a los servicios de cuidados disponibles 
en el mercado. Con base en la relación de dependencia de 
los cuidados (véase el recuadro 5.3), en esta sección se ilustra 
que, en los países y familias de ingreso bajo, las necesidades 
de cuidados superan con mucho la oferta de servicios, lo que 
impone una carga desproporcionada a quienes se ocupan de 
prestar estos servicios en las familias.

TIEMPO DEDICADO AL CUIDADO INFANTIL Y DE PERSONAS ADULTAS MAYORES NO 
REMUNERADO, SEGÚN SEXO, ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, 2017

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir de datos de la Oficina de Estadísticas Laborales de los Estados Unidos de América (2017).
Notas: La muestra incluye únicamente personas de 18 años o más. Las estimaciones se ponderaron de acuerdo con las ponderaciones de la encuesta, proporcionadas 
por la Oficina de Estadísticas Laborales de los Estados Unidos de América. El cuidado infantil no remunerado se define como la suma de las siguientes actividades: 
cuidado de (y ayuda a) niñas y niños que viven en el hogar y que viven en otros hogares, y desplazamientos relacionados con el cuidado infantil. El cuidado no 
remunerado de personas adultas mayores se define como la suma del tiempo dedicado a actividades que incluyen desde la ayuda y cuidados a personas adultas 
mayores que viven en el hogar o en otros hogares hasta los desplazamientos realizados para prestar asistencia a personas adultas mayores.
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¿QUÉ ES LA RELACIÓN DE DEPENDENCIA DE LOS CUIDADOS?

La relación de dependencia de los cuidados mide el número de personas con mayor probabilidad de necesitar cuidados con 
respecto al número de personas con mayor probabilidad de proporcionar cuidados (no tiene en cuenta a las personas que 
trabajan en el sector de los cuidados de forma remunerada).39 Como ocurre con las relaciones de dependencia habituales, la 
de dependencia de los cuidados se define en términos de grupos de edad y, por lo tanto, refleja la estructura por edades de la 
población. Así, los países de ingreso bajo con tasas totales de fecundidad muy elevadas tienden a presentar altas relaciones de 
dependencia de los cuidados debido al importante número de niñas y niños que requieren cuidados. Sin embargo, incluso en los 
países de ingreso alto, donde las tasas totales de fecundidad son mucho más bajas, las relaciones de dependencia de los cuidados 
pueden ser elevadas como consecuencia del envejecimiento poblacional. La relación de dependencia de los cuidados agregada 
que se utiliza en este informe incluye dos componentes; uno de ellos se centra en el cuidado de niñas y niños pequeños (de 0 a 5 
años) y el otro en las personas adultas mayores que requieren atención. No obstante, a diferencia de las relaciones de dependencia 
convencionales, la edad de las personas adultas mayores que necesitan cuidados —y, por lo tanto, la de las potenciales personas 
cuidadoras— no es fija para los diferentes países. En lugar de ello, y con el fin de tener en cuenta la heterogeneidad de la 
esperanza de vida según los países, dicha edad varía conforme a las estimaciones de esperanza de vida saludable a los 60 años 
en el país de que se trate (consúltese la nota estadística para obtener más detalles al respecto). Subdividida en componentes y 
expresada como porcentaje, la relación de dependencia de los cuidados de las y los niños pequeños refleja el número de niñas y 
niños de 0 a 5 años por cada 100 personas adultas potencialmente cuidadoras. La relación de personas adultas mayores muestra 
el número de personas adultas mayores que requieren atención por cada 100 personas adultas potencialmente cuidadoras.

Una breve descripción de las necesidades 
de cuidados
En el gráfico 5.6 se ilustra la relación de dependencia de 
los cuidados de las y los niños pequeños (de 0 a 5 años) en 
las diferentes agrupaciones regionales y según el nivel de 
ingreso de los países (bajo, mediano y alto). El menor peso 
demográfico de los niños pequeños corresponde a los países 
de ingreso alto de Europa y América del Norte (9,2 %), algo 
lógico si se tienen en cuenta las tasas de fecundidad de dichos 
países (véase el capítulo 2).40 En Asia oriental y sudoriental 
(11,0 %) y Australia y Nueva Zelandia (10,6 %), la composición 
demográfica es similar, con una niña o un niño de 0 a 5 años 
por cada 10 personas potencialmente cuidadoras.

Por el contrario, las tres regiones con mayores tasas medias 
de fecundidad y, por lo tanto, mayores relaciones de 
dependencia de los cuidados son el África subsahariana 
(35,7 %), Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia) 
(24,9 %) y África septentrional y Asia occidental (20,7 %). A 
continuación se sitúan Asia central y meridional (17,7 %) y 
América Latina y el Caribe (14,5 %), que presentan tasas de 
fecundidad en torno al nivel de reemplazo.

Desglosadas según la clasificación de los países por nivel de 
ingreso, la distribución de las relaciones de dependencia de 
los cuidados de los niños de 0 a 5 años oscila desde un mínimo 
del 6,6 % entre los países de ingreso alto (la República de 
Corea) y un máximo del 50,3 % (el Níger) entre los países de 
ingreso bajo. El mayor nivel de heterogeneidad se observa en 
los países de ingreso bajo, que presentan los mayores niveles 
de dispersión en sus distribuciones (véase el gráfico 5.6). Es 

probable que el descenso de la fecundidad, ya muy avanzado 
en muchas regiones en desarrollo, reduzca próximamente el 
peso demográfico de los niños de 0 a 5 años. En la actualidad 
se prevé que la tasa global de dependencia de los cuidados 
de los niños de 0 a 5 años, que se situaba en el 15,9 % en 2015, 
disminuya al 13,6 % de aquí a 2030.

No obstante, es improbable que el hecho de tener menos 
hijos se traduzca en una reducción proporcional de la carga 
de trabajo doméstico y de cuidados que realizan las mujeres. 
Por una parte, existen economías de escala en la provisión de 
cuidados, por lo que, aunque la menor fecundidad puede dar 
lugar a cierta reducción de la carga de trabajo de cuidados 
no remunerados, esta no es proporcional. Actividades diarias 
como bañar, alimentar y cuidar de las y los hijos continúan 
siendo necesarias con independencia del número de niños 
que haya en el hogar. Además, las y los niños más mayores 
suelen ayudar con las tareas del hogar no remuneradas y 
cuidan y entretienen a los más pequeños, lo que a su vez 
incide en que la disminución de la cantidad de trabajo de 
cuidados no remunerado no sea proporcional.

Dentro de los diferentes países, la carga del cuidado infantil 
es mayor en los hogares más pobres, puesto que las mujeres 
que viven en ellos suelen tener un mayor número de hijos que 
las mujeres más ricas. Por ejemplo, en 35 países del África 
subsahariana, las mujeres en edad reproductiva 
(de 15 a 49 años) pertenecientes al quintil más pobre tienen, 
en promedio, entre 1,0 (en Sudáfrica) y 4,5 (en Angola) 
hijos más que las mujeres del quintil más rico.41 En el resto 
de países para los que se dispone de datos se observa un 
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RELACIÓN DE DEPENDENCIA DE LOS CUIDADOS DE NIÑOS DE 0 A 5 AÑOS, POR 
REGIÓN Y GRUPO DE INGRESO, 2015

Fuente: OIT (2018a). Cuadro A.2.3.
Notas: Cálculos basados en una muestra de 183 países. En la parte izquierda del gráfico se utiliza la clasificación de los países según el nivel de ingreso del Banco Mundial.
En la nota estadística puede consultarse una explicación más detallada de la metodología empleada. Por su parte, los datos nacionales están disponibles en el anexo 1.
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patrón similar. Los hogares más ricos no solo tienen una 
probabilidad mayor de tener menos hijos en relación con 
el número de personas encargadas de su cuidado, sino 
que además tienden a disfrutar de un mayor acceso a 
infraestructuras que permiten ahorrar tiempo. En el Estado 
Plurinacional de Bolivia, por ejemplo, tan solo el 38,0 % de los 
hogares más pobres dispone de agua corriente, frente al 
99,0 % de los hogares más ricos.42

Necesidades de cuidados de las personas 
adultas mayores
Las necesidades de cuidados de la niñez y la vejez presentan 
diferencias muy importantes. Las y los niños requieren mucha 
atención, pero esta es relativamente previsible. En cambio, 
las personas adultas mayores necesitan, en promedio, menos 
cuidados, pero la variabilidad de estos es mucho mayor, lo que 

puede crear una compleja dinámica de imprevisibilidad para 
quienes se encargan de su cuidado de forma no remunerada. 
Con este aspecto en mente, ¿cuál es la importancia de la 
atención a las personas adultas mayores en las diferentes 
regiones y en los distintos grupos de ingresos?

Cuando se analizan las relaciones de dependencia de los 
cuidados de las personas adultas mayores, se obtiene un 
orden regional exactamente inverso y se observa que en la 
mayoría de los países dichas relaciones son muy inferiores a 
las de la niñez. A escala mundial, en 2015 había 4 personas 
adultas mayores por cada 100 personas potencialmente 
cuidadoras (4,2 %).43 Se prevé que esta relación experimentará 
un incremento moderado de aquí a 2030, hasta situarse 
en el 4,9 %. Las mayores relaciones de dependencia de los 
cuidados de las personas adultas mayores se observan en 

GRÁFICO 5.6
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Europa y América del Norte (7,8 %), región a la que siguen 
Australia y Nueva Zelandia (5,3 %) y Asia oriental y sudoriental 
(4,0 %), donde la atención prolongada supone una carga 
muy importante (véase el gráfico 5.7). Tras ellas se sitúan 
América Latina y el Caribe (3,6 %), Asia central y meridional 
(3,4 %) y África septentrional y Asia occidental (3,0 %), regiones 
donde la población de varios países está experimentando 
un rápido envejecimiento. En el otro extremo, las regiones 
con menores relaciones de dependencia de los cuidados son 
Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia) (2,8 %) y el África 
subsahariana (2,5 %), que a su vez son las que presentan las 
estructuras etarias más jóvenes.

Entre los países de ingreso alto, las relaciones de 
dependencia de los cuidados de las personas adultas 
mayores oscilan entre el 0,2 % en los Emiratos Árabes 
Unidos y el 11,6 % en Lituania. Además, en estos países la 
relación mediana es 2,6 veces mayor que en los países de 
ingreso bajo (véase el gráfico 5.7). No se debe subestimar 
el desafío que representan los cuidados prolongados de las 
personas adultas mayores en los países de ingreso mediano 
y de ingreso bajo. Se debe, más bien, comprender por qué 
quienes diseñan las políticas todavía no consideran esta 
cuestión o ni siquiera la reconocen como un problema social 
en los debates públicos.

Fuente: OIT (2018a). Cuadro A.2.3.
Notas: Cálculos basados en una muestra de 183 países. En la parte izquierda del gráfico se utiliza la clasificación de los países según el nivel de ingreso del Banco Mundial.
En la nota estadística puede consultarse una explicación más detallada de la metodología empleada. Por su parte, los datos nacionales están disponibles en el anexo 1.

RELACIÓN DE DEPENDENCIA DE LOS CUIDADOS DE LAS PERSONAS ADULTAS 
MAYORES, POR REGIÓN Y GRUPO DE INGRESO, 2015
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Necesidades de cuidados insatisfechas 
¿Los países están invirtiendo en servicios capaces de satisfacer 
las necesidades de cuidados de niñas y niños y personas 
adultas mayores, de modo que el tiempo que dedican las 
familias a los cuidados no remunerados pueda reducirse? En 
el gráfico 5.8 se muestran las relaciones de dependencia de 
los cuidados de niños de 0 a 5 años y de personas adultas 
mayores, así como el tamaño de la población que trabaja 
en el sector de los cuidados. Este último se define de manera 
amplia, de modo que incluye a los y las trabajadoras de los 
sectores de los cuidados (educación, salud y trabajo social) 
y a quienes trabajan en la prestación de cuidados en otros 
sectores, así como los y las trabajadoras domésticas.

En el gráfico aparecen superpuestos varios descriptores 
cualitativos con el objeto de ilustrar la magnitud y las 
características de la población que trabaja en el sector de los 

cuidados, que en algunos casos es amplia y diversa y en otros 
depende fuertemente de los y las trabajadoras domésticas.

El análisis, para el que se utilizaron datos de 98 países, 
confirma que aquellos países donde los niños pequeños (de 
0 a 5 años) presentan mayores relaciones de dependencia 
de los cuidados, que tienden a ser también los países más 
pobres, son asimismo los que tienen una menor cantidad de 
trabajadoras y trabajadoresen ese sector. En algunos de los 
países más pobres, como Malí o el Níger, las altas tasas de 
fecundidad se combinan con una falta de infraestructura 
de cuidados institucionalizada, lo cual genera profundas 
brechas en la prestación de estos servicios.44 Este patrón 
se mantiene incluso cuando se analizan por separado los 
dos componentes de los servicios de cuidados dirigidos a 
satisfacer las necesidades de niñas y niños: la educación y el 
cuidado infantil.45 

RELACIÓN DE DEPENDENCIA DE LOS CUIDADOS, NIÑOS DE 0 A 5 AÑOS Y PERSONAS ADULTAS 
MAYORES (2015), Y TAMAÑO Y CARACTERÍSTICAS DE LA POBLACIÓN QUE TRABAJA EN EL SECTOR 
DE LOS CUIDADOS, DATOS CORRESPONDIENTES AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres basados en OIT (2018a). Cuadros A.2.3, A.4.2 y anexo A.4.3.
Notas: El análisis abarca 98 países. La relación de dependencia de los cuidados se define como la relación entre el número de personas de 0 a 5 años y personas que han alcanzado 
o superado la edad de esperanza de vida saludable, fijada en 60 años (personas receptoras de cuidados) y el número de personas con edades comprendidas entre los 15 años y 
la edad de esperanza de vida saludable (60 años) menos 6 años de edad (personas potencialmente proveedoras de cuidados) multiplicada por 100. La población que trabaja en 
el sector de los cuidados incluye las trabajadoras y los trabajadores de los sectores de los cuidados (educación, salud y trabajo social) y las personas que trabajan en la prestación 
de cuidados en otros sectores, así como los y las trabajadoras domésticas. También incluye a las personas que trabajan en el sector de los cuidados pero que no se dedican a la 
prestación de cuidados, sino que realizan labores de apoyo. Las estimaciones relativas a la población que trabaja en el sector de los cuidados se basan en los datos más recientes 
disponibles durante el período 2008-2016. La información sobre el tamaño (es decir, la magnitud de la población que trabaja en el sector de los cuidados como proporción del 
empleo total) y las características (es decir, la baja dependencia respecto de los y las trabajadoras domésticas) de la población que trabaja en el sector de los cuidados se utiliza para 
agrupar a los países en cuatro categorías diferenciadas. Para ello se empleó la técnica de agrupación jerárquica por aglomeración desarrollada por la OIT (véase OIT, 2018a).
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Varios países, como la Arabia Saudita, Sudáfrica y el 
Uruguay, presentan relaciones de dependencia de los 
cuidados moderadas y el tamaño de la población que se 
desempeña en el sector de los cuidados varía de mediano 
a amplio; sin embargo, en esos países la dependencia con 
respecto a los y las trabajadoras domésticas es excesiva. En 
cambio, en Dinamarca, Finlandia, Noruega, los Países Bajos y 
Suecia, donde más está creciendo el apoyo público al sector 
de los cuidados, dicha dependencia es muy baja. Estos países 
tienden a apoyarse en una amplia población de trabajadoras 
y trabajadores muy profesionalizada.

A diferencia de lo que ocurre con las relaciones de 
dependencia en el cuidado infantil, las relativas a la atención 

de personas adultas mayores muestran un claro vínculo con 
el tamaño del sector de los cuidados remunerados. Dicho de 
otro modo, los países donde las personas adultas mayores 
representan un grupo relativamente extenso cuentan también 
con un sector de los cuidados relativamente más amplio. Ahora 
bien, la dirección de la causalidad resulta difícil de determinar, 
puesto que la mayor proporción de personas adultas mayores 
que viven en residencias geriátricas (en países de ingreso 
alto) puede ser el resultado del mayor tamaño y grado de 
institucionalización del sector de la salud, lo cual da lugar a 
un aumento de la esperanza de vida. Lo que está claro es que 
entre el número de personas adultas mayores y el tamaño del 
sector de los cuidados remunerados existe una relación directa 
que no se observa en el caso de los niños.46 

5.4 EL CUIDADO INFANTIL EN DIVERSOS MODELOS 
DE FAMILIA
Dado que la presencia de niños repercute en el tiempo 
que dedican las mujeres al trabajo de cuidados no 
remunerado, no sorprende que, en todo el mundo y en 
todas las regiones, las mujeres paguen un costo laboral 
por la maternidad.47 Las mujeres con hijos de 0 a 5 años 
presentan las menores tasas de empleo (47,6 %) en 
comparación con los hombres en la misma situación 
(87,9 %), pero también con los que no tienen hijos (78,2 %) y 
con las mujeres que no son madres (54,4 %).48 

En una investigación llevada a cabo en países de ingreso 
alto se pone de manifiesto que las mujeres que son madres 
pagan un costo salarial significativo, mientras que para 
la mayoría de los hombres la paternidad conlleva una 
“bonificación” en términos de salario.49 Irónicamente, las 
mujeres de ingreso bajo, que son quienes menos pueden 
permitírselo, son las que experimentan un mayor costo 
asociado a la maternidad, al tiempo que la “bonificación” 
por paternidad beneficia principalmente a hombres de los 
tramos superiores de la distribución de los ingresos (puede 
consultarse una explicación más detallada sobre los costos 
de la maternidad en el capítulo 4).50 

Son muchas las personas que pueden participar en el 
cuidado de niños aparte de sus padres biológicos; entre 
ellas, los y las abuelas, los y las tías, amistades, los y las 
vecinas o tutoras y tutores, una práctica muy extendida en 
África occidental.51 Sin embargo, aunque tanto en los países 
desarrollados como en desarrollo las redes familiares ofrecen 
cierto apoyo en el cuidado de niñas y niños pequeños, 
esta ayuda está sujeta a serias limitaciones en contextos 

de pobreza, especialmente entre las familias migrantes 
y cuando los miembros de la familia extensa tienen que 
trabajar o también necesitan cuidados (véase el capítulo 7).52

Cadenas intergeneracionales de 
cuidados: el papel de los y las abuelas 
Cuando los progenitores, en especial las madres, 
desempeñan un trabajo remunerado, el cuidado infantil 
puede dejarse en manos de otros miembros de más edad 
de la familia, como las abuelas, que también pueden 
encontrarse en edad de máxima productividad. Aunque 
la proximidad geográfica es un factor que la favorece, la 
práctica de delegar el cuidado infantil en los y las abuelas 
—sobre todo en las abuelas— no solamente se da cuando 
cohabitan en hogares extensos.53 

La regularidad y la intensidad del apoyo que brindan 
abuelas y abuelos varían según el contexto: dicho apoyo es 
más intermitente en períodos de emergencia en países con 
una amplia accesibilidad a los servicios de cuidado infantil, 
y más regular e intenso cuando sustituye a estos últimos.54 
En los países escandinavos, por ejemplo, donde existe 
amplia disponibilidad de servicios públicos de cuidados, 
la proporción de abuelas y abuelos que contribuyen 
regularmente al cuidado infantil (con frecuencia semanal o 
mayor) es muy inferior a la registrada en los países del sur 
de Europa, donde la prestación pública es mucho menos 
abundante (véase el gráfico 5.9).55 Como puede observarse 
en este gráfico, las abuelas son, en todos los países, las que 
más ayudan en el cuidado infantil; los abuelos también, 
aunque su contribución es menor en la mayoría de los países.
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La ausencia de la generación intermedia puede implicar una 
carga desproporcionada para los y las abuelas, ya sea por 
la migración (véase el capítulo 7) o por una enfermedad, 
adicción, encarcelamiento o muerte. En el África 
subsahariana, la pandemia del virus de la inmunodeficiencia 
humana (VIH) y el síndrome de la inmunodeficiencia 
adquirida (SIDA) provocó cambios significativos en las 
familias, ya que la generación de más edad asumió un 
papel intenso y prolongado en la prestación de cuidados 
en condiciones traumáticas, tanto para sus hijos adultos 
enfermos como para sus nietos supervivientes.56 En Tailandia, 
donde la migración del entorno rural al urbano es una de 
las estrategias de muchas familias para ganarse la vida, 

cerca del 21,0 % de las y los niños viven en hogares donde 
falta la generación de sus progenitores.57 En China, debido 
a la migración posterior a la reforma y a las restricciones 
para las personas migrantes procedentes de zonas rurales 
para acceder a los servicios y beneficios sociales disponibles 
en las ciudades, la proporción de niños en edad preescolar 
que quedaron bajo la custodia de sus abuelas y abuelos 
aumentó drásticamente del 3,6 % en 1991–1993 al 26,6 % 
en 2009–2011.58 Las evidencias obtenidas en China y en 
Sudáfrica sugieren que la disponibilidad de una pensión 
eleva la probabilidad de que las y los abuelos —pero sobre 
todo ellas— se hagan cargo de una nieta o nieto, para que la 
madre pueda buscar empleo.59

ABUELAS Y ABUELOS DE 65 AÑOS O MÁS QUE CUIDARON DE NIÑOS CON 
FRECUENCIA CASI SEMANAL O SUPERIOR EN LOS ÚLTIMOS 12 MESES, EN UN 
CONJUNTO DE PAÍSES EUROPEOS SELECCIONADOS, 2014

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir de datos del Programa de la USC sobre Envejecimiento Global, Salud y Política 2014.
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Los cuidados que proporcionan las personas adultas  
mayores de la familia a las generaciones más jóvenes es un 
rasgo muy importante de muchas familias en las que reinan 
el amor y la cooperación. Sin embargo, cuando abuelas y 
abuelos se convierten en los principales cuidadores, su poder 
de acción o su papel en las decisiones y su acceso a recursos 
adicionales influyen en que la prestación de cuidados se 
convierta o no en una carga.60 En un estudio sobre las 
abuelas indígenas del pueblo haudenosaunee en el Canadá 
se revela que, aunque la provisión de cuidados temporal 
para “ayudar” está motivada por factores como el deseo 
de ofrecer “cuidados y salud a sus familias y comunidades”, 
existen circunstancias más adversas que pueden llevar a que 
abuelas y abuelos asuman la custodia de sus nietos a tiempo 
completo.61 Entre esos factores estructurales figuran la 
pobreza, una vivienda inadecuada y el abuso de sustancias 
por parte de sus hijos adultos. Las mujeres participantes en 
el estudio también manifestaron su temor de que sus nietos 
pudieran serles arrebatados por organismos estatales, 
lo que apunta a la necesidad de reformar la política de 
bienestar infantil para garantizar que se tengan en cuenta 
los aspectos culturales y el legado histórico de racismo y 
abuso que han sufrido las poblaciones indígenas.

En África meridional, algunos de los países más afectados 
por la pandemia del VIH y el SIDA, como Botswana y 
Sudáfrica, contaban con pensiones sociales financiadas por 
el Estado que eran un apoyo crucial para los y las abuelas 
que cuidaban de sus nietos, aunque tales prestaciones no 
estaban disponibles para los más jóvenes (en torno a los 
40 años de edad).62 En muchos otros contextos donde las 
personas adultas mayores carecen de recursos materiales 
y únicamente pueden acceder a un mínimo apoyo a través 
de programas de asistencia social para hacer frente al 
incremento de sus responsabilidades de cuidados, esas 
personas pueden experimentar mayor estrés y deterioro de 
su salud física y mental con el paso del tiempo.63 

Madres solas: ¿cuidar sin ayuda?
En todos los países para los que se dispone de datos, 
la mayor parte de los niños que viven en un hogar 

monoparental residen con su madre (véase el capítulo 2). 
Si bien los regímenes de custodia y manutención infantil en 
casos de divorcio y separación varían considerablemente 
entre países, las madres ostentan con mayor frecuencia la 
custodia de sus hijos. Por lo general, carecen de suficiente 
protección financiera y, por lo tanto, tienden a afrontar 
mayores riesgos de pobreza (véase el capítulo 4).64 

Aunque la proporción de niños que viven exclusivamente 
con sus madres, por ejemplo, en Dinamarca, los Estados 
Unidos y el Reino Unido puede ser comparable a la 
registrada en Ghana, Uganda y Zimbabwe, en realidad en 
los países en desarrollo son menos las mujeres que viven 
solas. Esto se debe a que, como se explica en el capítulo 2, 
en los países de ingreso mediano y de ingreso bajo una 
proporción significativa de madres y padres solos viven 
en hogares extensos, es decir, con otras personas adultas 
con las que tienen una relación de parentesco. A modo de 
ejemplo, en Asia central y meridional cerca del 70,0 % de 
las madres solas viven en hogares extensos. Una de las 
razones puede ser financiera: el hecho de vivir con otras 
personas y combinar los recursos permite ahorrar en costos 
de vivienda, y protege a estas mujeres de las consecuencias 
de una vida precaria.65 Si no fuera por las posibilidades que 
brinda la vida compartida, las tasas de pobreza entre las 
madres solas serían aún mayores. Otro de los motivos de la 
vida en común puede estar relacionado con los cuidados: 
los y las abuelas —sobre todo las abuelas— y las hermanas y 
hermanos ayudan a las madres solas a cuidar de sus hijos.

Sin embargo, en los países en desarrollo las posibilidades 
de las madres solas de apoyarse en la familia extensa 
varían en función de factores como los ingresos del hogar, 
la disponibilidad de una vivienda asequible, la prevalencia 
de este tipo de arreglos residenciales y la aceptación 
social del hecho de que las madres solas vivan de forma 
independiente. En el recuadro 5.4 se muestra que las madres 
sin pareja en los asentamientos urbanos precarios de Kenya 
cuentan a menudo con una red familiar limitada en la que 
apoyarse para criar a sus hijos, lo que señala la necesidad de 
otras opciones para el cuidado infantil.
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EL PAPEL DE LAS REDES FAMILIARES EXTENSAS EN EL CUIDADO DE LAS Y LOS 
HIJOS DE MADRES SOLAS EN NAIROBI, KENYA

En todo el mundo, abuelas, abuelos y otros miembros de la familia extensa colaboran a menudo en los cuidados de sus 
nietas y nietos y les ofrecen asistencia financiera. Sin embargo, cuando el apoyo estatal escasea y las madres solas viven en 
condiciones especialmente precarias, el respaldo de estas redes familiares puede ser fundamental.66

Las madres solas que viven en asentamientos precarios pueden tener problemas para criar a sus hijos: altas tasas de desempleo; 
acceso limitado a alimentos nutritivos, al alojamiento u otros recursos; y peligros derivados de la violencia, los accidentes o el déficit 
de saneamiento. Una proporción elevada de mujeres que viven en asentamientos urbanos informales son migrantes internas, lo 
cual aleja a las madres de las redes de apoyo de la familia extensa y limita la ayuda no económica que esta puede ofrecerle. Incluso 
cuando las mujeres tienen cerca a sus familiares, los altos niveles de pobreza dificultan cualquier ayuda económica.

En un estudio sobre unas 500 madres solas que vivían en asentamientos precarios de Nairobi, en Kenya, se constató que, en 
contra de los estereotipos populares acerca de las familias del África subsahariana, aquellas madres contaban a menudo 
con una red familiar relativamente pequeña pero activa que les ayudaba a criar a sus hijos, y recibían apoyos muy variados. 
Mientras la mitad de las mujeres recibían ayuda tanto económica como en forma de cuidado infantil de al menos una 
persona, la mayoría de ellas no recibían asistencia de más de uno o dos parientes como máximo. De hecho, casi una de cada 
cinco madres no recibía asistencia financiera ni en forma de cuidado infantil de ningún familiar.

Algunos parientes desempeñaban roles especialmente significativos. La tercera parte de las abuelas ofrecían tanto apoyo 
financiero como de cuidado infantil, y en torno al 45,0 % de las madres dependían principalmente de la abuela materna de la 
niña o el niño para su cuidado. Sin embargo, una proporción aún mayor de madres solas (63,0 %) se apoyaban en las hermanas 
mayores de la niña o el niño. A continuación, la ayuda más frecuente provenía de los hermanos mayores y de las tías maternas. 
Por el contrario, tan solo el 5,0 % de los padres (y prácticamente ningún familiar paterno) colaboraban en el cuidado infantil. 
Los familiares que proporcionaban cuidados lo hacían de diversas formas: desde asistencia financiera hasta colaboración en el 
cuidado infantil a través de actividades como la supervisión, la alimentación, el baño, el juego o la lectura en conjunto.

Dado este limitado apoyo de la familia extensa —debido, a menudo, a circunstancias ajenas a su control, como el hecho de 
vivir en la pobreza o en una situación precaria—, la necesidad de contar con opciones de cuidados asequibles y seguras 
durante el día, así como con programas de creación de empleo adecuados para las madres solas, reviste una importancia 
crucial. En particular, los niveles excepcionalmente altos de cuidado infantil que proporcionan las hermanas mayores influyen 
negativamente en su capacidad de asistir a la escuela o disfrutar de su tiempo libre.67 La prestación de servicios a cargo del 
Estado es esencial para mitigar este problema.

5.5 QUÉ SUCEDE CUANDO NO SE ABORDAN LAS 
NECESIDADES DE CUIDADO INFANTIL
Pese a que a nivel mundial el hecho de vivir con hijos 
pequeños afecta negativamente el empleo de las mujeres, 
dicho efecto es mucho menor en los países de ingreso bajo. 
En esos países, las madres de niños de 0 a 5 años presentan 
una relación entre empleo y población del 72,0 %, 
ligeramente superior a la de las mujeres que no tienen hijos 
(68,4 %).68 Dicho de otro modo, en algunos contextos las 
mujeres parecen estar incorporándose al empleo con el 
objetivo específico de mantener a sus hijos.69 

Es común que la pobreza en la familia lleve a las mujeres 
a buscar un trabajo, un fenómeno que se ha denominado 
en ocasiones “venta urgente de mano de obra”.70 Esta 
situación vulnera los derechos de esas mujeres a disponer 

de tiempo para las tareas de cuidados. Cuando las mujeres 
encuentran empleo principalmente en la economía informal 
o en el sector agrícola, como suele ocurrir en numerosos 
contextos de bajos ingresos, a veces llevan con ellas a sus 
hijos a las parcelas o al mercado o los dejan al cuidado de 
otros familiares, incluidas sus propias hijas. Sin embargo, las 
estrategias de adaptación a las que recurren las mujeres 
pobres pueden tener consecuencias adversas, tanto para 
ellas mismas como para sus hijos.

En una investigación de campo sobre comunidades de 
ingreso bajo en la India, Nepal, la República Unida de 
Tanzanía y Rwanda se constató que las mujeres estaban 
particularmente preocupadas por la cantidad y calidad de 
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los cuidados que pueden proporcionar a sus hijos, debido a 
las largas jornadas de trabajo.71 En los grupos focales que 
organizó WIEGO (Mujeres en Empleo Informal: Globalizando 
y Organizando), las trabajadoras informales sudafricanas 
en la economía informal manifestaron su preocupación por 
no poder atender a sus hijos: “no tenemos tiempo para esas 
tareas. Nuestras hijos no reciben de nosotras la atención que 
merecen”. A su vez, en el Brasil y Ghana las trabajadoras 
informales se mostraban preocupadas por los efectos 
negativos que esta situación podía tener sobre la educación, 
la salud y el desarrollo general de sus hijos.72 

En ausencia de seguridad de los ingresos básicos, las mujeres 
que no gozan de una licencia por maternidad remunerada, 
ya se trate de agricultoras de subsistencia o de trabajadoras 
domésticas, trabajan a menudo hasta una fase muy avanzada 
del embarazo o se reincorporan al empleo poco después de 
dar a luz.73 Todo ello se combina con las exigencias físicas y 
los peligros que entrañan muchos de estos trabajos para la 
salud de las mujeres y sus hijos. En una investigación realizada 
en Asia meridional se encontró una correlación entre el 
empleo de las mujeres en actividades agrícolas intensivas 

y la existencia de déficits nutricionales entre las propias 
mujeres y sus hijos, incluso después de controlar la situación 
socioeconómica del hogar. Esto se explica por la dificultad que 
tienen las mujeres para equilibrar el tiempo que dedican al 
trabajo agrícola y el que les queda para cuidar de sí mismas 
y de sus hijos, incluido el tiempo necesario para preparar 
comidas nutritivas (véase el recuadro 5.5).

Las y los niños también prestan una importante cantidad de 
cuidados no remunerados, sobre todo en África y en Asia y 
el Pacífico. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
ha llegado a la conclusión de que alrededor de 800 millones 
de niñas y niños de 5 a 17 años realizan algún tipo de trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado para sus familias. Las 
niñas tienen una probabilidad mucho mayor que los niños de 
realizar estas tareas en todos los tramos de edad,74 así como 
de dedicar una cantidad excesiva de horas a dichas labores. 
Existen 54 millones de niñas y niños de 5 a 14 años que realizan 
al menos 21 horas de trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado por semana, y las niñas representan dos tercios 
del total. Esta carga de trabajo afecta negativamente la 
oportunidad de niñas y niños de asistir a la escuela.75

ALTERNATIVAS DESFAVORABLES: CEDER EL TIEMPO PARA EL (AUTO)CUIDADO

La satisfacción de necesidades, como la nutrición y la salud, requiere ingresos y tiempo para proporcionar cuidados. ¿Cómo 
gestionan las mujeres las diferentes demandas de su tiempo y a qué costo?

La agricultura es el principal sector de actividad de las mujeres en Asia meridional. Buena parte del trabajo que realizan en 
él no se reconoce ni se remunera, pero la agricultura es también una de las mayores fuentes de empleo remunerado para las 
mujeres de medios rurales. Las investigaciones recientes sobre los vínculos entre el trabajo agrícola de las mujeres y la salud 
de estas y de sus hijas e hijos arrojan varias conclusiones sorprendentes.76 

En un estudio realizado en la provincia de Sindh, en el Pakistán, que se diseñó para captar tanto el trabajo remunerado 
como el no remunerado, se llegó a la conclusión de que el número de mujeres que se encontraban trabajando triplicaba 
el que reflejaban las fuentes estadísticas oficiales. Además, dos de cada tres mujeres de medios rurales declaraban haber 
desempeñado algún tipo de trabajo agrícola durante el embarazo, y más de un tercio señaló que realizaba trabajos 
físicamente exigentes, como la recolección de algodón.77 Las mujeres que se dedicaban a esta tarea, muchas de las cuales 
dijeron hacerlo para alimentar a sus familias, estaban desnutridas (presentaban menores índices de masa corporal que otras 
mujeres). A la vez, sus hijas e hijos tenían una probabilidad muy superior de sufrir retraso del crecimiento que los de otras 
madres que no participaban en este tipo de trabajo, incluso después de controlar la situación socioeconómica del hogar.78 
Este empleo mal remunerado dejaba a estas mujeres agotadas, con un ingreso insuficiente y con escasa energía o poco 
tiempo para garantizar una adecuada nutrición para ellas mismas y para sus hijas e hijos.

En un estudio conexo en dos distritos rurales de la India (Koraput y Wardha) se puso de manifiesto que las tareas de cuidados 
no exoneraban a las mujeres de trabajar en el campo; simplemente tenían jornadas más ocupadas.79 En los momentos 
álgidos de las temporadas agrícolas tenían verdaderos problemas de disponibilidad de tiempo, el cual se veían obligadas a 
detraer de sus propios cuidados y los de sus hijos. En ese período, las trabajadoras agrícolas que inicialmente presentaban 
desnutrición perdieron más peso que sus compañeros varones.

En el Asia meridional, la relación entre el trabajo agrícola de las mujeres y su empoderamiento se ve influida por su clase y su 
identidad social y el contexto agrario local.80 En buena parte de la región, el trabajo agrícola de las mujeres no se reconoce ni 
valora, al igual que ocurre con su labor de los cuidados. Las mujeres trabajadoras y sus hijas e hijos sufren las consecuencias 
de esta falta de reconocimiento en su salud y nutrición.
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5.6	 POLÍTICAS PARA REDISTRIBUIR EL CUIDADO 
INFANTIL DENTRO Y FUERA DE LAS FAMILIAS 
¿Qué políticas se necesitan para impedir que mujeres y 
hombres pobres tengan que elegir entre la obtención de un 
ingreso para mantener a sus familias y la disponibilidad de 
tiempo para cuidar de sí mismos y de sus hijos?

Licencia familiar remunerada
La licencia familiar remunerada permite que mujeres y 
hombres se ausenten del trabajo durante un tiempo para 
cuidar de las personas que dependen de ellos, sin poner 
en peligro su seguridad de ingresos ni su propia salud. 
La licencia por maternidad posibilita que las madres se 
recuperen del parto y cuiden de sus bebés, mientras que la 
licencia por paternidad permite a los padres desempeñar 
una labor activa en la crianza de sus hijos, sobre todo si la 
licencia es de una duración adecuada.81 La licencia parental 
es un tipo de licencia que pueden disfrutar tanto la madre 
como el padre para dedicarse al cuidado de sus hijos tras 
la finalización de la licencia por maternidad. Al reducir 
el costo económico que supone ausentarse del trabajo 
para ocuparse de los cuidados, las políticas de licencias 
remuneradas permiten que mujeres y hombres disfruten del 
derecho a cuidar de otras personas.

Estas políticas también se pueden utilizar para fomentar 
la igualdad de género en los cuidados, al incentivar a los 
varones a utilizarlas con mayor frecuencia. En los contextos 
desarrollados, donde la mayoría de las mujeres puede 

acceder a prestaciones por maternidad (los Estados Unidos 
representan una excepción a esta regla), muchos países 
han introducido la licencia parental, así como medidas 
específicas que buscan la participación de los padres. Pese a 
que en la mayoría de los países las madres siguen gozando 
de la mayor parte de la licencia parental, el disfrute por 
parte de los padres ha aumentado, sobre todo en los países 
con incentivos especiales, como las cuotas para padres, 
que reservan una parte intransferible de la licencia para 
ellos que, de no utilizarse, se pierde.82 En las investigaciones 
disponibles se sugiere que, cuando los padres se encuentran 
en casa durante el período inicial de la paternidad, pueden 
desarrollar un sentimiento de responsabilidad que les 
permite colaborar en la crianza, con independencia de lo que 
dicten las políticas.83 

Sin embargo, en la mayoría de los países en desarrollo, 
la licencia por maternidad no está disponible de manera 
generalizada, salvo para un pequeño grupo de trabajadoras 
de la economía formal (o bien, existe la posibilidad de 
tomarse una licencia, pero sin remuneración). En todo el 
mundo, tan solo un 41,1 % de las madres con hijos recién 
nacidos recibe una prestación por maternidad, aunque se 
observa una fuerte variación entre regiones; en África, la 
cobertura de estas prestaciones es inferior al 16,0 %.84 
El inmenso nivel de informalidad en el mercado de trabajo 
explica buena parte del origen de esta exclusión. 

AMPLIACIÓN DE LA LICENCIA POR MATERNIDAD Y PARENTAL: CHILE Y EL URUGUAY

Chile y el Uruguay destacan en América del Sur por ser los únicos países donde se ha registrado un progreso, no solo en lo 
que concierne a la licencia por paternidad sino también en la introducción de la licencia parental compartida.85 En ambos 
casos se han adoptado medidas también para extender estas licencias a las mujeres que trabajan en la economía informal 
de manera independiente o que presentan antecedentes contributivos intermitentes. En Chile, la licencia por maternidad (con 
el 100,0 % del salario) se amplió a seis meses en 2011. Al mismo tiempo, la duración de la licencia por paternidad aumentó 
de cuatro a cinco días y se introdujo la posibilidad de que las madres transfirieran a los padres seis semanas de su licencia 
por maternidad.86 En 2011, el Uruguay amplió la licencia por paternidad de 3 a 10 días y la licencia por maternidad de 12 a 14 
semanas (el mínimo exigido por la OIT). Además, la reforma permite que tanto las madres como los padres trabajen a tiempo 
parcial hasta que su bebé cumpla seis meses.

Sin embargo, en la práctica, el uso de estas disposiciones por parte de los padres ha sido limitado. De las más de 97.000 
prestaciones concedidas en concepto de licencia parental posnatal en Chile en 2017, solo 193 se transfirieron al padre.87 En el 
Uruguay, tan solo el 2,6 % de las prestaciones de apoyo parental concedidas en 2013 y 2014 fueron transferidas a los padres.88 
La experiencia europea sugiere que, para promover un uso efectivo de la licencia parental por parte de los hombres, es 
necesario introducir cuotas intransferibles, es decir, reservar una parte de la licencia parental para el padre, que su pareja no 
pueda utilizar en el caso de que el hombre renuncie a ella.89

RECUADRO 5.6



161

CAPÍTULO 5

Para lograr la universalidad de las prestaciones por maternidad 
para todas las mujeres trabajadoras, se necesitará una 
combinación de mecanismos contributivos y no contributivos.90 
Una opción a la que han recurrido algunos países como Chile, 
Costa Rica o Sudáfrica consiste en ampliar los regímenes 
de seguridad social vigentes (incluidas las prestaciones por 
maternidad) a las mujeres que trabajan en la economía 
informal. Sin embargo, aunque esos regímenes pueden llegar a 
las trabajadoras asalariadas informales, como las trabajadoras 
domésticas o las trabajadoras agrícolas temporales, resultan 
menos eficaces para extender la cobertura a las trabajadoras 
informales por cuenta propia (como las agricultoras familiares 
o las vendedoras callejeras).91 Por lo tanto, la introducción de 
prestaciones por maternidad y parentales no contributivas, 
como las transferencias monetarias financiadas con cargo al 
presupuesto ordinario del Estado, es otra forma de ayudar a los 
progenitores que trabajan por cuenta propia en la economía 
informal (véase el recuadro 5.6).

Servicios de cuidado infantil
Pese a la presencia de sistemas de licencias por maternidad 
y parentales, las y los niños pequeños necesitan cuidados 
durante un período superior al que estas cubren. Los servicios 
de educación temprana y cuidado infantil accesibles, asequibles 
y de calidad pueden reducir el tiempo que dedican las mujeres 
al trabajo de cuidados no remunerado, transfiriendo parte de 
este fuera de la familia. Dichos servicios mejoran el desarrollo 
cognitivo de las y los niños, así como sus posteriores resultados 
académicos y de salud, sobre todo entre quienes viven en 
contextos desfavorecidos.92 Los servicios de cuidado infantil 
universales y de calidad son una de las herramientas más 
eficaces para apoyar la participación laboral de las mujeres 
con hijos pequeños, incluso en los países de ingreso mediano 
e ingreso bajo (véase la historia de cambio titulada “Las 
comerciantes de Accra abren camino al cuidado infantil”).93

Para realizar su potencial, la educación temprana y el 
cuidado infantil necesitan una regulación y un financiamiento 
adecuados. Deben además incluir a las y los niños de familias 
desfavorecidas, garantizar servicios de calidad, responder 
a las necesidades de los progenitores que trabajan —que 
pueden tener jornadas laborales prolongadas y horarios 
irregulares— y ofrecer condiciones de trabajo decentes para 
los y las cuidadoras y educadoras infantiles remuneradas. 
Sin embargo, no es frecuente que estos servicios cumplan los 
criterios indicados.

La educación preescolar, que en la mayoría de los países 
comienza a los 3 años de edad, alcanzaba en 2014 tasas de 
cobertura relativamente bajas en los países en desarrollo 
(39,0 % en promedio) si se comparan con los países 
desarrollados (87,0 %).94 En varios países en desarrollo, las y 
los niños de 3 a 5 años de los hogares más ricos tienen una 
probabilidad casi seis veces mayor de asistir a un programa de 
educación de la primera infancia que sus pares de los hogares 
más pobres.95 Los países desarrollados tampoco son inmunes 

a las desigualdades, que obedecen a razones vinculadas a la 
situación socioeconómica, la etnia o el estatus migratorio.96 

¿Cómo se puede garantizar cuidados de calidad para todas 
las personas? Algunos países están consiguiendo mejores 
resultados que otros en estos frentes, de los que se puede 
extraer algunas lecciones útiles.97 De ellas cabe destacar tres 
conclusiones fundamentales.

La primera es que debe evitarse imponer cargos elevados, ya que 
estos tienden a excluir a las y los niños de familias desfavorecidas, 
que se benefician cuando parte del cuidado infantil se prodiga 
fuera de la familia. En países como Etiopía, Sierra Leona y 
muchos otros de África septentrional y Asia occidental, donde 
los servicios de educación temprana y cuidado infantil se dejan 
íntegramente en manos del sector privado, la cobertura suele 
ser baja y beneficia, principalmente, a las familias urbanas más 
acomodadas. Así quedan excluidos las niñas, niños y progenitores 
que más podrían beneficiarse del acceso a servicios de calidad.98 

En segundo lugar, pese a que el sector privado puede 
desempeñar un papel muy útil en la expansión de estos 
servicios, debe estar sujeto a una regulación pertinente. En 
Noruega, por ejemplo, los proveedores con fines de lucro 
ejercen un rol muy importante y, en gran medida, positivo en 
la prestación de servicios de educación temprana y cuidado 
infantil, pero lo hacen bajo una estricta normativa que 
garantiza la calidad y limita el monto que puede cobrarse 
a los progenitores.99 Cuando no existe dicha normativa 
o su cumplimiento es deficiente, tanto la calidad como 
la accesibilidad de los servicios prestados a los grupos 
desfavorecidos pueden verse comprometidas. 

En tercer lugar, la evidencia obtenida en países de ingreso 
mediano e ingreso alto demuestra que los servicios gratuitos 
y universales tienen una probabilidad mayor de llegar a los 
grupos desfavorecidos que aquellos orientados a colectivos 
muy concretos, que pueden resultar más económicos para 
los gobiernos.100 Algunos países, como Chile, han logrado 
un progreso destacable en términos de la ampliación de la 
cobertura de los servicios de educación temprana y cuidado 
infantil a lo largo de la última década.101 El Ecuador ofrece otro 
ejemplo útil de país en el que se han expandido de manera 
significativa los servicios comunitarios y gratuitos de educación 
temprana y cuidado infantil (véase el recuadro 5.7). 

Los servicios de educación temprana y cuidado infantil 
universales y de calidad tienen un costo elevado, pero deben 
considerarse como una inversión. Los gastos inmediatos pueden 
verse compensados con creces por los importantes beneficios a 
mediano y largo plazo. Dichos beneficios están asociados a la 
mejora de las capacidades de las y los niños, la reducción de la 
carga de trabajo no remunerado para quienes prestan cuidados 
en la familia y el aumento de oportunidades laborales para las 
mujeres, así como la creación de empleo en el sector de los 
cuidados (véase la sección 5.9).102 
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AMPLIACIÓN DE LA COBERTURA Y LA CALIDAD DE LOS SERVICIOS DE CUIDADO 
INFANTIL EN EL ECUADOR A TRAVÉS DE CENTROS COMUNITARIOS

Los 3800 Centros de Desarrollo Infantil del Ecuador, anteriormente denominados Centros Infantiles del Buen Vivir, prestan 
servicios de cuidados a más de 138.000 hijas e hijos de madres y padres trabajadores.103 Estos servicios se coordinan de 
manera centralizada, aunque su prestación se lleva a cabo principalmente por medio de convenios entre los gobiernos 
locales y organizaciones de la sociedad civil. La cobertura del servicio entre niñas y niños de 5 años o menos aumentó de 
menos del 3,0 % en el año 2000 a más del 22,0 % en 2015.

Además de la accesibilidad, el Gobierno consiguió avances importantes en el marco de una estrategia más amplia dirigida 
a mejorar la calidad de los servicios. A modo de ejemplo, contrató profesionales especializados en educación temprana y 
cuidados de la primera infancia para coordinar la prestación de los servicios en los centros. Hasta 2013, quienes prestaban los 
cuidados eran personas voluntarias que recibían únicamente un pequeño estipendio, pero a partir de entonces este trabajo 
se ha formalizado y profesionalizado. Estos trabajadores y trabajadoras, que hoy se conocen como “promotores y promotoras 
de la educación infantil”, reciben una capacitación que les permite obtener un certificado técnico al cabo de tres años de 
estudios a tiempo parcial, y perciben el salario mínimo y plena cobertura de prestaciones sociales por su trabajo.104 

A pesar de estos logros, es necesario continuar trabajando para ampliar la cobertura. En el contexto de la recesión 
económica, la creación de nuevos centros se ralentizó entre 2013 y 2015. También es preciso seguir mejorando la calidad de 
los servicios y la capacitación de las y los profesionales que prestan los cuidados. 

5.7	 CUIDADOS PROLONGADOS PARA PERSONAS 
ADULTAS MAYORES: EL DERECHO DE LAS MUJERES 
A RECIBIR CUIDADOS
El envejecimiento de la población es un problema creciente 
tanto en los países en desarrollo como en los desarrollados, 
aunque por razones diferentes. La capacidad funcional 
disminuye con la edad, por lo que este fenómeno implicará 
un drástico aumento de la proporción y el número de 
personas que necesitarán cuidados prolongados.

El estado de salud y la capacidad funcional de las personas 
adultas mayores de edad similar varía mucho —al igual 
que sus necesidades de cuidados—, en función de los 
efectos acumulados de los problemas de salud y de otro 
tipo experimentados a lo largo de la vida.105 Las personas 
mayores de 65 años del África subsahariana, por ejemplo, 
presentan más necesidades de cuidados que las personas 
de edad similar que viven en contextos de ingreso alto. En 
Ghana, más del 50,0 % de las personas de 65 a 75 años 
necesitan algún tipo de asistencia en sus actividades diarias, 
mientras que en el caso de las personas mayores 
de 75 años esta proporción alcanza el 65,0 % o incluso 
supera dicho porcentaje. En Suiza, por el contrario, la 
proporción de personas de esos tramos de edad que 
necesitan asistencia son inferiores al 5,0 % y al 20,0 %, 
respectivamente.106 Además de la urgencia que reviste desde 

el punto de vista de las políticas, la necesidad de atención 
prolongada también crece en los países donde a menudo 
no se dan las condiciones requeridas para la prestación de 
cuidados y un envejecimiento saludable, como el acceso 
universal al agua, el saneamiento y la electricidad o a 
sistemas sólidos de atención primaria de la salud.

Los modelos para el cuidado de personas adultas mayores 
que se apoyan exclusivamente en las familias son cada vez 
más insostenibles. La migración nacional y transnacional 
aumenta la probabilidad de que las diferentes generaciones 
de una misma familia vivan separadas, y los hijos adultos 
pueden no ser capaces de cuidar de sus progenitores 
mayores y frágiles aunque lo deseen (véase el capítulo 7). 
Además, el rápido descenso de la fecundidad en muchos 
países trae consigo una disminución del número (o 
la ausencia total) de hijos adultos que cuiden de los 
progenitores adultos mayores. Al mismo tiempo, la creciente 
participación de las mujeres en el mercado laboral y la 
dependencia que ello genera en la familia de sus ingresos 
dificulta que esas mujeres puedan cuidar a tiempo 
completo a sus esposos o progenitores adultos mayores y 
conservar sus puestos de trabajo. 

RECUADRO 5.7
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Importancia de la atención prolongada 
para las mujeres
Como se explica en el capítulo 2, las mujeres están 
sobrerrepresentadas entre la población adulta mayor en 
todos los grupos de ingreso y países, sobre todo a medida 
que aumenta su edad (véase el gráfico 5.10). Se espera que 
con el aumento de la esperanza de vida también crezca el 
número de mujeres y hombres mayores de 60 años. Además 
las mujeres tienen más probabilidad que los hombres de 
experimentar discapacidades y dificultades para cuidar 
de sí mismas, debido a su mayor longevidad y al fuerte 
aumento de la incidencia de la discapacidad a partir de los 
70-75 años.

El hecho de que a menudo las mujeres se casen o cohabiten 
con hombres mayores que ellas, aunado a su mayor 
longevidad y a sus menores tasas de formación de nuevos 
matrimonios, implica una probabilidad mayor de cuidar de 
un cónyuge que resida con ellas y una probabilidad menor 
de que este cuide de ellas cuando sean mayores y frágiles. 
Esto explica la mayor proporción de mujeres residentes en 
instituciones para personas adultas mayores y, por lo tanto, 
su especial vulnerabilidad a posibles maltratos o a un trato 
de baja calidad por parte de los proveedores de servicios 
de atención prolongada.107 En los países de ingreso bajo 
siguen existiendo escasas alternativas al cuidado familiar, 
además de que resultan caras y con frecuencia son de mala 
calidad, lo que pone en peligro la calidad de vida de las 
personas que más las necesitan.108

PROPORCIÓN DE MUJERES SOBRE EL TOTAL DE LA POBLACIÓN DE 60 AÑOS 
O MÁS, SEGÚN GRUPOS DE EDAD Y CLASIFICACIÓN DE PAÍSES POR NIVEL DE 
INGRESO, 2015

Fuente: Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas (2017m).
Notas: Cálculos basados en una muestra de 201 países y territorios. A los efectos de este análisis, se utilizó la clasificación de países de ingreso bajo, mediano y alto 
del Banco Mundial, en lugar de la clasificación geográfica.
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Las mujeres como cuidadoras no 
remuneradas de personas adultas mayores
En todo el mundo, la mayor parte del cuidado de personas 
adultas mayores corre a cargo de sus familiares, los cuales 
realizan esta labor de manera no remunerada. La inmensa 
mayoría de quienes prestan estos cuidados son mujeres: 
esposas, hijas o nueras que conforman la columna vertebral 
invisible de todos los sistemas de atención prolongada. 
La amplia evidencia obtenida en la República de Corea 
(véase el gráfico 5.11) ofrece detalles adicionales sobre las 
relaciones familiares que propician el cuidado de personas 
adultas mayores en este contexto.

En el caso de los hombres adultos mayores de la República 
de Corea, como cabía esperar, son las esposas quienes 
realizan la mayor parte del trabajo de cuidados no 
remunerado (76,0 %), mientras que otras parientes de 
sexo femenino (7,0 %) o masculino (3,0 %), además de 
otras personas ajenas a la familia (14,0 %) prestan apoyo 
complementario. Sin embargo, en el caso de las mujeres 
adultas mayores, la mayor carga de los cuidados recae sobre 
parientes de sexo femenino (43,0 %), probablemente hijas y 
nueras; del resto se ocupan personas ajenas a la familia (28,0 
%), esposos (18,0 %) y familiares varones (12,0 %).

Las personas de la familia que proveen cuidados pueden 
experimentar un deterioro en su propia salud física y 
mental, sobre todo cuando ellas mismas también son 

mayores y frágiles. En una investigación llevada a cabo 
en México y el Perú se muestra que las responsabilidades 
cotidianas de cuidados también se pueden imponer a 
familiares más jóvenes y con menos poder, como las nueras 
o las y los nietos.109 Es frecuente que los y las cuidadoras 
familiares carezcan de conocimientos específicos sobre 
las necesidades de las personas adultas mayores. Estas 
carencias pueden provocar que las personas atendidas 
experimenten un deterioro de sus capacidades funcionales, 
depresión o que incluso fallezcan.110

Cuando muere la persona adulta mayor que estuvieron 
cuidando, los y las cuidadoras familiares no solo pierden 
un pariente, sino también, en ocasiones, el escaso acceso 
que tenían al ingreso o los bienes de la persona en 
cuestión. A pesar de su rol en su cuidado, es posible que 
no puedan reclamar su derecho a cobrar la pensión de 
la persona adulta mayor que atendían ni una prestación 
para supervivientes. También pueden tener dificultades 
con la herencia, sobre todo en los países en desarrollo, 
donde muchas personas mueren sin dejar testamento 
y donde las prácticas sucesorias pueden excluir a 
determinadas personas, especialmente las viudas, de 
los derechos sobre los bienes a los que podían acceder 
mientras vivían sus esposos (véase el capítulo 4).111 Esto 
puede agravar los problemas financieros que ya de por sí 
experimentan estas mujeres por el tiempo que dejaron de 
trabajar de forma remunerada.

DISTRIBUCIÓN DE LA PROVISIÓN DE CUIDADOS NO REMUNERADOS A PERSONAS 
ADULTAS MAYORES, SEGÚN SEXO Y RELACIÓN CON LA PERSONA RECEPTORA DE 
LOS CUIDADOS, REPÚBLICA DE COREA, 2010

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir de datos de Yoon (2014).
Nota: Las proporciones que aparecen en el gráfico pueden superar el 100,0 % debido al redondeo al alza.
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Fuente: Basado en Lloyd-Sherlock (2017).

5.8 POLÍTICAS PARA LOS CUIDADOS PROLONGADOS
En todo el mundo, el método más utilizado para financiar los 
cuidados prolongados es el copago, una opción que solamente 
pueden permitirse las personas más acaudaladas.112 Las 
familias que no pueden costear las tarifas de la atención se ven 
obligadas a asumir los cuidados por sí mismas. Esto entraña 
costos de oportunidad considerables en forma de menor tiempo 
para el trabajo remunerado y el descanso, o sencillamente 
provoca la desatención de las necesidades de cuidados. De ese 
modo, la cuestión candente para las políticas es cómo distribuir 
de manera justa los costos de la atención prolongada entre 
las familias y las instituciones públicas, entre las mujeres y los 
hombres y entre las diferentes generaciones. 

Seguros y subsidios públicos
El Japón y la República de Corea ofrecen lecciones útiles sobre 
cómo apoyar los cuidados prolongados por medio de políticas. 
En el año 2000, el Japón adoptó una política de seguro social 
obligatorio subvencionado por el Gobierno que financia diversos 
servicios de atención prolongada.113 La política se adoptó a 
partir del reconocimiento de la enorme carga que imponía el 
cuidado de personas adultas mayores a las familias, así como 
de la preocupación por el costo que supone para los servicios 
de salud una hospitalización innecesaria en ausencia de otros 
mecanismos de apoyo.114 La República de Corea instauró una 
política similar en 2008. Pese a que una proporción relativamente 
importante de personas de 65 años o más siguen viviendo con 
sus hijos (un 40,6 % en el Japón en 2014 y un 27,3 % en la República 
de Corea en 2011),115 esta política ha reducido el monto del pago 
parcial que deben desembolsar las personas adultas mayores 
por las personas que cuidan de ellas. Asimismo, ha disminuido la 
carga de trabajo de cuidados no remunerado que realizan sus 
familiares, principalmente mujeres.116 En el caso de la República 
de Corea (aunque no del Japón), la reducción del trabajo de 

cuidados no remunerado puede deberse a que la política de 
atención prolongada paga a las y los familiares por los cuidados 
que proporcionan una vez que reciben la pertinente capacitación, 
hasta una determinada cantidad de horas.117 En lo que respecta 
a los y las cuidadoras profesionales, también es importante 
destacar que las políticas de atención prolongada han reforzado 
la feminización de los cuidados de las personas adultas mayores, 
puesto que en el sector, donde los salarios son muy bajos, 
trabajan principalmente mujeres.118 Por lo tanto, el constructo 
cultural según el cual la labor de cuidados es un trabajo que 
corresponde esencialmente a las mujeres permanece intacto.

Creación de sistemas de cuidados 
prolongados integrados
Los sistemas de atención prolongada deben tener en cuenta 
tanto los derechos de las personas cuidadoras como los de las 
personas receptoras de los cuidados. No todas las personas 
adultas mayores frágiles necesitan cuidados intensivos en 
instituciones. Existen varias políticas (véase el cuadro 5.1), 
aunque a menudo se implementen de manera fragmentada 
y descoordinada.119 Los sistemas integrados y con perspectiva 
de género deberían perseguir varios objetivos fundamentales, 
incluida la promoción del bienestar, la dignidad y los derechos 
de las personas adultas mayores dependientes; la reducción de 
las pesadas responsabilidades impuestas a los y las cuidadoras 
familiares; la mejora de la accesibilidad, la asequibilidad y la 
calidad de los servicios de atención prolongada (sean públicos o 
privados, con o sin fines de lucro), y el respeto de los derechos de 
las personas que trabajan de forma remunerada en este sector. 
Se trata, sin duda, de demandas muy complicadas de satisfacer, 
sobre todo para los países que apenas están comenzando a 
abordar la cuestión de los cuidados prolongados. Para alcanzar 
estos objetivos, se necesitan tres elementos clave.

EL CONTINUO DE LA ATENCIÓN PROLONGADA DE PERSONAS ADULTAS MAYORES

Cuidados intensivos en instituciones Hospitalización prolongada

Residencias para personas mayores dependientes

Cuidados menos intensivos en instituciones Residencias

Centros para estancias breves o atención temporal

Viviendas protegidas

Servicios comunitarios Centros de día

Visitas de personal de enfermería y de cuidados profesional

Servicios a domicilio Cuidados a domicilio

Prestaciones monetarias para personas cuidadoras

Grupos de apoyo para personas cuidadoras

CUADRO 5.1
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Lo primero es apoyar a las y los familiares que deseen cuidar 
de sus seres queridos pero necesiten desesperadamente 
ayuda y tiempo de descanso. Se ha demostrado que la 
información sobre los problemas de salud de las personas 
adultas mayores y una capacitación básica en materia 
de cuidados tienen efectos positivos sobre las personas 
cuidadoras no remuneradas en varios países.120 También es 
importante fortalecer las relaciones de los y las cuidadoras 
con el personal sanitario local.121 Asimismo, las políticas 
de concienciación de las y los empleadores acerca de la 
necesidad de horarios flexibles que permitan a su personal 
cuidar de familiares adultos mayores. Al igual que en la 
República de Corea, los gobiernos de diversos países de 
ingreso alto también ofrecen ayuda económica para apoyar 

y compensar, al menos en parte, la posible pérdida de 
ingresos de las personas cuidadoras que, de otro modo, no 
percibirían retribución alguna por esa labor.122 

En segundo lugar, se debe pensar en alternativas a 
los cuidados familiares no remunerados. Por ejemplo, 
se necesitan servicios asistenciales cuando la persona 
dependiente no tiene hijos adultos (véase el recuadro 5.8) 
o cuando estos viven lejos. Sin embargo, en los países en 
desarrollo, los gobiernos suelen gestionar una cantidad 
muy reducida de residencias de cuidados, que a menudo 
están dirigidas a personas muy pobres y en ocasiones 
excluyen a las personas adultas mayores con enfermedades 
complicadas, como la demencia.

SATISFACER LAS NECESIDADES DE CUIDADOS DE LAS PERSONAS LGBTI 
ADULTAS MAYORES

Las personas adultas mayores LGBTI (lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e intersexuales) pueden experimentar problemas 
específicos para acceder a los cuidados que necesitan a medida que envejecen. En primer lugar, tienen una mayor probabilidad 
que sus homólogas cisgénero y heterosexuales de vivir solas, de no tener hijos ni contacto con sus familias biológicas. En el Reino 
Unido, por ejemplo, poco más de la cuarta parte de los hombres gays y bisexuales mayores de 55 años y la mitad de las mujeres 
lesbianas y bisexuales del mismo grupo de edad tienen hijas e hijos, frente a casi 9 de cada 10 personas heterosexuales del 
mismo tramo de edad. Esto significa que, a menudo, las necesidades de cuidados de las personas adultas mayores LGBTI (que, 
en otros grupos, son atendidas por los hijos, la pareja u otros parientes) quedan sin satisfacer.123

Al contar con redes familiares de apoyo más reducidas, muchas personas adultas mayores LGBTI pueden depender de servicios 
externos (públicos o privados, con o sin fines de lucro) para sus necesidades de cuidados a medida que envejecen, así como de las 
amistades y miembros de su comunidad, que pueden constituir lo que estas mismas personas definen como su “familia de elección”.124

La dependencia de proveedores de cuidados externos puede generar una ansiedad particular entre las personas adultas 
mayores LGBTI. Pueden temer experimentar estigma y discriminación por parte de dichos proveedores, o sentir inquietud 
porque su pareja del mismo sexo o su “familia de elección” no sean reconocidas como parientes al momento de tomar 
decisiones médicas.125 También les puede preocupar el hecho de que su identidad LGBTI se vea “erosionada” en los entornos 
asistenciales.126 Por ejemplo, los y las cuidadoras pueden pasar por alto los problemas médicos asociados al sexo que se les 
asignó a las personas adultas mayores transgénero al nacer, como la osteoporosis o el cáncer de próstata, o pueden impedir 
a esas personas mantener satisfechas sus necesidades de privacidad física, por ejemplo al no permitir que se afeiten o que 
usen peluca o un determinado tipo de prendas de vestir.127

Los Estados que se apoyan en las familias para dar respuesta a las necesidades de cuidados prolongados no atienden 
adecuadamente las necesidades de las poblaciones LGBTI. Por lo tanto, la prestación de cuidados universales, sensibles a las 
personas LGBTI y financiados por el Estado debería convertirse en una prioridad.

Por último, es necesario mejorar sustancialmente la 
normativa que regula la provisión privada de servicios 
de cuidados prolongados. En los países en desarrollo, 
la principal respuesta a las necesidades de atención 
prolongada insatisfechas ha llegado a través de la rápida 
aparición de una serie de proveedores privados (con y sin 
fines de lucro) que, sin embargo, presentan una elevada 
heterogeneidad y atienden a diferentes grupos sociales. 
Estos abarcan desde residencias formales registradas de 
lujo dirigidas a los grupos de mayor ingreso hasta centros 

asistenciales más informales y no registrados que atienden 
a los grupos sociales más pobres y cobran tarifas inferiores.

Muchas otras residencias están gestionadas por 
organizaciones no gubernamentales o centros religiosos, a 
veces con subvenciones públicas. En general, la normativa 
que regula estos servicios, cuando existe, presenta 
deficiencias, lo que suscita preocupación por la calidad 
de la atención y el posible riesgo de abuso al que están 
expuestas las personas adultas mayores atendidas.128 

RECUADRO 5.8
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En los países desarrollados también se observa una 
mercantilización cada vez mayor de los cuidados 
prolongados, sobre todo por su diseño. La competencia 
económica en una esfera anteriormente gestionada 
por el sector público se considera una forma más 
ágil y “barata” de proporcionar atención, además de 
ampliar las opciones para los usuarios. Sin embargo, 
una atención “más barata” implica que alguien asume 

un costo por ello. En todos los países, prácticamente la 
totalidad de la atención prolongada corre a cargo de 
mujeres, y entre el 20,0 % (en Suecia) y el 70,0 % (en Italia) 
de las personas que trabajan en el sector nacieron en 
otro país.129 Sus condiciones de trabajo son preocupantes 
que requieren una atención mucho mayor, al igual que 
su propio disfrute de la vida familiar, un asunto que se 
aborda en el capítulo 7.

5.9 LA INVERSIÓN EN LAS POLÍTICAS DE 
CUIDADOS: BENEFICIOS PARA LAS FAMILIAS, LAS 
SOCIEDADES Y LAS ECONOMÍAS
Los cuidados son un “bien público” cuyos beneficios 
alcanzan a muchas otras personas aparte de a sus 
receptoras y receptores inmediatos. Las y niños, por 
ejemplo, crecen y se convierten en trabajadores y 
miembros de la sociedad, que pagan impuestos y 
aportan a la seguridad social, algo que favorece a toda 
la ciudadanía.130 De igual modo, la seguridad y la salud 
en la vejez también son bienes públicos: las personas 
trabajan mejor y colaboran más cuando saben que 
disfrutarán de un nivel razonable de seguridad cuando 
se jubilen.131 Ayudar a las familias en sus esfuerzos por 
garantizar la mejor atención para sus miembros es crucial 
para la igualdad de oportunidades, la reducción de las 
desigualdades y la ruptura del ciclo intergeneracional de 
pobreza y desventajas.

Sin embargo, como ya se vio, países con las mayores 
necesidades son los que presentan los sectores de 
cuidados más reducidos. De acuerdo con la OIT, en la 
actualidad trabajan en el sector de los cuidados 381 
millones de personas, un 11,5 % del empleo total 
del planeta.132 Dos tercios de estas trabajadoras y 
trabajadores, es decir, 249 millones de personas, son 
mujeres, lo que equivale al 19,3 % del empleo femenino a 
escala mundial.133 Esto significa que casi una de cada cinco 
mujeres trabaja en el sector de los cuidados.

La mayoría de los países de ingreso alto tienen entre 35 
y 70 trabajadoras y trabajadores sanitarios por cada 1000 
habitantes. En la cúspide se encuentra Dinamarca, con 90 
trabajadores de la salud por cada 1000 habitantes. Por el 
contrario, la mayor parte de los países del África subsahariana 
tienen menos de 5 trabajadores de la salud por cada 1000 
habitantes. Los países de América Latina y el Caribe (excepto 

el Uruguay) y el reducido número de países para los que se 
dispone de datos en Asia y África septentrional presentan 
igualmente restricciones de acceso a la atención médica. La 
proporción de trabajadores de la salud en estos países oscila 
entre 5 y 20 por cada 1000 habitantes.134

Casi todos los países tienen dificultades para contratar y 
retener una cantidad suficiente de trabajadores sanitarios 
con la cualificación adecuada.135 Las elevadas tasas de 
rotación y deserción se deben a la insatisfacción con las 
condiciones de trabajo, que incluyen bajos salarios, largas 
jornadas, sobrecarga laboral y escasas perspectivas 
de desarrollo profesional. Estas desventajas laborales 
explican la emigración de enfermeras y enfermeros de 
países de ingreso mediano e ingreso bajo. Dicha práctica 
erosiona la atención y los resultados de la salud donde 
no se puede recurrir a otros países situados más abajo 
en la cadena de suministro de personal de enfermería.136 
Además, los bajos salarios y las malas condiciones 
laborales del personal de cuidados perjudican la calidad 
del servicio que proporcionan.137

La calidad del empleo y el nivel de los salarios en el sector 
de los cuidados presentan una fuerte heterogeneidad. Los 
y las trabajadoras domésticas, las personas dedicadas 
a la atención prolongada y las que prestan cuidados a 
domicilio son algunos de los grupos más desfavorecidos.138 
Es crucial, por lo tanto, garantizar un aumento de las 
personas que trabajan en el sector de los cuidados con el 
objeto de dar respuesta a las crecientes necesidades de 
cuidados (sobre todo para las personas adultas mayores) 
y que esos trabajos sean decentes (en términos salariales, 
de condiciones laborales y de protección social) y atraigan 
tanto a mujeres como a hombres. 
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Las evidencias internacionales apuntan a la importancia 
de la inversión pública en servicios de cuidados accesibles 
a todos los grupos sociales, los cuales deben ofrecer 
condiciones laborales satisfactorias a las personas que se 
desempeñan en ellos.139 Sin embargo, la inversión en servicios 
de cuidados de calidad requiere margen fiscal, y eso significa 
abandonar el enfoque de austeridad que predomina 
actualmente en las políticas macroeconómicas, así como (re)
priorizar la inversión pública en “infraestructura humana”.

En los países en desarrollo, sobre todo, la satisfacción de 
las necesidades de cuidados plantea un desafío para la 
construcción de los sistemas de cuidados, la capacitación 
del personal y el financiamiento de la infraestructura y 
los costos laborales. Sin embargo, la dimensión de las 
necesidades insatisfechas genera enormes oportunidades 
para invertir en el desarrollo de las capacidades humanas, 
aliviar la carga de cuidados no remunerados que recae 
en las familias, y crear empleo. Si se consigue cerrar la 
amplia brecha de cobertura de los servicios de educación 
temprana y cuidado infantil y de la atención prolongada, se 
podría estimular una notable expansión del empleo a través 
del sector de los cuidados.140

Centrados exclusivamente en el sector de la educación 
temprana y el cuidado infantil, los cálculos de ONU Mujeres 
para Sudáfrica y el Uruguay muestran que, dependiendo 
de diversos parámetros y del nivel de ambición, con una 
inversión bruta anual de entre el 2,8 % y el 3,2 % del producto 
interno bruto en este tipo de servicios se podría alcanzar 
la cobertura universal para niñas y niños de 0 a 5 años. 
Esto crearía asimismo suficientes puestos de trabajo en el 
sector de la educación temprana y el cuidado infantil, pero 
también en otros, y elevaría las tasas de empleo de las 
mujeres entre 3,2 (en el escenario menos ambicioso en el 
Uruguay) y 10,1 (en el más ambicioso en Sudáfrica) puntos 
porcentuales. Entre un 36,0 % (en Sudáfrica) y un 52,0 % (en 
el Uruguay) del costo fiscal de la inversión en educación 
temprana y cuidado infantil se puede recuperar por vía de 
impuestos y contribuciones adicionales a la seguridad social 
que pagarían los y las trabajadoras.141

Según la OIT, si se mantienen las actuales tasas de cobertura y 
la proporción entre trabajadoras y trabajadores del sector de 
los cuidados y las personas receptoras de cuidados, el número 
de personas que trabajan en el sector (tanto en puestos 
directos como indirectos) podría alcanzar los 358 
millones en 2030 (frente a 205 millones en 2015). Sin 
embargo, un escenario más ambicioso, que cumpla las metas 
contempladas en los Objetivos de Desarrollo Sostenible, podría 
generar un total de 475 millones de puestos de trabajo.142

El reconocimiento de las desigualdades en la prestación 
de cuidados y en el acceso a servicios de calidad 
ha cristalizado en la idea de un sistema nacional 
de cuidados integrado. En el Uruguay, las acciones 
combinadas de las organizaciones por los derechos de 
las mujeres, las legisladoras y las feministas del mundo 
académico han sido esenciales para colocar la cuestión 
de los cuidados en la agenda pública. Entre todas han 
impulsado un enfoque innovador sobre su prestación a lo 
largo de toda la vida, mediante el desarrollo del Sistema 
Nacional de Cuidados, que incluye servicios de cuidados 
para niñas y niños, personas adultas mayores frágiles y 
personas con discapacidad.143 A partir de este ejemplo 
inspirador, la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe y otras organizaciones internacionales han 
contribuido a difundir la experiencia del Uruguay dentro 
de la región y fuera de ella. En el África subsahariana, por 
ejemplo, Cabo Verde ha comenzado a sentar las bases de 
su propio sistema nacional de cuidados.144 

Para abordar la enorme carga de trabajo no 
remunerado que recae sobre las mujeres también se 
requieren inversiones en infraestructura básica.145 El 
efecto de las crisis sanitarias sobre los y las cuidadoras 
familiares es devastador cuando la infraestructura 
básica necesaria para cuidar de una persona en cama 
es prácticamente inexistente. Este problema quedó 
dolorosamente claro en Sudáfrica cuando muchos 
hogares pobres y rurales tuvieron que cuidar de 
personas con VIH y SIDA sin contar con agua corriente, 
saneamiento ni electricidad en el hogar.146 Pese a que 
es posible que el acceso a la terapia antirretroviral 
haya reducido la carga de cuidados provocada por la 
pandemia, los déficits constantes en los sistemas de 
salud continúan perjudicando a las cuidadoras.

La inversión pública sostenida en infraestructura social 
puede contribuir en gran medida a posibilitar que las 
mujeres y las niñas dejen de destinar tiempo a tareas 
arduas para destinarlo a actividades más variadas 
y enriquecedoras, ya sean remuneradas o no.147 Las 
decisiones estatales referentes a la movilización de recursos 
(mediante la tributación, por ejemplo, o el financiamiento 
mediante déficit) y la forma de invertir esos fondos y 
su destino (sistemas de salud pública, gasto militar) 
condicionan la infraestructura social disponible. El Estado 
tiene un papel crucial que desempeñar para garantizar 
el acceso universal a servicios y prestaciones asistenciales 
de calidad, a pesar de que hay otros agentes (como 
el mercado o las organizaciones sin fines de lucro, por 
ejemplo) involucrados en su financiamiento o prestación. 
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5.10 CONCLUSIONES
Las familias son el eje central de los sistemas de cuidados: 
apoyan a sus miembros, desarrollan sus capacidades 
humanas y reproducen una población trabajadora activa. 
Aunque se observan notables variaciones en la forma en 
que las familias cuidan de sus miembros, la mayor parte 
de ese trabajo (y de sus costos) recae en las mujeres y las 
niñas. A escala mundial, las mujeres realizan el triple de 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado que los 
hombres. Aunque cada vez son más las mujeres que han ido 
asumiendo el rol de sostén económico de la familia, resulta 
sorprendente que apenas se hayan registrado muy leves 
cambios en la asunción de responsabilidades de los hombres 
en lo referente a los cuidados.

Los promedios regionales y nacionales, sin embargo, ocultan 
desigualdades considerables entre mujeres y hombres en 
los diferentes grupos sociales. La riqueza del hogar, por 
ejemplo, influye de manera significativa en la organización 
de los cuidados y el uso del tiempo por parte de las mujeres. 
Las familias con mayores ingresos pueden contratar a 
otras personas para atender sus necesidades de cuidados, 
mientras que los hogares de ingreso bajo con frecuencia 
dependen de servicios públicos con escaso financiamiento 
y de redes familiares desbordadas. La presencia de niños 
pequeños en el hogar incrementa las responsabilidades de 
cuidados no remunerados de las mujeres prácticamente en 
todo el mundo, mientras que apenas afecta el uso del tiempo 
entre los hombres. No obstante, y especialmente para las 
mujeres que viven en hogares pobres, la presencia de niños 
pequeños suele conllevar una difícil búsqueda de equilibrio 
entre el tiempo dedicado a obtener un ingreso y el que les 
queda para cuidar de sí mismas y de sus hijos. Debido a las 
limitaciones de acceso a una licencia remunerada y a la 
ausencia de servicios de cuidado infantil asequibles, niñas 
y niños suelen dejarse al cuidado de una hermana mayor, 
una tía o una abuela, quien a su vez quizá se encuentre 
trabajando o necesite que cuiden de ella.

Los cambios que se están produciendo en las estructuras 
demográficas y familiares, así como la migración (véase el 
capítulo 7) afectan las diversas formas de organizar las tareas 
de cuidados. En los países más pobres, las altas tasas de 
fecundidad y las elevadas relaciones conexas de dependencia 
de los cuidados de niños pequeños coinciden con la falta de 
infraestructura de cuidados institucionalizada. La prestación 
de servicios de educación temprana y cuidado infantil 
universales y de calidad es una inversión que ofrece beneficios 
significativos a mediano y largo plazo desde el punto de vista 
del desarrollo infantil, la liberación de tiempo para las mujeres 
y la creación de empleo.

La discrepancia que existe entre las necesidades y la 
infraestructura de cuidados puede no ser tan evidente 
en los países de ingreso mediano e ingreso alto, donde el 
envejecimiento de la población se encuentra ya avanzado. 
Sin embargo, cabe afirmar que, también en esos países, 
los modelos que se apoyan exclusivamente en las familias 
presentan problemas de sostenibilidad cada vez más 
importantes. En el contexto de la migración nacional e 
internacional, puede que los miembros de una familia vivan 
separados; simultáneamente, la necesidad de contar con al 
menos dos ingresos para mantener una familia dificulta la 
prestación de cuidados a tiempo completo. Este problema 
apunta a la necesidad de contar con sistemas de atención 
prolongada integrados y regulados, que respondan a las 
diversas necesidades de las personas adultas mayores y que 
respeten los derechos de las personas que proporcionan 
atención prolongada de forma remunerada.

Las familias son espacios fundamentales para la provisión y 
recepción de cuidados, pero los tipos de apoyo que pueden 
recibir los y las cuidadoras familiares revisten una enorme 
importancia. Las familias que cuidan necesitan el respaldo 
de sociedades que las cuiden, que inviertan en sistemas de 
cuidados universales, sostenibles y con perspectiva de género.
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El verano de 2017 fue una época extraordinaria para los grupos feministas en África 
septentrional y Asia occidental. Después de muchos años de campañas incesantes, 
finalmente vieron caer una a una todas las leyes que, durante décadas, habían 
obligado a las mujeres a casarse con sus violadores.

En tan solo un mes, los Gobiernos de Túnez, Jordania y, por último, el Líbano 
derogaron o reformaron las cláusulas de sus respectivos Códigos Penales que 
permitían que los agresores eludieran la justicia si contraían matrimonio con la 
mujer a la que habían atacado, y que permitían a las familias forzar a las mujeres 
a casarse con sus violadores para evitar el estigma social asociado a las relaciones 
sexuales prematrimoniales.1

La reforma de 
las leyes que 
obligaban a las 
mujeres a casarse 
con sus violadores
Años de movilización colectiva, estrategias e innovación por 
parte de los grupos feministas culminaron con la derogación o 
reforma de las arcaicas leyes que imperaban en toda la región 
de África septentrional y Asia occidental.

EL PROGRESO DE LAS MUJERES / HISTORIAS DE CAMBIO

En el Líbano, las activistas colgaron vestidos de boda hechos jirones en el exterior de 
edificios públicos para llamar la atención sobre las leyes que obligaban a las mujeres a 
casarse con sus violadores. 

Fotografía: ABAAD (Patrick Baz)/AFP 
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Fue una victoria histórica para el movimiento feminista 
en toda la región; una victoria lograda tras años de 
movilizaciones colectivas, estrategias, creación de alianzas 
e innovación.

“Lo que vimos aquel verano fue el resultado de la 
perseverancia de las mujeres de toda la región”, dice 
Hibaaq Osman, fundadora y directora del movimiento 
Karama, una red de activistas y grupos de la sociedad civil 
que trabaja a lo largo y ancho del mundo árabe. “Lo más 
importante que aprendimos de ello fue que el cambio ha de 
producirse desde dentro, pero que también es más fuerte 
cuando trabajamos al unísono, superando las fronteras 
nacionales en pos de un objetivo común”.

En Jordania, las responsables de la campaña aprovecharon 
la oportunidad para lograr un cambio legislativo cuando, 
en octubre de 2016, el rey Abdullah II ordenó reformar el 
Código Penal, que databa de 1960. En dicho código se 
había incluido un artículo que suspendía el enjuiciamiento 
penal de los violadores si se casaban con sus víctimas. 
Según los datos del Ministerio de Justicia de este país, 159 
violadores se acogieron a dicho artículo ente 2010 y 2013 
para evitar ser castigados.2 

“Comprendimos que era una gran oportunidad 
para contribuir a la reforma del Código Penal y que 
necesitábamos que se escucharan nuestra voz y nuestras 
demandas”, dice Asma Khader, directora del Instituto de 
Hermandad Femenina Mundial. Según ella, la campaña 
ganó impulso gracias a la derogación de leyes similares en 
Egipto (1999) y Marruecos (2014).

Las activistas crearon una base de pruebas para rebatir el 
argumento de que aquel artículo del antiguo Código Penal 
mantenía unidas a las familias y protegía a las mujeres del 
estigma de las relaciones sexuales fuera del matrimonio.

“El ejemplo de Marruecos nos enseñó que nuestras 
campañas debían apoyarse en historias de mujeres 
reales”, señala Khader. Marruecos derogó sus leyes sobre 

el matrimonio con violadores después de que se hiciera 
público el caso de Amina Filali, una joven de 16 años que 
se suicidó tras ser obligada a casarse con el hombre al que 
había acusado de violarla.3 

El hecho de que los mensajes estuviesen fundamentados 
en los relatos de mujeres y niñas locales también ayudó 
a contrarrestar las acusaciones de quienes se oponían a 
la campaña, según las cuales esta estaba liderada por 
feministas movidas por una agenda occidental, que no 
tenían legitimidad para interferir en las leyes de familia.

“Documentamos 22 casos en los que la utilización de ese 
artículo ante los tribunales había culminado en matrimonio, 
y prácticamente todos esos matrimonios terminaron en 
divorcio o en violencia”, dice Khader. “A través de una 
campaña mediática, defendimos que el matrimonio y la 
vida familiar no pueden basarse en la impunidad y el delito”. 
El movimiento feminista de Jordania trabajó durante los 
tres años previos a la revisión del Código Penal con el fin de 
recabar un amplio apoyo.

Asma Khader, directora del Instituto de Hermandad Femenina 
Mundial en Jordania.

Fotografía: ONU Mujeres/Christopher Herwig

“La vida familiar no puede 
basarse en la impunidad y 
el delito”.
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Su campaña tuvo tanto éxito que el Parlamento, que tenía 
la posibilidad de derogar o modificar la ley, eliminó todos 
los resquicios jurídicos que permitían a los violadores eludir 
las consecuencias de sus delitos. 

En el Líbano, la lucha por derogar el artículo 522, que 
ofrecía una inmunidad similar a los violadores si se 
casaban con sus víctimas, ganó fuerza tras la realización, 
por parte de los grupos feministas, de una encuesta que 
demostró que solamente el 1 % de la población libanesa 
conocía siquiera la existencia de semejante disposición en 
su Código Penal.4 

“Una vez que tuvimos ese dato, se convirtió en una 
herramienta de promoción realmente poderosa y en 
un instrumento de presión muy útil”, manifiesta Ghida 
Anani, fundadora de ABAAD, una organización libanesa 
defensora de los derechos de las mujeres que encabezó 
la campaña con apoyo de ONU Mujeres. “Conseguimos 
argumentar con éxito que aquello no formaba parte de 
nuestras tradiciones ni reflejaba los valores ni los principios 
de nuestra sociedad. Tan solo era algo que utilizaban 
los abogados para ayudar a los violadores a evitar su 
enjuiciamiento”.

Una impactante y provocadora campaña mostraba a una 
mujer magullada y maltratada envuelta en vendas que, 
lentamente, se convertían en un vestido de boda. Esto se 
volvió el elemento visual clave de un gran movimiento en 
las redes sociales diseñado para alentar al público a exigir 
la derogación del artículo 522. Conforme se acercaba la 
fecha de la votación, la ciudadanía empezó a manifestarse. 
Activistas con vestidos de boda ensangrentados 
protestaban frente al Parlamento y colgaban vestidos de 
boda hechos jirones en el exterior de edificios públicos, 
como si se tratara de cadáveres.

“El contacto con el público y el uso de las redes sociales 
formaron parte de una estrategia mucho más amplia”, 
señala Anani. “No queríamos que aquello se convirtiera 
en una simple campaña feminista contra el Gobierno. 
Necesitábamos crear algo que todo el mundo pudiera 
apoyar. Cuando el Gobierno libanés votó a favor de derogar 
el artículo 522, fue una victoria colectiva”.

Los logros de 2017 han alentado a los movimientos 
feministas en toda la región; en el Estado de Palestina, las y 
los activistas también consiguieron en 2018 la derogación de 
disposiciones similares incluidas en su Código Penal.5 

“Necesitamos que se reformen las disposiciones que permiten 
el matrimonio infantil, que niegan la existencia de la violación 
dentro del matrimonio y que niegan a las mujeres la igualdad 
de derechos sobre sus hijos”, dice Osman. “Estamos viendo 
con nuestros propios ojos lo que podemos conseguir cuando 
nos organizamos y actuamos de manera estratégica. No nos 
rendiremos jamás”.

Historia: Annie Kelly

“Estamos viendo con nuestros 
propios ojos lo que podemos 
conseguir cuando nos 
organizamos y actuamos de 
manera estratégica. No nos 
rendiremos jamás”.

En el Líbano, la campaña en favor de la derogación del artículo 
522 utilizó llamativos elementos visuales en los que se veía a 
mujeres envueltas en vendas a manera de vestidos de boda.

Fotografía: ABAAD (Patrick Baz)/AFP 
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La violencia contra las mujeres y las niñas es un problema generalizado 
en las familias, un contexto en el que convergen el poder, la autoridad y 
el control patriarcales sobre las mujeres y las y los niños. Esta violencia 
constituye una clara representación del lado oscuro de la vida familiar.

0 1
En todo el mundo, el 17,8 % de las mujeres de 15 a 49 años que han tenido 
pareja alguna vez han sufrido violencia física o sexual a manos de su pareja 
en los últimos 12 meses.

02

Pese a que la intervención pública en el terreno de la violencia contra 
las mujeres en la familia ha ido en aumento, el progreso ha sido limitado 
como consecuencia de la inadecuada aplicación de las leyes y políticas, 
la escasez de recursos —agravada por las políticas de austeridad— y 
la persistencia de normas y actitudes que justifican la violencia, la 
normalizan o minimizan su gravedad.

06

La violencia contra las mujeres en el seno de la familia adopta muchas 
formas, desde el matrimonio infantil, precoz y forzado o la mutilación 
genital femenina hasta la violación conyugal, la coerción reproductiva o 
el abuso contra personas adultas mayores. La violencia en la familia tiene 
consecuencias muy perjudiciales para la salud física, mental, sexual y 
reproductiva de las mujeres.

03

La desigualdad de género provoca violencia en la familia por tres vías 
fundamentales: a través de las normas sociales sobre el privilegio y dominio de 
los hombres frente a la sumisión y subordinación que se espera de las mujeres; 
de la inseguridad económica que experimentan las mujeres en la familia; y de 
la expectativa de que las mujeres deben proteger la armonía familiar.

04

La violencia contra las mujeres en la familia está reconocida ya como una 
violación de los derechos humanos, una manifestación sistémica de la 
desigualdad de género y un problema de salud pública, en lugar de un “asunto 
privado” o una patología individual.

05

Para eliminar la violencia contra las mujeres en la familia es necesario 
adoptar medidas públicas en tres esferas clave: leyes integrales para 
combatir la violencia contra las mujeres y las niñas; servicios de apoyo 
coordinados y multisectoriales para las sobrevivientes; e inversiones 
sustanciales a largo plazo en la prevención de la violencia.

07

MENSAJES CLAVE
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6.1 	 INTRODUCCIÓN
Pese a que las familias pueden ser espacios seguros 
caracterizados por la cooperación, la solidaridad y el amor, 
con demasiada frecuencia son lugares donde las mujeres y 
las niñas están expuestas a riesgos y daños considerables. 
La violencia contra las mujeres y las niñas es una de las 
violaciones más prevalentes y sistémicas de los derechos 
humanos en el mundo, descrita a menudo como pandemia. 
Mujeres y niñas son objeto de diferentes formas de violencia 
por parte de familiares a lo largo de su vida, como los 
numerosos tipos de abuso durante su infancia, adolescencia 
y adultez. En torno a un 30,0 % de las mujeres del mundo 
que ha tenido en algún momento una relación de pareja 
ha experimentado violencia física o sexual infligida por una 
pareja a lo largo de su vida.1

La violencia tiene consecuencias graves y duraderas sobre 
la vida de las mujeres y las niñas: es perjudicial para su 
salud, su bienestar, su rendimiento académico y su seguridad 
económica. Las mujeres que han sufrido abuso físico o sexual 
por parte de sus parejas tienen casi el doble de probabilidad de 
padecer depresión y, en algunas regiones, una probabilidad 1,5 
veces mayor de contraer el virus de la inmunodeficiencia 
humana (VIH) que las mujeres que no han experimentado 
violencia en la pareja.2 La violencia contra las mujeres y las 
niñas en la familia también ejerce efectos significativos desde 
el punto de vista intergeneracional, ya que incrementa el riesgo 
de violencia para las generaciones futuras.3

Una de las primeras contribuciones del activismo y la 
investigación feministas fue cuestionar la idea de la familia 
como espacio seguro y llamar la atención sobre los daños 
que experimentan las mujeres y las niñas dentro de ella.4 El 
activismo feminista posicionó la violencia contra las mujeres 
y las niñas en la familia como un problema público y no como 
una cuestión privada. La calificó como una manifestación 
sistémica de la desigualdad de género, basada en la 
desigualdad de las relaciones de poder, en lugar de un hecho 
o una desviación individuales.5

En las últimas décadas se ha producido un creciente 
reconocimiento a escala mundial de que la violencia contra 
las mujeres y las niñas es motivo de preocupación desde la 
perspectiva de los derechos humanos y la salud pública, y se ha 
convertido en una prioridad para el desarrollo sostenible. Esto ha 
dado lugar a intervenciones públicas, en particular mediante la 
introducción de leyes, planes de acción, servicios de protección y 
apoyo y, más recientemente, mediante medidas de prevención.

Pese a estos esfuerzos, la violencia contra las mujeres y las 
niñas en la familia persiste a unas tasas sorprendentemente 

elevadas. Las normas y actitudes sociales subyacentes que 
normalizan, justifican y excusan la violencia en la familia están 
todavía muy generalizadas y profundamente arraigadas, 
junto con culturas que siguen reforzando el dominio masculino 
y culpando y avergonzando a las mujeres. Los hombres 
utilizan a menudo la violencia en la familia como medio para 
conseguir disciplina y subordinación cuando ven amenazada 
su autoridad o su poder patriarcal. Las experiencias de 
violencia y abuso que sufren las mujeres en sus relaciones se 
ven influidas por su poder y su posición en la familia, y pueden 
estar relacionadas, entre otros aspectos, con su falta de acceso 
a recursos como un ingreso propio, tierras o vivienda. Todos 
estos factores afectan la solidez de su posición de resguardo, 
como se menciona en el capítulo 1. Incluso en los casos en 
que existen leyes y políticas integrales, es frecuente que su 
implementación sea deficiente como consecuencia de la falta 
de recursos y de compromiso político, lo que perpetúa una 
cultura de impunidad y, en algunos casos, la tolerancia de la 
violencia contra las mujeres y las niñas por parte del Estado.

En tiempos recientes, movimientos de solidaridad a 
escala mundial y nacional como #YoTambién, #TimesUp, 
#BalanceTonPorc, #NiUnaMenos y HollaBack!, entre 
otros, han impulsado a un número sin precedentes de 
mujeres a hablar sobre el acoso sexual y otras formas de 
violencia sexual. Estos movimientos han puesto énfasis 
en la acción pública y la imputación de los agresores, 
además de llamar la atención sobre las causas sistémicas 
y estructurales que sustentan todas las formas de violencia 
contra las mujeres y las niñas, incluidas aquellas que se 
dan en el seno de la familia.

Estructura del capítulo
En este contexto, el capítulo se centra en la violencia y el 
abuso contra las mujeres y las niñas en la familia. Comienza 
con una definición y el análisis de las diferentes formas que 
adopta este problema, y la conceptualización de la violencia 
contra las mujeres y las niñas como un “continuo” para 
subrayar las conexiones y características comunes entre las 
diversas manifestaciones de violencia en distintos contextos. 
Una vez definido el problema, se expone la naturaleza y la 
magnitud de la violencia contra las mujeres y las niñas en 
las diferentes regiones. En la siguiente sección se analiza por 
qué persiste la violencia contra las mujeres y las niñas en 
la familia, y se hace hincapié en el papel de la desigualdad 
de género. Por último, se exploran las medidas legales, 
programáticas y las políticas necesarias para proteger el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, junto 
con las barreras que impiden garantizar la sostenibilidad y el 
alcance requerido de tales medidas.
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6.2	 LA VIOLENCIA CONTRA MUJERES Y NIÑAS EN 
LA FAMILIA: UN PROBLEMA OMNIPRESENTE DE 
MÚLTIPLES FORMAS Y GRAVES CONSECUENCIAS
La violencia contra mujeres y niñas en 
la familia adopta múltiples formas
La violencia contra las mujeres se define a escala mundial 
como “todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo 
femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o 
sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las 
amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria 
de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como 
en la vida privada”.6 Se trata de violencia cometida contra las 
mujeres principalmente por ser mujeres. La comprensión de las 
diversas formas de violencia contra las mujeres y las niñas y de 
los contextos donde se produce ha ido avanzando a lo largo de 
las últimas décadas. El conocimiento actual de la violencia contra 
las mujeres y las niñas abarca las formas en que se manifiesta en 
los diferentes contextos —en épocas de conflicto, posconflicto o 
paz— y en diversas esferas (violencia perpetrada por la familia, la 
comunidad, el Estado o un conjunto de agentes transnacionales).7

En el gráfico 6.1 se ilustran las muy diversas manifestaciones 
de la violencia contra las mujeres y las niñas en la familia. 
Estas incluyen la violencia en la pareja, la violencia 
doméstica, la violación conyugal, el abuso sexual contra niñas 
y niños, la violencia relacionada con la dote, los denominados 
delitos y asesinatos “por honor”, el precio de la novia, el abuso 
de personas adultas mayores y viudas, la mutilación genital 
femenina, el matrimonio infantil, precoz y forzado, la trata 
y el infanticidio de niñas. Las distintas formas de violencia 
contra las mujeres y las niñas suelen superponerse; por 
ejemplo, el matrimonio infantil, precoz y forzado puede ser 
un factor de riesgo de violencia en la pareja.8

Pese a que a menudo quienes ejercen violencia en la 
familia son las parejas de sexo masculino, otros familiares 
también pueden cometer violencia contra las mujeres y las 
niñas o actuar como cómplices. Por ejemplo, los padres, 
tíos, hermanos y novios de las madres, que pueden abusar 
sexualmente de las niñas que residen en el hogar; las madres 
que obligan a sus hijas a casarse o a someterse a la mutilación 
genital femenina; los familiares varones que cometen delitos o 
violencia “por honor”; los familiares que venden a sus hijas, a 
sabiendas de que estas serán víctimas de trata; y aquellos que 
abusan de las mujeres en el caso de la violencia relacionada 
con la dote, o que cometen infanticidio de niñas.

La violencia contra las mujeres y las niñas se ha 
conceptualizado como un continuo, a fin de reconocer las 

relaciones y características comunes (dominio, derechos, poder 
y control del varón) entre las diversas manifestaciones de la 
violencia en distintos contextos.9 En la familia, el continuo de 
violencia establece relaciones entre las experiencias cotidianas 
de control, como el control financiero y el abuso psicológico, con 
otras formas de violencia más extremas, como los asesinatos 
por razones de género. Reconocer la violencia contra las 
mujeres y las niñas como un continuo ayuda a superar la 
tendencia a centrarse en las formas de violencia más extremas, 
lo que a menudo lleva a ignorar o minimizar la importancia de 
las experiencias cotidianas de abuso y control, que ejercen un 
efecto corrosivo y dañino en la vida de las mujeres.10 

La violencia contra mujeres y niñas en 
la familia es un problema mundial
Los datos sobre los que existe mayor disponibilidad en el 
terreno de la violencia contra las mujeres y las niñas en la 
familia son los relativos a la violencia en la pareja. En todo el 
mundo, cerca del 18,0 % de las mujeres de 15 a 49 años que han 
tenido pareja alguna vez sufrieron violencia en la pareja en 
los 12 meses previos a las encuestas. Entre las regiones para las 
que se dispone de datos, Oceanía (excepto Australia y Nueva 
Zelandia) presenta la mayor prevalencia, ya que un 34,7 % de 
las mujeres y las niñas de ese grupo de edad que han tenido 
pareja alguna vez han sufrido violencia física o sexual a manos 
de una pareja actual o anterior en los últimos 12 meses. Le 
siguen las regiones de Asia central y meridional y el África 
subsahariana, con un 23,0 % y un 21,5 %, respectivamente. La 
región de Europa y América del Norte presenta la prevalencia 
más baja, con un 6,1 % (véase el gráfico 6.2).

Pese a que el nivel de violencia en la pareja es generalmente 
menor en los países desarrollados que en los países en 
desarrollo, en las investigaciones disponibles se sugiere que 
los predictores de esta forma de violencia son bastante más 
complejos que el producto interno bruto (PIB). Los factores de 
género, como las normas relativas a la autoridad de los hombres 
sobre las mujeres, así como la peor situación económica de 
las mujeres, revisten una importancia mayor.11 Las culturas 
generales de violencia y los conflictos políticos también pueden 
incrementar la incidencia de la violencia en la pareja. Por 
ejemplo, en el marco de una investigación llevada a cabo en 
Côte d’Ivoire, Liberia, Tailandia y Uganda se constató que las 
mujeres que sufren mayores niveles de abusos relacionados con 
el conflicto también declaran experimentar mayores niveles de 
violencia en la pareja durante y después de un conflicto.12
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Violación conyugal

Violencia en
la pareja

Abuso sexual infantil

Violencia doméstica

Violencia y abuso sexuales

Agresión contra viudas

Agresión contra personas 
adultas mayores

Trata de personas
por parte de familiares

Infanticidio de niñas

Delitos “por honor”

Mutilación genital femenina

Feminicidio

Violencia económica

Matrimonio infantil, 
precoz y forzado

Violencia relacionada 
con la dote

En todo 
el mundo, 

137 mujeres son 
asesinadas cada día 
por miembros de su 

propia familia.

650 millones de 
mujeres y niñas 

actualmente casadas en 
todo el mundo contrajeron 

matrimonio antes de los 
18 años.

En todo el 
mundo, 1 de 

cada 5 mujeres de 15 
a 49 años que han tenido 
pareja alguna vez sufrió 

violencia en la pareja 
en los 12 meses 

anteriores.

LA VIOLENCIA CONTRA MUJERES Y NIÑAS
La violencia contra las mujeres y las niñas constituye una violación de los derechos humanos que 
alcanza proporciones pandémicas, pero no es inevitable.

Fuentes: División de Estadística de las Naciones Unidas (2018), UNODC (2018), UNICEF (2018a, y 2013) y cálculos de ONU Mujeres a partir de datos del Banco 

Mundial (2018e).

GRÁFICO 6.1
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¿Cómo podemos convertir 
a las familias en espacios 
de seguridad, igualdad, 

dignidad y respeto?
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2

3
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HACER CUMPLIR  
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contra las mujeres y las niñas y 
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PREVENIR LA  
violencia contra las mujeres 
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violencia en la familia.

GARANTIZAR  
el acceso de las mujeres a 
la justicia y condenar a sus 

agresores.

AYUDAR A LAS  
sobrevivientes a salir adelante 

ofreciéndoles servicios multisectoriales 
universales y de calidad.

Violencia contra mujeres y niñas
en la familia

Hay 45 
países que 

no cuentan con 
leyes que protejan 

específicamente a las 
mujeres de la violencia 

doméstica.

Al menos 
200 millones 

de mujeres y niñas 
actualmente vivas han 

sido sometidas a la 
mutilación genital 

femenina.
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CUANDO EL PELIGRO ACECHA EN EL HOGAR

Las experiencias de violencia de las mujeres en la pareja 
varían según la edad. Los datos disponibles desagregados 
por edad para 53 países muestran que esta forma de 
violencia es un problema especialmente prevalente entre 
las mujeres de 20 a 24 años; el 22,8 % de las mujeres de 
ese grupo de edad han sufrido este tipo de violencia en un 
período de 12 meses. Su prevalencia se mantiene elevada en 
otros grupos de edad más jóvenes: un 19,8 % y un 21,5 % de las 
mujeres y las niñas pertenecientes a las cohortes de 15 a 19 
años y de 25 a 29 años, respectivamente, manifiestan haber 
sido objeto de violencia física o sexual por parte de su pareja 

actual o de una pareja anterior en los últimos 12 meses.13 A 
partir de los 29 años, las tasas de prevalencia comienzan a 
descender pero, aún así, el 16,5 % de las mujeres del grupo de 
más edad analizado (de 45 a 49 años) experimentó alguna 
forma de violencia en la pareja durante el año anterior a las 
encuestas.14 Los datos sobre la violencia sufrida por mujeres 
mayores de 50 años son limitados, puesto que la mayor parte 
de las encuestas de población utilizan el rango de edad de 15 
a 49 años. Es importante suplir este vacío de información, 
dada la vulnerabilidad de las mujeres adultas mayores a la 
violencia, el abuso y el abandono.15 

PROPORCIÓN DE MUJERES Y NIÑAS DE ENTRE 15 Y 49 AÑOS QUE HAN EXPERIMENTADO EN 
LOS ÚLTIMOS 12 MESES VIOLENCIA FÍSICA O SEXUAL INFLIGIDA POR UNA PAREJA O 
EXPAREJA, POR REGIÓN, DATOS RELATIVOS AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuente: División de Estadística de las Naciones Unidas (2018). 
Notas: Los círculos muestran las medias ponderadas según la población por región para las mujeres de 15 a 49 años en un total de 106 países y territorios. Las 
ponderaciones de la población están basadas en datos correspondientes a 2017 para los países y territorios sobre los que existen datos disponibles desglosados por 
sexo y edad en el informe World Population Prospects. Este análisis abarca 106 países y territorios, que representan el 54,4 % de los países y el 50 % de la población de 
mujeres y niñas de 15 a 49 años. En el caso de las regiones de Asia oriental y sudoriental, América Latina y el Caribe y África septentrional y Asia occidental, los datos 
abarcan el 12,7 %, el 48,4 % y el 41,7 % de la población de la región, respectivamente. Los agregados regionales y mundiales marcados con un asterisco (*) están basados 
en una proporción inferior a dos tercios de la población de la región respectiva, por lo que deben tratarse con cautela. En todas las demás regiones, los agregados 
se basan en datos que abarcan dos tercios o más de la población regional. En el caso de Australia y Nueva Zelandia, la cobertura poblacional era insuficiente para 
calcular un promedio regional, por lo que no se muestran. Para 75 de los 106 países, el grupo de edad de las mujeres es de 15 a 49 años, mientras que para 30 países el 
grupo de edad es de 18 a 49 años. En el caso del Paraguay, la muestra corresponde a mujeres de 15 a 44 años; para Portugal, el grupo de edad es de 18 a 50 años. Los 
datos de Côte d’Ivoire se refieren solo a mujeres que se encuentran actualmente casadas. En Nicaragua, Panamá, el Paraguay y el Uruguay, la definición de violencia 
sexual difiere de la armonizada. Además, la definición de la violencia física y sexual difiere de la armonizada en todos los países europeos incluidos en la muestra.

 Europa y América del Norte  Asia oriental y sudoriental*  Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia)

 América Latina y el Caribe* 

Las fronteras, los nombres mostrados 
y las denominaciones utilizadas en 
este mapa no implican su aceptación 
ni adhesión oficial por parte de las 
Naciones Unidas.

 Asia central y meridional África septentrional y Asia occidental* África subsahariana

Promedio mundial

6,1%

12,3%

9,0%
34,7%

23,0%

21,5%

11,8%

17,8%

GRÁFICO 6.2
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CAPÍTULO 6

ASESINATOS DE MUJERES POR MOTIVOS DE GÉNERO: CONCEPTUALIZAR 
Y SISTEMATIZAR UN PROBLEMA GENERALIZADO

La Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias ha descrito los asesinatos por razones 
de género como la forma más extrema de violencia contra las mujeres en las esferas pública y privada.17 Tales actos no son 
incidentes aislados y repentinos; están relacionados con el continuo de violencia que experimentan las mujeres y las niñas en su 
vida diaria.

La Relatora Especial clasifica estos asesinatos como directos o indirectos. Los asesinatos directos incluyen aquellos que se 
producen como resultado de la violencia en la pareja o están relacionados con la hechicería y la brujería, el “honor”, los 
conflictos armados, la dote, la identidad de género y la orientación sexual, así como con la identidad étnica e indígena. Los 
asesinatos indirectos incluyen la mortalidad materna y las muertes por abortos mal practicados o clandestinos, prácticas 
nocivas, la falta de cuidados (a través del hambre o los malos tratos), actos u omisiones deliberados del Estado o vinculados a la 
trata de personas, el tráfico de drogas, la delincuencia organizada y actividades relacionadas con pandillas. Muchos de estos 
asesinatos tienen lugar en el contexto de la familia.

La terminología empleada para conceptualizar los asesinatos por razones de género ha sido objeto de un amplio debate y ha 
ido evolucionando con el tiempo para reflejar, entre otros aspectos, sus particularidades regionales, aunque el “feminicidio” 
es ya un concepto de uso común. En América Latina y el Caribe, sobre todo en Centroamérica, el feminismo se ha centrado 
en conseguir que el feminicidio tenga la consideración de acto criminal y en arrojar luz sobre el problema de la impunidad. 
En la región de África septentrional y Asia occidental, el feminicidio se refiere a los asesinatos “por honor”, al igual que en Asia 
meridional, donde este término abarca también el infanticidio de niñas y los asesinatos relacionados con la dote.

Diferentes países y regiones están realizando esfuerzos para hacer un seguimiento de los asesinatos por motivos de género. En 
el informe anual del Censo de Feminicidios del Reino Unido que elaboran varias organizaciones feministas locales se recogió 
un total de 139 asesinatos de mujeres por parte de hombres en Inglaterra, Gales e Irlanda del Norte en 2017; al menos un 75,0 % 
de ellas fueron asesinadas por personas que conocían.18 En el Afganistán, la Comisión de Derechos Humanos del Gobierno 
estima que se produjeron alrededor de 243 asesinatos “por honor” entre abril de 2011 y agosto de 2013.19 Los datos disponibles 
en la Oficina Nacional de Registros Delictivos de la India sobre asesinatos relacionados con la dote indican que las muertes 
de mujeres relacionadas con la dote representan entre un 40,0 % y un 50,0 % del total de feminicidios registrados anualmente, 
un porcentaje que apenas varió entre 1999 y 2016.20 Los datos oficiales correspondientes a 19 países de América Latina y el 
Caribe ponen de manifiesto que en 2017 hubo un total de 2559 víctimas de feminicidio. Los datos correspondientes a 2016 y 2017 
muestran que Belice, El Salvador, Guatemala, Honduras, la República Dominicana y Trinidad y Tabago son los países de la 
región con mayor prevalencia de feminicidios.21 

A pesar de estas iniciativas de recopilación de datos, la Relatora Especial ha expresado su preocupación por la limitada 
disponibilidad y la baja calidad de los datos referentes a los asesinatos por razones de género, incluida la falta de 
comparabilidad de los distintos conjuntos de datos. En la Clasificación Internacional de Delitos con Fines Estadísticos de 2015 se 
propuso una desagregación de los delitos de homicidio según factores tales como el sexo de la víctima y de la persona autora y 
la relación entre ambas, entre otros.22 Este tipo de desagregación es clave para comprender mejor el problema.

La violencia contra las mujeres y las niñas en la familia puede 
ser letal. La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 
y el Delito (UNODC) estima que, en 2017, más de la mitad 
(el 58,0 %) de las mujeres víctimas de homicidio intencionado 
fueron asesinadas por un miembro de su propia familia. Esto 
equivale a un total de 50.000 muertes en un año, o a 137 
muertes por día. Más de un tercio (30.000) de las mujeres 

asesinadas de forma intencionada en 2017 murieron a manos 
de la que en esos momentos era su pareja o de una pareja 
anterior.16 Las organizaciones feministas llevan mucho tiempo 
movilizándose para luchar contra los asesinatos de mujeres 
por razones de género, exigiendo que los Estados actúen y 
rindan cuentas y contribuyan a una mayor visibilización del 
problema, como se explica con detalle en el recuadro 6.1.

RECUADRO 6.1
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CUANDO EL PELIGRO ACECHA EN EL HOGAR

RELACIÓN ENTRE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS Y LOS NIÑOS

La violencia contra las mujeres y la violencia contra las y los niños se consideran a menudo campos de investigación y de política 
diferenciados; sin embargo, los vínculos y superposiciones entre ellos han suscitado una atención creciente. En un examen 
de las evidencias disponibles se pone de manifiesto que a menudo se produce violencia contra las mujeres y contra las y los 
niños en un mismo hogar. Ambas formas de violencia comparten los factores de riesgo y las normas que limitan su denuncia 
y la búsqueda de apoyo; las dos tienen efectos intergeneracionales y consecuencias combinadas a lo largo de todo el curso 
de vida; y se observa que la adolescencia es un período de especial vulnerabilidad para la intersección entre ambas (véase el 
gráfico 6.1).33 La exposición a la violencia en la infancia incrementa el riesgo tanto de cometer violencia en la pareja como de ser 
víctima de esta al alcanzar la edad adulta.34 

En el marco de una investigación cualitativa realizada en Uganda se constató que tanto las personas adultas como las y los 
niños normalizan la violencia como herramienta para impartir disciplina entre las mujeres, las y los niños. Sin embargo, pese a 
que existía cierta percepción de que, en general, la violencia contra las mujeres es inaceptable, se apreciaba algún grado de 
aceptación de la violencia contra las y los niños como un aspecto inevitable ligado a ser un buen padre o una buena madre.35 

Debido a su género, las niñas también están expuestas 
a formas específicas de violencia en la familia, como 
el matrimonio infantil, un aspecto tratado en detalle 
en los capítulos 2 y 3. La mutilación genital femenina, 
una práctica nociva que perpetran las familias contra 
las niñas, persiste en niveles alarmantes, aun si se ha 
producido un descenso en las décadas recientes. En 
torno a 2017, a una de cada tres niñas de 15 a 19 años 
se le había practicado la mutilación genital femenina 
en los 30 países donde se concentra esta práctica, en 
comparación con cerca de una de cada dos alrededor 
del año 2000.23

Los datos disponibles a escala mundial sobre otras 
formas de violencia contra las mujeres y las niñas en la 
familia —como la agresión contra las mujeres adultas 
mayores y las viudas, o la violencia relacionada con la 
dote y la violencia “por honor”— son insuficientes. Además, 
debido a los problemas y limitaciones metodológicos 
de las encuestas nacionales, los datos sobre la violencia 
contra las mujeres y las niñas en determinados grupos 
o contextos son deficientes. Sin embargo, en algunos 
estudios de menor envergadura se indica que las mujeres 
presentan un mayor riesgo de violencia si son indígenas, 
sufren alguna discapacidad o su estatus migratorio es 
inseguro.24 Los datos obtenidos en el Canadá, por ejemplo, 
ponen de relieve que las mujeres indígenas tienen una 
probabilidad más de tres veces mayor de experimentar 
violencia doméstica que las mujeres no indígenas.25 Las 
mujeres migrantes en situaciones migratorias inseguras 
pueden permanecer en una relación abusiva por miedo 
a ser deportadas o a perder la custodia de sushijos.26 
Además, pueden carecer de apoyo público y de recursos 
económicos, una cuestión que se aborda con mayor 
profundidad en el capítulo 7.

Las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero (LBT) 
experimentan a menudo diferentes formas de violencia en 
la familia. Por ejemplo, la violencia doméstica que sufren las 
mujeres lesbianas y bisexuales puede tener su origen en la 
homofobia, de modo que sus agresores utilizan amenazas 
relacionadas con la sexualidad (por ejemplo, la amenaza de 
informar a sus familiares y amistades sobre su orientación 
sexual) como táctica de poder y control.27 Las mujeres LBT 
también experimentan violencia por odio por parte de sus 
propias familias y las de sus parejas. Además, en varios 
países se ha señalado que la violencia sexual contra mujeres 
lesbianas y transgénero se perpetra con el objetivo de 
intentar “convertir” a las víctimas en personas heterosexuales, 
o de castigar las identidades y expresiones de género que no 
se ajustan a los cánones habituales.28 En algunos casos son 
los propios familiares quienes perpetran este tipo de violencia 
sexual; en otros, actúan como colaboradores.29

Las evidencias disponibles indican que existe una superposición 
entre la violencia contra las mujeres y la violencia contra las y los 
niños en el mismo hogar.30 El Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia (UNICEF) estima que, en todo el mundo, 250 millones 
de niñas y niños de 2 a 4 años de edad experimentan castigos 
físicos por parte de las personas encargadas de su cuidado 
(en torno a seis de cada diez); cerca de 300 millones niñas y 
niños (tres de cada cuatro) sufren castigos físicos o agresiones 
psicológicas (disciplina violenta) regularmente a manos de 
sus cuidadoras o cuidadores.31 Además, a escala mundial, 176 
millones de niñas y niños menores de 5 años (uno de cada 
cuatro) viven con una madre que es víctima de violencia en 
la pareja.32 Un análisis de la violencia en la familia desde una 
perspectiva de género ayuda a entender que el vínculo entre la 
violencia contra las mujeres y la cometida contra las y los niños 
tiene su origen en las jerarquías patriarcales relacionadas con el 
género y la edad, como se explica en el recuadro 6.2.

RECUADRO 6.2 
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La intersección de la violencia contra las mujeres y la violencia contra las y los niños en la familia tiene varios efectos secundarios. 
Quienes son testigos de ambas formas de violencia (sean niñas o niños u otros miembros adultos de la familia) experimentan sus 
propios traumas, que afectan su futura relación como pareja y como madre o padre.36 Además, a menudo una forma de violencia 
puede desencadenar o agravar otra, por ejemplo cuando una niña, un niño o una madre interviene para detener la violencia 
puede ser, a su vez, víctima de violencia.37 

El punto de vista feminista sobre la violencia contra las y los niños pone el foco en las jerarquías de género y edad sobre las que se 
erige el patriarcado, y que posicionan al hombre como ser superior tanto a las mujeres como a las y los niños y legitima la violencia 
como forma de control. La violencia contra las y los niños en la familia perpetrada por mujeres puede, por lo tanto, explicarse 
(aunque no justificarse) por el comportamiento de las mujeres con el objetivo de evitar abusos más graves por parte de los padres, 
la función de cuidado que se espera que ellas desempeñen, la presión por conseguir que las y los niños se comporten de forma 
disciplinada y la falta de poder y de voz en su relación de pareja.38

Las graves consecuencias de la violencia
La violencia contra las mujeres en la familia tiene múltiples 
consecuencias y provoca efectos graves y duraderos de 
orden individual, sobre todo para las mujeres que sobreviven 
a la violencia, pero también para la familia, la comunidad y 
la sociedad en su conjunto.

Los efectos de la violencia contra las mujeres sobre su 
salud física, mental, sexual y reproductiva pueden incluir 
lesiones ocasionadas por la violencia física y sexual; 
depresión, ansiedad y abuso de sustancias como resultado 
del estrés y el trauma; abortos espontáneos y embarazos 
no deseados; así como infecciones de transmisión sexual y 
VIH.39 La coerción reproductiva es una forma de violencia 
muy habitual en la familia; consiste en que las mujeres son 
obligadas por sus parejas a quedar embarazadas contra 
su voluntad o a dejar de utilizar métodos anticonceptivos 
(consúltese también la información acerca del poder 
de acción de las mujeres en materia reproductiva en el 
capítulo 3).40 El miedo y el control asociados a la violencia 
y el abuso en la familia impiden con frecuencia a las 
mujeres acudir a los servicios sanitarios o tomar decisiones 
autónomas sobre su propia salud.41

La violencia contra las mujeres en la familia afecta de manera 
significativa sus posibilidades y seguridad económicas. 
Además, se ha constatado que, en la adolescencia y la 
juventud, la violencia en la pareja influye negativamente en 
el rendimiento académico de las mujeres en los países en 
desarrollo; de hecho, muchas mujeres abandonan los estudios 
cuando se casan.42 Las mujeres que experimentan violencia 
en la familia también tienen mayor probabilidad de sufrir 
inseguridad económica.43 Como se expone más adelante 
en este capítulo, la inseguridad económica de las mujeres 
es otro de los factores que pueden desencadenar violencia. 
La capacidad de las mujeres para desempeñar un trabajo 
remunerado puede ser limitada cuando sufren violencia y 
abuso, y para aquellas que trabajan de forma remunerada, 
las experiencias de violencia pueden provocar inestabilidad en 
el empleo y pérdida de ingresos.44 

La violencia en la pareja está relacionada con la inseguridad de 
la vivienda, incluida (aunque sin limitarse a ella) la falta de un 
lugar donde vivir. Las mujeres que han experimentado violencia 
en la familia pueden tener dificultades para pagar un alquiler 
o reembolsar un préstamo hipotecario, pueden necesitar 
mudarse con frecuencia a una casa nueva o ser incapaces 
de encontrar una vivienda asequible cuando abandonan 
una relación violenta.45 Al mismo tiempo, la inseguridad de la 
vivienda también incrementa la vulnerabilidad de las mujeres a 
la violencia, pues limita su capacidad de huir a un lugar seguro. 

El impacto intergeneracional que sufren las y los niños que han 
sido testigos de violencia en la pareja también es significativo. 
Pese a que no todos padecerán consecuencias negativas 
derivadas de dicha violencia, tienen una probabilidad mayor 
de faltar a la escuela, experimentar problemas de salud 
física y mental en la infancia y sufrir problemas de salud 
mental en la adultez. También tienen una mayor probabilidad 
de experimentar o perpetrar violencia en la edad adulta, 
aunque muchos optarán por rechazar el abuso y buscarán 
activamente relaciones respetuosas y seguras.46

Además de explicar las consecuencias humanas, se han 
producido numerosos intentos para estimar los “costos 
económicos” de las consecuencias de la violencia contra las 
mujeres en la familia. En esos estudios se han calculado los 
costos “directos”, como el gasto asociado a la respuesta a 
las consecuencias de la violencia (por ejemplo, en forma de 
servicios) y los costos “indirectos” en forma de pérdida de 
ingresos y disminución de la productividad.47 En un examen 
mundial de diversos estudios en los que se analizaban los costos 
económicos de la violencia en la pareja se llegó a la conclusión 
de que estos se sitúan entre el 1,2 % y el 2,05 % del PIB.48 Por 
ejemplo, en Bangladesh se calculó que dicho costo ascendía 
a 1800 millones de dólares de los Estados Unidos, el equivalente 
al 2,05 % del PIB,49 y en Viet Nam, a 1710 millones de dólares 
de los Estados Unidos, es decir, el 1,41 % de su PIB. Además, la 
pérdida estimada de productividad debida a la violencia en este 
último país indica que las mujeres que experimentan violencia 
ganan un 35,0 % menos que las que no sufren abusos.50
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Pese a que estos estudios han tendido a centrarse en 
los costos vinculados a la prestación de servicios, la 
pérdida de productividad y los copagos, en algunos de 
ellos también se han examinado los costos del dolor y el 
sufrimiento humanos; no obstante, estos últimos estudios 
se limitan a países desarrollados. Por ejemplo, en uno 
realizado en 2009 se llegó a la conclusión de que los 
costos de la violencia en la pareja en el Reino Unido 
incluían un costo superior a 3900 millones de libras para 
el sistema de justicia penal, los servicios jurídicos civiles, 
los servicios sociales y de salud, de vivienda, refugio 
y alojamiento; más de 1900 millones de libras para la 

economía (en forma de tiempo de trabajo perdido por las 
lesiones sufridas); al tiempo que los costos “humanos y 
emocionales” (el dolor, sufrimiento y miedo que provoca 
la violencia doméstica) se cuantificaron en más de 9900 
millones de libras.51 Además, en un estudio llevado a 
cabo en Australia en 2015 se constató que el costo total 
anual de la violencia contra las mujeres y sus hijas e hijos 
ascendía a 21.700 millones de dólares australianos; los 
principales factores que contribuían a esta cifra eran 
el dolor, el sufrimiento y la mortalidad prematura, cuyo 
costo estimado ascendía a 10.400 millones de dólares 
australianos (el 48,0 % del total).52 

6.3	 ¿POR QUÉ PERSISTE LA VIOLENCIA CONTRA 
LAS MUJERES EN LA FAMILIA?
La violencia contra las mujeres en la familia se ha intentado 
explicar mediante diversos modelos teóricos. Desde el punto 
de vista feminista, se considera que el problema tiene su origen 
en el patriarcado y la desigualdad de género, y que constituye 
una manifestación del dominio y el control masculinos en todos 
los ámbitos de la sociedad.53 En este contexto, la violencia 
contra las mujeres se ve estimulada por las expectativas 
sociales acerca de los roles de las mujeres y los hombres en la 
familia, donde los varones castigan a las mujeres que, según su 
percepción, no cumplen esas expectativas o vulneran los roles 
de género asignados, recurriendo a la violencia para mantener 
su control y su dominio sobre el hogar.

En relación con la familia como un lugar violento, la 
desigualdad de género crea un contexto propicio para la 
violencia mediante el establecimiento de capas de poder 
y autoridad convergentes. Dentro de ella, los hombres se 
ubican como el principal sostén económico y “jefes de hogar”, 
lo que les confiere un estatus y una expectativa de control, 
dominio y disciplina sobre las mujeres, las niñas y los niños. 
Todo ello se ve reforzado además por una visión de la familia 
como espacio privado fuera del alcance del Estado.54

Otros modelos teóricos utilizados para explicar la violencia 
contra las mujeres han puesto el acento en factores 
individuales o del hogar, como el estrés (incluido el económico), 
el abuso del alcohol o una historia personal de socialización 
agresiva.55 Quienes proponen estas teorías sostienen que, a 
menudo, la violencia en la familia es perpetrada por igual 
tanto por hombres como por mujeres, y la describen como una 
serie de actos individuales basados en un comportamiento 
aberrante o desviado, en lugar de como un patrón de 

poder y control coercitivo en el que existe un elemento de 
miedo.56 El feminismo ha rechazado estos modelos por 
aislar las dinámicas familiares de las estructuras generales 
del patriarcado, y por centrarse en las causas superficiales 
de la violencia e ignorar las profundas. Estas explicaciones 
tampoco corresponden con los datos disponibles sobre la 
prevalencia de la violencia en la pareja ni con los relatos de las 
sobrevivientes y de los agresores, que demuestran la existencia 
de claros patrones de violencia basados en el género.

La manera en que se concibe la violencia contra las mujeres 
tiene implicaciones muy importantes para las respuestas a 
este problema. En lugar de adoptar intervenciones dirigidas 
exclusivamente al plano individual, el análisis feminista se 
centra en dimensiones sociopolíticas más amplias, como la 
realización de los derechos de las mujeres, la transformación 
de las relaciones de poder desiguales y el cambio de las 
normas de género.57 

La desigualdad de género como causa 
fundamental de la violencia contra las 
mujeres en la familia
Los marcos normativos mundiales han reconocido que la 
desigualdad de género es la causa fundamental de la violencia 
contra las mujeres. Dicha desigualdad está profundamente 
arraigada en las estructuras e instituciones que operan en 
diferentes esferas, y que organizan y refuerzan una distribución 
desigual del poder y los recursos económicos, sociales y políticos 
entre mujeres y hombres, creando así un contexto favorable para 
la violencia contra las mujeres. Además, la desigual distribución 
del poder se refuerza mediante las leyes, normas sociales y 
prácticas discriminatorias que dictan la conducta, los roles y las 
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contribuciones que se espera de las mujeres y los hombres.58 Por 
ejemplo, el hecho de que las mujeres tengan una probabilidad 
menor de estar representadas en cargos de decisión refuerza el 
menor valor que tienen sus voces y la idea de que los hombres 
ostentan el control y el poder sobre las decisiones y los recursos.59 
Por otra parte, las leyes que perpetúan la desigualdad de las 
mujeres en el seno de la familia, o la falta de implementación de 
las leyes de igualdad de género o contra la violencia hacia las 
mujeres, también crean un contexto propicio para esta forma de 
violencia.

Para entender de qué modo opera la desigualdad de género 
como causa fundamental de la violencia contra las mujeres en 
la familia es necesario reconocer el papel que desempeñan 
las múltiples formas de discriminación interrelacionadas. En 
ese sentido, la interseccionalidad ha surgido como un marco 
desde donde entender las experiencias de desigualdad y 
opresión de las mujeres, con vistas a analizar las numerosas 
interacciones y fuerzas que influyen en la configuración de la 
identidad y el posicionamiento sociales.60 

Un aspecto muy importante del enfoque interseccional 
es que “las diferentes dimensiones de la vida social no 
pueden separarse en elementos puros o diferenciados”.61 Un 
contexto general de exclusión y discriminación, que emerge 
de múltiples desigualdades interrelacionadas, puede 
agravar las experiencias de violencia que viven las mujeres 
y las niñas.62 Por ejemplo, una joven lesbiana puede correr 
el riesgo de sufrir violencia en su familia precisamente 
por la intersección de esos tres factores: su género, su 
orientación sexual y su edad. La experiencia de violencia en 
la familia de las mujeres indígenas puede estar relacionada 
con desigualdades de género, el racismo, una situación 
socioeconómica desfavorable y el legado del colonialismo.63 
Y una mujer que proceda de un contexto socioeconómico 
desfavorecido, o cuyo estatus migratorio sea inseguro, 
puede tener muchos problemas para acceder a los servicios 
y el apoyo necesarios para abandonar una relación violenta 
(véase el capítulo 7).

Pese a que la desigualdad de género crea un contexto 
propicio para la violencia contra las mujeres, no explica por 
qué algunos hombres tienen mayor probabilidad que otros 
de elegir perpetrar esta forma de violencia en la familia. En 
ese sentido, el modelo socioecológico se ha convertido en el 
más utilizado para identificar y comprender la compleja red 
de factores que subyacen a la violencia contra las mujeres en 
la familia. En lugar de centrarse exclusivamente en patrones 
individuales de comportamiento, este modelo tiene en cuenta 
múltiples factores individuales, comunitarios y sociales que 
se refuerzan entre sí.64 El modelo identifica factores como, 
por ejemplo, la creencia de una persona en rígidos roles de 
género, en normas sociales persistentes de orden comunitario 

que aceptan el matrimonio infantil, débiles sanciones de 
la comunidad contra la violencia de género y el hecho de 
privilegiar leyes discriminatorias basadas en la costumbre 
que consolidan las desigualdades entre mujeres y hombres.65 
Además, el modelo llama la atención sobre otros factores 
de carácter más general vinculados a la violencia contra las 
mujeres. A modo de ejemplo, los conflictos políticos de alta 
intensidad están vinculados a una mayor aceptación social de 
la violencia en la pareja entre las mujeres y los hombres.66

En investigaciones recientes se ha tratado de ampliar el 
modelo socioecológico mediante el examen de factores 
a escala mundial, como los efectos diferenciados de la 
integración económica según el género (incluida la migración 
laboral) y los cambios ideológicos mundiales o transnacionales 
en favor o en contra de los derechos de las mujeres.67 Por 
ejemplo, los diferentes tipos de fundamentalismos que están 
surgiendo en la mayoría de las religiones del mundo muestran 
un grado cada vez mayor de interconexión, organización e 
influencia sobre la legislación y las políticas. La mayoría de los 
colectivos fundamentalistas promueven ideas tradicionales 
de familia e imponen restricciones a los derechos de las 
mujeres, para reforzar las masculinidades dominantes y el 
sometimiento de las mujeres; de ese modo, crean una capa 
adicional de normas que aceptan y justifican la violencia 
contra las mujeres en la familia.68 

Si se analiza el modo en que el género opera como causa 
fundamental de la violencia contra las mujeres en la familia, 
surgen cuatro temas clave que se reflejan a menudo en las 
leyes, las prácticas y las normas sociales. El primero de ellos 
son las masculinidades nocivas en las que se sustentan las 
creencias relativas a los privilegios, el control y el dominio 
masculinos; el segundo, la sumisión y subordinación que 
se espera de las mujeres; el tercero, la falta de autonomía 
y seguridad económicas de las mujeres a largo plazo; y el 
cuarto, el ideal de armonía familiar, el cual pone el énfasis en 
la familia como espacio privado. En las secciones que siguen 
se profundiza en el análisis de cada uno de estos elementos.

Masculinidades nocivas: privilegios, 
control y dominio masculinos
La idea de que los hombres son seres dominantes y deben 
ejercer el control sobre la toma de decisiones y sobre las 
mujeres está firmemente arraigada en muchos aspectos de la 
vida. A modo de ejemplo, las leyes que definen las relaciones 
familiares han fomentado históricamente el papel del hombre 
como “jefe del hogar”, aunque en la mayoría de los contextos 
esto ha ido cambiando progresivamente en las últimas 
décadas. Como se explica en el capítulo 4, no obstante, las 
estructuras económicas y sociales contemporáneas continúan 
asignando a los hombres el rol de sostén económico de la 
familia, aunque ello no se ajuste a la realidad.
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Esta dinámica, por lo tanto, refuerza el control masculino 
sobre los procesos de toma de decisiones que afectan a las 
mujeres y, desde un punto de vista más general, a la vida 
familiar. Las encuestas de hogares y de actitudes ponen de 
relieve que, en muchos países, los hombres tienen la última 
palabra en las decisiones referidas a los gastos del hogar, la 
movilidad de las mujeres fuera de este e incluso la atención 
de la salud de ellas, incluidas las consultas médicas y el 
uso (o no) de anticonceptivos.69 El uso (o la amenaza) de 
violencia física y sexual por parte de los hombres contra 
las mujeres es otra de las vías por las que se refuerza y 
mantiene el dominio masculino.

Las masculinidades son múltiples, dinámicas y pueden 
cambiar. Sin embargo, la construcción predominante de 
los comportamientos según el género refuerza el dominio 
masculino y la obediencia femenina.70 En cierta medida, 
existen masculinidades nocivas en todos los contextos; 
estas se reflejan en los discursos acerca de qué significa ser 
varón en una sociedad: fortaleza, control masculino sobre la 
mujer, heterosexualidad y el papel del esposo como sostén 
económico de la familia.71 Las investigaciones con hombres 
autores de violencia sugieren que el riesgo de violencia en la 
pareja alcanza su máximo nivel cuando las masculinidades 
nocivas gozan de amplia aceptación social. Además, los 
hombres que mantienen actitudes poco igualitarias desde el 
punto de vista del género —por ejemplo, ideas rígidas sobre los 
roles de género— y los que adoptan conductas controladoras, 
tienen varias parejas sexuales al mismo tiempo o practican 
sexo transaccional tienen mayor probabilidad de perpetrar 
violencia contra la pareja.72

Los cambios o las amenazas de cambios en la masculinidad 
hegemónica en el contexto de la familia pueden ser a 
menudo causa de violencia, puesto que los hombres sienten 
la necesidad de reafirmar su poder y control cuando son 
incapaces de desempeñar el rol que se espera de ellos 
o cuando su pareja emprende una actividad, como el 
empleo, que pone en jaque su posición dominante.73 En una 
investigación sobre la violencia cometida por hombres se 
llegó a la conclusión de que el uso de la violencia contra las 
mujeres a menudo aumenta entre los hombres con menor 
poder social; la violencia se utiliza como medio para reafirmar 
un determinado nivel de poder y control cuando los varones se 
sienten menos poderosos en otros ámbitos de su vida.74

La expectativa de sumisión y obediencia 
sexual de las mujeres
La expectativa de que las mujeres sean sumisas y obedientes 
es un corolario del dominio y el control masculinos. También es 
uno de los factores causantes de la violencia contra las mujeres 

en la familia. En muchos contextos se espera que la esposa 
obedezca al esposo y a la familia de este; se considera que una 
mujer que cuestiona este papel ha escapado al control de su 
esposo. Otros familiares de sexo masculino también esperan 
esa misma obediencia por parte de las mujeres. En esos 
casos, los hombres pueden utilizar la violencia como recurso 
correctivo y justificar su accionar con argumentos del tipo “es 
por su propio bien” cuando se cuestiona el abuso.

Las normas y actitudes sociales que aceptan y normalizan 
la violencia contra las mujeres en la familia están muy 
extendidas y profundamente arraigadas, incluso entre las 
propias mujeres. Los datos disponibles para un amplio 
conjunto de países demuestran que en muchos contextos está 
socialmente aceptado que el esposo golpee a su esposa, por 
ejemplo, cuando existe la percepción de que esta no cumple 
con sus obligaciones sexuales o domésticas o se resiste de 
cualquier otro modo a desempeñar el papel obediente que 
tiene asignado.75 Por ejemplo, los datos disponibles para 70 
países ponen de manifiesto que el 15,1 % de las mujeres creen 
que está justificado golpear a la esposa si esta se niega 
a mantener relaciones sexuales con su esposo (véase el 
gráfico 6.3). Además, el 24,3 % de las mujeres y el 16,2 % de los 
hombres consideran justificable golpear a la esposa si esta no 
atiende adecuadamente a sus hijos, y el 20,2 % de las mujeres 
y el 12,9 % de los hombres opinan que esas palizas están 
justificadas si una mujer sale de casa sin decírselo al esposo. 
Se observan grandes diferencias entre países en lo que se 
refiere a la justificación de la violencia en la pareja.

La aceptación de la violencia contra las mujeres entre 
ellas mismas puede explicarse por el hecho de que se ven 
presionadas a internalizar y adoptar las normas y los roles 
de género que se esperan de ellas cuando el “castigo” 
que les imponen los hombres se ve como una represalia 
legítima, y no como violencia.76 

El control sobre la sexualidad femenina es uno de los factores 
que provocan muchas formas de violencia contra las mujeres 
en la familia. Por ejemplo, el matrimonio temprano se debe a 
menudo a razones económicas, pero también se considera un 
modo de proteger el “honor” de la familia mediante el control de 
la sexualidad de las mujeres y la protección de la virginidad y la 
pureza de las niñas. De manera similar, los delitos y asesinatos 
“por honor” se consideran justificables en los casos de mujeres 
que mantienen relaciones sexuales prematrimoniales, eligen 
pareja sin la aprobación de la familia, cometen adulterio o son 
violadas.77 El control sobre la sexualidad de las mujeres también 
está codificado en muchas leyes. En 2018, 12 países y territorios 
de un total de 189 conservaban en la legislación cláusulas que 
eximían a los violadores de enjuiciamiento cuando estaban 



187

CAPÍTULO 6

PROPORCIÓN DE PERSONAS DE 15 A 49 AÑOS QUE ESTÁN DE ACUERDO EN QUE ESTÁ 
JUSTIFICADO GOLPEAR A LA ESPOSA, SEGÚN SEXO Y RAZÓN ESGRIMIDA, DATOS RELATIVOS 
AL ÚLTIMO AÑO DISPONIBLE

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres basados en encuestas de demografía y salud correspondientes a 42 países (IFC, 2007-2017) y en encuestas de indicadores múltiples 
por conglomerados correspondientes a 28 países y territorios (UNICEF, 2019).
Notas: Los datos corresponden al año 2007 o posterior. En los casos donde se disponía tanto de encuestas de demografía y salud como de encuestas de indicadores 
múltiples por conglomerados, se seleccionó la encuesta que ofrecía los datos más recientes. Los datos expuestos en el gráfico corresponden a promedios no ponderados.
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casados con la víctima o contraían matrimonio con ella 
posteriormente.78 Sin embargo, la profunda transformación 
registrada en la región de África septentrional y Asia occidental 
demuestra que el cambio es posible (véase la historia de 
cambio titulada “Una victoria histórica: la reforma de las leyes 
que obligaban a las mujeres a casarse con sus violadores”). 
Para eliminar la violencia contra las mujeres en la familia, se 
necesita un cambio fundamental en los rígidos roles de género, 
las masculinidades dominantes y las expectativas —sesgadas en 
función del género— en torno a la sexualidad.

Falta de seguridad y autonomía 
económicas de las mujeres a largo plazo
La seguridad, la autonomía y el poder económicos de las 
mujeres a largo plazo en una relación de pareja son factores 
clave para prevenir la violencia. Existe la opinión común 
de que el mayor acceso de una mujer a la educación y los 
recursos mejora su posición y poder de negociación en su 
relación, la percepción que de ella tiene su pareja como 
una persona valiosa y, además, le permite abandonar una 
situación violenta o abusiva si lo necesita. No obstante, 
el vínculo entre estos factores es más complejo, pues la 
amenaza que plantea para las masculinidades hegemónicas 
el hecho de que las mujeres desempeñen un trabajo 
remunerado puede llevar a menudo a la violencia.

De ello se extrae la necesidad de normalizar la 
participación de las mujeres en el trabajo remunerado 

y la importancia de que estas cuenten con un ingreso 
regular, seguro y a largo plazo (véase el capítulo 4) para 
fortalecer su posición de resguardo y contar con una vía 
de escape ante relaciones abusivas. En la República Unida 
de Tanzanía, el riesgo de que las mujeres sufran violencia 
en la pareja disminuye significativamente en las zonas 
donde una proporción elevada de mujeres trabajan de 
forma remunerada.79 En el Ecuador, cuando el nivel de 
instrucción de las mujeres supera la enseñanza primaria, 
un aumento de sus ingresos está asociado a una menor 
probabilidad de experimentar violencia en la pareja.80 De 
manera similar, en Bangladesh, las mujeres con mayor 
nivel educativo que tienen un trabajo remunerado corren 
menor riesgo de sufrir violencia.81

Sin embargo, en muchos otros contextos, sobre todo cuando 
sus ingresos son irregulares, la inseguridad económica 
de las mujeres y su débil posición de resguardo puede 
impedirles enfrentarse a parejas abusivas o abandonarlas.82 
En algunos casos, las variaciones de la capacidad de las 
mujeres para obtener ingresos pueden incluso elevar el 
riesgo de sufrir violencia a manos de un hombre, sobre 
todo cuando se pone en cuestión la identidad de este 
como “sostén económico del hogar” debido a dificultades 
laborales o a normas y valores que aceptan la violencia 
en la pareja.83 En ese tipo de situaciones puede producirse 
violencia en la pareja como medio de “contrarrestar” el 
mayor poder económico de las mujeres en la familia.

GRÁFICO 6.3
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La falta de acceso a los recursos económicos como la tierra 
o la vivienda por parte de las mujeres, o de control sobre 
estos, puede incrementar igualmente su vulnerabilidad a la 
violencia, si bien esto también depende del contexto. En una 
investigación llevada a cabo en Kerala (la India) se pone de 
manifiesto que la propiedad de ese tipo de activos ofrece 
un nivel significativo de protección frente a la violencia en la 
pareja, además de aumentar las posibilidades de salir de una 
situación de abuso.84 De manera similar, en una investigación 
efectuada en Sudáfrica y Uganda, en la que se analizó el 
vínculo entre la propiedad y el riesgo de violencia de las 
mujeres, se constató que el acceso de las mujeres a los bienes 
(o la titularidad de estos) les proporcionaba independencia 
económica, que a su vez actuaba como factor de protección 
frente a la violencia en la pareja.85 

La conclusión es que, a pesar de que los cambios en la 
situación económica de las mujeres pueden elevar el riesgo 
de violencia a corto plazo cuando se ven cuestionadas 
las masculinidades dominantes, a largo plazo, el nivel de 
instrucción, la seguridad y la autonomía económicas de las 
mujeres son cruciales para mejorar su posición en la familia 
y permitirles abandonar las relaciones violentas.

La familia como espacio privado y el ideal 
de armonía familiar
La idea de que la familia constituye un espacio privado ajeno 
a la intervención del Estado sirve para normalizar y justificar 

la violencia contra las mujeres. Sin embargo, en la práctica 
—como se expone en el capítulo 3—, los Estados desempeñan 
un papel muy importante en la determinación de lo que 
ocurre en la esfera privada a través de las leyes y políticas que 
aprueba. En muchos contextos, el matrimonio se percibe como 
una unión en la que las mujeres pasan a ser “propiedad” de 
los hombres, perdiendo así su propio status como personas. 
Tal percepción, unida a normas sociales que culpan y 
avergüenzan a las sobrevivientes de la violencia, impiden a las 
mujeres hablar, denunciar ante las autoridades y buscar apoyo 
en la familia, las amistades y los servicios disponibles.

El ideal de armonía familiar, y la responsabilidad que se asigna 
en él a las mujeres, está vinculado a esta concepción de la 
familia como espacio privado. Un predictor muy importante 
de la violencia en la pareja es la capacidad tanto jurídica 
como cultural de las mujeres para obtener el divorcio.86 Sin 
embargo, en muchos países siguen encontrándose con 
impedimentos legales para conseguirlo. Incluso donde la 
ley les permite obtener el divorcio, los imperativos familiares 
y de la comunidad, así como las normas sociales, disuaden 
a menudo a las mujeres de intentarlo (véase el capítulo 3). 
En muchos países, las mujeres corren el riesgo de perder la 
custodia de los hijos si se divorcian, lo que puede provocar 
que decidan no abandonar relaciones violentas. Allí donde el 
divorcio está estigmatizado, las mujeres pueden permanecer 
en una situación de abuso con el objeto de evitar la vergüenza 
o el deshonor que conllevaría la separación para su familia.

6.4	 LA VIOLENCIA SE PUEDE ELIMINAR: 
CONVERTIR LAS FAMILIAS EN ESPACIOS DE 
IGUALDAD, DIGNIDAD Y SEGURIDAD
El reconocimiento de que la violencia contra las mujeres 
constituye una manifestación sistemática de la desigualdad 
de género y una violación de los derechos humanos ha 
representado una conquista fundamental de los movimientos 
feministas (véase la historia de cambio titulada “Una victoria 
histórica: la reforma de las leyes que obligaban a las mujeres 
a casarse con sus violadores”). De hecho, la existencia de 
movimientos feministas autónomos de orden nacional es 
el factor más importante para impulsar un cambio de las 
políticas dirigidas a combatir la violencia contra las mujeres 
y las niñas.87 Desde que el activismo feminista ha instalado la 
violencia contra las mujeres y las niñas en la agenda política 
como un problema público, los gobiernos han comenzado 
a adoptar medidas para abordarlo. En la actualidad, los 
Estados tienen la clara obligación de implementar leyes, 

políticas y programas para eliminar todas las formas de 
violencia contra las mujeres y las niñas. Algunas de esas 
obligaciones se detallan en el recuadro 6.3.

En las últimas décadas se ha prestado una gran atención 
a las leyes destinadas a combatir la violencia contra las 
mujeres en la familia. Hoy existen numerosos ejemplos 
de leyes integrales con medidas para tipificar la violencia 
como delito, prevenirla y brindar protección, así como para 
castigar a sus autores. Diferentes países han introducido 
también una serie de medidas encaminadas a proteger 
la seguridad de las mujeres y ayudarlas a recuperarse de 
la violencia; entre ellas, cabe citar la emisión de órdenes 
de protección y servicios como líneas telefónicas de 
asistencia, servicios de salud, servicios policiales, refugios y 
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OBLIGACIONES INTERNACIONALES Y REGIONALES DE LOS ESTADOS PARA 
ELIMINAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LA FAMILIA

Las normas internacionales sobre violencia contra las mujeres han evolucionado con rapidez en las últimas décadas. En 1993, la 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena instó a la Asamblea General a aprobar un proyecto de declaración 
que ya se había presentado sobre la violencia contra las mujeres. A partir de la Declaración de Viena, la Cuarta Conferencia 
Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing en 1995, reconoció la violencia contra las mujeres y las niñas como una violación de los 
derechos humanos.88 Más recientemente se ha reconocido que la violencia contra las mujeres y las niñas es una prioridad para el 
desarrollo sostenible, y se ha incorporado una meta específica al respecto en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.89

Pese a que en un principio la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) 
no abordaba explícitamente la cuestión de la violencia contra las mujeres, el Comité de la CEDAW de las Naciones Unidas 
manifestó con claridad en su histórica Recomendación General núm. 19 (1992) que la violencia contra las mujeres constituye 
una discriminación contra las mujeres que menoscaba o anula su disfrute de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales.90 En fechas más recientes, la Recomendación General núm. 35 (2017) actualizó la recomendación anterior y 
contiene numerosas características innovadoras, como el reconocimiento de las causas estructurales de la violencia contra las 
mujeres, en particular “la ideología del derecho y el privilegio de los hombres respecto de las mujeres”, el reconocimiento de los 
efectos de las múltiples formas de discriminación interrelacionadas sobre las experiencias de las mujeres en lo que concierne a 
la violencia y un llamado a examinar las leyes neutrales desde el punto de vista del género, con el objeto de garantizar que no 
perpetúen las desigualdades de género.91

Un avance significativo en el derecho internacional ha sido el “principio de la debida diligencia”. Según dicho principio, los Estados 
deben rendir cuentas no solo de los abusos cometidos contra los derechos humanos por parte del propio Estado o de agentes 
estatales, sino también de agentes no estatales. Dado que en la mayoría de las ocasiones la violencia contra las mujeres es 
perpetrada por agentes no estatales, como un pariente cercano o la pareja de la mujer, el principio de la debida diligencia impone 
al Estado la responsabilidad de prevenir la violencia y responder ante ella. En ese sentido, el citado principio ha supuesto una 
ruptura de la división artificial entre las esferas pública y privada y de la distinción entre agentes estatales y no estatales. Ahora los 
Estados tienen el deber de tomar medidas activas para investigar, castigar y reparar la violencia contra las mujeres en la esfera 
privada, así como para ofrecer protección contra esta forma de violencia.92 En varias de las decisiones del Comité de la CEDAW de 
las Naciones Unidas sobre comunicaciones individuales relativas a la violencia contra las mujeres, dicho órgano se ha amparado 
en el principio de la debida diligencia para exhortar a los Estados a actuar.

Las obligaciones de los Estados para eliminar la violencia contra las mujeres y las niñas en el ámbito regional están enunciadas 
en tres instrumentos clave. Uno de ellos es la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer (que entró en vigor en 1995). Esta Convención fue el primer tratado internacional jurídicamente vinculante del mundo en 
el que se reconoció que la violencia contra las mujeres constituye una violación de los derechos humanos.93 En la Convención se 
definen las diferentes esferas donde puede producirse violencia contra las mujeres, incluidas la familiar y la doméstica, y se insta a 
adoptar una amplia gama de respuestas y medidas de prevención, que abarcan desde campañas educativas dirigidas a combatir 
los prejuicios, las costumbres y otras prácticas basadas en estereotipos de género nocivos, hasta la prestación de servicios 
especializados para las sobrevivientes.

El Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos sobre los derechos de las mujeres en África (Protocolo 
de Maputo) entró en vigor en 2005. En su artículo 4, el Protocolo insta a eliminar todas las formas de violencia contra las mujeres 
como parte de los derechos a la vida, la integridad y la seguridad de la persona. Además, este instrumento incluye otras 
disposiciones que refuerzan la obligación de los Estados de poner fin a la violencia contra las mujeres y a la discriminación.94

El instrumento jurídicamente vinculante más reciente y avanzado es el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y 
lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (“Convenio de Estambul”), que entró en vigor en 2014. 
Este instrumento obliga a los Estados a tomar medidas para prevenir y ofrecer protección frente a todas las formas 
de violencia contra las mujeres, enjuiciar a las personas acusadas de perpetrar dicha violencia y establecer políticas 
integradas para prevenir la violencia contra las mujeres y responder ante ella.95

alojamientos seguros, apoyo psicológico, servicios jurídicos 
gratuitos, servicios judiciales y servicios de apoyo para niñas 
y niños que han experimentado o sido testigos de violencia 

en el hogar. Lamentablemente, en la mayoría de los países 
estos servicios tienen un alcance y una cobertura limitados 
debido a la falta de financiamiento sostenible.

RECUADRO 6.3 
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Al reconocer que la violencia no es una parte inevitable de 
la vida, también se ha prestado una atención creciente a la 
prevención de la violencia mediante intervenciones de orden 
individual, comunitario y social. Con dichas medidas se busca 
abordar las causas fundamentales y los factores de riesgo 
que subyacen a la violencia.

En las secciones siguientes se expondrán innovaciones, 
enfoques prometedores y los desafíos con los que se 
encuentra el sector público al actuar en las áreas que se 
enumeran a continuación: leyes integrales para combatir la 
violencia contra las mujeres y las niñas; servicios de apoyo 
coordinados y multisectoriales para las sobrevivientes; y 
programas de prevención para luchar contra los factores 
causantes de la violencia.

Promulgar leyes integrales y garantizar el 
acceso a la justicia 
Las leyes que tipifican como delito la violencia contra las 
mujeres en la familia son importantes para exigir que se 
responsabilice a los agresores por sus actos, ofrecer a las 
víctimas y sobrevivientes vías para tratar de obtener justicia 
y enviar al conjunto de la comunidad un mensaje claro de 
que la violencia es inaceptable. 

En las dos últimas décadas se ha registrado un progreso 
significativo en la legislación para combatir la violencia 
contra las mujeres en la familia y la violencia en la pareja 
en particular. Pese a que tan solo un reducido número de 
países contaba a principios de la década de 1990 con leyes 
que tipificaban como delito la violencia doméstica, en 2018 
un 76,0 % de los países estudiados por el Banco Mundial (144 
de un total de 189 países y territorios) contaban ya con este 
tipo de leyes. De los 45 países que no disponían de ellas, nueve 
habían impuesto penas más graves para determinados tipos 
de abuso cometidos por los cónyuges u otros familiares.96

La definición de violencia contra las mujeres recogida en las 
leyes influye de un modo crucial en el acceso de las mujeres a 
la justicia y en la disponibilidad de servicios de apoyo. Por este 
motivo, la ex Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la 
violencia contra la mujer expresó su preocupación por el cambio 
observado en las leyes de lucha contra la violencia doméstica 
hacia la neutralidad desde el punto de vista del género. El 
lenguaje neutral desde el punto de vista del género produce 
la falsa impresión de que mujeres y hombres experimentan la 
violencia por igual, oculta las dinámicas de género que influyen 
en la violencia y justifica el recorte de los servicios destinados 
únicamente a mujeres víctimas o sobrevivientes.97 La actual 
Relatora Especial ha hecho hincapié en la importancia de las 
leyes que reconocen la violencia contra las mujeres y las niñas 

como una violación sistemática de los derechos humanos 
de las mujeres y como resultado y tipo de “desigualdad y 
discriminación generalizadas” vinculadas a un “sistema de 
dominación del hombre sobre la mujer”.98 

Las leyes que definen la violencia en la pareja como una serie 
de incidentes violentos aislados, y no como un patrón de poder 
y control, también resultan problemáticas, porque pueden 
esconder las formas de violencia más habituales que sufren 
las mujeres de manera cotidiana.99 En la práctica, esto puede 
significar que la ley ponga el acento en los incidentes violentos 
más extremos e ignore las prácticas constantes que limitan la 
autonomía de las mujeres y les producen miedo. En respuesta, 
algunos juristas han propuesto que las leyes sobre violencia 
doméstica deberían incluir un delito específico para el “control 
coercitivo”. En 2015, el Reino Unido introdujo dicho delito, 
definiendo la conducta coercitiva y controladora como un 
patrón intencionado de incidentes que tienen lugar a lo largo 
del tiempo con el objetivo de que una persona ejerza poder, 
control o coerción sobre otra.100 

Diversos países han ido adoptando leyes específicamente 
dirigidas a combatir las prácticas nocivas en la familia, como 
la mutilación genital femenina y el matrimonio infantil, precoz 
y forzado (sobre este último, véase el capítulo 3). Menos 
importante ha sido el impulso dado a la promulgación de 
leyes específicas para combatir algunas otras formas de 
violencia contra las mujeres y las niñas en la familia, como 
los asesinatos “por honor” o las muertes relacionadas con la 
dote.101 Determinadas categorías creadas para abordar estas 
formas de violencia reconocerían los diferentes contextos en 
los que ocurren estos delitos, en particular la premeditación 
y el patrón de abusos que suele desembocar en el asesinato. 
Una categoría jurídica específica aseguraría también que 
esos asesinatos no se clasifiquen erróneamente, por ejemplo, 
como “crímenes pasionales”.102 

La demanda de acción pública e intervención estatal para 
combatir la violencia contra las mujeres en la familia no ha 
estado exenta de tensiones. La definición de la violencia 
contra las mujeres como delito —sobre todo la violencia 
doméstica y la violencia en la pareja— ha sido muy importante 
para transformar las normas que la justifican y aceptan. Sin 
embargo, el feminismo mantiene también que un enfoque 
específicamente centrado en la aplicación de las leyes y 
la justicia penal puede entrar en conflicto con los objetivos 
feministas de transformación social y realización de otros 
derechos de las mujeres.103 Los recursos civiles (consúltese más 
adelante el apartado dedicado a las órdenes de protección) 
pueden ofrecer alternativas importantes al encarcelamiento 
y, al mismo tiempo, fomentar la seguridad de las mujeres y su 
acceso a la vivienda, por ejemplo.
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Las leyes de familia discriminatorias en relación con los derechos 
de las mujeres en el matrimonio, el divorcio y la custodia, así 
como la normativa migratoria, ejercen una influencia significativa 
sobre la seguridad y el bienestar de las víctimas y sobrevivientes 
de la violencia. A modo de ejemplo, las limitaciones al derecho 
de las mujeres a divorciarse, las disposiciones que deniegan 
a las mujeres la custodia de sus hijos tras el divorcio y la 
desigualdad de derechos cuando se divorcian impiden a las 
mujeres abandonar las relaciones abusivas y violentas. Las leyes 
de familia pueden perpetuar la revictimización cuando se pone 
la relación de una niña o un niño con el progenitor violento por 
encima de la seguridad de la sobreviviente.104

Las diferencias entre las leyes de lucha contra la violencia 
doméstica y otras leyes o políticas destinadas a fomentar 
la armonía familiar o la reconciliación pueden socavar los 
esfuerzos encaminados a eliminar la violencia contra las 
mujeres.105 A modo de ejemplo, algunos sistemas legales 
pueden proponer mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos para evitar procedimientos judiciales costosos. Sin 
embargo, esta opción nunca resulta adecuada en casos de 
violencia contra las mujeres, donde confluyen un elemento 
de miedo y un desequilibrio de poder significativo.

En los sistemas legales donde el derecho codificado 
coexiste con leyes religiosas y códigos legales indígenas o 
consuetudinarios se suele dar prioridad a la situación personal 
y a las leyes de familia. Cuando tales sistemas tienen la 
finalidad de reconocer la diversidad cultural o los derechos de 
determinados grupos, suelen estar dominados por hombres y 
reflejar ideas discriminatorias y patriarcales sobre la familia y 
el papel de las mujeres (véase el capítulo 3). Como resultado 
de ello, es poco frecuente que en dichos sistemas se enjuicie la 
violencia contra las mujeres en la familia.106 

Otro de los desafíos es la interacción entre las leyes nacionales 
y subnacionales, que pueden crear huecos en la cobertura a 
nivel subnacional y, de ese modo, generar desigualdades en 
el acceso a los derechos y la protección según la ubicación 
geográfica. En la práctica, esto significa que las mujeres que 
experimentan violencia en una región pueden recibir cierta 
protección, y perderla si se trasladan a otra. A modo de 
ejemplo, en un estudio comparativo de la legislación sobre la 
violencia doméstica a nivel subnacional en la Argentina se llegó 
a la conclusión de que existen diferencias significativas en el 
alcance de la protección que brindan las leyes provinciales.107 

Además de promulgar leyes, para mejorar el acceso de las 
mujeres a la justicia, se necesita un conjunto de intervenciones 
complementarias. En un estudio realizado con 42.000 mujeres 
en la Unión Europea se concluyó que solamente una tercera 

parte de las víctimas de violencia en la pareja se habían 
puesto en contacto con la policía o con los servicios de apoyo 
tras hechos particularmente graves.108 Los motivos para no 
denunciar la violencia son comunes a los diferentes contextos: 
miedo a sufrir represalias, presión de las familias para 
mantener la privacidad, falta de conocimiento de sus derechos, 
dependencia económica y percepción de que las autoridades 
no tomarán las medidas adecuadas. Resulta evidente que es 
necesario intensificar los esfuerzos para posibilitar el acceso de 
las mujeres a los recursos legales y la justicia.

Los gobiernos pueden tomar diversos tipos de medidas para 
mejorar la respuesta legal frente a la violencia contra las 
mujeres; dichas medidas incluyen programas encaminados 
a crear conciencia y aumentar los conocimientos legales, 
capacitación en materia de violencia contra las mujeres 
dirigida al poder judicial y al funcionariado responsable de 
hacer cumplir la ley, directrices o protocolos de respuesta a la 
violencia contra las mujeres destinados a organismos judiciales 
y diseño de estrategias orientadas a mejorar la eficiencia de 
los procesos judiciales, como la implementación de sistemas 
electrónicos de seguimiento. Además de estas medidas, los 
dos enfoques más habituales para mejorar el acceso de las 
mujeres a la justicia en el contexto de la violencia en la familia 
incluyen la disponibilidad de órdenes de protección, expuesta 
en el recuadro 6.4, y la creación de juzgados o procedimientos 
especializados para atender los casos de violencia doméstica.

Esta última opción puede ayudar a optimizar el proceso 
legal para las víctimas y las sobrevivientes, mejorar la 
seguridad de las mujeres y evita revivir el trauma derivado 
de la necesidad de testificar en repetidas ocasiones.109 
Alrededor del 70,0 % de los países y territorios (132 de 
un total de 189) cuentan con juzgados o procedimientos 
especializados para atender casos de violencia doméstica. 
Los enfoques adoptados en las diferentes regiones incluyen 
la creación de juzgados específicos para hacerse cargo 
de todos los casos de violencia doméstica, procedimientos 
simplificados y autorización de órdenes de protección 
especiales para los casos de violencia doméstica.110 En el 
Brasil, los juzgados especializados integrados establecidos 
en virtud de la Ley Maria da Penha (2006) se ocupan de 
todos los aspectos legales de los asuntos relacionados con 
la violencia doméstica, incluidos el divorcio, la custodia 
infantil y los procedimientos penales. Sin embargo, la falta 
de coordinación entre los diversos organismos, la importante 
carga de trabajo y la falta de personal cualificado afectan 
negativamente a las mujeres.111 Los juzgados especializados 
pueden resultar eficaces si están correctamente equipados 
y cuentan con recursos adecuados, incluso con personal 
cualificado y receptivo.
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IMPORTANCIA DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN PARA LA SEGURIDAD DE 
LAS MUJERES

Las órdenes de protección son un mecanismo cada vez más utilizado para imponer restricciones de comportamiento a 
los agresores o impedir que continúen residiendo en el mismo lugar que sus víctimas. Aproximadamente un 75,0 % de los 
países y territorios (141 sobre un total de 189) cuentan con órdenes de protección para casos de violencia doméstica.112 
Estas órdenes tienden a constituir una respuesta jurídica eficaz frente a la violencia contra las mujeres en la familia, 
particularmente en casos en que las mujeres desean que cese la violencia pero prefieren que su agresor no sea 
encarcelado.113 La mayoría de las órdenes de protección civiles se aplican en situaciones de violencia doméstica, pero ha 
crecido el interés por tratar de extender la protección a otras formas de violencia, como el matrimonio forzado.

Cuando las disposiciones que regulan las órdenes de protección están correctamente diseñadas, una persona que esté 
sufriendo violencia doméstica puede obtener una orden de protección civil sin requerir excesiva ayuda y con una carga 
de la prueba considerablemente inferior a la que se exige en el caso de los procedimientos penales. En algunos países la 
policía puede emitir órdenes o notificaciones de protección temporales hasta que un tribunal expida la correspondiente 
orden de protección judicial.114 

Aunque algunos países permiten a diferentes partes solicitar órdenes de protección, es importante que las mujeres puedan 
controlar el proceso. Esto les ayuda a recuperar el control de su vida tras una experiencia de violencia. En España, los 
familiares que residen en el mismo hogar que la víctima pueden solicitar órdenes de protección en nombre de esta; la 
fiscalía también puede solicitar este tipo de órdenes. Sin embargo, incluso en esos casos, deben tenerse en cuenta los 
deseos de la demandante o sobreviviente, para lo cual se le debe escuchar en audiencia judicial.115

Pese a que las órdenes de protección pueden ofrecer seguridad, su eficacia depende de que los cuerpos policiales y 
los organismos judiciales funcionen correctamente y cuenten con una capacitación y recursos adecuados, actúen con 
rapidez y den prioridad a la seguridad de las sobrevivientes. Con demasiada frecuencia, la seguridad de las mujeres 
—y hasta su vida— se encuentran en riesgo debido a la excesiva lentitud de los sistemas o al rechazo de órdenes de 
protección como consecuencia de solicitudes de información demasiado onerosas.116 La accesibilidad física a la policía y 
los tribunales también puede afectar el que las mujeres puedan hacer uso de las órdenes de protección. En Papua Nueva 
Guinea, por ejemplo, uno de los países del mundo con las mayores tasas de violencia en la pareja, las mujeres se ven a 
menudo obligadas a caminar durante horas para acceder a un juzgado de distrito. Cuando llegan, es habitual que se les 
derive constantemente de los juzgados a la policía y viceversa, lo que retrasa la emisión de las órdenes de protección que 
necesitan y pone en peligro su vida.117 

RECUADRO 6.4

Establecer servicios coordinados y 
multisectoriales que den prioridad a la 
seguridad y el empoderamiento de las 
mujeres
Junto a la promulgación de leyes, en las tres últimas décadas 
ha surgido un conjunto de servicios destinados a responder a 
la violencia contra las mujeres, con el objetivo de proteger su 
seguridad y apoyar sus procesos de recuperación. A partir de 
los años setenta, los movimientos feministas —principalmente 
en el Reino Unido y los Estados Unidos de América— lideraron 
la expansión de alojamientos y refugios que ofrecían a las 
mujeres y a sus hijos un lugar seguro para compartir sus 
experiencias y analizar sus opciones. Esos alojamientos 
brindaban diferentes tipos de apoyo, como vivienda, 
asesoramiento jurídico y orientación. A lo largo de las dos 
últimas décadas, los servicios de respuesta a la violencia 
contra las mujeres han proliferado también en las regiones 

en desarrollo, aunque en menor medida debido a problemas 
de financiamiento.118 En muchos casos, el establecimiento 
de estos servicios ha estado igualmente liderado por 
organizaciones feministas, si bien en algunos contextos la 
creación de servicios de apoyo ha corrido a cargo de los 
gobiernos. En la actualidad, los servicios de apoyo a las 
sobrevivientes se han ampliado para incluir la prestación de 
servicios integrales de salud, servicios policiales, judiciales y 
sociales, así como apoyo en situaciones de crisis, en materia 
de vivienda y en forma de orientación.

A lo largo de las dos últimas décadas también se han 
desarrollado normas y criterios internacionales referentes 
a los servicios para mujeres víctimas de violencia. En las 
conclusiones convenidas del 57.º período de sesiones de la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer de 
las Naciones Unidas, celebrado en 2013, se instó a ofrecer 
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servicios, programas y respuestas integrales, coordinados, 
interdisciplinares, accesibles, multisectoriales y sostenidos 
a todas las mujeres víctimas y sobrevivientes de cualquier 
forma de violencia.119 Además, en 2017, la Relatora Especial 
de las Naciones Unidas sobre la violencia contra la mujer 
exhortó a que los servicios se centren en las víctimas, 
en los derechos humanos de las mujeres, su seguridad 
y su empoderamiento, y tengan por objetivo evitar la 
revictimización de las mujeres y de las y los niños.120 Además 
de los principios anteriores, las lecciones extraídas de los 
servicios prestados a escala mundial ponen de relieve que 
estos deben coordinarse correctamente entre los diferentes 
sectores y ser accesibles, adecuados, de calidad y tener en 
cuenta la opinión de las sobrevivientes.121 

Pese a que la violencia contra las mujeres es un problema 
que ha ido ganando prioridad en la agenda de las 
políticas gubernamentales, existe una serie de desafíos y 
limitaciones que afectan la calidad de la respuesta. Las 
medidas de austeridad que se han tomado en el pasado y 
se han seguido adoptando en fechas recientes en muchos 
países han provocado severos recortes en el financiamiento 
destinado a servicios para mujeres víctimas de violencia, lo 
que a su vez ha afectado la disponibilidad, la accesibilidad 
y la calidad de los servicios. Por ejemplo, en un estudio 
llevado a cabo en Sudáfrica se concluyó que allí donde las 
líneas de asistencia telefónica no eran capaces de atender 
la demanda o prestar servicio durante las 24 horas del día, 
las mujeres, frustradas, dejaban de buscar ayuda.122 

La falta de coordinación entre organismos y organizaciones 
que trabajan en el ámbito de la violencia contra las mujeres, 
incluidos los servicios sanitarios y sociales, los cuerpos 
policiales, los servicios forenses y el ministerio fiscal, es 
un problema común en todo el mundo. Algunos países 
han establecido estructuras específicas para mejorar la 
coordinación, como grupos de trabajo intersectoriales que 
actúan en diferentes niveles o protocolos concretos para la 
derivación de casos. Sin embargo, es necesario intensificar 
los esfuerzos para garantizar que las mujeres no vean 
comprometida su seguridad por la incapacidad de los 
diferentes organismos para coordinarse.

Entre las innovaciones introducidas para incrementar el 
acceso cabe destacar la prestación de servicios móviles o 
el emplazamiento de servicios para mujeres víctimas de 
violencia como parte de otros servicios. Tanto en países 
desarrollados como en desarrollo se han puesto en marcha 
centros integrales que prestan servicios de salud, policiales y 
sociales en un solo lugar, a menudo un hospital, una clínica 
o un juzgado. Esto permite a las sobrevivientes acceder a 
los servicios necesarios con facilidad y eficiencia y evitar el 

trauma que podría provocarles el tener que narrar varias 
veces la experiencia vivida. La evidencia disponible sugiere 
que los centros integrales pueden mejorar el acceso de 
las mujeres a los servicios judiciales y de apoyo, y que las 
usuarias muestran un alto grado de satisfacción con los 
servicios que reciben. Sin embargo, el éxito de este innovador 
enfoque está sujeto al financiamiento y la voluntad política. 
Las limitaciones presupuestarias, la falta de personal 
especializado, una capacitación inadecuada, las restricciones 
de tiempo y la ineficiencia del sistema de derivación a 
servicios externos de apoyo pueden limitar su eficacia.123 

Un ejemplo de este tipo de centro que cuenta con una 
dotación de recursos adecuada y se encuentra plenamente 
operativo es el Centro Integral de Isange, en Kigali (Rwanda). 
Ubicado en el Hospital Policial de Kacyiru, dispone de 
un equipo formado por una persona encargada de la 
coordinación, y profesionales en las siguientes disciplinas: 
nueve en psicología, uno en ginecología, seis en trabajo 
social, tres en medicina forense, cuatro en medicina general, 
uno en enfermería psiquiátrica, y un agente de policía. El 
equipo presta un servicio gratuito durante las 24 horas del 
día todos los días de la semana y ofrece anticoncepción de 
emergencia, profilaxis del VIH, prevención de infecciones 
de transmisión sexual, entre otras prestaciones. Cada 
sobreviviente que llega al centro es atendida en un primer 
momento por una trabajadora o trabajador social que le 
proporciona información y acceso a los servicios médicos, 
psicosociales y policiales. El centro dispone asimismo de una 
vivienda protegida con tres camas y suministros básicos.124 

La accesibilidad de los servicios para las mujeres que 
experimentan múltiples formas de violencia interrelacionadas 
sigue constituyendo un desafío fundamental. Existen 
importantes déficits, por ejemplo, en la accesibilidad y el 
alcance de los servicios para mujeres víctimas de violencia en 
las zonas rurales y remotas. En el Brasil, pese a que existen 
más de 450 comisarías de la mujer, las mujeres que viven en 
zonas pobres o en las afueras de las grandes ciudades tienen 
muchas dificultades para acceder a estas dependencias, 
sobre todo cuando el transporte es caro.125 Las mujeres 
adultas mayores, indígenas, migrantes, lesbianas, bisexuales 
y transgénero, así como las mujeres con discapacidad, 
pueden enfrentarse a obstáculos adicionales para acceder 
a los servicios esenciales. Tales obstáculos pueden incluir 
barreras lingüísticas o físicas, discriminación cultural o la falta 
de competencia de los servicios para ofrecer una respuesta 
adecuada a sus circunstancias particulares. Como respuesta, 
muchos países han creado servicios para grupos específicos. 
Un ejemplo es un consejo de mujeres establecido en Australia, 
que presta servicios para mujeres víctimas de violencia en las 
comunidades aborígenes (véase el recuadro 6.5).
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EL SERVICIO DE APOYO PARA SOBREVIVIENTES DE VIOLENCIA DOMÉSTICA Y 
FAMILIAR DEL CONSEJO DE MUJERES DE NGAANYATJARRA PITJANTJATJARA 
YANKUNYTJATJARA

El Consejo de Mujeres de Ngaanyatjarra Pitjantjatjara Yankunytjatjara se creó como organización de mujeres aborígenes en 
Australia en la década de 1980. Su establecimiento respondió, en gran medida, a la lucha de finales de los años setenta por los 
derechos sobre las tierras del pueblo pitjantjatjara en el sur del país, de cuyas negociaciones se excluyó a las mujeres. Pese a que 
el Consejo de Mujeres se constituyó originalmente como una organización dedicada a labores de promoción, en la actualidad se 
ha convertido en una importante entidad proveedora de servicios para las comunidades aborígenes, que incluyen servicios para 
las mujeres víctimas de violencia.126 

En 1994, el Consejo de Mujeres puso en marcha un proyecto piloto para responder a la violencia en el hogar y la familia —un 
problema generalizado— y a las experiencias negativas de las mujeres con el sistema de justicia penal. La iniciativa incluía varios 
componentes: asistencia jurídica y de otro tipo para mujeres que sufrían violencia; participación comunitaria; establecimiento de 
protocolos para los servicios generales, como la policía; promoción de reformas legales y convenios con partes interesadas para 
fortalecer el sistema de respuesta a la violencia contra las mujeres. El Consejo de Mujeres tuvo que superar la resistencia inicial 
de la comunidad, la cual temía que su trabajo incrementara el número de hombres encarcelados. Sin embargo, el proyecto ha 
experimentado un crecimiento significativo desde su creación, pasando de 59 usuarias por año a 479 en 2015.

A lo largo de los años, el Consejo de Mujeres ha extraído lecciones muy importantes sobre la confianza y la solidaridad. Pese a 
que este órgano prefería contratar mujeres aborígenes locales, la presión de la comunidad por evitar conflictos relacionados con 
el parentesco suponía un obstáculo. De hecho, dados los estrechos lazos que mantiene el Consejo de Mujeres con la comunidad 
local y su lucha histórica, las mujeres locales confían en las mujeres no aborígenes que se desempeñan  en él como trabajadoras 
de apoyo.127 

Otro de los retos que consiguió superar el Consejo de Mujeres fue su ubicación en la intersección de tres estados y territorios 
australianos diferentes, que lo obligaban a cumplir distintas leyes y protocolos policiales. Uno de sus principales logros fue 
el acuerdo alcanzado entre las diversas jurisdicciones para que se adoptara un enfoque interjurisdiccional con el objeto de 
garantizar el acceso de las mujeres al sistema de justicia penal.

Prevenir la violencia contra las mujeres y 
las niñas en la familia: un mundo distinto 
es posible
No cabe duda de que, para demostrar que la sociedad no 
tolerará la violencia familiar, se necesita una respuesta 
desde el sistema de justicia penal. Sin embargo, combatir 
la violencia contra las mujeres únicamente a través de 
dichos sistemas no es una solución sostenible, puesto que 
no permite abordar las causas subyacentes del problema. 
Además, a pesar de que los servicios de apoyo mejoran 
la salud y el bienestar de las sobrevivientes, existen 
escasas evidencias que demuestren que estos servicios 
puedan reducir por sí solos la revictimización.128 Como 
resultado de ello, hoy en día se presta mayor atención 
a la prevención de la violencia contra las mujeres y 
las niñas atendiendo sus causas y factores de riesgo 
fundamentales.

Sin embargo, es importante considerar la prevención no 
como una alternativa, sino más bien como un elemento 
complementario de los servicios de respuesta adecuados 
y un sistema judicial eficaz. Los componentes de 

prevención y respuesta deben actuar de manera sinérgica 
para conseguir erradicar la violencia a largo plazo: “la 
prevención solo es posible si el sistema de respuesta 
a las víctimas de violencia funciona para garantizar 
su seguridad”.129 En todas las iniciativas de prevención 
subyace la idea de que la violencia contra las mujeres y 
los niñas no es algo inevitable en la vida y que “un mundo 
diferente es posible”.130

El modelo emergente de prevención de la violencia 
contra las mujeres y las niñas se centra en intervenciones 
en múltiples fases y en diferentes niveles del modelo 
socioecológico: individual-relacional, comunitario y social.131 
Desde el mundo académico se ha sugerido que el diseño 
de estrategias de prevención requiere un modelo más 
complejo que permita conocer mejor las vías a través de las 
cuales surge la probabilidad de que se cometa violencia, de 
manera que las intervenciones puedan centrarse en cortar 
dichas vías.132 Por ejemplo, ¿cómo interactúa la exposición 
de una persona a una crianza severa con ideas rígidas 
sobre los roles de género para influir en la probabilidad de 
que esa persona cometa actos violentos?

RECUADRO 6.5 



195

CAPÍTULO 6

LECCIONES APRENDIDAS GRACIAS A SASA!, UNA INTERVENCIÓN DE 
MOVILIZACIÓN COMUNITARIA

SASA! es una intervención de movilización comunitaria puesta en marcha por Raising Voices, una organización no gubernamental 
de Uganda. Su objetivo es transformar aquellas actitudes, normas y comportamientos de la comunidad que dan lugar a la 
desigualdad de género, la violencia y la mayor vulnerabilidad de las mujeres al VIH. El proyecto analiza las dinámicas de poder 
y las relaciones de género, trabajando sistemáticamente con una amplia variedad de partes interesadas de la comunidad para 
promover análisis y debates críticos. SASA!, que significa “ahora” en kiswahili, es un acrónimo que describe las cuatro fases del 
enfoque de la iniciativa: Start (comienzo), Awareness (toma de conciencia), Support (apoyo) y Action (acción).135 

En un estudio realizado en 2013 se constató una disminución de los índices de aceptación social de la violencia física en las 
relaciones de pareja tanto por parte de las mujeres como de los hombres, así como un aumento de la aceptación social de la 
negativa de una mujer a mantener relaciones sexuales con su pareja. El nivel de violencia física experimentado por las mujeres 
en la pareja durante los 12 meses anteriores al estudio fue un 52,0 % inferior en las comunidades donde se llevó a cabo la 
intervención SASA! que en otras comunidades.

Estos resultados se lograron gracias a la atención que puso la iniciativa en la dinámica de las relaciones individuales, así como 
a la incidencia del proyecto en las normas sociales de la comunidad en su conjunto. Desde el punto de vista relacional, el 
proyecto SASA! ayudó a las parejas a explorar los beneficios de los roles de género de apoyo recíproco y fomentó la mejora de 
la comunicación, así como la adopción de decisiones y la resolución de problemas de manera conjunta. A nivel comunitario, la 
iniciativa SASA! se centró en generar un clima de intolerancia a la violencia contra las mujeres. Para ello, impulsó una campaña 
de comunicación e involucró a los miembros de la comunidad en los debates, a fin de reducir la aceptabilidad de la violencia 
contra las mujeres y mejorar las aptitudes, la disposición y el sentido de responsabilidad individuales para combatir la violencia 
contra las mujeres en sus comunidades.

El desafío de una intervención como SASA!, adaptada al contexto y que exige gran cantidad de tiempo y recursos, estriba en la 
dificultad de reproducirlo a la escala necesaria y en su sostenibilidad. Es necesario continuar investigando para explorar de qué 
modo se podría extender este tipo de modelo a escala nacional.

Pese a que entre los diferentes países existe un 
reconocimiento creciente de la importancia de la prevención, 
muy pocos poseen estrategias de prevención a largo plazo 
coordinadas y multisectoriales; la inmensa mayoría de ellos 
ha ido llevando a cabo actividades ad hoc de corta duración. 
No obstante, se observa un reducido número de enfoques 
prometedores con los que se pretende transformar las normas 
de género y abordar los factores subyacentes que intervienen 
en las diferentes esferas (individual, comunitaria y social).133 
En estos marcos y la literatura internacional se reconoce 
que ninguna intervención aislada conseguirá poner fin a la 
violencia contra las mujeres y las niñas, y que es probable que 
las estrategias combinadas tengan más éxito.

Buena parte de la literatura sobre la prevención de la violencia 
trata sobre la violencia en la pareja. Pese a que las lecciones 
que se extraen de estos estudios pueden aportar información 
útil a otras iniciativas dirigidas a combatir distintas formas de 
violencia, como la relacionada con la dote o los delitos “por 
honor”, es necesario continuar investigando en estos campos 
para identificar estrategias apropiadas. Entre los enfoques 
para las esferas individual, relacional o comunitaria que han 
demostrado ser eficaces o prometedores para prevenir la 
violencia doméstica cabe destacar los siguientes:134 

•	 iniciativas de movilización comunitaria dirigidas 
a transformar las normas sociales, centradas 
específicamente en las relaciones de género y de poder 
(véase el recuadro 6.6);

•	 intervenciones en el ámbito escolar para transformar las 
normas de género y promover relaciones respetuosas, 
principalmente intervenciones integrales en el conjunto 
de la escuela;

•	 programas y campañas selectivos y sostenidos a largo 
plazo que involucren a las redes sociales y los medios 
de comunicación tradicionales, como la televisión o los 
carteles, entre otros;

•	 capacitación o programas dirigidos a mujeres y hombres 
en los que se aborden las normas y roles de género;

•	 programas de empoderamiento económico para 
las mujeres, con los que se busque transformar las 
relaciones de poder entre los géneros;

•	 intervenciones dirigidas a niñas y niños que hayan 
estado expuestos a la violencia doméstica;

•	 programas para combatir actitudes de crianza severas y 
prevenir el abuso infantil.

RECUADRO 6.6
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EL MOVIMIENTO NIJERA KORI DE BANGLADESH

Nijera Kori es un movimiento impulsado por personas sin tierra y de medios rurales, que se ganan la vida principalmente 
con el trabajo manual. Estas personas han unido fuerzas para reclamar sus derechos y combatir las desigualdades sociales, 
políticas y económicas. La organización cuenta con un total de 202.077 miembros, más de la mitad de los cuales son 
mujeres.141 Nijera Kori se apoya en un enfoque de género sincronizado, es decir, que mujeres y hombres trabajan juntos para 
hacer frente a los problemas que les preocupan. En las aldeas, el personal del programa Nijera Kori apoya la formación de 
grupos separados de mujeres y hombres, ya que se ha constatado que así se estimula una colaboración eficaz y un diálogo 
constante entre los diferentes grupos, al igual que la toma de decisiones conjuntas.

En el marco de una investigación cualitativa llevada a cabo en dos de las problemáticas en las que trabaja el programa, se llegó 
a la conclusión de que la organización había logrado cierto éxito en la reducción de la violencia contra las mujeres y las niñas, 
un problema prioritario para el personal y los miembros de los diversos grupos que integran la organización. En particular, 
los acuerdos colectivos con las comunidades sin tierra organizadas por el movimiento Nijera Kori redujeron la incidencia de la 
violencia relacionada con la dote y el matrimonio temprano, dos prácticas asociadas a la violencia en la familia.

Estos resultados se lograron a través de varias estrategias, entre ellas las siguientes: iniciativas de concienciación entre 
las mujeres sobre sus derechos, apoyo a las mujeres para reclamar sus derechos y ayuda a los hombres para cambiar sus 
propias actitudes y desaprobar la violencia ejercida contra las mujeres por otros hombres. La organización informó que, en el 
período 2013-2014, a través de un total de 283 acciones de grupos de hombres sin tierra se consiguió evitar 109 matrimonios 
infantiles y 198 casos de violencia doméstica.

Las instituciones educativas constituyen espacios de 
intervención muy importantes, debido a su potencial para 
cambiar las normas y las actitudes tolerantes con la violencia 
contra las mujeres y las niñas por parte de los y las niñas, 
así como para llegar a las adolescentes en un momento en 
que son particularmente vulnerables a la violencia. Dada 
la vulnerabilidad de estas jóvenes, es crucial llevar a cabo 
intervenciones específicas para cada edad. Un ejemplo es 
la educación sexual integral, que promueve la igualdad de 
género y los derechos humanos y desempeña un papel clave 
en la prevención de la violencia contra las mujeres. Para 
ello, se trabaja con jóvenes, incluidos adolescentes varones, 
abordando conceptos como el consentimiento, el respeto en 
las relaciones y los derechos sexuales (véase el capítulo 3).136 

En los últimos años, se ha empezado a prestar atención 
al papel del sector privado en la lucha contra la violencia 
contra las mujeres en la familia. El desarrollo de un nuevo 
paradigma mundial sobre la violencia y el acoso en la 
esfera del trabajo hace hincapié en la función de las y 
los empleadores, tanto desde el punto de vista del apoyo 
a las empleadas que experimentan violencia doméstica 
como de la adopción de medidas proactivas para 
prevenir la violencia en la familia a través de programas 
de concienciación y de cambio de conductas. Nueva 
Zelandia, por ejemplo, ha introducido por ley una licencia 
remunerada para víctimas de violencia doméstica, con lo 
que se reconocen los efectos de esta forma de violencia 
sobre el empleo de las mujeres.137 

Asimismo, cada vez se presta más atención al papel de 
los hombres y los niños.138 Sin embargo, las evidencias 
disponibles sobre los resultados obtenidos son escasas; la 
mayoría apuntan a que se consiguen cambios de actitud, 
más que influir realmente en la perpetración de actos 
violentos o en las normas sociales. La experiencia adquirida 
hasta el momento pone de manifiesto que “en algunas 
circunstancias, para conseguir que los hombres cambien 
lo mejor es involucrar y empoderar a las mujeres”139 y 
transformar las masculinidades para complementar este 
esfuerzo.140 En el recuadro 6.7, a través de un ejemplo 
tomado de Bangladesh, se ilustra la necesidad de adoptar 
un enfoque más integrado.

Entre los problemas comunes a todos los tipos de medidas 
dirigidas a prevenir la violencia contra las mujeres figuran 
los siguientes: austeridad y limitaciones de financiamiento 
para los servicios de prevención y respuesta; la naturaleza 
cortoplacista y ad hoc de las intervenciones; la expectativa 
de que una única intervención será la “bala de plata” que 
ponga fin a la violencia; la dificultad para reproducirlo 
a la escala necesaria, sobre todo cuando las estrategias 
requieren gran cantidad de tiempo y recursos; y los escasos 
esfuerzos invertidos en investigación y seguimiento. La 
desigualdad de género es la causa fundamental de la 
violencia contra las mujeres; por ello, todas las estrategias 
de prevención deben combinarse con estrategias 
orientadas a lograr la igualdad de género en las esferas 
social, económica y política.

RECUADRO 6.7
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6.5	 CONCLUSIONES
El reconocimiento de que la violencia contra las 
mujeres y las niñas —ignorada durante demasiado 
tiempo por considerarse un “asunto privado”— 
representa una violación de los derechos humanos 
a escala mundial, ha creado la expectativa de que 
los gobiernos actúen y se comprometan a eliminar la 
violencia dentro y fuera de la familia. Sin embargo, a 
pesar de este reconocimiento, la violencia contra las 
mujeres y las niñas en la familia continúa siendo un 
problema generalizado y persistente.

Sus causas son complejas, y las lagunas en los datos 
siguen dificultando la comprensión del alcance y la 
prevalencia de las numerosas formas de violencia que 
experimentan las mujeres y las niñas en la familia. No 
obstante, está claro que para conseguir que las familias 
sean espacios seguros, igualitarios y respetuosos a largo 
plazo, es crucial garantizar la igualdad de derechos, 
recursos, condición y voz de las mujeres en la familia, 
así como erradicar el modelo basado en los privilegios, 
el dominio y el control de los hombres. Aunque las 
familias son a menudo un lugar donde las mujeres y las 
niñas sufren violencia y abusos, también pueden ser un 
espacio propicio para cambiar las actitudes, normas y 
comportamientos.

Cada vez se está instaurando un mayor número de leyes y 
políticas en todo el mundo para combatir la violencia contra 
las mujeres y las niñas. Sin embargo, se siguen observando 
importantes incoherencias y deficiencias en cuanto a 
la protección jurídica que ofrecen, así como problemas 
en su aplicación y cumplimiento. En todos los países, los 
obstáculos para mejorar la calidad y el alcance de los 
servicios de respuesta a la violencia contra las mujeres y las 
niñas son considerables.

El más significativo de ellos, quizá, es el hecho de que 
la asignación de recursos para prevenir y responder a 
la violencia contra las mujeres y las niñas en la familia 
no se ajusta a la magnitud del problema. La austeridad, 
una prescripción cuasiuniversal en respuesta a las crisis 
financieras recurrentes, representa un grave impedimento 
en el progreso de la lucha contra este flagelo, puesto que los 
servicios que se necesitan son siempre los primeros que se ven 
amenazados cuando se plantea la posibilidad de practicar 
recortes presupuestarios. La atención que recientemente ha 
comenzado a prestarse a la prevención de la violencia resulta 
prometedora, pero se necesitan inversiones significativas por 
parte de gobiernos y donantes para dar un paso más allá de 
la experimentación y lograr un impacto sostenible y que pueda 
reproducirse a la escala necesaria.
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Anis Hidayah todavía se encontraba estudiando cuando, una mañana, tomó el periódico 
y leyó un artículo sobre una mujer local que había dejado a sus hijos pequeños en 
Indonesia para marcharse a trabajar a miles de kilómetros de distancia, en uno de 
los países del Golfo Pérsico. Allí había sido explotada, maltratada y violada por su 
empleador. Cuando regresó a casa, la trataron como una marginada social, y su joven 
familia fue humillada y repudiada. 

“Aquel reportaje encendió algo en mí”, dice Hidayah. “Podría haberse tratado de mi 
madre, de mi familia. Era solamente una historia, pero hay millones de personas que 
sufren la misma situación en todo el país”.

Protección para 
las trabajadoras 
y los trabajadores 
migrantes 
indonesios y sus 
familias
Millones de indonesias e indonesios que trabajan 
en el extranjero han logrado al fin, tras un enorme 
esfuerzo, obtener protección jurídica contra la 
explotación gracias al trabajo de activistas pioneros.

EL PROGRESO DE LAS MUJERES / HISTORIAS DE CAMBIO

Anis Hidayah, cofundadora de Migrant Care, en su casa.

Fotografía: ONU Mujeres/Ed Wray
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CUANDO EL PELIGRO ACECHA EN EL HOGAR

Indonesia cuenta con una de las mayores comunidades de 
trabajadoras y trabajadores migrantes del mundo. Se calcula 
que en 2016 había 9 millones de indonesios trabajando en el 
extranjero. La mitad eran mujeres, y la mayoría de ellas se 
desempeñaban en la economía informal como trabajadoras 
domésticas.1 

Según Hidayah, en Indonesia muchas familias dan por hecho 
que al menos una persona adulta tendrá que buscar trabajo en 
otro país, pues creen que es la única forma de obtener ingresos 
y de asegurar que sus hijos puedan recibir una educación y 
disfrutar de oportunidades. En el pueblo donde creció, muchas 
de las amistades de Hidaya se criaron con sus abuelas y 
abuelos mientras sus progenitores vivían en el extranjero. 
“Me di cuenta de que ese también era mi problema y el de mi 
comunidad”, afirma.

En 2004, Hidayah, junto con un grupo de activistas pro derechos 
humanos, fundaron Migrant Care, una organización que lucha 
por mejorar la protección de los y las trabajadoras migrantes 
indonesios. Hoy en día, la organización recibe más de 1000 
llamadas cada año de trabajadoras y trabajadores o familias 
que necesitan ayuda.

“La vida de una trabajadora migrante, sobre todo en lo que se 
refiere al trabajo doméstico, puede ser insegura desde muchos 
puntos de vista”, afirma Hidayah. “Estas mujeres son explotadas 
y obligadas a trabajar demasiadas horas, no tienen acceso 
a la comida ni pueden descansar adecuadamente y están 
expuestas a sufrir acoso y agresiones sexuales”.

Durante más de 12 años, Migrant Care luchó para conseguir 
que la legislación de Indonesia mejorara la protección de 
quienes trabajan en el extranjero. En 2017, el Gobierno aprobó 
una nueva ley que, por primera vez, garantizaba algunos 
derechos básicos a las y los trabajadores que migraran a través 
de los canales oficiales.2 

“La nueva ley no es perfecta, pero es una victoria extraordinaria 
para nosotros”, señala Hidayah. Uno de los objetivos más 
importantes por los que ha luchado Migrant Care ha sido limitar el 
poder de las agencias de contratación en el proceso migratorio.

“En el pasado, los agentes de contratación tenían el mandato 
—que a menudo incumplían— de proporcionar a las y los 
trabajadores que emigraban y a sus familias información sobre 
sus derechos”, dice Hidaya. Actualmente esta formación se 
realiza en los pueblos, explica, y las comunidades se encargan 
de garantizar la seguridad de los flujos migratorios.

Migrant Care presta asistencia a los pueblos en el proceso, 
organizando talleres sobre migración segura para quienes 
están a punto de trasladarse al extranjero; también les ofrece 
ayuda con los contratos y les proporciona información sobre sus 
derechos legales en los países de destino, así como sobre dónde 
pueden obtener ayuda si tienen algún problema.

La organización también ofrece su apoyo a las localidades 
para ayudar a los niños y las niñas que se quedan atrás. 
“Necesitamos saber, por ejemplo, si un niño o una niña deja 
de ir a la escuela, o si le están maltratando en casa mientras 
uno de sus progenitores se encuentra en el extranjero”, dice 
Hidayah. “Estamos ayudando a implementar sistemas que 
pongan su bienestar en manos de la comunidad, asegurando 
la inclusión de las familias de los y las trabajadoras domésticas 
en los programas presupuestarios y los planes de desarrollo de 
las aldeas. De ese modo, la aldea en su conjunto asume una 
responsabilidad colectiva”.

“La vida de una 
trabajadora migrante, sobre 
todo en lo que se refiere al 
trabajo doméstico, puede 
ser insegura desde muchos 
puntos de vista”.

Trabajadoras y trabajadores migrantes de toda Asia sudoriental, 
incluido un elevado número de indonesios, se reúnen en el Centro 
Grandlink de Geylang, Singapur, para poder hablar en su lengua, 
departir e intercambiar información sobre cómo vivir una vida 
mejor en Singapur.

Fotografía: ONU Mujeres/Staton Winter
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CAPÍTULO 6

La visión de Migrant Care no se centra exclusivamente en las 
comunidades locales. En 2017 también se firmó el Consenso de 
la Asociación de Naciones de Asia Sudoriental (ASEAN) sobre 
la Promoción y Protección de los Derechos de los Trabajadores 
Migrantes, un hito histórico en el que los Gobiernos de 10 países 
de la región se comprometieron a fortalecer la protección 
social, el acceso a la justicia y los derechos humanos de 
millones de trabajadoras y trabajadores migrantes, tanto en los 
países de origen como en los de destino.3 

Pese a que esto representa un triunfo para los grupos de la 
sociedad civil de la región, Hidaya manifiesta que todavía 
queda una labor urgente por hacer. Una de las prioridades 
de Migrant Care es luchar por los derechos de los millones 
de trabajadoras y trabajadores indocumentados —aquellos 
que migran en busca de un empleo a través de canales 
extraoficiales—, que están excluidos del citado consenso y que 
no gozan de reconocimiento ni protección por parte de sus 
gobiernos.

El problema es complejo y delicado. Desde 2015, Indonesia 
ha prohibido a las trabajadoras y los trabajadores informales 
—incluidos los y las trabajadoras domésticas— trasladarse a 
trabajar a 20 países en los que enfrentan altos niveles de abuso 
y explotación. Y, sin embargo, millones de indonesios —en 
su mayoría mujeres— continúan viajando ilegalmente como 

trabajadores indocumentados con la promesa de un empleo, 
dejando atrás a sus familias, y con escaso acceso a la justicia 
en el caso de que les ocurra algo mientras se encuentran en el 
extranjero.

“Consideramos a las trabajadoras y los trabajadores 
indocumentados desde la perspectiva de los derechos humanos 
y laborales, pero esta visión no se refleja en las políticas ni en 
las leyes de nuestro país o nuestra región”, dice Hidayah. “No 
obstante, los avances logrados en los últimos años nos llevan a 
confiar en que realmente podemos trabajar para conseguir un 
cambio duradero y sostenible”.

“Los avances logrados en 
los últimos años nos llevan 
a confiar en que realmente 
podemos trabajar para 
conseguir un cambio”.

Historia: Annie Kelly

Lanzamiento de la campaña de ASEAN por una migración segura, el 12 de diciembre de 2018 en Yakarta.

Fotografía: Secretaría de la ASEAN/Kusuma Pandu Wijaya
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La migración es un fenómeno determinante que afecta la vida familiar 
y el modo en que viven las mujeres en las familias. Todas las formas de 
migración (por razones de trabajo, estudio, forzada, etc.) influyen en la 
vida de la familia y en los derechos de las mujeres, no solo la migración 
que se produce por las vías de la “migración familiar”.

0 1

Las mujeres representan cerca de la mitad de las personas migrantes en todo 
el mundo. La migración puede ayudar a mejorar el acceso de las mujeres a los 
recursos, pero también puede conllevar riesgos y costos para ellas durante el 
tránsito, en el lugar de destino o cuando retornan a su lugar de origen.

02
La normativa y las políticas migratorias obligan a menudo a las personas 
migrantes a vivir separadas de sus familias, a veces durante muchos años. 
Se necesitan normas que hagan posible la reunificación familiar; estas 
normas han de estar basadas en los derechos humanos, la igualdad y la no 
discriminación, de manera que las mujeres migrantes puedan vivir la vida 
familiar que elijan.

03

Las leyes discriminatorias en el terreno de la migración pueden también 
debilitar el poder de negociación de las mujeres en la familia, por 
ejemplo, al supeditar su condición de migrante a un cónyuge que posea la 
ciudadanía o la residencia, o al denegarles el acceso a la protección social 
en caso de ruptura de la pareja.

04

El acceso universal a la protección social y los servicios públicos 
(incluidos los de salud, educación y cuidado infantil), con independencia 
de la situación jurídica de las mujeres migrantes, respalda los derechos 
humanos de estas y de sus familias y es crucial para su bienestar.

06

Las familias pueden ser espacios de cooperación para cuidar de los seres 
queridos que se quedan en su país de origen, pero requieren políticas 
económicas y sociales de apoyo (además de remesas) para garantizar que 
las personas cuidadoras no carguen con un exceso de responsabilidades.

05

Existen indicios prometedores que apuntan a un aumento de la cooperación 
mundial en el ámbito de la gestión de la migración. Que los compromisos se 
implementen con perspectiva de género exigirá reconocer los múltiples roles 
que desempeñan las mujeres en la vida pública y en la familia, la diversidad 
de familias en las que viven y la totalidad de sus derechos.

07

MENSAJES CLAVE



204

FAMILIAS EN EL CONTEXTO DE LA MIGRACIÓN

7.1	 INTRODUCCIÓN
Las mujeres siempre han formado parte de los flujos 
migratorios mundiales,1 aunque la proporción que representan 
sobre el total de la población migrante ha variado a lo largo del 
tiempo.2 Las personas migran por diversas razones positivas: 
por ejemplo, para estudiar, encontrar un empleo o formar 
una pareja. También migran en respuesta a un conflicto, a la 
pérdida de medios de vida, al cambio climático, a desastres 
naturales y a desigualdades de género profundamente 
arraigadas, incluida la violencia contra las mujeres.

La migración puede entrañar riesgos específicos para las 
mujeres, algunos de los cuales pueden verse agravados por 
las normas que la rigen. A modo de ejemplo, las normas 
discriminatorias en el ámbito migratorio pueden debilitar 
el poder de negociación de las mujeres en sus familias, 
supeditando su derecho a permanecer en un país a un cónyuge 
que posea la ciudadanía o la residencia3 o restringiendo su 
acceso a un trabajo remunerado.4 Aunque algunas mujeres 
son miembros de familias que migran, las normas migratorias 
restrictivas pueden provocar que las mujeres se vean 
separadas de sus esposos, sus hijos u otros familiares, a veces 
durante años.5 En tales casos, la migración puede originar un 
conflicto familiar relacionado con el cuidado de las personas 
dependientes que se quedan en casa6 o la forma de gastar 
los fondos que llegan en forma de remesas.7 Además, puede 
llevar a las madres y a sus hijos a migrar a través de canales 
irregulares, con los riesgos que ello conlleva.

El reto, por lo tanto, consiste en diseñar e implementar 
políticas a escala mundial, regional y nacional que permitan 
garantizar que las mujeres que migren —o cuyos familiares 

migren— puedan disfrutar de sus derechos. En un amplio 
marco de convenciones de las Naciones Unidas se establecen 
los derechos humanos de las personas migrantes, incluidas 
las personas refugiadas y sus familiares; los órganos creados 
en virtud de tratados y los procedimientos especiales de las 
Naciones Unidas han expandido progresivamente dichos 
derechos (véase el recuadro 7.1). Pese a que el cumplimiento 
de esas obligaciones por parte de los Estados Miembros es 
dispar, en todas las regiones existen ejemplos de políticas 
de apoyo a los derechos de las mujeres y sus familiares en el 
contexto de la migración.

Estructura del capítulo
Este capítulo comienza con un análisis en el que se 
ponen de relieve las tendencias generales de los 
movimientos humanos y la presencia de mujeres en los 
flujos migratorios mundiales. Se exponen algunos de los 
factores que impulsan actualmente la migración, como la 
búsqueda de medios de vida, el matrimonio o la huida de 
normas sociales discriminatorias. En la segunda sección 
se examinan diferentes tipos de migración (véase el 
recuadro 7.2) antes de explorar las normativas y políticas 
que favorecen o limitan la posibilidad de las mujeres 
migrantes de vivir con sus familias. A continuación, en el 
capítulo se examinan los efectos de la migración en la 
vida diaria, centrándose en la forma en que las familias 
proporcionan cuidados, apoyan a sus miembros a través 
de remesas y negocian cambios en las normas sociales. 
El capítulo concluye con una propuesta de las políticas 
necesarias para el progreso de los derechos de las mujeres 
en el contexto de la familia y la migración.
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MIGRACIÓN, IGUALDAD DE GÉNERO Y VIDA FAMILIAR EN LAS CONVENCIONES DE 
DERECHOS HUMANOS DE LAS NACIONES UNIDAS

Los derechos de las personas migrantes y refugiadas están protegidos por los instrumentos fundamentales de derechos humanos 
de las Naciones Unidas, como la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948),8 la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados (1951),9 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)10 y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966).11 A lo largo de los últimos 70 años estos derechos se han expandido progresivamente con el objeto de 
incluir disposiciones relacionadas con la igualdad de género y la vida familiar.

Varios de los instrumentos más antiguos —como el Convenio núm. 97 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre 
los trabajadores migrantes (1949)12 y la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)13—hacen referencia a la necesidad 
de garantizar que no se discrimine a las personas migrantes en el acceso a los derechos de seguridad social, con el objeto de 
que puedan apoyar a sus familias. La Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares (1990) reitera y amplía estos derechos, exigiendo a los Estados que garanticen que las personas 
migrantes reciban el mismo trato que su ciudadanía en lo que respecta al acceso de sus familias a la seguridad social (art. 27), 
la atención médica (art. 28), la educación (art. 30) y el derecho a participar en la vida cultural (art. 31).14

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales especifica a través de numerosas observaciones generales que 
los derechos recogidos en el Pacto son de naturaleza universal y se aplican a todas las personas, con independencia de su 
nacionalidad o condición jurídica.15 El Comité publicó en 2017 una declaración en la que reiteraba la obligación inmediata que 
tienen los Estados Miembros de garantizar los derechos sin discriminación y que “la protección contra la discriminación no puede 
condicionarse al hecho de que una persona se encuentre en situación regular en el país de acogida”.16 El Comité dejó claro, por lo 
tanto, que los Estados Miembros tienen el deber, en virtud del Pacto, de garantizar el acceso de todas las personas (incluidas las 
personas migrantes indocumentadas o en situación irregular) a la atención de la salud, la educación y otros servicios sociales.17

En su Recomendación General núm. 26 sobre las trabajadoras migratorias (2009), el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer (Comité de la CEDAW) aclara asimismo que “[i]ndependientemente del estatus migratorio irregular 
de las trabajadoras migratorias indocumentadas, los Estados Partes tienen la obligación de proteger sus derechos humanos 
básicos”, y que dichas mujeres tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades básicas, incluso en caso de emergencias 
sanitarias, embarazo y maternidad.18

El derecho a la reunificación familiar se ha especificado en varios instrumentos, incluida la Convención sobre los Derechos del Niño 
(1989). El artículo 10 de la Convención dispone que toda solicitud de reunificación familiar “será atendida por los Estados Partes 
de manera positiva, humanitaria y expeditiva”.19 En la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los 
trabajadores migratorios y de sus familiares (1990), el término “familia” incluye a los cónyuges y a quienes vivan en relaciones 
equivalentes, así como a los hijos menores de edad dependientes no casados (art. 44).20 El Relator Especial sobre los derechos 
humanos de los migrantes ha urgido a los Estados Miembros a ampliar los programas de regularización para garantizar la 
integración social y la reunificación familiar.21

En su Recomendación General núm. 26 (2009), el Comité de la CEDAW señala que a menudo las trabajadoras migrantes son 
incapaces de beneficiarse de los programas de reunificación familiar debido al sector en el que se desempeñan, como el servicio 
doméstico o los sectores del ocio y el esparcimiento.22 El Comité insta a los Estados a “garantizar que los planes de reunificación 
familiar no entrañen ningún tipo de discriminación, directa o indirecta, en razón del sexo”.23

Reconociendo que las mujeres migrantes pueden ser más vulnerables a sufrir abusos por parte de sus cónyuges o empleadores, el 
Comité de la CEDAW señala asimismo que “[l]as víctimas de abusos deben tener derecho a los servicios sociales y de emergencia 
pertinentes, sea cual fuere su estatus migratorio”,24 y que los Estados Partes deberían permitir la permanencia legal de esas 
mujeres.25 Además, el Comité ofrece una importante aclaración sobre la necesidad de que las mujeres patrocinadas por el esposo 
obtengan permisos de residencia de este.26

La adopción del Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular27 (en adelante, Pacto Mundial para la Migración) 
y del Pacto Mundial sobre los Refugiados28 en diciembre de 2018 se sustentó en esta extensa base normativa y señaló un amplio 
reconocimiento de la necesidad de cooperar a escala internacional y de contar con un enfoque común e integrado para la gestión 
de las migraciones, incluido un trato basado en los derechos humanos y en el principio de no discriminación para las y los familiares 
(véase la sección 7.5).

RECUADRO 7.1
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7.2	 FAMILIAS EN MOVIMIENTO: TENDENCIAS Y 
FACTORES QUE FOMENTAN LA MIGRACIÓN
La disponibilidad de datos comparables a escala mundial 
sobre las dinámicas familiares en el contexto de todos los 
tipos de migración es limitada. Los datos recabados en los 
puntos de entrada y a través de censos no siempre captan 
las relaciones familiares entre personas migrantes, y mucho 
menos con la familia que puede haberse quedado en 
casa o de quienes se separaron durante el trayecto.29 En 
consecuencia, una descripción estadística de las familias 
transnacionales —las que tienen miembros en más de un 
país30— y de las que están dispersas dentro de un mismo 
territorio nacional se encuentra, en el mejor de los casos, en 
un estadio emergente. No obstante, los datos desglosados 
por sexo y edad aportan ciertas evidencias sobre el grado 
de “movimiento” de los diversos miembros de las familias. 
Esta sección comienza con una descripción general de los 
movimientos migratorios, en la que se pone de manifiesto 
que la geografía de la migración y los factores que la 
impulsan están cambiando.31

La gestión de la migración se basa en diferentes categorías 
de movilidad humana, a las que se hace referencia en este 
capítulo. En el recuadro 7.2 se presenta la terminología 
pertinente, así como las definiciones tomadas del Glosario 
sobre Migración de la Organización Internacional para 
las Migraciones (OIM) de las Naciones Unidas, recopilado 
con el fin de dar respuesta a la ausencia de definiciones 
universalmente aceptadas de las diferentes formas de 
desplazamiento humano.32

La geografía y los factores que fomentan la 
migración están cambiando
En 2017, las personas migrantes internacionales representaban 
el 3,4 % de la población mundial. Esto equivale a unos 257,7 
millones de personas,33 una cifra que incluye a 25,4 millones 
de personas refugiadas y 3,1 millones de solicitantes de 
asilo.34 En términos generales, la migración internacional ha 
permanecido relativamente estable desde la década de 1950; 
el número total de migrantes internacionales fluctúa entre 
el 2,5 % y el 3,5 % de la población del planeta.35 Sin embargo, 
dentro de este panorama general, es preciso señalar algunos 
cambios importantes.

El primero de ellos es el cambio producido en la geografía 
de la migración a lo largo de las tres últimas décadas.36 
Suele prestarse mucha atención a la migración procedente 
de países en desarrollo con destino a países desarrollados, 

pero esta mirada solo capta una faceta de la realidad.37 La 
mayor parte de la migración internacional es, de hecho, 
intrarregional: en 2017, en torno a 132,1 millones de personas 
(el 51,0 % del total de migrantes internacionales) vivían en un 
país distinto de su lugar de origen, pero situado en la misma 
región geográfica.38

En términos generales, la migración contemporánea —sea 
cual sea su naturaleza— es un movimiento que ha seguido una 
tendencia creciente, tanto dentro de los países en desarrollo 
como entre ellos (véase el gráfico 7.1). Siete de los diez 
corredores migratorios bilaterales (incluidos los que utilizan las 
personas refugiadas) que registraron mayores desplazamientos 
de personas entre 2000 y 2017 incluían entre sus destinos 
países de ingreso bajo y mediano: Jordania, el Líbano y Turquía 
recibieron personas refugiadas procedentes de Siria; a Uganda 
llegaron desde Sudán del Sur; y Kuwait, Omán y la Arabia 
Saudita recibieron migrantes procedentes de la India, que 
salieron de este país por motivos económicos.39 El único país 
desarrollado incluido en los diez corredores con mayor volumen 
de movimientos humanos fue los Estados Unidos de América, 
que recibió a personas migrantes de China, la India y México.40 
Esto supone una sorprendente inversión de los patrones 
migratorios registrados entre 1990 y 2000, cuando siete de los 
diez países en los corredores con mayores desplazamientos de 
personas eran desarrollados.41

Además, los países en desarrollo acogen al 85,0 % de las 
personas refugiadas y solicitantes de asilo del mundo.42 
Los principales países de asilo para las y los refugiados, 
ordenados según el tamaño de las poblaciones que acogen, 
son Turquía (que acoge a más del doble de personas 
refugiadas que cualquier otro país de la lista), el Pakistán, 
Uganda, el Líbano, la República Islámica del Irán, Alemania, 
Bangladesh, Sudán, Etiopía y Jordania.43

Sin embargo, la forma predominante de movimientos 
migratorios es la migración interna —es decir, la que se 
produce dentro de un mismo país—. La migración interna 
comparte muchos factores desencadenantes con la 
internacional, aunque resulta menos onerosa y conlleva 
menores obstáculos legales. Las significativas limitaciones 
de los datos disponibles dificultan conocer con exactitud 
el número de personas migrantes internas en el mundo. 
Estimaciones conservadoras para 2013, último año para 
el que se dispone de datos, sugieren que había como 
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MOVIMIENTOS MIGRATORIOS: DEFINICIONES CLAVE

Las definiciones que se exponen a continuación están tomadas del Glosario sobre Migración de la OIM, recopilado con el fin de 
dar respuesta a la ausencia de definiciones universalmente aceptadas de las diferentes formas de desplazamientos humanos.48

Asilo: una forma de protección de un Estado concedida a una persona que no puede disfrutar de dicha protección en su país de 
nacionalidad o residencia por temor a sufrir persecución o por sus opiniones políticas o su pertenencia a un determinado grupo social.

Desplazamiento: traslado forzado de una persona de su hogar o país debido, por lo general, a conflictos armados, violencia 
generalizada, violaciones de los derechos humanos o desastres naturales o provocados por el ser humano (en ocasiones se 
denomina desplazamiento forzado). Pese a que las personas desplazadas se enfrentan a muchos de los mismos desafíos que 
afrontan las personas refugiadas, no gozan de los mismos derechos al amparo del derecho internacional.

Migración calificada: desplazamiento de una persona migrante que por sus competencias o por la experiencia profesional 
adquirida recibe normalmente un tratamiento preferencial en cuanto a su admisión en un país distinto al suyo. Las personas 
migrantes denominadas “calificadas” suelen migrar para cubrir vacantes en sectores en los que existen necesidades importantes 
de ese tipo de profesionales, como la construcción, el trabajo de cuidados o la restauración, aportando de ese modo aptitudes 
esenciales a los países de acogida.

Migración familiar: concepto general que abarca la reunificación familiar y la migración de una unidad familiar en su conjunto.

Migración interna: movimiento de personas de una región a otra en un mismo país con el propósito de establecer una nueva 
residencia. Esta migración puede ser temporal o permanente.

Migración laboral: movimiento de personas de un Estado a otro, o dentro de su propio país de residencia, con un fin laboral.

Migrante: persona que cambia de país de residencia habitual. Una persona migrante de largo plazo es aquella que migra por un 
período de por lo menos un año. Se denomina persona migrante de corto plazo a la que se desplaza a un país distinto de aquel en 
el que tiene su residencia habitual por un período de por lo menos tres meses pero no superior a un año, excepto en casos en que 
el desplazamiento a ese país se hace con fines de recreación, vacaciones, visitas a familiares y amistades, negocios, tratamiento 
médico o con el objeto de realizar una peregrinación religiosa.49

Persona refugiada: persona que, con fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia 
a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos 
temores, no quiera acogerse a la protección de tal país.

Personas desplazadas internas: personas o grupos de personas que se han visto forzadas a escapar o huir de su hogar o su lugar 
de residencia habitual, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida.

Reunificación familiar: proceso por el cual los miembros de un grupo familiar, separados forzosamente o por migración voluntaria 
se reagrupan en un país distinto al de origen.

RECUADRO 7.2

mínimo 762,6 millones de personas en dicha situación.44 Esto 
indica que el número de personas migrantes internas triplica 
aproximadamente el de migrantes internacionales.

Un elemento central de este fenómeno es el fuerte incremento 
que ha experimentado el desplazamiento forzado, incluido el 
número de personas que se han visto obligadas a trasladarse 
a otro lugar pero que permanecen dentro de las fronteras 
de su país de origen como personas desplazadas internas. 
Con 68,5 millones de personas que se han visto desplazadas 

por la fuerza en todo el mundo, de las cuales 40 millones son 
personas desplazadas internas, el desplazamiento forzado 
es un motor fundamental —y creciente— de movimientos 
humanos y separaciones familiares.45 Solo en 2017, 16,2 
millones de personas se vieron desplazadas de sus hogares 
por la fuerza como consecuencia de persecuciones, desastres 
relacionados con el clima, conflictos prolongados y otras 
formas de violencia. Esta cifra supone un nuevo récord por 
quinto año consecutivo.46 La mayoría de ellas (11,8 millones) 
eran personas desplazadas internas.47
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Mujeres, hombres y sus familias migran por razones diversas y complejas.
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Pese a que las familias se encuentran a menudo dispersas entre diferentes 
continentes, la mayoría de la migración internacional es intrarregional.
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Cuando se desplazan en busca de una vida mejor, las mujeres migrantes afrontan vulnerabilidades específicas.
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Presencia de mujeres entre la población 
migrante a escala mundial
Tradicionalmente las mujeres se han descrito como 
migrantes secundarias, pues se asumía que seguían a 
los hombres.50 En el gráfico 7.2 se ilustra que, en 2017, las 
mujeres representaban poco menos de la mitad (el 48,4 %) 
del total de personas que vivían en un país distinto al de su 
nacimiento.51 Ya en 1960, las mujeres constituían casi el 47,0 % 
de los migrantes internacionales en todo el mundo.52 

Pese a que la proporción global de mujeres migrantes ha 
cambiado poco a lo largo del tiempo, su diversidad entre 
las regiones (véase el gráfico 7.2) es notable. Las mujeres 
representan el 50,0 % o más del total de las personas 
migrantes internacionales en tres regiones: América 
Latina y el Caribe, Australia y Nueva Zelandia y Europa y 
América del Norte. Por el contrario, en las regiones de Asia 
central y meridional, Asia oriental y sudoriental y África 
septentrional y Asia occidental se ha producido desde la 
década de 1990 un descenso en la proporción de mujeres 
migrantes con respecto a la de hombres migrantes que 
viven dentro de sus fronteras.

Estos cambios no tienen una explicación sencilla, ya que 
los patrones migratorios se ven influidos por varios factores 
tanto en los países de origen como en los de destino. 
En algunos casos, por ejemplo, una disminución de la 
proporción de mujeres que migran se puede explicar por 
un aumento de la demanda de trabajadores migrantes en 
sectores dominados por los hombres, como la construcción o 
la extracción de recursos naturales.

La mayoría de las personas migrantes internacionales se 
encuentran en edad de trabajar: en 2017, el 74,0 % de las 
personas que vivían en un país distinto al de su nacimiento 
tenían entre 20 y 64 años.53 Tan solo un 14,0 % de las y los 
migrantes internacionales tenían menos de 20 años, y 
solo un 12,0 % tenía 65 años o más.54 Estas diferencias de 
edad pueden justificarse por varios factores relacionados 
con las políticas, como el hecho de que la migración 
tiene a menudo su origen en factores económicos (por 
trabajo).55 Además, en las estadísticas oficiales no se 
registra a las niñas y los niños en situación irregular, por 
ejemplo, aquellos que acompañan a migrantes laborales 
sin autorización oficial para llevar consigo a personas 
dependientes.56 Las cifras anteriores ocultan una realidad 
diferente en el caso de las personas refugiadas, más de 
la mitad de las cuales son menores de 18 años (véase la 
sección sobre normativas y políticas).57

¿Por qué migran las mujeres y las familias?
Los innumerables factores que influyen en las decisiones 
migratorias incluyen tanto las razones por las que se trasladan 
las personas (factores desencadenantes) como su acceso 
a recursos y vías de migración (capacidad).58 Cuando las 
familias toman la decisión de migrar o de enviar a uno de 
sus miembros en beneficio de todo el grupo, dicha decisión 
se adopta a menudo de forma colectiva. Por ejemplo, las 
familias, comunidades y Estados dependen cada vez más de la 
capacidad y disposición de las mujeres para migrar y generar 
ingresos, una dinámica que se ha denominado “feminización 
de la supervivencia”.59 Una tendencia relacionada con el 
fenómeno anterior es el aumento del número de mujeres que 
migran desde países pobres para cubrir puestos en el sector 
del trabajo doméstico y de cuidados en países más ricos.60 Este 
trabajo suele estar mal remunerado y ofrece escasa protección 
social, pero puede brindar oportunidades para sufragar los 
gastos de escolarización y atención de la salud de las personas 
dependientes en el país de origen.

Las personas también migran para formar una familia. La 
migración por matrimonio, que según los datos disponibles 
va en aumento,61 se ve motivada por diversas aspiraciones y 
necesidades individuales y familiares. Una tendencia común 
en Asia oriental y sudoriental es que las mujeres de familias 
desfavorecidas en países más pobres (como la República 
Democrática Popular Lao o Viet Nam) migran a países más 
ricos (como la República de Corea, Singapur o la Provincia 
China de Taiwán) para casarse con hombres cuya situación 
dificulta que encuentren esposa en su propio país, pero que a 
la vez gozan de una condición socioeconómica más alta que 
las mujeres migrantes.62 También entre países se producen 
importantes flujos migratorios por matrimonio, sobre todo en 
sociedades patrilocales como las que predominan en buena 
parte de Asia sudoriental, donde es habitual que las mujeres se 
muden a vivir con la familia del esposo.63 En China, las mujeres 
procedentes de zonas rurales se trasladan a las ciudades para 
aumentar sus oportunidades de encontrar esposo, dejando 
atrás a hombres que, sobre todo en las regiones fronterizas, se 
casan con mujeres de países más pobres, como la República 
Democrática Popular Lao, Myanmar o Viet Nam.64 Pese a 
que las consideraciones económicas tienen sin duda un peso 
importante, la migración internacional por matrimonio no 
constituye una transacción puramente económica. Diversos 
estudios sobre las mujeres que migran por matrimonio ilustran 
una confluencia de motivaciones relacionadas con el deseo de 
garantizar “una vida mejor”, incluso para encontrar una pareja 
de su gusto, por amor, para tener hijos y para desarrollarse 
profesionalmente, entre otras.65
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Pese a que resulta complicado cuantificar estos casos con 
los datos disponibles, las personas también migran en el 
contexto de la reunificación familiar, algo que ocurre cuando 
una persona migrante o refugiada patrocina a sus familiares 
para poder vivir juntos. Como se expone en la sección 7.3, sin 
embargo, el acceso a este derecho varía considerablemente 
según los países y entre los diferentes grupos de migrantes.

Las normas sociales discriminatorias también son una de 
las causas de la migración. Las personas lesbianas, gays, 
bisexuales, transgénero e intersexuales pueden sentirse 
forzadas a migrar ante la existencia de leyes o normas 
sociales que las discriminan a ellas y a sus familias. El Índice 
de Instituciones Sociales y Género, que mide la discriminación 
contra las mujeres en las instituciones sociales, señala que las 
desigualdades de género son a la vez factores de motivación 
y obstáculos para la migración de las mujeres.66 Por un lado, 
aquellas que sufren discriminación en su país de origen pueden 
desear migrar al extranjero67y escoger destinos con menores 
índices de discriminación de género en sus instituciones 
sociales.68 Por otro, la discriminación de género en los países de 
origen también puede impedir que las mujeres migren cuando 
tienen importantes responsabilidades familiares, escaso acceso 
a recursos y redes sociales y poco poder para negociar.69 En las 
investigaciones cualitativas disponibles se apoya asimismo la 

conclusión de que la discriminación es una de las causas de la 
migración femenina. En varios estudios se pone de manifiesto, 
por ejemplo, que las mujeres migran internamente a ciudades 
más grandes, o incluso cruzan las fronteras de su país, para 
evitar el matrimonio infantil y forzado y otras formas de 
violencia contra las mujeres en la familia,70 incluida en algunos 
casos la amenaza de feminicidio (véase el capítulo 6).71 

Incluso cuando las personas migran en busca de una vida mejor, 
el trayecto en sí puede entrañar riesgos específicos para las 
mujeres, las niñas y los niños, sobre todo para quienes viajan sin 
la compañía de un familiar adulto varón. Las mujeres que han 
huido de Siria, por ejemplo, denuncian haber sido violadas y 
agredidas sexualmente por traficantes;72 mujeres, niñas y niños 
procedentes del África subsahariana con destino a Europa han 
experimentado violencia sexual a manos de guardias mientras 
se encontraban en centros de detención en Libia;73 además, niñas 
y niños migrantes se han visto forzados a mantener relaciones 
sexuales a cambios de favores dentro y fuera de campamentos 
para personas refugiadas en Grecia.74 A través de una encuesta 
realizada a 467 migrantes en México se descubrió que el 68,3 % 
de las personas procedentes de los países del Triángulo Norte 
Centroamericano habían sido víctimas de violencia durante 
el tránsito. Alrededor del 31,4 % de las mujeres y el 17,2 % de los 
hombres habían sufrido abusos sexuales.75

7.3	 EL PAPEL DE LA NORMATIVA Y LAS POLÍTICAS 
EN LA VIDA FAMILIAR
Además de los detonantes de la migración expuestos 
anteriormente, las normativas y políticas que regulan la 
circulación transfronteriza de personas también influyen 
en las decisiones migratorias individuales y familiares. Esta 
sección comienza con un análisis de las diversas categorías 
de migración, cuya regulación tiene una gran importancia 
para las experiencias de vida familiar de las mujeres 
migrantes. A continuación, se examinan las políticas y 
normativas de reunificación familiar y el derecho de una 
mujer a permanecer en un país en caso de ruptura de la 
pareja a través de la cual ingresó.

La normativa y las políticas pueden 
facilitar o dificultar la vida familiar 
En el ámbito de la gestión de la migración se utilizan varias 
categorías de movilidad humana (véase el recuadro 7.2). 
Sin embargo, en la práctica, las experiencias migratorias a 
menudo trascienden dichas categorías.

A una persona que huye de un conflicto, por ejemplo, se le 
puede denegar el asilo en otro país, de manera que continúe su 
trayectoria de migración siguiendo una ruta laboral. El camino 
hacia un permiso de residencia puede ser largo e intrincado. 
Por ejemplo, puede comenzar por un visado de estudiante 
para pasar a la situación de persona indocumentada, luego 
obtener un visado conyugal y solo después la residencia 
permanente.76 La migración internacional de profesionales de 
alta cualificación o de alto nivel educativo (lo que en ocasiones 
se denomina migración “de élite”) queda recogida a menudo 
en las estadísticas oficiales como un traslado por motivos 
profesionales.77 Sin embargo, los desplazamientos y la duración 
de la estancia de esas personas también pueden estar motivados 
por lazos familiares o matrimoniales.78 De manera similar, 
quienes entran en un país “por motivos familiares” pueden 
computarse como “migrantes familiares” (por ejemplo, una 
madre que se une a sus hijos adultos que ya tienen la condición 
de residentes en un país); sin embargo, una mujer que entra a un 
país con un esposo que tenga la condición de migrante laboral 
puede ser clasificada como “dependiente” (junto con sus hijos, en 
dado caso) en las estadísticas económicas.79
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MUJERES MIGRANTES COMO PORCENTAJE DEL TOTAL DE MIGRANTES 
INTERNACIONALES POR REGIÓN, 1990–2017

Fuente: Promedios regionales calculados por ONU Mujeres a partir del DAES de las Naciones Unidas (2017j).
Notas: Los datos están basados en el contingente total de personas inmigrantes dentro de cada región, por año. Se incluyen 228 países y territorios. El contingente 
total de personas inmigrantes se ajustó para incluir a las personas refugiadas. La información detallada sobre los ajustes realizados puede consultarse en DAES de 
las Naciones Unidas (2017j). Consúltese el anexo 7 para obtener datos nacionales correspondientes a todos los años indicados en el gráfico.
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Pese a que la tipología es imperfecta, estas categorías tienen 
una relevancia crucial para las condiciones de vida de las 
personas migrantes. Las diversas vías utilizadas para migrar 
se rigen por marcos jurídicos distintos, que llevan aparejados 
conjuntos de derechos y beneficios también diferentes. Esto 
incluye derechos que tienen una incidencia directa sobre la 
vida de la familia, como el acceso a la reunificación familiar. 
Estos derechos y beneficios también varían según los países, 
de modo que una persona refugiada o una persona migrante 
laboral pueden tener derechos y beneficios diferentes en 
el mismo país, y distintos de los que asisten a las personas 
refugiadas y migrantes laborales en otros países.

Las normativas y políticas migratorias pueden crear 
profundas desigualdades en lo que concierne a la vida 
familiar. Las condiciones de integración, el ingreso mínimo 
y los requisitos para acceder a una vivienda, así como las 
pruebas que acrediten la futura cohabitación, pueden limitar 
la migración relacionada con la familia.80 Por otro lado, el 
concepto de familia suele definirse de manera restrictiva 
en los reglamentos.81 En la práctica, esto significa que las 
parejas que no están legalmente casadas, las y los abuelos, 
las y los tíos, las y los hijos adultos de una determinada 
edad y las parejas de mismo sexo pueden no considerarse 
migrantes familiares, pese a que desempeñan un papel 
fundamental en las relaciones de cuidados. No obstante, 
estas relaciones pueden cambiar: en septiembre de 2018, la 
Región Administrativa Especial de Hong Kong de la República 
Popular China comenzó a reconocer a los cónyuges del 
mismo sexo de residentes en las solicitudes de visado82y, 
en junio del mismo año, el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (UE) dictaminó que el término “cónyuge” es neutral 
desde el punto de vista del género a los efectos de la libre 
circulación prevista en el derecho de la UE.83

Algunos contextos normativos están más orientados a las 
familias que otros
El Relator Especial sobre los derechos humanos de los 
migrantes ha señalado a los Estados Miembros que “[l]os 
programas, políticas y acuerdos bilaterales deben preservar 
la unidad de la familia, incluso facilitando la reunificación 
familiar y la interacción entre sus miembros”.84 Sin embargo, 
las posibilidades reales que tienen las personas migrantes 
de vivir con sus familias en el país de destino varían 

notablemente en función de las políticas de entrada e 
integración vigentes para las personas migrantes.

El Índice de Políticas de Integración de Inmigrantes 
(MIPEX) ofrece información comparativa entre las políticas 
de diferentes países, incluidos los derechos asociados 
a la reunificación familiar. Pese a que la base de datos 
únicamente contiene información sobre 45 países, en su 
mayoría de ingreso alto,85 proporciona datos muy útiles 
sobre el grado en que las políticas migratorias están 
orientadas a las familias. En el gráfico 7.3 se incluye un 
análisis de 11 indicadores86 relacionados con la integración 
familiar, entre los que cabe citar las restricciones impuestas 
a los cónyuges o parejas para poder unirse a la persona 
migrante y limitaciones basadas en la edad; restricciones 
impuestas a otros miembros de la familia (como hijos 
menores de edad, progenitores, abuelos dependientes 
o hijos adultos dependientes); derechos asociados al 
estatus migratorio, como el derecho a obtener permisos de 
residencia independientes para las parejas e hijos, así como 
el derecho de las y los familiares a permanecer en el país 
incluso en caso de viudez, divorcio, separación, fallecimiento 
o violencia en la familia; y acceso a prestaciones sociales 
relacionadas con la seguridad social, el desempleo, las 
pensiones por vejez, prestaciones por discapacidad y acceso 
a los servicios de salud.

A partir de la base de datos del MIPEX y realizando 
los cálculos como un promedio de 11 indicadores 
específicamente relacionados con las familias migrantes, 
se asigna a cada país una puntuación de 0 a 100 (las 
puntuaciones más elevadas indican políticas más favorables 
para las personas inmigrantes y sus familias). En el 
gráfico 7.3 se pone de manifiesto que Suecia, con una 
puntuación de 87,9, cuenta con las políticas más acogedoras 
para las familias migrantes en la muestra; Portugal y 
España, por su parte, obtuvieron un promedio de 86,4. Las 
puntuaciones resultaron inferiores en los casos de Suiza 
(35,6), la Federación de Rusia (34,8), Montenegro (33,3) y 
Chipre (27,3), debido, en gran medida, a políticas restrictivas 
en todas las dimensiones de la reunificación familiar, sobre 
todo en lo referente al derecho de las y los cónyuges y de las 
y los niños a obtener un permiso de residencia independiente 
del de su patrocinador.87 
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En el gráfico 7.4 se muestra qué familiares se aceptan a 
efectos de la reunificación familiar en 45 países. Para la 
mayoría, la reunificación se limita a las parejas, cónyuges e 
hijos menores de edad. Las y los niños (menores de 18 años) 
son quienes mejor acceso tienen a la reunificación familiar 
(en comparación con el resto de los miembros de la familia); 
tres cuartas partes de los países (34 de un total de 45) 
obtienen 100 puntos en esta dimensión, lo que significa que las 
y los niños, incluidos los hijos adoptados menores de 18 años y 

aquellos en régimen de custodia compartida tienen derecho 
a la reunificación familiar. Tan solo un 29,0 % (13 países de 45) 
cuentan con políticas de reunificación familiar altamente 
favorables para cónyuges y parejas. Por otro lado, muchos de 
ellos disponen también de políticas hostiles a la reunificación 
de progenitores o abuelos dependientes: el 47,0 % (21 países 
de 45) imponen restricciones a la migración de este grupo 
y únicamente permiten que la familia se reagrupe en 
circunstancias excepcionales.

PUNTUACIONES MEDIAS DE LAS POLÍTICAS DE INTEGRACIÓN FAMILIAR SEGÚN PAÍS, 2014

Fuente: Cálculos de ONU Mujeres a partir de CIDOB y MPG (2015).
Notas: Las puntuaciones varían de 0 a 100. Las puntuaciones más altas indican políticas más favorables a las personas inmigrantes y sus familias. Las puntuaciones de 
las políticas de integración familiar se establecieron a partir de la base de datos del MIPEX y están calculadas como un promedio de 11 indicadores específicamente rela-
cionados con las familias migrantes, divididos en 19 subcomponentes. Estos incluyen: 1. restricciones impuestas a los cónyuges o parejas para poder unirse a una persona 
migrante, incluidas las limitaciones basadas en la edad; restricciones impuestas a otros miembros de la familia (como niños, progenitores, abuelos dependientes e hijos 
adultos dependientes); 2. derechos asociados al estatus migratorio, como el derecho a obtener permisos de residencia independientes para las parejas y los hijos, así como 
el derecho de los familiares a permanecer en el país incluso en caso de viudez, divorcio, separación, fallecimiento o violencia; 3. acceso a prestaciones sociales, incluidos 
los derechos a prestaciones de la seguridad social, por desempleo, pensiones por vejez, prestaciones por discapacidad, entre otros, y 4. acceso a los servicios de salud, que 
incluyen cualquier restricción basada en el estatus migratorio. La puntuación media anterior abarca asimismo una evaluación de toda restricción al derecho a obtener la 
residencia permanente basada en períodos anteriores de ausencia, como indicador indirecto de las restricciones impuestas a las familias transnacionales para mantener 
vínculos familiares entre diferentes países.
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CAPÍTULO 7

POLÍTICAS ORIENTADAS, O NO, A LA REUNIFICACIÓN FAMILIAR. RESULTADOS POR 
PAÍSES, 2014

Subsidio para la reunificación familiar

Países Cónyuges y parejas Niñas y niños Progenitores/
abuelas y abuelos 
dependientes

Hijas e hijos adultos 
dependientes

Australia y Nueva Zelandia

Nueva Zelandia

Australia

Asia oriental

Japón

República de Corea

Europa oriental

Bulgaria

Chequia

Hungría

Moldova

Polonia

Rumania

Federación de Rusia

Eslovaquia

Europa Septentrional

Dinamarca

Estonia

Finlandia

Irlanda

Islandia

Lituania

Letonia

Noruega

Suecia

Reino Unido

Europa meridional

Albania

Bosnia y Herzegovina

España

Grecia

Croacia

 Si  En cierta medida No

GRÁFICO 7.4
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Fuente: CIDOB y MPG (2015).
Notas: Los datos están basados en las puntuaciones obtenidas en la base de datos del MIPEX correspondientes a 2014. El color verde indica que los países cuentan en 
general con políticas orientadas a la dimensión de que se trate (puntuación de 100), mientras que el rojo indica políticas desfavorables (puntuación inferior a 50). El 
amarillo denota aquellos casos en que una política está orientada a las personas migrantes y sus familias en algún aspecto, pero solo de manera parcial o con sujeción 
a determinadas condiciones (puntuación igual o superior a 50 pero inferior a 100).
Columna “Cónyuges y parejas”: El derecho de reunificación familiar para cónyuges y parejas se basa en una evaluación de a) la admisibilidad de la reunificación fa-
miliar para las parejas que no sean cónyuges, como parejas del mismo sexo y otras uniones registradas legalmente reconocidas, y b) si se aplican límites de edad para 
patrocinadores y cónyuges. Téngase en cuenta que en algunos países, como Lituania, las parejas registradas tienen derecho a la reunificación familiar, pero se aplican 
restricciones de edad (solamente para personas de 21 años o más), lo que sitúa la puntuación global del país en esta categoría en el nivel rojo (inferior a 50).
Columna “Niñas y niños”: El derecho de reunificación familiar de las niñas y los niños se refiere al derecho de las personas menores de 18 años, incluidas las niñas y los 
niños adoptados y aquellos sujetos a custodia compartida, a unirse a sus madres y padres migrantes. El color amarillo significa que únicamente tienen derecho a la 
reunificación familiar las hijas y los hijos biológicos y adoptados. Las niñas y los niños en régimen de custodia compartida no tienen derecho a la reunificación familiar. 
En esta categoría, el rojo significa que existen restricciones para la reunificación de personas migrantes con sus hijos.
Columna “Progenitores/abuelas y abuelos dependientes”: En esta categoría, el color verde implica que el país en cuestión permite la reunificación familiar para todas y 
todos los progenitores, abuelas y abuelos dependientes. El amarillo significa que está permitida la reunificación para dichas personas, aunque se aplica una definición 
restrictiva del concepto de dependencia. El rojo indica que los progenitores, abuelas y abuelos dependientes no tienen derecho a la reunificación familiar, o solo en 
determinadas excepciones o de manera discrecional.
Columna “Hijas e hijos adultos dependientes”: En esta categoría, el color verde implica que el país en cuestión permite la reunificación familiar para todos los hijos 
adultos dependientes. El amarillo significa que está permitida la reunificación para dichas personas, aunque se aplica una definición restrictiva del concepto de 
dependencia. El rojo indica que las hijas y los hijos adultos dependientes no tienen derecho a la reunificación familiar, o solo en determinadas excepciones o de 
manera discrecional.

Subsidio para la reunificación familiar

Países Cónyuges y parejas Niñas y niños Progenitores/
abuelas y abuelos 
dependientes

Hijas e hijos adultos 
dependientes

Europa meridional

Italia

Montenegro

Macedonia del Norte 

Malta

Portugal 

Serbia

Eslovenia

Europa occidental

Austria

Bélgica

Suiza 

Alemania 

Francia

Luxemburgo

Países Bajos

América septentrional

Canadá

Estados Unidos de América

Asia occidental

Turquía

Chipre

 Si  En cierta medida No
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CAPÍTULO 7

La vida familiar de las personas migrantes dedicadas a las 
profesiones de cuidados 
Las profesiones relacionadas con los cuidados registran 
una demanda creciente en muchos países con el objeto de 
satisfacer tanto las necesidades de las y los niños como las 
de las personas adultas mayores (véase el capítulo 5). A 
menudo son personas migrantes quienes realizan esta labor. 
En muchos países, las personas que migran para trabajar en 
profesiones cualificadas (véase el recuadro 7.2) tienen muchas 
más facilidades en lo que respecta a la reunificación familiar 
que las que trabajan en profesiones consideradas menos 
cualificadas.88 Se observa una variación significativa en 
cuanto a los derechos de las personas migrantes dedicadas al 
trabajo de cuidados, como las posibilidades de reunificación 
familiar o la protección en caso de maternidad. Estas 
diferencias no solo se aprecian entre países, sino también 
según los diferentes tipos de trabajo en el sector.

Los y las trabajadoras domésticas, por lo general, tienen 
una probabilidad menor de cumplir los criterios establecidos 
para la reunificación familiar, pero además hay otras 
políticas que también limitan su acceso a la vida familiar. El 
requisito de vivir en el domicilio donde trabajan desdibuja la 
línea que separa el lugar de trabajo de la propia vivienda,89 
lo cual restringe la capacidad de las mujeres migrantes de 
vivir con sus familias y las expone a abusos y explotación por 
parte de sus empleadores. Pero incluso cuando las personas 
cuidadoras y trabajadoras domésticas no dependen de sus 
empleadores, suelen carecer de recursos como una vivienda 
o el ingreso necesario para patrocinar a un familiar. En 
algunos casos, las trabajadoras domésticas migrantes ven 
limitadas sus posibilidades de formar una familia, puesto 
que en determinados países se las obliga a realizarse 
pruebas de embarazos periódicas, algo que contraviene el 
Convenio sobre la protección de la maternidad de la OIT, del 
año 2000 (núm. 183).90

La enfermería se ha convertido en un sector clave para el 
empleo de las mujeres migrantes en todo el mundo, sobre 
todo en Europa y América del Norte, en Asia occidental y en 
Australia, así como en algunas zonas de Malasia, Singapur 
y Sudáfrica donde se concentra la migración regional.91 Los 
y las enfermeras migrantes tienen una probabilidad mayor 
de acceder a la reunificación familiar y de disfrutar de otros 
derechos relacionados con la familia que las personas 
dedicadas a los cuidados y al trabajo doméstico, aunque 
también se enfrentan a algunos obstáculos. Ciertos países 
de destino no permiten la reunificación familiar o retrasan 

este tipo de procesos para las enfermeras migrantes 
hasta que transcurre un período determinado. Incluso 
en los casos en que una enfermera migrante cumple los 
requisitos de reunificación familiar, en la práctica puede 
resultarle imposible ejercer ese derecho. Es posible que 
los y las enfermeras que trabajan en sistemas de salud 
pública desprovistos de financiamiento carezcan del ingreso 
necesario para sufragar el patrocinio, los costos del traslado 
y los gastos de manutención de sus familiares.92

La vida familiar de las personas refugiadas, solicitantes de 
asilo y aquellas que se encuentran en situación irregular
La reunificación familiar también puede ser complicada 
para las personas solicitantes de asilo y las refugiadas. Los 
millones de refugiadas y refugiados procedentes de Siria 
que se enfrentan a la migración y separación familiares 
ejemplifican el modo en que la normativa migratoria 
puede favorecer o dificultar la reunificación familiar en las 
circunstancias más arduas (véase el recuadro 7.3).

Las personas migrantes en situación irregular no tienen 
derecho a la reunificación familiar. De hecho, en los 
últimos años, la aplicación de políticas más estrictas y las 
deportaciones de migrantes irregulares han provocado la 
separación de familias migrantes que vivían juntas en el 
país de destino. La deportación de residentes de largo plazo 
incrementa la probabilidad de que las familias en situación 
mixta caigan en una especie de “transnacionalidad forzada”, 
en la que puede haber niñas, niños y otras personas en 
situación regular que permanezcan en el país.93

La separación de las y los niños migrantes de sus 
progenitores es un tema de constante preocupación.94 
En algunos casos, las y los niños migrantes se desplazan 
por su cuenta, mientras que en otros la separación de sus 
familias se produce durante el tránsito. Se calcula que 
en 2017 llegaron a Europa (la región para la que se dispone 
de datos) cerca de 20.000 niñas y niños no acompañados 
y separados, la mayoría de ellos varones (cuatro de cada 
cinco).95 En ocasiones, las familias que se encuentran en una 
situación de dificultad social y económica deciden enviar a 
su hijo mayor, quien quizá recién termina la escuela, como 
estrategia de supervivencia e “inversión” de la familia con 
la esperanza de garantizar una vida mejor juntos en otro 
lugar. En otros casos, la decisión no reviste un carácter 
tan estratégico, sino que las y los niños “escapan” de una 
situación desoladora en el hogar y las familias experimentan 
su partida como un alivio económico.96
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FAMILIAS SEPARADAS A RAÍZ DEL CONFLICTO SIRIO

El prolongado conflicto en Siria ha provocado el mayor volumen de personas desplazadas internas en todo el mundo (6,6 millones 
de personas), además de 5,7 millones de personas refugiadas registradas en otros países de la región en 2019 (principalmente 
Egipto, el Iraq, Jordania, el Líbano y Turquía).97 Muchas otras personas desplazadas han buscado asilo en Europa; Alemania es el 
país de la Unión Europea que ha aceptado el mayor número de refugiadas y refugiados (procedentes de Siria, pero también del 
Afganistán y el Iraq), seguido de otros dos países con poblaciones numerosas (Francia e Italia) y otros dos mucho más pequeños 
(Austria y Suecia) que han aceptado una proporción significativa de personas refugiadas con respecto a su población total.

El desplazamiento forzado provoca a menudo la separación familiar, lo que tiene consecuencias significativas desde el punto 
de vista del género.98 Pese a que la proporción de refugiadas y refugiados en países vecinos, como Jordania y el Líbano, es 
muy similar (lo que sugiere que las familias pueden estar desplazándose juntas), en los trayectos más largos se observa que 
los hombres superan claramente en número a las mujeres. Existe una serie de factores directamente relacionados con el 
género que pueden contribuir a explicar esta disparidad. Uno de los más importantes es sin duda el costo que conlleva el 
desplazamiento de una familia entera y los riesgos para la seguridad física a los que se enfrentan las mujeres y las y los niños en 
trayectos más largos y arduos (véase también el recuadro 7.2).99 Por lo tanto, un familiar varón puede realizar el viaje más largo 
con la esperanza de obtener la condición de refugiado y el derecho a la reunificación familiar, para entonces intentar que el 
resto de la familia se le una.100

Sin embargo, el proceso de reunificación de la familia no resulta sencillo. Las familias pueden tener dificultades para encontrar 
a algunos de sus miembros perdidos durante el trayecto. En algunos casos, quienes no tengan la condición de refugiados 
pueden tener que esperar largos períodos para poder reunirse con su familia, y puede que incluso haya algunos miembros 
de esta que no lo consigan para algunos familiares.101 Esto hace que muchas familias sirias permanezcan separadas entre 
fronteras durante dos años o más.102 

Los períodos prolongados de separación familiar pueden provocar cambios en los roles de género. Por un lado, el hecho de vivir sin 
el resto de miembros de la familia en un nuevo país dificulta la integración de los hombres y los priva de buena parte del cuidado 
y el apoyo de la familia. Por otro lado, la creciente ausencia de esposos y padres en Siria ha estimulado la participación de las 
mujeres en el mercado laboral.103 Sin embargo, las que se quedan en el país y tienen personas dependientes a su cuidado deben 
sortear la cotidianidad en un país devastado por la guerra. Esto incluye enfrentarse a servicios públicos deteriorados, si no es que 
completamente colapsados, como los sistemas de atención de la salud, así como a obstáculos para acceder al agua potable, 
la electricidad y los alimentos como consecuencia de la destrucción de infraestructura vital.104 Como resultado de ello, muchas 
mujeres que se quedaron en Siria afirman sentirse solas, vulnerables y rebasadas.105

El estatus migratorio de estas niñas y niños a menudo 
es poco claro; algunos solicitan asilo, mientras que 
otros pueden vivir en el país de destino como migrantes 
irregulares. A veces se detiene a las y los niños no 
acompañados y separados, una práctica que puede tener 
consecuencias graves para su bienestar y contraviene 
la Convención sobre los Derechos del Niño.106 En enero 
de 2019, el Gobierno de los Estados Unidos informó 
que habían identificado 2737 niñas y niños que habían 
sido separados de sus progenitores por las autoridades 
de inmigración en la frontera sur del país y los habían 
asignado a hogares de guarda o a centros de detención 
para menores de edad, y reconocía que, por las deficiencias 

de los sistemas de seguimiento, podía haber varios miles 
más.107 Tras sufrir una dolorosa separación durante 
semanas o meses, algunas niñas y niños se han reunido 
con sus progenitores, pero otros no lo han conseguido 
aún.108 En junio de 2018, un grupo de especialistas de las 
Naciones Unidas, del que formaban parte 10 relatoras y 
relatores especiales, publicaron una declaración en la 
que expresaban su grave preocupación por esta práctica: 
“La detención de niñas y niños es punitiva, gravemente 
perjudicial para su desarrollo y, en algunos casos, puede 
ser constitutiva de tortura… Las niñas y los niños se utilizan 
como medio para disuadir la migración irregular, lo cual es 
inaceptable”.109 

RECUADRO 7.3
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Políticas para proteger el derecho de 
las mujeres migrantes a una vida libre 
de violencia
La normativa migratoria provoca a menudo la separación 
de las familias, pero también puede impedir a las mujeres 
abandonar una relación violenta.110 Las políticas de 
inmigración que vinculan los derechos de residencia de los 
miembros de una familia a los de su patrocinador o que 
deniegan el permiso de trabajo a quienes dependen de 
él o ella pueden generar dependencia legal, financiera y 
social dentro de la familia, lo que a su vez puede agravar 
relaciones de poder ya de por sí desiguales, así como el 
posible riesgo de violencia.111 

Algunos países, por ejemplo, imponen “períodos de prueba” 
durante los cuales la o el cónyuge patrocinado puede 
perder su derecho a permanecer en el país en caso de 
ruptura de la relación a través de la cual ingresó.112 Tales 
políticas pueden debilitar la posición de resguardo de las 
mujeres migrantes y su capacidad para negociar derechos 
y recursos en las relaciones familiares y de pareja donde 
prevalezca la desigualdad de poder por razones de género 
(véanse los capítulos 1 y 6). Esto puede dejar a las mujeres 
migrantes en una situación precaria desde el punto de vista 
social y jurídico en casos de divorcio o si desean romper 
una relación,113 puesto que los cónyuges que gozan de una 
situación de residencia o ciudadanía más segura pueden 
amenazarlas con la deportación o la separación de sus 
hijos para intimidarlas.114 Como resultado de ello, es posible 
que las mujeres tengan una menor probabilidad tanto de 
buscar ayuda como de escapar.115 Este tipo de políticas se 

agravan las vulnerabilidades específicas que afrontan las 
mujeres migrantes, como el aislamiento social, las barreras 
lingüísticas y la falta de conocimiento sobre sus derechos y 
los servicios disponibles.116 

Tras una larga campaña de promoción impulsada por una 
coalición de organizaciones no gubernamentales (ONG) 
lideradas por Southall Black Sisters,117 el Reino Unido introdujo 
en 2012 el programa de ayuda para víctimas de la violencia 
doméstica denominado Destitution Domestic Violence 
Concession. El programa concedía a las esposas que hubieran 
sufrido violencia doméstica pero que no tuvieran derecho a 
recibir fondos públicos tres meses de acceso a prestaciones y 
vivienda social mientras solicitaban la residencia permanente. 
La iniciativa presenta algunas limitaciones, pues se dirige 
únicamente a mujeres con visado conyugal (es decir, que 
deben estar casadas con un ciudadano del Reino Unido) y 
excluye a aquellas que acompañan a estudiantes, migrantes 
laborales o indocumentados; de todos modos, representa un 
paso muy importante.

El Comité de la CEDAW se ha unido a los grupos de la 
sociedad civil por los derechos de las mujeres para subrayar 
la importancia de garantizar que los servicios de apoyo para 
las mujeres migrantes que han sido víctimas de violencia 
respondan a sus necesidades específicas y sean sensibles 
desde el punto de vista cultural.118 Existe el riesgo de que las 
actitudes discriminatorias que asocian la violencia con la 
“cultura” de una persona migrante, por ejemplo, conduzcan 
a respuestas insuficientes cuando las mujeres migrantes que 
experimentan violencia buscan ayuda.119

7.4	 LA NEGOCIACIÓN DE LOS CUIDADOS, LOS 
RECURSOS Y LAS NORMAS SOCIALES EN LA VIDA 
FAMILIAR TRANSNACIONAL
La migración pone a prueba las relaciones familiares, 
con frecuencia, a través de enormes distancias entre sus 
miembros. Como resultado de ello, sus relaciones, incluidas 
las relaciones y roles de género, a menudo cambian y se 
renegocian durante el proceso migratorio, o tras el retorno. 
Como se ha señalado anteriormente, la normativa migratoria 
influye en estos procesos; no obstante, en esta sección se 
analizan tres factores adicionales que ordenan y configuran 
la vida de las familias migrantes y los derechos y el bienestar 
de las mujeres, ya sean estas las que se desplacen o las 
que se queden. Dichos factores incluyen la forma en que los 
miembros de la familia se cuidan entre sí, el modo en que 

se comparten y distribuyen los recursos materiales —como 
las remesas monetarias, por ejemplo— y la manera en que 
las familias experimentan e intercambian nuevas prácticas 
sociales y culturales.120 

La provisión de cuidados en el contexto 
de la migración
El problema de los cuidados en la migración no se limita al 
trabajo que proporcionan los y las trabajadoras domésticas 
migrantes, los y las enfermeras y las personas cuidadoras 
profesionales en las cadenas globales de cuidados, 
un asunto que ha atraído una considerable atención 
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normativa en los últimos años.121 La migración afecta la 
provisión y recepción de cuidados de todos los miembros 
de las familias transnacionales y migrantes —tanto de 
los que se desplazan como de los que se quedan—, con 
independencia de la ruta de migración utilizada, la edad o 
la profesión.122 ¿Cómo negocian las familias transnacionales 
las responsabilidades reproductivas y de cuidados a la 
distancia? En las investigaciones disponibles se pone de 
manifiesto que la organización de los cuidados, incluida la 
crianza transnacional, es muy diversa y a menudo implica a 
varios miembros de la familia.123 Puede afectar e involucrar a 
la pareja, las y los hijos y otras personas dependientes, como 
los familiares adultos mayores, sobre todo si se tiene en 
cuenta, como se ha visto en el capítulo 5, que a menudo no 
existe apoyo estatal para los cuidados o este solamente está 
disponible para quienes pueden sufragarlo.

Cuando los seres queridos se quedan en casa
La decisión de alejarse de una persona dependiente no 
suele ser fácil para nadie, pero en el caso de las madres 
puede tener ramificaciones adicionales específicas de 
género. Mientras que la migración económica de los padres 
tiende a estar en consonancia con su papel prescrito 
socialmente de sostén económico de la familia, las madres 
que migran suelen asumir esa misma función, pero además 
mantienen muchas de las responsabilidades de cuidados.124 

Las madres migrantes suelen permanecer involucradas —al 
menos en parte— en la toma de decisiones y las actividades 
diarias de los miembros de su familia, incluidos sus hijos, en 
el lugar de origen.125

Las nuevas tecnologías de la información y las 
comunicaciones (TIC), como las que ofrecen los teléfonos 
móviles, las aplicaciones que permiten realizar llamadas 
y enviar mensajes de forma gratuita a través de Internet 
y las plataformas de los redes sociales desempeñan un 
importante papel para el mantenimiento de las relaciones 
entre las madres migrantes, sus hijos y demás miembros de 
la familia que se quedan en casa.126 Las TIC han facilitado 
considerablemente la “maternidad transnacional” de las 
madres que migran por razones económicas, al permitirles, 
entre otras cosas, ayudar a sus hijos con las tareas escolares 
y proporcionarles apoyo emocional.127 

Existen diversos ejemplos positivos de intervenciones 
basadas en las TIC para ayudar a las familias a permanecer 
conectadas en el contexto de la migración, incluso en casos de 
desplazamiento forzado (véase el recuadro 7.4). Sin embargo, 
las TIC por sí solas no pueden aliviar por completo el dolor 
emocional que puede causar una separación prolongada 
de la familia, y pueden llegar a crear nuevas cargas para las 
mujeres migrantes como madres y esposas.128

EL USO DE LAS TIC PARA PROMOVER LA SOLIDARIDAD Y LOS VÍNCULOS CUANDO 
LAS FAMILIAS VIVEN SEPARADAS

Las familias utilizan múltiples tecnologías de comunicación, en diferentes momentos y con distintos fines, para facilitar la intimidad 
virtual cuando no es posible la presencia física.129

Las madres migrantes utilizan las TIC para crear redes de apoyo y solidaridad con otras mujeres que, como ellas, viven separadas 
de sus familias. En los 10 últimos años, los grupos creados en las redes sociales por y para las madres migrantes pertenecientes 
a comunidades nacionales, étnicas o lingüísticas específicas han crecido en número y tamaño. Estos grupos permiten constituir 
comunidades y establecer redes de amistad y solidaridad en torno a experiencias compartidas de “maternidad a distancia”.130

En contextos de desplazamiento forzado, las TIC pueden permitir que los miembros de una familia vuelvan a conectarse y 
se mantengan en contacto. A modo de ejemplo, la organización SOS Children’s Villages creó “rincones TIC” en la República 
de Macedonia del Norte y en Serbia con el objeto de ofrecer a las y los niños refugiados acceso gratuito a conexiones Wi-Fi, 
computadoras y teléfonos móviles seguros.131 Refunite es un proyecto dedicado a reunir a miembros de familias de personas 
refugiadas que se han visto separadas; desarrolla la mayoría de sus operaciones en el África subsahariana y en la región del África 
septentrional y Asia occidental, y ha logrado volver a unir a más de 40.000 familias.132 De manera similar, la Cruz Roja ha puesto 
en marcha un proyecto denominado Trace the Face que permite a las familias publicar fotos de familiares perdidos y de otras 
personas con el fin de entablar contacto a través de la plataforma.133

Sin embargo, las TIC no están disponibles por igual para todas las personas: las mujeres que viven en países de ingreso bajo e 
ingreso mediano, por ejemplo, tienen una probabilidad un 10,0 % inferior que los hombres de poseer un teléfono móvil.134 En un 
estudio llevado a cabo en los Estados Unidos se constató que las personas migrantes con menores niveles de instrucción y de 
ingreso no podían adquirir o acceder a los mismos niveles de TIC que las que contaban con mayores niveles de instrucción, por lo 
que las primeras mantenían un contacto menos frecuente con sus familias en sus países de origen.135

RECUADRO 7.4
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Algunas cuidadoras migrantes filipinas, por ejemplo, tienen 
dobles jornadas de 24 horas entre el trabajo remunerado en 
el servicio doméstico y las conversaciones que mantienen a 
través de llamadas y mensajes de texto con sus familiares 
en el hogar de origen.136 En un mundo permanentemente 
conectado se espera que las madres migrantes no solo 
ayuden económicamente al hogar sino que además realicen 
labores de crianza, lo que supone asumir múltiples roles en 
simultáneo.137 Las mujeres senegalesas cuyos esposos migran 
al extranjero para trabajar señalan que los varones utilizan 
las TIC para controlar su movilidad, empleando para ello 
funciones de vídeo que les permiten asegurarse de que sus 
esposas estén en casa y de que vayan vestidas de manera 
adecuada.138 En un contexto donde los varones migrantes 
se sienten inseguros sobre la fidelidad de sus esposas, 
esas mujeres se encuentran sometidas a una “vigilancia 
electrónica” en ocasiones más restrictiva que la que ejercían 
sus esposos cuando estaban físicamente presentes.139 

La cooperación de la familia en la provisión de cuidados
Cuando un miembro de la familia migra, diversos familiares 
y miembros de la comunidad suelen cooperar en la provisión 
de cuidados durante su ausencia.140 La forma en que se 
adaptan las familias para garantizar los cuidados depende 
de factores como el género y la clase social de la persona 
migrante, de los diferentes contextos y tradiciones familiares 
así como de las normas socioculturales en el país de origen.141

En todo el mundo se observan evidencias contradictorias 
sobre la situación de las y los hijos cuando migran sus 
progenitores y ellos se quedan en casa. En algunos 
estudios se pone de relieve que las y los niños que se 
quedan pueden verse perjudicados.142 Otros indican que 
los efectos negativos dependen de varios factores, como 
el contexto económico donde se produce la migración, la 
estructura y composición de las familias y las tradiciones 
en lo que respecta al cuidado de los hijos.143 A modo de 
ejemplo, las y los niños cuyos progenitores migran pueden 
sufrir emocionalmente por su ausencia, pero beneficiarse 
económicamente de las remesas y obsequios que les 
envían;144 además, puede que no vivan la migración de sus 
progenitores como una experiencia disruptiva cuando están 
acostumbrados a recibir cuidados de otros miembros de la 
familia o la comunidad.145 

También se observan diferencias en el nivel de 
responsabilidades en el cuidado de los hijos que asumen 
los padres que se quedan cuando migran las madres. En 
las sociedades donde la migración de las mujeres supone 
una ruptura del papel tradicional de los hombres como 
sostén económico de la familia, como ocurre en Filipinas, 

estos pueden tener una mayor probabilidad de rehusarse a 
realizar las tareas domésticas y de cuidados y delegarlas en 
otras mujeres de la familia, como, por ejemplo, las abuelas.146 
En una encuesta realizada en Sri Lanka a 1200 familias en 
las que la madre había migrado, se observó que los padres 
asumían la responsabilidad del cuidado de los hijos tan solo 
en una cuarta parte de los casos; en prácticamente tres 
cuartas partes del tiempo, la prestación de cuidados corría a 
cargo de mujeres de la familia (a menudo una abuela).147

Por otra parte, en el marco de investigaciones llevadas a cabo 
en Nicaragua148 y Viet Nam149 se constató que los varones 
asumían a menudo tareas domésticas y de cuidados además 
de ocuparse de las actividades generadoras de ingresos fuera 
del hogar. Aunque algunos padres expresaban resentimiento, 
muchos reconocían que tenían el deber de asumir esas 
responsabilidades.150 Los casos expuestos ilustran que las 
normas sociales en torno a los cuidados pueden cambiar y de 
hecho cambian, aunque sea con lentitud.

En muchas sociedades es habitual que participen otras 
personas adultas en la crianza de los hijos además de 
las madres y padres biológicos (véase el capítulo 5). Las 
abuelas y abuelos suelen desempeñar un papel muy 
importante en el cuidado de las y los niños cuando migra 
uno de sus progenitores (o ambos). En China, bajo el sistema 
hukou, el acceso de las personas migrantes internas a los 
servicios públicos estaba sujeto a restricciones hasta fechas 
recientes, de manera que los progenitores procedentes de 
zonas rurales dejaban a menudo a sus hijos al cuidado de 
sus abuelas y abuelos mientras buscaban oportunidades 
económicas en los centros urbanos.151 El cambio que supone 
el hecho de que una abuela o un abuelo pase a ocuparse 
por completo del cuidado no resulta necesariamente 
complicado; en México, las abuelas a veces son parte del 
mismo hogar cuando la generación intermedia migra para 
buscar trabajo, de modo que ellas pasan a encargarse del 
cuidado diario de las y los niños.152

Sin embargo, el trabajo que realizan los y las abuelas no es 
“gratuito”. Este tipo de arreglos genera una carga de trabajo 
de cuidados no remunerado para las personas adultas 
mayores, tanto mujeres como hombres,153 que se convierten 
en responsables del cuidado de niños pequeños mientras 
ellas mismas envejecen (véase el capítulo 5). Así sucede, 
sobre todo, cuando los sistemas de protección social del 
país de origen no pueden ofrecer el apoyo necesario. En 
Nicaragua, por ejemplo, las abuelas lidian con los sistemas 
educativos y sanitarios en beneficio de sus nietos, y ayudan a 
sufragar el costo de la atención privada de la salud en caso 
de que las remesas que reciben sean insuficientes.154 
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Esto subraya la necesidad de garantizar que todas las 
personas implicadas en los cuidados, ya sean las madres, los 
padres, las abuelas, los abuelos u otros parientes, reciban 
apoyo. En Sudáfrica, donde muchas niñas y niños viven con 
familiares distintos de sus progenitores debido a la migración 
laboral, el principal cuidador o cuidadora puede acceder a 
un subsidio de manutención infantil. Además, muchas de las 
personas que cobran la pensión social (subsidio por vejez) 
la utilizan para ayudar a otros familiares, incluidos los nietos 
(véase el recuadro 4.6).

Políticas que dificultan o facilitan a las mujeres migrantes la 
gestión de los cuidados no remunerados
Las políticas económicas y sociales, y, en especial, el acceso 
a transferencias monetarias y servicios públicos como la 
educación o la salud, ejercen una influencia fundamental 
sobre la capacidad de las mujeres migrantes para 
gestionar sus responsabilidades de cuidados en el marco 
de la vida familiar transnacional.155 El Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas 
ha afirmado que los Estados partes tienen el deber de 
respetar el derecho a la salud y la educación garantizando 
que todas las personas, incluidos los migrantes, tengan 
igualdad de acceso “a los servicios de salud preventivos, 
curativos y paliativos”, independientemente de su condición 
jurídica y su documentación y que “todos los niños de un 
Estado, incluidos los indocumentados, tienen derecho a 
recibir una educación y una alimentación adecuada y una 
atención sanitaria asequible”.156

Sin embargo, en los últimos 20 años muchos Estados de 
destino han establecido más distinciones en los criterios que 
deben cumplir las poblaciones migrantes para acceder a la 
protección social y a los servicios públicos. En algunos casos, 
los países de acogida (sobre todo si se trata de países en 
desarrollo) pueden tener dificultades fiscales para extender 
esas políticas a las poblaciones migrantes; en otros, las 
restricciones pueden formar parte de planes de austeridad 
más amplios o tener por finalidad desincentivar la migración 
irregular. Esto se ha traducido en mayores desigualdades 
entre los diferentes tipos de migrantes, así como entre la 
población migrante y la del país de acogida.157 

En muchos países, las personas migrantes en situación 
irregular o quienes no han obtenido el asilo solo tienen 
acceso a servicios médicos de emergencia, lo cual excluye, 

por ejemplo, los cuidados prenatales y posnatales, si bien 
algunas ciudades o regiones han adoptado iniciativas para 
cubrir ese déficit.158 Las evidencias obtenidas en Europa y 
Asia central muestran las graves consecuencias que puede 
entrañar un acceso inadecuado a la atención de la salud: 
las mujeres migrantes tienden, en general, a tener más 
problemas obstétricos y complicaciones durante el parto, 
así como mayores tasas de mortalidad materna que las no 
migrantes.159 Incluso en los casos en que existen servicios 
disponibles se necesitan políticas de apoyo que permitan 
a las mujeres migrantes superar las barreras de acceso de 
naturaleza financiera, administrativa, lingüística y cultural.160 

Las mujeres embarazadas y en período de lactancia 
que migraban de Venezuela a Colombia, por ejemplo, 
se enfrentaban a una atención médica inadecuada y no 
conseguían mantener una dieta nutritiva, cuidar de sí mismas 
y descansar lo suficiente.161 En agosto de 2018, el Gobierno 
de Colombia respondió a este problema regularizando a 
miles de venezolanas y venezolanos a través del Decreto 
núm. 1288, que permite a esas mujeres acceder a diversos 
servicios, incluidos los cuidados prenatales y posnatales. 
Tailandia representa un ejemplo de país que ha logrado 
avances muy importantes en la extensión de la atención 
sanitaria a los millones de personas migrantes en situación 
irregular que viven y trabajan dentro de sus fronteras 
(véase el recuadro 7.5). La Argentina, Ghana, la República 
Dominicana y Sudáfrica también han extendido los servicios 
de salud —no solo los de emergencia— a todas las personas 
migrantes, con independencia de su situación.162

Las y los hijos de progenitores con status migratorio 
irregular pueden convertirse en apátridas y no tener 
derecho a recibir servicios públicos.163 Algunos países, 
entre los que se cuenta la mayoría de los países europeos, 
garantizan por ley de manera explícita o implícita la 
“educación para todas las personas”.164 Más allá de ofrecer 
garantías de acceso, puede ser necesario adoptar medidas 
adicionales para asegurar que las familias que tienen hijos 
indocumentados puedan superar los obstáculos lingüísticos, 
financieros y administrativos que aún persisten.165 En los 
Estados Unidos, las y los niños migrantes tienen derecho 
legal a la educación y pedir a una niña o un niño que 
revele su situación contraviene la ley; de ese modo, las y los 
hijos de migrantes en situación irregular gozan de cierta 
protección frente a la discriminación.166
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ATENCIÓN SANITARIA PARA LAS FAMILIAS MIGRANTES EN TAILANDIA

Tailandia es uno de los principales países receptores de migración internacional en Asia oriental y sudoriental. Entre 1990 y 2017, 
el número de mujeres migrantes en el país aumentó más de siete veces, pasando de unas 245.207 a 1.786.550.167 El país es un 
importante destino para mujeres migrantes en situación irregular en la región, sobre todo trabajadoras domésticas que llegan 
desde Myanmar y la República Democrática Popular Lao.168 En 2001, Tailandia comenzó a implementar un sistema de cobertura 
sanitaria universal por el que se concede el acceso a todas las personas migrantes con independencia de su estatus migratorio. 
En 2005 se amplió la cobertura a las personas dependientes, incluidos cónyuges e hijos.169

En Tailandia, las personas migrantes tienen a su disposición dos tipos de regímenes de seguro médico. El primero, un régimen de 
seguridad social, va dirigido a personas migrantes en situación regular que trabajan en la economía formal. Se financia mediante 
impuestos que se deducen de la nómina y a los que contribuyen por igual empleadores, empleadas y empleados y el Gobierno. El 
segundo, un programa de seguro médico para personas migrantes, ofrece un régimen inclusivo y de inscripción voluntaria al que 
pueden acceder las personas migrantes en situación irregular y sus hijos, así como trabajadoras y trabajadores de la economía 
informal, donde las mujeres están sobrerrepresentadas.170 

Se han creado varias iniciativas para ampliar el acceso a la atención de la salud a las comunidades migrantes de lugares remotos, 
por ejemplo a través de clínicas móviles, servicios de información bilingües, centros integrales y campañas de difusión en los 
centros de trabajo. Se han contratado profesionales de la salud migrantes para garantizar que en los centros se ofrezcan servicios 
sanitarios culturalmente adecuados y evitar problemas de comunicación entre pacientes y las personas que los atienden, además 
de que se realizan visitas domiciliarias y se proporciona información sanitaria al público en general.171 

A pesar de estas iniciativas, las persistentes barreras culturales, lingüísticas y financieras provocan que únicamente alrededor 
de la mitad de las personas migrantes estén cubiertas por el seguro médico, lo que en 2018 dejaba sin cobertura a más 
de 800.000 migrantes en situación irregular.172 Entre los obstáculos figuran la imposibilidad de hacer frente a los pagos 
del seguro, aunque sean reducidos,173 el requisito de documentos de identidad en algunos hospitales174 así como barreras 
lingüísticas y culturales.175 También es necesario continuar avanzando en el establecimiento de acuerdos bilaterales con los 
países de donde proviene la población migrante, con el objeto de garantizar una cobertura en todas las etapas del trayecto, 
incluido el retorno al lugar de origen.176 

RECUADRO 7.5

El acceso a servicios de educación temprana y cuidado 
infantil también puede posibilitar que las mujeres migrantes 
participen en el trabajo remunerado, como se expone en el 
capítulo 5. Esto no solo es importante para evitar la privación 
económica de la familia y garantizar que las y los niños no 
queden desatendidos, sino también para mejorar el acceso 
de las mujeres a un ingreso propio, lo cual fortalece su poder 
de negociación en la familia. En la India, por ejemplo, la Ley 
sobre el trabajo de la construcción de 1996 dio un impulso 
a las empresas de construcción para crear, en colaboración 
con diversas ONG, servicios de cuidado infantil en beneficio 
de las familias que migran desde las regiones rurales para 
trabajar en dicho sector en las zonas urbanas.177

El costo del cuidado infantil puede resultar prohibitivo para 
las familias migrantes. Incluso las personas migrantes 
internacionales en situación regular pueden no tener 
derecho a prestaciones familiares o servicios de cuidado 
infantil subvencionados, como sucede con los y las 
trabajadoras domésticas migrantes en algunos países 
europeos.178 En esas situaciones, las redes de protección 

social informales deben llenar los vacíos que deja el 
Estado. En el Líbano, por ejemplo, las mujeres migrantes 
procedentes de Etiopía dependen de otros miembros de 
su comunidad para compartir los gastos del hogar y las 
responsabilidades de cuidado infantil.179 Sin embargo, 
este tipo de arreglos presenta limitaciones, y los gastos, 
las dificultades para acceder a la educación y el cuidado 
infantil y los problemas para adaptarse al país de destino 
pueden llevar a los progenitores a enviar a sus hijos de 
vuelta al país de origen.180 Durante la crisis financiera 
de 2008, los migrantes ecuatorianos en España enviaron 
a sus hijos a su hogar de origen debido a que la falta de 
servicios de cuidado infantil era incompatible con sus 
nuevas circunstancias y con sus estrategias de adaptación 
económica, como la ampliación de los horarios de trabajo o 
la búsqueda de empleo en otras ciudades.181 

Dado que buena parte de la migración es de carácter 
intrarregional (véase la subsección “La geografía y los 
factores que fomentan la migración están cambiando”), 
diversas organizaciones intergubernamentales regionales 
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creadas con fines de integración económica han establecido 
también una serie de medidas de protección social. A modo 
de ejemplo, cabe citar La Comunidad del Caribe (CARICOM) 
y el Mercado Común del Sur (MERCOSUR) en la región de 
América Latina y el Caribe y la Unión Europea.182 

En noviembre de 2017, los Estados Miembros de la 
Asociación de Naciones de Asia Sudoriental (ASEAN) 
firmaron el Consenso de la ASEAN sobre la Promoción y 
Protección de los Derechos de los Trabajadores Migrantes 
(véase la historia de cambio “Protección para las 
trabajadoras y los trabajadores migrantes indonesios y 
sus familias”). Dicho Consenso representa un paso hacia 
el establecimiento de un marco regional común que será 
beneficioso para las mujeres migrantes y sus familias.183 
Pese a que las mujeres migrantes representan casi la mitad 
de la migración intrarregional de la ASEAN y realizan una 
contribución significativa al crecimiento económico de la 
región, se enfrentan a importantes desafíos para acceder a 
la protección social.184 Las mujeres tienden a concentrarse 
en oficios no cualificados o poco cualificados y en sectores 
que exigen gran cantidad de trabajo físico, situados en el 
extremo inferior de la escala ocupacional, y muchas de 
ellas no cumplen los requisitos establecidos para acceder a 
las prestaciones disponibles.185 Aquellas que se encuentran 
en situación regular pueden contribuir directamente a los 
regímenes de protección social por la vía impositiva y tener 
derecho a cobrar prestaciones durante su estancia en el 
país de destino. Sin embargo, cuando regresan a su país 
de origen es improbable que puedan llevarse consigo las 
aportaciones realizadas, lo que significa que no podrán 
beneficiarse de ellas en años posteriores. En esta región y 
en muchas otras es necesario intensificar la cooperación 
y la inversión para garantizar la “portabilidad” de las 
prestaciones de protección social a largo plazo, incluidas 
las pensiones por vejez, por viudez y por discapacidad, así 
como la atención de la salud.186 

Remesas monetarias y obsequios
Las remesas son un elemento clave de la vida familiar 
transnacional. Se calcula que en 2016 un total de 800 millones 
de personas recibían ayuda en forma de remesas enviadas 
por un familiar o ser querido que vivía en el extranjero.187 La 
mayoría de las familias usan las remesas para alcanzar un 
mínimo nivel de subsistencia, por ejemplo para financiar la 
vivienda o la alimentación, así como para sustituir sistemas de 
seguridad social inadecuados o ausentes.188

Además de respaldar económicamente a las familias, 
las remesas también tienen otros tipos de implicaciones 
sociales para ellas.189 Junto con los obsequios que envían los 

progenitores que migran al extranjero, sirven como símbolos 
de amor y cuidado para las y los niños que se quedan.190 Algo 
similar sienten las esposas y madres cuando reciben remesas 
y obsequios de sus esposos migrantes, aunque este tipo 
de contribuciones financieras no mitiguen necesariamente 
el estrés y la ansiedad que pueden experimentar como 
resultado de la distancia y de sus propias responsabilidades 
de cuidados en el hogar.191

Los procesos de negociación que tienen lugar en las familias, 
complejos y en ocasiones tensos, pueden condicionar el 
modo de gastar las remesas, determinar quién puede 
decidir su uso y quién se beneficia de ellas.192 Las mujeres 
no siempre ostentan el control del modo en que se utilizan 
las remesas, pero cuando lo tienen, pueden transformar 
los roles de género tradicionales acerca de quién toma las 
decisiones de gasto en el hogar.193 Sin embargo, en algunos 
casos, la llegada de remesas puede reforzar el papel que 
desempeñan las mujeres como encargadas de las tareas 
domésticas y de los cuidados. En el Perú, por ejemplo, 
cuando los hombres migran al extranjero, algunas mujeres 
renuncian a trabajar fuera de casa y adoptan una función 
de “maternidad intensiva”194 que las lleva a concentrarse 
exclusivamente en cuidar de sus hijos.195 En otros contextos, el 
trabajo adicional de cuidados no remunerado de personas 
dependientes que deben realizar las mujeres en ausencia 
de los esposos limita sus oportunidades de desempeñar un 
trabajo remunerado.196 

Algunas de estas dinámicas se mitigan cuando son las mujeres 
quienes envían las remesas. En una investigación realizada 
sobre familias transnacionales filipinas se llegó a la conclusión 
de que las mujeres migrantes retenían cierto control sobre sus 
remesas confiándolas a una hija mayor, quien seguramente 
se responsabilizaría del cuidado de otros familiares durante 
su ausencia. Por un lado, esta práctica sitúa a las mujeres en 
el papel de sostén económico de la familia y extiende el poder 
de decisión a las mujeres jóvenes del hogar; por otro, refuerza 
la responsabilidad de las mujeres de proporcionar cuidados 
no remunerados, y puede que las hijas —que quizá también 
estén en la escuela— lo vivan como una carga.197

Cambios en las ideas y normas sociales 
en torno a la vida familiar
El término “remesas sociales”198 se refiere a la exportación 
de ideas y comportamientos desde un destino migratorio a 
la comunidad de origen, ya sea a través de la comunicación 
mediante las TIC, cuando las personas migrantes regresan 
de forma permanente o de visita o cuando las personas no 
migrantes viajan para visitar a sus familiares y amistades 
migrantes. La migración, por lo tanto, puede transformar 
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las normas sociales predominantes (véase el capítulo 1) 
como pueden ser los roles de género tradicionales. En un 
estudio llevado a cabo en Nepal, mujeres que migraron a 
Asia occidental para desempeñarse como trabajadoras 
domésticas señalaron que, pese a que a menudo habían 
vivido experiencias difíciles, estas les habían proporcionado 
la confianza necesaria para cuestionar las normas y los 
estereotipos sociales predominantes a su regreso. Con el 
apoyo de una ONG llamada Pourakhi, creada con el fin 
de ayudar a las mujeres migrantes a lo largo de todo el 
proceso de migración laboral, las mujeres consiguieron a 
su vuelta empleos en sectores y puestos dominados por los 
hombres —como guías turísticas, por ejemplo—; adquirir 
tierras y construir casas en zonas rurales donde las mujeres, 
por lo general, no heredan bienes; así como posponer el 
matrimonio. Todos estos logros les ayudaron a mejorar su 
poder de negociación en la familia.199

Si bien las remesas sociales pueden influir en algunas ideas y 
prácticas en las comunidades de origen, el cambio a menudo 
es lento. Además, la transmisión de ideas y prácticas no 
siempre resulta positiva o inmediata. Las personas migrantes 
que viajan a lugares donde existe mayor desigualdad de 
género pueden traer consigo creencias discriminatorias a 
su regreso. Una mujer migrante que era el principal sostén 
económico de su familia mientras se encontraba en el 
extranjero puede encontrarse al volver al hogar con que se 
espera que retome su papel de ama de casa y utilice sus 
ahorros para apoyar la actividad comercial de su esposo.200 

El desplazamiento forzado también puede provocar 
cambios en las normas sociales, las cuales pueden resultar 
perjudiciales para los derechos de las mujeres. Por ejemplo, 
a veces los hombres responden con violencia no solo ante 
el estrés derivado del desplazamiento, sino también frente 
a la desestabilización de las normas sociales y los roles 
de género que puede producirse en esas situaciones.201 
En las comunidades de personas desplazadas internas 
de Colombia, por ejemplo, el hecho de que las mujeres 
incrementaran su participación en el empleo en un contexto 

en el que los hombres tenían muchas dificultades para 
encontrar trabajo se vinculó a un aumento de los índices 
de violencia contra las mujeres por parte de sus parejas.202 
En los campamentos para personas refugiadas del Iraq, 
Kenya y Sudán del Sur, los hombres manifestaron sentirse 
incapaces de garantizar el sostenimiento económico de 
sus familias, pero también excluidos y amenazados por 
las mayores oportunidades educativas y de formación 
profesional que los organismos internacionales ofrecían a 
las mujeres y las niñas. De acuerdo con los hombres, todos 
estos factores contribuían a generar violencia en la pareja.203 
Estas conclusiones ponen de relieve la importancia crucial de 
los servicios de respuesta a la violencia en la pareja y a otras 
formas de violencia contra las mujeres en los campamentos y 
centros de recepción de personas refugiadas. 

Además de traer consigo cambios en los lugares de origen y 
en las comunidades migrantes, la migración también influye 
en las ideas y normas sociales en las comunidades de destino. 
La migración conlleva una amplia diversidad de ideas y 
experiencias que impregnan las artes creativas y la cultura 
popular, incluidos los campos de la literatura, la música, el 
cine, el deporte y la cocina.204 Sin embargo, con demasiada 
frecuencia la xenofobia y el racismo se ven alimentados por 
una representación negativa de las personas migrantes y 
refugiadas por parte de determinados agentes del sector 
político y los medios de comunicación, un problema que se 
ve agravado por la falta de reconocimiento e información 
de los gobiernos sobre la contribución de las personas 
migrantes a la economía y a la sociedad en su conjunto.205 
Los estereotipos según los cuales la vida familiar de las 
personas musulmanas se apoya en valores conservadores 
y patriarcales, por ejemplo, se utilizan en algunos países 
para introducir o justificar políticas migratorias o de 
integración más restrictivas para las familias migrantes.206 
En consecuencia, incumbe a los gobiernos de los países de 
acogida no solo ayudar a las mujeres migrantes a realizar sus 
derechos económicos y sociales, sino también dar a conocer 
adecuadamente sus contribuciones a la vida familiar y a las 
sociedades en las que viven.

7.5	 LA GESTIÓN DE LA MIGRACIÓN EN APOYO DE 
LAS MUJERES Y LAS FAMILIAS
En septiembre de 2016, los Estados se reunieron para 
firmar la Declaración de Nueva York para los Refugiados 
y los Migrantes (en adelante, la Declaración de Nueva 
York). En dicho documento se reiteraron los compromisos 

de proteger los derechos humanos, con independencia 
del estatus migratorio, y de compartir la responsabilidad 
de rescatar, recibir y alojar a las personas refugiadas y 
migrantes.207
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La declaración contiene firmes compromisos de garantizar 
que las políticas migratorias se diseñen con perspectiva de 
género y tengan en cuenta los derechos de las mujeres y 
las niñas.208 En particular, reconoce el derecho a acceder 
a servicios de atención de la salud sexual y reproductiva, 
la urgencia de combatir la violencia contra las mujeres —
incluida la violencia sexual— y la necesidad de abordar las 
múltiples formas de discriminación que se refuerzan entre sí.

Tras la Declaración de Nueva York, los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas y otras partes interesadas, incluidas 
diversas organizaciones de la sociedad civil, iniciaron 
consultas y negociaciones dirigidas a formalizar dos pactos 
mundiales: el Pacto Mundial para la Migración y el Pacto 
Mundial sobre los Refugiados. Ambos fueron adoptados por 
la mayoría de los Estados Miembros de las Naciones Unidas 
en diciembre de 2018.

La Declaración y ambos Pactos llegan en un momento en el 
que el problema de la migración se ha vuelto prioritario en las 
agendas políticas de muchos países, y en el que a menudo se 
culpa a las personas migrantes de las perturbaciones y crisis 
sociales y económicas. Estos acuerdos señalan un importante 
compromiso con el multilateralismo, con la colaboración 
entre diferentes países en un tema que exige cooperación 
a escala regional y mundial. Al reiterar y reafirmar el marco 
de obligaciones en materia de derechos humanos de las 
Naciones Unidas, ambos Pactos han proporcionado un muy 
necesario nuevo impulso para su aplicación.

Por lo que respecta a facilitar que las familias vivan juntas, el 
Pacto Mundial para la Migración se compromete a adaptar 
vías para la migración regular que respeten “el derecho a 
la vida familiar”, a simplificar los procedimientos para la 
reunificación familiar de las personas migrantes sea cual sea 
su nivel de cualificación y, en el caso de las niñas y los niños 
no acompañados y separados, a establecer “procedimientos 
especiales para identificarlos, derivarlos y prestarles 
cuidados y reunificar a las familias”.209 Este último aspecto, sin 
embargo, continúa sometido a diversos requisitos, como los 
relativos a “los ingresos, el dominio del idioma, la duración 
de la estancia, la autorización para trabajar y el acceso 
a la seguridad y los servicios sociales”, que continuarán 
discriminando a determinados grupos de mujeres y familias. 
Por su parte, el Pacto Mundial sobre los Refugiados contiene 
también un compromiso de facilitar procedimientos e 
itinerarios de derivación para la reunificación familiar de las 
personas refugiadas.210

Ambos instrumentos reconocen la desproporcionada 
exposición a la violencia a la que se enfrentan las mujeres 
y las niñas en los procesos migratorios y de obtención de 
la condición de refugiadas.211 El Pacto Mundial para la 
Migración, por ejemplo, dispone que las personas migrantes 
tienen derecho al disfrute del “más alto nivel posible 
de salud física y mental” y que las políticas migratorias 
deberían incluir el acceso a la atención de la salud, sobre 
todo en casos de violencia sexual y de violencia contra las 
mujeres.212 Estos Pactos no incluyen referencias explícitas 
a los servicios de salud sexual y reproductiva,213 pero el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
ha hecho hincapié en que dichos servicios constituyen un 
componente integral de la obligación que tienen los Estados 
de garantizar el derecho a la salud.214

Los Pactos incluyen asimismo disposiciones clave 
relacionadas con el papel de las mujeres como sostén 
económico de sus familias: el objetivo núm. 20 del 
Pacto Mundial para la Migración sobre la agilización 
y simplificación de las remesas aborda la necesidad 
de facilitar el acceso de las mujeres migrantes a una 
capacitación financiera básica y a los sistemas formales de 
transferencia de remesas; por su parte, la sección 2.2 del 
Pacto Mundial sobre los Refugiados, dedicada al empleo y 
los medios de subsistencia, se compromete a promover las 
oportunidades económicas de las mujeres refugiadas. El 
Pacto Mundial para la Migración incluye consideraciones 
específicas sobre la contratación ética y las condiciones de 
trabajo decentes para los y las trabajadoras domésticas, 
haciéndose eco del Convenio sobre las trabajadoras y los 
trabajadores domésticos de la OIT (núm. 189, 2011).215 

La disponibilidad de datos de mayor calidad puede fomentar 
un discurso público bien informado en torno a los procesos 
migratorios y las poblaciones migrantes y refugiadas.216 
El Pacto Mundial para la Migración insta a establecer 
y reforzar centros regionales para la investigación de 
las migraciones, que se dediquen a recopilar y difundir 
información sobre las contribuciones de las personas 
migrantes, los desafíos de la migración y los factores que la 
fomentan.217 Se necesita una recopilación y utilización más 
oportunas de datos cualitativos y cuantitativos desglosados, 
como mínimo, por sexo, edad y estatus migratorio con el 
fin de garantizar la eficacia de las políticas.218 Esto debería 
incluir la recopilación de datos y la presentación de informes 
sobre la violencia contra las mujeres y las niñas en todas las 
etapas del proceso migratorio.219 
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Las normas internacionales dejan claro que los Estados y 
otras partes interesadas, incluido el sector privado, tienen la 
responsabilidad de salvaguardar el derecho de las personas 
migrantes a la privacidad, la protección de datos y la 
confidencialidad.220

Al hacer de la perspectiva de género un principio rector de 
la gestión de la migración en ambos Pactos, los Estados 
Miembros han asumido el compromiso de garantizar 
que las políticas, leyes, programas y servicios fomenten 

la igualdad de género y los derechos de las mujeres.221 La 
implementación de políticas con perspectiva de género 
exigirá reconocer los múltiples roles que desempeñan 
las mujeres en la vida pública y en la vida familiar, la 
diversidad de familias en las que viven las mujeres y todos 
sus derechos.222 Una manera muy importante de asegurar 
la satisfacción de las necesidades de las mujeres migrantes 
y refugiadas consiste en implicarlas en la formulación de 
políticas y en el diseño y la prestación de servicios con los 
que se pretende ayudarlas a ellas y a sus familias.223 

7.6	 CONCLUSIONES
La migración es un fenómeno determinante que afecta 
la vida familiar y el modo en que viven las mujeres en las 
familias. En muchos casos, las mujeres o sus parejas migran 
a ciudades más grandes o al extranjero con el objetivo de 
ayudar económicamente a sus familias. En otros, un conflicto 
o la debilidad de los sistemas de protección social pueden 
empujar a las personas a trasladarse a otro lugar. Las 
mujeres que migran también pueden hacerlo en respuesta 
a normas y prácticas sociales discriminatorias, y a menudo 
se encuentran con marcos reglamentarios y políticas poco 
favorables a la vida familiar y a los derechos de las mujeres.

Pese a que los países de destino se benefician de la mano 
de obra migrante y los países de origen, a su vez, de las 
remesas que envían las personas migrantes, las familias 
migrantes absorben diversos costos sociales y económicos. 
Con frecuencia, las personas migrantes se ven separadas de 
sus seres queridos, y la existencia de normativas y políticas 
sociales restrictivas en los países de destino hacen difícil 
o imposible que muchas personas migrantes disfruten de 
determinados aspectos de la vida familiar, como la presencia 
física, la intimidad y los cuidados. Las mujeres afrontan costos 
adicionales, puesto que, incluso cuando son ellas las que 
migran, la principal responsabilidad de cuidar de las personas 
que se quedan en casa sigue recayendo sobre ellas.

Cuando las familias migran juntas, o cuando una mujer 
migra para unirse a su esposo, las normativas y políticas 
discriminatorias pueden debilitar el poder de negociación 
de las mujeres migrantes en la familia, por ejemplo, al 
condicionar su derecho a permanecer en el país a su 

relación con un cónyuge que las patrocine. Para garantizar 
la igualdad de las mujeres es fundamental que su estatus 
migratorio no esté atado al de su esposo y que tengan 
acceso a recursos y servicios de apoyo que les permitan 
escapar de situaciones de violencia en la familia. También 
es crucial que los países de tránsito y de destino y las 
organizaciones humanitarias tomen medidas para prevenir 
la violencia contra las mujeres y responder a ella, ofrezcan a 
las mujeres oportunidades para obtener un ingreso propio y 
garanticen el acceso a servicios públicos y protección social.

La gestión de la migración debe llevarse a cabo con 
perspectiva de género para asegurar que las leyes, políticas 
y servicios migratorios reconozcan y respondan a las 
diferentes realidades de las mujeres, los hombres, las niñas 
y los niños en los procesos migratorios y de refugio. Las 
organizaciones de la sociedad civil tienen un papel clave 
que desempeñar para garantizar que los derechos de las 
mujeres constituyan la piedra angular de los marcos en el 
ámbito de la migración y que los compromisos recientemente 
contraídos ofrezcan los resultados deseados.

Por último, deben tomarse medidas para abordar los motivos 
que llevan a las personas —y, en especial, a las mujeres y 
las niñas— a migrar: por ejemplo, conflictos prolongados, la 
violencia contra las mujeres, las desigualdades de género 
profundamente arraigadas en la familia, la comunidad y el 
mercado de trabajo, así como patrones de desarrollo que 
no generan medios de vida ni trabajo decente para que las 
mujeres puedan disfrutar de un nivel de vida adecuado sin 
tener que migrar.224
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PAQUETE DE POLÍTICAS ORIENTADAS A LAS 
FAMILIAS PARA FOMENTAR LA IGUALDAD DE 
GÉNERO Y EL EMPODERAMIENTO DE LAS MUJERES 
Con el fin de aplicar las recomendaciones formuladas en 
este informe, los gobiernos deben diseñar un paquete de 
transferencias monetarias y servicios sociales orientados a las 
familias, destinados a apoyar a los diversos tipos de familias 
y a proteger los derechos de las mujeres. La Comisión de la 
Condición Jurídica y Social de la Mujer ha puesto de relieve la 
importancia de este paquete de medidas y ha instado a los 
gobiernos a implementar políticas orientadas a las familias 
para lograr la igualdad de género y el empoderamiento de las 
mujeres.1 Algunos de los elementos clave de este paquete de 
políticas —protección social, servicios de cuidados y cobertura 
universal de los servicios de salud, incluido el acceso a la 
salud sexual y reproductiva— también figuran en la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible y en diversas metas de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

Por ejemplo, la meta 1.3 de la Agenda 2030 aspira a que los 
gobiernos implementen sistemas y medidas de protección 
social adecuados para todas las personas, incluido el 
establecimiento de pisos mínimos de protección social; la 
meta 5.4 insta a reconocer y valorar el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado a través de la provisión de servicios 
públicos, infraestructura y políticas de protección social, así 
como de la promoción de la responsabilidad compartida 
en el seno del hogar y la familia; la meta 5.6 hace hincapié 
en los acuerdos alcanzados en el Programa de Acción de la 
Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, 
la Plataforma de Acción de Beijing y los documentos finales 
de sus conferencias de examen periódico para garantizar 
el acceso universal a la salud sexual y reproductiva y a los 
derechos reproductivos.

En el estudio de costos encargado específicamente para este 
informe se incluyen los elementos clave del paquete de políticas 
orientadas a las familias recomendadas aquí, y confirma que 
dicho paquete es asequible para la mayoría de los países.2

Las políticas de cuidados y protección social incluidas 
en el paquete tienen una importancia enorme para las 
familias y para la sociedad en su conjunto, y sus efectos 
resultan especialmente relevantes para las mujeres. Las 
políticas contienen medidas concretas para abordar la 
sobrerrepresentación de las mujeres entre las personas que 
carecen de ingresos seguros, las contingencias específicas 

que afrontan a lo largo del curso de vida (en particular, la 
maternidad y la mayor longevidad) y la desproporcionada 
carga de trabajo de cuidados no remunerado que asumen.

En este estudio se utilizó una metodología establecida por la 
Organización Internacional del Trabajo para estimar el costo 
de la implementación de los niveles mínimos de protección 
social, de acuerdo con la Recomendación de la OIT sobre 
los pisos de protección social, 2012 (núm. 202). La principal 
diferencia entre los cálculos que aquí se presentan y otros 
ejercicios similares, entre los que cabe destacar el Índice de 
Pisos de Protección Social, es la inclusión de los servicios de 
cuidado infantil y de personas adultas mayores dependientes.3 
El análisis no abarca todas las políticas incluidas en el informe. 
A los efectos de este ejercicio se excluyeron aquellas para las 
que no existen metodologías establecidas de estimación de 
costos, como, por ejemplo, las reformas de leyes de familia, la 
introducción e implementación de leyes sobre violencia contra 
las mujeres o la mejora de la recopilación y el análisis de datos 
sobre las familias.

Protección social, servicios sanitarios y de 
cuidados: inversiones cruciales para las 
mujeres, las familias y las sociedades
Las políticas destinadas a garantizar la protección de los 
ingresos a lo largo del curso de vida, la cobertura universal de 
los servicios de salud esenciales (incluida la atención de la salud 
sexual y reproductiva) y los servicios de cuidados son inversiones 
indispensable para el cumplimiento de los derechos humanos, 
el desarrollo de las capacidades humanas y la creación de 
economías y sociedades más sólidas. Sin embargo, a pesar de 
los beneficios que ofrece la protección social, tan solo el 45,0 % 
de la población mundial cuenta con cobertura efectiva al menos 
en una de las esferas de política incluidas en este ámbito. La 
mayoría, por lo tanto (55,0 %), carece de protección.4

Tal como se plantea en este informe, la inversión en servicios 
de cuidados es crucial para el progreso de los derechos de 
las mujeres y para apoyar a las familias. Esto se debe a que 
benefician a dos grupos de personas a la vez: tanto a las 
receptoras de cuidados como a quienes los proveen. Dichos 
servicios permiten garantizar el adecuado desarrollo físico 
y mental infantil, y el acceso a la salud y la dignidad de las 
personas con discapacidad y las personas adultas mayores 
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dependientes. Al mismo tiempo, asisten a las personas que, 
con mayor frecuencia, suelen ocuparse de los cuidados en 
las familias, a saber, las mujeres y las niñas.

Los servicios de cuidados tienden a ser relativamente 
onerosos, sobre todo a corto plazo, debido a la inversión 
inicial necesaria en infraestructura, la contratación de 
personal y su capacitación, etc. Sin embargo, los costos 
de estos servicios pueden recuperarse en buena medida 
a mediano plazo a través del aumento de los ingresos 
tributarios y de las contribuciones a la seguridad social de 
las personas con trabajos decentes y de calidad en el sector 
de los cuidados, los costos en salud que pueden evitarse y 
los beneficios a largo plazo asociados al hecho de contar 
con una juventud más sana y mejor instruida. No obstante, 
muchos países —sobre todo los de ingreso mediano e 
ingreso bajo— deberán adoptar un enfoque escalonado e ir 
incrementando la inversión poco a poco. 

En un estudio solicitado por ONU Mujeres en 2018 se 
examinaron en detalle los costos que conllevaría la ampliación 
de los servicios de educación temprana y cuidado infantil 
en Sudáfrica y el Uruguay.5 Se diseñaron dos escenarios 
diferenciados para cada país según un nivel mayor o menor 
de cobertura, en los que se garantizan salarios decentes y 
una proporción adecuada de docentes y niñas y niños.6 En 
vista de la necesidad de implementar los servicios de manera 
progresiva, se concluyó que, en el caso del escenario menos 
ambicioso proyectado  para Sudáfrica, por ejemplo, se 
necesitaría una inversión equivalente al 1,8 % del producto 
interno bruto (PIB). Con ello se crearían más de 1,2 millones 
de nuevos puestos de trabajo y, partiendo de la hipótesis de 
que las mujeres ocuparían la mayoría de ellos, la tasa de 
empleo femenina aumentaría 5,3 puntos porcentuales. A su 
vez, esos puestos generarían nuevos ingresos tributarios y 
contribuciones a la seguridad social por un importe superior a 
2 mil millones de dólares de los Estados Unidos, lo que significa 
que la inversión neta necesaria sería del 1,2 % del PIB.

En el escenario más ambicioso diseñado también para 
Sudáfrica, se calcula que una inversión anual bruta del 3,2 % 
del PIB no solo se traduciría en una cobertura universal para 
todas las niñas y niños de 0 a 5 años, sino que además 
crearía 2,3 millones de nuevos puestos de trabajo e 
incrementaría el empleo de las mujeres en 10,1 puntos 
porcentuales. En este caso, la inversión neta necesaria sería 
del 2,1 % del PIB.

Enfoque
El análisis de costos realizado para este informe incluye las 
siguientes transferencias y servicios:

•	 protección social a lo largo de todo el curso de vida 
para niñas y niños (de 0 a 17 años); personas en edad 

de trabajar (de 18 a 64 años) que no pueden obtener 
un ingreso adecuado por razones de desempleo, 
licencia por maternidad, parental o discapacidad; y 
personas adultas mayores (de 65 años o más);

•	 cobertura sanitaria universal, incluidos los servicios de 
salud sexual y reproductiva; 

•	 educación temprana y cuidado infantil (para niñas 
y niños de 0 a 5 años), y

•	 servicios de cuidados prolongados para personas 
adultas mayores (de 65 años o más).

En el análisis se identifican los déficits actuales en la 
protección y se calcula el costo de subsanarlos. Se ofrece 
un panorama estático donde se resumen  en orden 
descendente los recursos necesarios, expresados como 
porcentaje del PIB de un determinado país. Se trata de 
una aproximación general que brinda la oportunidad de 
efectuar análisis más profundos y detallados a escala 
nacional mediante estimaciones específicas para cada 
país.7 En los costos presentados no se consideran los 
efectos multiplicadores del lado de la demanda ni sus 
efectos sobre el empleo, la productividad y el crecimiento 
económico; tampoco los ingresos generados a través del 
sistema de impuestos y transferencias. 

En este informe se aboga por el pago universal de 
transferencias monetarias que contribuyan a lograr un nivel 
de vida adecuado, dado que los esquemas focalizados 
pueden implicar altos costos administrativos y a menudo 
generan exclusión (véase el capítulo 4). Ahora bien, en 
reconocimiento a que la mayoría de los países (o todos 
ellos) deberán implementar el paquete de políticas de 
manera escalonada a lo largo del tiempo, en consonancia 
con el principio de realización progresiva de los derechos 
humanos, en el análisis de los costos se simulan varios 
escenarios de implementación diferentes.

Con esto en cuenta, se presentan aquí las estimaciones 
referentes a un enfoque selectivo en el que se utiliza 
un umbral de pobreza relativa fijado en el 50,0 % de 
la mediana de los ingresos. Los umbrales de pobreza 
relativa se definen en relación con la distribución de los 
ingresos dentro de un país determinado en un momento 
dado; es decir, que una persona sufrirá privación o 
exclusión social si su nivel de ingreso es inadecuado en 
comparación con el de otras personas de ese país. La 
ventaja de este método es que aumenta la pertinencia 
del análisis para los países de ingreso más alto, ya que 
trasciende los recursos necesarios para la supervivencia 
física y tiene en cuenta los requeridos para evitar la 
exclusión social.
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Sin embargo, en los países de ingreso mediano e ingreso bajo,  
el 50,0 % de la mediana de los ingresos se sitúa por debajo del 
umbral de pobreza extrema definido por el Banco Mundial 
—1,90 dólares de los Estados Unidos por día, expresados en 
paridad de poder adquisitivo de 2011—.8 Este umbral se utiliza 
como piso para los umbrales de pobreza relativa y se aplica en 
estos países debido a que representa el nivel mínimo absoluto 
de ingreso aceptado a escala mundial. Se parte de la hipótesis 
de que el costo administrativo de un modelo focalizado es 
del 11,0 % del costo total de las transferencias. 

En el análisis se estiman los déficits en el acceso a la salud 
con base en dos indicadores que evalúan la idoneidad 
de los recursos públicos totales asignados a los sistemas 
de atención sanitaria, así como la distribución de los 
recursos dentro de esos sistemas. Por último, se identifican 
las necesidades de cuidados insatisfechas a partir de 
estimaciones del número de niñas, niños y personas 
adultas mayores dependientes, suponiendo una proporción 
adecuada entre las personas que prestan cuidados y 
la cantidad de personas receptoras, así como salarios 

decentes para las personas que prestan los cuidados. 
Utilizando este método, se incluyen las estimaciones 
obtenidas para 155 países.9

La mayoría de los países pueden financiar 
un paquete de políticas orientadas a las 
familias
Los cálculos expuestos muestran que un paquete de políticas 
orientadas a las familias que incluya atención sanitaria, apoyo a 
los ingresos y los cuidados a lo largo del curso de vida es factible 
para la mayoría de los países. En el gráfico 1 se ilustra el número 
de países según el volumen de recursos que necesitarían para 
cerrar las brechas de ingresos, salud y cuidados. Se constata 
que la cuarta parte de los países (41 de un total de 155) podrían 
implementar las políticas necesarias con una inversión inferior 
al 3,0 % del PIB, y poco más de la mitad de los países analizados 
(79) podrían hacerlo por menos del 5,0 % de su PIB. Para 
uno de cada cinco países incluidos en el estudio (35), estas 
políticas tendrían un costo superior al 10,0 % del PIB, por lo que 
requerirían apoyo externo adicional, por ejemplo, a través de la 
asistencia oficial para el desarrollo (AOD).

NÚMERO DE PAÍSES SEGÚN EL VOLUMEN DE RECURSOS NECESARIO PARA 
SUBSANAR EL DÉFICIT EN MATERIA DE INGRESOS, SALUD Y CUIDADOS COMO 
PROPORCIÓN DEL PIB, 2015

Fuente: Bierbaum y Cichon (de próxima publicación).
Notas: Se utilizaron datos correspondientes a 2015 o al año más reciente disponible para cada país, en una muestra de 155 países. En los casos en que no se disponía de 
estimaciones nacionales, los valores se imputaron con base en el promedio de los países de la misma región y categoría de ingreso (salvo los datos correspondientes a 
las brechas de pobreza, las tasas de desempleo y las tasas de participación laboral, los partos atendidos por personal cualificado y el gasto en cuidados a largo plazo).
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<1
,0

1,0
–1

,9

2,
0–

2,
9

3,
.0

–3
,9

4,
0–

4,
9

5,
0–

5,
9

6,
0–

6,
9

7,
0–

7,
9

8,
0–

8,
9

9,
0–

9,
9

10
,0

–1
0,

9

11
,0

–1
1,9

12
,0

–1
2,

9

13
,0

–1
3,

9

14
,0

–1
4,

9

>=
 15

,0

N
úm

er
o 

de
 p

aí
se

s

Porcentaje del PIB

35

30

25

20

15

10

5

0

6
5

30

25

13

6

12
11

6 6

2

5

1
3

4

20



231

¿CUÁNTO COSTARÁ?

Movilización de recursos
Para poder implementar estas políticas, los gobiernos 
necesitan movilizar recursos a través de diversas vías: 
aumento de los ingresos tributarios; ampliación de la 
cobertura de la seguridad social; préstamos o reestructuración 
de la deuda; maximización de la asistencia y las transferencias 
internacionales, así como la reducción de las transferencias 
Sur-Norte y la eliminación de los flujos financieros ilícitos.10 
Estas medidas están en consonancia con la Agenda de Acción 
de Addis Abeba de la Tercera Conferencia Internacional sobre 
la Financiación para el Desarrollo, que reiteró la importancia 
de “fortalecer aún más la movilización y la utilización eficaz de 
los recursos nacionales”.11

Aumentar los ingresos tributarios. Para la mayoría de los 
países, los ingresos tributarios representan la fuente más 
importante de financiamiento de sus inversiones sociales 
y públicas. Una estrategia habitual de los gobiernos para 
aumentar sus ingresos totales consiste en elevar las tasas 
impositivas aplicables, por ejemplo, al consumo, a los ingresos 
personales, las ganancias corporativas, el patrimonio y la 
herencia, las importaciones y exportaciones o la extracción de 
recursos naturales.12 También es posible aumentar los ingresos 
si se mejora la eficiencia de la recaudación, sin necesidad 
de modificar las tasas impositivas ni de introducir nuevos 
impuestos. Esto es especialmente importante en los países 
de ingreso bajo, donde los problemas de la administración 
tributaria pueden llegar a ser graves.13 

Existen otras medidas que pueden contribuir a aumentar los 
ingresos tributarios (como proporción del PIB) de manera 
significativa y sostenible. Entre ellas figuran la reducción 
o racionalización de las exenciones fiscales, la ampliación 
de la base fiscal mediante la introducción de nuevos 
impuestos especiales sobre determinados bienes (como 
algunos combustibles, el tabaco, los vehículos o el alcohol) 
y la tributación de algunas rentas nacionales, como las 
generadas por el turismo.14

Ampliar la cobertura de la seguridad social. Casi todos 
los países desarrollados aprovechan sus sistemas de 
seguridad social para crear margen fiscal. Entre los países 
en desarrollo, la Argentina, el Brasil, China, Costa Rica, 
Tailandia y Túnez han ampliado la cobertura y el recaudación 
de contribuciones a la seguridad social, a menudo como 
parte de sus estrategias nacionales de desarrollo. En algunos 
países, este tipo de medidas han ido acompañadas de 
incentivos a la formalización, creando así un círculo virtuoso: 
al aumentar el número de empresas formales, crecen 
también los ingresos recaudados por vía impositiva y en 
concepto de contribuciones a la seguridad social.15

Recurrir a préstamos o reestructuración de la deuda. Se 
puede recurrir a préstamos en el mercado financiero 
nacional e internacional (incluso en condiciones 
preferenciales) para financiar inversiones sociales, 
especialmente las que ofrecen una rentabilidad 
significativa a mediano y largo plazo, por ejemplo, en 
educación, atención de la salud y servicios de cuidado 
infantil.16 Estas inversiones elevarían la productividad 
y fomentarían una mayor inversión privada, lo que 
generaría mayores tasas de crecimiento. A su vez, 
un crecimiento más rápido se traduciría en recursos 
económicos adicionales capaces de producir ingresos 
tributarios más elevados y permitir a los gobiernos el 
pago de la deuda.

Sin embargo, para los países muy endeudados, la 
reestructuración de la deuda puede resultar más 
adecuada, dado que los altos niveles de endeudamiento 
impiden realizar inversiones sociales esenciales.17 De 
hecho, el servicio de la deuda pública en los países 
menos adelantados aumentó del 3,4 % del PIB en 2015 
al 4,3 % en 2017; en ese mismo período, el gasto público 
en atención de la salud y educación permaneció estable 
como proporción del PIB, con un ligero descenso en 2017.18 

Sin embargo, los nuevos incrementos de los costos que 
conlleva el servicio de la deuda externa podrían provocar 
una reducción del gasto público en esas áreas.

Maximizar la asistencia y las transferencias 
internacionales. La Agenda de Acción de Addis Abeba 
hace hincapié en la importancia de la movilización 
de recursos a nivel nacional, al tiempo que reconoce 
que la asistencia internacional para el desarrollo será 
necesaria para alcanzar los objetivos de desarrollo, 
“especialmente en los países más pobres y dotados 
de recursos nacionales limitados” (párrafo 50). Pese 
a los recientes incrementos que ha experimentado el 
volumen de los flujos de AOD con destino a los países 
menos adelantados, muchos países de ingreso alto han 
incumplido sus compromisos y buena parte del aumento 
de la asistencia se debe al crecimiento de la asistencia 
humanitaria en un reducido número de países.19 En los 
últimos tiempos, la proporción de asistencia destinada 
a sectores sociales ha disminuido, puesto que se ha 
incrementado el gasto en infraestructura y servicios 
económicos.20

Sin embargo, como se pone de manifiesto en este 
informe, la división entre gasto social y económico 
es arbitraria, y el gasto en sectores sociales puede 
tener efectos duraderos sobre la productividad y el 
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crecimiento. Las modalidades de AOD también han 
experimentado una transformación y reflejan cambios 
importantes, incluida una mayor cooperación Sur-Sur. 
Dado que el financiamiento para el desarrollo sigue 
evolucionando, resulta crucial mejorar el volumen y la 
eficacia de la asistencia destinada a inversiones sociales 
que fomenten la igualdad de género.

Reducir las transferencias Sur-Norte y eliminar los flujos 
financieros ilícitos. El volumen de los flujos financieros 
que salen de los países en desarrollo (en forma de pagos 
de intereses de la deuda externa, inversiones en el 
extranjero, fugas de capital, etc.) es muy superior al de 
los recursos que llegan a esos países (en forma de ayuda, 
inversión e ingresos procedentes del exterior). Esto da 
lugar a un flujo neto de salida de los países en desarrollo 
cuyo importe, según las estimaciones de las Naciones 
Unidas, ascendió a 970.700 millones de dólares de los 
Estados Unidos en 2014.21 Dicho de otro modo, los países 
pobres están transfiriendo recursos a los países ricos, y 
no a la inversa.22

Los flujos financieros ilícitos y los paraísos fiscales en 
el exterior reducen los recursos (de por sí limitados) 
de los que disponen los países, sobre todo en el 
caso de los países en desarrollo, cuya base fiscal es 
considerablemente menor que la de la mayoría de 
los países desarrollados. Los gobiernos pueden tomar 
medidas para movilizar recursos a nivel nacional; sin 
embargo, se requiere de la cooperación internacional 
para detener los flujos ilícitos, eliminar los paraísos 
fiscales y apoyar los esfuerzos que realizan los países 
para ampliar su margen fiscal. 

El último paso: invertir los recursos con miras a la igualdad 
de género
Los debates sobre la movilización de recursos no pueden 
separarse de aquellos relativos al modo en que se gastan. 
Existen diversos mecanismos, como los presupuestos 
participativos, las auditorías sociales y las audiencias 
públicas, que pueden mejorar la rendición de cuentas, al 
permitir que la sociedad civil utilice datos presupuestarios y 
participe en el proceso. 

Los presupuestos con perspectiva de género son una forma 
de analizar los efectos distributivos del gasto público, la 
tributación y la prestación de servicios públicos, centrada 
en los beneficios que aportan y las cargas que imponen a 
las mujeres y las niñas. Estos pueden incluir asimismo un 
análisis de los efectos de las asignaciones presupuestarias 
en la situación de las mujeres de diferentes sectores 
socioeconómicos, grupos étnicos, o en las mujeres con 
discapacidad. Los presupuestos con perspectiva de género 
también se pueden utilizar para  vigilar el cumplimiento de 
los compromisos presupuestarios con la igualdad de género 
en la implementación de la Agenda 2030.23 Con base en 
los datos disponibles sobre 69 países y correspondientes a 
2018, 13 países (el 19,0 % del total) cumplían plenamente los 
criterios, especificados en la meta 5.c de los ODS, de contar 
con un sistema de seguimiento de la asignación de recursos 
en favor de la igualdad de género, y 41 países (el 59,0 %) 
estaban cerca de cumplir esos requisitos.24 Los datos revelan 
asimismo dificultades en la implementación de las políticas. 
De ese mismo conjunto de países, el 90,0 % disponen de 
políticas y programas para reducir las brechas de género, 
pero solamente el 43,0 % manifiestan que cuentan con la 
asignación de recursos adecuada para su ejecución.
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CAPÍTULO 8

En su mejor versión, las familias son espacios de amor e 
intimidad donde las personas pueden compartir recursos, 
cuidarse y apoyarse unas a otras, además de desarrollar 
un sentimiento de identidad y pertenencia. Las familias 
pueden posibilitar que las mujeres y las niñas prosperen 
y realicen su potencial, así como que se conviertan en el 
pilar de comunidades, sociedades y economías florecientes. 
Sin embargo, las familias pueden tener un lado oscuro: 
pueden ser lugares de violencia y discriminación, donde a 
menudo a las mujeres y las niñas se les niegan los recursos 
que necesitan. A veces estas son las últimas en comer y las 
que menos comen, sus voces son ignoradas y carecen de 
autonomía. Por lo tanto, uno de los puntos clave de este 
informe es el reconocimiento de que las familias son un 
espacio ambivalente para las mujeres y las niñas.

A lo largo de los diferentes capítulos, ha quedado claro que 
las bases patriarcales de la vida familiar, que son en gran 
medida las responsables de ese “lado oscuro”, están sufriendo 
un proceso de erosión gradual. Los resultados pueden 
apreciarse en el aumento de la edad al contraer matrimonio; 
el mayor reconocimiento jurídico y social de diversos tipos 
de uniones, el descenso de las tasas de fecundidad (puesto 
que las mujeres gozan de mayor libertad para elegir sobre la 
procreación, el número de hijos y el momento de tenerlos), y 
el aumento de la autonomía económica de las mujeres. Estos 
cambios son tanto causa como consecuencia de una enorme 
transformación demográfica, del drástico aumento en el 
acceso de las mujeres y las niñas a la educación y el empleo, 
de los cambios en las ideas y normativas, así como de las 
reformas jurídicas, a menudo impulsadas e inspiradas por el 
activismo de las mujeres.

A pesar de estos cambios, queda mucho camino por 
recorrer para garantizar que todas las mujeres puedan 
disfrutar de todos sus derechos humanos, sea cual sea 
el tipo de familia en la que vivan. Y es imperioso también 
proteger los avances que a las mujeres tanto les ha costado 
conseguir. En los últimos años se ha producido un retroceso 
en los derechos y libertades de las mujeres en el hogar y en 
la esfera pública; con la intención de restablecer los roles 
de género más “tradicionales”, se ha puesto énfasis en un 
supuesto pasado, más imaginario que real.

En vista de ello, en el informe se sostiene que los Estados 
tienen un papel clave que desempeñar para garantizar 
que las familias sean un espacio de igualdad y justicia 
para las mujeres y las niñas a través de dos vías: por un 
lado, mediante el establecimiento de normas y leyes para 
fomentar la igualdad de género en la vida familiar; y, 
por otro, mediante el respaldo, los recursos y los servicios 
que necesitan las familias para cuidar de sus miembros y 

apoyarlos. Si cumplen con ese papel, los Estados dejarán 
claro que los derechos humanos también se aplican al 
mundo doméstico. Como titulares de obligaciones, los 
Estados tienen el deber de garantizar la igualdad y la 
no discriminación para todas las personas. Además, 
también tienen el firme deber de prevenir la violencia y la 
discriminación incluso cuando estas se producen en el seno 
de la familia y en las relaciones de parentesco.

Las familias no están aisladas del resto de la sociedad 
ni constituyen un ámbito “privado” separado de la vida 
“pública”. De hecho, están interconectadas con otras 
instituciones. Las economías y las empresas, por ejemplo, 
dependen de las familias (y muy a menudo, de las mujeres) 
para educar y socializar a las y los niños. Esas niñas y niños 
crecen para contribuir a la sociedad, para sumarse a la 
fuerza laboral y pagar impuestos. Asimismo, las familias 
actúan a menudo como “amortiguadores” socioeconómicos, 
pues protegen a sus miembros en caso de tensiones 
personales o sociales. En épocas recientes, en regiones tan 
diversas como Europa meridional y el África septentrional 
y meridional, las y los jóvenes han tenido dificultades para 
encontrar un empleo decente o una vivienda debido al 
incremento exponencial del desempleo juvenil, y se han visto 
obligados a regresar a sus familias natales para continuar 
recibiendo apoyo. Las familias cubren con frecuencia los 
vacíos que se producen cuando los sistemas de protección 
social o de atención sanitaria para las personas adultas 
mayores o con discapacidad son inadecuados, más aún en 
los contextos en que se aplican medidas de austeridad que 
se traducen en recortes del bienestar y los servicios. Dado 
que los cuidados suelen considerarse una tarea que deben 
realizar principalmente las mujeres, estas cargan con su 
responsabilidad de manera desproporcionada.

Sin embargo, las familias no pueden funcionar 
adecuadamente sin apoyo; y, para ser eficaz, la legislación 
y las políticas públicas deben tomar en cuenta la forma y 
la estructura reales de las familias, no en una concepción 
“ideal” de cómo estas deberían ser.

Una de las contribuciones esenciales de este informe 
ha sido poner de manifiesto, con base en los datos más 
recientes disponibles a escala mundial, la amplia diversidad 
de estructuras y relaciones familiares que existen en las 
diferentes regiones, dentro de los distintos países y a lo 
largo del tiempo. Los hogares, registrados en censos y 
encuestas, suelen utilizarse a menudo como indicadores 
indirectos de las familias. Sin embargo, estas trascienden 
los muros del hogar y abarcan relaciones que se extienden 
a diferentes lugares y generaciones. La diversidad es 
significativa incluso en el propio ámbito de los hogares: 
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pese a que los dos tipos más comunes de hogares 
reflejados en los censos y las encuestas de hogares son 
los biparentales y los extensos, hay otros tipos de hogares 
que también son frecuentes, como los monoparentales y 
los formados por parejas (del mismo y de distinto sexo) 
sin hijos. Los hogares unipersonales son cada vez más 
comunes en las sociedades que experimentan un proceso 
de envejecimiento.

Las familias se encuentran a menudo en transformación; los 
cambios económicos, sociales y demográficos ejercen efectos 
profundos sobre los modelos familiares y la formación de 
los hogares. Para los responsables de las políticas públicas 
que se preocupan por el bienestar de las familias y de las 
mujeres, hombres, niñas y niños que viven en ellas, resulta 
fundamental entender y tener en cuenta la diversidad de las 
familias y los cambios que se producen en este terreno.

RECOMENDACIONES
A continuación se resumen las principales recomendaciones 
para la acción pública con el fin de identificar e 
implementar una agenda de políticas orientadas a las 
familias capaz de promover los derechos de las mujeres en 
los diversos tipos de familias.

1. Instaurar leyes de familia basadas 
en la diversidad, la igualdad y la no 
discriminación
Los Estados, las comunidades y las instituciones religiosas 
regulan e intervienen en el matrimonio y en la vida familiar 
a través de leyes y políticas. Las leyes de familia, que rigen 
el matrimonio (incluida la edad mínima a la que puede 
contraerse), el divorcio, la custodia de los hijos y su tutela, 
la adopción y la herencia, incluyen a menudo disposiciones 
discriminatorias desde el punto de vista del género. Esto se 
traduce en condiciones desiguales para las mujeres y las 
niñas en muchas partes del mundo. La falta de derechos 
para iniciar un procedimiento de divorcio o la amenaza de 
perder la custodia de los hijos pueden provocar sesgos de 
género en las relaciones de poder dentro de la pareja, lo 
que puede atrapar a las mujeres en vínculos insatisfactorios 
o incluso violentos. La autonomía de las mujeres para 
abandonar este tipo de uniones también se ve limitada 
en contextos donde los regímenes patrimoniales entre 
cónyuges no reconocen las contribuciones no remuneradas 
que estas realizan, o donde el Estado no exige a los 
hombres el pago de la pensión alimentaria de sus hijos.

En la mayoría de las regiones ha existido una clara 
tendencia hacia la equiparación de las leyes de familia, 
sobre todo desde la década de 1950. Sin embargo, el 
cambio ha sido más lento en contextos donde la autoridad 
religiosa goza de institucionalidad política o donde las leyes 
de familia están sometidas a sistemas jurídicos plurales. 
Sin embargo, es posible cambiar las leyes de familia 
discriminatorias. En efecto, ya existen casos donde se han 
modificado, con frecuencia como resultado de largas 

campañas emprendidas por activistas de los derechos de 
las mujeres y sus alianzas con el gobierno, el poder judicial y 
la sociedad civil (véase el recuadro 3.1).

Además, es necesario ampliar el alcance de las leyes de 
familia, de manera que tengan en cuenta la diversidad 
real de las parejas. En las regiones donde la cohabitación 
ha ido ganando un peso significativo, los derechos de las 
parejas que cohabitan no siempre son iguales ni similares a 
los de las casadas en lo que atañe a la protección social, la 
herencia, la custodia y la manutención.

La equiparación de derechos en este ámbito debería, por lo 
tanto, ser una prioridad para todos los países. Hasta el mes 
de mayo de 2019, 42 países y territorios habían extendido 
el derecho a contraer matrimonio o el reconocimiento a 
las parejas del mismo sexo (véase el cuadro 3.1). Dicho 
reconocimiento puede abrir la posibilidad a extender otros 
derechos a estas parejas, incluido el derecho de adopción y el 
derecho a la reunificación familiar en contextos de migración.

2. Garantizar servicios públicos 
accesibles y de calidad para apoyar a las 
familias y promover la igualdad de género
Los servicios públicos, incluida la atención de la salud sexual 
y reproductiva, la educación y los servicios de cuidados 
desempeñan un papel crucial en el apoyo a las familias y la 
promoción de la igualdad de género.

La mejora de las oportunidades educativas para las mujeres 
registrada en el último medio siglo ha sido un importante 
factor que fomenta la igualdad de género a escala mundial, 
lo cual, a su vez, ha traído una profunda transformación en 
las familias. En contextos donde también ha aumentado el 
empleo, la educación ha abierto nuevos horizontes para 
las mujeres más allá de la esfera doméstica. Entretanto, 
en los países en desarrollo donde se ha expandido la 
educación, la participación en la enseñanza secundaria 
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está correlacionada con una disminución de la incidencia 
del matrimonio temprano y de la maternidad adolescente. 
Ahora deberían priorizarse las importantes brechas entre los 
diferentes grupos de niñas y llegar a las que viven en zonas 
rurales o pertenecen a grupos étnicos minoritarios, presentan 
discapacidad o residen en los hogares más pobres. Los 
programas de estudios que fomentan la igualdad de género y 
relaciones saludables son fundamentales, así como el hecho de 
garantizar que las escuelas sean inclusivas y no discriminen a 
las adolescentes embarazadas ni a madres y padres jóvenes.

Como se expone en el capítulo 3, el control sobre la propia 
fecundidad es un pilar fundamental del bienestar y de las 
oportunidades de las mujeres; de él depende también el 
disfrute de todos los demás derechos humanos por parte 
de estas. Asimismo, es vital que las mujeres sean capaces 
de influir en sus relaciones, por ejemplo en las de pareja, y 
tengan voz y poder de decisión en sus vidas. Las mejoras 
registradas en la educación de las niñas, el descenso de 
los índices de mortalidad infantil y de bebés menores de 
un año y el aumento del acceso a métodos anticonceptivos 
modernos han allanado el camino para una reducción 
significativa de las tasas de fecundidad en la mayoría de las 
regiones. Para sostener el progreso será necesario mejorar el 
acceso a los servicios de salud reproductiva basados en los 
derechos, lo que a menudo va aparejado con la necesidad 
de fortalecer los sistemas sanitarios en su conjunto (véase 
el recuadro 3.5). También se necesitan políticas dirigidas a 
reducir las muertes y el sufrimiento causados por los abortos 
inseguros (consúltese la historia de cambio titulada “La 
compasión fue un mensaje clave”). El Comité de Derechos 
Humanos confirmó recientemente que los Estados deben 
proporcionar “un acceso seguro, legal y efectivo” al aborto 
en determinadas circunstancias, y ha instado a los Estados 
a dejar de imponer sanciones penales a las mujeres que se 
someten a un aborto o a los profesionales médicos que las 
asisten (véase el recuadro 3.3).1

3. Garantizar el acceso de las mujeres a 
ingresos propios adecuados
Para que las familias prosperen, necesitan acceder a un 
nivel de ingresos adecuado. Estos ingresos pueden proceder 
del empleo remunerado, de la rentabilidad de activos —
como pueden ser las bienes raíces—o de transferencias 
monetarias del Estado. Como se muestra en el capítulo 4, 
contar con ingresos propios permite a las mujeres gozar de 
mayor igualdad con los hombres en la pareja, fortalece su 
poder de negociación en la familia y les permite terminar 
una relación si lo necesitan. La disponibilidad de recursos 
económicos por parte de las mujeres también está asociada 
a menores tasas de pobreza y mayor inversión en la salud y 
educación de sus hijos. 

Las familias siguen teniendo muchos problemas para obtener 
ingresos adecuados en contextos donde la participación laboral 
se ha estancado o está disminuyendo, donde la calidad de los 
empleos disponibles —sobre todo en países donde la economía 
informal tiene un peso muy importante— es baja y donde los 
salarios resultan insuficientes para disfrutar de un nivel de 
vida decente. En las regiones en desarrollo, una proporción 
significativa de las mujeres ocupadas no reciben ingresos 
propios, pues se desempeñan como trabajadoras familiares 
auxiliares en negocios de la familia (parcelas o empresas). El 
matrimonio y la presencia de hijos pequeños en el hogar limitan 
las tasas de actividad de las mujeres, mientras que en el caso 
de los hombres estos factores ejercen el efecto opuesto. La 
discriminación en el mercado laboral y la desproporcionada 
carga de trabajo doméstico y de cuidados no remunerado que 
recae sobre las mujeres plantean un problema específico para 
las madres solas que no pueden combinar recursos económicos 
con la pareja. Esto significa, además, que las mujeres tienden a 
acumular menos ahorros y activos para la vejez.

En este contexto, se necesitan políticas macroeconómicas 
y de mercado laboral con objeto de crear trabajo decente, 
además de sistemas de protección social con perspectiva 
de género orientados a los diversos tipos de familias. 
Los componentes esenciales de la protección social para 
lograr estos objetivos incluyen: licencias por maternidad y 
parentales remuneradas; transferencias monetarias para 
las familias con hijos, con apoyo adicional para las madres 
y padres solos; y pensiones adecuadas, a través de una 
combinación de regímenes contributivos y no contributivos 
con perspectiva de género.

4. Proveer tiempo, dinero y servicios para 
cuidar dentro y fuera de la familia
Las familias realizan buena parte del trabajo diario de 
cuidados y alimentación, ya se trate de niñas y niños, 
personas adultas o personas adultas mayores frágiles. Sin 
esta labor de cuidados no remunerada —que incluye tanto 
los cuidados presenciales directos y el trabajo doméstico 
como preparar la comida y lavar la ropa—, las economías 
y las sociedades se detendrían por completo. Como se ha 
indicado en el capítulo 5, las mujeres realizan la inmensa 
mayoría de este trabajo de cuidados dentro de las familias 
(véase el gráfico 5.2). A escala mundial, las mujeres realizan 
el triple de trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
que los hombres.2 El hecho de vivir en una zona rural, en un 
hogar pobre, estar casada y tener hijos pequeños son factores 
que elevan la cantidad de tiempo que dedican las mujeres 
a estas tareas. En los países y comunidades de ingreso bajo, 
dicha labor resulta a menudo más ardua y exige más tiempo 
debido a la ausencia de infraestructura adecuada, como la 
disponibilidad de agua corriente y electricidad en el hogar.
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Pese a que las familias asumen un rol central en la 
prestación de cuidados, otras instituciones y actores también 
desempeñan un papel importante en el financiamiento o la 
provisión de cuidados, ya sea a través del mercado (el trabajo 
doméstico remunerado, por ejemplo), del sector público (como 
en el caso de una residencia municipal para personas adultas 
mayores) o de organizaciones sin fines de lucro de diverso 
tipo (un centro comunitario de cuidado infantil, por ejemplo). 
Cuando estos servicios de cuidados son inaccesibles o de mala 
calidad, buena parte del trabajo recae sobre las mujeres y las 
niñas o, sencillamente, estas necesidades quedan sin atender. 
En los países en desarrollo, en particular, la infraestructura de 
cuidados, incluida la provisión profesional de cuidados, resulta 
insuficiente para satisfacer las necesidades.

Es necesario crear sistemas nacionales que reconozcan 
a los cuidados como un “bien público” (cuyos beneficios 
se extienden más allá de sus receptores inmediatos) con 
el fin de redistribuir las responsabilidades de un modo 
más equitativo entre mujeres y hombres, así como entre 
las familias y otras instituciones. Estos deberán regirse 
por políticas que proporcionen a las familias tiempo, 
dinero y servicios para respaldar su trabajo de cuidados. 
El tiempo puede proporcionarse en forma de licencias 
remuneradas por maternidad y parentales para quienes 
tienen hijos pequeños, o como prestaciones monetarias 
que permitan disfrutar de tiempo libre a quienes trabajan 
por cuenta propia en la economía informal. También se 
debería facilitar tiempo y dinero a quienes se ocupan del 
cuidado de las personas adultas mayores de la familia o 
de familiares con discapacidad.

Se necesita mayor inversión pública en servicios de cuidados 
profesionales, como la educación temprana y el cuidado 
infantil (véase la historia de cambio titulada “Las comerciantes 
de Accra abren camino al cuidado infantil”), cuidados 
prolongados para personas con discapacidad y personas 
adultas mayores e infraestructura básica para reducir la 
carga de trabajo de cuidados. Dichas inversiones ofrecen 
beneficios significativos: permiten desarrollar las capacidades 
humanas de niñas y niños, proteger la dignidad y los derechos 
humanos de las personas adultas mayores y las personas con 
discapacidad y crear oportunidades de empleo decente para 
quienes trabajan en el sector de los cuidados.

5. Prevenir y responder a la violencia 
contra las mujeres en el entorno familiar
Las familias pueden ser espacios donde las mujeres y las 
niñas experimenten una profunda inseguridad, dado que, 
para muchísimas mujeres, el hogar es el contexto donde 
tienen mayor probabilidad de sufrir violencia y abuso. En 

todo el mundo, un 17,8 % de las mujeres declaran haber sido 
objeto de violencia física o sexual a manos de su pareja en 
los últimos 12 meses (véase el gráfico 6.2).

Como se ilustra en el capítulo 6, las capas convergentes de 
poder, autoridad y control patriarcales sobre las mujeres, las 
niñas y los niños pueden convertir a las familias en lugares 
peligrosos donde se consiente y perpetúa la violencia 
contra las mujeres. La desigualdad de género provoca 
violencia en la familia por tres vías fundamentales: a través 
de las normas de género sobre el derecho y dominio de los 
hombres y sobre la sumisión y subordinación que se espera 
de las mujeres; de la inseguridad y dependencia económica 
de las mujeres con respecto a otros miembros de su familia; 
y de la expectativa de que las mujeres preserven la armonía 
familiar. Históricamente, la negativa de los Estados a 
legislar para prevenir la violencia contra las mujeres se ha 
sustentado en la idea de que la familia constituye un ámbito 
“privado” situado más allá de la ley.

Los Estados tienen la clara obligación de implementar leyes, 
políticas y programas para eliminar todas las formas de 
violencia contra las mujeres y las niñas. El reciente progreso 
legislativo incluye la creación de leyes contra la violencia 
doméstica y la violación conyugal, así como la derogación de 
otras que exoneraban a los violadores si se casaban con sus 
víctimas (véase la historia de cambio titulada “Una victoria 
histórica: la reforma de las leyes que obligaban a las mujeres 
a casarse con sus violadores”). Además, las leyes de familia 
deben ser reformadas con el fin de proteger los derechos de 
las mujeres en el matrimonio, el divorcio y la custodia, de modo 
que tengan mayor capacidad para escapar de situaciones 
de abuso o violencia. Por ese mismo motivo, también es 
crucial reformar las normativas migratorias, de forma que 
se garantice que el estatus de residencia de las mujeres 
migrantes sea independiente de la de sus parejas.

Además de promulgar leyes y normativas adecuadas, para 
mejorar el acceso de las mujeres a la justicia se necesita un 
conjunto de intervenciones complementarias. Estas incluyen la 
creación y el fortalecimiento de servicios de apoyo coordinados 
y multisectoriales para las sobrevivientes, así como inversiones 
sustanciales a largo plazo en programas de prevención de los 
factores causantes de la violencia. Es preciso garantizar que 
estos servicios se mantengan en períodos de austeridad.

6. Implementar políticas y normativas 
migratorias orientadas a las familias y a 
los derechos de las mujeres
La migración es un fenómeno determinante que afecta la 
vida familiar y el disfrute de los derechos de las mujeres. 
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Aunque puede ofrecer nuevas oportunidades a las 
mujeres, con frecuencia exige que las familias sorteen una 
compleja red de políticas y normativas que influyen en su 
posibilidad de vivir juntas o separadas.

Como se explica en el capítulo 7, las políticas y normativas que 
regulan la migración tienden a reforzar las desigualdades 
imperantes, al exigir, por ejemplo, determinados niveles de 
ingreso o riqueza, valorar únicamente algunas aptitudes 
o reconocer solo ciertos tipos de relaciones familiares. Las 
decisiones sobre las normativas y las políticas que toman los 
Estados también pueden colocar a las mujeres en una posición 
vulnerable tanto desde el punto de vista social como legal, al 
vincular, por ejemplo, el estatus migratorio de las mujeres a 
un cónyuge que posea la residencia o la ciudadanía o limitar 
el acceso a las ayudas públicas en casos de violencia. La 
concesión de derechos de residencia independientes para las 
mujeres, así como el acceso a los servicios y recursos públicos, 
fortalece su poder de negociación en sus relaciones familiares.

Es necesario adoptar políticas económicas y sociales que 
aborden los factores que impulsan a algunas mujeres y 
hombres a migrar y dejar a sus familiares en casa. Estas 
políticas también servirán para garantizar que las personas 
migrantes puedan disfrutar de sus derechos humanos 
(véase la historia de cambio titulada “Protección para las 
y los trabajadores migrantes indonesios y sus familias”). 
El acceso universal a la protección social y a los servicios 
públicos (incluidos la salud, la educación y el cuidado 
infantil), con independencia de la ciudadanía o el status 
de persona migrante o refugiada, es fundamental para 
garantizar que las mujeres y sus familias puedan cumplir 
con sus responsabilidades de cuidados y no se vean 
empujadas a la pobreza.

El Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada 
y Regular y el Pacto Mundial sobre los Refugiados, que 
reafirman las obligaciones contraídas por los Estados en 
materia de derechos humanos con las personas migrantes 
y sus familias, señalan un compromiso prometedor de hacer 
frente de manera coordinada y a escala mundial a los 
desafíos que plantea la migración. El Pacto Mundial para 
la Migración Segura, Ordenada y Regular, en particular, 
incluye el compromiso de adaptar vías para la migración 
regular que “defienda[n] el derecho a la vida familiar” y de 
facilitar procedimientos para la reunificación familiar de 
personas migrantes sea cual sea su nivel de cualificación.3 
La aplicación de ambos pactos con perspectiva de género 
es vital para garantizar que las leyes, políticas y servicios 
migratorios reconozcan y respondan a las diferentes 
realidades de todas las personas migrantes y refugiadas, 
sean mujeres, hombres, niñas o niños.

7. Mejorar las estadísticas sobre familias 
y hogares con enfoque de género
Con este informe, que reúne las estadísticas disponibles 
a escala mundial, se ha demostrado que las familias y los 
hogares se caracterizan por una gran diversidad. También 
se ha puesto de relieve la presencia de importantes lagunas 
de conocimiento que obstaculizan la formulación de 
políticas orientadas a las familias.

Es esencial fortalecer los sistemas de registro civil y de 
estadísticas vitales que recopilan información sobre los 
acontecimientos clave del curso de vida (nacimiento, 
defunción, matrimonio y divorcio). Al menos 110 países en 
desarrollo carecen de sistemas de registro funcionales, lo que 
provoca que queden sin registrar numerosos acontecimientos 
vitales de determinados grupos de población. Esto afecta 
la capacidad de los gobiernos para elaborar y planificar 
políticas como, por ejemplo, los programas de transferencias 
monetarias para familias con hijos pequeños.4

En muchos países, los censos y las encuestas de hogares no 
recogen datos sobre los diferentes tipos de familia, como, 
por ejemplo, la prevalencia de la cohabitación y de parejas 
del mismo sexo. Las normas sociales predominantes pueden 
dificultar la inclusión de determinadas preguntas en las 
encuestas. Sin embargo, la ausencia de dichas preguntas 
refuerza la idea de que esos tipos de familias o relaciones 
son poco frecuentes o inexistentes, un círculo vicioso que 
es importante romper para mejorar el conocimiento y la 
comprensión de la vida familiar actual. Varios institutos 
nacionales de estadística y órganos de las Naciones Unidas 
han revisado las orientaciones y normas estadísticas con el 
objeto de subsanar estos problemas (véase el recuadro 2.1).

La diversidad en la composición de las familias a lo largo 
del espacio y el tiempo es una realidad, pero también a lo 
largo de la vida de las propias mujeres. Para captar esta 
complejidad es necesario contar con otro tipo de datos que 
no se limiten a ofrecer una “fotografía” correspondiente a un 
momento determinado; tales datos pueden incluir los que 
se obtienen de encuestas longitudinales o de panel, o de 
investigaciones centradas en las historias familiares. Otras 
investigaciones interdisciplinarias y basadas en métodos 
mixtos pueden ayudar a formular políticas al proporcionar 
evidencias cualitativas contextuales que arrojen luz sobre las 
dinámicas y cambios familiares. Las investigaciones de ese 
tipo requieren inversiones generosas a largo plazo; lo ideal es 
que se financien con fondos públicos.

Además, es preciso abordar otras importantes lagunas de 
datos que revisten importancia para las políticas puestas 
de relieve en este informe. Pese a que la cobertura ha 
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mejorado de forma significativa en los últimos años, tan 
solo 106 países cuentan con estadísticas sobre la prevalencia 
de la violencia contra las mujeres, por ejemplo, y los datos 
se refieren a menudo exclusivamente a las mujeres y 
niñas de 15 a 49 años de edad. La falta de datos sobre la 
titularidad de los activos, la distribución de los recursos y 
las contribuciones económicas de cada miembro del hogar 
limita la comprensión de la posición económica de las 
mujeres en las familias. La inclusión en los censos agrícolas 
de algo tan básico como el sexo de quienes trabajan en las 
parcelas familiares es vital para garantizar la visibilidad de la 
aportación de las mujeres a dicho trabajo (véase la historia 
de cambio titulada “La sencilla iniciativa con la que se ha 
impulsado una revolución silenciosa para las agricultoras 
familiares del Brasil”). No existe ninguna base de datos 
mundial que reúna estadísticas nacionales sobre los flujos 
migratorios y permita conocer mejor la vida de las familias 
migrantes. Esta falta de información, que es común a todas 
las regiones, debería abordarse con inversiones sostenidas 
en los sistemas nacionales de estadística y en el desarrollo de 
metodologías a escala mundial, regional y nacional.

8. Garantizar los recursos necesarios para 
políticas orientadas a las familias
La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer 
instó a los Estados Miembros a implementar políticas 
orientadas a las familias con el objetivo de lograr la igualdad 
de género y el empoderamiento de las mujeres.5

En este informe se propone un paquete de políticas que, en 
caso de implementarse, ayudaría a las mujeres y las niñas 
a disfrutar de sus derechos humanos en los diversos tipos 
de familias. El paquete de políticas presentado requiere que 
los gobiernos movilicen un volumen suficiente de recursos, 
además de voluntad política.

En un análisis encargado para este informe se calculan 
los costos de las políticas que garantizarían la seguridad 
de los ingresos básicos y el acceso a la atención esencial 
de la salud para todas las personas a lo largo de todo 
su curso de vida, en consonancia con la Recomendación 

de la Organización Internacional del Trabajo sobre los 
pisos de protección social, 2012 (núm. 202). Estas políticas 
permitirían además a las y los niños en edad preescolar 
y a las personas adultas mayores acceder a servicios de 
cuidados de calidad.6 Su implementación beneficiaría a 
toda la sociedad, pero tendría efectos particularmente 
importantes para las mujeres, debido a su excesiva 
representación entre las personas que carecen de 
seguridad económica, afrontan contingencias específicas 
a lo largo de su vida (la maternidad y una mayor 
longevidad) y asumen una parte desproporcionada del 
trabajo de cuidados no remunerado.

En el análisis se pone de manifiesto que las políticas 
propuestas resultan asequibles para la mayoría de los 
países. La cuarta parte de aquellos que se analizaron (41 
de un total de 155) podrían cerrar las brechas de ingresos, 
salud y cuidados incurriendo en un costo inferior al 3,0 % 
del producto interno bruto (PIB), y algo más de la mitad de 
los países (79) podrían hacerlo por menos de un 5,0 % de su 
PIB. Para uno de cada cinco países, estas políticas tendrían 
un costo superior al 10,0 % de su PIB, por lo que necesitarían 
contar con apoyo internacional adicional.

Para poder implementar las políticas planteadas, los 
gobiernos deben recaudar fondos de diversas maneras, 
por ejemplo, aumentando sus ingresos tributarios, 
ampliando la cobertura de la seguridad social, reduciendo 
las transferencias Sur-Norte y eliminando los flujos 
financieros ilícitos, además de hacer uso de la asistencia 
y las transferencias internacionales (véase la sección 
“¿Cuánto costará?”).

Tales inversiones ofrecen beneficios significativos para 
las mujeres y las niñas, las familias y la sociedad en 
su conjunto. Esta agenda permitirá desarrollar las 
capacidades humanas de las y los niños, proteger la 
dignidad y los derechos humanos de las personas adultas 
mayores y las personas con discapacidad, así como crear 
oportunidades de empleo decente para las mujeres y los 
hombres en el sector de los cuidados.

HACER REALIDAD EL CAMBIO
La mayoría de las recomendaciones anteriores van dirigidas 
a los gobiernos, puesto que los Estados son los principales 
garantes de los derechos humanos y, en una situación ideal, 
el Estado posee el poder y la capacidad necesarios para 

introducir cambios legales y en las políticas que lleguen 
a la población en su conjunto. Sin embargo, hay muchos 
otros actores involucrados en estos cambios, y también 
ellos tienen la responsabilidad de defender los derechos 
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de las mujeres. Las empresas privadas, por ejemplo, tienen 
un importante papel que desempeñar para ayudar a sus 
empleadas y empleados a conciliar sus responsabilidades 
laborales y familiares, incluida la provisión de cuidados. 
Para ello, deben pagar salarios decentes que permitan a 
las familias obtener ingresos adecuados, así como la parte 
de impuestos que les corresponde, de manera que los 
gobiernos puedan financiar políticas sociales y servicios 
públicos en beneficio de toda la ciudadanía.

Pese a que el cambio es altamente complejo y depende 
del contexto, según este informe, el progreso necesario 
no viene determinado únicamente por la capacidad y la 
voluntad política de los Estados para movilizar recursos 
con los que financiar las políticas públicas, sino también 
por otros tres factores interrelacionados: organizaciones 
feministas sólidas y autónomas; la presencia de personas 
dedicadas a la promoción de la igualdad de género en 
puestos estratégicos en los ministerios, los parlamentos y 
la justicia; la rendición de cuentas derivada de los marcos 
normativos mundiales y regionales.

Las organizaciones feministas y las defensoras de los 
derechos de las mujeres tienen una función clave que ejercer: 
apoyar a las mujeres a través de la organización comunitaria, 
la concientización, la prestación de servicios, la promoción y 
la realización de campañas. El feminismo fue el primero en 
introducir los asuntos domésticos y familiares en la teoría y la 
práctica de la política y el Estado. Como se puede apreciar 
en muchos de los estudios de caso presentados en este 
informe, incluidas las historias de cambio, las organizaciones 
feministas han sido a menudo cruciales para definir y 
orientar las agendas y para movilizar a las mujeres, al mundo 
académico y a los responsables de las políticas públicas, con 
el fin de crear plataformas para promover cambios positivos. 
La importancia de las organizaciones feministas depende de 
la esfera de política de que se trate. En diversos estudios se ha 
llegado a la conclusión de que las organizaciones feministas 
han sido especialmente importantes para reformar la 
legislación sobre la violencia contra las mujeres, por ejemplo, 
al tiempo que los partidos progresistas y los sindicatos han 
tenido mayor protagonismo en el terreno del empleo, como 
la licencia por maternidad y parental o la regulación de las 
condiciones laborales en sectores y tipos de empleos donde 
predominan las mujeres.7

Para que las reivindicaciones de las organizaciones de 
mujeres y las feministas tengan incidencia en los gobiernos, 
es importante contar con un funcionariado con capacidad 
para abrir puertas, legitimar las demandas de la sociedad 
civil y apoyar la traducción de dichas demandas en políticas. 
Un resultado de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer (Beijing, 1995) fue el compromiso de transversalizar 
las perspectivas de género, como reconocimiento de 
la necesidad de un análisis y políticas de género en los 
diversos ámbitos y de contrarrestar la tendencia a tratar los 
“problemas de mujeres” de forma aislada. Con la inclusión 
transversal de una perspectiva de género se incorporaron 
muchas más feministas y especialistas en género a los 
principales departamentos estatales, lo que supuso nuevas 
oportunidades para que los gobiernos adoptaran las 
agendas feministas. En las investigaciones se ha detectado 
que, en conjunto, las mujeres en cargos electos, los 
movimientos feministas y de mujeres, así como la presencia 
de feministas en ministerios y otras entidades del Estado 
representan una de las “condiciones más importantes para el 
éxito del feminismo”.8

Como se pone de relieve a lo largo de todo el informe, los 
marcos de derechos humanos mundiales y regionales, en 
los que se establecen las normas universalmente aplicables, 
representan una herramienta crucial de rendición de cuentas 
para quienes promueven la igualdad de género. Entre 
los principales marcos figuran las declaraciones y pactos 
fundacionales de las Naciones Unidas, tratados mundiales 
como la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer (CEDAW) y otros tratados 
regionales o sobre temas específicos, como la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) 
o el Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos sobre los derechos de las mujeres en África 
(Protocolo de Maputo). En ocasiones, cuando algunos países 
de una región han registrado progreso mientras que otros 
se quedan atrás, estos últimos pueden ejercer presión. En 
diversos contextos, el feminismo ha encontrado útil asimismo 
la “vernacularización” de los valores representados en los 
derechos humanos universales, lo que ha demostrado que 
los valores culturales o religiosos nacionales y locales, pese 
a pertenecer a contextos diferentes, presentan una fuerte 
alineación con las normas mundiales.
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ANÁLISIS ESTADÍSTICO Y CUADROS 
COMPLEMENTARIOS: GUÍA DE LECTURA
La presente edición del informe El progreso de las mujeres 
en el mundo se apoya en un amplio conjunto de datos y 
estadísticas. Estos proceden, en gran medida, de fuentes 
nacionales, y han sido recopilados y armonizados por 
organismos internacionales. Los datos de orden nacional, 
junto con los agregados mundiales y regionales, se 
presentan en una compilación de ocho cuadros estadísticos 
anexos. Todos los cuadros pueden descargarse en formato 
Excel y PDF en la dirección http://progress.unwomen.org. 
En el informe impreso únicamente se incluye el anexo 8, 
donde se enumeran las agrupaciones regionales (véanse 
las páginas 246-247).

A menos que se indique otra cosa, en los cuadros, 
diagramas y gráficos incluidos en el informe se utilizan 
los datos más recientes disponibles en marzo de 2019 y, 
cuando así se indique, las últimas estimaciones disponibles 
corresponden al período posterior a 2007.

Anexo 1: Tendencias demográficas
En el cuadro se presentan las principales estimaciones 
y proyecciones sobre el tamaño y la distribución de la 
población, la fecundidad, la mortalidad y la dependencia de 
los cuidados. Estas estadísticas demográficas y las dinámicas 
de población que revelan (véanse las secciones 2.4 
y 2.6 en el capítulo 2) son importantes para comprender 
las crecientes y diversas necesidades de cuidados 
remunerados y no remunerados que presentan tanto las 
y los niños como las personas adultas mayores (véase 
el capítulo 5). Los datos proceden de los informes World 
Population Prospects: The 2017 Revision y 2018 Revision of 
World Urbanization Prospects, compilados por la División 
de Población del Departamento de Asuntos Económicos 
y Sociales de las Naciones Unidas (DAES). También se 
incluyen en este anexo las relaciones de dependencia de 
los cuidados, que miden la relación entre la población 
que potencialmente necesita cuidados (niñas y niños de 
0 a 5 años y personas adultas mayores) y las personas 
potencialmente cuidadoras. La metodología de cálculo 
de las relaciones de dependencia de los cuidados puede 
consultarse en el anexo A.2.1, en Care Work and Care Jobs 
for the Future of Decent Work (Addati et al., 2018).

Anexo 2: Tendencias del estado civil
El cuadro se centra en indicadores pertinentes para 
entender los cambios que se están produciendo en los 
patrones de formación de matrimonios y parejas. 

Se incluyen las estimaciones más recientes disponibles 
sobre el matrimonio infantil, precoz y forzado obtenidas 
a través de las bases de datos mundiales del Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) (indicador 
5.3.1 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, los ODS), 
así como las tendencias de la edad media al contraer el 
primer matrimonio, las personas que nunca se han casado, 
el divorcio y la viudez, extraídas del informe World Marriage 
Data 2017, compilado por la División de Población del DAES 
(véase la sección 2.3 en el capítulo 2). En los países donde 
el matrimonio se define de manera amplia, las personas 
que se encuentran en uniones registradas, consensuales 
o en cualquier otro tipo de unión basada en la costumbre 
quedan reflejadas como “actualmente casadas” y, por 
lo tanto, no se incluyen en la categoría de “personas que 
nunca han estado casadas”. En el recuadro 2.3 (capítulo 2) 
y en los metadatos del informe World Marriage Data 2017 
puede consultarse información detallada sobre los límites 
relacionados con las tendencias y las comparaciones entre 
países en el ámbito del matrimonio y el estado civil.

Anexo 3: Composición de los hogares y 
arreglos residenciales
En el cuadro se ilustra la diversidad de estructuras de los 
hogares y de arreglos residenciales de las personas en los 
diferentes países y regiones. Esta información resulta crucial 
para comprender las familias y las redes familiares (véase 
la sección 2.5 en el capítulo 2). Se ofrecen datos importantes 
sobre las principales estructuras familiares, incluida la 
prevalencia de las madres solas según edad y arreglos 
residenciales (es decir, se indica si viven solas o en hogares 
extensos). Los datos y las estadísticas presentados son el 
fruto de una colaboración especial entre ONU Mujeres y la 
División de Población del DAES. Las estadísticas relativas al 
tamaño medio de los hogares y su composición se basan 
en estimaciones nacionales publicadas a partir de la base 
de datos sobre tamaño y composición de los hogares 2018 
(División de Población del DAES, 2018). Las estadísticas 
sobre madres solas según la composición de los hogares y 
los arreglos residenciales de las personas de 25 a 34 años se 
elaboraron conjuntamente entre ONU Mujeres y la División 
de Población del DAES. Para obtener más información 
sobre estos datos y las estadísticas que se extraen de ellos, 
véase la base de datos sobre tamaño y composición de los 
hogares 2018 y los metadatos de la base de datos ampliada 
del DAES y ONU Mujeres. Asimismo, puede consultarse en la 
sección 2.2 del capítulo 2 una explicación de las diferencias 

https://www.unwomen.org/es/digital-library/progress-of-the-worlds-women
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entre los conceptos de “familias” y “hogares”; la mayoría 
de los análisis estadísticos derivados de los censos y otras 
encuestas de población se basan en estos últimos.

Anexo 4: Tasas de participación laboral 
según sexo y estado civil
En el cuadro se ofrece información muy importante sobre 
los efectos diferenciados según el género que ejerce el 
matrimonio sobre la participación en el mercado laboral 
(véase la sección 4.3 en el capítulo 4). Estos cuadros 
recientemente publicados, basados en gran medida en los 
microdatos armonizados de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), son el resultado de una colaboración 
entre ONU Mujeres y la OIT con el objetivo de incrementar la 
producción de indicadores sobre las mujeres y el mercado 
de trabajo. Toda la información, incluidas estadísticas 
adicionales relacionadas con el empleo desglosadas por 
sexo, edad y estado civil, está disponible en la dirección 
http://progress.unwomen.org. Las actualizaciones 
posteriores de dichas estadísticas de la OIT podrán 
encontrarse en la dirección www.ilo.org/ilostat.

Anexo 5: Leyes y marcos jurídicos
En el cuadro se utiliza la información disponible en la 
base de datos Mujer, Empresa y el Derecho del Banco 
Mundial para evaluar los derechos de las mujeres en áreas 
clave de las leyes de familia, incluidas las de la violencia 
doméstica, el poder de acción dentro del matrimonio, los 
derechos sucesorios, la ciudadanía y la protección frente 
al matrimonio infantil, precoz y forzado. Los datos revelan 
que, a pesar del progreso logrado, numerosas leyes 
discriminatorias contra las mujeres y las niñas se mantienen 
vigentes. En la sección 3.4 y en el correspondiente gráfico 3.1 
del capítulo 3, así como en la sección 4.4 del capítulo 4 
puede consultarse un análisis más detallado de la influencia 
que ejercen los marcos jurídicos discriminatorios sobre el 
poder de acción de las mujeres en las familias.

Anexo 6: Violencia contra las mujeres y 
las niñas
En el cuadro se presentan datos sobre la proporción de 
mujeres de 15 a 49 años que experimentaron violencia física, 
sexual o psicológica por parte de una pareja o expareja en 
los 12 meses previos al estudio (indicador 5.2.1 de los ODS), 
así como información sobre las actitudes en relación con la 
violencia contra las mujeres y las niñas, según las razones 
esgrimidas por las personas encuestadas para justificar las 
agresiones físicas a la esposa. Los datos se tomaron de las 
encuestas de demografía y salud más recientes disponibles, 

de encuestas nacionales o regionales sobre violencia 
contra las mujeres y de encuestas de indicadores múltiples 
por conglomerados. En el capítulo 6 se ofrece un estudio 
detallado de los efectos de la violencia contra las mujeres y 
las niñas, las familias y las comunidades.

Anexo 7: Tendencias migratorias
En el cuadro se utilizan datos tomados de la base de 
datos Revision of the Trends in International Migrant Stock, 
compilada por la División de Población del DAES. A los 
efectos de estos datos, el “país de origen” de la persona 
migrante se refiere al país de nacimiento (en la mayoría 
de los casos) o, en el caso de los países que no publican 
datos sobre el lugar de nacimiento, al país de ciudadanía. 
En el capítulo 7 puede consultarse un análisis sobre la 
proporción de mujeres migrantes internacionales y los 
factores que influyen en sus decisiones migratorias, 
así como acerca de las normativas y políticas que 
probablemente contribuyen a generar tendencias 
divergentes en los distintos países y regiones.

Anexo 8: Agrupaciones regionales
En el cuadro se muestran las clasificaciones regionales por 
países, basadas en las agrupaciones geográficas definidas 
en los “Códigos uniformes de país o de zona para uso 
estadístico” (Serie M, núm. 49). La lista, elaborada por 
la División de Estadística de las Naciones Unidas, es la 
base de las clasificaciones regionales utilizadas para 
el seguimiento mundial de los ODS. A menos que se 
especifique otra cosa, es el criterio empleado para las 
clasificaciones regionales en todos los cuadros, gráficos y 
diagramas creados por el equipo de datos del informe. En 
los análisis estadísticos externos, la clasificación regional 
puede ser diferente. Para obtener más información, 
deben consultarse las notas y la información relativa a las 
diversas fuentes utilizadas.

Agrupaciones y conjuntos regionales
Las agrupaciones regionales utilizadas en los cuadros, 
gráficos y diagramas incluidos en el informe se basan en 
las clasificaciones regionales de ONU Mujeres (consúltese el 
anexo 8). Por lo general, se muestran los promedios cuando 
hay datos disponibles al menos para el 50,0 % de los países 
de una región o representan en torno a dos tercios de la 
población de la región. Siempre que resulta posible, se 
presentan promedios regionales y mundiales ponderados 
según la población. En algunos casos, sin embargo, se 
emplearon indicadores basados en percepciones y datos 
cualitativos (del tipo “sí/no”) para los análisis.

https://www.unwomen.org/es/digital-library/progress-of-the-worlds-women
http://www.ilo.org/ilostat
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/31327/WBL2019SP.pdf?sequence=11&isAllowed=y
https://www.un.org/en/development/desa/population/migration/data/estimates2/estimates19.asp
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Fuentes de los datos y definición de los 
indicadores
Salvo que se especifique otra cosa, los datos utilizados 
para compilar los cuadros de los anexos se tomaron de 
organismos internacionales que poseen el mandato, los 
recursos y los conocimientos especializados necesarios para 
recabar, armonizar y compilar datos nacionales para su 
comparación entre países. Debajo de cada representación 
gráfica de datos figuran las principales fuentes de los 
indicadores y sus definiciones. Esta información también 
figura al final de cada cuadro de los anexos.

Diferencias entre las fuentes de datos 
nacionales e internacionales
En algunos casos, las estimaciones nacionales de 
un indicador difieren de las proporcionadas por los 
organismos internacionales y expuestas en los cuadros. 
Dichas discrepancias obedecen a tres factores: los 
procesos de armonización empleados para garantizar la 
comparabilidad de los datos entre los distintos países; el 
hecho de que los períodos de actualización o revisión de 
los organismos internacionales no siempre coinciden con la 
publicación de datos por parte de los sistemas estadísticos 
nacionales; y, por último, el hecho de que los organismos 
internacionales efectúan estimaciones para completar 
los datos que faltan. Los esfuerzos de los organismos 
internacionales y sus contrapartes nacionales para mejorar 
los procesos de recopilación van dirigidos a eliminar tales 

discrepancias. Para obtener más información al respecto, 
véanse las fuentes originales de la recopilación de datos.

Símbolos utilizados en los cuadros de 
los anexos 
En los cuadros se utilizan los siguientes símbolos:

•	 - no existen datos nacionales disponibles, o bien el 
promedio regional o mundial no es aplicable o resulta 
imposible de calcular.

•	 [ ] se muestra el promedio regional o mundial, aunque 
debe tratarse con cautela. La cobertura es inferior al 
umbral mínimo establecido por ONU Mujeres, que debe 
ser al menos del 50,0 % de los países o dos tercios de la 
población de la región o del mundo.

•	 0 o 0,0 nulo o insignificante.
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national Data Center in Luxembourg.
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ANEXO

ANEXO 8

AGRUPACIONES REGIONALES

África septentrional y Asia occidental

Arabia Saudita Argelia Armenia Azerbaiyán

Bahrein Chipre Egipto Emiratos Árabes Unidos

Georgia Iraq Israel Jordania

Kuwait Líbano Libia Marruecos

Omán Qatar República Árabe Siria Sudán

Túnez Turquía Yemen

África subsahariana

Angola Benin Botswana Burkina Faso

Burundi Cabo Verde Camerún Chad

Comoras Congo Côte d’Ivoire Djibouti

Eritrea Eswatini Etiopía Gabón

Gambia Ghana Guinea Guinea Bissau

Guinea Ecuatorial Kenya Lesotho Liberia

Madagascar Malawi Malí Mauricio

Mauritania Mozambique Namibia Níger

Nigeria República Centroafricana República Democrática del Congo República Unida de Tanzanía

Rwanda Santo Tomé y Príncipe Senegal Seychelles

Sierra Leona Somalia Sudáfrica Sudán del Sur

Togo Uganda Zambia Zimbabwe

América Latina y el Caribe

Antigua y Barbuda Argentina Bahamas Barbados

Belice Bolivia (Estado Plurinacional de) Brasil Chile

Colombia Costa Rica Cuba Dominica

Ecuador El Salvador Granada Guatemala

Guyana Haití Honduras Jamaica

México Nicaragua Panamá Paraguay

Perú República Dominicana Saint Kitts y Nevis San Vicente y las Granadinas

Santa Lucía Suriname Trinidad y Tabago Uruguay

Venezuela (República Bolivariana de)    

Asia central y meridional

Afganistán Bangladesh Bhután India

Irán (República Islámica del) Kazajstán Kirguistán Maldivas

Nepal Pakistán Sri Lanka Tayikistán

Turkmenistán Uzbekistán   
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Asia oriental y sudoriental

Brunei Darussalam Camboya China Filipinas

Indonesia Japón Malasia Mongolia

Myanmar República de Corea República Democrática Popular Lao República Popular Democrática 
de Corea

Singapur Tailandia Timor-Leste Viet Nam

Australia y Nueva Zelandia

Australia Nueva Zelandia  

Europa y América del Norte

Albania Alemania Andorra Austria

Belarús Bélgica Bosnia y Herzegovina Bulgaria

Canadá Chequia Croacia Dinamarca

Eslovaquia Eslovenia España Estados Unidos de América

Estonia Federación de Rusia Finlandia Francia

Grecia Hungría Irlanda Islandia

Italia Letonia Liechtenstein Lituania

Luxemburgo Macedonia del Norte Malta Mónaco

Montenegro Noruega Países Bajos Polonia

Portugal Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte

República de Moldova Rumania

San Marino Serbia Suecia Suiza

Ucrania    

Oceanía (excepto Australia y Nueva Zelandia)

Fiji Islas Marshall Islas Salomón Kiribati

Micronesia (Estados Federados de) Nauru Palau Papua Nueva Guinea

Samoa Tonga Tuvalu Vanuatu
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